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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Acción contencioso administrativa


    Impuesto a las ganancias. Entidades de bien público. Omisión de cuestión esencial. Derivación no razonada del derecho vigente. Violación al debido proceso. 


    La Corte destacó que la resolución general de la Dirección General Impositiva 1432 -reglamentaria de una norma similar a la transcripta contenida en el art. 19, inc. f), de la ley de impuestos a los réditos, cuya aplicación al caso no es discutida por las partes- si bien expresa que la enunciación del objeto societario de las asociaciones y entidades efectuada en la disposición legal no es taxativa, puesto que su sentido es el de explicitar el concepto de "beneficio público", deja claramente establecido en sus considerandos que un elemento distintivo de dicho concepto, o de la finalidad "socialmente útil” de la entidad, consiste en la total exclusión de fines lucrativos para los asociados. En virtud de tal premisa, la decisión apelada omite hacer mérito de circunstancias relevantes y efectúa una apreciación fragmentaria de las pruebas producidas, lo cual impide que la conclusión sea una derivación razonada del derecho vigente ajustada a las constancias de la causa.


    F.I.D.E.M. c/ DGI s/ Demanda contenciosa


    F. 798, XXXIX, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo


    Empleo público. Retenciones salariales. Pago en bonos. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Andreoli, Carlos Silvio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1083, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Borges, Matías c/ Estado Nacional


    B. 1136, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Brayotta, Viviana Andrea y otros c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Acción de amparo


    B. 1434, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Falcone, Ernesto Salvador c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial INPI s/ Acción de amparo


    F. 1012, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    González, Roberto Miguel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    G. 610, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Cuestión abstracta. Pago en bonos. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Ley 25.453. Precedente “Tobar”. Decreto 1819/02. Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    El Ministerio Público y Corte se expidieron sobre la invalidez constitucional del art. 10 de la ley 25.453, así como de las normas dictadas en su consecuencia, en la causa “Tobar”, por lo cual el pronunciamiento del a quo, en cuanto declaró ilegítima la afectación del salario de la actora en virtud de dichas disposiciones, se ajusta a derecho. El decreto 1819/02, ratificado por el art. 12 de la ley 25.725, dispuso que, a partir del 1° de enero de 2003, las retribuciones del personal del sector público nacional se abonen sin las reducciones del decreto 896/01 y de la ley 25.453, en moneda de curso legal, al mismo tiempo que ordenó restituir todas las sumas descontadas mediante la entrega de títulos públicos, en la forma y con las modalidades que indique la Ley de Presupuesto para la Administración Nacional correspondiente al ejercicio fiscal 2003. Si bien a partir del decreto 1819/02 deviene abstracta toda discusión sobre el pedido de cese de los descuentos, porque éstos ya no se realizan, subsiste interés para emitir un pronunciamiento sobre la forma de devolver los fondos retenidos, pues los jueces de la causa ordenaron que sea en efectivo y no en títulos públicos como prevé el decreto 1819/02, cuya inconstitucionalidad también declararon.


    Sobre este punto, las cuestiones debatidas son sustancialmente análogas a las examinadas en el dictamen de la causa de la remisión.


    Lorenzutti, Guillermo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Administración Nacional de la Seguridad Social ANSES


    L. 941, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Pago en bonos. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Petraca, Marta Noemí c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Amparo


    P. 1251, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Carrera administrativa. SINAPA. Funciones ejecutivas. Estabilidad del empleado público. Estabilidad relativa. Régimen jubilatorio. 


    Leyes 22.140, 25.164 y 22.237. Dto. 993/91.


    El thema decidendum consiste en determinar si el actor puede ser intimado a iniciar los trámites jubilatorios por disposición de una norma de carácter general que así lo establece para todos aquellos que se encuentren en condiciones de obtener dicho beneficio, o si, por el contrario, al haber sido designado en un cargo con funciones ejecutivas mediante el procedimiento de selección que establece el decreto 993/91, el funcionario conserva el derecho a permanecer en él hasta completar el período fijado por su art. 54, aun cuando ya reúna los requisitos para acceder a la jubilación. La Corte tiene dicho que el art. 14 bis de la Ley Fundamental reconoce la estabilidad del empleado público, pero ese derecho no es absoluto, sino que debe ejercerse de conformidad con las leyes que lo reglamentan y en armonía con los demás derechos individuales y atribuciones estatales establecidos con igual jerarquía por la misma Constitución. 


    De Atueno, Francisco José c/ Secretaría de Turismo de la Nación - Resol 154/00 s/ Amparo Ley 16.986


    D. 11, XXXVII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Retenciones salariales. Pago en bonos. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Russian, Antonio Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 1714, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Retenciones salariales. Pago en bonos. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    Tomassi, Jesús Gabriel c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    T. 581, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    AFIP. Expresión de agravios. Presentación extemporánea. Recurso extraordinario federal. Queja por recurso denegado. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 393, L. XXXVIII, “Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional”.


    Más allá de que el recurso pudo haber sido mal denegado por el aquo, los agravios que lo integran y se traen para fundamentar la validez de la norma cuya inconstitucionalidad se decretó en autos, fueron introducidos tempestivamente. En efecto, no esgrimió ninguno de ellos al responder el traslado de las pretensiones del accionante quien propuso con claridad, en defensa de su derecho, la solución cuyo acogimiento ahora tardíamente se impugna y, otros, introducidos posteriormente, no fueron expuestos en forma clara, como es menester, al apelar la sentencia de la anterior instancia, como para que los camaristas se vieran impuestos a considerarlos, máxime cuando la posibilidad de que la acción del interesado fuera aceptada era un evento previsible que imponía, introducirlos oportunamente y expresando su conexión con la materia del juicio. En razón de la circunstancia señalada, y sin perjuicio de señalar que este Ministerio Público ya emitió opinión respecto de la validez constitucional del decreto 894/01, en cuanto estableció el sistema de incompatibilidad discutido en el sub lite, en la causa S. 393, L. XXXVIII, "Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional", actualmente a decisión del Tribunal, corresponde desestimar la queja.


    Derendinger, Ernesto Arturo c/ AFIP


    D. 638, XXXIX, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de inconstitucionalidad


    Decretos. Resoluciones. COMFER. Servicio de radiodifusión. Frecuencia modulada. 


    Precedente del fallo M. 622, L. XXXIV, “Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo”.


    La cuestión se adecua a los principios sentados por la Corte en “Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo”, donde dijo que la postura de Martearena comportaba equiparar aquellos aspirantes a obtener una licencia radial que ya contaban con un certificado provisorio o con una resolución judicial que reconociera su derecho, con las emisoras que se encontraban operando sin autorización alguna ni decisión judicial favorable, cuando, de la letra y el espíritu de las normas vigentes “... resulta que las emisoras en esas condiciones no gozaban de una situación jurídicamente protegida, sino que sus posibilidades de ser comprendidas en el régimen de normalización estaban supeditadas a condiciones cuya apreciación era facultad discrecional de la Secretaría de comunicaciones, dentro del marco de los principios y pautas básicas que la autoridad de aplicación debía contemplar...  Que ese criterio fue continuado mediante la sanción del decreto 310 del 20 de marzo de 1998, que completó el régimen de normalización de emisoras de frecuencia modulada. A los fines de adjudicar las licencias, y sin perjuicio de nuevas solicitudes... contempla dos supuestos, a saber: a) los propietarios de estaciones que estén utilizando frecuencias y hayan cumplido con todos los requisitos... y b) los propietarios de estaciones que se encuentren operando en virtud de decisiones judiciales firmes, definitivas o cautelares... el art. 17 del decreto 310/98 dispuso que las emisoras presentadas en virtud del derogado art. 4° de la resolución 142/96 (Secretaría de Comunicaciones) y operativas o en curso de instalación sin autorización alguna, debían cesar en sus emisiones a partir de la publicación del decreto y debían presentar, en plazo oportuno, una declaración jurada que acreditase dicho cese... Que a la luz del marco jurídico reseñado, se advierte que el actor, quien según sus propias manifestaciones ante el COMFER… inició sin autorización alguna la actividad de su emisora... no contó con permiso provisorio administrativo ni decisión judicial favorable... Cabe concluir que el dictado del decreto 310/98 no modificó las regias de juego, sino que concluyó el plan de normalización, poniendo un término a situaciones no amparadas por el marco legal que se prolongaban indefinidamente. En este orden de ideas, parece razonable la reglamentación del art. 17 del citado decreto, que dispone el cese de la actividad y la presentación oportuna de una declaración jurada, antes de tener por configurada una situación de clandestinidad... en tales condiciones, se concluye que la norma impugnada por el actor no vulnera derechos jurídicamente tutelados...”. Ello es así, además, toda vez que las normas sancionadas con posterioridad a este fallo no han modificado las circunstancias que se tuvieron en cuenta para dictarlo.


    Brun, Alfredo David y otros c/ Estado Nacional (C.O.M.F.E.R.) s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 511, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Ley de expropiación. Servicio público. Interpretación de la ley. 


    Desde antiguo la Corte tiene dicho que las leyes han de interpretarse evaluando la totalidad de sus preceptos y los propósitos finales que las informan, de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. No se advierte que la Ley 6.907 vulnere el principio de jerarquía constitucional previsto en el artículo 31 de la Constitución Nacional, toda vez que dicha norma fue dictada dentro del marco de atribuciones propias de la legislatura local en tanto involucra cuestiones vinculadas al procedimiento que deben seguir las empresas prestadoras de servicios públicos provinciales en el momento de emitir las facturas. Se trata, entonces, de una modalidad de prestación de un servicio público sujeto a regulación provincial, prevista por las autoridades locales en el marco de sus competencias constitucionales. 


    Edelar S.A. s/ Inconstitucionalidad


    E. 115, XXXIX, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa


    Acción de inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte interno. Contribuyentes. Impuesto a las ganancias. 


    La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestatarios de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que acreditó que sus tarifas habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.


    El Nuevo Halcón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 117, XXXV, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Tarifa del transporte. 


    Respecto del servicio interjurisdiccional prestado bajo la modalidad “expreso diferencial”, supone un sistema tarifario que las empresas prestatarias propondrán a la autoridad de aplicación. De tal manera, no resulta impedimento para que los prestatarios incorporen, dentro del precio propuesto, la gravitación del impuesto a los ingresos brutos. La Corte sostuvo que no existe restricción alguna en la determinación de la tarifa y tal situación hace inaplicable la doctrina de Fallos: 308:2153; 310:1602 y 321:2501. En cuanto a los servicios “comunes”, la Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestatarios de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que acreditó que sus tarifas habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias.


    Microomnibus Quilmes S.A.C.I.F. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    M. 863, XXXVI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Impuesto de sellos. Petróleo. Coparticipación federal. 


    Las misivas sub examine carecen de la autosuficiencia requerida para exigir el cumplimiento de las obligaciones en ella plasmadas y, por ende, que la pretensión tributaria provincial se encuentra en pugna con la obligación asumida en el acápite II del inc. b) del artículo 9° de la Ley 23.548. Para sostener esta postura, se remite al fallo de la Corte S. 1077, L. XXXVI, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”. El acápite II del inc. b) del artículo 9° de la Ley 23.548 exige que el perfeccionamiento del acto, contrato u operación surja del instrumento gravado, “con prescindencia de los actos que efectivamente realicen los contribuyentes”. El artículo 1150 del Código Civil se refiere a la “aceptación” como momento hasta el cual la oferta puede ser retractada.


    Esso S.A.P.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    E. 167, XXXV, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acto administrativo


    Validez del contrato administrativo. Prueba. Plazo. Prescripción decenal. 


    La Corte ha resuelto que se aplique el plazo general de diez años, previsto en los artículos 846 del Código de Comercio y 4.023 del Código Civil, ante la ausencia de una disposición especial. Sobre esa base, a la fecha de promoción de la demanda aún no se había operado la prescripción de las deudas reclamadas. Es doctrina del Tribunal que la validez y eficacia de los contratos administrativos se supedita al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales pertinentes en cuanto a la forma y procedimientos de contratación, así como que, en razón del carácter administrativo del contrato que se dice celebrado, el caso debe ser juzgado con arreglo a los principios y reglas propios del derecho público, para lo cual debe acudirse a las normas sobre contrataciones que rigen en la provincia demandada Por aplicación de esa doctrina al caso de autos, corresponde examinar la ley provincial de contabilidad 2453 y su decreto reglamentario 2175/80.


    Siper Aviación S.A c/ Catamarca, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos


    S. 596, XXXIII, 28 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Concesión comercial. Tasas por servicios aeronáuticos. Contratos administrativos. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Según reiterada doctrina de la Corte en la materia, en aras de determinar el juez competente para resolver la causa corresponde atenerse a los términos de la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. No se trata en el caso de una ejecución fiscal por cobro de tasas, sino de los alcances que corresponde asignar a un contrato de concesión para explotar aeropuertos que, por tratarse de un contrato de derecho administrativo, es susceptible de provocar efectos jurídicos sobre terceros, como son en este caso los usuarios de los servicios aeroportuarios explotados por el concesionario, que deben abonar las tasas fijadas en el cuadro tarifario predispuesto.


    Asociación Vecinal Belgrano C-Cons. activos Inc. ejec. med. II y otros c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional Decreto 577/02 y otro s/ Amparo proceso sumarísimo (Artículo 321 inciso 2 CPCYC)


    COMP. 1230, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Contrato de obra pública


    Modificación del contrato. Servicio público. Tasa aeroportuaria única. Medidas cautelares. 


    La Corte tiene reiteradamente declarado que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o revoquen, no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el artículo 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. No obstante, dicho principio reconoce excepción cuando la medida dispuesta causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o exista gravedad institucional.No obstante lo expuesto, reiterada doctrina sostiene que las medidas cautelares tienen naturaleza instrumental y accesoria, pues no constituyen un fin en sí mismas sino que tienden a posibilitar el cumplimiento de la sentencia definitiva a dictarse en el juicio principal, consistiendo su finalidad en la de asegurar la eficacia de la sentencia, mas no convertirse en tal. 


    Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas S.A. - Incidente medida cautelar c/ Estado Nacional - Decreto 577/02


    L. 812, XXXIX, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Contrato de trabajo


    Reincorporación. Personal suplente. Extinción por vencimiento del plazo. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Aplicación errónea de la ley. 


    Agentes transitorios: permanencia en el cargo.


    La cámara realizó una interpretación errónea del art. 14 del Laudo 15/91 que la condujo, inadecuadamente, a aplicar de forma lisa y llana el art. 78 de la L.C.T., que reputa como definitivas las funciones a las cuales el agente fue ascendido si desaparecieren las causales que dieran origen al interinato o transcurrieren los plazos que fijen al efecto los estatutos profesionales o convenciones colectivas de trabajo. De este modo, obvió una sana inteligencia del art. 14 del laudo citado, que dispone que al vencimiento de la prórroga del interinato la vacante deberá ser llenada por concurso y, por ende, consagró dogmáticamente una suerte de estabilidad al agente interino cuando no existe en el régimen legal norma alguna que le garantice la permanencia en el cargo. Ni siquiera ponderó que el plexo normativo no otorga derecho al interino a permanecer en el cargo hasta que éste sea cubierto por concurso, con lo que la Autoridad no tenía vedado disponer el reemplazo de un agente interino.


    Olavarría y Aguinaga, Jesús M. c/ AFIP - DGI s/ Acción de amparo


    O. 656, XL, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia


    Servicios sanitarios. Servicios de agua corriente. Redes cloacales. Fijación de precios. Tarifa de servicios públicos. Concesión comercial. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La pretensión del actor consiste en obtener que se determine un precio justo a abonar en concepto de tasa retributiva de servicio de aguas y cloacas y, en consecuencia, que se le reintegren las sumas de dinero abonadas en exceso, por lo que la cuestión debatida en autos no se encuentra ceñida a una relación contractual entre particulares. Por el contrario, se halla en tela de juicio la aplicación del régimen de tarifas vigente, así como la inteligencia de normas vinculadas al contrato de concesión celebrado entre el Estado Nacional y Aguas Argentinas S.A. Resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para la solución del caso, sin perjuicio de que, además de la legislación especial, puedan llegar a aplicarse normas del derecho común, que pasarían a formar parte, por vía de integración subsidiaria, del plexo de principios de derecho público.


    Simone, Osvaldo Blas c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1651, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Impuesto de sellos


    Transporte interno. Transporte de pasajeros. Servicio público. Acción de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 1798, L. XXXVIII, “Línea 22 S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    En el supuesto que se pretenda gravar la instrumentación de un permiso que no fija ventaja alguna para el Estado Nacional concedente, corresponde declarar la improcedencia de la pretensión fiscal.


    El Nuevo Halcón Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 232, XXXIX, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados


    Suspensión del contrato de trabajo. Reincorporación. Salarios caídos. Ley de procedimientos administrativos. Aplicación errónea de la ley. 


    Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados: relación de empleo con sus dependientes. Marco Regulatorio.


    Para el personal del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, no resulta idónea la vía de los arts. 39 y 40 del anexo de la ley 25.164, porque el recurso judicial directo allí legislado solamente podrá ser interpuesto por los agentes comprendidos y amparados en el régimen de empleo público. Es innegable la existencia de sumarios, investigaciones o procesos instructivos de conductas lesivas de la confianza laboral como procedimientos no exclusivos de la Administración Pública Nacional, sino utilizados en todos los ámbitos laborales, tanto públicos como privados, conforme a cada reglamentación interna, de tal forma que resulta manifiestamente inaceptable sostener que el hecho de que se haya decidido instruir un sumario pueda tener virtualidad para cambiar la naturaleza del vínculo laboral que unió a las partes. 


    Franciosi, Ernesto Nicolás DR s/ Recurso de nulidad de resolución nº 499 del INSSJP


    F. 309, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo


    Juicios contra el Estado. Juicios en que la Nación es parte. Obras sociales. Conflictos interadministrativos. Sentencia. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Si bien en principio las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos no tienen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, cabe dejar de lado tal regla cuando el asunto fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo ulterior. La ley 19.983 establece dos requisitos fundamentales para su aplicación: que se trate de un conflicto pecuniario, cualquiera sea su naturaleza o causa, y que se suscite entre organismos administrativos del Estado Nacional, centralizados o descentralizados, incluidas las entidades autárquicas. De darse ambos, la contienda interadministrativa debe ser resuelta por el Procurador del Tesoro de la Nación o por el Poder Ejecutivo Nacional, según el monto en disputa. Ello resulta así por tener un superior común y porque las causas repercutirán necesariamente en el patrimonio del Estado.


    Obra Social Unión Personal de la Unión del Personal Civil de la Nación c/ Estado Nacional – Ministerio de Salud


    O. 416, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado


    Acción de amparo. Tribunal arbitral de obras públicas. Jueces naturales. Declaración de inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    Decreto 1349/01.


    La actividad del Tribunal Arbitral de Obras Públicas (TAOP) debió finalizar una vez creado el fuero contencioso administrativo mediante la ley 13.998 y dictado el decreto-ley 19.549, que prevé la posibilidad de acceder a un proceso judicial contencioso administrativo; sin embargo, se mantuvo vigente a través del dictado de sucesivos decretos que ampliaron su competencia y restringieron la revisión judicial de sus laudos. El TAOP, no sólo mantuvo su existencia en el tiempo, sino que, además, aún después de creado el fuero judicial que debía entender en la materia, amplió su competencia jurisdiccional, restringiendo, a la vez, la posibilidad de revisar judicialmente su actuación. No surge de modo manifiesto la ilegitimidad que se atribuye al decreto 1349/01, ya que, al disponerse la disolución del TAOP se ha restablecido el principio de legalidad, de acuerdo con las previsiones de la ley 13.064 y la distribución constitucional de competencias. 


    Gardebled Hermanos S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 1349/01 s/ Amparo Ley 16.986


    G. 1406, XXXIX, 03 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Falta de pago. Empresa de limpieza. Consejo vecinal. Rechazo de la demanda. Reconvención. Concesión comercial. Servicio público. Recurso extraordinario federal. Queja por recurso denegado. Inadmisibilidad del recurso. Cuestión de derecho público local. Cuestión no federal. 


    Ley 23.696 de Emergencia administrativa.


    El recurso extraordinario es inadmisible y es correctamente denegado pues, si bien se aduce que existe una cuestión federal en punto a la falta de aplicación de la Ley 23.696, en rigor su análisis no remite a la inteligencia de una ley a la que deba asignarse tal carácter federal, si se tiene en cuenta que su invocación "en cuanto sea de aplicación en el ámbito de la Capital Federal, ha sido dictada en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del art. 75, inc. 30 de la Constitución Nacional y, en consecuencia, reviste el carácter de derecho público local”.Los agravios quedan ceñidos a controvertir, exclusivamente, la interpretación que asigna el a quo a normas de derecho público local y a la apreciación de las pruebas rendidas en el expediente. Así pues, la Corte ha dicho que corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad esgrimida si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio, sin que su acierto o error pueda ser examinado por el Tribunal en atención a que "la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa".


    Sanecar SACIFIA c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 146, XL, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Ente tripartito de obras y servicios sanitarios


    A. 1339, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Ente tripartito de obras y servicios sanitarios s/ Proceso de conocimiento


    A. 1561, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Multa administrativa


    Expendio de medicamentos. Habilitación del establecimiento. Revocación del acto administrativo. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    La disposición ANMAT N° 2084/99 prescribe en su art. 1° que “La presente disposición se aplicará a la habilitación y funcionamiento de empresas que realicen actividades de distribución y comercialización de productos para diagnóstico de uso ‘in vitro’ y productos para investigación de uso ‘in vitro’”, en tanto que la disposición ANMAT N° 2676/99, también en su primer artículo, ordena que “La habilitación de los establecimientos dedicados a la elaboración, fraccionamiento o importación de productos para diagnóstico de uso ‘in vitro’ y productos para investigación de uso ‘in vitro’, se regirá por las normas de la presente Disposición”, de lo que se deriva que, aún aquellas personas o empresas que se hallan inscriptas para fraccionar, elaborar, importar o exportar esos productos, no cuentan con la habilitación necesaria para distribuir y comercializar dichas especialidades medicinales. 


    Gematec S.R.L., Garau, Jaime y Manzur, Hugo s/ Infracción Ley 16.463


    G. 1038, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Obras públicas


    Transferencia de fondos del Estado. Descentralización administrativa. Institutos provinciales de la vivienda. Derogación tácita de la ley. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. 


    Decreto provincial 2523/99. Comisión de servicios FONAVI 2%.


    El thema decidendum consiste en dilucidar si la comisión que había previsto la reglamentación del art. 19 de la ley nacional 21.581 se encuentra en vigor o si, por el contrario, perdió su vigencia a raíz del dictado de normas posteriores que, aún sin explícita referencia a ella, regularon el Fondo Nacional de la Vivienda (FONAVI). La ley 24.464 no contiene previsión alguna referida a la comisión FONAVI, ni derogó las disposiciones legales anteriores, sino en todo aquello que se opusiera a su texto (art. 25). Además, ninguna de estas leyes suprimió en forma expresa el art. 19 de la ley 21.581. Las provincias, para obtener los beneficios del Sistema Federal de la Vivienda creado por la ley 24.464, se adhirieron mediante un acto de sus respectivas Legislaturas. El pago de la denominada comisión de servicios 2% no constituye una imposición del Sistema Federal de la Vivienda, toda vez que la reglamentación del art. 19 de la ley 21.581 no consagró a favor de los agentes el derecho a percibirla.


    Alarcon, Marisel y otros c/ Instituto Provincial de la Vivienda y Urbanismo s/ Acción procesal administrativa


    A. 2, XXXIX, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Privatizaciones


    Falta de legitimación para obrar. Obligaciones. Responsabilidad del Estado. 


    La excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por el Estado Nacional como de previo y especial pronunciamiento debe ser admitida, ya que resulta manifiesta toda vez que se desprende que éste no aparece como titular de la relación jurídica que da origen a la causa. La circunstancia de que el financiamiento de la privatización del Banco de la Provincia de Jujuy se haya efectuado con recursos del Fondo Fiduciario para el Desarrollo Provincial, en relación al cual el Estado Nacional (Ministerio de Economía) reviste el carácter de fiduciante, no autoriza a atribuirle legitimación pasiva para actuar en el proceso. No se advierte - ni se invoca -, de qué manera podría resultar comprometido el Estado Nacional respecto de la presunta lesión sufrida por los actores como consecuencia de las normas locales que regularon el procedimiento de privatización, dado que fueron las autoridades locales quienes participaron en el pago y distribución de las acciones del Propiedad Participada del Banco de Jujuy S.A.


    Alfaro, Carlos Fernando y otros c/ Jujuy, Provincia de y otros s/ Cobro de Pesos


    A. 2539, XXXVIII, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado


    Tarifa de servicios eléctricos. Sanciones administrativas. Mercado eléctrico mayorista. Usuarios electrointensivos. Entes reguladores. Caso concreto. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El ENRE está expresamente habilitado por el marco regulatorio eléctrico para intervenir y resolver controversias que involucran a agentes del MEM por las penalidades que les cabe por transgredir el límite máximo de potencia, o exceso en la capacidad de suministro. En efecto, si está fuera de discusión que la contienda se da entre agentes del MEM, entonces deviene aplicable el art. 72 de la ley 24.065, en cuanto prevé que “toda controversia que se suscite entre generadores, transportistas, distribuidores, grandes usuarios, con motivo del suministro o del servicio público de transporte y distribución de electricidad, deberá ser sometida en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del ente” y en estos casos sus actos revisten carácter jurisdiccional. A estos efectos, carece de importancia que las redes por donde se desarrolla el transporte pertenezcan al sistema eléctrico provincial, así como la postura que intenta hacer prevalecer la actora a partir del art. 11, in fine, de la ley 15.336, porque, para hacer surgir la competencia jurisdiccional del ente regulador nacional, lo determinante es tanto la calidad de las personas involucradas como la materia en disputa, es decir, las condiciones en que se presta el servicio técnico de transporte, que incluyen tanto el deber de no exceder la capacidad de suministro como las sanciones que una conducta de ese tipo puede acarrear.


    En autos existe coincidencia en que el anexo 27 de “Los procedimientos para la programación de la operación, el despacho de cargas y el cálculo de precios”, no explicita el cobro de recargos por exceso de la capacidad de suministro junto con el cobro de la FTT y que, ante esta ausencia, el conflicto debe ser resuelto por las previsiones del contrato provincial de concesión de distribución de energía eléctrica.


    Empresa distribuidora San Luis S.A. c/ Ente Nacional Regulador de la Electricidad


    E. 529, XXXVIII, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización expropiatoria. Doctrina de la arbitrariedad. Índices de actualización. Moneda extranjera. Apartamiento de las constancias de la causa. Capitalización de intereses. Régimen de consolidación de deudas. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La cámara fijó una tasa de interés sobre la base de considerar que el capital fue percibido en dólares estadounidenses - de donde deriva que estos accesorios se deban pagar en esa moneda - pero al decidir de ese modo se apartó de constancias relevantes de la causa, incluso pasadas en autoridad de cosa juzgada y le otorgó al expropiado algo que no había solicitado, al mismo tiempo que desconoció el signo monetario en que se expresó la indemnización y la relación entre el capital y los accesorios. Respecto de los réditos que produjo la reinversión automática del depósito, que el a quo también le reconoció al expropiado, una razonable interpretación de la postura del Estado no permite concluir que éste los haya reconocido, pues siempre sostuvo que sólo le correspondía abonar los intereses legales. Máxime cuando esos frutos pertenecen a la relación entre depositante y depositario en la que no participa el expropiado.


    Estado Nacional - Corte Suprema de Justicia de la Nación c/ Piñedo, Enrique y otros


    E. 508, XXXVIII, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción meramente declarativa. Exenciones impositivas. IVA. Interpretación de la ley. Revocación de sentencia. 


    El remedio extraordinario es formalmente admisible, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de normas de carácter federal (ley 23.349, 23.871 y sus modificatorias) y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que el apelante fundó en ellas (art. 14, inc. 3°, ley 48). Cabe recordar que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, que las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria, y que cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. En materia de exenciones impositivas es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y que su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del legislador. Así en los debates parlamentarios de la ley 23.871, que introdujo la franquicia en debate, nada permite inferir una voluntad legislativa diferente de la plasmada en sus textos. En consecuencia, sostener una interpretación contraria, y extender la franquicia más allá de las “restantes” locaciones y prestaciones del art. 3°, inc. e) ap 21), implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos la concibieron.


    En este orden de ideas, no es ocioso recordar que la interpretación debe evitar asignar a la ley un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, correspondiendo adoptar como verdadero -en cambio- el criterio que las concilie y obtenga la integral armonización de sus preceptos.


    Club 20 de Febrero c/ Estado Nacional y/o AFIP s/ Acción meramente declarativa –Medida cautelar


    C. 2366, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Sanciones administrativas. Medicamentos. Doble imposición. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 1139, L. XXXVIII “Distribuidora Norte S.R.L. y Piacenza, Liliana s/ Inf. ley 16.463”.


    Toda vez que los agravios vinculados con la arbitrariedad del fallo se encuentran inescindiblemente ligados a la inteligencia de las normas federales, resulta procedente tratar en forma conjunta ambos aspectos.


    Laboratorio Sintesina S.A. y Fragasi, Antonio s/ Infracción Ley 16.463


    L. 1381, XL, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Empleo Público. Jueces. Diferencia de haberes jubilatorios. Igualdad ante la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Todos los jueces, cualquiera sea la instancia en la que desarrollen sus funciones, cumplen tareas similares, en tanto todos ejercen el poder jurisdiccional que es propio de la magistratura judicial, esto es, juzgar los casos que le son sometidos a su conocimiento y, en general, ejercer las atribuciones que correspondan a su cargo, pero de ello no deriva que todos los jueces deban percibir igual remuneración. De ahí que lo determinante es verificar si las diferencias que existen entre los jueces correccionales y los que integran un tribunal oral justifica un trato distinto en materia de remuneraciones. En primer lugar, se presenta una situación de desigualdad con relación a las categorías de revista, pues mientras unos están equiparados a los jueces de cámara los otros son jueces de primera instancia. Esto que, como se indicó, fue admitido incluso por los actores, se desprende tanto de los arts. 2° y 51 de la ley 24.050, en cuanto prevén que los jueces de los tribunales orales serán tratados de igual manera que los titulares de las Cámaras Nacionales de Apelación y de Casación.


    Facciuto, Omar Alberto y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Justicia s/ Empleo público


    F. 528, XXXVI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas


    Ley de orden público. Empresas del Estado. Lotería nacional. Interpretación de la ley. Interpretación literal. 


    El tribunal, al disponer que el crédito de autos no se encuentra comprendido en el régimen de consolidación de deudas, prescindió de aplicar normas que revisten el carácter de orden público. En efecto, el artículo 2° de la Ley 23.982, al que remite el artículo 13 de la Ley 25.344, dispone que se consolidan las obligaciones a cargo del Estado Nacional, Administración Pública centralizada o descentralizada, Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, Banco Central de la República Argentina, Fuerzas armadas y de Seguridad, Fabricaciones Militares, entidades autárquicas, empresas del Estado, sociedades del Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta, servicios de cuentas especiales, del Instituto Nacional de Previsión Social y de las obras sociales del sector público. Resulta evidente que la claridad de las normas bajo examen no permite sostener una interpretación como la efectuada por la Cámara, toda vez que, según la transformación dispuesta por el Decreto 598/90, Lotería Nacional es una sociedad del Estado y esa naturaleza conduce inexorablemente a incluirla entre los organismos mencionados en el párrafo anterior y no en la segunda parte, que se refiere a "las obligaciones a cargo de todo otro ente". Máxime, si se tiene presente que el organismo demandado no se encuentra contemplado entre aquellos que la Ley 25.344 excluye de la consolidación.


    Gulle, Rubén Abel c/ Lotería Nacional S.E. s/ Laboral


    G. 1216, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Repetición de impuestos


    Remisión al dictamen de la causa C. 1447, L. XXXVI, “Carrefour Argentina S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Repetición de impuestos”.


    Panificadora del Norte S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de impuestos


    P. 900, XXXVI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Servicio público


    Energía Eléctrica. Tarifa de servicios públicos. Transporte de energía eléctrica. Concesión administrativa. 


    La cuestión federal en debate sólo exige confrontar la resolución 1650/98 con las normas en cuyo marco ejerció sus atribuciones el ENRE y sobre las que basó su dictado.Por estar así circunscripto el objeto del juicio, no asiste razón a Transener en tanto sostiene que del análisis de la ley 23.696 y de su decreto reglamentario surge "...no pudo ejercer las facultades para determinar un cuadro tarifario y su modo de revisión, ya que el Poder Ejecutivo privatizó a Transener y para la privatización, en la ley 23.696 no se le otorgaron facultades tarifarias". Este argumento no puede prosperar a poco que se advierta que en el sub lite no es materia u objeto de discusión el origen de las atribuciones del Poder Ejecutivo ejercidas en el contrato, sino la verificación de que en el dictado de la resolución 1650/98 se haya cumplido con el ordenamiento jurídico vigente, esto es, la ley 24.065, que juntamente con las cláusulas del contrato de concesión del servicio de transporte de energía eléctrica.


    Central Térmica Güemes S.A. c/ Resolución (1650/98) ENRE (Exp. 4689/98)


    C. 2096, XXXIX, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Compensación. Ley provincial. 


    Precedente de Fallos: 322:2624. Decreto 714/92. Normativa serie “B” 70/02 de la Dirección de Rentas de la Provincia de Buenos Aires.


    Una ya arraigada doctrina ha establecido que lo atinente al régimen de la energía eléctrica se inscribe en un marco de regulación federal incorporado al concepto abarcativo que supone la interpretación del art. 75, inc. 13, de la Constitución. El citado precedente valoró que, por la ley 14.722, se había declarado la jurisdicción nacional de los servicios públicos de electricidad prestados en la Capital Federal y en varios partidos de la Provincia de Buenos Aires y se había establecido que su prestación por parte de Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires S.A., organismo creado al efecto, se llevaría a cabo respetando los poderes locales en todo aquello que fuera compatible con la jurisdicción técnica y económica que corresponde al Estado Nacional. En esa inteligencia, el art. 8 de la citada ley declaraba exentos de impuestos a ciertos actos, sin perjuicio de admitir que “las actividades de la nueva sociedad, se ajustarán a las disposiciones impositivas en vigor o que se dicten en el futuro”.


    Empresa Distribuidora Norte S.A. (Edenor) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    E. 95, XXXIX, 03 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Tasas retributivas de servicios


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 372, L. XXXIX, “Massalin Particulares S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. Ley provincial 440 de Tierra del Fuego.


    De estimar la Corte a través del examen de las pruebas de la causa, que efectivamente el tributo creado por el inc. 5. del punto 4, del art. 9° de la ley provincial 440 no se corresponde con un servicio efectivamente prestado, debería hacer lugar a la demanda y declarar la improcedencia de la pretensión fiscal.


    Nobleza Piccardo S.A.I.C.Y F. c/ Tierra del Fuego, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    N. 106, XXXIX, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Universidades nacionales


    Elección de consejeros. Docentes interinos. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Incongruencia. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Corresponde determinar si los actos por los cuales se excluyó a dos candidatos de una lista de las elecciones para conformar el claustro docente del Consejo Académico de la Facultad de Arquitectura, Urbanismo y Diseño de la Universidad Nacional de Mar del Plata, por no ser profesores regulares, se ajusta a derecho, tal como afirma el apelante, o si, por el contrario, tales docentes reúnen este requisito, como lo entendió el a quo. De las constancias de la causa surge que ambos docentes revestían el carácter de interinos. Dichas circunstancias surgen claramente del expediente administrativo, mediante el cual la unidad académica eleva el padrón docente donde figura la condición de cada uno de los candidatos y, por lo tanto, la Cámara efectúo una calificación errónea respecto de la situación de revista de ambos. Los actos impugnados se limitaron a aplicar las normas vigentes en la materia, que son claras al establecer la condición de regulares que deben tener los candidatos. 


    Ivorra, Miguel y otros s/ Recurso de apelación Artículo 32 Ley 24.521


    I. 113, XXXVIII, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Concursos docentes. Impugnación del acto administrativo. 


    La Corte tiene dicho que la asignación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados en el ámbito judicial sean manifiestamente arbitrarios. En lo que se refiere a la arbitrariedad aducida, también señaló la Corte que dicha doctrina no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales. 


    González Lima, Guillermo Enrique c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Reclamo administrativo directo


    G. 3255, XXXVIII, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Cargos docentes. Concurso de cargos. Nulidad del acto administrativo. Control de legalidad. Sentencia ultra petita. 


    Si bien es sabido que la designación y separación de los profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente, no admiten, en principio, revisión judicial, por tratarse de cuestiones propias de las autoridades universitarias, dicha regla no es obstáculo para que se ejerza judicialmente el control de legalidad de los actos administrativos dictados en el curso de los procedimientos de selección de los mencionados docentes, cuando sean manifiestamente arbitrarios. El pronunciamiento judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos en la causa es incompatible con las garantías de los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional, pues los jueces no pueden convertirse en intérpretes de la voluntad implícita de una de las partes sin alterar, de tal modo, el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria.


    Buttice, Eduardo Augusto s/ Recurso de Apelación Artículo 32 Ley 24.521 c/ Resolución N° 116/00 U.N.N.E.


    B. 2183, XL, 02 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


    Contienda negativa de competencia


    Honorarios del abogado. Pacto de cuota litis. Incumplimiento del convenio. Competencia civil. 


    La cuestión encuadra en la doctrina de la Corte publicada en Fallos: 327:21 en la que de acuerdo con lo dispuesto por el art. 43, inc. c) del decreto-ley 1285/58 se concluyó que las cuestiones referentes a la relación contractual entre un profesional y su cliente, en la que cabe incluir el cumplimiento de un convenio de honorarios, por su autonomía, son materia propia de la justicia nacional en lo civil.


    Sampedro, Eduardo A. c/ Noguera, Rubén A. y otros s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 1061, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Publicación periodística. Carta de lectores. Daño moral. Sentencia arbitraria. 


    Doctrina “Campillay”. Modo potencial de los verbos.


    El Tribunal tiene dicho que corresponde descalificar la sentencia que no se pronuncia razonadamente sobre agravios expuestos por el recurrente y carece del examen crítico de problemas conducentes para la solución del litigio, con grave violación del principio de congruencia ínsito en la garantía del debido proceso justiciable. Ha dicho, además, que existe cuestión federal, si el juzgador ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado del asunto de acuerdo a las pruebas producidas; y ha establecido que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido, situación que se configura en el sub lite. Asimismo, al examinar los supuestos de la doctrina "Campillay", con referencia a la utilización del modo potencial en los verbos, estableció que su verdadera finalidad estriba en otorgar la protección de la doctrina a quien se ha referido sólo a lo que puede (o no) ser, descartando toda aseveración, o sea la acción de afirmar y dar por cierta alguna cosa. No consiste solamente en la utilización de un determinado modo verbal -el potencial- sino en el sentido completo del discurso, que deber ser conjetural y no asertivo


    Dalhgren, Jorge E. c/ Editorial Chaco S.A.; Fernández, Miguel A.; Ojeda, M. Cristina; Mendoza, Rina N. y/o quien resulte responsable s/ Daños y perjuicios


    D. 828, XL, 24 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Difusión periodística. Derechos del niño. Derecho a la intimidad. Protección del menor y la familia. Inconstitucionalidad. Derechos y garantías constitucionales. Censura previa. Libertad de expresión. Libertad de prensa. Jerarquía de las leyes. Jerarquía de los Tratados Internacionales. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Convención de los derechos del niño. Pacto de San José de Costa Rica. 


    Inconstitucionalidad del artículo 18 del decreto-ley 10.067. Doctrina Campillay. Doctrina de la real malicia.


    Las garantías constitucionales no son absolutas, sino que se desenvuelven dentro de un marco que está dado por la finalidad con que son instituidas; y que en el caso de la libertad de expresión, consiste en asegurar a los habitantes la posibilidad de estar suficientemente informados para opinar y ejercer sus derechos respecto de todas las cuestiones que suceden en la república en un momento dado, tutelando la libre difusión de las ideas como concepto esencial del bien jurídicamente protegido. Ahora bien, los medios de comunicación son el vehículo por el cual se transmiten las ideas o informaciones, pero no necesariamente todo lo que ellos dan a conocer se identifica con los actos protegidos por la tutela constitucional. Los derechos reconocidos en la Constitución deben ser interpretados armónicamente, para hallar un ámbito de correspondencia recíproca dentro del cual obtengan su mayor amplitud los derechos y garantías individuales. En ese marco, corresponde armonizar la debidaprotección a la libertad de prensa y la consecuente prohibición de censura previa, con la tutela del derecho de los menores a no ser objeto de intrusiones ilegítimas y arbitrarias de su intimidad, ya que el artículo 16, inciso 1°, de la Convención sobre los Derechos del Niño es suficientemente explícita al respecto.


    Tanto esta Convención, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos, confieren especial tutela a los derechos de la infancia. La necesidad de una "protección especial" proporcionan un parámetro objetivo que permite resolver los conflictos en los que están involucrados menores, debiendo tenerse en consideración aquella solución que les resulte de mayor beneficio. Ello indica que existe una acentuada presunción a favor del niño, que “por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal”, lo cual requiere de la familia, de la sociedad y del Estado la adopción de medidas tuitivas que garanticen esa finalidad.


    En tales condiciones, el artículo 18, del decreto-ley 10.067, cuando dispone evitar la publicidad del hecho en cuanto concierna a la persona del menor que resulte vinculado a una situación susceptible de determinar la intervención de los Juzgados, y prohíbe la difusión de detalles relativos a la identidad y participación de aquél, no hace sino proteger preventivamente al menor del padecimiento de eventuales daños, por tratarse de personas que están en plena formación, que carecen de discernimiento para disponer de los aspectos íntimos de su personalidad y que merecen la tutela preventiva mayor que los adultos por parte de la ley, protección que encuentra sustento tanto en los tratados internacionales citados, como en la doctrina del Tribunal.


    No altera el criterio expuesto la crítica del recurrente en orden a que resulta ineficaz la norma de un tratado internacional para conferirle fuerza legal a una normativa interna surgida de un decreto que -según su opinión- es violatorio de la primera parte de la Constitución Nacional. En efecto, sobre el particular la Corte tiene dicho que cuando el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional, establece, en su última parte, que los tratados “no derogan artículo alguno de la primera parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos”, ello indica que los constituyentes han efectuado un juicio de comprobación, en virtud del cual han cotejado los tratados y los artículos constitucionales y han verificado que no se produce derogación alguna, juicio que no pueden los poderes constituidos desconocer o contradecir. En tales condiciones, se desprende que la armonía y concordancia entre los tratados y la Constitución es un juicio constituyente. En efecto, así lo han juzgado al hacer la referencia a los tratados que fueron dotados de jerarquía constitucional y, por consiguiente, no pueden ni han podido derogar la Constitución pues esto sería un contrasentido insusceptible de ser atribuido al constituyente, cuya imprevisión no cabe presumir. Las cláusulas constitucionales y las de los tratados con jerarquía constitucional tienen la misma jerarquía, son complementarias y, por lo tanto, no pueden desplazarse o destruirse recíprocamente.


    Examinados los demás agravios a la luz de los términos y consideraciones de la sentencia, se advierte que las conclusiones del a-quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. Se observa que las críticas del quejoso, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.


    Así, el reproche de que el decreto-ley 10.067 emanó de un gobierno de facto, recibió suficiente respuesta del juzgador cuando sostuvo que la norma no vulnera derechos y garantías fundamentales del menor, y que es un derecho definitivamente consolidado y ratificado por nuestro ordenamiento legal constitucional vigente.


    En cuanto a la crítica al voto del doctor Pettigiani por la mención de la Ley 20.056, cabe señalar por un lado, que dicha mención no es determinante para la solución a la que arriba la sentencia, y por otro, que la Ley 20.509 dejó sin eficacia las disposiciones no emanadas del Congreso Nacional que hayan creado o modificado delitos o penas de delitos ya existentes, supuestos que no concurren en las disposiciones de la Ley 20.506 que se ocupa de la publicidad de hechos referidos a menores de edad.


    El apelante niega, además, que haya efectuado la publicación en violación al artículo 18 del decreto-ley 10.067, por cuanto -dice- se trató de actuaciones llevadas a cabo por ante juez nacional, inalcanzadas por la cuestionada norma, declaraciones que fueron fuente fiel para la publicación. Esta queja omite hacerse cargo del argumento del juzgador cuando manifestó que entender que la información vinculada a causas judiciales referidas a menores, pueda difundirse cuando es citada de tal modo, es admitir el quebrantamiento del espíritu de la ley. Y agregó que la responsabilidad atribuida por la alzada al demandado, no se desplaza por haberse éste limitado a reproducir dichos de los magistrados, no pudiendo verse esta circunstancia como interrupción del nexo de causalidad entre el perjuicio y el obrar del periódico accionado.


    Resulta sencillo comprobar que las noticias sobre la menor difundidas por el diario demandado, no se atribuyen directamente a una fuente, ni utilizan el modo potencial del verbo, ni reservan la identidad de la persona involucrada. En consecuencia, no puede el apelante pretender la eximición de responsabilidad por aplicación de alguno de los presupuestos del precedente "Campillay".


    Tampoco concurren los requisitos que permitan aplicar al caso la doctrina de la "real malicia", toda vez que la información no se refiere a funcionarios o figuras públicas, ni a particulares que centren en su persona suficiente interés público, ni existe una cuestión que concite ese interés en la que sus protagonistas se hayan involucrado.


    El recurrente tacha, asimismo, de arbitraria a la sentencia por haber condenado ultrapetita al otorgar una indemnización mayor a la solicitada sin fundamento plausible alguno. Omite, sin embargo, rebatir los argumentos expuestos por el a-quo al respecto, en orden a que, al haber quedado firme la existencia del daño, lo referente a la denunciada infracción del principio de congruencia por otorgarse una indemnización mayor a la peticionada carece de sustento.


    Por último, el apelante imputa arbitrariedad por inexistencia de nexo causal entre el alegado daño y la conducta del medio de prensa. Plantea la escasa incidencia de las publicaciones en la conformación del daño, en atención a la reducida tirada del diario en comparación con otros de alcance nacional que difundieron la noticia.


    Al respecto, el juzgador rechazó este agravio por constituir una cuestión de hecho, propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria.protec


    Sciammaro, Liliana c/ Diario El Sol s/ Daños y Perjuicios


    S. 1858, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Accidente de tránsito. Responsabilidad objetiva. Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancias del recurrente. 


    Los agravios vertidos por el quejoso contra la sentencia recurrida, que revoca la del Inferior, carecen de un sustento fáctico y jurídico, cierto y efectivo. El a quo efectuó un análisis razonable de las probanzas producidas, a fin de determinar la responsabilidad que entendió le correspondió a las partes en el hecho litigioso, lo que lo llevó a modificar el decisorio del Inferior, a cuya conclusión arribó al entender que el actor no logró acreditar que la culpa en la producción del evento haya sido de la demandada, entendiendo que ello si fue logrado fehacientemente por ésta. Al respecto refiere la Alzada que para resolver el litigio, corresponde tener en consideración la responsabilidad objetiva derivada de accidentes de tránsito que consagra el artículo 1.113 del Código Civil, en cuanto sostiene el carácter de cosa peligrosa que revisten ambos vehículos, y el deber del dueño o guardián de ésta de acreditar en el primer supuesto, la falta de culpa de su parte,  y en el segundo, la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder, o el caso fortuito, para eximirse de responsabilidad.


    Bouyssounade Aguero Rodrigo E. c/ Castiglione, Silvana Verónica


    B. 141, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Publicación de fotografía. Muerte. Derechos y garantías constitucionales. Libertad de expresión. Libertad de prensa. Censura previa. Derecho a la intimidad. Derecho a la privacidad. Derecho a la información. Derecho a la imagen. Daño moral. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia ultra petita. Cuestión de derecho público local. Improcedencia del recurso. 


    Precedente "Ponzetti de Balbín" (Fallos 306:1892).


    El Poder Judicial no establece un modo de censura al ejercicio de la libertad de prensa, sino que la sentencia recaída vino a resolver una controversia entre el medio de prensa y un particular que objeta el modo irregular en que éste habría ejercido sus prerrogativas, violentando su derecho a la intimidad sin autorización o justificativo alguno para ello. En principio no existe duda que corresponde al Estado por intermedio de su Poder Judicial determinar si el ejercicio del derecho a informar libremente ha sido irregular y si de ello ha devenido la violación de los de un tercero, en tanto la libertad de prensa, como cualquier otro derecho según lo ha sostenido la Corte y la doctrina jurídica mas calificada, desde siempre, no es absoluto y su ejercicio debe ser regular, lo cual implica una inevitable limitación en el marco de razonabilidad que no genere su alteración. Si bien en lo que hace a la libertad de prensa, el Constituyente se ha cuidado especialmente de evitar la intervención.


    Franco, Julio César c/ Diario La Mañana y/u otros s/ Daños y perjuicios


    F. 1295, XL, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicio ejecutivo


    Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia no firme. Discrepancia del recurrente. 


    El juicio ejecutivo es un proceso con etapa de conocimiento sumamente limitada, y ha de estarse en él a los derechos que surjan literalmente del título, sin que pueda discutirse la causa de la obligación. Las decisiones en los juicios ejecutivos son, como regla, insusceptibles del recurso extraordinario, pues no revisten el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Dicho recaudo no debe obviarse aunque se invoque la arbitrariedad o violación de garantías constitucionales, pues la recurrente cuenta con la vía del juicio ordinario para obtener el reconocimiento de sus derechos y no se demuestra la existencia de gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. Las conclusiones del a quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. 


    Avaluar Sociedad de Garantía Recíproca c/ Luvama S.A.


    A. 517, XL, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado


    Acción meramente declarativa. Honorarios del abogado. Aplicación temporal de la ley. Irretroactividad de la ley. Derechos adquiridos. 


    Aun cuando el principio de no retroactividad de las leyes establecido en el art. 3º del Código Civil no tiene jerarquía constitucional y, por tanto, no obliga al legislador, también es cierto que la facultad de legislar sobre hechos pasados no es ilimitada, ya que la ley nueva no puede modificar o alterar derechos incorporados al patrimonio al amparo de una legislación anterior, sin menoscabar el derecho de propiedad consagrado en el art. 17 de la Constitución Nacional. La Constitución Nacional no impone una versión reglamentaria en materia de validez intemporal de las leyes, por lo que el legislador o el juez, en sus respectivas esferas, podrán establecer o resolver que la ley nueva destruya o modifique un mero interés, una simple facultad o un derecho en expectativa ya existente. 


    Agua y Energía Eléctrica Sociedad del Estado c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción Declarativa


    A. 255, XXXIII, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    IVA. Cementerio privado. Defectos en la fundamentación normativa. Apartamiento de las constancias de la causa. Concesión de uso. Concesión comercial. Libertad de contratar. Realidad económica. Cesión de uso. Procedencia del recurso. 


    La Corte calificó la concesión como aquel acto jurídico de derecho público que tiene por fin esencial organizar un servicio de utilidad general, cuyo rasgo característico consiste en delegar en un concesionario aquella parte de la autoridad del Estado o de los cuerpos administrativos reputada indispensable para hacer efectiva la remuneración de los capitales en la obra pública. La “cesión de derecho de uso de la parcela” convenida entre la recurrente y sus cesionarios no reúne tales características, pues su finalidad es la inhumación de cadáveres y la utilización de las sepulturas en las condiciones fijadas por el reglamento general del cementerio. En tales condiciones, no se delega una porción de autoridad estatal ni existe para los cesionarios una retribución por la concreción de una obra pública. 


    San Buenaventura S.R.L. (TF 15.541-1) c/ DGI


    COMP. 2897, XXXVIII, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Intervención quirúrgica. Transfusión de sangre. Prestaciones de la obra social. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto a la doctrina de los propios actos, la Corte tiene dicho que si bien nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos, ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior, ese comportamiento debe ser deliberado, jurídicamente relevante y plenamente eficaz, es decir que para que sea aplicable la doctrina de los actos propios, es necesario que los actos que se oponen al reclamante hayan sido voluntarios, libres y no hayan estado inducidos por ninguna de las causales que vician la voluntad (error, dolo, coacción física o psíquica, estado de necesidad, etc.). En el caso, para que el consentimiento fuera eficaz, el paciente debiera haber tenido oportunidad de conocer y comprender el significado, alcance y riesgos que implicaba la firma del consentimiento y considerar serena y libremente las ventajas e inconvenientes que se podían presentar.


    Zarrillo, Osvaldo P. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otro


    Z. 215, XXXIX, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Daños y perjuicios. Indemnización por incapacidad. Actos de servicio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 352, L. XXXIX, "Eberle Patterson, Marcos M. A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Daños y perjuicios”.


    Bitocchi, Alfredo Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General del Ejército s/ Daños y Perjuicios


    B. 213, XLI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Retiro militar. Accidente en acto de servicio. Beneficios previsionales. Indemnización por incapacidad. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, desde que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia de normas de naturaleza federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente funda en ellas. Toda vez que los agravios vinculados con la arbitrariedad de sentencia se encuentran inescindiblemente ligados con los referentes a la inteligencia de las normas federales, resulta procedente tratar en forma conjunta ambos aspectos. En autos nos encontramos ante un real resarcimiento y no ante un haber de carácter previsional. Resulta aplicable la doctrina que se desprende de Fallos: 317:1908 en el que ha declarado la Corte que “... en la causa Gunther, el Tribunal resolvió que la existencia de un retiro 'alimentario y asistencial' en los arts. 77 y 78 de la ley 19.101 no era óbice para la obtención de una reparación fundada en las normas del derecho civil. 6°).


    Nievas, Mario Richard c/ Estado Nacional - Ejército Argentino (hoy c/ Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    N. 35, XLI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestión federal. Entidades financieras. Crédito privilegiado. Interpretación restrictiva. Admisibilidad del recurso. 


    El recurso resulta procedente en los términos del artículo 14 de la ley 48, al hallarse en cuestión la inteligencia del artículo 53 de la ley 21.526, de indudable naturaleza federal. Respecto de la cuestión en debate, cabe señalar en primer lugar que reconocer el carácter de privilegiado a un crédito, importa admitir el derecho de ser pagado con preferencia a otro (Art. 3875 del Código Civil), tal calidad debe surgir de la ley, según lo dispone el artículo 3876 del Código de Fondo, lo que supone su carácter excepcional, por lo que su interpretación es necesariamente restrictiva, no puede presumirse su existencia, ni admitirse el reconocimiento por vía analógica o extensiva.Tales circunstancias se desprenden tanto de la legislación civil, como de la concursal, donde el legislador de manera expresa ha tipificado los privilegios y establece el orden de su percepción, atendiendo a la naturaleza de la obligación y tales características son asimismo observadas en las leyes especiales.


    Banco Central de la República Argentina s/ Incidente de revisión


    B. 835, XXXIX, 14 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Repetición de impuestos


    Impuesto al consumo de energía eléctrica. Prescripción. Actualización monetaria. Teoría de la imprevisión. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1447, L. XXXVI “Carrefour Argentina S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Repetición de impuestos”.


    En cuanto a la pretensión del actor tendiente a que se actualice su crédito, no puede soslayarse la vigencia de las leyes 23.928 y 25.561, cuya constitucionalidad no ha sido cuestionada. En lo decisivo para la solución del presente, sostuvo la Corte respecto de la ley 23.928: “Ante tal acto legislativo, no sólo han quedado derogadas disposiciones legales sino que, además, deben ser revisadas las soluciones de origen pretoriano que admitían el ajuste por depreciación, en cuanto se fundaron en la .falta de decisiones legislativas destinadas a enfrentar el fenómeno de la inflación. De allí que la Corte no puede mantener idéntico temperamento de este punto con relación a períodos posteriores al 1° de abril de 1991”. Por ello, de cara a lo establecido por los arts. 7 y 10 de la ley 23.928, a actualización de valores pretendida por la actora debe ser rechazada, pues no puede admitirse que lo que fue una solución de especie frente a un problema acotado temporalmente y en su configuración.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de Impuestos


    M. 3159, XXXVIII, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad solidaria


    Interpretación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Federación Argentina de Cámaras y Asociaciones Psiquiátricas -F.A.C.A.P.-


    Instalados en el marco de la jurisprudencia de la Corte, referida a que toda norma -o su interpretación- que obligue al pago de una deuda en principio ajena, adolece de una fuerte presunción de irregularidad constitucional por agraviar la intangibilidad del patrimonio, requiriéndose, en consecuencia, la comprobación rigurosa de los presupuestos legislados en el artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo, cabe apreciar que el pronunciamiento de la ad quem no se sustenta según es menester. Y es que, en rigor, no provee razones válidas para apartarse del fallo de grado, desde que el magistrado de la anterior instancia se basó no sólo en el informe pericial que la Alzada descalifica, sino, también, en los términos del contrato adjunto y en el hecho inherente a la falta de capacidad operativa de la Federación, extremos, en definitiva, de los que coligió la condición de intermediaria de esta última. 


    Farias, Ana Victoria c/ Clínica privada psiquiátrica Esquirol S.A. y otro


    F. 415, XXXIX, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sucesiones


    Acervo sucesorio. Cartas misivas. Documentación secreta y confidencial. Inviolabilidad de la correspondencia. Derechos patrimoniales. 


    Las cuestiones traídas a esta instancia extraordinaria que ponen en tela de juicio la interpretación efectuada por los jueces de la causa en materias tales como la naturaleza jurídica, titulares de la propiedad de las cartas misivas, y si ellas pueden ser consideradas como parte o un bien más del haber hereditario, decididas sobre la base de la inteligencia que aquéllos atribuyen a las disposiciones de los artículos 952, 1.036, 2.392 2.395, 2.412, 2.525, entre otros, del Código Civil, es una materia de naturaleza común, ajena a esta instancia extraordinaria. Lo propio ocurre, en general con la hermenéutica que se intenta en relación al artículo 1.071 bis del referido Código. Ha reiterado la Corte que la tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los argumentos de hecho, prueba y de derecho procesal y común en los cuales los jueces apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente.


    Naredo, Margarita Esther s/ Sucesión


    N. 363, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     


     


    Derecho Comercial


    Comercialización


    Defensa de la competencia. Multa. Abuso de posición dominante. Cambio de calificación legal. Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Igualdad ante la ley. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Ley federal. 


    Comercialización de arena. Concertación de su precio o de sus condiciones de comercialización.


    La cuestión federal articulada, al deducirse la apelación federal ha sido presentada bajo dos aspectos, ambos vinculados con la inteligencia asignada a la Ley 22.262. El primero alude a la supuesta violación de las garantías del artículo 18 de la Constitución Nacional que se habría configurado ante el cambio de encuadramiento de la conducta imputada, pues en sede administrativa se la consideró una restricción de la competencia y el a quo concluyó que importó el ejercicio abusivo de posición dominante. Este temperamento significó, según se sostiene, un exceso de jurisdicción en perjuicio del debido proceso y de la defensa en juicio, pues los límites de la decisión administrativa y los agravios planteados a su respecto impedían acudir a una imputación no esgrimida por la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia y, en tales condiciones, la Cámara debió limitarse a revocar la sanción. El segundo aspecto se funda en la afectación de la garantía de igualdad ante la ley y también del derecho de propiedad, a partir de la reducción uniforme de las multas, pues se mantiene la diversa graduación fijada en sede administrativa para cada sancionada, aun cuando el a quo entendió que la fijación de esa sanción debía responder no sólo al beneficio ilícitamente obtenido, sino también a la gravedad del hecho y a la culpabilidad de los intervinientes. De tal modo, postula que al haberse considerado en el fallo que la responsabilidad de todas las empresas era idéntica por haber constituido la cooperativa para adquirir aquella posición dominante, se ha consagrado una insoportable desigualdad entre quienes se encuentran en idénticas condiciones, pues lo que correspondía era imponer multas iguales en un monto equivalente a la menor de las fijadas.


    Cooperativa Entrerriana de Productores Mineros Ltda. s/ Infracción Ley 22.262 -apelación-


    C. 830, XL, 05 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Concurso preventivo


    Verificación de créditos. Acreedor privilegiado. Solicitud del préstamo. Mutuo hipotecario. Escritura pública. Sentencia arbitraria. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. 


    La sentencia recurrida no se aparta del fallo de la Corte y halla adecuado sustento en las consideraciones y normas legales citadas, como en la valoración efectuada de la prueba acompañada; examina asimismo los principios que rigen el sistema de garantía hipotecaria, a efectos de determinar la sinceridad y autenticidad del crédito que se pretende verificar, en un todo conforme con lo resuelto por el Tribunal.En ese sentido, es preciso destacar que la Circular del B.C.R.A. "B" N° 971 del 7/12/72 vigente al momento de los hechos, disponía que ante adelantos transitorios en cuenta corriente que excedieran el plazo de 30 días, se debía exigir su cancelación o documentación como crédito en cuenta, descubierto o préstamo, o disponer su transferencia como crédito en gestión y mora. En tales condiciones, las circunstancias indicadas por la recurrente ocurridas con anterioridad a la constitución de la garantía, no logran desvirtuar lo resuelto por la Cámara. 


    Collon Cura S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de Revisión por Banco Hurlingham


    C. 2437, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Ejecución fiscal. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en su trámite regular y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya (párrafo 7° de la norma). Además, es del caso señalar que el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales, de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transporte 9 de Julio s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 268, XLI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Conflicto de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Defensa de la competencia. Recursos. Competencia en lo penal económico. 


    Remisión al dictamen de la causa I. 34, L. XXXVI, "Imagen Satelital S.A.", a cuyos términos y conclusiones se remitió el pronunciamiento de la Corte (Fallos: 323:2577).


    El artículo 53 de la Ley 25.156 prevé que contra las resoluciones del Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia se podrá apelar ante la Cámara Federal que corresponda, sin mayores precisiones. En el dictamen aludido se concluyó que, aún cuando el precepto legal no especifica el tribunal competente para entender en tales recursos, una interpretación acorde con los principios manifestados en los considerandos del decreto de veto 1019/01 indica que se pretendió mantener la competencia que la derogada Ley 22.262 atribuía a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico de esta Capital. Lo expuesto guarda coherencia con el artículo 56 de la Ley 25.156, norma en la cual había fundado su reclamo el actor, que dispone la aplicación de los Códigos Penal y Procesal Penal de la Nación en cuanto sean compatibles con las disposiciones de la ley.


    Repsol YPF GLP envasado en la ciudad de San Nicolás s/ Recurso de queja


    COMP. 1431, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Acreedores del concurso. Acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Juicios universales. Competencia comercial. 


    La ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiera vencido la oportunidad para la primera, procedimiento, que sin dudas, la ley califica de trámite de verificación, los que se deben dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya. Además, el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico, y la intervención que se da a otros funcionarios concursales y las consecuencias de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo.


    Miño Gutiérrez, Miguel Ángel c/ Misak SAIC y otro


    COMP. 83, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Demanda de verificación. Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente “Casasa S.A. c/ Salvador, Saiegh y otro”.


    Conforme a los normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, exigiéndose solamente como requisito para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y por ello deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte.


    Banco Nación c/ Hilados S.A. s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 1217, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defensa de la competencia


    Sanciones administrativas. Acto administrativo. Silencio de la administración. 


    El art. 8 de la LDC dispone que “Los actos indicados en el artículo 6° de esta Ley, cuando la suma del volumen de negocio total del conjunto de empresas afectadas supere en el país la suma de DOSCIENTOS MILLONES DE PESOS ($ 200.000.000), deberán ser notificadas para su examen previamente o en el plazo de una semana a partir de la fecha de la conclusión del acuerdo, de la publicación de la Oferta de compra o de canje, o de la adquisición de una participación de control, ante el Tribunal de Defensa de la Competencia, contándose el plazo a partir del momento en que se produzca el primero de los acontecimientos citados, bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento, de lo previsto en el artículo 46 inciso d)”. Según surge de la “Guía para la notificación de operaciones de concentración económica (Art. 8° Ley 25.156)” - Resolución 40/2001 de la Secretaria de Defensa de la Competencia y del Consumidor, Anexo I -, con el propósito de evitar costos innecesarios y agilizar el proceso de análisis.


    Aeroandina S.A. y Fexis S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    A. 479, XL, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución de honorarios


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    Banco de la Nación Argentina en J° 27.375 González, Jaime c/ S.U.T.E. p/ Ejec. honorarios s/ Inc. cas.


    G. 839, XL, 13 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado


    Obras sociales. Concurso preventivo. Verificación de créditos. Acreedor con privilegio especial. Cuestión de derecho común. Presentación extemporánea. 


    Siendo la causa del crédito cuya verificación se pretende el único aspecto que la ley 24.522 contempla para la determinación de su carácter privilegiado o no, resulta improcedente efectuar una interpretación extensiva de la norma y consultar a ese efecto la procedencia de los fondos utilizados para el préstamo toda vez que no constituye un supuesto previsto en ella. La cuestión federal planteada en cuanto a la inteligencia de la ley 24.522, a la que el recurrente atribuye carácter de norma federal, resulta improcedente ya que la Corte en reiteradas oportunidades ha sostenido su naturaleza común. Con respecto al agravio referente a la gravedad institucional del caso por entender el quejoso que la denegación del privilegio podría afectar la prestación del servicio de salud, cabe recordar que, conforme doctrina del Tribunal después de dictada la sentencia definitiva por el tribunal superior es inadmisible la invocación de una cuestión federal no deducida antes en el pleito.


    Ourdanabia, Casimiro Norberto c/ ANSES s/ Reajustes varios


    O. 465, XXXIX, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares


    Compraventa de automotores. Pesificación. Avalista. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten -como regla- carácter de sentencia definitiva, en los términos que exige el artículo 14 de la Ley n° 48 para la procedencia del recurso extraordinario, dicho principio reconoce excepción cuando la medida dispuesta advierte rasgos de definitividad por ser susceptible de producir un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior. Dichas circunstancias de excepción, de acuerdo a lo manifestado por el B.C.R.A., concurrirían en el presente caso, desde que si como consecuencia de la cautelar resuelta, y de conformidad con el Convenio de pago y créditos recíprocos entre los países miembros de la Asociación Latinoamericana de Integración y la República Dominicana, Federación Rusia y Malasia, el recurrente debe asumir el compromiso de pago por la diferencia cambiaria.


    Transportes Automotores Plaza S.A. c/ Scania Argentina S.A. y otros


    T. 27, XLI, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Nulidad procesal


    Subasta de inmuebles. Declaración de quiebra. Acreedor privilegiado. Competencia. Juez del concurso. Conservación y administración de los bienes. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Derechos y garantías constitucionales. Derecho de propiedad. Igualdad ante la ley. 


    No se verifica en el caso la existencia de una decisión definitiva que importe la pérdida del derecho del recurrente respecto del crédito contra la hoy fallida, el que se puede hacer efectivo mediante las vías previstas en la ley de concursos. En efecto, el apelante ejecutó un crédito contra la fallida por medio de una acción individual y obtuvo su satisfacción por vía de compensación, mediante la adquisición en subasta judicial de un bien que constituye parte del activo falencial cuando ya existía un trámite concursal, que la había desapoderado de sus bienes, generado la suspensión de las acciones judiciales en curso y obligado a todos los acreedores a hacer valer sus pretensiones en tal procedimiento universal. Sin perjuicio de ello corresponde poner de resalto que más allá de las contingencias procesales que parecieran favorecer al recurrente, como consecuencia de la inadecuada publicidad realizada en el trámite del proceso de quiebra.


    Violino, Osvaldo C. c/ Agroindustrias Inca S.A. s/ Ordinario


    V. 154, XL, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Diferimiento de impuestos. IVA. Concurso preventivo. Créditos postconcursales. Ejecución fiscal. Confirmación de sentencia. 


    El perfeccionamiento del hecho imponible se produce en las diferentes oportunidades que enumera el art. 5° de la ley 23.349. Pero por la diferencia entre “nacimiento del hecho imponible” y “liquidación del tributo”, el acaecimiento del primero no genera, automáticamente, el impuesto resultante, el cual nace en el mecanismo adoptado recién cuando a los débitos fiscales del mes calendario se le sustraen los créditos fiscales del mismo período, conforme lo establece el art. 27 de la ley. El “débito fiscal” por impuesto al valor agregado no reviste el carácter de una verdadera deuda del sujeto pasivo de la obligación tributaria, cuya satisfacción pueda reclamar en todo supuesto el organismo recaudador, sino que constituye tan solo uno de los términos de la sustracción prevista por la ley dentro del sistema de liquidación del gravamen, lo que requiere, para su virtualidad que deba operar en relación necesaria con el elemento restante, constituido por el crédito.


    AFIP c/ Curi hermanos S.A.


    A. 1165, XXXIX, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Quiebra


    Legitimación procesal del fallido. Cooperación del fallido. 


    La resolución de la alzada al negar la legitimación procesal de la fallida de modo absoluto, decidir que ella no tenía derecho a recurrir la sentencia de la causa y sostener sus agravios contra la misma, así como a controvertir los de la demandada -que es además acreedora- lo hace de modo inoportuno, en claro exceso de sus facultades jurisdiccionales, en virtud de no ser su actuación procesal, cuestión que se hubiera sometido a consideración en la apelación concedida. La sentencia que se recurre, altera la secuencia regular del proceso, al modificar decisiones jurisdiccionales firmes, consentidas por la demandada y la sindicatura, las que por tanto habían pasado en autoridad de cosa juzgada. El planteo de la legitimación procesal fue oportunamente realizado en la causa recayendo resolución del tribunal de primera instancia que no objetó la presencia de la fallida en el proceso y la limitó al marco de lo dispuesto en el artículo 110 de la Ley de Concursos.Cabe agregar que el falloapelado interpreta de modo dogmático y parcial la previsión legal, al no atender a lo dispuesto en la segunda parte de la norma y a las constancias que surgen de autos.


    La sentencia de quiebra que genera el desapoderamiento del fallido importa privarlo de la facultad de administración y disposición de sus bienes, pero no lo transforma en un incapaz, privado de ejercer derechos, en particular aquéllos que, como en el caso, no obstruyen el trámite principal y pueden contener una indudable expectativa de obtener ingresos que den lugar a la existencia de un posible remanente, y que, además, pueden llegar a contribuir, de admitirse sus alegaciones, a incrementar el activo en beneficio de la masa de acreedores.


    En tal supuesto la actuación se torna adhesiva y de colaboración de la que corresponde a la sindicatura, en el marco de la cooperación a la que está obligada la fallida, destinada al esclarecimiento de su situación patrimonial y a la determinación de los créditos autorizada en el artículo 102 de la ley de concursos.


    Cakimun S.A. c/ Procter y Gamble S.A. s/ Ordinario


    C. 3103, XL, 02 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    Banco de la Nación Argentina en J° 27.499 Banco Nación Argentina en J° Banco Regional de Cuyo S.A. p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.


    B. 2062, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    Banco de la Nación Argentina en J°26954 Banco de la Nación y Morici, Antonio en J°40994 Radial Goma S.A. p/ Quiebra p/ Rec. directo s/ Inc. cas.


    B. 2063, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    B. de la N. A. en J-28785 B. de la N. A. en J-65606 G. H. p/ Su hijo menor c/ M. de G. s/ Inc. cas.


    B. 1681, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    Banco de la Nación Argentina en J° 37.914/19.179 Bernues Hermanos S.A. s/ Concurso preventivo hoy su quiebra s/ Inc. cas.


    B. 820, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    Banco de la Nación Argentina en J° 35.859 Banco Mendoza S.A. p/ Cese actividad reglada s/ Inc. cas.


    B. 818, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    Banco de la Nación Argentina en J-35680 Banco Nación Argentina en J-Rosone y Seggia Ni S.R.L. p/ Quiebra p/ Rec. directo s/ Inc. cas.


    B. 1682, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    B. de la N. A. en J° 28.463/27.114 B. de la N. A. en J° 15.434 I. A. C. p/ Quiebra s/ Recurso directo s/ Inc. cas.


    I. 121, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    B. de la N. A. en Jº 27.125 B. de la N. en Jº 123.884 P., E. c/ T. S.A. p/ D. y P. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.


    P. 762, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    Banco de la Nación Argentina en J° 28.797 Banco de la Nación Argentina en J° Seebok M.E. c/ Enrique, González p/ Sep. jud. p/ Recurso directo s/ Inc. cas.


    S. 841, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84"; y B. 1680, L. XL, "Banco de la Nación Arg. en Jº 27.499 Banco de la Nación Arg. en Jº Banco Regional de Cuyo S.A. c/ Barros, Alfredo p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.".


    Banco de la Nación Argentina en J°35.412 Banco de la Nación Argentina en J° Banco Multicredito p/ rec. dir. s/ Inc. cas.


    B. 1876, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Banco de la Nación Argentina en J° 27.499 Banco Nación Argentina en J° Banco Regional de Cuyo S.A. p/ Camb. p/ Rec. directo s/ Inc. cas.


    B. 1680, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Casa Benko S.A. s/ Quiebra


    C. 1120, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Seguro de caución


    Póliza. Vencimiento del plazo. Cancelación de la caución. 


    Es jurisprudencia de la Corte que el seguro de caución tiene por objeto principal garantizar a favor de un tercero -el asegurado- las consecuencias de posibles incumplimientos del tomador, quien está vinculado con el asegurado por un contrato anterior, respecto del cual el seguro es accesorio. Se sigue de ello entonces que la función asegurativa de este tipo de contratos, no se extiende a la protección del patrimonio del tomador. Una vez producida la recepción definitiva por vencimiento del plazo de garantía queda cancelada la caución constituida por el contratista, salvo daños y perjuicios, circunstancia no configurada en el sub-lite.


    Alba Compañía Argentina de Seguros S.A. c/ Concor S.A. y otros


    A. 1485, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Supermercado


    Multa. Lealtad comercial. Publicidad engañosa. Información al consumidor. Defensa del consumidor. Infracciones relacionadas con los derechos del consumidor. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Violación normativa. Interpretación de la ley. 


    En el precedente de Fallos: 311:2464 y también en el Fallos: 324: 1276, se ha reconocido el carácter federal de la Ley de Lealtad Comercial. Por lo tanto, al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a una norma de esa naturaleza, la Corte no se encuentra limitada, por los argumentos desarrollados por las partes o por el tribunal a quo. El capítulo la de la Ley 22.802, que incluye al artículo 9", se denomina "De la publicidad y promoción mediante premios”. El texto de la norma en modo alguno alude a la existencia o no en góndola de la mercadería ofrecida (que es el hecho imputado en autos), pues lo que prohíbe es "la realización de cualquier clase de presentación, de publicidad o propaganda que mediante inexactitudes u ocultamientos pueda inducir a error, engaño o confusión respecto de las características o propiedades, naturaleza, origen, calidad, pureza, mezcla, cantidad, uso, precio, condiciones de comercialización o técnicas de producción.


    Dsico S.A. (Ensenada) s/ Infracción Ley 22.802


    D. 1636, XL, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Constitucional


    Abogado apoderado


    Honorarios. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Sentencia firme. Sentencia arbitraria. Cosa juzgada. Defensa en juicio. 


    Si bien lo atinente a la regulación de honorarios en las instancias ordinarias constituye materia ajena al remedio federal, toda vez que determinar el monto del litigio, apreciar la labor desarrollada e interpretar las normas arancelarias es insusceptible de tratamiento en esa instancia, corresponde hacer excepción a dicho principio cuando la decisión adoptada se aparta notablemente de lo resuelto con carácter firme en el proceso, afectando el derecho de defensa del justiciable. Extendiendo tal pauta al caso de autos, el a quo, al modificar la regulación de honorarios, se pronunció sobre un tema pasado en autoridad de cosa juzgada, y a cuyo conocimiento no lo habilitaba la devolución contenida en el fallo de la Corte lesionando así derechos tutelados por expresas garantías constitucionales.


    Centurión, Orlando Antonio y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    C. 1651, XL, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Accidente de tránsito


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad. De los términos de la demanda se deduce que el actor no cumple con el recaudo señalado, extremo que resulta esencial, toda vez que denuncia domiciliarse en la Provincia de Buenos Aires, por lo que se hallarían enfrentados dicho Estado local con uno de sus vecinos y a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que el actor cite en garantía a la aseguradora, con domicilio en la Capital Federal, toda vez que la competencia originaria está supeditada a que exista distinta vecindad sólo entre la Provincia y todos los que se hallen enfrentados en ella.


    Curcio, Marcelo Adrián c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 3219, XL, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo


    Empresas de Servicios eventuales. Decreto reglamentario. Control de constitucionalidad. Control de razonabilidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La exigencia de un capital social inicial mínimo y el art. 18 del mismo decreto 342/92, sobre las garantías que están obligadas a constituir las empresas de servicios eventuales, no se muestran exorbitantes en relación al objetivo que se tuvo en mira perseguir. En ese contexto, cabe precisar que en el presente caso no están en discusión las atribuciones del Poder Ejecutivo de exigir garantías a las empresas de servicios eventuales para que funcionen en el mercado laboral. La propuesta de examen realizada por el a quo se circunscribió en determinar si el decreto reglamentario desvirtúa la esencia de la norma con exigencias de tal magnitud que condujese, en algunos supuestos, al cese de la actividad de dichas empresas. Dicha hipótesis es entendida como violatoria del derecho constitucional de ejercer toda industria lícita, amparado en el art.14 de la C.N.


    Federación Argentina de Empresas de Trabajos Temporarios c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción de amparo


    F. 24, XL, 24 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 761, L. XXXVII, “Acevedo, Oscar David c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo”.


    D' Angelo, María Inés c/ Buenos aires, Provincia de y otro s/ Amparo


    D. 1671, XL, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Títulos de deuda pública. Pesificación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C. 755, L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo”, y C. 1840, L. XXXVIII, "Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo".


    Waissmann, Guillermo Alberto c/ Río Negro, Provincia de y otro s/ Amparo


    W. 9, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Ley de emergencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en autos una contienda de competencia que La Corte deba resolver, toda vez que, a tales efectos, es menester que los magistrados intervinientes se la atribuyan en forma recíproca o que ambos se consideren competentes para entender en un mismo asunto y, en el sub lite, no se encuentra configurada ninguna de las dos hipótesis. En efecto, tal como surge del relato, se produjeron dos circunstancias que impiden considerar que se ha trabado un conflicto de esa naturaleza, pues por un lado, la jueza local no remitió la inhibitoria planteada por el actor ante el juzgado a su cargo y, por el otro, el juez federal se limitó a elevar los autos sin pronunciarse expresamente acerca de su competencia para conocer en ellos. En tales condiciones, resulta prematuro que la Corte se expida cuando aún no se ha configurado una contienda de competencia.


    Banco Bonex S.A. c/ Municipalidad de Villa Mercedes (S.L.) s/ Inhibitoria


    COMP. 1644, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 856, L. XXXIX, “San Luis, Provincia de y otra c/ Consejo Vial Federal y otra s/ Acción de nulidad”.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    S. 472, XLI, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Facultades del gobierno provincial. Organismos del Estado. Interpretación de normas y actos locales. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Carácter taxativo. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, sino que resulta necesario además que la materia tenga un manifiesto contenido federal o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidos aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. De los términos de la demanda se desprende que el planteamiento que efectúan las amparistas exige revisar actos administrativos dictados por un organismo local en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional. Si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles la causa no es del resorte de la Corte.


    Dia Argentina S.A. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    D. 521, XLI, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir, el proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal ratione personae. En efecto, toda vez que son demandados la Provincia de Buenos Aires, a quien le concierne la competencia originaria del Tribunal –de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- y el Estado Nacional, quien tiene derecho al fuero federal -según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    El Muelle S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo


    E. 85, XLI, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Expendio de medicamentos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 100, L. XXXIV, "Olavarría, Diego c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Ordinario".


    Olavarria, Diego c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    O. 161, XLI, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Asistencia social. Desnutrición infantil. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Medidas cautelares contra el Estado. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 730, L. XL, “Sánchez, Norma Rosa c/ Estado Nacional y otro s/ Acción de Amparo”.


    El Estado Nacional no es parte sustancial en el proceso toda vez que no se desprende que haya existido un acto u omisión en concreto por parte de la autoridad nacional respecto de la pretensión sustentada, por lo cual no media, prima facie, incumplimiento alguno del co-demandado. Por ello, no procede la competencia originaria de la Corte ratione personae. Asiste al Tribunal la posibilidad, en caso de estimar que exista peligro en la demora, de decretar la medida cautelar solicitada, según lo previsto en el art. 196 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    R., Karina Verónica c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


    R. 1148, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fideicomiso. Estado provincial. Cuestión de derecho público local. Causas civiles. Prórroga de la competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Cuestión de derecho público local. Incompetencia


    En autos no se cumple con la existencia de causa civil. En primer lugar, porque la acción de amparo fue deducida en el marco de la Constitución Provincial y de la ley local 4915 y, además, porque la relación jurídica que vincula a las partes y que constituye el fundamento de la acción es de derecho administrativo, pues celebraron un Contrato de Fideicomiso de carácter público, en tanto: 1) la Provincia ha intervenido en su constitución, 2) la propiedad fiduciaria se conforma con recursos del Estado local y 3) su finalidad es de interés público, ya que consiste en obtener la colaboración en la gestión de cobranza extrajudicial de determinados créditos fiscales. 


    Credit Suisse First Boston y otro s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia de Córdoba c/ Credit Suisse First Boston - Acción de amparo"


    C. 2553, XL, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Título universitario. Entes autárquicos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La cuestión radica en determinar si se dan los requisitos previstos en artículo 117 de la Constitución Nacional, entre ellos, que una Provincia, participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. Al no aparecer la Provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictiva e insusceptible de extenderse.


    Guerriero, Obdulio René y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de amparo


    G. 918, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa T. 612, L. XL, “Total Austral S.A. s/ Inhibitoria en los autos (Provincia del Neuquén c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Sumarísimo)” y T. 271, L. XL, “Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos (Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Cobro ejecutivo)”. 


    Neuquén, Provincia de c/ Atalaya Energy S.A. y otros s/ Amparo


    N. 87, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Derecho a la salud. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, sino que resulta necesario además que la materia tenga un manifiesto contenido federal o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidos aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. De los términos de la demanda se desprende que la materia del pleito no es exclusivamente federal, como lo requiere una antigua jurisprudencia del Tribunal para que proceda la competencia originaria de la Corte, sino que la actora efectúa un planteamiento conjunto ajeno a la materia susceptible de revisión por la Corte, pues su pretensión se funda tanto en normas de derecho local como en otras de carácter federal. El hecho de que la amparista invoque el respeto de cláusulas constitucionales no modifica la postura expuesta, puesto que su nuda violación, proveniente de autoridades de provincia.


    Peralta, María Florencia c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    P. 943, XLI, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Asociaciones sindicales. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Improcedencia del recurso. 


    Los argumentos explicitados por el impugnante en su presentación recursiva, carecen de suficiencia como para rebatir la decisión atacada, en tanto no alcanzan para dejar en evidencia su condición de personal permanente del ente demandado ni, mucho menos, la existencia de agravios a las garantías que conciernen a la representación sindical. En tal sentido la juzgadora, para tener por acreditado el carácter de contratado del actor, hizo mérito de la prueba presentada, consistente particularmente en el legajo personal y las prórrogas operadas desde su ingreso; extremo que no cabe interpretar que haya afectado el derecho de defensa de aquél, toda vez que el legajo fue ofrecido por él mismo como prueba instrumental en su escrito de inicio, como bien lo anota la ad quem, y el contrato de locación de servicios allí incluido se ve confirmado por el memorando agregado en el que se da cuenta del ingreso del agente en tal condición. 


    Senez, Carlos Alberto c/ IOSCOR y/u otro s/ Amparo sindical


    S. 1413, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Decretos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Si bien ha sido demandada en la litis nominal y sustancialmente la Provincia de Buenos Aires, surge de los hechos expuestos en la demanda que la amparista pretende, sustancialmente, la inaplicabilidad del Decreto Reglamentario N° 1713/03 -dictado por el Poder Ejecutivo de la referida provincia- por parte del Banco de la Provincia de Buenos Aires y, consecuentemente, su inconstitucionalidad, materia que, por su naturaleza, comporta el análisis de un asunto propio de la autoridad local regulada por el derecho público provincial. La Corte ha señalado que no basta con que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, sino que resulta necesario además que la materia tenga un manifiesto contenido federal o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria quedando excluidos aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. 


    Unionburg S.A. c/ Banco Provincia de Buenos Aires y otro s/ Amparo


    COMP. 1032, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Toda vez que sean demandados un estado provincial -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- y un ente federal -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Catrupan, Narcizo y otros c/ Neuquén, Provinica de y otros s/ Amparo


    C. 4178, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impacto ambiental. Bienes de interés histórico. Centrales hidroeléctricas. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que resulten demandados una provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- y una Entidad Binacional -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Fundación S.O.S. Comunidad c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    F. 1480, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contaminación ambiental. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Contaminación que se produce en un recurso ambiental interjurisdiccional.


    Podrá la acción de amparo, de manera general, tramitar ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. A fin de dilucidar las cuestiones de competencia, es preciso considerar, de manera principal, la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda -a la que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.


    Asociación Civil para la Defensa y Promoción del Medio Ambiente y Calidad de Vida c/ San Luis Provincia de y otros s/ Amparo


    A. 1977, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad


    Juicios contra el Estado. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una Provincia demanda a una entidad nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia del pleito.


    Catamarca, Provincia de c/ AFIP s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 3200, XL, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Afiliación a obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa O. 148, L. XXV, “Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Córdoba, Provincia de s/ Inconstitucionalidad”.


    Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O. 93, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    AFIP DGI. Resoluciones Generales. Ejecución de multas. Recurso extraordinario federal Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Principio de capacidad contributiva. Facultades tributarias


    Si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, cabe dejar de lado dicho principio cuando el asunto fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo ulterior en un juicio ordinario. Asiste razón al Fisco en cuanto sostiene que el a quo, al resolver como lo hizo, prescindió de las normas legales vigentes, puesto que al declarar inaplicable la multa con sustento en la resolución general 1566, se apartó de las constancias de la causa y omitió analizar la vigencia de la 3756, sobre cuya base el organismo recaudador la impuso. 


    Nicola, María del Carmen s/ Ejecución Fiscal


    F. 1735, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Cuestión federal. Juicios en que una provincia es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una Provincia sea parte en un pleito, para que proceda la competencia originaria de la Corte asignada por el art. 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º del Decreto-ley 1285/58, pues para ello resulta necesario, además, que la materia sobre la que versa el pleito sea de manifiesto carácter federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso es esencial la distinta vecindad de la contraria, de tal forma que están excluidas aquéllas causas que se vinculan con el Derecho Público local. La materia del pleito no resultará exclusivamente federal cuando se efectúe un planteamiento conjunto de una cuestión federal con una de orden local, refiriendo por ejemplo que una ley provincial no sólo viola la Constitución Nacional y un decreto de igual carácter sino que conculca también la Constitución provincial. 


    Bogado, Raimundo Oscar c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 2576, XL, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de repetición


    Juicios en que es parte una provincia. Accidente in itinere. Accidente de tránsito. Responsabilidad del conductor. Responsabilidad del dueño o guardián de la cosa. Causas civiles. Distinta vecindad. Intervención de terceros. Asegurador. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. De los términos de la demanda se desprende que la sociedad actora reclama el pago de una suma de dinero en concepto de repetición de lo abonado a la víctima del accidente in itinere descripto, atribuyendo responsabilidad extracontractual a la Provincia del Chaco, en su calidad de titular del vehículo que provocó el accidente, con fundamento en normas de derecho común, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito. De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada , el proceso debe tramitar ante la instancia originaria del Tribunal. 


    La Segunda Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Chaco, Provincia del y otro s/ Ordinario


    L. 831, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Repetición de impuesto. Impuestos provinciales. Ley convenio. Acción de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Cuestión de derecho público local. Incompetencia. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, de modo que no se planteen también cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas, pues tal extremo importaría un obstáculo insalvable a la competencia en examen. La Corte ha sostenido que las leyes-convenio, que son ratificadas por las provincias, hacen parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho público local. 


    Savi S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de impuesto


    S. 1505, XL, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de retrocesión


    Daños y perjuicios. Régimen de consolidación de deudas. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Ley 23.982: aplicabilidad del régimen de consolidación de deudas al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.


    En cuanto a los agravios referidos a que la sentencia se apartó del régimen de consolidación de deudas, la Corte tiene dicho que la ley 23.982, en cuanto sea de aplicación en el ámbito de la Capital Federal, ha sido dictada en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del art. 75, inc. 30, de la Constitución Nacional y, en consecuencia, reviste el carácter de derecho público local, máxime si se tiene en cuenta la adhesión dispuesta por las autoridades locales mediante el decreto municipal 120/92. En tales condiciones, no obstante que lo referente a la aplicación e inteligencia de leyes de tal naturaleza es materia ajena, por principio, a la vía del art. 14 de la ley 48, se configura un supuesto de excepción en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, puesto que lo resuelto por la Cámara se funda en afirmaciones meramente dogmáticas y omite la consideración de argumentos conducentes para la adecuada solución del litigio.


    Madariaga Anchorena, Carlos J. c/ Estado Nacional y otros


    M. 850, XXXVII, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Juicios en que es parte una provincia. Obras sociales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede cuando se demanda a una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, si la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En autos se pone en tela de juicio una ley provincial por ser contraria, en forma directa y exclusiva, a prescripciones constitucionales federales y a normas emanadas del Congreso de la Nación, lo que asigna naturaleza federal a la materia sobre la que versa el pleito. Asimismo, si la pretensión deducida en autos exige esencial e ineludiblemente determinar si la alegada actividad legislativa de las autoridades provinciales invade el ámbito que le es propio a la Nación en materia de seguridad social.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O. 566, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Ley provincial. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 148, L. XXV, "Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Córdoba, Provincia de s/ Inconstitucionalidad”.


    Obra Social de Docentes Particulares (OSDOP) c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O. 112, XLI, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en la instancia originaria de la Corte.


    Neuquén c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    N. 306, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Buques pesqueros. Ley provincial. Poder de policía. 


    La ley 2632, de la provincia de Santa Cruz, se encuentra en pugna con el art. 40, inc. b) de la ley 24.922, en tanto pretende crear un requisito adicional a los establecidos por esta última. Ello es así, por cuanto el legislador nacional ha ordenado que, a efectos de otorgar los permisos de pesca, se otorgará prioridad a aquellos buques que empleen mano de obra argentina en mayor porcentaje, pero no asignó preferencia alguna a los residentes de una región en desmedro de otra, sin perjuicio de lo cual la provincia de Santa Cruz ha dictado la ley 2632 y, -con el objeto de promover el bienestar social de la población santacruceña-, generó un distingo que el régimen federal no contempla. Por otra parte, la facultad conferida en este último a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación -en su carácter de autoridad de aplicación- para establecer, previa aprobación del Consejo Federal Pesquero, los requisitos y condiciones que deben cumplir los buques y empresas.


    Argenova S.A. c/ Santa Cruz, Provinica de s/ Acción declarativa


    A. 246, XXXIX, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Transporte interno. Competencia nacional. 


    El tránsito que se inicia en una provincia y concluye en otra no atribuye jurisdicción local a cada una de ellas; por el contrario, es la jurisdicción nacional la que alcanza a los servicios en los aspectos locales de su tráfico, en cuanto éste es inescindible del cometido nacional de la empresa y resulta indiferente que durante el recorrido de un transporte interjurisdiccional, los pasajeros puedan ascender y descender dentro de la misma provincia, puesto que esa modalidad no enerva el carácter de servicio y la consiguiente imposibilidad de que sea regulado en forma independiente por cada una de las autoridades locales por cuyos territorios transita. No existe modo de que el transporte que se inicia en una provincia y concluye en otra, que se presta con los mismos vehículos durante todo el trayecto, durante el cual pueden ascender y descender pasajeros, sea regulado en algunos tramos por la autoridad nacional -entre cabeceras o puntos que unen diferentes provincias- y en otros por las autoridades locales -en paradas intermedias dentro del territorio provincial- sin que se transgreda la unidad de jurisdicción que constituye la base del sistema de comercio interprovincial.


    Santa Fe, Provincia de c/ Estado Nacional - Secretaría de Transporte Ministerio de la Producción s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S. 1307, XXXIX, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Juicios en que es parte una provincia. Compraventa inmobiliaria. Inscripción registral. Nulidad de la escritura pública. Escribanos públicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. Como surge de los términos de la demanda, no se cumple con el recaudo señalado, dado que la Provincia no integra la relación jurídica sustancial en que se apoya la pretensión, toda vez que el actor no invoca haber sido afectado por acto u omisión de alguno de los órganos o dependientes del Registro de la Propiedad Inmueble de dicho Estado local, sino que se agravia ante el presunto desconocimiento de su derecho real de dominio y del título que posee por parte de la vendedora. 


    Badaro, Marcelo Ovidio c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Acción declarativa


    B. 488, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Deuda pública provincial. Títulos de deuda pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son parte una Provincia, a quien le concierne la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental, y dos entidades nacionales, quienes tienen derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    AFJP Prorenta S.A. y otros s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia de Misiones c/ ABN AMRO Bank y otros s/ Acción declarativa"


    A. 1900, XL, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Distribución por redes de gas natural. Caso concreto. Daño directo. División de poderes. 


    Ley local 3.701.


    La circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados del Tribunal (arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional) no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyos efectos será preciso considerar, además, si la demanda satisface los requisitos que el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes para entablar acciones meramente declarativas. Los precedentes de la Corte en la materia indican que la acción declarativa de inconstitucionalidad debe responder a un "caso", ya que dicho procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo, ni importa una indagación meramente especulativa. En efecto, la acción debe tener por finalidad precaver las consecuencias de un "acto en ciernes" -al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal- y fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto. 


    Camuzzi Gas del Sur S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    C. 3954, XXXVIII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Remoción de jueces. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ya que resulta necesario, además, que la materia en examen sea de manifiesto carácter federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso es esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquéllas causas que se vinculen con el derecho público local. Esta última circunstancia es la que se presenta en el sub lite, toda vez que el pleito no es exclusivamente federal, tal como lo requiere una antigua jurisprudencia de la Corte para que proceda su competencia originaria, dado que, si bien de los términos de la demanda se desprende que se cuestiona un decreto local por resultar violatorio del art. 110 de la Constitución Nacional, también es cierto que impugnan la inteligencia otorgada al art. 14 de la Constitución de la Provincia.


    Lindow de Anguio, Isabel y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    L. 728, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una entidad nacional, demanda a una provincia, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esa instancia.


    Comité Federal de Radiodifusión (COMFER) c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 1553, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sociedad cooperativa. Acción de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Toda vez que se demanda a la Provincia de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte.


    Industrial Cooperativa de Trabajo Limitada c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    I. 247, XL, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Parques nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Toda vez que resultan co-demandados el Estado Nacional y una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esa instancia.


    Lago Espejo Resort S.A. c/ Neuquén, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción meramente declarativa


    L. 686, XLI, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Explotación de hidrocarburos. Causas regidas por normas federales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Toda vez que la cuestión exija dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en materia de hidrocarburos, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Si es parte una provincia en un pleito de naturaleza federal -cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora-, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    Chevron San Jorge S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 2126, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impuesto de sellos. Facultades tributarias provinciales. Coparticipación federal. Competencia de la Corte Suprema. 


    La pretensión de la provincia de aplicar el impuesto de sellos sobre una oferta que carece de la autosuficiencia requerida para exigir las obligaciones en ella plasmadas, por no haber sido aceptadas en forma expresa, se encuentran en pugna con la obligación asumida en la ley convenio.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 587, XXXVIII, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Conflicto de leyes. Estado de incertidumbre. Juicios en que es parte una provincia. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, de modo que no se planteen también cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas, pues tal extremo importaría un obstáculo insalvable a la competencia en examen. La materia del pleito no resultará exclusivamente federal cuando se efectúe un planteamiento conjunto de una cuestión federal con una de orden local, refiriendo por ejemplo que una ley provincial no sólo viola la Constitución Nacional y un decreto de igual carácter sino que conculca también la Constitución provincial. 


    Loveli S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción meramente declarativa


    L. 934, XLI, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Servicios esenciales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Toda vez que la cuestión exija dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en materia de derecho colectivo de trabajo, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. 


    Asociación de Maestros y Profesores de la Rioja c/ La Rioja, Provincia de s/ Demanda de inconstitucionalidad


    A. 2542, XL, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estado de incertidumbre. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponderá a la competencia originaria de la Corte ratione personae, aquellos casos en que se demanda al Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, e intervienen estados provinciales como terceros interesados -a quienes les corresponde la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- ya que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Los Estados provinciales pueden prorrogar su competencia originaria a favor de los tribunales inferiores de la Nación, cuando ésta corresponde ratione personae, a excepción de que existan razones institucionales o federales, o conflicto entre la Nación y las provincias, que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva, como el que surge del art. 116 de la Constitución Nacional.


    Grupo Valastro & Moscuzza S.A. y otros s/ Inhibitoria en los autos “Grupo Valastro & Fonseca S.A. c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía”


    G. 2219, XL, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una Provincia argentina demanda ante la Corte al Estado Nacional, se entiende que la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que les asisten a ambas partes, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, es sustanciar el proceso en esa instancia originaria.


    La Rioja, Provincia de c/ Consejo de la Magistratura y otro s/ Acción declarativa de certeza


    L. 609, XLI, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Agentes diplomáticos y cónsules


    Investigación inconclusa. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Competencia nacional. 


    Si de las probanzas del expediente resulta que el imputado se encontraría acreditado como encargado de negocios de la República Islámica de Irán, y que, por otra parte, se habría satisfecho el requisito de instancia privada -que es menester para el ejercicio de la acción en hechos ilícitos dependientes de dicha instancia-, cabe concluir que el caso, en principio, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los Artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.


    A. H. M. T. s/ Lesiones culposas


    A. 494, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amparo ambiental


    Recursos hídricos. Estudio del impacto ambiental. Cuestiones de competencia. Recurso extraordinario. Denegatoria del fuero federal. Sentencia arbitraria. 


    La Corte Suprema tiene resuelto que corresponde reconocer a los órganos locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que lleven a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión cabe extraerla de la propia Constitución, en cuanto, si bien establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección", reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas. 


    Provincia de Neuquén c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Acción de amparo


    P. 1399, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional


    Exilio. Orden de detención. Incumplimiento de resolución judicial. 


    Ley 24.043.


    Deben tratarse de diferente modo el exilio del actor producto de su intención de no ser aprehendido por las autoridades militares de aquel con el que eludió la orden de detención dispuesta por el juez federal. No se respetaron las normas esenciales que deben gobernar el proceso penal y existió, además, una clara falta de competencia por parte de las autoridades militares para disponer esas medidas respecto de personas que no se hallaban sujetas al estatuto militar, privándolas, en consecuencia, de su juez natural. En tales condiciones, este periodo, que se inicia el 25 de abril de 1977 con la intervención militar a la empresa, está incluido en las previsiones de la ley, por las razones expuestas en el dictamen Y. 43, L. XXXVIII, “Yofré de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior Resol. MJDDHH 221/00”. 


    Kejner, Natalio c/ Ministerio del Interior - Artículo 3° Ley 24.043


    K. 89, XXXVII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Certificado de deuda


    Multa. Entes autárquicos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que la Superintendencia de Riesgos del Trabajo (SRT) - que según el art. 35 de la ley 24.551 es una entidad autárquica nacional, que opera en jurisdicción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - demanda a la Provincia de Santiago del Estero, la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esa instancia.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    S. 1076, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero


    Excepción de incompetencia. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. 


    Sociedad del Estado Casa de Moneda.


    La Provincia, al solicitar, como opción, la competencia de la Justicia Federal de grado, ha renunciado expresamente a la prerrogativa jurisdiccional contemplada en el artículo 117 de la Constitución Nacional, ejerciendo así un derecho que le es propio mediante dicho acto. No se advierten en autos razones federales o institucionales que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva como el que surge del artículo 117 de la Constitución Nacional. El voluntario sometimiento del Estado local a otro tribunal, distinto del previsto en la Ley Fundamental para respetar su privilegio, neutraliza de por si las razones que justifican la competencia originaria de la Corte. Así, tiene dicho el Tribunal que la prerrogativa de la Provincia, como todo privilegio de índole personal, es en principio renunciable, sin que razón alguna valedera pueda oponerse a tal iniciativa, perteneciente al exclusivo fuero de la persona.


    Sociedad del Estado Casa de Moneda c/ Misiones, Provincia de -Secretaría de Estado de Hacienda y Finanzas, Obras y Servicios Públicos- s/ Cobro de pesos


    S. 2899, XXXVIII, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 63, L. XLI, “Galíndez, Valentina y otros c/ Anses s/ Ordinario”. Resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Ballesteros, Isabel y otros c/ Rio Negro, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    B. 912, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 63, L. XLI “Galíndez, Valentina y otros c/ Anses s/ Ordinario”.


    Camilucci, Griselda Lidia y otros c/ Rio Negro, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos


    C. 1461, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Bono federal. Juicios contra el Estado. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que se demanda a la Nación Argentina y a la Provincia de Entre Ríos, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia del pleito.


    Herrlein, Hugo Roberto c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    H. 498, XL, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Competencia originaria. Carácter taxativo. Contratos administrativos. Cuestión de derecho público local. 


    No basta que una provincia sea parte en el pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, puesto que es necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, o sea, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Si bien se intenta que se pague una factura con fundamento en normas de derecho común, la presente no constituye una causa de naturaleza civil, toda vez que del expediente surgen elementos que permiten inferir que dicha factura corresponde a una contratación de naturaleza administrativa celebrada por el Consejo Provincial de Vialidad. Así las cosas, para resolver el pleito, la Corte debería interpretar leyes y actosadministrativos, lo que resulta ajeno a su competencia.


    Tiene dicho el Tribunal que no es causa civil aquélla que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de esa naturaleza, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en las que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


    Asimismo, ha sostenido que el cobro de una factura por un contrato de consultoría que se acordó sin cumplir con los requisitos exigidos para su formalización, no es una locación de servicios sino un contrato administrativo regido por el derecho público local.


    El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilan actos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Soletanche Bachy France S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    S. 2363, XL, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento contractual. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, por tanto, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero - y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la competencia originaria de la Corte. La Provincia de Buenos Aires no resulta ser la titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, puesto que la UEPFP es actualmente una persona jurídica distinta del Estado provincial y, por lo tanto, no se identifica con él, por lo que no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. 


    Organismo Nacional de Administración de Bienes (O.N.A.B.) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    O. 736, XL, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema


    Competencia originaria. Causas en que es parte una provincia. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58. Ello es así toda vez que la pretensión de la actora se dirige contra la Provincia del Chubut y la materia en debate tiene un manifiesto contenido federal, toda vez que la ley local es cuestionada por colisionar con una ley nacional, como así también por violar derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, y así lo medular del planteamiento que efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia y permitiré apreciar si existe la mentada violación constitucional.


    Arbumasa S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A. 2654, XL, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Régimen de consolidación de deudas. 


    Según se desprende de los términos de la demanda, tres son las pretensiones que trae el actor, a) que se declare la inconstitucionalidad del régimen de consolidación provincial de deudas, b) que se declare la inaplicabilidad y/o inconstitucionalidad de las leyes nacionales 25.561 y 23.928 y del decreto 471/02, y c) que se ordene la “desconsolidación” del saldo de la sentencia de condena contra la Provincia y se autorice su ejecución o, en subsidio, que se le entreguen los títulos ley 7125 en dólares. La acción que tiende a que se declare la inconstitucionalidad del régimen de consolidación provincial de deudas por ser directa y exclusivamente contrario a las disposiciones de la ley nacional 25.344 y a los arts. 1°, 16, 17, 18, 28, 31, 75, inc. 22, y 126 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria de la Corte, en razón de configurar una típica cuestión federal, siendo indiferente en este caso la vecindad de la actora. Igual suerte corre la segunda de las preten


    Barattini, Norma Beatriz c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 989, XL, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impuesto al consumo de energía eléctrica. Inconstitucionalidad. Repetición de impuestos. 


    Remisión al fallo de la causa “Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina (AGUEERA) c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Acción declarativa”.


    Bruno, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de Inconstitucionalidad


    B. 879, XXXVI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Intervención de terceros. Intervención voluntaria. Empresas del Estado. Juicios en que es parte una provincia. 


    Se debe tener presente que corresponde a quien solicita la citación como tercero acreditar que se trata de alguno de los supuestos que autorizan a disponerla, debiendo desestimarse si no se invoca correctamente la existencia de una comunidad de controversia, toda vez que dicho instituto es de carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada con criterio restrictivo. Tal intervención resulta procedente toda vez que, si bien de los términos de la demanda se desprende que la Caja dirige su pretensión contra L.A.E.R., que es una Sociedad del Estado y, como tal, funciona bajo el régimen de la ley 20.705, con personería jurídica propia que se diferencia de la Provincia de Entre Ríos, también es un hecho que dicho Estado local no sólo ha solicitado ser convocado al juicio como tercero voluntario, en los términos del art. 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, invocando tener un interés directo en el proceso al ser la única titular de la aerolínea,  sino que, además, a raíz del cuadro deficitario de larga data que padece y dado que la ley local 8657 prohíbe que se decreten medidas cautelares que afecten la libre disponibilidad de las rentas y recursos financieros de la Provincia, el Poder Ejecutivo local ha dictado el decreto 2063/01 MHOSP por el cual el Estado provincial se convierte en fiador y principal pagador a las resultas del juicio, lo que demuestra prima facie dicho interés, circunstancia que habilita a considerarlo como parte en este proceso.


    Caja complementaria de previsión para pilotos aviadores c/ Líneas Aéreas de Entre Ríos Sociedad del Estado s/ Ejecución Ley 23.660


    COMP. 888, XL, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos. Daños y perjuicios. Policía Provincial. Accionar policial. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Intervención de terceros. 


    Resulta aplicable el art. 6, inc. 5, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en el pedido de beneficio de litigar sin gastos, será juez competente “... el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer...”. La futura demanda tendrá por objeto obtener un resarcimiento por la muerte de su esposa, atribuyendo responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires por la falta de servicio en que habrían incurrido varios agentes de la Policía local. Si bien el Ministerio Público sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. 


    Rodríguez, Daniel Osvaldo y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios (Beneficio de litigar sin gastos)


    R. 356, XXXV, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1985, L. XL,”ALPESCA S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Congelados Patagónicos S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 728, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1985, XL, “Alpesca S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Pescapuerta Argentina S.A c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P. 2428, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1985, XL, “Alpesca S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Pereira S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de y otra s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P. 2383, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incompetencia. Daños y perjuicios. Indemnización por muerte. Muerte de un hijo. Accionar policial. Juicios en que es parte una provincia. Obligación de seguridad. Distinta vecindad


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte ratione personae es cuando son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. No obstante, ello es así en tanto la Provincia y el Estado Nacional o la entidad nacional sean parte en el litigio, no sólo en sentido nominal sino también sustancial, o sea, que tengan en el pleito un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, ya que lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria del Tribunal. 


    Santillán, Luis Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    S. 1176, XL, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Huelga. Cuestión de derecho público local. Empleo público. Administración Pública Provincial. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, sino que resulta necesario además que la materia tenga un manifiesto contenido federal o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidos aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. La cuestión planteada exige revisar actos administrativos dictados por los jueces que integran el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Corrientes en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional, lo cual implica una injustificada intromisión de la Corte en las potestades propias de las autoridades locales. Además, se trata de una materia típicamente administrativa, toda vez que el vínculo jurídico existente entre los afectados y la Provincia demandada, que da sustento a la presente acción, es de empleo público. 


    Sindicato de Trabajadores Judiciales de Corrientes c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción de Amparo


    S. 720, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 1839, XXXVIII, "López, Edit y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    Aguirrezarobe, Rubén Horacio y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1606, XXXIX, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 174, L. XLI, "Arrua, María Daniela y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Man, Susana Beatriz y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 200, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen “Garrido”. Precedente de Fallos: 325:613.


    La cuestión resulta análoga a G. 767, L. XXXVII, “Garrido, Antonio c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción de amparo”, con la salvedad de que en el sub examine la Provincia de Río Negro es citada como tercero al pleito por la demandada, la Administración Nacional de la Seguridad Social.


    Galíndez, Valentina y otros c/ ANSES s/ Ordinario


    G. 63, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cómputo de intereses


    Régimen de consolidación de deudas. Ley de orden público. 


    En la medida en que las normas sobre consolidación de deuda pública, revisten carácter de orden público, resultan aplicables a los pronunciamientos no cumplidos si se trata de deudas pasibles de ser consolidadas y la sentencia que dispone la inmediata ejecución de un crédito por las vías comunes no encuentra sustento en la normativa aplicable e importa prescindir de ella, la que resulta de inexcusable aplicación habida cuenta del carácter de orden público de la ley de consolidación.


    C., Luis Alberto s/ P.s.a. homicidio culposo y lesiones culposas en concurso ideal - Causa nº 13/97-


    C. 247, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Hurto. Aeronave en vuelo. Bandera argentina. Competencia federal. 


    Los crímenes y delitos cometidos a bordo de un aerostato en cualquier parte del espacio, por la tripulación o por cualquier otra persona que se halle a bordo, caen bajo la competencia de los tribunales de la nación a la cual pertenece el aparato y serán juzgados según sus leyes.Compete pues a los jueces de la República la aplicación de las leyes nacionales para el juzgamiento de estos ilícitos, pues fueron consumados durante un vuelo transoceánico, donde ningún Estado ejerce su soberanía, en una aeronave privada de matrícula argentina, y su puerto de aterrizaje fue en territorio nacional. Sentadas estas premisas, se puede discernir la competencia de los jueces argentinos. Por lo demás, el inciso 1° del artículo 3° de la Ley 48 y el inciso a) del artículo 1° del Código Procesal Penal, en cuanto se refieren a los delitos cometidos en alta mar, captan, en este aspecto y en cuanto pueden ser aplicables al espacio aéreo, los conceptos de almirantazgo jurisdicción marítima.


    D., Nicolás Luis s/ Presunto hurto y presunta infracción Artículo 194


    COMP. 537, XLI, 24 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que la Nación es parte. Ley de emergencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No existe un conflicto que deba la Corte resolver, toda vez que ya lo hizo el tribunal instituido para ello, pues no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia. En efecto, la presente contienda negativa se suscitó entre los jueces federales de San Martín y de la Capital Federal, quienes se atribuyeron recíprocamente la competencia y la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín lo resolvió asignando la causa al magistrado del fuero nacional en lo contencioso administrativo federal, que debió acatar la decisión.


    Albano, Liliana Rosalía y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1946, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amparo ambiental. Contaminación atmosférica. Medidas cautelares contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    Precedente de Fallos: 318:992.


    De la exposición de los hechos que la actora efectúa en su demanda, surge que pretende que las secretarías accionadas que tutelan el medio ambiente tomen las medidas que estén a su alcance para su protección a fin de reducir el daño provocado en la zona del Polo Petroquímico y, en su defecto, una indemnización destinada a resarcir el perjuicio que la contaminación ocasiona a las personas adheridas a la presente acción de amparo. La Corte Suprema tiene resuelto sobre el particular, en el precedente citado, que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. 


    Asociación Civil Nuevo Milenio c/ Secretaría de Desarrollo Sustentable y Medio Ambiente s/ Amparo


    COMP. 207, XLI, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Contaminación ambiental. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Incompetencia. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial.


    La Corte ha reconocido, en principio, que, cuando son demandados una provincia y el Estado Nacional, la causa le corresponde a su competencia originaria, toda vez que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional. Sin embargo, tanto la provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. De los términos de la demanda, se desprende que las únicas omisiones que generan el pedido de amparo de la actora al órgano jurisdiccional, se refieren a las autoridades provinciales y municipales. Por el contrario, nada se concreta respecto de actos u omisiones en que pudieren haber incurrido las autoridades nacionales y, en consecuencia, la Nación no resulta parte sustancial en el presente amparo.


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte. Para ello, resulta necesario además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, siendo esencial, en este último supuesto, acreditar la distinta vecindad de la contraria. Por otra parte, quedan excluidas de dicha instancia, aquellas materias que se rigen por el derecho público local.


    Tal circunstancia es la que se presenta, puesto que para resolver el pleito se requiere analizar actos u omisiones de autoridades provinciales, lo cual escapa a la competencia originaria del Tribunal. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el pactum foederis competencias diversas que no han sido delegadas en el Gobierno Federal.


    No empece a la aplicación de la doctrina citada el hecho de que se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, por cuanto la nuda violación de garantías de tal naturaleza, provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, pues éste sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional.


    En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público.


    González, José A. y otros c/ Felipe Octavio y otros s/ Amparo


    COMP. 1400, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Competencia contencioso administrativa. Competencia Federal. 


    No existe un conflicto que la Corte deba resolver, pues no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia. La presente contienda negativa se suscitó entre los jueces federales en lo civil y comercial y en lo contencioso administrativo, quienes se atribuyeron recíprocamente la competencia - requisito indispensable para su correcto planteamiento - y la Cámara Federal de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal (Sala 1) - tribunal de alzada del primero - lo resolvió asignando la causa al magistrado del fuero en lo Contencioso Administrativo Federal, que debió acatar la decisión. No corresponde a la Corte intervenir en una contienda ya resuelta.


    Zucotti, Eduardo Antonio Ramón c/ Estado Nacional - Decretos 1735/04 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1809, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Facultades del juez. 


    Jurisdicción que ejercen los jueces locales.


    No corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación determinar en concreto que tribunal debe entender en el proceso cuya jurisdicción ejercen los jueces locales, pues ello resultará de la aplicación que hagan de sus normas autónomas los órganos judiciales que ellas contemplan. La Corte debería remitir las actuaciones a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires para que, de acuerdo con la legislación local, establezca cuál es el tribunal que debe seguir conociendo.


    Sgro, Genaro s/ Amparo


    COMP. 1685, XLI, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Facultades jurisdiccionales. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Facultades de la Corte Suprema según decreto 1285/58.


    No se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7° del decreto - ley 1285/58 le confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Nowosad, Nancy Mariel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Francés) s/ Amparo


    COMP. 1532, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia ilegitima de armas de uso civil. Competencia ordinaria. 


    Atento a que los pronunciamientos de la Corte deben atender a las circunstancias imperantes en el momento de dictar sentencia, y que las normas de jurisdicción y competencia se aplican aún a las causas pendientes, debe entender el tribunal provincial en el delito de tenencia ilegítima de armas, atento que a partir de la sanción de la Ley 25.886 tanto la tenencia como la portación de armas, pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria.


    Averiguación presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1679, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Corrupción de menores. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1540, L. XLI, “Embajada de A. s/ Denuncia corrupción de menores”.


    Embajada A. s/ Denuncia corrupción de menores


    COMP. 1539, XLI, 21 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Convenios interprovinciales


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. El sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que ni la Provincia del Neuquén ni la de Río Negro son parte nominal y sustancial en el proceso, requisito que resultará ineludible para que esta surta. No obsta a lo expuesto el hecho de que ambas provincias hayan celebrado el convenio en cuestión, puesto que es doctrina del Tribunal que el mero carácter de órgano emisor de normas no otorga la calidad de "parte adversa" de quien efectúa el reclamo, debido a que no integra la relación jurídica sustancial en que se sustenta su pretensión. 


    Dirección Provincial de Vialidad de Neuquén c/ Vialrionegrina Sociedad del Estado (VIARSE) s/ Cobro de pesos


    D. 683, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Créditos personales


    Juicio ejecutivo. Bancos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ Susej S.A. y otros s/ Ejecución hipotecaria


    T. 106, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ A. Marshall Noffat S.A. y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 107, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ Pingitore, Norberto y otra s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 108, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ Creaciones París S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 65, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ Cotella, Rubén s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 66, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ Greber, Jacobo s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 67, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Bancos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. De los términos de la demanda se desprende que la Provincia es acreedora de una suma de dinero originada en varios contratos bancarios de préstamo, cuestión que se rige por normas de derecho común, por lo cual cabe asignar carácter civil a la materia del pleito. De probar el Estado local la distinta vecindad que invoca respecto de los demandados el proceso debe tramitar ante la instancia originaria del Tribunal.


    Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 68, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ Transmisiones Cape S.R.L. y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 79, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ OMAT Medicina Privada S.A. y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 80, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ Poliform S.A. y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 81, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ López, Gregoria Elisa y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 84, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 68, L. XLI, “Tucumán, Provincia de c/ Imperatrice, Héctor Tomás y otra s/ Cobro de sumas de dinero”.


    Tucumán, Provincia de c/ Bint S.R.L. y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    T. 91, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Amenazas. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte tiene establecido que en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, su competencia originaria, establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes diplomáticos las mínimas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de las funciones. Asimismo tiene resuelto que para promover la competencia originaria en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agente diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso o bien que el hecho a investigarse, por las características, hubiera afectado el desempeño de las actividades.


    Á. A., Napoleón -Embajador de la República de Honduras ante la Nación Argentina-


    A. 266, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Violación con fuerza o intimidación. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Si de los elementos reunidos en el expediente surgen indicios que permiten inferir la posible vinculación con el hecho de alguno de los hijos de un representante extranjero, el que gozaría de inmunidad de jurisdicción conforme a lo normado por el artículo 37 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, aprobada por decreto-ley 7672/63, pues los procesos en que son parte los miembros de la familia del agente diplomitico que integran su casa, conciernen, en principio, a la jurisdicción originaria de la Corte.


    R. G., C. s/ Violación con fuerza o intimación


    R. 554, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Obligaciones de la obra social. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en dicha instancia de excepción, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados en el artículo 43 de la Constitución Nacional. En tal contexto, la cuestión radica en determinar si en autos se dan los requisitos, que habilitan esa jurisdicción según los artículos 116 y 117 de la Ley Fundamental y 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58. Cabe destacar la amparista sólo ha concurrido a efectuar el reclamo objeto de autos ante la Obra Social provincial, y no ante el Estado Provincial, circunstancia ésta que, al no mediar incumplimiento o consecuentemente atribución de responsabilidad concreta a este codemandado, impide considerar, que se encuentre sustancialmente implicado en la controversia. 


    Elsner, María c/ IOSPER y otro s/ Amparo


    COMP. 1839, XL, 24 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Interrupción de la prescripción. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Toda vez que son parte el Estado Nacional, quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, y la Provincia de Misiones, a quien le concierne la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y Lucha contra el Narcotráfico (Se.Dro.Nar.) c/ Misiones, Provincia de s/ Demanda interruptiva de prescripción


    S. 1853, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Falta de servicio público. Servicio penitenciario provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. En el sub lite, se reclama un resarcimiento atribuyendo responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires en razón de la presunta falta de servicio en que habría incurrido el Servicio Penitenciario local, y por el estado de derrumbe en que se encontraba el edificio de la unidad penitenciaria a la fecha del suceso. Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de estimar el Tribunal probada la distinta vecindad de los actores respecto de la Provincia demandada.


    Las Curain, Laura Verónica y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    L. 122, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Beneficio de litigar sin gastos. Responsabilidad del principal por los hechos del dependiente. Competencia por conexidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativoIncompetencia. 


    Resulta aplicable al sub lite el art. 6, inc. 5, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en el pedido de beneficio de litigar sin gastos, será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer. Por lo tanto, es necesario determinar si la futura demanda contra la Provincia de Buenos Aires incumbirá al conocimiento de la Corte en instancia originaria. Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. 


    Córdoba, Ramona Ana Remigia y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    C. 712, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de nulidad. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Competencia por la persona. 


    Toda vez que el Estado Nacional demanda a una Provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esa instancia.


    Estado Nacional c/ San Juan, Provincia de s/ Acción de nulidad e inconstitucionalidad


    E. 338, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa K.235, XXXIX, "Krowicki, Andrés Esteban c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios”.


    Hipermercado mayorista Hipermay S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    H. 424, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Incompetencia. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 1498, XL, "Banco Hipotecario S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Los jueces que deban resolver la controversia, tendrán que interpretar y aplicar normas de derecho público local, por lo cual la cuestión deja de ser exclusivamente federal, como lo requiere una antigua jurisprudencia de la Corte para que proceda su competencia originaria.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    H. 503, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento del contrato. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    En virtud de que son parte en el proceso una Provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental-, y una entidad federal de carácter interjurisdiccional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    La Pampa, Provincia de c/ Fondo Fiduciario de Infraestructura regional s/ Incumplimiento de contrato


    L. 337, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de las causas T. 97, XXXIX, “Transportes Metropolitanos General San Martin y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”, y T. 145, XL, “Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. y otros s/ Acción declarativa de certeza”, y a Fallos: 324:4226. 


    Monserrat, José Higinio c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    M. 650, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Juicios en que es parte una provincia. Derechos de autor. Causas civiles. Distinta vecindad. 


    La actora dirige su pretensión contra la Provincia de Tierra del Fuego, en tanto la emisora LU 88 TV Canal 13 de Rio Grande integra la Administración Central de ese Estado local y, por ende, se identifica con ella, en virtud de normas de derecho común, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia sobre la que versa el pleito.


    S.A.D.A.I.C. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    S. 903, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Falta de servicio público. Responsabilidad del principal por los hechos del dependiente. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. En autos se reclama un resarcimiento, atribuyendo responsabilidad a la Provincia de San Luis en razón de la presunta falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos por el cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo. Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de probar el actor la distinta vecindad que invoca, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte. 


    Picabea, Pedro Alberto c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P. 1921, XXXIX, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Regalías hidrocarburíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 673 L. XL, “Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Ejecutivo”.


    Total Austral S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Inhibitoria en autos: "Provincia del Neuquén c/ Total Austral S.A. s/ Cobro ejecutivo" (expediente N° 317.303/4)


    T. 223, XLI, 02 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Regalías hidrocarburíferas. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 673 L. XL, “Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Ejecutivo”. Se solicita el envío de los autos.


    Total Austral S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Total Austral S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    T. 224, XLI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub lite resultan demandados dos Estados locales, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Asimismo, la materia sobre la que versa el pleito reviste manifiesto contenido federal.


    Alpesca S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A. 1985, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Prestación del servicio público. Certificado de deuda. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Procede la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, cuando es parte una Provincia y la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal. Tal es el caso que se presenta en el sub-lite, puesto que se pretende ejecutar a la Provincia de Buenos Aires por su incumplimiento en el pago de los servicios que presta la concesionaria, a raíz de lo cual se han labrado varios certificados de deuda que constituyen titulo ejecutivo suficiente para la ejecución fiscal iniciada, según normas de indudable carácter federal. Por ello, al ser demandada la Provincia de Buenos Aires, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el pleito corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    A. 1264, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 755, L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo”.


    Jalil, Gabriel Eduardo c/ Tucumán, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    J. 68, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Regalías hidrocarburíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa T. 271, L. XL, “Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Ejecutivo)”.


    Chevron San Jorge S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Chevron San Jorge S.R.L. s/ Cobro Ejecutivo"


    C. 3137, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 755, L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo”.


    Paladini, Sebastián c/ Chaco, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    P. 1618, XLI, 22 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 755, L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo”.


    Navarro, María Inés c/ Chaco, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    N. 388, XLI, 22 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Interdicto de obra nueva. Juicios en que es parte una provincia, Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Estado Nacional (Secretaría de Cultura de la Presidencia de la Nación) c/ Chaco, Provincia de (Tribunal Superior de la Provincia del Chaco) s/ Interdicto de Obra Nueva


    E. 496, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Cobro de sumas de dinero. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte, que no es causa civil aquélla que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de esa naturaleza, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en las que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilan actos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso regulado por el art. 14 de la ley 48. Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, el proceso resulta ajeno a la instancia mencionada.


    Mendoza, Provincia de c/ Helitecno S.A. s/ Cobro de pesos


    M. 1457, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Incumplimiento del contrato. Causas en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda la competencia originaria de la Corte prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero— y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.La invocación de la mera actividad legislativa no es suficiente para transformar a la Provincia en "parte adversa" de quien efectúa el reclamo. Es decir, el hecho de que el Estado local revista el carácter de órgano emisor de ese conjunto de normas que puede afectar los derechos de la actora no lo transforma en parte de la relación jurídica sustancial que existe entre las partes del pleito, dado que la actividad normativa provincial sólo determina el marco jurídico aplicable a esa situación, cuyo cuestionamiento debe ser encauzado entre quien se dice afectado por el régimen impugnado y quien resulta su beneficiario. 


    Antigrad Latinoamericana S.A. c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    A. 1374, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización. Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto a dicho Estado local, supuesto esencial que no ocurre en el sub lite. Cuando se hallan enfrentados una provincia con sus propios vecinos, el que invoca el fuero federal tiene la obligación de probar los extremos necesarios para hacerlo surtir, toda vez que se trata de un fuero de excepción. Al respecto, tiene dicho el Tribunal que la "vecindad" exigida por el artículo 11 de la Ley 48 a los efectos del fuero, es la constituida por la residencia caracterizada como domicilio real o voluntario, conforme con los artículos 89, 91 y siguientes del Código Civil, la cual depende de las circunstancias de hecho que permitan comprobarla con los caracteres que la ley exige.


    B., A. D. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    B. 2303, XL, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Excepción de incompetencia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    Interés directo. Vinculo contractual.


    Si bien corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son partes una Provincia y el Estado Nacional, ello es así siempre que lo sean en sentido nominal y sustancial. Corresponde que tengan en el pleito un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, lo cual debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, puesto que lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria del Tribunal, en tanto pudiesen encontrar un mínimo punto de conexión que les permita vincular al Estado Nacional con una Provincia. El Estado Nacional (Servicio Penitenciario Federal) no es "parte" en los términos de la doctrina del Tribunal, pues no integra la relación sustancial en que se apoya la pretensión de los actores, ya que no se ha logrado demostrar que tenga un interés directo en el proceso que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica. 


    Benitez, Gabriel Ezequiel y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 563, XXXVII, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad de la provincia. Falta de servicio público. Responsabilidad del dependiente. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el Artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el Artículo 24, inciso 1°, del Decreto-Ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. En el sub lite se desprende que la sociedad actora atribuye responsabilidad a la Provincia de Santa Fe, por el cumplimiento irregular de las obligaciones a cargo de uno de sus órganos, la Dirección Provincial de Obras Hidráulicas, que fue transferida al Ministerio de Asuntos Hídricos mediante el decreto 14/2004 del Poder Ejecutivo, por lo que dicho Estado local resulta sustancialmente demandado en el proceso. Si bien este Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. 


    El Bonete S.C.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 439, XL, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa S.2287, XXXIX, “Shi, Yi Gou y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    He, Li Yun c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    H. 502, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S.2287, XXXIX, “Shi, Yi Gou y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Lin, You Quin c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    L. 1874, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Error registral. Ejecución hipotecaria. Responsabilidad extracontractual del Estado. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. De los términos de la demanda surge que la empresa actora pretende un resarcimiento por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido los dependientes del Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Buenos Aires, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el irregular cumplimiento de las obligaciones legales a cargo de sus órganos. Al respecto, cabe indicar que la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Banco Argenfe S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 1406, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En el sub-lite, de los términos de la demanda –a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia- se desprende que la actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la muerte de su esposo y atribuye responsabilidad a la Provincia por la presunta falta de servicio en que habría incurrido el personal a cargo de uno de sus órganos, el Ministerio de Salud y Acción Social, de quien depende la colonia en donde ocurrieron los hechos. En consecuencia, dicho Estado local resulta sustancialmente demandado en autos. Asimismo, cabe indicar que si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo su naturaleza administrativa regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    M., J. R. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 2493, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 2493, L. XL, “Mendiolar, Julia Remigia y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    López, Marta Graciela c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    L. 341, XLI, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cesantía. Empleo público. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por lo tanto, quedan excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el artículo 14 de la ley 48. 


    Montenegro, María Concepción c/ Neuquén, Provincia del s/ Daños y perjuicios


    M. 156, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Error registral. Falsificación de instrumento público. Responsabilidad extracontractual del Estado. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De los términos de la demanda surge que la empresa actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios ocasionados por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido los dependientes del Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Buenos Aires, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el irregular cumplimiento de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos. Al respecto, cabe indicar que si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. De estimar el Tribunal probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia de Buenos Aires, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte.


    Futuro S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    F. 858, XL, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falta de servicios. Declaración de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La acumulación objetiva de acciones no puede prosperar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 87 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en tanto corresponden a jurisdicciones diferentes. En efecto, la acción por daños y perjuicios que interpone el actor contra la Provincia de Santa Fe, corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en razón de ser partes una Provincia y un ciudadano extranjero en una causa civil. Por el contrario, la pretensión relacionada con la declaración de inconstitucionalidad de las normas locales, corresponde al conocimiento de los jueces provinciales.Es decir, los derechos que el actor pretende hacer valer no están directa y exclusivamente protegidos por las disposiciones de la Constitución Nacional que indica, como lo exige la doctrina del Tribunal, para que proceda su competencia originaria, sino que, en primer lugar, dicha protección la otorga la Constitución de la Provincia a la que demanda. 


    Valle Gonzalo, Crescente Carmelo c/ Santa Fe, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    V. 1269, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 3090, L. XXXVIII, “Galiano, Clara Noemi y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios”.


    Antivero, Ismael Santiago y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 2074, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad del principal por los hechos del dependiente. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto a dicho Estado local. Asimismo, en casos de pluralidad de litigantes, todos los que están enfrentados con la Provincia deben tener la distinta vecindad que les permita invocar dicha instancia, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y con el art. 10 de la ley 48. En el sub-lite, no se cumple con dicho requisito ya que tres de los cuatro actores dicen tener su domicilio en jurisdicción de la Provincia demandada, por lo cual se hallarían enfrentados en autos una Provincia con varios de sus vecinos, lo que obsta a la competencia originaria del Tribunal ya que a nadie le es dado renunciar a los jueces de su propio fuero. 


    Arrua, María Daniela y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 174, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad de la provincia. Falta de servicio público. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. En el sub lite se pretende, con fundamento en normas de derecho común, un resarcimiento por los daños y perjuicios sufridos ante el avance de las aguas y se atribuye responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires por la presunta falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos, debido a lo cual dicho Estado local resulta sustancialmente demandado, al integrar la relación jurídica sustancial en que se funda la pretensión. Si bien el Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. 


    Becciu, Juilo César c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 2925, XL, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por muerte. Muerte de un hijo. Muerte de un nieto. Entes autárquicos provinciales. Obligación de seguridad. Juicios en que la Nación es parte. Arma reglamentaria. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. De los términos de la demanda se desprende que los actores dirigen su pretensión contra la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires quien, según lo previsto en el art. 201 de la Constitución Provincial y en el art. 26 de la ley N° 11.612, es un ente autárquico con individualidad jurídica y funcional, que no se identifica con ese Estado local. En consecuencia, al no aparecer la Provincia de Buenos Aires como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis.


    N., M. P. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    N. 73, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Representación legal. Juicios contra el Estado. Responsabilidad de la provincia. Falta de servicio público. Responsabilidad del dependiente. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte en los casos en que una Provincia es parte, según el art. 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, es necesario que a la naturaleza civil de la materia en debate se una la distinta vecindad de la contraria. En el sub lite, el actor no cumple con el recaudo señalado, extremo que en estos supuestos resulta esencial, toda vez que denuncia domiciliarse en la Provincia de Buenos Aires, por lo que se hallarían enfrentados dicho Estado local con uno de sus vecinos y sabido es que a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero. En consecuencia, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Costilla, Héctor Marcelo y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 3870, XL, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad extracontractual. Falta de servicio. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte - conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 - procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la naturaleza civil de la materia en debate, se une la distinta vecindad de la contraria. La doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Cattaneo, Carlos Federico y otra c/ La Rioja, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 2588, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Intervención federal. Facultades del interventor federal. Remoción de jueces. Sentencia arbitraria. 


    Precedente “Zavalía”.


    Corresponde rechazar el agravio en cuanto al carácter local del acto de remoción del magistrado como fundamento de la falta de responsabilidad del Estado Nacional, toda vez que si bien el Ministerio Público expuso que debido a que los actos emanados de un interventor no pierden su naturaleza local, su impugnación como contrarios a normas de igual carácter no es de competencia federal, circunstancia que había sido compartida por la Corte cuando se impugnaron actos de suma gravedad como los decretos de un interventor federal de remoción de magistrados locales. En el precedente citado, el tribunal entendió que el interventor federal tiene un doble carácter y, en consecuencia, también lo tienen los actos que realiza. Representa al gobierno federal, pero es también un representante promiscuo y necesario de la provincia hasta tanto sean reorganizados los poderes locales. 


    Díaz Lindolfo, Saúl Osvaldo c/ Poder Ejecutivo Nacional


    D. 1494, XXXVIII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Falta de servicio público. Policía Provincial. Responsabilidad del principal por los hechos del dependiente. Responsabilidad extracontractual del Estado. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En el sub lite se reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios producidos por la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Policía de la Provincia de Buenos Aires, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el incumplimiento de las obligaciones legales a cargo de sus órganos. Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. 


    Duarte, Dante Oscar y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    D. 1758, XL, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Entes autárquicos provinciales. Entes reguladores provinciales de servicios públicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Competencia por vía de inhibitoria. Carácter taxativo. 


    Corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. A tal fin, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. En el sub lite, la Provincia de Buenos Aires no reviste dicho carácter, toda vez que se la demanda por la falta de servicio en que habría incurrido en materia de aguas. 


    Estado Nacional s/ Inhibitoria en los autos: "Quintos, Nora Edith c/ Aguas Argentinas S.A. y otros s/ Daños y perjuicios"


    E. 423, XL, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad del principal por los hechos del dependiente. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Debido a que han sido demandadas tres provincias argentinas, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    F., M. A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    F. 1741, XL, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización. Juicios contra el Estado. Competencia nacional. 


    Comisión Nacional de Regulación del Transporte. Interrupción de servicio de transporte interjurisdiccional de pasajeros.


    Toda vez que la cuestión debatida exige dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en materia de transporte interjurisdiccional de pasajeros, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Por ello, al ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Expreso Alberino S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 463, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad de la provincia. Falta de servicio público. Responsabilidad del dependiente. Responsabilidad médica. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad. En el sub lite, la pretensión del actor consiste en obtener el pago de un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido el personal médico del Hospital, atribuyendo responsabilidad a la Provincia de Santiago del Estero por el cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo, toda vez que dicho organismo integra la Administración Central de ese Estado local. Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. 


    Ledesma, Luis c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    L. 171, XLI, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Subrogación en los derechos del asegurado. Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad objetiva. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte -conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58- procede en los juicios en que una provincia es parte, si a la naturaleza civil de la materia en debate, se une la distinta vecindad de la contraria. En el sub-lite se atribuye responsabilidad objetiva al Estado local, en su carácter de titular del vehículo que colisionó, con fundamento en normas de derecho común, por lo que corresponde asignar naturaleza civil a la materia del pleito. En cuanto a la distinta vecindad, el art. 8° de la ley 48 establece que para que se haga efectivo el fuero federal -en el caso, la competencia originaria- el título o derecho que se invoca debe pertenecer originariamente y no por cesión o mandato a un vecino de otra provincia. Ello es así, a fin de evitar que se burlen las jurisdicciones locales con una cesión de derechos efectuada a favor de personas que no son vecinos de la Provincia demandada. 


    Liberty A.R.T. S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    L. 1474, XL, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad de la provincia. Falta de servicio público. Responsabilidad del dependiente. Responsabilidad del dueño o guardián de la cosa. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. En el sub lite, se reclama un resarcimiento por la falta de servicio en que habría incurrido un integrante de la Policía bonaerense, atribuyendo responsabilidad al Estado local no sólo por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales a cargo de uno sus órganos, sino también por ser dueño de la cosa riesgosa que provocó el daño, con fundamento en normas del Código Civil. Si bien el Ministerio Publico, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regidos por normas de derecho público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. 


    Martínez Medina, Andrés Alcides c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 793, XLI, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Falta de servicio público. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. A tal fin, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. En el sub lite, de los términos de la demanda se desprende que la Nación y la Provincia no revisten dicho carácter, toda vez que la sola afirmación de que su responsabilidad surge por el incumplimiento de las obligaciones en lo que respecta a seguridad, no es apta, por su generalidad, para hacerlos parte en el pleito, ya que no individualiza de manera concreta cuales son los actos u omisiones en que incurrieron, de los que se derive el daño o perjuicio cuya reparación se intenta obtener.


    M., C. E. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    M. 1204, XL, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Falta de servicio público. Responsabilidad del principal por los hechos del dependiente. Personal policial. Funcionarios judiciales. Responsabilidad extracontractual del Estado. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parle si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En el sub lite, se reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios producidos por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido el Poder Judicial y la Policía de la Provincia de Salta, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el incumplimiento de las obligaciones legales a cargo de sus órganos.Si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Pachado, José Daniel c/ Salta, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 1635, XL, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Accidente de tránsito. Tránsito de animales en pie. Responsabilidad del dueño o guardián de la cosa. Obligación de seguridad. Falta de servicio público. Poder de policía. Competencia originaria. Carácter taxativoIncompetencia. 


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, por ende, la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de su competencia originaria. En el sub lite, la pretensión consiste en obtener un resarcimiento, entre otros, de la Provincia demandada, al considerarla responsable por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido sus autoridades. Resulta aplicable la doctrina del Tribunal según la cual, el ejercicio del poder de policía de seguridad que corresponde al Estado (o, en su caso, a las Provincias), no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación efectiva, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general, en orden a la prevención de los delitos, pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan, por hechos extraños a su intervención directa.


    Palumbo, Francismo y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 1521, XL, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Acumulación de procesos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Ministerio Público ha sostenido que el examen de la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa. Así, corresponde que el Tribunal evalúe si se presentan los recaudos que establece la ley para considerar procedente la acumulación y, en caso de admitirlo, declarar que esta causa corresponde a su competencia originaria.


    Panontin, Jorge c/ Santiago del Estero, Provinica de y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 1173, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Personal policial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que ha sido citada como tercero la Provincia de Buenos Aires, la que ya tomó intervención en el pleito y solicitó la competencia del Tribunal, en tanto litigan la Nación -o una entidad nacional- y una Provincia, resulta necesario, a fin de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, que la causa se ventile ante la Corte, resultando indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Robledo, Edgardo Claudio c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    R. 920, XLI, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Escuela pública. Ente autárquicos provinciales. Juicios en que una provincia es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. De los términos de la demanda se desprende que la actora atribuye responsabilidad por los hechos descriptos a una Escuela que depende de la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires quien, según lo previsto en el artículo 201 de la Constitución Provincial y en el artículo 26 de la Ley 11.612, de Educación, es un ente autárquico con individualidad jurídica y funcional, que no se identifica con ese Estado local. 


    B., Bibiana Beatriz y otro c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 442, XLI, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falta de servicio. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Toda vez que la pretensión se dirige contra la Fiscalía de Estado, corresponde tener a la Provincia como sustancialmente demandada. Asimismo, en cuanto a la materia del juicio cabe indicar que si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo su naturaleza administrativa, regida por normas de derecho público local la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a este tipo de causas.


    Berger, Juan Sebastián c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 2674, XL, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que se demanda a la Nación Argentina y a la Provincia de Buenos Aires, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esa instancia.


    Bogado, Francisco José y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    B. 2870, XL, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Locación. Sentencia ultra petita. Procedencia del recurso. 


    Corresponde recordar, que la Corte dejó establecido que los tribunales de alzada no pueden exceder la jurisdicción que les acuerdan los recursos concedidos ante ellos, pues si prescinden de esa limitación y resuelven cuestiones ajenas a la pretendidas por las partes, se afecta la garantía constitucional de la defensa en juicio; y, ha dicho, asimismo, que es descalificable el fallo que, cambiando los términos del litigio, adopta una solución que resulta extraña al conflicto efectivamente sometido a la decisión de la jurisdicción, con mengua del debido proceso. Dicha situación se configura en el sub-lite, toda vez que el a-quo incurrió en exceso jurisdiccional cuando declina la competencia y señala la necesidad previa de un juicio de árbitros. Ello es así, pues tal como lo indica el contenido de las apelaciones deducidas por ambas partes el procedimiento no había sido objeto de planteo alguno que habilitara su revisión. 


    Homecare S.A. c/ Telinver S.A. c/ Meller Comunicaciones S.A.


    H. 302, XL, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falta de servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. Es doctrina del Tribunal que los institutos reglados por los artículos. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Caliva, Sergio Alberto c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 1554, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Entes autárquicos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa N. 73, L. XL, “Nuñez, Mónica Patricia y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios”.


    Castillo, Mónica Susana c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    C. 857, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falta de servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regidos por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. De considerar el Tribunal probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte.


    Charab, Pedro Manuel c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 219, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Restitución del inmueble. Daños en el inmueble. Compensación económica. Juicios en que una provincia es parte. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. La Provincia actora pretende, con fundamento en normas de derecho común, un resarcimiento por los daños y perjuicios sufridos por la falta de elementos y las malas condiciones en que recibió el inmueble otorgado en locación, por lo que cabe asignar carácter civil a la materia litigiosa.


    Chubut, provincia del c/ Begorre, Carlos Víctor y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 3893, XL, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Si bien el Ministerio Público, en asuntos análogos, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Establecimiento Agropecuario San Jorge S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 556, XL, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Responsabilidad de la provincia. Falta de servicio público. Competencia originaria. Carácter taxativo. 


    Corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. A tal fin, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importarla dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. En el sub lite, en principio los Planes "Trabajar" son otorgados y pagados por el Estado Nacional por lo que la sola afirmación del actor en cuanto a que la Provincia de Buenos Aires resulta también codemanda


    Vallejos, Santos c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 47, XLI, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 174, L. XLI, "Arrua, María Daniela y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Vázquez, Daniela Elizabeth y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    V. 77, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Nota periodística. Injurias. Libertad de prensa. Derecho al honor. Retractación pública. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Ausencia de los recaudos establecidos en el caso “Campillay”.


    El a-quo estimó que la cuestión a decidir, consistía en comprobar si concurrían en la especie las condiciones esenciales para proporcionar la debida protección a la libertad de prensa conforme a la doctrina del caso "Campillay", y juzgó que el sub-lite reunía los requisitos de tal precedente. Sin embargo, el fallo carece de los fundamentos adecuados para autorizar esa conclusión, toda vez que realiza una consideración y valoración defectuosas de extremos conducentes del proceso en el marco de precedentes jurisprudenciales del Tribunal. En efecto, la doctrina introducida por la sentencia dictada en el caso "Campillay" (Fallos: 308:789) ha establecido que el medio que difunde una información eventualmente difamatoria para un tercero, no responde civilmente por ella, cuando utiliza un tiempo de verbo potencial, o cuando omite la identidad de los implicados, o cuando atribuye sinceramente la noticia a otra fuente. 


    González, Oscar A. c/ Welsch de Bairos, Edgardo y otro


    G. 2329, XL, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Accidente de tránsito. Falta de servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Causa civil. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1°, del Decreto-Ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad. Si bien el Ministerio Público en procesos análogos, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. Probada la distinta vecindad del actor, respecto de la Provincia de Entre Ríos, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Heizenreder, Daniel Gustavo c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    H. 388, XL, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Entes autárquicos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa N. 73, L. XL, “Nuñez, Mónica Patricia y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios”.


    Mazzoni, Tomás Alberto y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    M. 546, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Falta de servicio público. Responsabilidad del principal por los hechos del dependiente. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. En el sub lite, se pretende, con fundamento en normas de derecho común, un resarcimiento por los daños y perjuicios sufridos por el avance de las aguas y se atribuye responsabilidad a la Provincia de Santa Fe por la presunta falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos, por lo que dicho Estado local resulta sustancialmente demandado. Si bien el Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la materia litigiosa. 


    Zulema Galfetti de Chalbaud e hijos Sociedad de Hecho c/ Santa Fe, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    Z. 110, XLI, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa E. 9, L. XXXVII, “Estancias La Dorita S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    Santa Josefina Agropecuaria S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    S. 88, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Accidente de tránsito. Animales sueltos en la vía pública. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte según la cual, el ejercicio del poder de policía de seguridad que corresponde al Estado (o, en su caso, a las Provincias), no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación efectiva, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general, en orden a la prevención de los delitos, pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan, por hechos extraños a su intervención directa. La Corte afirmó, además, que la omisión que se alega como sustento de la responsabilidad de la Provincia no puede extenderse a los daños causados por un animal del que no se prueba que fuera titular ni guardador, máxime cuando ello no se desprende de la declaración policial labrada posteriormente al hecho. 


    Vigilante, Alberto Rodolfo c/ Corrientes, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    V. 171, XLI, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Entidades bancarias. Bancos provinciales. Licitación pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art.117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. De los términos de la demanda se desprende que el actor pretende obtener los daños y perjuicios derivados del presunto incumplimiento del contrato celebrado con la entidad bancaria, ya que si bien la Provincia es titular del noventa y nueve por ciento de su capital accionario, es una sociedad anónima y, por ende, tiene individualidad jurídica y funcional, que permite diferenciarla de ésta.


    Platt, Claudio Guillermo c/ Córdoba, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 1256, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Derecho a la intimidad. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    La sentencia apelada no cumple con el presupuesto de fundamentación suficiente que se derive de una evaluación ajustada a las constancias de la causa y de la prueba producida. El Tribunal efectuó extensas consideraciones en torno al ejercicio responsable de la función que cumple el periodismo en el seno de la comunidad, poniendo énfasis en la especial protección constitucional de que goza el derecho de intimidad mas no existe una correlación entre las mismas y las conclusiones a las que arriba, contradicción que se genera, a partir de una valoración parcial de la prueba, así como por la omisión en tratar argumentos del apelante, efectuando así, afirmaciones de naturaleza dogmática, consecuencia inevitable del análisis parcial del contenido de la prueba conducente. La apreciación del juzgador que no se condice con las constancias de la causa, ni con las argumentaciones previas referidas al alcance del derecho a la intimidad y protección especial que asignó a la esfera de privacidad.


    Roviralta, Huberto c/ Telearte S.A. y otro


    R. 823, XL, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Jueces. Libertad de prensa. Ofensas cometidas por medio de la prensa. Doctrina de la real malicia. 


    Las empresas periodísticas configuran el ejercicio privado de funciones de interés social, ya que su actividad está dirigida al bien de la sociedad y, por lo tanto, de todos y cada uno de sus miembros. En tal sentido, el Tribunal ha dicho que entre las libertades que la Constitución Nacional consagra, la de prensa es una de las que poseen mayor entidad. El ejercicio del derecho de informar, no puede entenderse en detrimento de la necesaria armonía con los restantes derechos constitucionales, entre los que se encuentran el de integridad moral y el honor de las personas. Se trata de conjugar el ejercicio de un derecho con otro, cuando existe el marco efectivo de la confrontación planteada entre ambos. 


    Oyarbide, Norberto Mario c/ Tauro, Marcela y otro


    O. 191, XLI, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia por la persona. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Toda vez que, sean demandados, una provincia y el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción ante esta instancia originaria.


    Conde, Juan José c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    C. 4033, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Registro de la propiedad automotor. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Relación jurídica sustancial.


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. La calidad de parte de una provincia debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus manifestaciones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la competencia originaria de la Corte. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Casanova, José Raúl c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    C. 4035, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad cometida por funcionario público. Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad extracontractual del Estado. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.


    Doldán, Augusto Jorge y otros c/ Misiones Provincia de s/ Daños y perjuicios


    D. 1676, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Establecimientos penitenciarios. Fuga del establecimiento. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    V., Alejandra Mabel c/ Rio Negro, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    V. 759, XLI, 22 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falta de servicio. Poder Judicial Provincial. Juicios en que es parte una provincia. Materia civil. Distinta vecindad. Competencia de la Corte suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil - entendido como aquellos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común-, de la materia en debate.


    Bathiche, Gimena Paola c/ Corrientes, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 652, XXXIX, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Interrupción de la prescripción. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.


    Flores, Lorenzo Obdulio c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Interrupción de prescripción


    F. 995, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Muerte. Policía Provincial. Poder Judicial Provincial. Negligencia. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Habiendo sido co-demandadas dos provincias argentinas, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    Mardones, Margarita Cristina y otros c/ Chubut, Provincia de y otro (Río Negro) s/ Daños y perjuicios


    M. 2368, XLI, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicos en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil - entendido como aquellos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común-, de la materia en debate. La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.


    Silos Areneros Buenos Aires Sociedad Anónima Comercial c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    S. 3154, XXXVIII, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defensa en juicio


    Daño irreparable. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. 


    Apartamiento de la defensa.


    Es equiparable a definitiva la resolución que priva al imputado del derecho a ser representado por un letrado de su elección, ya que es susceptible de causar un agravio irreparable a la garantía de defensa. No es óbice al tratamiento de esa cuestión la circunstancia de que ésta sea de índole procesal, desde que en tal caso y por excepción puede ser conocida por la Corte Suprema cuando lo resuelto sea susceptible de generar una restricción indebida a la garantía de defensa capaz de frustrar el derecho federal que asiste al interesado. Es evidente el derecho de quien ocurre ante la justicia como actor o demandado, querellante o acusado, para elegir la persona que, llenando las condiciones legales, produzca en su nombre los alegatos y pruebas pertinentes a los fines de poner de manifiesto el derecho que le asiste, conforme a la garantía de la libre defensa en juicio que menciona el artículo 18 de la Constitución Nacional. 


    P. B., Juan s/ Causa 4.673


    P. 886, XL, 12 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Demanda


    Reconocimiento. Gratificaciones. Funciones transitorias. Personal subrogante. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 3378, L. XXXVIII.


    Charpin, Osvaldo José Rene c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación - Corte Suprema de Justicia de la Nación - Empleo Público


    C. 2933, XXXVIII, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ante el planteo sobre la irrevisibilidad de las decisiones de la Corte Suprema, reiteradamente ha señalado el Tribunal que - aun en el ejercicio de facultades de superintendencia - “es cuestión resuelta por el Tribunal que las decisiones dictadas por éste, objeto de cuestionamiento, no son revisables judicialmente”. El Tribunal fijó el alcance de esa irrevisibilidad “Es sabido que la doctrina de la división de los poderes o la separación de funciones no implica que cada uno de los órganos del poder pueda ejecutar únicamente actividades materialmente administrativas, legislativas o judiciales. Es que esas actividades son consecuencia del ejercicio mismo del poder, que nuestro sistema legal le reconoce a los tres órganos en sus determinados ámbitos de competencia. Sin embargo cada uno de los órganos puede ejercer sus atribuciones dentro del estricto marco de su función específica. 


    Charpin, Osvaldo José Rene c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación - Corte Suprema de Justicia de la Nación - Empleo Público


    C. 3378, XXXVIII, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Demanda contra una Provincia


    Decretos provinciales. Patrimonio arqueológico y paleontológico. Yacimientos paleontológicos. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidas aquellas causas que se vinculan con el derecho público local. Cuando se impugna un decreto local, por hallarse viciado de nulidad absoluta, al ser contrario a la Constitución Nacional y a la Provincial, la materia del litigio no resulta ser exclusivamente federal, toda vez que el planteamiento que se efectúa incluye en forma conjunta una cuestión federal y una de orden local. 


    Rauhut, Oliver Walter Misha c/ Chubut, Provincia de s/ Nulidad de Decreto N° 297/03


    R. 1803, XL, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Depósito judicial


    Pesificación. Interpretación de la ley. Ley de emergencia. Control de razonabilidad. 


    Por medio del decreto 214/02, el Poder Ejecutivo Nacional dispuso la transformación a pesos de todas las obligaciones de dar sumas de dinero de cualquier causa u origen, sean judiciales o extrajudiciales, expresadas en dólares estadounidenses existentes, dentro y fuera del sistema financiero, a la fecha de sanción de la ley autorizante. Cabe señalar que el mencionado decreto fue ratificado por el art. 64 de la ley 25.967, es decir, que la decisión de convertir a pesos todas las relaciones económicas fue compartida por el Poder Legislativo. Esta regulación que, al "pesificar" la economía, viene a modificar el régimen cambiario y monetario argentino, abarca también a los depósitos judiciales. Específicamente, el decreto 214/02 no distingue entre los depósitos convencionales y los judiciales, pues solo menciona a los depósitos en el sistema financiero en general y, toda vez que las cuentas a la orden de los tribunales -a pesar de sus particularidades- integran el sistema financiero, se encuentran incluidas en las disposiciones del art. 2° del decreto mencionado. En materia de interpretación de la leyes constante el criterio conforme al cual las excepciones deben resultar de su letra, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan, interpretación que debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan. A la luz de tales criterios, no existe elemento alguno para inferir una voluntad legislativa diferente a la inclusión de este tipo de depósitos en la "pesificación", no solo por los términos del art 2° del decreto 214/02, sino porque no se halla enumerado entre las excepciones al régimen que estableció el decreto 410/02.


    Romano, Graciela Beatriz c/ Sunmar Automotores S.A. y otro s/ Accidente Ley 9.688


    R. 1400, XXXIX, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Derecho al recurso


    Doble instancia. Sentencia. Tribunal oral. Recurso de casación. 


    La vía recursiva contra las sentencias de un tribunal oral, en virtud del modelo avanzado en la tutela de debido proceso que prevé el sistema, es incompatible con un recurso amplio de apelación ordinaria, ya que frente a mayores garantías procesales en el juzgamiento se corresponde una menor necesidad de contralor, y, por el contrario, cuando el proceso no reúne el cúmulo de virtudes requerido, se hace comprensible la posibilidad de un recurso ordinario ante un tribunal con posibilidades revisoras en todos sus extremos.El único límite legal en el recurso de casación –la apreciación de la prueba- se adecúa a la naturaleza de las cosas, pues es imposible metodológicamente evaluar a posteriori la percepción de los sujetos que conocieron –los juzgadores-; su experiencia fenoménica, la captación psíquica y sensible del experimento –la producción de la prueba en el proceso penal- es irrepetible.


    B., Alberto Oscar s/ Causa Nº 5.003


    B. 2046, XXXIX, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Designación de jueces


    Constitución Provincial. Distinta vecindad. Doctrina de los actos propios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión radica en cotejar el precepto constitucional local con la Constitución Nacional, a fin de apreciar si la primera colisiona o no con los principios contenidos en esta última, sin necesidad de examinar y revisar actos administrativos emanados de las autoridades provinciales e interpretar y aplicar normas de derecho público local. En consecuencia, cabe asignarle un manifiesto contenido federal a la materia debatida en el juicio, pues la pretensión deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, siendo el planteo de inconstitucionalidad, que da fundamento principal a la demanda, una típica cuestión de esa especie.


    Amerisse, Alfredo Ricardo c/ Salta, Provincia de s/ Amparo


    A. 620, XXXVIII, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 620, L. XXXVIII, “Amerisse, Ricardo c/ Salta, Provincia de s/ Amparo”.


    Casermeiro, Luis Ramón c/ Salta, Provincia de s/ Amparo


    C. 1429, XXXVIII, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Deuda pública


    Régimen de consolidación de deuda. Banco Central de la República Argentina. Bienes públicos del Estado. Embargo preventivo. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. 


    Al estar consolidada la suma que se adeuda, no corresponde su pago mediante un trámite diferente al ordenado en las leyes de consolidación, teniéndose en cuenta la modalidad de pago establecida en la ley 25.827 -art. 64-. Para ello, la Corte señaló, en torno al régimen de consolidación de deudas dispuesta por ley 23.982, que la distinción entre los créditos de causa o título anterior a la fecha de corte -a los que consolida- y los de causa o título posterior a esa fecha -respecto de los cuales establece un sistema de pago diverso- no autoriza la existencia de una suerte de "tercer régimen" para el cobro de créditos mediante un procedimiento diverso a los previstos legalmente, por el sólo hecho de haber motivado, en algún momento, una medida cautelar o ejecutoria anterior a la vigencia de la ley. Por otra parte, los regímenes de consolidación implican la extinción de todos los efectos inmediatos, mediatos o remotos que la imposibilidad de cumplir sus obligaciones por parte de cualquiera de los organismos, pudieran provocar o haber provocado. Es evidente que los mencionados efectos resultan incompatibles con una suerte de excepción originada en la perduración del embargo de que se trata.


    Mathieu, Claudia María c/ Banco Central de la República Argentina


    M. 1036, XXXIX, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Dictadura militar


    Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Exilio. Indemnización. Violación de derechos humanos. Terrorismo de Estado. 


    Leyes 24.043 y 24.906.


    La Corte señaló que la finalidad de la ley fue otorgar una compensación económica a personas privadas injustamente de su libertad durante la vigencia del estado de sitio impuesto en el último período de ruptura del orden constitucional. En tales condiciones, el Tribunal concluyó que el ejercicio de la facultad reglamentaria no alteraba la sustancia de los derechos otorgados por la ley 24.043 ni introducía restricciones ajenas a su espíritu, sino que, por el contrario, resulta perfectamente compatible con la voluntad política que se plasmó en la ley y que se revela en todos los actos que la precedieron. La ley 24.906 tuvo por objeto conceder una prórroga al plazo previsto por la ley 24.043, ya ampliado por su similar 24.436, como excepción y por última vez, para las personas que aún no se habían presentado ante la autoridad de aplicación a solicitar el beneficio.


    Ferreira, Hugo Daniel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos Artículo 3 Ley 24.043 (Resol. 212/01)


    F. 1024, XXXVIII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal


    IVA. AFIP. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una entidad nacional demanda a la Provincia de San Juan, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la AFIP al fuero federal, según el artículo 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al artículo 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esa instancia.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ San Juan, provincia de s/ Ejecución fiscal


    A. 391, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impuesto a las ganancias. AFIP. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. De los términos de la demanda, se desprende que la A.F.I.P. dirige su pretensión contra Servicios Eléctricos Sanjuaninos, que es una Sociedad del Estado y, como tal, funciona bajo el régimen de las Leyes nacionales 20.705 y 19.550, por lo que cuenta con personería jurídica propia y, por ende, no se identifica con ese Estado local. 


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ San Juan, Provincia s/ Ejecución fiscal


    A. 441, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impuesto de sellos. Suministro de combustibles. Acto administrativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No corresponde que la Corte asuma competencia en la causa promovida por un Estado local por cobro de gravámenes reclamados con arreglo a su legislación, toda vez que la recaudación de sus rentas es una función que sólo a éste le incumbe. Tiene dicho la Corte que los tribunales nacionales no pueden resolver sobre la validez o inconstitucionalidad de tributos locales cuyo cobro se persigue en juicio de apremio seguido ante la justicia provincial. Ello, sin perjuicio de que esa cuestión sea traída a su conocimiento por el recurso del art. 14 de la ley 48 o por devolución de lo pagado indebidamente ya que, el juez llamado a conocer de la demanda es necesariamente el de las excepciones que desea oponer el demandado, puesto que lo contrario equivaldría a suplantar a los jueces de provincia en la interpretación del alcance de las normas locales y en la posibilidad de expedirse sobre su validez, de conformidad con lo dispuesto por el art. 31 de la Constitución Nacional. 


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Gobierno de la Provincia de Tucumán - D.G.R. - c/ Shell C.a.p.s.a. s/ Ejecución Fiscal"


    S. 2643, XL, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria


    Bancos provinciales. Embargo preventivo. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. De los términos de la demanda se desprende que la causa en que se sustenta el reclamo de la Provincia es de naturaleza civil y, además, la solución de la cuestión planteada remite a la consideración de puntos regidos por normas de derecho común, las que regulan el derecho real de hipoteca. De considerar la Corte probada la distinta vecindad que invoca la Provincia respecto de los demandados, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria del Tribunal.


    Tucumán, Provincia de c/ Korkes, Karma y otros s/ Ejecución hipotecaria


    T. 109, XLI, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Depósito judicial. Ley de emergencia económica. Regulación de honorarios. Pesificación. Cómputo de intereses. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    La pesificación alcanza, en principio, a la clase de obligaciones aquí involucradas, en tanto se hallen pendientes de cumplimiento al 6 de enero de 2002, es claro que ella no comprende o abarca a obligaciones ya fenecidas por efecto del pago -modo de extinción de las obligaciones tanto del acreedor como del deudor (Libro Segundo, Sección Primera, Parte Segunda, Titulo XVI, del Código Civil)-, el cual libera al deudor según lo prescripto por el artículo 724 y concordantes del Código Civil. Cabe recordar además, que el pago tiene efecto cancelatorio, que apareja su irrevocabilidad y efecto liberatorio para el deudor y que se incorpora al patrimonio como un derecho de propiedad cuya protección garantiza el artículo 17 de la Ley Fundamental (v. arts. 505, 724 y cs. del Código Civil). Por otro lado, en relación a la regulación de honorarios, el monto del proceso, que constituye la base regulatoria en estos autos, quedó comprendido dentro de la legislación de emergencia.


    EG3 S.A. C/ Bonomi, Hugo s/ Ejecución hipotecaria


    E. 294, XXXIX, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Empresa binacional


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Al ser parte la Entidad Binacional Yaciretá y de considerar la Corte Suprema de Justicia de la Nación procedente la citación como tercero al pleito de las dos provincias argentinas, el sub judice correspondería a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que esa sería la única forma de armonizar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a esta entidad binacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental.


    Entidad Binacional Yacyreta (EBY) c/ Corrientes, Provincia de y otros s/ Acción declarativa


    E. 162, XLI, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Entes autárquicos


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires.


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el Artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria. Los actores dirigen su pretensión contra la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires quien, según lo previsto en el Artículo 201 de la Constitución Provincial y en el Artículo 26 de la Ley 11.612 de Educación, es un ente autárquico con individualidad jurídica y funcional, que no se identifica con ese Estado local.


    D., R. E. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    D. 1751, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estado de sitio


    Puesta a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Denegatoria del recurso. 


    Tras la sanción de la ley 24.906, resulta indudable la voluntad legislativa de aclarar que las detenciones ilegítimas que se resarcen en el régimen bajo examen son las comprendidas entre la fecha de declaración del estado de sitio y la reinstauración del sistema democrático, lo que hasta entonces constituía un aspecto controvertido en su aplicación por la originaria ausencia de fecha de inicio del lapso indemnizable en el texto de la ley 24.043, incluida luego en el decreto 1023/92. A efectos de otorgar la compensación prevista en la ley 24.043, corresponde computar el período en que las personas tuvieron que permanecer fuera del país como consecuencia de su detención ilegítima, pues se consideró que se trataba de una prolongación del estado de tal restricción de la libertad. 


    Rito de los Santos, Julio César c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Artículo 3, Ley 24.043 (Resolución 98/01)


    R. 541, XXXIX, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Faltas aeronáuticas


    Ejecución fiscal. Multa. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que el Estado Nacional demanda a la Provincia de La Rioja, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina) c/ La Rioja, Provincia de s/ Proceso de ejecución


    E. 542, XL, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Honorarios


    Deudas. Régimen de consolidación de deudas. Cuestiones procesales. Recurso extraordinario federal. 


    Adhesión provincial a la ley de Consolidación de deuda pública nacional.


    Los agravios del apelante conducen al examen de cuestiones de derecho procesal y público local, toda vez que se halla en tela dc juicio la aplicación del régimen de consolidación de la deuda pública y del sistema de ejecución de sentencias judiciales sancionados por el Estado provincial mediante la Ley 7112 y sus decretos reglamentarios número 357/01 y 565/01, ratificados por ley 7238, con fundamento en la situación de emergencia económica. Si bien la adhesión dispuesta en tales ordenamientos a la ley nacional 25.344 no altera la naturaleza de derecho público local de los regímenes instaurados, el recurso extraordinario interpuesto debe ser admitido, ya que lo resuelto sobre temas de esa índole es susceptible de revisión en supuestos excepcionales cuando la sentencia impugnada prescinde de una disposición legal aplicable al caso, sin dar razones valederas para hacerlo, circunstancia que priva a lo resuelto de la adecuada fundamentación que se exige a los pronunciamientos judiciales. 


    Mercado Noriega, Domingo Luis c/ Dirección General de Economía Social s/ Ejecución de sentencia p/ Cobro honorarios


    M. 3086, XL, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impuesto de sellos


    Ómnibus de transporte de pasajeros. Doble imposición. Impuesto a las ganancias. Juicios en que es parte una provincia. Coparticipación federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que la interesada tributa, por la actividad que efectúa, el impuesto a las ganancias y dado que la Provincia pretende aplicarle el impuesto de sellos sobre un instrumento que no es alguno de los comprendidos en el art. 9, inc. b, párrafo 2°, de la ley 23.548, más allá de que dicho precepto haya sido reproducido por el art. 214 del Código Fiscal Provincial, la cuestión presenta un manifiesto contenido federal, en tanto el gravamen local recaería directamente sobre la actividad que desarrolla, de tal forma que podría resultar violatorio, de manera directa y exclusiva, del art. 9 de la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos, que veda la doble imposición, y, en consecuencia los arts. 17 y 31 de la Constitución Nacional. La Corte ha determinado que la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos tiene rango constitucional, en virtud de la reforma introducida por el art. 75, inc. 2, de la Carta Magna, y, por consiguiente, su eventual afectación, involucra, en principio, una cuestión constitucional.


    La Independencia Sociedad Anónima de Transportes c/ Buenos aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L. 392, XXXIX, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento del contrato


    Excepción de incompetencia. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Prórroga de la competencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la Ley 48, no resulta procedente en aquellos casos donde se han resuelto cuestiones de competencia, por no constituir tales pronunciamientos sentencia definitiva o equiparable a ella, naturaleza atribuible a las resoluciones que ponen fin al pleito, impiden su prosecución o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación. No obstante ello, dicho principio reconoce excepción en aquellos supuestos en los que ha mediado denegatoria del fuero federal. La prórroga de la competencia originaria de la Corte en favor de los tribunales inferiores de la Nación es admisible cuando tal jurisdicción corresponde en razón de la prerrogativa que asiste a la provincia de no ser demandada ante dichos tribunales, privilegio personal que como tal es factible, en principio, de ser renunciado. 


    Hamburgo Compañía de Seguros SA y otro c/ Banco de Acción Social y otro


    H. 71, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por accidente de tránsito


    Juicios en que es parte una provincia. Rutas provinciales. Falta de servicio público. Policía Provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De los términos de la demanda se desprende que la actora pretende un resarcimiento, atribuyendo responsabilidad a la Provincia de Entre Ríos no solo por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales a cargo de sus órganos dependientes, sino también por ser la dueña de la ruta donde ocurrió el accidente, con fundamento en normas del Código Civil, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito. De considerar el Tribunal probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. No obsta a lo expuesto el hecho de que la pretensión también se dirija contra demandados con domicilio en la Provincia de Entre Ríos, toda vez que es doctrina de la Corte que los institutos reglados por los arts. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Gordano, Gabriela Fabiana y otros c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    G. 1257, XL, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Interpretación de leyes federales


    Reproducción de fonogramas. Derecho de reproducción. Cobro de sumas de dinero. 


    Convención de Roma, art. 12; Convenio de Berna, art. 11 bis.; Tratado sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas, concertado en el ámbito de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, art. 15; Tratado sobre Derecho de Autor, concertado en el marco de la Organización de la Propiedad Intelectual, art. 8; Constitución Nacional, art. 75 inc. 22 y art. 17; decreto n° 41.233/334, artículos 33 y 35; y Ley n° 11.723, arts. 36, 50, 56, etc.


    Los dispositivos federales, principalmente concernientes al derecho internacional, en materia de derechos autorales y conexos se refiere a los supuestos de uso o utilización -directa o indirecta- de los fonogramas publicados con fines comerciales para cualquier forma de comunicación al público, ya sea por medios alámbricos o inalámbricos, sin que se recepten salvedades como las esbozadas, en punto a propósitos lucrativos y giros empresariales específicos en los que incide, objetivamente, la ejecución musical, como argumento para eximir al eventual usuario del pago del estipendio previsto en la reglamentación. Tal inteligencia resulta corroborada, por la propia normativa nacional que consagra un alcance amplio de estas potestades, que dispensa básicamente del canon correspondiente a los usos familiares o domésticos, didácticos y conmemorativos; alcanzando, por el contrario, a aquellos otros, tanto ocasionales como permanentes, verificados por cualquier persona que obtenga un beneficio directo o indirecto del empleo de los fonogramas, independientemente de sus fines y, aun, del medio, también directo o indirecto.


    AADI CAPIF Asociación Civil Recaudadora c/ Hotel Belgrano S.A. s/ Cobro de pesos


    A. 38, XXXIX, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Convención de Roma; Convenio de Berna; Tratado sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas, concertado en el ámbito de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual; Tratado sobre Derecho de Autor,  concertado en el marco de la Organización de la Propiedad Intelectual; Constitución Nacional; decreto n° 41.233/334 y Ley n° 11.723,


    Corresponde abordar con carácter restrictivo las exenciones al principio dirigido a reconocer un estipendio equitativo a los titulares, por el empleo de las obras y representaciones, con fundamento último en el derecho de propiedad. Las normas específicas reducen las excepciones a los usos domésticos, didácticos y conmemorativos, circunscriptos los primeros a los que se llevan adelante en domicilios exclusivamente familiares. La propalación musical en las habitaciones de los hoteles se rige por lo previsto en los artículos 33 y 35 del Decreto N° 41.233/34, donde se reconoce el derecho de artistas y productores de fonogramas a percibir un emolumento de cualquier persona que, en modo ocasional o permanente, obtenga un beneficio directo o indirecto con el uso público de reproducciones de fonograma, con abstracción de sus fines y, aún, del medio también directo o indirecto utilizado; dispositivos que guardan un correlato general con otros del ordenamiento legal y en los que destaca la trascendencia conferida al destinatario del “beneficio” de la utilización de los fonogramas, para definir la condición de “usuario” de los mismos, la que, razonablemente, parece alcanzar al empresario hotelero, con prescindencia de los eventuales huéspedes alojados en las habitaciones del establecimiento, respecto de quienes -prima facie- mediaría una puesta a disposición de las obras a través de los televisores instalados en ellas.  


    AADI CAPIF ACR c/ Ansede y Compañía S.R.L. y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    A. 711, XL, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicio ejecutivo


    Obras Sociales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 505, XL, “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social para la actividad docente (OSPLAD) c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 744, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicio político


    Remoción del gobernador. Debido proceso. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos del procedimiento. Apreciación de la prueba. Falta de prueba. Cuestión no planteada. Non bis in ídemDiscrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Inconstitucionalidad. Falta de agravio concreto. 


    Precedente de Fallos 317:874.


    La Corte en el precedente citado ha sostenido de modo invariable que es aplicable aquella doctrina según la cual las decisiones en materia de los llamados juicios políticos o enjuiciamientos de magistrados en la esfera provincial, cuyo trámite se efectuó ante órganos ajenos a los poderes judiciales locales, configuran una cuestión justiciable, en la que compete intervenir al Tribunal por la vía del recurso extraordinario, solo cuando se acredite la violación del debido proceso. La reiterada doctrina de la Corte indica que el control de constitucionalidad debe dirigirse a verificar inexcusablemente si el enjuiciado pudo, efectivamente, ejercer su derecho de defensa en el marco de un debido proceso, antes que a controlar la observancia rigurosa de las formas procesales y que la facultad de revisión en la instancia extraordinaria se extiende a la mera revisión de si hubo o no ejercicio efectivo del derecho de defensa sin que ello signifique emitir opinión sobre el mérito de las motivaciones.


    Avelin, Alfredo s/ Sus recursos extraordinarios de inconstitucionalidad y casación


    A. 765, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Jueces. Defensa en juicio. Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. 


    El apelante no logra acreditar los extremos que afirma, en tanto traslucen una mera discrepancia con lo decidido y sus argumentos son insuficientes para demostrar en forma nítida, inequívoca y concluyente que en el proceso de remoción se haya verificado un grave menoscabo a la garantía del debido proceso, circunstancias que obstan a la apertura de la instancia excepcional. En el caso “Nicosia”, la Corte dijo que en tanto no se diera una alteración de los hechos, en la medida en que no fueran distintos los expuestos en la acusación y objeto del debate de los que llevaron a la destitución, no se configuraba agravio al art. 18 de la Constitución nacional, por la diversa calificación que la decisión hiciera de aquéllos. Tiene dicho la Corte que las razones que motivan la sustanciación de un juicio político no son susceptibles de ser revisadas judicialmente si los agravios se basan en la determinación de las causales que llevaron a instruirla. 


    Murature, Roberto Enrique s/ Pedido de enjuiciamiento - Causa nº 8/2003


    M. 2278, XXXIX, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado


    Acción de inconstitucionalidad. Reajuste jubilatorio. Poder de policía. Ley de emergencia. Títulos de deuda pública. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Berta, Osvaldo César c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1552, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Según el Tribunal, corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. Ello es así en tanto la Provincia y el Estado Nacional o la entidad nacional sean parte en el litigio, no sólo en sentido nominal sino también sustancial, o sea, que tengan en el pleito un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, ya que, lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte. En el sub lile, se atribuye responsabilidad extracontractual a una Provincia con la sola invocación genérica del poder de policía.


    Robledo, Rita y otros c/ Chubut, Provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    R. 327, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Bonos de consolidación de la deuda provincial. Inembargabilidad de fondos. Doctrina de la arbitrariedad. 


    El agravio que se refiere a que la sentencia no tuvo por consolidados los créditos que aquí se reclaman, criterio que no fue dirimido por la inaplicabilidad de la última ley de consolidación de pasivo público provincial N° 5238 al crédito de los actores, sino en atención a la omisión de entregar los títulos de la deuda pública que le impone como obligación, ese régimen de consolidación y tal incumplimiento es lo que, precisamente, habían denunciado los acreedores en la anterior instancia y lo que hizo aplicable al sub-lite el criterio sentado por la Corte en el caso “Kasdorff” conforme los fundamentos dados en el fallo, no hace admisible al recurso toda vez que conduce al examen de cuestiones de derecho público local cuya interpretación y aplicación está reservada a los tribunales de la Provincia, naturaleza que no se ve alterada por la adhesión dispuesta en las normas locales a las leyes nacionales 23.982 y 25.344. 


    Recurso de inconstitucionalidad en expediente B - 77049/01 (Sala III Cámara Civil y Comercial). Incidente de ejecución de sentencia en expediente B - 13730/96, Carlos Arturo Alfonso y otros c/ Estado Provincial


    C. 557, XL, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Reajuste jubilatorio. Ley de emergencia económica. Control de razonabilidad. 


    Desnaturalización del derecho.


    Sobre el fondo de la cuestión, cabe poner de resalto que como expuso reiteradamente el Tribunal, escapa al marco de atribuciones jurisdiccionales la ponderación del acierto de las medidas adoptadas por los poderes políticos en la esfera de su competencia enderezadas a conjurar una emergencia económica en el régimen de jubilaciones y pensiones, pero dicha limitación no impide a los jueces controlar la razonabilidad de las normas ni evaluar si su aplicación a los casos concretos provoca desmedro de orden constitucional. En estos casos, el gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios. 


    Ferrario, Edith Iris c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    F. 747, XL, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    AFIP DGI. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Competencia por la persona. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que una provincia demanda a una entidad nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia del pleito.


    Jujuy, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (DGI) s/ Revocación de resolución


    J. 8, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas. Ley de orden público. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. 


    La sentencia del Superior Tribunal local, al excluir el crédito del régimen de consolidación de deudas con fundamento en que la demandada tuvo tiempo suficiente para contemplar el pago de la condena con la asignación presupuestaria correspondiente, se apartó de lo dispuesto por normas que revisten el carácter de orden público. En efecto, la ley local 5238, que adhirió a la ley nacional 25.344 y, en consecuencia, incorporó sus disposiciones al derecho público local estableció que se consolidan en el Estado provincial, con los alcances y en la forma dispuesta por ésta, las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991 y anterior al 1° de enero de 2000, período durante el cual tuvo su origen el crédito que se reconoció por sentencia firme en el proceso ordinario. Por otra parte, el tribunal omitió el tratamiento de un planteo oportunamente propuesto y que resulta conducente para la correcta solución del litigio. 


    Urzagastui, Víctor c/ Estado Nacional


    U. 113, XL, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuesto de sellos. Gas natural. Celebración del contrato. Oferta. 


    Remisión al fallo de la causa S. 1077, L. XXXVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    El acápite II del inc. b) del art. 9º de la ley 23.548 exige que el perfeccionamiento del acto, contrato u operación surja del instrumento gravado, con prescindencia de los actos que efectivamente realicen los contribuyentes. Por ello, la pretensión provincial, de aplicar el impuesto de sellos sobre una oferta que carece de la autosuficiencia requerida para exigir las obligaciones en ella plasmadas, por no haber sido aceptadas en forma expresa, se encuentra en pugna con la obligación asumida en el acápite II del inc. b) del art. 9º de la ley 23.548 de coparticipación federal.


    Metrogas S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    M. 813, XXXV, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución de honorarios. Confederación General del Trabajo. Deuda pública. Régimen de consolidación de deudas. 


    Deben aplicarse al monto de la condena las normas sobre consolidación e inembargabilidad de fondos públicos, puesto que, la condición de subrogante del Estado Nacional de un ente privado como la Confederación General del Trabajo, no resulta determinante para afirmar que está excluida de su ámbito de aplicación. Una adecuada inteligencia de las disposiciones dictadas por el legislador en el marco de la consolidación, es aquella que tiene en cuenta que, al remitir el mensaje de elevación de esa ley, el Poder Ejecutivo Nacional se refirió con carácter general a la necesidad de que el régimen comprendiera a créditos contra el Estado o cualquiera de sus organismos o empresas a fin de preservar su continuidad y el desenvolvimiento de la sociedad y que la voluntad del legislador fue la de abarcar "un amplio universo de deudas". Al estar consolidada la suma que se adeuda, no corresponde su pago mediante un trámite diferente al ordenado en las leyes de consolidación y sus reglamentaciones. 


    Cote Ferrante, Mary y otros c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación - Estado Nacional


    C. 3426, XL, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Impuesto sobre los ingresos brutos. Comercio interior. Coparticipación de impuestos. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La acción de amparo, de manera general, puede tramitar en la instancia originaria siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 ) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Toda vez que el asunto se vincule con el comercio interjurisdiccional, la cuestión reviste naturaleza federal. La afectación del sistema de coparticipación federal de impuestos, dado su nuevo rango asignado por la Convención Constituyente de 1994 y el amplio tratamiento que la Ley Fundamental le dedica después de la reforma, involucra, en principio, una cuestión constitucional.


    Establecimiento "Las Marías" S.A.C.I.F.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción de amparo


    E. 486, XL, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amparo. Bonos de consolidación de la deuda provincial. Pesificación. Ley de emergencia económica. Constitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ PEN-Ley 25.561- Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Desde sus orígenes el Tribunal ha señalado que los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 28 de la Ley Fundamental), así como que tales restricciones pueden ser mayores en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron. La Corte ha dicho que el gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios. 


    Homaq S.A. c/ Chaco, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de amparo


    H. 23, XXXIX, 30 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia


    Extranjeros. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que tiene dicho la Corte que las partes carecen del derecho a efectuar ante la Corte observaciones al dictamen del Procurador General. En tales condiciones, al ser parte una Provincia y un ciudadano extranjero en una causa civil, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria del Tribunal.


    Ferrell, Patrick Martín c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    F. 539, XXXVII, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Regalías hidrocarburíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 673 L. XL, “Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Ejecutivo”. Se solicita el envío de los autos.


    Pan American Energy LLC Sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy LLC Sucursal Argentina s/ Cobro ejecutivo"


    P. 116, XLI, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 673 L. XL, “Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Ejecutivo”. Se solicita el envío de los autos.


    Petrobras Energía S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Petrobras Energía S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    P. 2587, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 673 L. XL, “Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Ejecutivo”. Se solicita el envío de los autos.


    Petrobras Energía S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Petrobras Energía S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    P. 351, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 673 L. XL, “Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Ejecutivo”. Se solicita el envío de los autos.


    Petrolera Entre Lomas S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Petrolera Entre Lomas S.A. s/ Ejecutivo"


    P. 350, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 673 L. XL, “Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Ejecutivo”. Se solicita el envío de los autos.


    Petrouruguay S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Petrouruguay S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    P. 117, XLI, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 673 L. XL, “Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Ejecutivo”. Se solicita el envío de los autos.


    Pioneer Natural Resources S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Pioneer Natural Resources S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    P. 2464, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 721, L. XXXIX, “Colgate-Palmolive Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    R. 215, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Regalías hidrocarburíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 271, L. XL, “Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Ejecutivo)”. Se solicita el envío de los autos.


    Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    T. 123, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 271, L. XL, “Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Ejecutivo)”. Se solicita el envío de los autos.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF S.A.) s/ Inhibitoria en los autos: “Provincia del Neuquén c/ YPF S.A. s/ Cobro ejecutivo”


    Y. 17, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte


    Juicios en que es parte una provincia. Daños y perjuicios. Tareas de refacción. Hospitales públicos. Contrato de obra pública. Obligaciones del contratista. Subcontratación de servicios. Incumplimiento del contrato. Rescisión del contratoFalta de control estatal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar que corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental.No obstante, ello es así en tanto la Provincia y el Estado Nacional sean parte en el litigio, no sólo en sentido nominal sino también sustancial, o sea, que tengan en el pleito un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, lo cual debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica. Según se desprende de los términos de la demanda, no se cumple con el recaudo señalado, puesto que los actores se limitan a invocar que la Provincia y el Estado Nacional deben responder por los daños y perjuicios que dicen haber sufrido por la falta de cumplimiento de su deber de control ante la presunta situación de insolvencia de la contratista, sin individualizar y acreditar cuáles fueron las omisiones antijurídicas que en concreto cometieron las autoridades nacionales y locales de las que derive un daño hacia ellos.


    Bringas, Carlos y otros c/ Mendoza, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    B. 615, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica


    Violación de la ley aplicable. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. 


    El pronunciamiento impugnado resulta arbitrario por haberse apartado de la solución normativa prevista para el caso, prescindiendo de la ley vigente sin dar razón plausible para ello. El juzgador omite considerar que la existencia de sentencia firme de remate, no resulta impedimento para que el deudor (o el acreedor), puedan optar por ingresar al sistema de refinanciación hipotecaria. Así lo establece el inciso “d", del artículo 16°, de la ley 25.798, reformado por el artículo 2°, de la ley 25.908. Al tomar una determinación tan significativa, desconoció una estipulación expresa de la norma, sin pronunciarse tampoco acerca de la constitucionalidad del sistema de refinanciación hipotecaria, cuestión que viene debatida en autos y cuyo tratamiento resulta primordial para la solución del pleito, configurando así una nueva arbitrariedad.


    Hodari, Estela Carina y otros c/ Vila, Antonio Nicolás Argentino


    H. 82, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Libertad de prensa


    Calumnias. Injurias. Funcionarios públicos. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. 


    El fallo que deja firme una condena con deficiencias en cuanto a la individualización de los hechos, admitiendo un reproche jurídico "en bloque" por manifestaciones que no se transcriben ni examinan de manera circunstanciada, importa un claro apartamiento de los principios elaborados por la Corte sobre el alcance y la protección de la libertad de prensa que lo vuelve arbitrario y lleva ínsito el riesgo de erigirse como obstrucción al desempeño de las funciones esenciales de la prensa y desaliento del debate público sobre cuestiones de interés general. La Corte ha reconocido a la libertad de prensa -comprensiva de la de información y expresión de ideas- un lugar preeminente para el desenvolvimiento institucional en una república; sosteniéndose que las características del periodismo moderno, que responden al derecho de información sustancial de los individuos que viven en un estado democrático, impiden también la exclusión de las manifestaciones formuladas por grupos o por personas individualizadas, respecto de la corrección del ejercicio de la función pública, de las actividades políticas y aun de las profesiones liberales, por el solo motivo de que ellas puedan resultar ingratas u ofensivas para los allí mencionados. El interés que existe en que la crítica de tales actividades pueda alcanzar estado público, también como fundamento del necesario debate respecto de lo que es vital para la eficiente y honesta marcha de los negocios capitales de la Nación, sustenta, suficientemente, este criterio.


    P., Sergio Enrique s/ Querella por calumnias e injurias en perjuicio de R. Juan Carlos -causa Nº 15061/2-


    P. 2032, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Liquidación de haberes


    Régimen de consolidación de deudas. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La adhesión provincial dispuesta en los ordenamientos locales, a la ley nacional 25.344, no altera la naturaleza de derecho público local de los regímenes instaurados. La preclusión produce el efecto de tornar irrecurribles las resoluciones judiciales, mas no el de legitimar situaciones inconciliables con el orden público. Concluir lo contrario importaría desnaturalizar el proceso judicial hasta el punto de convertirlo en un medio apto para convalidar las transgresiones a las normas imperativas. Entonces, el silencio guardado -o la demora, en la especie- por uno de los litigantes frente a la afectación de un derecho indisponible, tendría más virtualidad que un contrato para privar de efecto a las leyes en que se encuentra comprometido el interés general.


    Alavar, Ignacio y otros c/ Banco de la Provincia de Jujuy


    A. 1528, XL, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas autosatisfactivas


    Juicios en que es parte una provincia. Transferencia de bienes del Estado. Transporte ferroviario. Concesión de servicio público. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La pretensión de la Provincia actora consiste en interpretar los términos de la ley nacional 24.146, de Transferencia de Bienes del Estado Nacional a favor de las Provincias y Municipios, y del decreto del P.E.N. 776/93 que la reglamenta, sobre los cuales se funda, en forma directa y exclusiva, el derecho de dominio que intenta hacer valer, por lo que cabe asignar naturaleza federal a la materia del pleito. Al ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. También dicha competencia procedería ratione personae de integrarse la litis con el Estado Nacional dado el interés directo que éste tiene como "titular" o ex-titular de dominio del bien respecto del cual se interpone la presente demanda. Ello es así, a fin de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal.


    Formosa, Provincia de c/ Belgrano Cargas S.A. y otro s/ Medida cautelar


    F. 1074, XL, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Toda vez que la demanda a entablarse será por daños y perjuicios contra el Estado Nacional y contra una Provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la Nación al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esa instancia.


    Papelera Sarmiento S.A.C.I. c/ La Rioja, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Medidas precautorias


    P. 1235, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas autosatisfactivas. Cumplimiento de la obligación. Pago. Títulos de deuda pública. Medida cautelar innovativa. Medida cautelar autónoma. Resolución inaudita parte. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley


    Precedente de Fallos: 323:3075. Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Corresponde examinar, en primer término, el agravio dirigido a cuestionar la vía que el a quo declaró procedente porque, aun cuando se vinculen a cuestiones de derecho procesal -materia cuya resolución está librada a los jueces de la causa y, en principio, es ajena a la instancia extraordinaria-, lo decidido afecta gravemente el derecho de defensa en juicio. El Tribunal ha señalado que los recaudos de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando la cautela altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa. Asimismo, en el precedente de Fallos: 323:3075, sostuvo que ese criterio restrictivo cobra mayor intensidad cuando la cautela ha sido decidida de manera autónoma, es decir, que no accede a una pretensión de fondo cuya procedencia sustancial pueda ser esclarecida en un proceso de conocimiento. 


    Fiordelli, Luis Horacio y otra c/ Estado Nacional y otro


    F. 682, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Depósito judicial. Intangibilidad de los depósitos. Ley de emergencia. Interpretación de la ley. 


    Remisión a los dictámenes de las causas B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo”, y P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffuli, Ciro y otro".


    Por medio del decreto 214/02, el Poder Ejecutivo Nacional dispuso la transformación a pesos de todas las obligaciones de dar sumas de dinero de cualquier causa u origen, sean judiciales o extrajudiciales, expresadas en dólares estadounidenses existentes, dentro y fuera del sistema financiero, a la fecha de sanción de la ley autorizante. Cabe señalar que el mencionado decreto fue ratificado por el art. 64 de la ley 25.967, es decir, que la decisión de convertir a pesos todas las relaciones económicas fue compartida por el Poder Legislativo. Esta regulación que, al "pesificar" la economía, viene a modificar el régimen cambiario y monetario argentino, abarca también a los depósitos judiciales. Específicamente, el decreto 214/02 no distingue entre los depósitos convencionales y los judiciales, pues solo menciona a los depósitos en el sistema financiero en general y, toda vez que las cuentas a la orden de los tribunales -a pesar de sus particularidades- integran el sistema financiero, se encuentran incluidas en las disposiciones del art. 2° del decreto mencionado.


    EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares


    E. 68, XL, 15 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en los que es parte una provincia. Entes autárquicos nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que sean demandadas una provincia -a quien le concierne la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- y dos entidades autárquicas nacionales -quienes tienen derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción es ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Odstock Group S.A. c/ Chaco, Provincia de y otros s/ Medida cautelar


    O. 677, XL, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Depósito bancario. Honorarios del abogado. Contracautela. Ley de emergencia económica. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten -en principio- carácter de sentencia definitiva, en los términos que exige el artículo 14 de la Ley N° 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Cabe hacer excepción a esa regla cuando lo decidido es susceptible de ocasionar perjuicios que, por las circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior como es el caso en estudio, donde fue ordenado el pago de los honorarios profesionales en dólares estadounidenses, excluyendo la posibilidad de reeditar en una instancia posterior, la cuestión relativa a la moneda en que debe debitarse de la cuenta judicial dicho crédito. Asiste razón a la recurrente, toda vez que el a quo ha resuelto librar una orden de pago en dólares estadounidenses, sin considerar que el monto del proceso fue estimado en pesos y los honorarios fueron originalmente regulados en esa moneda.


    Supercanal Holding S.A. c/ Samperesi, Alberto R. s/ Ordinario


    S. 1059, XXXIX, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Antar, Héctor Oscar y otro c/ Duvi S.A.


    A. 2318, XL, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Migraciones


    Extranjeros ilegales. Multa. Igualdad ante la ley. Recurso extraordinario federal. Defensa en juicio. Debido proceso. 


    Multa por haber proporcionado tareas remuneradas en explotaciones agrícolas a residentes ilegales. Ley 22.439.


    En relación al agravio fundado en la supuesta violación del principio de igualdad, tal como ha sostenido reiteradamente la Corte, "la garantía de igualdad no obsta a que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, con tal que la discriminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o de grupos de personas, aunque su fundamento sea opinable". Siguiendo el mismo orden de ideas, la Corte afirmó que "la garantía de igualdad ante la ley radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias y el grado de acierto o error, mérito o conveniencia de la solución adoptada por otros poderes, constituyen puntos sobre los cuales no cabe al Judicial pronunciarse, en la medida en que el ejercicio de las facultades propias de aquellos no se constate irrazonable, inicuo o arbitrario. 


    Dirección Nacional de Migraciones - Ministerio del Interior c/ Valmor S.R.L. s/ Recurso


    D. 1308, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Omisión de considerar cuestión propuesta


    Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Al dilucidar lo sustancial del tema en cuestión y sin dar razón que lo justifique, se omitió el examen de las normas que rigen el tema en debate -Carta Orgánica del Banco Central y Ley de Entidades Financieras-, lo cual, afectó manifiestamente la garantía de la defensa, “en el caso proyectada hacia la tutela y efectiva observancia de las formas sustanciales del juicio y relativa a los actos que los jueces deben dictar cuando existe discrepancia sobre alguna cuestión correctamente planteada a su jurisdicción”. Tal defecto de fundamentación no queda salvado por la mención que “obiter dictum” se hace de la economía de una norma de la Ley de Entidades Financieras.


    Banco Federal Argentina S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión promovido por el Banco Central de la República Argentina


    B. 928, XXXIX, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago


    Certificado de deuda. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que es parte una provincia si, a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate. Se ha atribuido carácter de causa civil a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones de derecho común, entendido como tal el que se vincula con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. La Corte ha reconocido su competencia originaria en los procesos dirigidos por o contra un Estado local, para obtener el pago de títulos circulatorios, con fundamento en que, atento la naturaleza de este tipo de instrumentos no corresponde indagar la causa de su libramiento.


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo c/ Mendoza, Provincia de s/ Apremio


    P. 573, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que es parte una provincia si, a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate. Se ha atribuido carácter de causa civil a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones de derecho común, entendido como tal el que se vincula con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. La Corte ha reconocido su competencia originaria en los procesos dirigidos por o contra un Estado local, para obtener el pago de títulos circulatorios, con fundamento en que, atento la naturaleza de este tipo de instrumentos no corresponde indagar la causa de su libramiento. 


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo c/ Mendoza, Provincia de s/ Apremio


    P. 800, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Partidos políticos


    Afiliación partidaria. Carta orgánica de los partidos políticos. Interpretación de la ley. 


    En el caso, el Poder Ejecutivo mediante el decreto 535/05 del 26 de mayo de 2005 (publicado en el Boletín Oficial el 27 de igual mes y año), habilitó a oficializar candidaturas -en los términos del art. 60 del Código Electoral Nacional-, a los partidos políticos que, habiendo iniciado el trámite de reconocimiento al momento de su dictado, lo obtuvieren con posterioridad a la fecha prevista para la constitución de las juntas electorales partidarias, según lo establecido en el decreto 451/05. La disposición citada ha venido a superar el agravio planteado, toda vez que el Partido de la Revolución Democrática, aún en formación, podrá oficializar sus listas con candidatos propios.Sentado lo expuesto, resta analizar los agravios del apelante en torno a la desestimación por el a quo de las reformas introducidas a la carta orgánica partidaria que permiten votar a los adherentes además de los afiliados y a la exigencia de presentar 4.000 afiliados como requisito previo para convocar a los primeros comicios internos, con el fin de constituir las autoridades definitivas del partido.


    En ese orden de ideas, cierto es que el ordenamiento no pone mayores condiciones a los partidos políticos para dictar su carta orgánica, siempre que en ella se prevea una organización estable y se respete el sistema democrático (art. 3°, inc. b). Sin embargo, también es cierto que cualquier modificación de su carta -en tanto constituye la ley fundamental del partido en cuyo carácter rigen los poderes, derechos y obligaciones partidarias y a las cuales sus autoridades y afiliados deberán ajustar obligatoriamente su actuación- deberá adecuarse a los estándares establecidos en la Constitución Nacional, en la ley reglamentaria y en las normas que se dicten en su consecuencia.


    Al razonar acerca de la inteligencia que procede atribuir, por lo pronto, al requisito del número mínimo de adherentes, en sí mismo, cabe concluir que no parece poseer mayor sentido, desde que la naturaleza del instituto de la mera adhesión, desprovista como lo está en el texto legal de toda trascendencia posterior a la etapa constitutiva, aparece como una figura innecesaria, al recabar la acreditación de un número de personas respecto de las cuales luego la ley no estatuye ningún derecho o deber, ni les reserva alguna ulterioridad o cometido.


    Precisamente, una característica primordial de los partidos políticos es la permanencia, de modo expreso referida en la ley 23.298, Título Primero, de los Principios Generales, cuyo art. 3°, alude a un grupo de ciudadanos, unidos por un vínculo político permanente, en una organización estable.


    Siendo ésta la condición esencial, qué sentido tendría exigir una nómina de simples adherentes no comprometidos a ninguna permanencia en el partido, que no vuelven a ser mencionados en el sistema normativo.


    No parece razonable interpretar el contenido pleno de las normas en juego mediante la sola literalidad, pues en el sub examine ello implicaría, como queda dicho, aceptar sin más una exigencia intrascendente, que es tanto como una clara inconsecuencia al no guardar coherencia con aquella condición sustancial consagrada en el art. 3°.


    Tampoco modifica el criterio sentado en aquel precedente la sanción de la ley 25.611, que posibilita la convocatoria a internas abiertas y simultáneas para elegir candidatos externos, pues de la inteligencia del art. 29 de la ley 23.298 (con las modificaciones introducidas por la ley 25.611) y del art. 3° del decreto reglamentario 1397/02 (texto sustituido por el decreto 1578/02), surge que los ciudadanos que carecen de afiliación política sólo están habilitados a votar en los comicios convocados para elegir candidatos a presidente y vicepresidente de la Nación y legisladores nacionales, más no a elegir autoridades partidarias internas.


    El decreto 535/05, en cuanto ha establecido que para la participación de los partidos políticos en las elecciones de internas abiertas y simultáneas, que se convoquen en lo sucesivo, deberán contar, a la fecha del cierre de novedades del padrón partidario, con el mínimo de afiliados requeridos para realizar válidamente sus primeras elecciones internas de autoridades (confr. Art. 2°). Esta disposición ha integrado el marco normativo del tema en debate y traduce la superación del conflicto que suscita la inteligencia de la ley 23.298, según los términos en que ha sido sometido al Tribunal.


    Incidente de Apelación en Autos "Partido De La Revolución Democrática (PRD)" s/ Solicita reconocimiento - Capital Federal


    P. 589, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Poder Ejecutivo Nacional


    Facultades reglamentarias. Límites a la discrecionalidad. Centrales hidroeléctricas. Regalías hidroeléctricas. 


    Resolución 158/95 de la ex Secretaría de Energía y Comunicaciones de la Nación. Represa de Salto Grande. Complejo hidroeléctrico binacional.


    Respecto del decreto 141/95, el Ministerio Público entendió que no supera los límites que la Constitución Nacional impone al ejercicio de la potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo, pues constituye una reglamentación razonable, que no vulnera el espíritu del legislador y fundó su posición en que la elección de la teoría de la fuente como patrón distributivo en este tipo de emprendimientos se funda en pautas técnicas admitidas por especialistas y estudiosos del tema, así como en una razonable interpretación del mandato legal, que armoniza con las otras disposiciones de la ley. También puso de manifiesto que ese criterio concuerda por el utilizado por el derecho de gentes, siguiendo el principio de la equitable utilization. De modo concorde, la Corte sostuvo que es evidente que el art. 43 de la ley 15.336 consagra un criterio de participación entre los estados provinciales en los que se encuentran ubicadas las fuentes hidroeléctricas y que el utilizado por el decreto 141/95 del Poder Ejecutivo Nacional se funda en una razonable interpretación reglamentaria del régimen federal en la materia, toda vez que no altera sus fines y el sentido que le fue acordado.


    Misiones, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    M. 766, XXXIII, 11 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Programa Jefes de Hogar


    Acción de reintegro. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Estado Nacional c/ Río Negro, Provincia de s/ Cobro de pesos


    E. 501, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Promoción industrial


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. AFIP. Cuestión de derecho público local. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae puesto que, carece de relevancia la materia sobre la que versa el pleito, ya que la instancia originaria resulta imprescindible a fin de armonizar prerrogativas jurisdiccionales de igual rango constitucional, tanto de la Provincia como del Estado Nacional, como única manera de preservarlas. En este orden de ideas, la única forma de garantizarle a las Provincias un juez imparcial, dado que su calidad y preexistencia a la Nación impide someterlas a los jueces federales, como ocurriría en este caso por ser actora una entidad nacional, la cual, más allá del nomen iuris que utiliza para promover la demanda pretende obtener la declaración de inconstitucionalidad de un decreto provincial.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción de lesividad


    F. 21, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Cuestiones complejas no federales. 


    Las cuestiones de carácter no federal debatidas en la causa son, como principio, irrevisables en la instancia de excepción.


    Elía, Daniel Rodolfo c/ Estado Nacional


    E. 85, XXXVII, 03 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remoción de jueces. Tribunal de enjuiciamiento. Resoluciones irrecurribles. Revisión judicial. Defensa en juicio. 


    Precedentes “Nicosia”, "Graffigna Latino".


    La Procuración General sostuvo que era posible afirmar, como principio, que la irrecurribilidad prevista en el art. 115 de la Ley Fundamental no había vedado la muy excepcional y restrictiva revisión judicial que la Corte estableció para el ámbito nacional al dictar sentencia en el caso "Nicosia". Esa limitada inspección en modo alguno podía sustituir el criterio del jurado en tanto a lo sustancial del enjuiciamiento, es decir, el “juicio” sobre la conducta de los jueces, aspecto ajeno a la competencia del Tribunal, al que sí correspondía el eventual examen de la existencia de alguna violación a la garantía de defensa en juicio en el proceso respectivo. En síntesis, se entendió que el alcance de la irrecurribilidad prevista debía considerarse referido a que la conducta del magistrado acusado encuadre en las causales del art. 53. En igual sentido, la Corte ha reconocido la justiciabilidad de los enjuiciamientos políticos cuando se alega que en éstos se ha producido una real violación del derecho de defensa, extendiendo de este modo al ámbito nacional la doctrina que, desde el caso "Graffigna Latino", había adoptado para el enjuiciamiento de magistrados provinciales, aunque también precisó que el recurso extraordinario que lleve el caso a conocimiento del Tribunal debe reunir todos los demás requisitos que se exigen para su admisibilidad, que, por otra parte, requieren de un escrutinio muy riguroso, en virtud de la especial prudencia que debe regir toda la actuación judicial en asuntos relativos al juicio político, así como al limitado campo de justiciabilidad que éste contiene.


    Torres Nieto, Mirta Carmen s/ Su enjuiciamiento


    T. 839, XXXVIII, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Alimentos. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. 


    Aplicación del fallo de la causa B. 715, L. XXXVII, “Benítez, Nydia Mabel y otras c/ Instituto de Seguridad Social Seguros y Préstamos”.


    En cuanto los integrantes del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia suscribieron la posición de los jueces de Cámara respecto a que la parte actora no había demostrado el perjuicio económico que le irrigó la aplicación de la norma cuya inconstitucionalidad articuló, sin advertir que estos últimos contaban con suficientes elementos para decidir si existía la confiscatoriedad alegada, incurrieron en un excesivo rigorismo que no condice con la extrema cautela con la que deben actuar los jueces, en el tratamiento de beneficios de orden alimentario.


    Canteros de Quijaro c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Servicios Públicos


    L. 3197, XXXVIII, 09 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revisión judicial. Fondos de obras sociales. Subsidio estatal. Mutuo dinerario. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. 


    Existe cuestión federal suficiente que habilita la instancia extraordinaria en los términos del inciso 3° del artículo 14 de la ley 48, toda vez que se ha cuestionado la inteligencia otorgada a normas de naturaleza federal, y la decisión impugnada es contraria al derecho que los recurrentes pretenden sustentar en aquéllas. Además, corresponde tratar en forma conjunta los agravios relativos a la supuesta arbitrariedad del pronunciamiento en la consideración de argumentos planteados en la causa, pues a ello se imputa la directa violación de los derechos invocados, guardando, en consecuencia, ambos aspectos, estrecha conexidad entre sí. La cuestión en litigio se reduce a determinar si la financiación otorgada por el Estado Nacional en virtud de lo dispuesto por la ley 23.697, su decreto reglamentario 1643/98 y la disposición administrativa 624/98 para cancelar obligaciones de la concursada pueden considerarse prestamos sujetos a devolución o subsidios no reintegrables.


    Obra Social de la Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina. s/ Incidente de revisión por Ministerio de Economía s/ Incidente de revisión de crédito


    O. 264, XXXIX, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Enjuiciamiento de magistrados. Remoción de jueces. Juicio político. Revisión judicial. Resoluciones irrecurribles. Defensa en juicio. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Precedentes "Nicosia" (Fallos: 316:2940) y "Graffigna Latino" (Fallos: 308:961).


    Sobre el pretendido carácter irrecurrible de las decisiones del Tribunal de Enjuiciamiento, la Procuración General sostuvo que era posible afirmar, como principio, que la irrecurribilidad prevista en el artículo 115 de la Ley Fundamental no había vedado la muy excepcional y restrictiva revisión judicial que el Tribunal estableció para el ámbito nacional. Claro que esa limitada inspección en modo alguno podía sustituir el criterio del jurado en cuanto a lo sustancial, es decir, el "juicio" sobre la conducta de los magistrados, aspecto ajeno a la competencia de la Corte, a la que sí correspondía el eventual examen de la existencia de alguna violación a la garantía de defensa durante el proceso respectivo. En síntesis, se opinó que el alcance de la irrecurribilidad prevista debía considerarse referido a que la conducta del juez acusado encuadre en las causales del artículo 53. 


    Leiva, Luis Alberto s/ Pedido de enjuiciamiento


    L. 1259, XXXVIII, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Calumnias. Desafuero. Resoluciones equiparables a definitiva. Superior Tribunal de la Causa. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Cámara Nacional de Casación Penal.


    La ley de fueros 25.320, admite que el magistrado contra quien se hubiere abierto causa penal por la presunta comisión de un delito, pueda presentarse espontáneamente para aclarar los hechos que se le imputan e indicar las pruebas que, a su juicio, puedan serle de utilidad (artículo 1º, párrafo sexto). De este modo, el juez encausado penalmente debe gozar de la facultad de demostrar su inocencia, en la forma que mejor lo estime, para evitar precisamente que por soportar una denuncia o haber sido querellado, se abra y prosiga en su contra el juicio de desafuero. De ello se colige sin dificultad que también podrá hacer valer ese derecho en la vía recursiva. Y tal garantía concurre o coexiste, según también se desprende del texto legal, con la facultad de someterse o no al juicio penal, potestad que no puede confundirse con la presentación para indicar pruebas en su descargo. 


    O., Norberto Mario s/ Calumnias -causa N° 23.215-


    O. 270, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Proceso contravencional. Cuestión de derecho público local. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La adopción del sistema procesal en materia contravencional, la determinación de sus institutos y la interpretación de sus alcances, son cuestiones, en principio, privativas de los poderes locales, cuya autonomía garantiza la Constitución Nacional mientras no se encuentren en pugna con los derechos esenciales que amparan al imputado desde la Carta Fundamental. Si bien la separación de las funciones de acusar y juzgar constituye un principio asentado en los precedentes de la Corte como corolario de la inviolabilidad de la defensa en juicio y la exigencia de acusación a partir de la prueba producida en el debate como forma sustancial del debido proceso, estos conceptos resuelven, sin embargo, situaciones que se verifican cuando en un proceso que prevé la actuación del ministerio fiscal como titular de la acción penal, su representante pide la absolución del imputado tras el debate oral. 


    O., Carlos Alberto s/ Ley 255 -causa nº 2.620/03-


    O. 491, XL, 28 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Doble Instancia. Recurso de casación. Principio de congruencia. 


    El derecho del inculpado a recurrir el fallo ante un tribunal superior es respetado si se examina en general la validez de la sentencia, sin excesos rituales, y respetando la pauta de que la Convención Americana sobre Derechos Humanos no impone necesariamente la doble instancia como renovación del debate realizado en el proceso, sino dentro del marco de sus leyes internas y de sus preceptos constitucionales. Si en el caso se tratara de un tipo de proceso -el juicio oral- de instancia única, donde eI período de juicio propiamente dicho es confiado a un tribunal colegiado, distinto del que realiza la instrucción y eleva la acusación sostenida por un órgano independiente- el ministerio público y el querellante en su caso- con plena vigencia de todas las garantías de la defensa en juicio, y sujeto a principios como los de continuidad, inmediatez y concentración en la recepción de la prueba, el sistema es un modelo avanzado en la tutela del debido proceso. 


    K. Adrián s/ Acción de hábeas corpus -causa nº 534-


    K. 24, XXXIX, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas. Pago de la obligación previsional. Ley de emergencia económica. Acción de amparo. Discrepancia del recurrente. Inconstitucionalidad. Insuficiencia del agravio. Confirmación de sentencia. 


    La ley 25.344, capítulo V, consolida las obligaciones previsionales originadas en el régimen general vencidas o de causa o título posterior al 31 de agosto de 1992 y anterior al 1° de enero de 2000, fecha prorrogada hasta el 31 de diciembre de 2000 por el art. 46 de la ley 25.565. Por su parte, el art. 4°, Anexo IV, del decreto reglamentario 1116/00, al definir en su inc. o) a esta categoría de créditos, señala que son las obligaciones previsionales derivadas de prestaciones acordadas bajo regímenes previsionales anteriores a la vigencia de la ley 24.241. Si bien el art. 13 de la ley pudo haber generado alguna duda respecto a lo que debe entenderse por “obligaciones originadas en el régimen general”, el decreto reglamentario la disipó al definirlas con un criterio que atiende exclusivamente a si son anteriores o posteriores a la vigencia de la ley 24.241, sin que esta disposición fuera objeto de crítica por la apelante, pese a la expresa invocación efectuada por la Cámara. 


    Estivill, Carmen Lucinda c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    E. 167, XXXVIII, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Legitimación pasiva. Actos del gobierno de facto. Carta orgánica municipal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El pronunciamiento resulta arbitrario, pues lo que aquí se pone en tela de juicio es la responsabilidad de la Provincia frente a la Municipalidad por el obrar irregular de aquélla, al dictar su Gobernador de facto la ordenanza 5203/76, por cuyas consecuencias reclama la indemnización la comuna. En ese sentido, el fallo apelado ha prescindido de tratar argumentos conducentes para la solución de la causa, con menoscabo del derecho de defensa de la apelante, consagrado en el art. 18 de la Constitución Nacional, toda vez que omitió tomar en cuenta su planteo referente a que el Gobernador de facto, en ejercicio de competencias provinciales, al modificar la ley orgánica de las municipalidades, concentró los poderes legislativos, hasta ese momento locales, en el gobierno provincial. Habida cuenta, entonces, de la existencia de un régimen jurídico distinto al ahora imperante, que impedía a la Municipalidad oponerse a lo decidido por el Gobernador de facto. 


    Municipalidad de San Isidro c/ Provincia de Buenos Aires


    COMP. 3283, XXXVIII, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley de consolidación de la deuda pública. Empresas del Estado. Honorarios del perito. Cuestión de derecho público local. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Cabe recordar que la Corte tiene dicho que la ley 3.982, en cuanto sea de aplicación en el ámbito de la Capital Federal, ha sido dictada en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del art. 75, inc. 30), de la Constitución Nacional y, en consecuencia, reviste el carácter de derecho público local. En tales condiciones, no obstante que lo referente a la aplicación e inteligencia de leyes de tal naturaleza es materia ajena, por principio, a la vía del art. 14 de la ley 48, en la especie, se configura un supuesto de excepción en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, según la cual son descalificables aquéllas que omiten el examen de alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado pudiera resultar conducente para la adecuada solución del litigio. 


    Romero Cándido, Rubén y otros c/ Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado


    R. 1297, XXXIX, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Crímenes de lesa humanidad. Ley de Obediencia Debida. Derechos Humanos. Imprescriptibilidad. Procedencia del recurso. 


    Las leyes 23.492 y 23.521 eran -y son- incompatibles con diversas cláusulas de la Constitución Nacional. Tampoco los delitos cometidos en el ejercicio de la suma del poder público son susceptibles de ser amnistiados o perdonados, pues sería un contrasentido afirmar que no podrían amnistiarse la concesión y el ejercicio de ese poder, pero que sí podrían serlo los delitos por los que la vida, el honor y la fortuna de los argentinos fueron puestos a merced de quienes detentaron la suma del poder público. Para la decisión del tema en debate carece de relevancia que las leyes sean o puedan ser clasificadas como leyes de amnistía en sentido estricto. Lo decisivo no es la denominación, sino los efectos contrarios que esas leyes tienen respecto de las previsiones, en cada caso, del Derecho internacional de los derechos humanos y de la Constitución de la Nación Argentina. Las consecuencias han sido claras: las leyes han transgredido los límites del artículo 29 de la Constitución nacional.


    S., Julio s/ Privación ilegítima de la libertad


    S. 1767, XXXVIII, 05 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Intangibilidad de la remunueración. Inadmisibilidad del recurso. 


    No concurren en el caso los requisitos que permitan apartarse de las reglas, en primer término, porque el recurso extraordinario no se dirige contra una sentencia definitiva, desde que no resuelve el fondo de la cuestión debatida, ni impide la tramitación normal de la causa. Ello es así, porque la decisión del a qua se limitó a desestimar los recursos locales por considerar que la vía intentada resultaba improcedente, atento a que el demandado tiene la posibilidad de cuestionar la sentencia del juez de primera instancia ante la cámara correspondiente, mediante los medios ordinarios de apelación. La circunstancia de que no concurra el requisito aludido, no puede ser suplida invocando la existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento, o la afectación de garantías constitucionales. 


    Staib, Alberto y otros s/ Acción de amparo


    S. 2127, XL, 09 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja


    Prescripción. Suspensión del proceso judicial. 


    Suspensión del trámite del recurso.


    Si desde fecha en la que se presentó la acusación fiscal hasta la sentencia condenatoria, habría transcurrido, en principio, el plazo establecido por el artículo 62 inciso 2° del Código Penal para la especie de delito de que se trata, correspondería ordenar la suspensión del trámite del presente recurso de queja a las resultas de la decisión que al respecto tomen los jueces de la causa.


    G., Eduardo Carlos y otros s/ Infracción Ley 23.771 -causa nº7.659-


    G. 2031, XL, 28 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Debido proceso. Defensa en juicio. Doble instancia. Denegatoria del recurso. 


    El cumplimiento de un adecuado servicio de justicia le impone a la Corte el deber de no circunscribir su intervención al examen del procedimiento seguido en la sustanciación de la apelación extraordinaria. En este sentido cuando en el trámite ante la alzada ha mediado menoscabo a la garantía constitucional de defensa en juicio del acusado -más allá de cualquier imperfección en la habilitación de la competencia de la Corte para conocer el caso- que afecta la validez misma del proceso, esta circunstancia debe ser atendida y resuelta con antelación a cualquier otra cuestión que se hubiese planteado. Sin perjuicio de ello, si el imputado no careció de información por parte del juzgado ni de asesoramiento técnico, ya sea antes o después de presentada la queja in pauperis, hasta el punto de que se le haya corrido vista a su defensor para que la fundara, no está en juego el principio de informalidad en los recursos.


    M., Cristián Leonardo s/ Causa Nº 3.858


    M. 1666, XXXIX, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Ley de emergencia económica. Remuneración del personal judicial. Reducción de la jubilación. Quita. Intangibilidad de la remuneración. Admisibilidad del recurso. 


    Corresponde dilucidar, en primer término, si la modificación al régimen de la ley 3525 por su similar 4044 vulnera las garantías constitucionales alegadas por el actor, o por el contrario la quita referida fue dispuesta en el marco de lo previsto por el art. 154 de la Constitución Provincial, como sostiene la demandada, en tanto dicha norma, al consagrar la intangibilidad de las remuneraciones de los magistrados, establece que “su retribución será establecida por ley y no podrá ser disminuida con descuentos que no sean los que se dispusieran con fines previsionales, tributarios o con carácter general”. Asiste razón al apelante cuando afirma que la interpretación efectuada por el tribunal a quo no surge del texto consagrado en la Constitución Provincial. Ello es así, por cuanto es evidente que, al referirse a descuentos con fines previsionales, tributarios o con carácter general, se ha tenido en vista una cuestión distinta a una reducción generalizada de las remuneraciones de la Administración Pública. Más aún, si la Carta Magna Provincial expresara esto último, estaría vulnerando las prescripciones efectuadas por el art. 5° de la Ley Fundamental, en cuanto prevé que cada provincia dictará para sí una Constitución, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías en aquélla consagrados. En el precedente de la causa en la causa “Gaibisso”, la Corte señaló que el principio de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces consagrado constitucionalmente es extensible a los que se encuentran en situación de pasividad y no resulta ocioso reiterar que la referida garantía, que apunta al funcionamiento independiente del Poder Judicial mediante la permanencia en el cargo de sus integrantes, no se vería salvaguardada si éstos, mediante una ley como la que aquí se impugna, ven frustrada su expectativa a obtener en el futuro una jubilación que les permita mantener similar nivel de vida al que tienen en actividad. Lo expuesto para los magistrados del Poder Judicial de la Nación también es extensible a casos como el de autos, donde se debate el alcance de igual derecho consagrado para los jueces provinciales.


    Esteban Daniel Martínez c/ Gobierno de la Provincia del Chaco y/o Instituto de Previsión Social de la Provincia del Chaco y/o Instituto de Seguridad Social


    M. 3362, XXXVIII, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa 338, XL, “Estado Nacional c/ San Juan Provincia de s/ Acción de nulidad e inconstitucionalidad”.


    Estado Nacional c/ La Rioja, Provincia de s/ Nulidad e inconstitucionalidad


    E. 567, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 338, XL, “Estado Nacional c/ San Juan Provincia de s/ Acción de nulidad e inconstitucionalidad”.


    Estado Nacional c/ San Juan, Provincia de s/ Nulidad e inconstitucionalidad


    E. 571, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 338, XL, “Estado Nacional c/ San Juan Provincia de s/ Acción de nulidad e inconstitucionalidad”.


    Estado Nacional (Ministerio de Economía) c/ La Rioja, Provincia de s/ Nulidad e inconstitucionalidad


    E. 352, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 338, XL., “Estado Nacional c/ San Juan Provincia de s/ Acción de nulidad e inconstitucionalidad”.


    Estado Nacional (Ministerio de Economía y Producción) c/ Catamarca, Provincia de s/ Nulidad e inconstitucionalidad Decretos 188/99 y 226/02


    E. 415, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa 338, XL, “Estado Nacional c/ San Juan Provincia de s/ Acción de nulidad e inconstitucionalidad”.


    Estado Nacional (Ministerio de Economía) c/ Salta, Provincia de s/ Nulidad e inconstitucionalidad


    E. 252, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 338, XL., “Estado Nacional c/ San Juan Provincia de s/ Acción de nulidad e inconstitucionalidad”.


    Estado Nacional (Ministerio de Economía) c/ San Juan, Provincia de s/ Nulidad e inconstitucionalidad del Decreto 638/95


    E. 412, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Casañas, Marta y otros c/ Administradores, Liquidadores y/o interventores y otro s/ División de condominio


    COMP. 1524, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    ABB S.A. c/ Transportes Almanzora S.A. s/ Amparo


    COMP. 1178, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Acción de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Zabala, Héctor Andrés c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    Z. 183, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Vinzón, Héctor Osvaldo c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad


    V. 38, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Toledo, Atilio Santos c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    T. 416, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Troncoso, Rosana Carina c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior


    T. 549, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Suárez, Ramona Epifanía c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1309, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Stickel, Juan C. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    S. 1394, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Stang, Héctor José c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1826, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Soñez, Héctor B. c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Sumarísimo


    S. 1393, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Soñez, Sergio c/ Ministerio del Interior


    S. 1392, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Slobodiañiuk, Mario Arturo c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    S. 1150, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Schlotthauer, Rubén Alcides c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior


    S. 1391, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Romero, María del Carmen c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Sumarísimo


    R. 462, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Quinteros, Gustavo Dario c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    Q. 75, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Polito, Susana Celia c/ Estado Nacional - Ministero de Defensa s/ Sumarísimo


    P. 1248, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Poggio, Mari Lilian c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 93, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Pérez, Gustavo Ernesto c/ Estado Nacional- Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 1152, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Peralta, Aldo Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 1153, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Palacios, Juan Adrián c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 1235, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Olivera, Miguel Ángel c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) y/o otros s/ Sumarísimo


    O. 45, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Montes, Nérida c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior


    M. 2141, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Moncy, Luis c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    M. 1690, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Moncy, Ronald Danilo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    M. 1609, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Lobos, Raúl David c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    L. 1021, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Lobos, Ismael Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior


    L. 1020, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Lisasuain, Hugo Edmundo y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) y/o otra s/ Sumarísimo


    L. 62, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Leineker, José Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    L. 1019, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Izaguirre, Hugo Alfonso c/ Estado Nacional y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    I. 261, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Iglesias, Hugo Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior


    I. 219, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Hoffman, Ernesto José c/ Estado Nacional- Ministerio de Defensa s/ Acción de inconstitucionalidad


    H. 246, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Fiorotto, Rodolfo Aquiles y otro c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional y ANSES) s/ Sumarísimo


    F. 277, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Degano, Miguel Ángel c/ Estado Nacional MTySS y/o ANSES s/ Sumarísimo


    D. 59, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Bonus, Roberto Benjamín c/ Estado Nacional (MTySS y/o ANSES) s/ Sumarísimo


    B. 1198, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Bevilacqua, Enrique c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    B. 1416, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Barbisan, Miguel Ángel c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    B. 1199, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Bacaluzzo, Pablo Marcelo c/ Estado Nacional y ANSES


    B. 1883, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Ardaiz, Amanda Carolina c/ Estado Nacional - (SSIPN) s/ Sumarísimo


    A. 2019, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Almada, Jorge Osvaldo c/ Estado Nacional


    A. 1421, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Almada, Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1343, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C 3.553, L. XXXVIII, “Colao, Rafael Martín y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Seguridad Social- ANSES s/ Amparos y sumarísimos”.


    Chaparro, Enrique Ramón c/ ANSES s/ Amparo y sumarísimos


    C. 4201, XXXVIII, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Acción de inconstitucionalidad. Reajuste jubilatorio. Poder de policía. Ley de emergencia. Títulos de deuda pública. 


    La doctrina de la Corte indica que los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio. Asimismo, admite que tales restricciones pueden ser mayores en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron, en tanto la obligación de afrontar sus consecuencias justifica ampliar, dentro del marco constitucional las facultades atribuidas al legislador, al punto de que la dilación en el pago de créditos y retroactividades pueda diferirse con la razonabilidad que surge de los temas en examen. El derecho positivo argentino es particularmente explícito en lo que concierne a la legitimidad de la suspensión de los derechos personales como recurso propio del poder de policía, a fin de proteger el interés público en presencia de desastres o graves perturbaciones de carácter físico, económico o de otra índole,siempre, claro está, que no se altere la sustancia de tales derechos.


    El Tribunal ha dicho que en estos casos el gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios.


    También se encargó de destacar que la restricción que impone el Estado al ejercicio normal de los derechos patrimoniales debe ser razonable, limitada en el tiempo, un remedio y no una mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato, y está sometida al control de constitucionalidad, toda vez que la emergencia, a diferencia del estado de sitio, no suspende las garantías constitucionales. En cuanto a la legislación de emergencia, ha señalado que para su justificación se requiere: 1) que exista una situación de emergencia que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad; 2) que la ley tenga como finalidad legítima la de proteger los intereses generales de la sociedad y no a determinados individuos; 3) que la moratoria sea razonable, acordando un alivio justificado por las circunstancias; 4) que su duración sea temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesarias la moratoria.


    Sobre la constitucionalidad de los regímenes legales de consolidación que, al igual que las normas aquí cuestionadas también prevén el pago de las deudas públicas con la entrega de bonos o títulos, la Corte ha dicho que ello no priva a los particulares de los beneficios derivados de la sentencia, sino que reconoce las obligaciones del Estado, evidenciando su voluntad de cumplirlas, y añadió que con ese proceder no se despoja al acreedor del crédito declarado en el fallo, sino que sólo se suspende temporalmente la percepción íntegra de las sumas adeudadas.


    Vinzón, Carlos A. c/ Estado Nacional (SSJPN) s/ Acción de inconstitucionalidad


    V. 37, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3553, L. XXXVIII “Colao Rafael Martín y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Seguridad Social- ANSES s/ Amparos y sumarísimos”.


    Peirolo, César c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    P. 2671, XXXVIII, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C 3.553, L. XXXVIII, “Colao, Rafael Martín y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Seguridad Social- ANSES s/ Amparos y sumarísimos”.


    Rodríguez, Ricardo Romualdo c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    R. 2205, XXXVIII, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C 3.553, L. XXXVIII, “Colao, Rafael Martín y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Seguridad Social- ANSES s/ Amparos y sumarísimos”.


    Servolini, Marta Delia c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otro s/ Amparos y sumarísimos


    S. 2415, XXXVIII, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Accornero, Dante c/ Ferrocarriles Argentinos


    A. 806, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Acier, Javier Melo c/ Ferrocarriles Argentinos


    A. 703, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Aguilar, Calixto c/ Ferrocarriles Argentinos


    A. 691, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Álvarez, Oscar y otros c/ Ferrocarriles Argentinos


    A. 693, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Balzarelli, Rodolfo c/ Ferrocarriles Argentinos


    B. 446, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Baravalle, Héctor Carlos c/ Ferrocarriles Argentinos


    B. 772, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Blanco, Oscar Florial c/ Ferrocarriles Argentinos


    B. 445, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Calderón, Antonio O. c/ Ferrocarriles Argentinos


    C. 629, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Zalazar, Luis Domingo c/ Ferrocarriles Argentinos


    Z. 69, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Caruso, Juan c/ Ferrocarriles Argentinos


    C. 1138, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Videla, José Eduardo c/ Ferrocarriles Argentinos


    V. 390, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C.1151, L. XL, “Cesetti, Adolfo A. c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Trillini, Víctor c/ Ferrocarriles Argentinos


    T. 187, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Toro, Eloy c/ Ferrocarriles Argentinos


    T. 164, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Chaves, Héctor R. y otros c/ Ferrocarriles Argentinos


    C. 1133, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Cichini, Alfredo Aldo c/ Ferrocarriles Argentinos


    C. 628, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Cofre, Juan y otro c/ Ferrocarriles Argentinos


    C. 1309, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Tedone, Francisco c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral


    T. 165, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Sosa, Hugo y otro c/ Ferrocarriles Argentinos


    S. 886, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Silvestre, Carlos y otros c/ Ferrocarriles Argentinos


    S. 453, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Sánchez, Aldo y otros c/ Ferrocarriles Argentinos


    S. 896, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Romero, Sergio c/ Ferrocarriles Argentinos


    R. 318, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Romero, Valentín c/ Ferrocarriles Argentinos


    R. 317, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1151, L. XL, "Cesetti, Adolfo A. c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Rodríguez, Leandro R. c/ Ferrocarriles Argentinos


    R. 653, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Rodríguez, Eugenio c/ Ferrocarriles Argentinos


    R. 320, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Reyes, Ramón y otro c/ Ferrocarriles Argentinos


    R. 552, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Ponte, Carlos y otro c/ Ferrocarriles Argentinos


    P. 428, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Peñaloza, Juan Américo s/ Ferrocarriles Argentinos


    P. 430, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Molina, Justo y otros s/ Ferrocarriles Argentinos


    M. 903, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Molina, Justo c/ Ferocarriles Argentinos


    M. 902, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1151, L. XL, “Cesetti, Adolfo A. c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    D´Agustino, Pedro F. c/ Ferrocarriles Argentinos


    D. 466, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Martín, Héctor O. c/ Ferrocarriles Argentinos


    M. 517, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Marquez, Rosendo c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral


    M. 518, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Donaire, Lucas c/ Ferrocarriles Argentinos


    D. 265, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Maguiña, Héctor y otros c/ Ferrocarriles Argentinos


    M. 1036, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1151, L. XL, "Cesetti, Adolfo A. c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Maguiña, Héctor M. c/ Ferrocarriles Argentinos


    M. 936, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Donoso, Domingo José c/ Ferrocarriles Argentinos


    D. 475, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Donoso, Domingo J. c/ Ferrocarriles Argentinos


    D. 547, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Llorente, Carlos R. y otros c/ Ferrocarriles Argentinos


    L. 511, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Lima, Juan Carlos c/ Ferrocarriles Argentinos


    L. 279, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Duca, José R. c/ Ferrocarriles Argentinos


    D. 548, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Escobar, Casiano c/ Ferrocarriles Argentinos


    E. 164, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Espejo, Francisco Roberto c/ Ferrocarriles Argentinos


    E. 165, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Frías, Elio Américo c/ Ferrocarriles Argentinos


    F. 314, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa en C. 1151, L. XL, "Cesetti, Adolfo A. c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Frías, Juan Héctor c/ Ferrocarriles Argentinos


    F. 316, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Laciar, Victoriano c/ Ferrocarriles Argentinos


    L. 311, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Jara, Alfredo R. c/ Ferrocarriles Argentinos l


    J. 39, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Guajardo, Santos D. c/ Ferrocarriles Argentinos


    G. 911, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    González, Rigoberto Patrocinio c/ Ferrocarriles Argentinos


    G. 826, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    González, Néstor A. y otros c/ Ferrocarriles Argentinos


    G. 478, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Gigliotti, Juan c/ Ferrocarriles Argentinos


    G. 905, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, “Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral”.


    Giunta, Lorenzo c/ Ferrocarriles Argentinos


    G. 481, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Despido indirecto. Agente marítimo. Buques. Ley de emergencia. Derechos del trabajador. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El cese de bandera "provisorio", a través del decreto 1772/91, significó -en concreto- el vaciado de ese contenido protectorio de normas que imperaban en la relación individual de trabajo. En los hechos, permitió que se mudara el derecho argentino de los buques, en favor de regímenes extranjeros que en su contenido no alcanzan el mínimo protectorio del régimen jurídico laboral interno, desamparando a la persona del trabajador quien estaba unido a través de un contrato de ajuste. Esta figura se regía por la ley del pabellón del buque (art. 610 de la ley 20.094) que en el caso había sido la argentina, hasta que con el cese de bandera y el registro del buque en otro país, el tripulante quedó sometido a la ley y la jurisdicción del nuevo lugar en que se registró la matrícula del artefacto naval. 


    Alonso, Rubén W. c/ Marifran Internacional S.A. s/ Despido


    A. 124, XL, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Cámara de Diputados. Legisladores. Idoneidad profesional. Ética profesional. Funcionarios públicos. Procedencia del recurso. 


    Es incorrecto sostener que la Cámara de Diputados cumple un rol puramente formal, limitado a verificar una cuestión de índole administrativa, cual es confrontar o constatar las formalidades extrínsecas de los documentos que acreditan que el ciudadano elegido que pretende su incorporación al cuerpo legislativo, ha pasado satisfactoriamente por el proceso electoral. Tanto el amparista como el tribunal a quo sostienen que la Cámara de Diputados no puede añadir nuevos requisitos o condiciones para acceder al ejercicio del cargo de diputado nacional, ya que el juicio de admisibilidad de un legislador sólo se debe ceñir a la verificación de los supuestos contenidos en el art. 48 de la Ley Fundamental. Entienden que dicha postura encuentra fundamento en la doctrina sentada por la Suprema Corte estadounidense en el caso "Powell vs. Mc. Cormack" (395 U.S. 486).


    Bussi, Antonio Domingo c/ Estado Nacional (Congreso de la Nación - Cámara de diputados) s/ Incorporación a la cámara de diputados


    B. 903, XL, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Derecho de propiedad. Igualdad ante la ley. Revocación de sentencia. 


    Cuando el Estado quiebra -o no puede hacer frente a sus compromisos-, la solución para este problema no difiere de la del orden de los negocios privados: se arregla mediante quitas o esperas, o ambas a la vez. Simplemente que, para llegar a ellas, no se adoptan las herramientas que proporcionan las leyes comunes de bancarrotas, sino que se utilizan instrumentos propios del derecho financiero. La Corte ha concordado la existencia de un principio de derecho de gentes que permitiría excepcionar al Estado de responsabilidad internacional por suspensión o modificación en todo o en parte del servicio de la deuda externa, en caso de que se vea forzado a ello por razones de necesidad financiera impostergable (Fallo “Brunicardi”, cons. 16). Y, para concluir que las medidas así adoptadas no transgredían los límites de la conocida jurisprudencia del tribunal que justifica la suspensión de los derecho personales como recurso del poder de policía, tuvo en cuenta no sólo que, al momento del dictado del decreto 772/86, la República Argentina pasaba una situación financiera grave penuria con riesgo de incurrir en cesación de pagos externos y consiguiente aislamiento respecto de la comunidad internacional, sino también que, atento a las particularidades del empréstito público, no se puede tratar al Estado deudor según el régimen de las obligaciones ordinarias, ni tampoco los acreedores son pasibles de un enfoque de derecho privado. La Corte se ocupó de destacar que la naturaleza jurídica del empréstito público no significa la exclusión de toda responsabilidad de orden patrimonial por la modificación unilateral de las obligaciones, en caso de conducta arbitraria o de lesión a derechos individuales dignos de protección. Pero en aquel precedente concluyó, en síntesis, que no se había demostrado que las nuevas condiciones comportasen actos confiscatorios o que condujesen a una privación de la propiedad o degradación sustancial del crédito. En este sentido, las medidas que las autoridades competentes implementaron para conjurar la crisis encuentran amparo constitucional, desde que no aparecen desproporcionadas con relación al objetivo declarado de afrontar el estado de emergencia que perseguían, ni aniquilan el derecho de propiedad de la actora.


    Galli, Hugo Gabriel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional -Ley 25.561- Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    G. 2181, XXIX, 14 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. Senadores. Derecho a ser elegido. Presunción de inocencia. Sentencia firme. Revocación de sentencia. 


    La restricción al derecho a ser elegido se limita -en lo que aquí interesa- al condenado por juez competente en proceso penal, entendiendo por tal a aquél sobre el cual pesa una sentencia condenatoria firme, pasada en autoridad de cosa juzgada y, consecuentemente, excluido del padrón electoral mientras dure su inhabilitación. Por lo expuesto, la interpretación que formula el tribunal electoral no es ajustada a derecho. En efecto, no sólo está creando un impedimento que no existe en la reglamentación interna ni en la Convención Americana de los Derechos Humanos, sino además evita aplicar la legislación vigente. Según quedó acreditado en autos mediante los informes del Superior Tribunal de Justicia de Corrientes y de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los procesos en cuestión han recaído sentencias condenatorias que no se encuentran firmes por estar en trámite sendos recursos extraordinarios de orden federal. 


    Partido Nuevo Distrito Corrientes s/ Oficializacion de listas de Senadores y Diputados Nacionales Elecciones del 23 de noviembre de 2003


    P. 211, XL, 23 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Morán, Carlos Hugo y otros c/ Ferrocarriles Argentinos


    M. 904, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Asociaciones sindicales. Acción de amparo. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal local, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial, conclusión que, cabe extender a aquellas en que se debate el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos provinciales deducidos ante ellos. Resulta oportuno señalar, en este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que, al decir de la Corte, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados.


    Ramírez, Ana


    R. 1490, XXXIX, 07 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 898, L. XL, “Sociedad Rural de Adolfo Alsina c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva”.


    Sociedad Rural de Gonzalez Chavez c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos


    S. 1808, XL, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Aguilera, Oscar J. y otros c/ Ferrocarriles Argentinos


    A. 694, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Caroff, Luis Humberto c/ Ferrocarriles Argentinos


    C. 1307, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Rojas, Raúl c/ Ferrocarriles Argentinos


    R. 577, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Peralta, Alberto y otro s/ Ferrocarriles Argentinos


    P. 426, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tribunal colegiado. Voto de los jueces. 


    Inexistencia de mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes.


    Toda sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos. No es, pues, sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances del pronunciamiento: estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión. Asimismo, ha dicho la Corte Suprema, que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como un producto de un intercambio racional de ideas entre ellos. Si bien lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia, es materia ajena al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, lo que invalida el pronunciamiento.


    Nuñez, Pedro e hijos S.R.L. s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley en Autos: Expte. N° 604-00 Bis-01 Fostum de Mazurek, María c/ Núñez, Pedro e Hijos S.R.L. s/ Levantamiento de embargo sin terceria


    N. 185, XLI, 02 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortéz, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Córdoba, Héctor O. c/ Ferrocarriles Argentinos


    C. 1188, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Isotelli, Mario c/ Ferrocarriles Argentinos


    I. 68, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Herrera, Juan A. c/ Ferrocarriles Argentinos


    H. 133, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Grela, Adolfo c/ Ferrocarriles Argentinos


    G. 483, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1151, L. XL, "Cesetti, Adolfo A. c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    González, Ramón D. c/ Ferrocarriles Argentinos


    G. 825, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3031, L. XXXIX, "Cortez, Jesús Florentino c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Girolomini, Antonio E. c/ Ferrocarriles Argentinos


    G. 485, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas


    Honorarios del perito. Ejecución de sentencias contra el Estado. Ley de orden público. Embargo ejecutorio. Derechos adquiridos. Pronunciamiento inoficioso. 


    Precedente de Fallos: 315:2999.


    Según reiterada doctrina de la Corte, “sus pronunciamientos, deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas fueran, sobrevinientes al recurso interpuesto”, motivo por el cual, corresponde aplicar el régimen de consolidación previsto en la ley 25.565. Al respecto, su art. 61 establece que “Con excepción de las deudas provenientes de seguros de vida por fallecimiento o por incapacidad total y absoluta consolídanse en el ESTADO NACIONAL, en los términos y con los alcances de la Ley N° 23.982 y del Capítulo V de la Ley N° 25.344 y normas reglamentarias y complementarias y dentro del monto a que alude el artículo 8° de la presente Ley, a las obligaciones de la CAJA NACIONAL DE AHORRO Y SEGURO, actualmente en liquidación, derivadas de su actividad bancaria y financiera, comprendidas en la Ley N° 21.526, y aseguradora, comprendida en la Ley N° 17.418, ya sea como demandada directa o como citada en garantía, como aquellas obligaciones que resulten de su actividad institucional, en su carácter de empleadora o como contratante de servicios o adquirente de cualquier tipo de bienes…”.


    Amapola S.A. c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Incumplimiento de contrato


    A. 527, XXXIX, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Crédito por honorarios. Costas al vencido. Juicios en que es parte una provincia. Ley de consolidación de la deuda pública. Ley de orden público. Deudas consolidadas. Sentencia arbitraria. 


    La sentencia del Superior Tribunal local, al excluir el crédito por honorarios del régimen de consolidación de deudas con fundamento en su carácter alimentario, se apartó de lo dispuesto por normas que revisten el carácter de orden público. En efecto, la ley local 5238, que adhirió a la ley nacional 25.344 y, en consecuencia, incorporó sus disposiciones al derecho público local, estableció, en lo que aquí interesa, que se consolidan en el Estado provincial, con los alcances y en la forma dispuesta por ésta, las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991 y anterior al 1 ° de enero de 2000, período durante el cual fueron realizados los trabajos que dieron origen a los emolumentos que se reclaman. 


    Duce de Conde, Rosa Estela c/ Estado provincial


    D. 982, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Locación de cosas. Ley de consolidación de la deuda pública. Deudas consolidadas. 


    Precedente de Fallos: 317:1071. Ley 25.344.


    En el precedente citado se estableció que, cuando las deudas han estado sujetas a controversia reclamada judicial o administrativamente o han sido reconocidas por pronunciamiento judicial, se produce la consolidación aunque pueda considerárselas, por hipótesis, como deudas corrientes vencidas o de causa o título anterior al 1° de abril de 1991. Añadió la Corte que se trata de una excepción a la exclusión dispuesta por la primera parte de la norma que se refiere a las deudas corrientes, lo que se traduce en una inclusión en la consolidación. Tales argumentos son plenamente aplicables toda vez que la ley 25.344 consolida las deudas del Estado con los alcances y en la forma dispuesta por la ley 23.982 y, ambos decretos reglamentarios también definen a las deudas corrientes como aquellas nacidas de acuerdo a las previsiones originales por la ejecución normal de los contratos celebrados regularmente por cualquiera de los organismos deudores que tuvieren o hubiesen tenido ejecución presupuestaria.


    Grumaq S.R.L. c/ P.G.M. S.A.I. y C. s/ Ordinario


    G. 1693, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Inembargabilidad de fondos. Honorarios del abogado. Sentencia arbitraria. 


    Carácter alimentario.


    La sentencia del Superior Tribunal local, al excluir el crédito por honorarios del régimen de inembargabilidad con fundamento en su carácter alimentario, se apartó de lo dispuesto por normas aplicables al caso. El carácter alimentario de los honorarios que el a quo invoca para sustentar su decisión, no es obstáculo para concluir que esta clase de créditos se encuentra alcanzada por el régimen de inembargabilidad, pues tal distingo carece de fundamento normativo. En este sentido, el tribunal falló con fundamento en su exclusivo criterio subjetivo y dogmático y arribó a una conclusión jurídicamente inapropiada, de modo tal que crearía, a través del fallo, una suerte de excepción inexistente en las normas legales vigentes. Lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional en los términos de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias y torna inoficioso el análisis de cualquier otro agravio traído por la quejosa.


    Bazan, Javier Omar c/ Instituto de Seguros de Jujuy- Estado Provincial


    B. 19, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Facultades del Poder Legislativo. Presupuesto nacional. Ley derogada. Jerarquía de las leyes. Ley posterior. Ley de orden público. 


    Ley 25.565. Igual jerarquía normativa.


    En cuanto al agravio referido a que la sanción de la ley 25.565 viola lo dispuesto en el art. 20 de la ley 24.156, el Ministerio Público entendió que la ratio de la disposición de la Ley de Administración Financiera y Sistemas de Control para el Sector Público Nacional implicaba una sana prescripción de política legislativa en cuanto al contenido de la ley anual de presupuesto nacional, con el fin de que sólo contuviera previsiones de ingresos y autorizaciones para los gastos, con exclusión de toda otra norma sustantiva que, por su carácter, mereciera un marco jurídico propio y separado. Empero, también se dijo que la ley 24.156 no se diferencia por su jerarquía normativa del resto de las leyes que dicta el Congreso de la Nación y, por ende, una norma posterior puede derogar una anterior, sea expresa o tácitamente y, en tal sentido, no podría tacharse a la posterior de irrespetuosa del orden legal establecido, ya que lo contrario sería consagrar la inmovilidad del orden legislativo.


    Cipolla, Nora Estela c/ Instituto Nacional de Reaseguro Sociedad del Estado en liquidación s/ Despido


    C. 1908, XL, 06 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Bonos. Pago en efectivo. 


    Serie de los bonos a percibir.


    Las obligaciones consolidadas deben cancelarse de conformidad con la legislación vigente en la materia, sin que puedan invocarse derechos adquiridos con relación a este punto, pues los acreedores tienen la facultad de elegir la forma en que serán percibidos sus créditos pero no la serie en la que recibirán los bonos de consolidación. Asimismo, en cuanto al gravamen que le ocasionaría la cancelación de los créditos reconocidos con nuevas series de bonos en razón de la demora producida por los prolongados juicios que debió tramitar, además de constituir agravios hipotéticos o conjeturales, no existe un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentaciones. Tales conclusiones no se ven alteradas por las leyes de presupuesto sobre las que la Corte confiere nueva vista, como así tampoco por la ley 25.967 que rige para el ejercicio 2005, puesto que ellas se limitan a reiterar el mecanismo de pago previsto por la ley 23.982.


    VI Plan S.A. de Ahorro y Préstamo para la Vivienda c/ Banco Central de la República Argentina


    V. 374, XXXVIII, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Bonos de consolidación. Sentencia arbitraria. Cosa juzgada. Derecho de propiedad. 


    En autos no ha sido puesta en tela de juicio la validez del art. 61 de la ley 25.565, sino que las apelantes se limitaron a sostener su inaplicabilidad por haber sido sancionada la ley con posterioridad a la fecha en que se dictó la sentencia definitiva que quedó firme y a invocar el principio de cosa juzgada y la inalterabilidad de los derechos adquiridos. No obstante ello, aun cuando elementales razones de protección del derecho de defensa aconsejan examinar la cuestión considerando que tales agravios tienden a fundar la tacha de inconstitucionalidad que se atribuye a la disposición en examen, deben ser rechazados. Ello es así, por cuanto la Corte ha declarado -en torno al régimen de consolidación de deudas dispuesto por ley 23.982, al que remite expresamente la ley 25.344- que, a fin de analizar su validez constitucional, es imprescindible tener en cuenta su carácter de legislación de emergencia, así como que la restricción que aquélla impone al ejercicio normal de derechos patrimonial.


    Petryszyn, Ana María c/ Aguerre, Juan Carlos y otros


    P. 2394, XL, 02 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Honorarios. Moneda extranjera. Cosa juzgada. Derecho de propiedad. Cancelación de crédito. 


    Precedente de Fallos: 317:1422.


    En lo atinente a que las normas de emergencia dictadas a partir de la ley 25.561 son inconstitucionales, con sustento en que el pronunciamiento de la Corte del 6 de marzo de 2001, y reviste el carácter de cosa juzgada, cabe señalar que la emergencia y las normas nacionales que regulan la relación de cambio entre el peso y las divisas extranjeras (Ley 25.561, decretos 214/02 y 471/02, ratificados por los arts. 62 de la ley 25.725 y 64 de la 25.967, respectivamente, y sus modificatorias y complementarias) no habían sido objeto de examen en aquel pronunciamiento, por lo que su tratamiento en este estado de las cuestiones planteadas por la Provincia en punto a su aplicación al crédito de autos, no afecta la res iudicata. Por lo demás, no es posible sostener que el ámbito de aplicación de tales normas se limita al orden nacional y que las provincias deben adherirse a ellas solamente en el caso de que padezcan una situación real de emergencia, pues esta afirmación importa desconocer que el establecimiento de políticas en materia monetaria es una función encomendada al Poder Legislativo Nacional que puede ser confiada en ciertos casos al Poder Ejecutivo Nacional y asimismo, corresponde a la legislación nacional la regulación de los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores. Tampoco son procedentes las quejas vinculadas al derecho de propiedad, toda vez que la legislación de emergencia como la existencia y gravedad de dicha circunstancia, es de privativa apreciación del legislador.


    Punte, Roberto Antonio c/ Neuquén, Provincia de s/ Cumplimiento de contrato


    P. 304, XXIV, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remoción de funcionarios públicos


    Juicio político. Recurso de apelación (procesal). Plazo perentorio. Presentación extemporánea. Defensa en juicio. 


    No cabe entender configurada una violación a la garantía constitucional de la defensa en juicio, toda vez que, al margen de las coincidencias o divergencias que pueda tener la parte con el pronunciamiento y más allá de su acierto o error, el tribunal expuso suficientes razones que acuerdan sustento bastante a su decisión y la ponen a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada. Máxime, cuando las consecuencias que de dicho pronunciamiento se derivan para la quejosa guardan relación con sus propios actos y conductas procesales y se asientan en fundamentos no federales, como es el criterio interpretativo adoptado acerca de normas de derecho procesal, aspecto extraño al recurso extraordinario, que no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir fallos equivocados o que se reputen como tales.


    Pertile, Elda Aida s/ Presentación


    P. 1174, XXXIX, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remoción de jueces


    Tribunal de enjuiciamiento. Omisión de cuestión esencial. Sentencia arbitraria. 


    Remisión a Fallos: 319:705 ("Nellar").


    La recurrente se agravia por la actuación del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados y Funcionarios al haber conducido un proceso omitiendo el tratamiento de cuestiones esenciales y conducentes para su solución e incurrir, de ese modo, en una afectación a su derecho de debido proceso y a la garantía de defensa. Tal cuestionamiento no fue tratado por el tribunal local, quien desestimó el remedio con fundamento en la irrecurribilidad de las decisiones del Jurado de Enjuiciamiento, sin hacerse cargo de las cuestiones justiciables que presentaba la apelante. Tampoco resulta suficiente el fundamento referido a la falta de planteo de la cuestión federal desde el momento en que fue oportuna y reiteradamente ingresado como materia de debate.


    Gallo de Ellard, Adriana s/ Causa N° 1 - G - 96 y su acumulado N° 2-G-96


    G. 588, XXXVII, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado


    Recurso in forma pauperis. Defensa en juicio. Patrocinio letrado. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que en materia criminal, en la que se encuentra en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. Asimismo, la tutela de dicha garantía ha sido preocupación del tribunal desde sus orígenes, en los que señaló que su ejercicio debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor asegurando, de esto modo, la calidad sustancial de la defensa en juicio. De modo que no basta para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio legrado de manera formal, sino que es menester además que aquél haya recibido una efectiva y sustancial asistencia por parte de su defensor. En el sub judice, a deferencia de la mayoría de los citados precedentes, la violación al derecho de defensa que se invoca no apunta a la carencia de asistencia letrada que pudo haber sufrido el acusado como consecuencia de consideraciones de índole formal, sino a la defectuosa actuación del abogado particular y del asesor letrado designado con posterioridad, al no sustentar en sus respectivas presentaciones la arbitrariedad que implicó soslayar la consideración de extremos conducentes para la correcta calificación del hecho. Resulta indispensable armonizar aquellos principios con lo establecido también por la Corte, en el sentido que no es obligación de la asistencia técnica del imputado fundar pretensiones de su defendido que aparezcan, a su entender, mínimamente viables, aunque para ello es menester realizar un estudio serio de las cuestiones eventualmente aptas para ser canalizadas por las vías procesales pertinentes


    O., Marcelo Andrés s/ Robo calificado- causa Nº 34/2002


    O. 51, XXXIX, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Servidumbre de electroducto


    Facultades del gobierno provincial. Facultades del gobierno nacional. Facultades concurrentes. Interpretación y aplicación de la ley. 


    De acuerdo a la configuración político-institucional adoptada por la Constitución Nacional, la regla -y no la excepción- consiste en la existencia de jurisdicciones compartidas entre la Nación y las provincias. En consecuencia, deben ser interpretadas las normas de aquélla de modo que las autoridades de la una y de las otras se desenvuelvan armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en desmedro de las facultades provinciales y viceversa y procurando que actúen para ayudarse y no para destruirse. La Constitución Nacional debe ser analizada como un conjunto armónico, dentro del cual cada una de sus disposiciones se interprete de acuerdo con el contenido de las demás, o dicho de otro modo, que la inteligencia de las normas constitucionales no debe hacerse en forma aislada e inconexa, sino como partes de una estructura sistemática considerada en su totalidad. 


    Buenos Aires, Provincia de c/ Edenor s/ Promoción de Electro - Productos


    B. 195, XXXVI, 11 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Universidades nacionales


    Reajuste jubilatorio. Adicional por antigüedad. Interpretación de la ley. Interpretación literal. 


    Una vez percibido el haber jubilatorio, no corresponde computar, a los efectos de la bonificación por antigüedad de los docentes que siguen cumpliendo funciones, los servicios que condujeron a la determinación de aquél, pues ello implicaría un doble pago sustentado en una misma causa. Ello es así, por cuanto el reingreso a la actividad no produce por sí sólo el cese en la percepción del beneficio jubilatorio, puesto que el jubilado tiene la posibilidad de reintegrarse y seguir percibiéndolo, pero en tal caso, no le corresponde adicionar, en concepto de bonificación por antigüedad, los años considerados para la obtención del beneficio, sino el porcentual correspondiente a los años posteriores al reintegro.


    Martínez, Alberto Manuel c/ Universidad Nacional de Tucumán


    M. 761, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C 3.553, L. XXXVIII, “Colao, Rafael Martín y otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Seguridad Social- ANSES s/ Amparos y sumarísimos”.


    Matabacas, Ángel Manuel c/ Estado Nacional - ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    M. 396, XXXIX, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Laboral


    Accidente de trabajo


    Responsabilidad del empleador. Eximentes de responsabilidad. Inconstitucionalidad. Ley sobre riesgos del trabajo. 


    Remisión al fallo de la causa A. 2652, L. XXXVIII, “Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A. s/ Accidente - Ley 9.688”. Artículo 39 inciso 1°, Ley 24.557.


    Rodríguez, Ramón c/ Electricidad de Misiones s/ Accidente


    R. 2273, XXXVIII, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Doctrina de los actos propios. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 4154, L. XXXVIII, "Cachambi, Santos c/ Ingenio Río Grande SA".


    Llosco, Raúl c/ Irmi S.A.


    L. 334, XXXIX, 02 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo


    ANSES. Beneficios previsionales. Derecho al beneficio. Cuestiones de hecho y prueba. Procedencia del recurso. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    No obstante que el Alto Tribunal tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, constituyen temas propios de los jueces de la causa, y ajenos a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, ha hecho excepción a tal principio, cuando el fallo no se encuentra suficientemente fundado en las constancias del litigio o carece de la fundamentación necesaria para la validez del acto jurisdiccional. Con arreglo a ello, si bien la queja referida a la utilización de la vía de amparo no podrá prosperar, por cuanto no se alegó ningún perjuicio concreto al recurrente, el planteo posterior debe tener favorable acogida. Ello, toda vez que tal como lo invoca el apelante, surge claramente no sólo que el organismo previsional le corrió traslado a fin de que realice su descargo y aporte pruebas sino que, además, la accionante así lo hizo; circunstancia que descalifica la sentencia como acto jurisdiccional, toda vez que desvirtúa el argumento central.


    Valerio, Julia c/ ANSES


    V. 94, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Capitalización de intereses


    Interpretación restrictiva. Norma de orden público. Moral y buenas costumbres. Sentencia arbitraria. Afirmaciones dogmáticas. Defectos en la fundamentación normativa. 


    El fallo cuestionado no se ha hecho cargo de los agravios de la demandada, que expresa y concretamente objetó la resolución de primera instancia en cuanto aprobó la liquidación que realizó el cálculo de intereses fuera del marco admitido en el artículo 623 del Código Civil, con los únicos argumentos de un supuesto consentimiento de la sentencia final que recayó en autos y de que el recurrente no indicó cuál era el error de la liquidación. El apelante confrontó la liquidación de la actora con la que él mismo practicó, aludió claramente a una incorrecta consideración del precedente cuando se aprobó la cuenta con capitalización de intereses -la que evidenciaba dijo- el anatocismo prohibido por la ley, sin atender a que la liquidación no había sido aprobada, y que por tanto, no existía estado de mora del obligado que permitiera habilitar tal operatoria, situación ésta que agregó, no sólo le generaba la afectación a su derecho de propiedad, sino un enriquecimiento indebido.


    Tazzoli, Jorge Alberto c/ Fibracentro S.A. y otro


    T. 469, XL, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Derecho Laboral


    Derecho de la Seguridad Social. Doctrina de la arbitrariedad. Exceso ritual manifiesto. Actualización monetaria. Seguridad social. Admisibilidad del recurso. 


    Aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza- a la instancia extraordinaria, tal principio admite excepción por vía de la doctrina de la arbitrariedad, pues la garantía de la defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino, también, la de obtener una sentencia que sea derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso. Tal es lo que acontece en el sub-lite. Las circunstancias demuestran que los sentenciantes incurrieron en un exceso ritual manifiesto al decidir sobre la oportunidad del ofrecimiento de prueba. Más aún, el fallo en crisis no satisface la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a los hechos concretos de la causa, particularidad que impone su descalificación como acto jurisdiccional válido con apoyo en la doctrina de la arbitrariedad.


    Vaqueros S.A. C/ DGI


    V. 127, XXXIX, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Despido


    Indemnización por despido. Monto de la indemnización. Ley de contrato de trabajo. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos A. c/ AMSA S.A. s/ Despido".


    Liguori, Omar J. c/ Banco Bansud S.A. s/ Despido


    L. 1204, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    En lo relativo a la inconstitucionalidad del artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos A. c/ AMSA S.A. s/ Despido". En lo que respecta a la inconstitucionalidad del artículo 4° de la Ley 25.561, remisión al dictamen de la causa C. 2120, L. XXXIX, “Carcamo Leal Jorge S. c/ Russo Nicolás y otro s/ Despido”.


    Cuevas, Roberto David c/ Xerox Argentina I.C.S.A. s/ Despido


    C. 2796, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Subcontratación laboral. Responsabilidad solidaria. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Errónea apreciación de la prueba. Discrepancia del recurrente. 


    Contratos de concesión, distribución y franquicia. Obligaciones. Precedente "Rodríguez" (Fallos 316:713).


    La Corte ha señalado que los presupuestos fácticos previstos en la Ley de Contrato de Trabajo, a fin de imponer la solidaridad a las empresas, deben determinarse en cada caso atendiendo al tipo de vinculación y a las circunstancias particulares que se hayan acreditado. En ese sentido, el fallo se detiene en detalles que le dan suficiente fundamento y que no merecieron reparos concretos en los agravios. Por otra parte, cada uno de los puntos que la co-demandada había esgrimido con apoyo en la prueba testifical, específicamente, sobre la exclusividad y proporcionalidad en la distribución de los productos, y el hecho de que el despido se produjo con posterioridad a que la empresa se desvinculara de la distribuidora, condujeron a la ad quem a señalar que tales circunstancias no determinaban la inaplicabilidad del artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo; en términos que a lo sumo podrían calificarse de opinables y que la recurrente cuestiona desde una postura diferente con la que expresa su disconformidad, sin que se evidencie, con ello, la arbitrariedad que se predica.


    Tutino, Carlos Alberto c/ Rattazzi y Cia S.R.L. y otro s/ Despido


    T. 320, XXXIX, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Despido sin causa


    Emergencia económica. Acción de inconstitucionalidad. Falta de preaviso. Cómputo del salario. Tope indemnizatorio. Recurso extraordinario federal. Discrepancias del recurrente. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de agravio concreto. Cuestión no federal. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 967, L. XXXVIII; "Vizzoti, Carlos Alberto c/ Amsa S.A. s/ despido".


    Tanto respecto del encuadramiento estricto de la cuestión, como de la inteligencia del artículo 16 de la ley n° 25.561, centrada en el alcance que cabe atribuir a la locución "despido sin causa justificada" -esto es, como comprensiva o no de los despidos por razones económicas-, cuestión de eminente naturaleza común, por ende no tratándose de cuestiones no federales criticadas mediante la doctrina de sentencias arbitrarias, en el punto la tacha de arbitrariedad debe desestimarse pues los reproches no exceden la mera discrepancia con lo resuelto. Respecto a la constitucionalidad del art. 16 de la ley 25.561, en el dictamen citado se dijo que la disposición se dirigió a preservar el empleo en un marco en extremo difícil; y que no se trató de una medida dispersa, sino de una que debe valorarse en compañía de otras. Se anotó, también, que la previsión objetada se dirigió no sólo a endurecer o agravar las condiciones de egreso del empleo por el término establecido.


    Salemme, Héctor c/ Emece Editores S.A. y otro s/ Despido


    S. 1352, XL, 02 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Determinación del haber de retiro


    Accidente de trabajo. Servicio militar obligatorio. Derecho de los beneficios de la seguridad social. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. 


    La Ley 14.777, en su artículo 68 estableció que el personal de conscriptos que había sido dado de baja y se encontraba disminuido para el trabajo en la vida civil por actos del servicio militar, tendría derecho a un haber conforme a lo que establecían sus artículos 77 y 78, es decir que su sanción tuvo como finalidad el otorgamiento de una especie de indemnización a quien vio disminuida su capacidad laboral en más ó en menos del 60%, a raíz de un hecho fortuito sufrido en ocasión del servicio militar. Además, tal solución se aviene con la doctrina de la Corte en cuanto resalta que la norma aplicable es la vigente al momento del hecho generador del beneficio o sea el accidente seguido de la baja, y no la que se encontraba vigente a la solicitud de la prestación que ni siquiera contemplaba la posibilidad de una minusvalía del 20%. Las leyes previsionales deben interpretarse conforme a la finalidad que persiguen y el artículo 14 bis de la Constitución Nacional garantiza los beneficios de la seguridad social con carácter imprescriptible e irrenunciable, por lo que el tiempo transcurrido desde que se produjo el hecho fortuito tampoco resultaría un argumento válido a efectos de descartar la solicitud del interesado.


    Fredes, Eduardo c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    F. 913, XL, 21 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por despido


    Doctrina de la arbitrariedad. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Tope indemnizatorio. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos Alberto c/ Amsa S.A. s/ Despido”.


    Las cuestiones relativas a la existencia del vínculo laboral, por involucrar aspectos de hecho y prueba y derecho común y procesal, no dan lugar a la vía del artículo 14 de la Ley 48, salvo arbitrariedad. Los agravios relativos a la inteligencia y aplicación del artículo 23 de la Ley 20.744 deben ser desestimados, porque sólo trasuntan discrepancia con la practicada y con la valoración de los hechos y pruebas efectuada por los jueces del caso, lo que no sustenta la tacha de arbitrariedad formulada por los quejosos. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no autoriza al Tribunal a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias originarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales; y exige para su procedencia que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos lo que no se verifica en el supuesto. Los jueces no están obligados a valorar una por una y exhaustivamente todas las pruebas.


    Díaz, Edgardo Víctor c/ Alenco S.A. y otros


    D. 656, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Obra social provincial


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Declaración de inconstitucionalidad. 


    La decisión legislativa plasmada en la ley 2403 no es pasible de reproche constitucional, desde que el retiro parcial de la adhesión al régimen nacional, siempre que se respete el principio del paralelismo de las formas, no desarticula el sistema al que ingresaron las provincias. Por lo mismo, desde que se sancionó ley nacional 21.901, la Provincia puede ejercer en toda plenitud su facultad de disponer a qué obra social deben estar afiliados sus empleados, en particular los agentes viales, pues ya no estaba condicionada a respetar, en tales aspectos, el estatuto escalafón aprobado por la ley 20.320.


    Obra Social para el Personal de la Actividad Vial (OSPAVIAL) c/ Santa Cruz, Provincia de (Administración General de Vialidad Provincial) s/ Ordinario


    O. 179, XXXIII, 03 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Privatizaciones


    Ex empresas del Estado. Pago. Crédito laboral. Responsabilidad solidaria. Reforma del Estado. Ley de contrato de trabajo. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Defectos en la fundamentación normativa. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. 


    Precedente “Di Tulio” (Fallos 319:3071).


    No surge de la sentencia recurrida que el a quo se haya excedido o apartado de los hechos y prueba producidos, conforme se agravia el recurrente, como así tampoco que aquella sea infundada. No asiste razón al quejoso en cuanto se agravia de que el fallo del a quo es arbitrario y sin fundamento; por el contrario, se encuentra fundado conforme a la normativa y jurisprudencia de la Corte, en lo que es materia de litigio. Sin perjuicio de puntualizar que la crítica no parece adecuada a las constancias de la causa por cuanto se hacen consideraciones genéricas y por momentos se incurren en imprecisiones que descalifican en absoluto el planteo. En cuanto a la cuestión federal interpuesta, es criterio de la Corte que en casos en que se reclama una deuda de índole laboral, devengada con anterioridad a que se privatizara el servicio de telecomunicaciones, es aplicable la tutela que la Ley de Contrato de Trabajo otorga a los créditos laborales en ocasión de la transferencia de establecimientos.


    Barrientos, Hugo L. c/ ENTEL Empresa Nacional de Telecomunicaciones s/ Diferencia de salario


    B. 577, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Incapacidad laboral. Capacidad residual. Determinación de la incapacidad. Niveles educativos. Edad. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Derechos y garantías constitucionales. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que aun cuando los agravios del recurrente se vinculen con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza- a la vía del artículo 14 de la Ley 48, tal principio admite excepción cuando lo resuelto prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de garantías constitucionales. Esta última situación se presenta en autos ya que el sentenciador omitió pronunciarse sobre el agravio de la interesada, relativo a que según la fecha en que debía estimarse su grado de incapacidad la norma aplicable resultaba el decreto 1290/94, a lo que cabe agregar que si tal actuar implicó un rechazo implícito a su postura, la solución a la que arribó resulta igualmente arbitraria, al carecer del sustento requerido a una decisión judicial. 


    Romero, Olga c/ Caja de Jubilaciones y Pensiones y Retiros de Córdoba


    R. 110, XXXIX, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Verificación de créditos. Control de razonabilidad. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 679, L. XXXIX, "Línea Expreso Liniers s/Concurso Preventivo".


    Las circunstancias de la causa condujeron a concluir que no podía admitirse el desconocimiento del chofer reclamante de que resultaba inferior la suma entregada a la empleadora en relación a la percibida por él en concepto de boletos vendidos, lo que justificó la pérdida de confianza alegada por la principal, allende la ausencia de un sumario previo y de la promoción de una acción penal. La presentante esgrime diversos reproches, so pretexto de arbitrariedad -doctrina, como es sabido, de procedencia excepcionalísima, e incompatible con la existencia de argumentos no federales, que, más allá de su acierto o error, basten para sustentar lo resuelto-, que no alcanzan a conmover el pronunciamiento, desde que no exceden de una mera discrepancia con sus razones. 


    Línea Expreso Liniers S.A. s/ Incidente de verificación de crédito promovido por Osvaldo O.


    L. 654, XXXIX, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Despido. Discriminación. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. 


    La sentencia atacada no provee un análisis razonado de cuestiones oportunamente introducidas y conducentes para la correcta dilucidación del pleito. El punto central de la decisión impugnada se apoyó en que, aun cuando se hubiere considerado probable la existencia de un trato discriminatorio, cabría descartar sus efectos dañosos sobre la persona del trabajador porque éste habría soportado ese maltrato sin manifestar queja alguna hasta que fue despedido.Asimismo, cabe destacar que durante la vigencia del contrato de trabajo el trabajador realizó la correspondiente denuncia respecto al trato discriminatorio que venía sufriendo ante el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI), también intentó una mediación administrativa, en el marco de la ley 24.635, por lo que no parece estrictamente que el trabajador hubiese esperado pasivamente el despido como lo puntualizó la sentencia en crisis. 


    Palmer, Alfredo Mateo c/ Kraft Suchard Argentina S.A.


    P. 1061, XXXIX, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por despido. Sentencia arbitraria. 


    Le asiste razón a la recurrente, en cuanto refiere que el resolutorio del ad quem se expidió prescindiendo de la circunstancia -que se había admitido sin discusión- que el trabajador mantenía una antigüedad mayor que la efectivamente denunciada ante el organismo correspondiente. Todo ello se patentiza con los recibos de sueldos acompañados, sin perjuicio de la exención establecida en la norma respecto del sistema tributario, pues la injuria invocada se apoyó en que no se había dado cumplimiento con la real fecha de ingreso y su incidencia en el marco contractual, omitiendo el tratamiento de aspectos concretamente argumentados por la pretensora, así como de la inteligencia legal en que los sustentó. Así, se impone descalificar el pronunciamiento cuando la interpretación del a quo se limita a un análisis parcial y aislado de los diversos elementos de juicio, pero no los integra ni armoniza debidamente en su conjunto.


    Godoy, Dagoberto c/ Abaque Ingeniería S.A. s/ Despido


    G. 2302, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Relación de dependencia. Responsabilidad social empresaria. Responsabilidad solidaria. Denegatoria del recurso. 


    Conforme a doctrina reiterada de la Corte son inadmisibles los agravios sólo introducidos en el recurso directo. En tal sentido ha dicho que la sentencia de la Corte, cuando conoce por vía de recurso federal, está limitada a los agravios propuestos en el escrito de interposición de aquél, sin que puedan considerarse los introducidos en oportunidad de la queja deducida por denegatoria del primero. En tal sentido, el escrito por el cual se interpuso el recurso federal es el que fija la competencia del Alto Cuerpo, no pudiendo ser mejorado por el que fundamenta, más tarde, la presentación de hecho. Por otro lado, el artículo 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, receptando reiterada doctrina de la Corte, dispone que la apelación federal debe fundarse con arreglo a lo previsto por la ley n° 48, de forma tal que su fundamento resulte de los autos y tenga una relación directa e inmediata con la cuestión federal que se alega. 


    Rossi, Eduardo Agustín c/ Curi Carlos Alberto y otros


    R. 648, XXXVIII, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado


    Procedencia del recurso. Despido. Sentencia arbitraria. Derechos y garantías constitucionales. 


    Los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho procesal y común, ajenas -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la Ley 48. No obstante, la Corte también tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida. La normativa laboral establece que "ante la demanda que promoviere la parte interesada, no se admitirá la modificación de la causal de despido consignada en las comunicaciones antes referidas" (cfr. Art. 243 de la L.C.T.). En tales condiciones, la afirmación contenida en el fallo en cuanto se sostuvo que la demandada no habría demostrado la injuria que se le enrostró al dependiente, ni justificó el despido, no guarda coherencia con los hechos debatidos en la litis, ya que no existe elemento alguno que pueda conectarse seriamente entre las motivaciones que condujeron a la extinción del contrato y quien ha sido traída a juicio, ni prueba alguna que demuestre que la recurrente hubiese tenido alguna injerencia en la decisión de despido instrumentada por la empresa principal. Este último constituyó un acto 


    Della Marca, Daniel Alfonso c/ Automóvil Club Argentino y otro


    D. 198, XXXIX, 02 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por despido. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Garantías procesales. Debido proceso. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, si bien lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia es materia ajena a la instancia extraordinaria, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando no existe una mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución del punto debatido, lo que invalida fatalmente el pronunciamiento; desde que, como lo admite el voto de la minoría favorable a conceder en su totalidad el recurso -situado en el plano del artículo 18 de la Ley Fundamental- se trata de un requisito esencial para que el fallo pueda considerarse un acto jurisdiccional válido. Ello es lo que acontece en la causa, por cuanto de la sentencia surge que sólo uno de los jueces -el de primer voto- esgrimió argumentos respecto del tema principal a decidir, cual es el carácter del despido verificado por la parte accionada; y los dos restantes se limitaron a opinar sobre un asunto accesorio.


    Fontana, Alejandra V. c/ Bustos Fierro, Marcelo Ezequiel


    F. 585, XL, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso de queja


    Nulidad del acto administrativa. Iura novit curia. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación razonada del derecho vigente. 


    Nulidad de la Resolución 132/97.


    Si bien la decisión definitiva del tribunal superior de la causa ha sido contra la validez de un acto de autoridad nacional, los agravios formulados en el recurso extraordinario sólo trasuntan la discrepancia del apelante con el criterio del juzgador en un punto de naturaleza no federal, cual es la determinación de las pretensiones sobre las que los tribunales de alzada deben pronunciarse cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos. La sentencia impugnada no traduce un exceso en el límite de la potestad jurisdiccional del tribunal al declarar nula la resolución 132/97, toda vez que el actor especificó en la demanda que ese era el acto administrativo que le había ocasionado los perjuicios cuyo resarcimiento solicitaba e identificó los vicios por los cuales lo consideraba ilegitimo. Al no reputarse ajena a los planteos de las partes, la declaración por el a quo de la nulidad del acto generador del perjuicio no lesiona el principio de congruencia invocado.


    Peralta, Joaquín Alberto c/ Administración Federal de Ingresos Públicos -Dirección General Impositiva


    P. 1498, XXXIX, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario


    Pensiones. Asistencia alimentaria. Sentencia definitiva. Aplicación de la ley. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es menester determinar si la norma estipulada en el artículo 95 de la ley 24.241 es aplicable a los dos regímenes que contempla la ley previsional y en caso de una respuesta negativa, identificar en cuál de ellos se incluye al causante y, por tanto, si su situación se ve afectada por al decreto tachado de inconstitucional. Así resulta toda vez que, si bien los dos sistemas, capitalización y reparto, tienen por objeto cubrir las contingencias de la seguridad social, difieren en cuanto a su naturaleza y funcionamiento. En efecto, el primero de ellos se basa en una contabilización de los aportes y contribuciones realizadas a favor de una persona durante toda su vida como trabajador activo y, en función de esos fondos y sus intereses, que son administrados por una empresa privada (Administradoras de Fondos de Pensión), se calcula el haber previsional que recibirá dicho trabajador. Por el contrario, el sistema de reparto se apoya básicamente en la solidaridad, dado que las sumas recaudadas.


    Tarditti, Marta Elena c/ ANSES s/ Pensiones


    T. 1041, XXXVIII, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Ampliación del monto. Indemnización por despido. Astreintes. Entrega del certificado de trabajo. Reintegro a la actividad remunerada. Antigüedad. Sentencia arbitraria. Violación de la ley o doctrina legal. Defectos en la fundamentación normativa. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Gravedad institucional. Cuestión no federal. Insuficiencia del agravio. Desestimación del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos Alberto c/ AMSA S.A. s/ Despido”.


    Establece la Ley de Contrato de Trabajo -como norma general- para los supuestos de reingreso a servicios, que la antigüedad del trabajador se integra con todo el tiempo, continuo o discontinuo, durante el cual haya estado relacionado por contratos de trabajo con su empleador. Tal precepto, no obstante, reconoce un caso especial en el del trabajador titular de un beneficio previsional de cualquier régimen que, sin que ello implique transgredir la ley vigente, vuelve a prestar tareas en relación de dependencia, supuesto en el que el empleador podrá disponer la extinción del contrato invocando el extremo descripto, con obligación de preavisarlo y pagarle la indemnización de los artículos 245 o 247 de la Ley de Contrato de Trabajo, computando como antigüedad solamente el tiempo posterior al cese. La situación debatida, en rigor, no se identifica plenamente con la hipótesis reseñada; a punto tal que ha sido caracterizada en ocasiones por la doctrina especializada como carente de previsión.


    D' Onofrio, Rosa c/ Sindicato de Trabajadores de Industrias de la alimentación s/ Despido


    D. 364, XL, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización. Despido. Ley de contrato de trabajo. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII; “Vizzoti, Carlos Alberto c/ Amsa S.A. s/ Despido”.


    Corresponde admitir formalmente el recurso extraordinario incoado toda vez que se discute la validez constitucional del artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo (según la ley 24.013) y la decisión apelada ha sido contraria a la pretensión de la recurrente fundada en los preceptos constitucionales que invoca (art.14, inc. 3°, de la Ley 48).


    Puente Iturralde, Germán A. c/ Banco Societe Generale S.A. s/ Despido


    P. 2422, XL, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Inconstitucionalidad. Interpretación de la ley. Aplicación de la ley. Procedencia del recurso. 


    Es reiterada jurisprudencia de la Corte que es condición para la validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes. También ha sentado que la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, por lo que procede en aquellos supuestos donde se advierta una clara, concreta y manifiesta afectación de las garantías consagradas en la Constitución Nacional, para lo cual debe atenderse singularmente a las particularidades de la causa.No concurren en el caso los presupuestos para la procedencia, desde que el tribunal declaró la inconstitucionalidad de la norma en estudio -que, en lo pertinente, establece que las contingencias que sean puestas en conocimiento del empleador.


    Acosta, José Irineo c/ Compañía Andrade Empresa de Transporte de pasajeros S.R.L. s/ Cobro de indemnización por enfermedad - accidente


    A. 2253, XXXVIII, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al dictamen de la causa F. 309, L. XL “Franciosi, Ernesto Nicolás Dr. s/ Recurso de nulidad de Resolución N° 499/01 del INSSJP”.


    Cossuta, María Elena s/ Recurso directo Artículo 39 y 40 Ley 25.164 c/ Resolución 326/03 del INSSJP


    C. 2868, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Retiro por invalidez


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 1390, L. XL, "Parodi, Alberto Ángel c/ ANSES s/ Reajustes varios".


    Sutera, Francisco c/ ANSES s/ Retiro por invalidez


    S. 1401, XL, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Trabajadores marítimos


    Despido. Abuso del derecho. Fraude laboral. Ley de orden público. Deserción del recurso. Expresión de agravios. Bandera de conveniencia. Recurso extraordinario federal. Exceso ritual manifiesto. 


    Remisión a Fallos: 326:601. Remisión al dictamen de la causa A. 124. L. XL, "Alonso, Rubén Walter c/ Marifran Internacional S.A. s/ Despido".


    Le asiste razón al recurrente, pues la consideración que la Cámara ha realizado sobre el recurso deducido por la actora, en cuanto lo declaró desierto por no contar con fundamentación suficiente, incurre en un excesivo rigor formal, que merece ser descalificado. Ello es así, pues desvía el eje del debate el aserto que formula la decisión en punto a que no se habría cuestionado la constitucionalidad de los decretos reglamentarios dictados a partir del año 1991, por medio de los cuales se autorizó a los buques nacionales a inscribirse bajo el régimen de las "banderas de conveniencia”. En primer lugar, mal podría exigirse al reclamante que impugnara un régimen que, desde el comienzo de la relación procesal, venía sosteniendo que no le era aplicable, y sólo ante la postura de la demandada en el responde, que introduce plenamente dicho dispositivo al debate, es que la peticionaria, lo impugna constitucionalmente, como así también a los preceptos que lo prorrogaron más allá del plazo de dos años establecido en origen. Dicho planteo, en la oportunidad aludida, no se aprecia extemporáneo. En segundo lugar, se hallaban plenamente satisfechos los recaudos sobre cuya base normalmente se expone y justifica la exigencia introductoria del planteo constitucional; a saber: la necesaria salvaguarda de la garantía de defensa de las partes,  y la consideración posible del asunto por el juez de la causa. Los extremos indicados privan ciertamente de sostén a la decisión de la alzada, dictada con fundamento en el artículo 116, 2° párrafo, de la Ley Orgánica de Procedimiento Laboral (N° 18.345). La negativa de la alzada a considerar los planteos formulados por el impugnante, se presenta revestida de un injustificado rigorismo formal, incompatible con el derecho de la defensa en juicio; conclusión particularmente válida en casos en que se debaten créditos de naturaleza alimentaria que imponen a los jueces el deber de actuar con suma cautela ante el imperativo de no desnaturalizar ni perder de vista el fin esencial de los mismos.


    Valerdi, Pedro Alberto s/ Esso S.A.P.A.


    V. 41, XXXIX, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Penal


    Amenazas


    Condena. Superior Tribunal de Justicia. Recurso extraordinario local. Recurso extraordinario de inconstitucionalidad. Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. Discrepancia del recurrente. 


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones de los superiores tribunales de provincia por las cuales deciden acerca de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, por principio, revisables en la instancia extraordinaria y la tacha de arbitrariedad a su respecto es de aplicación particularmente restringida. El remedio federal no se encuentra fundado con arreglo a lo establecido en el artículo 15 de la ley 48, pues no refuta las conclusiones del a quo mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación de la sentencia y se limita a reiterar de manera dogmática asertos vertidos en las instancias anteriores que sólo traducen discrepancias acerca de cuestiones de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa, en particular si la decisión cuenta con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad.


    G., Daniel Arturo s/ Amenazas -Causa N° 678/99


    G. 1444, XXXIX, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Defraudación. Desbaratamiento de derechos acordados. Apropiación de prenda. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Defraudación prendaria. Resolución de la cuestión de competencia.


    La Corte tiene decidido que resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, que el delito de defraudación prendaria se reputa cometido en el lugar en que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo del conocimiento del acreedor, y que en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio del deudor.


    C., Juan Carlos s/ Desbaratamiento de derechos acordados


    COMP. 1604, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Estafa. Identificación de las personas. Sustitución de identidad. Documento nacional de identidad. Falsificación de documentos. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. También tiene decidido la Corte que cuando un delito común concurre idealmente con otro de índole federal, es a éste fuero al que corresponde continuar con la investigación.


    J., Silvio Lorenzo s/ Estafa


    COMP. 1612, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Defraudación por sustitución o supresión de documento. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Habida cuenta del carácter nacional de los instrumentos falsificados, corresponde asignar el conocimiento de la causa al Juzgado Federal.


    Incidente de competencia N° 2 s/ Defraudación


    COMP. 1661, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Amenazas. Competencia provincial. 


    Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    P., Andrés s/ Averiguación infracción Artículo 149 Código Penal


    COMP. 1804, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Hechos que revisten estricta motivación particular.


    Es doctrina de la Corte que si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    M., Verónica s/ Averiguación infracción Artículo 149 ter Código Penal


    COMP. 1806, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria en los casos de estricta motivación particular.


    Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    B., Braulia s/ Averiguación infracción Artículo 149 Código Penal


    COMP. 1807, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Control de cambio


    Ley penal más benigna. Retroactividad de la ley. Cuestión federal. Recurso extraordinario federal. 


    Si los argumentos que sustentan los agravios de la quejosa sólo dejan ver su disconformidad con el criterio con que fueron resueltas cuestiones de hecho y prueba, sin demostrar en esta instancia la carencia de fundamentos de la decisión impugnada, cabe recordar que no corresponde a la Corte inmiscuirse para imponer su juicio en situaciones cuya evaluación le es exclusiva a los jueces de la causa, de manera que la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida. Si la tacha de arbitrariedad pretendida sólo revela la disconformidad del recurrente con el criterio de selección y evaluación del material probatorio efectuado por los jueces de la causa en el marco propio de sus atribuciones, esa circunstancia que no resulta idónea para la apertura de la instancia de excepción, incluso cuando se trata de presunciones; más aún si, en el caso, no se discute con decisivos argumentos que tal apreciación exceda el límite de razonabilidad.


    A. S.A. s/ Infracción Ley 24.144


    A. 312, XL, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Deberes del juez


    Deber de imparcialidad. Principios procesales. Iura novit curia. 


    Magistrado que instruyó el sumario y pretende actuar en el juicio. Precedente "Llerena".


    Si el tema de fondo que plantea la recurrente es que se viola la garantía de juez imparcial en perjuicio de la imputada, porque la magistrado que instruyó el sumario y lo elevó a plenario, pretende seguir actuando en el juicio, lo cierto es que el a quo no puede, bajo pretexto de que no se cumple con el requisito de sentencia definitiva, dejar de revisar la resolución de la cámara del crimen que desoye el reclamo de la parte, teniendo en cuenta que el precedente "Llerena" resuelve la cuestión en su favor. Si se rechaza el pedido de la defensa porque se pidió la inconstitucionalidad del artículo 27 de la ley procesal, en vez de fundar su derecho en el principio, de carácter constitucional, de juez imparcial, ese supuesto error resulta insustancial, ya que está en juego un derecho federal que la cámara del crimen no discute, por lo que debió ser subsanado con base en el principio de que los jueces conocen el derecho (iura novit curia).


    C., Liliana Mónica y otro s/ Homicidio Culposo -causa N° 30.468-


    C. 1020, XL, 02 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Delitos contra el honor


    Calumnias. Injurias. Inmunidad de expresión. Legisladores. Libertad de expresión. 


    La inmunidad de opinión de los legisladores del artículo 68 de la Constitución Nacional debe interpretarse en el sentido más amplio y absoluto. El derecho garantizado por del artículo 11, inciso 1°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, esto es, el que asegura a toda persona el "respeto de su honra", no se encuentra amenazado de manera esencial y grave en casos en que el ofensor goza de una verdadera "circunstancia de inimputabilidad de origen constitucional", el supuesto vituperado es un agente jerarquizado del gobierno federal, y los oprobios se circunscriben a su desempeño funcional. Aún admitiendo que las imputaciones del legislador puedan tener un contenido desdoroso para el funcionario, debe extremarse la tolerancia en pos de la libertad de expresión y el ejercicio de la actividad parlamentaria y política por parte de quienes ejercen el mandato popular. 


    C., Elisa s/ Recurso de Casación


    C. 3421, XL, 10 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Extradición


    Fondo Monetario Internacional. Tratados internacionales. Inmunidades especiales. 


    Funcionario del Fondo Monetario Internacional. Opiniones de la Consejería Legal en temas de derecho internacional: imposibilidad de atribuirle carácter vinculante.


    El planteo relativo a la inmunidad que le correspondería al extraditable en su condición de funcionario del Fondo Monetario Internacional -ente con personalidad jurídica de derecho internacional-, comporta la interpretación y aplicación de convenciones suscriptas por la Argentina y, por ende, el cumplimiento por el Estado Nacional de sus obligaciones en este campo Si bien es cierto que la opinión de la Consejería Legal debe ser especialmente atendida al momento de interpretar normas del derecho internacional, suponer que su posición institucional conlleva la imposición de su criterio a los tribunales implica tanto como pretender que los jueces deben someterse -al menos en estos temas- a la opinión del Poder Ejecutivo. Esta postura, como es evidente, por un lado atenta contra la división de poderes que la Constitución Nacional enfatiza en preservar y, por el otro, implica desconocer que los tribunales nacionales tienen también el deber de aplicar directamente (y por ende interpretar, puesto que toda utilización de material normativo implica un necesario ejercicio hermenéutico) los convenios e instrumentos internacionales que la Argentina ha ratificado. Y este deber es especialmente referible a la Corte, a quien le corresponde, como órgano supremo de uno de los poderes del Gobierno Federal, aplicar, en la medida de su jurisdicción, los tratados internacionales a que el país está vinculado, a fin de evitar que la responsabilidad internacional de la República quede comprometida. La opinión de la Consejería Legal debe ser tenida en cuenta puesto que su condición de órgano cuya misión es asesorar al Ministro de Relaciones Exteriores y Culto y a los Secretarios y Directores Generales del Ministerio, en los asuntos en que sean de aplicación los principios y las normas del derecho internacional público y privado implica una especial versación en temas de derecho internacional. Si bien el extraditable debe ser considerado un experto o un funcionario de un organismo del derecho internacional, respecto de esta categoría de funcionarios internacionales solo la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas prescribe la inmunidad de arresto, mientras que los demás instrumentos mencionados se limitan a imponer la inmunidad genérica de jurisdicción por los actos realizados en ejercicio de su función.


    B. C., José Francisco s/ Extradición


    B. 2771, XL, 02 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Torturas. Comité contra la tortura. Organismos internacionales de derechos humanos. Cooperación internacional. Estado parte. Estado requirente. Estados contratantes. 


    La opción del requerido a ser juzgado por los tribunales argentinos por su condición de nacional, consagrada genéricamente en el artículo 12 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, no es aplicable si existe un tratado bilateral que coloca en cabeza del Estado Parte la potestad de hacer lugar o no a la extradición, y , por lo tanto en esos casos deviene operativo el párrafo 4° del artículo 12 de la ley 24.767 y no el párrafo 1° y en nada conmueve a lo expuesto las consideraciones de la defensa fundadas en las supuestas sospechas de que se someterá al extraditable a malos tratos o torturas, ya que esos planteos no encuentran su cauce normativo en la aplicación de la opción del nacional de ser juzgado por los tribunales argentinos sino en los impedimentos a la extradición establecidos en el artículo 8°; los que de todas maneras, resultan también impertinentes en el caso. Es que, "a menos que haya cláusulas especiales, los derechos y deberes de un tratado ele extradición.


    C. C., Cristián Ramón y otro s/ Extradición


    C. 4208, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Fraude a la Administración Pública


    Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte tiene establecido que las cuestiones como las planteadas en el sub judice, acerca de la forma en que fue apreciada la prueba, así como también la consecuente aplicación del artículo 13 del Código de Procedimiento en Materia Penal, constituyen, por regla, una materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria. Sin embargo, ello no impide que ante las particularidades que se presentan determinados casos, su análisis permita apartarse de ese principio con base en la doctrina de arbitrariedad toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.


    B., Héctor Mariano y otro s/ Falsificación de documentos


    B. 808, XL, 03 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Homicidio


    Encubrimiento. Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Omisión de actuación en la etapa procesal pertinente. Imposibilidad de tutelar los derechos en la instancia extraordinaria.


    Si el apelante omitió la debida actuación en la etapa procesal pertinente a los fines de una adecuada defensa de sus derechos, éstos no resultan susceptibles de ser tutelados por vía del artículo 14 de la ley 48, al quedar afectados por las consecuencias de su conducta discrecional, aun cuando revistan carácter constitucional. Menos admisibles resultan estos agravios cuando se advierte que no exceden el análisis de circunstancias de hecho, prueba e interpretación de derecho común.


    Z., Ramón Gabriel s/ Robo calificado por el empleo de armas, homicidio simple y encubrimiento -causa nº 2.713-


    Z. 224, XL, 05 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Injurias


    Reforma legislativa. Prescripción. Interrupción de la prescripción. Suspensión del proceso judicial. 


    La prescripción en materia penal es de orden público y debe ser declarada incluso de oficio, pues se produce de pleno derecho por el sólo transcurso del plazo pertinente.


    B., Hebe María P. s/ Injurias


    B. 1126, XL, 23 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Lealtad comercial


    Defensa del consumidor. Exhibición de precios. Multa. Recurso extraordinario. 


    El artículo 5° de la resolución nacional 434/94, reglamentaria de la Ley 22.802 prescribía, en lo esencial, que los precios debían expresarse en pesos convertibles o dólares y que su importe debía corresponder al importe total que efectivamente debía abonar el consumidor final. En cuanto a la alegada falta de aplicación de los principios y garantías que regulan la responsabilidad penal, el agravio carece de la debida fundamentación, pues tal como viene expresado traduce una mera discrepancia con lo resuelto, en tanto sólo se han expuesto conceptos dogmáticos sin desarrollar concretamente en qué se han visto afectados los derechos de la recurrente. La individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye materia no revisable por la vía del recurso extraordinario.


    D. S.A. (City Bell) S/ Infracción Ley 22.802


    D. 1607, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Non bis in ídem


    Condena anterior. Reincidencia. Medidas de seguridad educativas. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Recurso extraordinario federal. 


    El non bis in idem prohíbe la nueva aplicación de pena por el mismo hecho, pero no impide al legislador tomar en cuenta la anterior condena -entendida ésta como un dato objetivo y formal-, a efectos de ajustar con mayor precisión el tratamiento penitenciario que considere adecuado para aquellos supuestos en los que el individuo incurriese en una nueva infracción criminal El instituto de la reincidencia se sustenta en el desprecio que manifiesta por la pena quien, pese a haberla sufrido antes, recae en el delito. Lo que interesa en ese aspecto es que el autor haya experimentado el encierro que importa la condena, no obstante lo cual reincide demostrando su insensibilidad ante la amenaza de un nuevo reproche de esa naturaleza, cuyo alcance ya conoce. Se manifiesta así, el fracaso del fin de prevención especial de la condena anterior, total o parcialmente padecida. 


    S., Gastón Guillermo s/ Recurso


    S. 167, XL, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Prescripción


    Interrupción de la prescripción. Sentencia no firme. Ley penal más benigna. 


    Teniendo en cuenta que con posterioridad al hecho y a la sentencia del tribunal oral, se dictó la ley 25.990 -que dice que la prescripción se interrumpe, entre otros actos, por "el dictado de sentencia condenatoria, aunque la misma no se encuentre firme"- y el principio de la ley penal más benigna, la Corte puede suspender el trámite de las actuaciones hasta tanto la instancia local se pronuncie sobre la aplicación al caso de este dispositivo legal. La suspensión es lo más apropiado en el presente caso, ya que no puede soslayarse la discusión sobre la procedencia de la prescripción. La Corte tiene dicho que amén de los perjuicios que ocasiona al imputado un proceso que dura tantos años, el Estado también se ve perjudicado con dicha práctica, no sólo por el dispendio jurisdiccional que ello significa, sino porque se distorsionan todos los fines de la pena, que para su eficacia requiere la menor distancia temporal entre el hecho y la condena. 


    P., Mirta Yolanda s/ Homicidio Culposo


    P. 281, XL, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso de queja


    Excepción de prescripción. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Las reglas que rigen la prescripción constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la jurisdicción extraordinaria federal, por tratar esencialmente sobre cuestiones fácticas, de derecho común y procesal. Sin embargo, en los casos en que se verifica la existencia de una injustificada demora del proceso, hasta el punto de comprometer las garantías de defensa en juicio y debido proceso adjetivo, la Corte sorteó ese escollo formal y abrió su instancia excepcional para examinar el fondo del asunto. Esta circunstancia dilatoria se vería agravada cuando era dable presumir que hasta la sentencia final podía transcurrir un lapso tan prolongado que, por sí solo, irrogaría al procesado un perjuicio de difícil reparación ulterior. 


    H., Guillermo Arturo s/ Defraudación contra la administración pública –causa N° 43.129-


    H. 395, XL, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario


    Administración fraudulenta. Prevaricato. Prueba. Nulidad de sentencia. Principio de congruencia. Denegatoria del recurso. 


    No se advierte que el tribunal de juicio o la Cámara de Casación hayan efectuado una interpretación arbitraria del significado y del valor probatorio del recibo en cuestión.En cuanto a la nulidad de la sentencia del tribunal oral, la defensa no refutó con nuevos argumentos a la acabada respuesta dada por la casación, sólo se ha limitado a repetir los del recurso de casación.La conducta de ocultar o hacer desaparecer una prueba por parte del letrado a quien se le confiaron mediante un contrato profesional, intereses causídicos quedan comprendidas tanto las exigencias objetivas: violación de los deberes contractuales, "manejo o cuidado de intereses ajenos”, “perjuicio de los intereses confiados”, como las subjetivas: "para procurar un lucro indebido" o, al menos, "causar daño". También se encuadrada en el delito de prevaricato, esto es, cuando el abogado "de cualquier modo perjudicare la causa que le estuviere confiada", incluido el propósito típico de la "deliberación".


    P., M. s/ Recurso de casación


    P. 487, XL, 03 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Principio de congruencia. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    El análisis de temas de hecho, prueba, derecho procesal y común constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a la instancia extraordinaria, salvo en los casos en que es posible hacer excepción a aquella regla con base en la doctrina de la arbitrariedad. Esto es así ya que con ella se procura asegurar las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. El deber de los magistrados, cualquiera que fueren las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellos mismos hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron materia de juicio.


    A. José Domingo s/ Homicidio culposo


    A. 2217, XXXIX, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Procesal Administrativo


    Acción de amparo


    Empleo público. Retenciones salariales. Cuestión abstracta. Pago en bonos. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Ley 25.453. Precedente “Tobar”. Decreto 1819/02. Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, “Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior s/ Amparo”.


    El Ministerio Público y Corte se expidieron sobre la invalidez constitucional del art. 10 de la ley 25.453, así como de las normas dictadas en su consecuencia, en la causa “Tobar”, por lo cual el pronunciamiento del a quo, en cuanto declaró ilegítima la afectación del salario de la actora en virtud de dichas disposiciones, se ajusta a derecho. El decreto 1819/02, ratificado por el art. 12 de la ley 25.725, dispuso que, a partir del 1° de enero de 2003, las retribuciones del personal del sector público nacional se abonen sin las reducciones del decreto 896/01 y de la ley 25.453, en moneda de curso legal, al mismo tiempo que ordenó restituir todas las sumas descontadas mediante la entrega de títulos públicos, en la forma y con las modalidades que indique la Ley de Presupuesto para la Administración Nacional correspondiente al ejercicio fiscal 2003. 


    Biset, Silvia Lorena c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial


    B. 1104, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Emergencia ambiental. Medidas cautelares. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. La cuestión radica en determinar si en autos se dan los requisitos que habilitan la sustanciación de este proceso en la instancia originaria del Tribunal, hipótesis que se presenta en el sub lite toda vez que la pretensión de la Provincia actora se dirige contra el Estado Nacional por lo cual, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una ciudad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Neuquén, Provincia de c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Acción de amparo


    N. 308, XLI, 30 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    AFIP. Impuesto a las ganancias. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. La cuestión radica en determinar si en autos se dan los requisitos que habilitan la sustanciación de este proceso en la instancia originaria del Tribunal, hipótesis que se presenta en el sub lite toda vez que la pretensión de la Provincia actora se dirige contra el Estado Nacional por lo cual, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una ciudad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Río Negro, Provinica de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Acción de amparo


    R. 1180, XLI, 30 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Deuda pública. Competencia contencioso administrativa. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    La Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal resultará competente, para entender en aquellas causas en donde la materia debatida atañe a cuestiones que se relacionan con facultades inherentes a la Administración, como es el arreglo del pago de la deuda pública, por lo que la causa se desenvuelve en la esfera propia del Derecho Administrativo.


    Mariani, Pablo Daniel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1211, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Notificación del acto administrativo. Interpretación de la ley. Debido proceso. 


    La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigna no pueda llevar a la pérdida de un derecho. Asimismo, la hermenéutica de la ley no se agota con la remisión a su texto, sino que debe indagarse sobre lo que ella dice jurídicamente, debiendo darse pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con los principios y garantías de la Ley Suprema. Con arreglo al art. 11 del decreto-ley 19.549, todos los actos administrativos, para que puedan adquirir eficacia, deben ser objeto de notificación al interesado, criterio reafirmado por el art. 39 del decreto 1759/72, en cuanto impone que “Deberán ser notificados a la parte interesada los actos administrativos de alcance individual que tengan carácter definitivo y los que, sin serlo, obsten a la prosecución de los trámites”. 


    Jovanovich Everest c/ Estado Nacional y otros


    J. 61, XXXVII, 10 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Emisión monetaria. Cuestión abstracta. Falta de causa. 


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental


    Embotelladora del Atlántico S.A. (EDASA) c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa


    E. 507, XXXVIII, 11 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Terminación del proceso. Justicia nacional en lo contencioso administrativo. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La atribución sucesiva de aptitud jurisdiccional entre diversos tribunales, impide que se configure correctamente la traba de una contienda de competencia, pues para ello es menester que esa atribución sea recíproca. En tales condiciones, el conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino, ya que de lo contrario la definición de la contienda se prolongaría innecesariamente, en desmedro de la pronta terminación de los procesos y de la adecuada prestación del servicio de justicia.


    Abadi, Jorge Andrés c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1.570/01 y 214/02 (HSBC) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1646, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa. Juicios contra el Estado. Tasa municipal. Competencia provincial. Superior Tribunal de Justicia. 


    De la exposición de los hechos efectuada en la demanda surge que se trata de una cuestión de naturaleza local y, en consecuencia, son insustanciales los argumentos esgrimidos por la actora para involucrar al Estado Nacional a efectos de hacer surgir la competencia de excepción. La Corte tiene dicho que las leyes-convenio entre la Nación y las provincias son parte del derecho local, de modo que su violación colisiona con el plexo normativo provincial y es el propio Estado local, mediante la intervención de sus jueces, el que debe evaluar si ha sido violada la legislación. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.


    Catamarca Rioja Refresco S.A.C.I.F.I. c/ Fisco Nacional y otros s/ Acción declaratoria de certeza constitucional


    COMP. 438, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 485, L. XL, "G.C.B.A. c/ D.G.I. s/ Ejecución fiscal-ABL".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Consejo Nacional de Educación s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1760, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado y resuelto en la causa Comp. 485, L. XL, "GCBA. c/ DGI s/ Ejecución fiscal-ABL".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Policía Federal s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1761, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Terminación del proceso. Justicia nacional en lo contencioso administrativo. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La atribución sucesiva de aptitud jurisdiccional entre diversos tribunales, impide que se configure correctamente la traba de una contienda de competencia, pues para ello es menester que esa atribución sea recíproca. En tales condiciones, el conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino, ya que de lo contrario la definición de la contienda se prolongaría innecesariamente, en desmedro de la pronta terminación de los procesos y de la adecuada prestación del servicio de justicia.


    Aita, Luis Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1613, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión a Fallos: 325: 154, y al fallo de la causa "Rodas Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano".


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Odisea S.A. s/ Ejecución fiscal - radicación de vehículos


    COMP. 1411, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Cuestión abstracta. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    No existe un conflicto que deba resolver la Corte, cuando ya lo hizo el tribunal instituido para ello, pues no se encuentra dentro de las facultades que el Artículo 24, inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58 confiere al máximo tribunal, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Del Olmo, Mirta Susana y otro c/ Estado Nacional y otros s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 440, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Universidades Nacionales. Diferencias salariales. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 62, L. XXXVIII, “González, Elpidio Abilio c/ Universidad de Buenos Aires s/ Reintegro de refrigerio”, en conformidad con el dictamen de la Procuración General de la Nación.


    Delaflor, Lucas Andrés y otros c/ Universidad de Buenos Aires s/ Reintegro por Refrigerio


    COMP. 270, XLI, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Cámara nacional de apelaciones. Juez previniente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino, ya que de lo contrario la definición de la contienda se prolongaría innecesariamente, en desmedro de la pronta terminación de los procesos y de la adecuada prestación del servicio de justicia.


    Pace, Gonzalo Diego c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1538, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    En autos se ha trabado un conflicto negativo de competencia entre el Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el Juzgado Nacional en lo Comercial que debe ser resuelto por la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido (art. 24, inc. 7°, del decreto 1285/58).


    Lombardi, Pedro Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1567, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incorrecta traba de la contienda.


    El conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino, ya que de lo contrario la definición de la contienda se prolongaría innecesariamente, en desmedro de la pronta terminación de los procesos y de la adecuada prestación del servicio de justicia.


    García Pérez, Benjamín Adelino c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1531, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Ley de emergencia. Oportunidad procesal. Declaración de incompetencia. Declaración de oficio. Competencia contencioso administrativa federal. 


    Remisión a Fallos 324:2493.


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos destinados a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Si bien las actuaciones fueron enviadas a la Cámara con el objeto de examinar el recurso de apelación deducido por el actor contra la decisión del magistrado de primera instancia, dicho tribunal declaró de oficio la incompetencia.


    Goyochea, Hugo Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (BNL) s/ Amparo


    COMP. 869, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Morosidad del proceso. Competencia Contencioso Administrativo Federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el sub lite hubo una atribución sucesiva de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes, circunstancia que impide que se configure correctamente la traba de una contienda de esa naturaleza, pues para ello es menester que esa atribución sea recíproca. En tales condiciones, el conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino, ya que de lo contrario su definición se prolongaría innecesariamente, en desmedro de la pronta terminación de los procesos y de la adecuada prestación del servicio de justicia.


    Pajariño, Carlos Benito c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1.570/01, 214/02 (BNL) s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 880, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    En el caso no se hallan configurados los requisitos exigidos en los incisos 2° y 3° del artículo 87 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pues en las presentes actuaciones el actor inició una acción de amparo en los términos del Art. 43 de la Constitución Nacional con el objeto de que -previa declaración de inconstitucionalidad del Art. 3° del Decreto 1284/03-, se lo incluya al régimen de deudores hipotecarios instituido por la ley 25.798, acción que, además, ha sido dirigida contra el Poder Ejecutivo Nacional, entidad a la que, de así solicitarlo, le correspondería el fuero federal. En sede local, en cambio, se sustanciaría una ejecución hipotecaria entre particulares, antecedente que evidencia que no se trata en el sub-lite de acciones que correspondan a la competencia de un mismo juez ni que puedan sustanciarse por los mismos trámites.


    Obelar, Pedro Jorge c/ Estado Nacional Ley 25.798 Decreto 1.284/03


    COMP. 1068, XL, 07 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Cámara de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Precedente del dictamen de la causa Comp. 1149, L. XL, “Nieto Adolfo Antonio y otro c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo s/ Ley 25.561”.


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencias. Se presenta una situación análoga a la del precedente citado pues la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal resolvió el conflicto entre los dos magistrados que se atribuyeron la competencia recíprocamente y declaró que la causa debía tramitar ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, cuyo titular debió acatar dicha decisión.


    Bierzina, Natayla y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1623, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Pesificación. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. Competencia por la persona. 


    Más allá de que la relación jurídica que invoca la parte actora se encuentra principalmente regida por leyes de naturaleza civil, corresponde destacar que la pretensión se dirige, en forma nominal y sustancial, contra el Estado Nacional, en su carácter de órgano emisor de la legislación referida cuya aplicación se intenta suspender, circunstancia ésta que habilita la competencia de la justicia federal ratione personae.


    Turturo, Gustavo Roque c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1067, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cupos a la exportación. Cuota Hilton. Cámara de Apelaciones. Declaración de incompetencia. Declaración de oficio. Competencia por el territorio. Competencia federal. 


    Precedente “Rezk” de Fallos: 324:2493.


    Resulta aplicable lo resuelto en el precedente citado en cuanto a que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Ello es así, toda vez que, si bien las actuaciones fueron enviadas a la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín con el objeto de examinar la apelación deducida por la demandada respecto de lo dispuesto por el juez de grado, dicho tribunal declaró de oficio la incompetencia territorial de esa sede de la justicia federal. No obsta a dicha solución lo previsto por el art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto faculta a los jueces federales con asiento en las provincias para declarar su incompetencia.


    Frigorífico Rioplatense S.A.I.C.I.F. c/ Estado Nacional -Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentos –Resolución 914/01 s/ Medida cautelar


    COMP. 1846, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procesos de ejecución. Verificación de créditos. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    En primer lugar, cabe señalar que en el proceso de quiebra, los acreedores por causa o título anterior a la declaración de quiebra, pierden el ejercicio de las acciones individuales para el cobro de sus respectivos créditos, debiendo incorporarse al proceso de ejecución colectiva y procurar el reconocimiento de su derecho mediante la verificación de créditos. En el sub-lite, se trata de un crédito de causa o título anterior cuyo incumplimiento por parte de la demandada motivó el inicio de la presente ejecución. Asimismo, la presente ejecución fiscal fue promovida con posterioridad a la declaración de quiebra.En tales condiciones, la acción incoada ignoró la disposición que surge del juego armónico de los artículos 125 y 132 de la ley concursal respecto de la prohibición de deducir nuevas acciones de contenido patrimonial contra el fallido por causa o título anterior a la declaración de quiebra. 


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Case S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1235, XL, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 


    Cabe recordar que, para que exista un correcto planteamiento de cuestiones de competencia, es preciso que haya una atribución reciproca entre los magistrados que intervienen en el proceso y que cuando un conflicto así trabado se configura entre jueces nacionales de primera instancia, debe resolver la cámara del que intervino en primer término, de conformidad con el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. Por aplicación de esa doctrina, el conflicto se trabó entre los jueces nacionales de los fueros Contencioso Administrativo Federal y Civil y Comercial Federal, toda vez que el magistrado de la justicia local quedó ajeno a la controversia, sin que su segunda intervención modifique esta conclusión, pues ello ocurrió como consecuencia de una errónea asignación. Delimitado así el conflicto, su resolución corresponderá a la cámara del que actuó en primer término, es decir, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Ejecución fiscal - Alumbrado Barrido y Limpieza


    COMP. 1759, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. 


    Cabe recordar que no existe cuestión de competencia pendiente de solución si la planteada fue resuelta por el tribunal instituido para hacerlo y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las Cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia. Tal situación se configura toda vez que la presente contienda negativa se suscitó entre los jueces federales en lo Civil y Comercial y Contencioso Administrativo, quienes se atribuyeron recíprocamente la competencia y el tribunal de alzada del primero asignó la causa al magistrado del fuero en lo Contencioso Administrativo Federal, que debió acatar la decisión.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Consejo Nacional de Educación y/o y otro s/ Ejecución fiscal


    COMP. 399, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Derecho público. Competencia contencioso administrativa. 


    La presente causa corresponde a la competencia del fuero en lo Contencioso Administrativo Federal, puesto que, por un lado, resultan aplicables al caso los arts. 116 de la Constitución Nacional, 2°, inc. 6° y 12 de la ley 48, que establecen que corresponde a la justicia federal conocer de las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte y, por el otro, que para resolver la pretensión del actor deberán aplicarse normas y principios propios del derecho público.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional y/o propietario de la Avenida Segurola s/ Ejecución fiscal


    COMP. 398, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 1149, L. XL, “Nieto Adolfo Antonio y otro c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo si ley 25.561”.


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencias. La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal ya resolvió el conflicto entre los dos magistrados que se atribuyeron la competencia recíprocamente y declaró que la causa debía tramitar ante el juez en lo contencioso administrativo que debió acatar dicha decisión.


    Goicochea Villalobos, María del Carmen c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (Galicia) s/ Amparo


    COMP. 1639, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acceso a la justicia. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el sub lite hubo una atribución sucesiva de aptitud jurisdiccional entre los diversos jueces intervinientes, circunstancia que impide que se configure correctamente la traba de una contienda de esa naturaleza, pues para ello es menester que esa atribución sea recíproca. En tales condiciones, el conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino ya que de lo contrario la definición de la contienda se prolongaría innecesariamente, en desmedro de la pronta terminación de los procesos y de la adecuada prestación del servicio de justicia.


    Grau, Javier María c/ Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento y otros s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 215, XLI, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Excusación. Declaración de incompetencia. Declaración de oficio. Competencia contencioso administrativa. Cámara de Apelaciones. 


    Precedente “Rezk” de Fallos: 324:2493 y al dictamen de la causa Comp. 1551, L. XXXIX, “Laus Mario A. c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo”.


    Resulta de aplicación el precedente citado toda vez que las actuaciones fueron enviadas a la Cámara de Apelaciones con el objeto de examinar el pedido de excusación del titular del Juzgado del fuero en lo contencioso administrativo federal y, sin embargo, dicho tribunal declaró su incompetencia de oficio.


    Mapfre Aconcagua Vida Compañía de Seguros S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1698, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Terminación del proceso. Justicia nacional en lo contencioso administrativo. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La atribución sucesiva de aptitud jurisdiccional entre diversos tribunales, impide que se configure correctamente la traba de una contienda de competencia, pues para ello es menester que esa atribución sea recíproca. En tales condiciones, el conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino, ya que de lo contrario la definición de la contienda se prolongaría innecesariamente, en desmedro de la pronta terminación de los procesos y de la adecuada prestación del servicio de justicia.


    Perelli, Carlos Damián y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Sumarísimo


    COMP. 1620, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incorrecta traba de la contienda.


    La atribución sucesiva de aptitud jurisdiccional entre diversos tribunales, impide que se configure correctamente la traba de una contienda de competencia, pues para ello es menester que esa atribución sea recíproca. En tales condiciones, el conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino, ya que de lo contrario la definición de la contienda se prolongaría innecesariamente, en desmedro de la pronta terminación de los procesos y de la adecuada prestación del servicio de justicia.


    Salso, Raquel Nelly c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1697, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Justicia nacional en lo contencioso administrativo. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 996, L. XXXVII, “Mutualidad de Hipoacúsicos c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar (autónoma)”.


    Torres, Lucas Santiago c/ Estado Nacional - Dirección de Administración de la Deuda Pública s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1910, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Excusación. Declaración de incompetencia. Declaración de oficio. Competencia contencioso administrativa. Cámara de Apelaciones. 


    Precedente “Rezk” de Fallos: 324:2493 y al dictamen de la causa Comp. 1551, L. XXXIX, “Laus Mario A. c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo”.


    Resulta de aplicación el precedente citado toda vez que las actuaciones fueron enviadas a la Cámara de Apelaciones con el objeto de examinar el pedido de excusación del titular del Juzgado del fuero en lo contencioso administrativo federal y, sin embargo, dicho tribunal declaró su incompetencia de oficio.


    Valente, Lidia H. Ruiz de - Inc. Exc. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 – Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1692, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Ejército. Competencia federal. 


    No corresponde en el caso la intervención de la justicia ordinaria toda vez que se encuentra demandado el Estado Nacional –Ejercito Argentino- motivo por el cual compete la intervención del fuero federal, máxime cuando, al no haber sido notificado aún el Estado del reclamo, nada puede inferirse de su conducta en términos de una eventual prórroga en favor de la jurisdicción provincial.


    Ozan, Javier Antonio c/ Ejército Argentino s/ Apelación (Ley 24.557)


    COMP. 1522, XLI, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestión ya resuelta por la Cámara.


    No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Salamone, Ángela Gracia c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (RIO) s/ Amparo


    COMP. 1656, XL, 23 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Deuda pública. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    La Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal resultará competente, para entender en aquellas causas en donde la materia debatida atañe a cuestiones que se relacionan con facultades inherentes a la Administración, como es el arreglo del pago de la deuda pública, por lo que la causa se desenvuelve en la esfera propia del Derecho Administrativo.


    Drucaroff Aguiar, Alejandro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 746, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestión ya resuelta por la Cámara. Remisión a Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ P.E.N. Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Abdala Salman El Id c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía de la Nación y otros s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1344, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cámara de Apelaciones. Competencia administrativa. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Cuando el conflicto de competencia se suscita entre jueces nacionales de primera instancia, debe encontrar solución en la Cámara de la que dependa el magistrado que primero hubiese conocido, según lo establece en el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Bargigli, María Julia Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Boston ) s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 1207, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Oportunidad procesal. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    EDESUR S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1214, XLI, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la contienda quedó trabada ante jueces nacionales de primera instancia no cabe la intervención de la Corte en ella, sino la de la alzada del Magistrado previniente, art. 24, inc. 7° del dec-ley 1285/58 (Ley 21.708).


    Duerto, Beatriz María del Rosario c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1304, XLI, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Juzgados federales. Juzgado de primera instancia. Cámara federal de apelaciones. 


    El art. 24, inc. 7°) del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    BCRA s/ Inhibitoria (Expediente 11.783/04)


    COMP. 912, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Entes reguladores. Inhibitoria. Rechazo del recurso. 


    No existe en autos una contienda de competencia, toda vez que, a tales efectos, es menester que los magistrados intervinientes se la atribuyan en forma recíproca o que ambos se consideren competentes para entender en un mismo asunto, incluso en aquellos casos en que un organismo administrativo reclama la que le asigna su ley de creación. En tanto no se ha configurado un conflicto que la Corte deba resolver en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, resulta prematura su intervención.


    Ente Nacional Regulador del Gas s/ Solicita avocación en autos "Del Valle GNC S.R.L. y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Ordinario


    E. 433, XL, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Empresas del Estado. Responsabilidad del Estado. Competencia por la persona. Competencia contencioso administrativa federal. 


    El proceso corresponde a la justicia federal ratione personae, cuando tiene dicho la Corte que si la demanda se instaura contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de la persona y el Estado Nacional reclamó expresamente dicho beneficio desde el inicio de las actuaciones. Es doctrina del Tribunal que en aquellos casos en que el Estado Nacional pudiera integrarse como parte por tener un interés en el resultado del pleito, según lo dispone el art. 9° de la ley 24.145, el reclamo es de competencia de la justicia federal. La materia en debate reviste carácter administrativo y federal, toda vez que puede considerarse entre las causas contencioso administrativas a que se refiere el art. 45 de la ley 13.998, cual es el examen de distintos contratos administrativos entre la actora y la sociedad demandada, así como la influencia que en tales relaciones producen la ley 24.145 y el decreto 546/93. 


    Kleinman, Marcos s/ Quiebra c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A


    K. 111, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Facultades de la alzada. Cámara contencioso administrativa. 


    En las presentes actuaciones se suscita una contienda entre jueces nacionales de primera instancia por lo que no corresponde la intervención de la Corte, toda vez que el conflicto debe ser dirimido por la cámara del tribunal que previno.


    Deritown S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561


    COMP. 822, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1149, L. XL, “Nieto Adolfo Antonio y otro c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo si ley 25.561”.


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencias. La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal ya resolvió el conflicto entre los dos magistrados que se atribuyeron la competencia recíprocamente y declaró que la causa debía tramitar ante la titular del juzgado nacional en lo contencioso y comercial federal que debió acatar dicha decisión.


    Palmiotti, Daniel Horacio c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Pcia) s/ Amparo


    COMP. 762, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juez previniente. Cámara Federal de Apelaciones. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del Decreto Ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Gerez, Jorge Ernesto c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Ordinario


    COMP. 206, XLI, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cámara Nacional de Apelaciones. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del Decreto Ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    González, Griselda Beatriz c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 83, XLI, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal


    IVA. Pago provisorio de impuestos vencidos. Intimación a la presentación de declaración jurada impositiva. Vencimiento del plazo. Presentación extemporánea. 


    Ha señalado la Corte que las declaraciones juradas constituyen la base para la determinación y percepción de los tributos que se recauden con arreglo a las disposiciones de la ley 23.349; y el art. 27 de la ley 11.683 expresamente prescribe que para la determinación e ingreso del gravamen rige el sistema de declaraciones juradas. Es asentada la jurisprudencia conforme a la cual la posibilidad de exigir el pago de una suma calculada mediante el sistema del art. 31 de la ley 11.683, supone que los contribuyentes no hayan presentado sus declaraciones juradas; que tal hecho importe haber omitido el ingreso del tributo; que el incumplimiento subsista luego de vencer el plazo otorgado para que regularicen su situación y que el ente recaudador “conozca por declaraciones o determinación de oficio la medida en que les ha correspondido tributar gravamen en períodos anteriores”. Satisfechos tales extremos, afirmó la Corte, adquiere viabilidad la presunción de existencia de deuda por el período f


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Victorio Américo Gualtieri S.A.


    A. 963, XXXIX, 27 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Plazos administrativos. Plazo perentorio. Prórroga del plazo. Vacío legal. Sentencia arbitraria. 


    Frente al silencio de las normas en lo atinente a la posibilidad de solicitar prórrogas en el plazo, resulta equivocado fundarla en lo dispuesto por el art. 1° del decreto 2102/93, pues él declara aplicable el art. 17 de la ley 11.683 en su texto ordenado en 1978, el cual regula un aspecto ajeno al sub judice. En tales condiciones, el fallo cuestionado prescinde de las normas aplicables al caso y trasunta un análisis erróneo de la remisión dispuesta por el decreto 2102/93, razón por la cual procede su revocación.


    AFIP c/ Yamanuchi Takaaki s/ Ejecución fiscal


    A. 97, XL, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impuesto a las ganancias. IVA. Litispendencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    El rechazo de la defensa de litispendencia es asimilable a la sentencia definitiva a la que alude el artículo 14 de la ley 48, pues el fallo apelado la desestimó, lo que supone dar curso a la ejecución fiscal sin que el agravio que de ello resulte pueda ser revisado en trámite ulterior, donde no sería ya procedente. Desde su primera presentación en juicio, la ejecutada articuló su defensa basada en la inexigibilidad de la deuda reclamada, al sostener que interpuso sendas demandas contenciosas contra las resoluciones administrativas que habían confirmado, oportunamente, la aplicación de las multas impuestas por el organismo fiscal, conforme a lo establecido en el artículo 82, inc. a), de la Ley 11.683. En forma concomitante, denunció dichos autos y ofreció la prueba pertinente. Ante la defensa opuesta por la ejecutada y para la correcta dilucidación del entuerto, el a quo debió considerar adecuadamente dicho extremo, el cual, en caso de resultar comprobado, determinaría lainexigibilidad de la deuda reclamada, atento los términos del artículo 51 de la Ley 11.683.


    Al omitirse la producción de las medidas conducentes para constatar los extremos indicados, la sentencia no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa y. por lo tanto, los agravios dirigidos a cuestionar su validez jurisdiccional, deben ser acogidos.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Gervasini, Ernesto Andrés


    A. 962, XL, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Exhortos


    Perito contador. Acción meramente declarativa. Servicio universal de telecomunicaciones. Impuestos municipales. Competencia por la materia. Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 


    La Corte tiene dicho que en el exhorto, medio de comunicación entre órganos judiciales, debe existir, como regla, identidad o analogía entre la competencia por razón de la materia del exhortante y del exhortado. En tales condiciones, al tratarse del sorteo de un perito contador, en el marco de una causa donde se debate la incidencia de un gravamen sobre el servicio de telecomunicaciones, resulta competente la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, por intermedio del Juzgado que intervino en la contienda.


    Telefónica Argentina S.A. c/ Municipalidad de San Miguel de Tucumán (Expte. 2.119/01) s/ Exhorto


    COMP. 1485, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado


    Contratos administrativos. Fórmulas contractuales. Acto administrativo inexistente. Denegatoria del recurso. 


    La validez y eficacia de los contratos de la Administración Pública se supeditan al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales pertinentes, en cuanto a la forma y los procedimientos de contratación.


    Técnica de Investigaciones y Servicios de Luis A. c/ Municipalidad de Buenos Aires


    T. 474, XXXIX, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley de defensa del consumidor


    Cuestiones de competencia. Competencia de consumo. Tribunal de alzada. Jurisdicción. Recursos administrativos. Sanciones administrativas. Cámara nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Conforme a lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley 24.240 (primero, segundo y onceavo párrafos), los actos administrativos emanados de la autoridad nacional de aplicación, referidos a las sanciones que dicha norma prevé, son recurribles ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, o ante las Cámaras Federales de Apelaciones con asiento en las provincias, según corresponda de acuerdo al lugar de la comisión del hecho denunciado. Para entender en aquellos recursos deducidos contra sanciones administrativas emanadas de la Secretaría de la Competencia, de la Desregulación y la Defensa del Consumidor- en el marco de dicha norma-, cuya decisión administrativa que se pretende someter a revisión judicial se adopta a partir de una serie de denuncias acumuladas, cuyo denominador común es no sólo la pluralidad de sujetos sino también la diversidad de jurisdicciones territoriales en donde las infracciones a la ley fueron presuntamente cometidas -diferentes lugares de comisión de los hechos denunciados- se torna -prima facie- dificultosa la aplicación del citado artículo 45. Por tal motivo, no resulta irrazonable optar por que las presentes actuaciones continúen tramitando ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de esta ciudad, atendiendo a que la empresa recurrente posee domicilio en el ámbito de su jurisdicción y a que el acto impugnado emana de una autoridad nacional.


    Circulo de Inversiones S.A. de ahorro para fines determinados c/ DNCI s/ Disposición 457/02


    COMP. 1445, XL, 01 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Personal municipal


    Cesantía. Personal transitorio. Estabilidad del empleado público. Sumario administrativo. Defensa. Sentencia ultra petita. Iura novit curia. 


    Cabe señalar que el superior tribunal provincial modificó los términos del litigio al fundar su fallo en un hecho que no constituía el punto de controversia entre las partes - categoría de empleado municipal – y cambió la decisión del Intendente de decretar una cesantía al asimilarla a una rescisión de contrato, situaciones que no formaban parte del objeto de la contienda ni fueron argüidas por la demandada como defensa. El fallo debe ser invalidado, desde que, al haber introducido efectiva y ciertamente el superior tribunal local un asunto ajeno al proceso en una oportunidad impropia para posibilitar la discusión de su procedencia y al no corresponder a los jueces extender el principio de iura novit curia a apartarse de lo que resulte de los términos de la demanda o de las defensas planteadas por los demandados, se termina reconociendo supuestos derechos no debatidos, en violación a la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional.


    Pereyra, Antonio Ramón c/ Municipalidad de Cerro Azul - Misiones


    P. 2701, XXXVIII, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedimiento tributario


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas A. 413, L. XXXVII, “AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal”; y A. 7, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos Dirección General Impositiva c/ Vecchi Gerardo Balbino s/ Ejecución fiscal


    A. 431, XLI, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Controversia administrativa. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Cabe señalar de inicio que la Corte tiene dicho que las resoluciones que declaran improcedentes los recursos ante los tribunales locales son como regla no susceptibles del recurso extraordinario, salvo en supuestos de excepción donde a pesar de la naturaleza procesal de la decisión se revele un exceso ritual susceptible de frustrar el derecho federal invocado. Tal exceso ritual no se manifiesta en el caso en tanto el tribunal a quo ha sustentado la denegación del recurso en la naturaleza del acto impugnado donde se discuten cuestiones de naturaleza administrativa, aludiendo a la aplicación de previsiones reglamentarias y legales de igual carácter, antecedente que según interpretó, obsta a la aplicación de previsiones normativas locales emanadas del Código Procesal Civil y Comercial provincial para habilitar la admisión del recurso de inaplicabilidad de ley. 


    Campana Boat Club s/ Denuncia - Solicita Veedor


    C. 156, XXXVII, 09 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Migraciones. Ingreso al país. Sentencia no firme. Existencia de otras vías. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario no se dirige contra una sentencia definitiva, pues la recurrida no ha importado un pronunciamiento contrario a los derechos del amparista en forma tal que impida su replanteo jurídico posterior.


    Zhang Hang c/ Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto


    Z. 138, XL, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Cuestiones de competencia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Entes autárquicos nacionales. Competencia por la persona. Competencia federal. Admisibilidad del recurso. 


    El proceso corresponde a la justicia federal ratione personae, en razón de que el Estado Nacional es parte en el proceso y reclamó expresamente dicho beneficio desde el inicio de las actuaciones. La materia en debate reviste carácter administrativo toda vez que, si bien el art. 45, segundo párrafo, de la ley 13.998 atribuye dicha competencia a los pleitos relativos a contribuciones nacionales e infracciones, para dirimir el presente se deberán interpretar los efectos y alcances de la ley 24.584 que - a juicio de la recurrente - colisiona con la aplicación que se pretende hacer del Impuesto sobre los Ingresos Brutos de la Ciudad en tanto supone un exceso de atribución del fisco local. Resulta aplicable la reiterada jurisprudencia del Tribunal que, con arreglo a lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional y a los arts. 2° inc. 6° y 12 de la ley 48, establece que corresponde a la justicia federal conocer de las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte y, además, cabe tener en cuenta que, a los electos de resolver la pretensión de la actora, se aplicarán normas y principios propios del derecho público.


    Estado Nacional - Administración General de Puertos c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Resolución 1.817/03 - Dirección General de Rentas Resolución 3.464


    E. 29, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Reajuste jubilatorio


    Ley de procedimientos administrativos. Silencio de la administración. Agotamiento de la instancia administrativa. Ley de orden público. 


    La ley nacional de procedimientos administrativos prevé dos vías mediante las cuales se habilita la instancia judicial a efectos de accionar contra el Estado Nacional: la denominada impugnatoria o recursiva y la llamada reparatoria o reclamatoria. La primera de estas vías tiene por objeto la impugnación de actos administrativos mediante la necesaria deducción de los recursos administrativos que resulten procedentes, y la posterior interposición de acción judicial de impugnación de conformidad con los artículos 23 a 27 de la ley 19.549. La restante, por el contrario, exige la promoción de reclamo administrativo previo con el objeto de cuestionar el accionar de la Administración que como tal no constituye un acto administrativo, o efectuar dicho reclamo como medio de impugnación directa de actos de alcance general.


    Sisterna, Ramón Silvano c/ ANSES s/ Reajustes varios


    S. 3053, XXXVIII, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Caducidad de instancia. Actos u omisiones de autoridades públicas. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que, si bien la caducidad de instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, ajenas -como regla y por su naturaleza- a la instancia extraordinaria, tal doctrina admite excepción cuando la aplicación de dicho instituto procesal se lleva a cabo con excesivo rigorismo formal, afectando la garantía de defensa en juicio. La perención de la instancia debe analizarse de conformidad con las particularidades de cada caso, por lo que, tratándose de un modo anormal de terminación del proceso corresponde su interpretación restrictiva, atendiendo a la necesidad de conservar la instancia en supuestos de duda, más aún dada la naturaleza previsional de la presente causa que exige actuar con extrema cautela de modo tal que no se desvirtúen los fines superiores que persigue la legislación en la materia. 


    Olmedo, Dominga Nieves c/ Provincia de Santa Fe


    O. 283, XXXVIII, 19 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Suministro de medicamentos


    Contratos administrativos. Principio de legalidad. Fórmulas contractuales. Inexistencia del acto jurídico. 


    La interpretación de las sentencias de la Corte en las mismas causas en que ellas han sido dictadas constituye, en principio, cuestión federal bastante para ser examinada en la instancia extraordinaria cuando se desconoce, en lo esencial, lo decidido en su anterior pronunciamiento. En materia de contratos públicos, al igual que en los demás ámbitos en que desarrolla su actividad, la Administración y las entidades estatales se hallan sujetas al principio de legalidad, en cuya virtud se desplaza la regla de la autonomía de la voluntad de las partes, en la medida en que somete la celebración del contrato a las formalidades preestablecidas para cada caso y el objeto del acuerdo de partes a contenidos impuestos normativamente, sobre los cuales las personas públicas no se hallan habilitadas para disponer sin expresa autorización legal. La validez y eficacia de los contratos de la Administración Pública se supeditan al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales.


    CARDIOCORP S.R.L. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 1597, XL, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Acción de amparo


    Decretos provinciales. Competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del fuero federal. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del Artículo 14 de la ley 48, en tanto dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal o privación de justicia. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna de esas situaciones. Ello es así, toda vez que, por un lado, no hay denegatoria del fuero federal, sino la determinación de un tribunal provincial competente para conocer del pleito y, por el otro, la resolución que ordenó adecuar el trámite del proceso a la Ley local 11.330 -cuestión de derecho público local y procesal- no le causa al actor un gravamen irreparable, porque no le veda en forma definitiva el acceso a la jurisdicción, puesto que sólo quedó sometido a la competencia de un tribunal determinado. 


    Mercado, Juan Marcelo c/ Municipalidad de Rufino


    M. 470, XLI, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Juez previniente. Competencia federal. Cámara federal de apelaciones. 


    Cuando la cuestión de competencia queda configurada entre el Juzgado Federal en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo y el Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, debe dirimir el conflicto la Cámara del juez que primero intervino.


    Dovaran, Aida Noemí c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 972, XLI, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Tribunal de alzada. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Más allá del modo en que quedó trabada la contienda, se hallan en conflicto dos jueces nacionales federales, por lo que esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, texto según Ley 21.708, y que conforme a ello, el conflicto debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, por ser el órgano de alzada del juez que previno, a quien habrán de remitirse las actuaciones.


    Garibaldi, Ángel Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 970, XLI, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Designación de martillero. Ejercicio profesional. Idoneidad profesional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    La jurisdicción para conocer en el pleito importa la conducente a hacer cumplir las decisiones que en él recaigan. Ni las demandas de amparo ni las acciones meramente declarativas autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben, pues, de no ser así, reinaría una absoluta inseguridad jurídica, ya que tal solución implicaría transgredir los modos y términos de la legislación de forma, que son de cumplimiento ineludible. En nuestro régimen federativo, la administración de justicia de cada provincia es independiente de la autoridad nacional. Sólo por excepción cuando se trata de casos regidos por la Constitución, las leyes del Congreso o los tratados con las naciones extranjeras, puede apelarse para ante la Corte Suprema Federal de las sentencias de los tribunales provinciales de última instancia, según lo dispuesto en el art. 14 de la ley 48. Con arreglo al art. 7º de la Constitución Nacional, las resoluciones de los tribunales provinciales dentro de su competencia no pueden ser revisadas por los de la Nación, con excepción del remedio federal, pues tales resoluciones son actos de soberanía y la justicia nacional no puede examinarlas, ya sea admitiendo recursos que contra ellas se interpongan, ya conociendo de demandas que tiendan al mismo fin.


    Cáceres, Valeria Beatriz c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo


    C. 4238, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 656, L. XL.


    Olavarría y Aguinaga, Jesús M. c/ AFIP - DGI s/ Acción de amparo


    O. 335, XL, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de inconstitucionalidad


    Caducidad. Cómputo del plazo. Falta de notificación. Sentencia arbitraria. 


    Le asiste razón a la apelante en cuanto a la tacha de arbitrariedad de la sentencia toda vez que la mayoría del tribunal entendió que el término para plantear la demanda de inconstitucionalidad debía contarse desde la fecha de publicación de la norma impugnada, sin advertir que en ese momento no existía agravio alguno para la recurrente, pues aún no había fallecido su cónyuge, quien dio origen a la percepción del beneficio de pensión. Ello es así dado que sólo a partir del dictado de la resolución administrativa del 4 de agosto de 1998, la interesada fue notificada de la transformación de la jubilación ordinaria de su marido en pensión como así también de la limitación a la percepción de ambos beneficios -su jubilación ordinaria y la pensión mencionada-, circunstancia que le produjo una importante merma en los ingresos habituales al hogar afectando en forma concreta sus derechos patrimoniales.


    Pettico de Larraburu, Olga Irene s/ Demanda inconstitucionalidad


    P. 658, XXXIX, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de repetición


    Cobro de sumas de dinero. Sentencias contradictorias. Acumulación de procesos. 


    Cabe recordar, que la acumulación de procesos es un instituto procesal que persigue, sustancialmente, evitar el dictado de sentencias contradictorias y lograr la economía procesal que mejor se adecue a un ajustado servicio de justicia.En el caso, procede la acumulación de acciones dado que se trata de un mismo hecho determinante; están involucradas las partes demandadas de ambos procesos, y la sentencia que recaiga en los dos juicios, resolverá circunstancias de hecho, prueba y fundamentación jurídica comunes, que podrían conducir al dictado de fallos contradictorios y, consecuentemente, susceptibles de provocar un escándalo jurídico. En tales condiciones, si bien las causas tramitan en distintas jurisdicciones territoriales, resulta procedente la acumulación de las acciones, conforme a lo previsto en el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicable en el sub-lite.


    Prevención A.R.T. c/ Bellati s/ Cobro


    COMP. 1240, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa


    Estado de incertidumbre. Ley de Radiodifusión. Pago de tributos. Ordenanzas municipales. Facultades tributarias municipales. Cuestión de derecho público local. Competencia por la materia. Improrrogabilidad de la competencia. Competencia federal. 


    Cuando la acción se dirige contra un acto local, como en el caso sería la pretensión de fijar el alcance del artículo 144, inciso a), de la Ordenanza Fiscal e Impositiva N° 1973/01, tal pretensión exige determinar, en forma previa, si el ejercicio de esas facultades tributarias invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de radiodifusión. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el artículo 2°, inciso 1°, de la Ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. La Corte ha sostenido que cuando la pretensión esgrimida requiere precisar el sentido y los alcances de normas federales, como son las Leyes 22.285, 23.548 y 25.063, corresponde a la competencia federal ratione materiae, la cual es improrrogable por su propia naturaleza y no puede ser alterada por la voluntad de los litigantes, así como que su aplicación debe ser sostenida aún de oficio cuando se altere voluntaria o inconscientemente y debe ser declarada en cualquier estado del proceso.


    Cablevisión S.A. c/ Municipalidad de Ramallo


    C. 1826, XL, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Hidrocarburos. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Por aplicación de la doctrina de Fallos: 310:514 y 735; 320:1348 y fallo de la causa Comp. 54, L. XXXIX “Torres, Rodrigo Alfredo c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”, corresponde la remisión previa a la Cámara Federal de Apelaciones de Salta, a efectos de que se pronuncie sobre el recurso de apelación que se dedujo ante ese tribunal. Corresponde devolver las actuaciones a dicho tribunal de alzada a efectos de que conozca en la apelación pendiente, luego de lo cual deben continuar su trámite ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Actuaciones relativas Refinor S.A. c/ Estado Nacional s/ Ordinario - Acción declarativa de certeza - Medida cautelar


    COMP. 978, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Tributos. Impuesto de sellos. Estado de incertidumbre. Solve et repete. Facultades tributarias provinciales. Coparticipación federal. 


    La acción declarativa de certeza como causa en los términos de la Ley Fundamental. Procedencia.


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. La exigencia del pago previo de lo que constituye el objeto de la discusión -en la forma requerida por Código Fiscal-, como condición para interponer el recurso de apelación, implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que, tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último. La competencia originaria del Tribunal, por provenir de la Constitución, no puede quedar subordinada al cumplimiento de los requisitos exigidos por las leyes locales.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. (continuadora de ESSO S.A.P.A.) c/ Entre RÍos, Provincia de y otro (Estado Nacional citado como tercero) s/ Acción declarativa.


    E. 492, XXXVIII, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Impuesto de sellos. Caso concreto. Contratos gratuitos. 


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. La exigencia del pago previo de lo que constituye el objeto de la discusión -en la forma requerida por el art. 120 del Código Fiscal provincial como condición para el acceso a la instancia judicial (ley 10.397, t.o. 2004)-, implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último. La Corte Suprema de Justicia de la Nación, constituye el fuero natural de las provincias argentinas (arts. 116 y 117 C.N.). La inexistencia de ventaja en favor de uno de los intervinientes en el acto (Estado Nacional) determina -por sí sola- su carácter gratui


    Aguas Argentinas c/ Buenos Aires s/ Acción declarativa


    A. 674, XXXVII, 02 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Amparo colectivo


    Legitimación procesal. Medidas cautelares. Medida cautelar innovativa. Falta de agravio concreto. Falta de fundamentación autónoma. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Las resoluciones sobre medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas sin embargo cabe hacer excepción a dicha regla, cuando lo decidido excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad por incidir en actividades ligadas al bienestar común. La viabilidad de las medidas precautorias, es sabido, se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), y que dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad.


    Cámara de Comercio, Industria y Agropecuaria de San Rafael c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    C. 3170, XL, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia


    Cuestiones de competencia. Contienda negativa de competencia. Competencia contensioso administrativa. Daños y perjuicios. Administración pública. Empleo público. 


    Ante todo, cabe recordar que, a fin de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta, en primer lugar: la exposición de los hechos que la actora efectúa en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión, así como también la naturaleza de la relación jurídica existente entre las partes. Sin perjuicio de que puedan aplicarse supletoriamente institutos de derecho común, toda vez que lo sustancial del pleito remite directa e inmediatamente a la consideración de temas reglados por el derecho administrativo, se entiende que el proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Mucciolo, Rubén Alberto c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 766, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Concesión comercial


    Control de constitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El derecho que pretende hacer valer la actora se funda directa e inmediatamente en el Contrato de Concesión del Servicio de Distribución y Comercialización de Energía Eléctrica celebrado entre la Provincia de Entre Ríos y EDEERSA, y sólo de una manera mediata e indirecta en el Tratado sobre Promoción y Protección Recíproca de Inversiones celebrado con la República Federal de Alemania y en el resto de las normas locales y nacionales que invoca. Por lo tanto, en razón de que no está en juego la inteligencia de las cláusulas del mencionado tratado y tampoco la demanda se funda exclusivamente en sus prescripciones, pues la actora efectúa un planteamiento conjunto de una cuestión de orden local con una de carácter federal, el pleito no constituye una causa de manifiesto contenido federal, en los términos de la doctrina de la Corte. 


    Deutsche Bank A.G. (Sucursal Londres) c/ Entre Rios, Provincia de s/ Medida Cautelar Innovativa


    D. 787, XLI, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo


    Impulso procesal. Caducidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    La Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones propias de los jueces de la causa, tales como son las relativas a la consideración e interpretación de hechos, prueba y normas de derecho procesal, no lo es menos que han hecho excepción a tal criterio en aquellos supuestos donde la decisión carece de los requisitos mínimos que la sustenten como un acto jurisdiccional válido y conduce a una solución que genera una directa afectación de los derechos de propiedad y defensa en juicio. La resolución apelada sostiene la caducidad que admite con el argumento de que es carga del apelante impulsar la elevación de la causa a la alzada y que ha transcurrido con exceso el plazo previsto en el inciso 2° del artículo 310 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, fundamentos éstos que no se ajustan ni a las constancias de la causa, ni a la normativa aplicable al caso. Así, porque el sentenciador omite considerar circunstancias y hechos alegados y probados en el juicio que resultan además de conducentes, imprescindibles para una solución ajustada a derecho.


    Hirsch, Rodolfo s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Banco Francés


    H. 282, XXXIX, 16 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, en conformidad con el dictamen de esta Procuración General de la Nación.


    Laboratorio Cuenca S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 902, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”, en conformidad con el dictamen de esta Procuración General de la Nación.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Matthew, Jack s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 957, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, en conformidad con el dictamen de esta Procuración General de la Nación.


    Pellegrini, Rodrigo Jorge Andrés c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 s/ Amparo s/ Ley 25.561


    COMP. 876, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Proceso de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”; a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.) y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Polonsky, Alejandro Javier c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Nación y otros s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561)


    COMP. 975, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”; a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.) y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Rolandi, Laura c/ Estado Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 985, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Indemnización por despido. Empleador fallido. Fuero de atracción. Juez del concurso. 


    El artículo 76 (texto según Ley 25.589) establece que el acuerdo homologado produce los efectos previstos en el artículo 56 de la Ley 24.522, razón por la que se hace extensivo a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en su trámite regular los que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual.En orden a ello y siendo que el crédito pretendido aun no ha sido admitido en su entidad y categoría, ambas discutidas por el deudor en sus presentaciones, el tribunal habilitado para intervenir en tal determinación es el juez que homologó aquel acuerdo preconcursal, razón por la cual resulta procedente la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley de concursos.


    Aguilar, Luis Carlos c/ Comarcom S.A. s/ Despido


    COMP. 76, XLI, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia por la materia. Ley de emergencia pública y reforma del régimen cambiario. Competencia federal. 


    Precedente de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    La Corte en el precedente mencionado supra, sostuvo la competencia federal -por razón de la materia- al tratarse de cuestiones en las que se impugnan actos y normativas emanadas de autoridad nacional. Sin perjuicio de ello y dentro del limitado marco cognoscitivo que habilitan las cuestiones de competencia, cabe advertir que el tribunal de origen al sostener la inconstitucionalidad de la normativa que asigna su competencia, afirma que no está en discusión que es facultad del Gobierno Nacional regular la actividad financiera y por tanto la competencia de la justicia federal para entender en dichos temas, pero omite tener en cuenta que el único y sustancial objeto de la acción es la declaración de invalidez constitucional del Artículo 12 del Decreto N° 214/02.


    Amiano S.R.L. c/ Banco B.B.V.A. Banco Francés S.A. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 169, XLI, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Justicia nacional del trabajo. 


    Remisión a los Fallos 304: 376, 307: 838; 1608.


    Barraza, Julio E. c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 204, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Disponibilidad de los depósitos. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Sentencia firme. Competencia federal. 


    En el caso se ha dictado sentencia, cuya resolución se encuentra firme, lo cual importa una excepción a las reglas del fuero de atracción, que como tal solo pueden hacerse efectivas sobre los juicios que se hallen en trámite, y no sobre los que a la fecha de apertura del concurso preventivo o decreto de quiebra ya hubiesen concluido con sentencia firme, antecedente que no obsta a la posibilidad de que la actora solicite la verificación de su crédito en el trámite universal en el supuesto de entender que restan pretensiones a satisfacer por la entidad fallida.


    Barsi, Héctor O. c/ EMA - Poder Ejecutivo Nacional, BEO S.A. - Banco Columbia s/ Acción de inconstitucionalidad


    COMP. 401, XLI, 17 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Proceso de conocimiento. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    No existe un conflicto que deba resolver la Corte, toda vez que ya lo hizo el tribunal instituido para ello, pues no se encuentra dentro de las facultades que el artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58 confiere al máximo tribunal, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Bereslawski, Pejsach c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Galicia) s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 499, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Personal militar. Aportes a obras sociales. Tribunal de alzada. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que el conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino, debido a que la naturaleza jurídica del tema que se ventila queda comprendida en la órbita del derecho de la seguridad social, abarcativo de lo atinente a las obras sociales.


    Brizuela, Francisca Audelina y otros c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, Policía Federal Argentina s/ Personal Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 570, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1303, L. XL, “G., I. s/ Medida cautelar”.


    C., Ramón s/ Incidente de Régimen de Visita


    COMP. 493, XLI, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 324:2493 (“Resk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”).


    Adamoli de Gemesio, María Inés c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1923, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    No se presenta una cuestión de competencia que deba la Corte resolver, en función del Artículo 24, inciso 7°, del decreto- ley 1285/58, toda vez que debe serlo por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Cao, Jorge Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (RIO) s/ Amparo


    COMP. 1913, XL, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Cattelan, José A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 42, XLI, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    B. de R., R. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 1700, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    En el supuesto de autos no existe conflicto alguno que debe dirimir la Corte. La misma tiene reiteradamente dicho que es inconcebible un conflicto de competencia entre un tribunal de Primera Instancia y su alzada.


    Boano, Luis Fabián c/ ANSES s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 1553, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Ediciones Colihue S.R.L. s/ Ordinario


    COMP. 1255, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Extinción del contrato de trabajo. Competencia civil. 


    A los fines de determinar la competencia cabe atender a la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda, art. 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. El artículo 20 de la L.O.P., de la Justicia Nacional del Trabajo, establece que serán de su competencia "las causas entre trabajadores y empleadores relativas a un contrato de trabajo", supuesto éste que no se da en el caso de autos conforme a las pretensiones contenidas en la demanda donde se alega que la obligación surge con posterioridad a la extinción del contrato de trabajo. Por otra parte, se trata de un reclamo de sumas de dinero cuyo reintegro pretende la actora, en virtud de la cancelación que efectuara en su calidad de garante solidario por el uso de una tarjeta de crédito y obligaciones asumidas por el deudor principal, aspecto éste que determina la competencia de la justicia civil en los términos del artículo 43, del decreto-ley 1285/58, a quien le corresponden todas las causas que no fueron atribuidas.


    CNH Argentina S.A. c/ Sancho, José Antonio


    COMP. 426, XLI, 17 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Justicia nacional en lo civil. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que es competente la justicia civil para entender en la ejecución hipotecaria derivada de un derecho real de garantía en tanto la dilucidación de los asuntos que la demanda plantea remite a consideración de puntos regidos por leyes civiles.


    Lihue Ingeniería S.A. c/ Silva, Daniel Rodolfo y otros s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1523, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Cámara nacional de apelaciones. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento" (Fallos: 324:2493).


    Al no tener ambos tribunales un superior común que pueda resolverla, corresponde a la Corte dirimirla, en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Metalúrgica Petracca S.C.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1667, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución de multas. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 2001, L. XXXVII, "M. Carcaraña c/ Thoss German Hugo s/ Ejecución fiscal"; y C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina Sociedad Anónima”.


    Comuna de Hughes c/ Baldini, Sandra Patricia s/ Ejecución de multas


    COMP. 519, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 2001, L. XXXVII, "M. Carcaraña c/ Thoss German Hugo s/ Ejecución fiscal"; y C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina Sociedad Anónima”.


    Comuna de Hughes c/ Out Sourcing s/ Ejecución de multas


    COMP. 520, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Servicio público. Pago de servicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Arts. 116 de la Constitución nacional, 2, inciso 6° de la ley 48 y 111, inciso 5°, de la ley 1.893.


    Al encontrarse la pretensión fundada en una serie de certificados de deuda que constituirían título ejecutivo suficiente para la ejecución fiscal, con sustento en el decreto 999/92 y en la ley 20.324 y que, la actora ha demandado sustancial y nominalmente al Estado Nacional, la justicia civil y comercial federal resulta competente para seguir conociendo en la causa. La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Propietario Inmueble Av. Juan B. Justo 1XXX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1656, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia nacional. Competencia Civil y comercial Federal. 


    Remisión al fallo de la causa 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Costas, Juan Carlos y otro c/ Banco Itau S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 429, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia Civil y comercial Federal. 


    Remisión al fallo de la causa 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Cruz, Arturo y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 443, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    D'Alessio, Mario José c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1643, XL, 01 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia Civil y comercial Federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”, opinión compartida por la Corte en su sentencia; al fallo de la causa 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    La contienda de competencia debe plantearse en la primer oportunidad posible, para su rápida resolución por parte del órgano competente, a fin de evitar un dispendio de actividad jurisdiccional, y dar pronta y debida respuesta a los litigantes en cuanto a qué tribunal es competente para entender en su juicio.


    D'Angelo, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 432, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Villalba, Juan Pedro y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1530, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    De Blasi, Leonardo c/ Omega A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 464, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Di Biase, María Isabel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Sumarísimo


    COMP. 445, XLI, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Di Leo, Humberto Dante - Apela dictamen comisión médica


    COMP. 503, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”; a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    Díaz, Antonio Oscar y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Ordinario


    COMP. 569, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso de apelación (procesal). Apelación concedida libremente. Tribunal de alzada. 


    No se configura un conflicto en el que deba intervenir la Corte, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, ya que el correcto planteo de una cuestión de competencia presupone que los magistrados entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Cabe recordar que la Corte tiene reiteradamente dicho, que en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes.


    El Estribo S.A. s/ Pedido de quiebra


    COMP. 583, XLI, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Espinoza, Víctor c/ La Segunda A.R.T. c/ Ley 24.557


    COMP. 462, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Fedullo Young Flaviana C. c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1841, XL, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Contenido de la demanda. Competencia ordinaria. 


    A fin de determinar la competencia se debe atender, de modo principal, a la exposición de los hechos realizada en la demanda y, en la medida que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. En ese plano, cabe destacar que, con prescindencia de las disposiciones bajo cuyas reglas deba resolverse el pleito -a la luz de lo establecido, entre otros, por los artículos 39.1 y 49, disposición adicional 5°, y disposición final 3° -a contrario sensu-, de la Ley 24.557, no cuestionados constitucionalmente, y de la fecha de supuesto acaecimiento del infortunio del pretensor- lo cierto es que, en todos los casos, trátanse las argüidas -artículos del Código Civil, de la Ley 24.028 o de la Ley sobre Riesgos del Trabajo- de normas de derecho común; debatidas en un proceso suscitado entre sujetos privados, a propósito de un evento acaecido en la Provincia de Tucumán, en la que los litigantes se domicilian, por lo que la causa deberá seguir su trámite ante la justicia or


    Fernández, Roque I. c/ Quimica Leales S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 199, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Fernández Organvidez, Laura y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida Cautelar


    COMP. 407, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio de desalojo. Acción de amparo. Sentencias contradictorias. Competencia por conexidad. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    No obstante que en las causas sub-exámine no se configura triple identidad de sujeto, objeto y causa, -en los términos del artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- las defensas planteadas por el amparista, guardan una íntima y estrecha vinculación con la materia debatida ante el magistrado local que previno en el proceso de desalojo seguido contra el aquí actor, circunstancia ésta, por la que resulta razonable que sea un solo juez el que intervenga en ambos procesos a los fines de evitar el dictado de sentencias contradictorias. En tal sentido cabe recordar, reiterada doctrina de la Corte en la que se sostuvo que es procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurra la triple identidad de sujeto, objeto y causa, si se evidencia la posibilidad que, en cuestiones similares, emanen fallos contrapuestos. 


    Fernández, Oscar J. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 75, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”, a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.) y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/Proceso de conocimiento”.


    Fernández, Ezequiel Ceferino c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 751, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    La Cámara Federal de Apelaciones de San Martín no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero. En primer lugar, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo y, en segundo lugar, por cuanto las causas donde ha recaído un acto jurisdiccional –ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó. No obsta a dicha solución lo previsto por el artículo 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto faculta a los jueces federales con asiento en las provincias para declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, pues dicho precepto no resulta aplicable cuando el conflicto se suscita entre jueces federales. Ello es así, puesto que el fundamento de dicha norma reside en que dos jueces federales, por ser limitada y de excepción sólo puede entender en causas de esa naturaleza, debiendo declinar su competencia en aquellas que no la tienen, a fin de preservar las autonomías provinciales y, por consiguiente, el doble orden jurisdiccional establecido en la Constitución Nacional, por lo que la norma carecería de sentido si no se la aplica a situaciones que no contemplan ese fin.


    Ferrari, Rodolfo Antonio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Decreto 1570/01, 214/02, Ley 25.561 s/ Amparo


    COMP. 1743, XL, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    En cuanto a la competencia por razón del territorio, en orden a lo dispuesto por el artículo 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, al tratarse de cuestiones patrimoniales ésta puede ser prorrogada, y su declaración de oficio por el señor Juez a cargo del Juzgado Federal, no atiende a lo dispuesto por el artículo 4° del citado cuerpo legal.


    Ferruccio Viola


    COMP. 486, XLI, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por incapacidad. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa C. 2605, L. XXXVIII, “Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.”.


    Figueroa, Juan Carlos c/ Provincia A.R.T. s/ Apelación


    COMP. 1731, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparp. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    No se configura un conflicto en el que deba intervenir la Corte con fundamento en lo dispuesto por el Artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58, ya que las contiendas que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltas por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Surge de las constancias de autos, que dicho conflicto ha sido dirimido por la Cámara Federal en lo Contencioso Administrativo Federal, que dispuso remitir las presentes actuaciones al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal N° 2, con fundamento en el precedente publicado en Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA si acción meramente declarativa".


    Fligman, Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 64, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Despido. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos 325:154 y 326:4012.


    Frank, Ana Terapia integral SAC y otros s/ Despido


    COMP. 536, XLI, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Rampa para personas con discapacidad. Competencia civil. 


    Atendiendo a que el objeto central del juicio es la construcción de una rampa para discapacitados con fundamento en normas no sólo locales sino también en tratados internacionales y leyes nacionales, compete a la justicia civil intervenir en la causa dada su naturaleza genérica y residual, máxime cuando según lo expresado supra se desprende que la presente acción no ha sido dirigida contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ni se ha cuestionado el ejercicio del poder de policía por parte de la autoridad administrativa de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Fundación Acceso Ya c/ Propietario Concesionario Inquilino y/u Ocupante de Net City y otros


    COMP. 416, XLI, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Según se desprende de la demanda, a cuyos términos corresponde atenerse para determinar el Juez competente para resolver la causa, la pretensión de la actora es la construcción, por parte de la demandada, de una rampa que garantice la accesibilidad de las personas con discapacidad en el inmueble, es decir, se trata de un litigio entre particulares, donde la actora alega que la falta de acceso adecuado para las personas discapacitadas en el edificio del demandado constituye una omisión arbitraria. Se trata, entonces, de un conflicto que no involucra al Estado emisor de las disposiciones cuyo cumplimiento la actora reclama a su contraparte, ni requiere, para su solución, por ende, la participación de la Ciudad de Buenos Aires, ni la aplicación de normas o principios de derecho público.


    Fundación Acceso Ya c/ Edificio de Viviendas Av. Corrientes 1XXX Ocupantes s/ Amparo


    COMP. 683, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 683, L. XLI, “Fundación Acceso Ya c/ Edificio de viviendas de Av. Corrientes 1XXX s/ Amparo”. Corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil.


    Fundación Acceso Ya c/ Propietarios, inquilinos y/u ocupantes Av. Corrientes 3XX y otros s/ Amparo


    COMP. 934, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Declaración de quiebra. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Conforme a lo normado por el artículo 132 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la declaración de quiebra, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el fallido.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Mouly - Mar S.R.L. s/ Ejecución fiscal - Ingresos Brutos


    COMP. 1413, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    García, Feliciano c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 463, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    García, Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 78, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Cuestión abstracta. Competencia nacional. 


    No existe un conflicto de competencia que el Superior Tribunal deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el Artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencias.


    Garigorta, Haydée María Encarnación c/ Estado Nacional y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1740, XL, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Escrituración. Boleto de compraventa. Causas civiles. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Debido a que la escrituración que pretenden los accionantes, se sustenta en un boleto de compraventa celebrado entre particulares, en el que, además, se ha demandado a una entidad financiera, ente también de carácter privado, tal situación determina con influencia decisiva enmarcar el objeto del reclamo en el ámbito del derecho civil -común-.


    Muschitiello, Daniel c/ Marconi Yolanda s/ Escrituración


    COMP. 1548, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil. 


    El artículo 5to., del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece que para la determinación de la competencia, corresponde atender a la naturaleza de las pretensiones introducidas en la demanda. De los dichos del actor surge que, en virtud de la negligencia que atribuye a la conducta de la entidad bancaria demanda se le generó la frustración de una compraventa inmobiliaria, y la pérdida de la suma de dinero que fue entregada en concepto de seña. Por otra parte, el artículo 43 inc. b) de la Ley 24.290, establece que corresponde entender a los Juzgados Nacionales de Primera Instancia en lo Civil en aquellas causas como la presente en las que se reclame indemnización por daños y perjuicios provocados por hechos ilícitos.


    Garófalo, Sergio R. c/ Crédito Imperial Argentina S.A.


    COMP. 269, XLI, 17 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Cuestión abstracta. 


    No existe un conflicto que deba resolver la Corte, cuando ya lo hizo el tribunal instituido para ello, pues no se encuentra dentro de las facultades que el Artículo 24, inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58 confiere al máximo tribunal, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Gavilan, Enciso Digna c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 441, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Fuero de atracción. Juez del concurso. 


    La ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en su trámite regular y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya. El artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales, de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio, supuesto que no se configura en el sub-lite, ya que no surge del informe del señor juez en lo comercial que el acuerdo homologado se halle cumplido.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Valle de Las Leñas S.A. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 214, XLI, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Patente del automotor. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión a Fallos: 308:863, 313:148 y 323:1735.


    Las deudas cuyo cobro pretende la actora corresponden al período 1993-1997. Toda vez que los períodos que se reclaman son posteriores al deceso del demandado, el juicio queda excluido del fuero de atracción previsto por el artículo 3284, inc. 4°, del Código Civil.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Renauld, Marcelo Horacio s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 371, XLI, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa federal. 


    Para que exista un correcto planteamiento de cuestiones de competencia, es preciso que haya una atribución reciproca entre los magistrados que intervienen en el proceso y que cuando un conflicto así trabado se configura entre jueces nacionales de primera instancia, debe resolver la cámara del que intervino en primer término, de conformidad con el artículo 24, inc. 7°, del Decreto-Ley 1285/58.


    G.C.B.A. c/ Estado Nacional s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 453, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Traba del embargo. Competencia comercial. 


    Remisión a Fallos 324:2493 ("Resk, Sergio Ruben c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento").


    Girini, Roberto c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. y otro s/ Amparo


    COMP. 1924, XL, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Mroz, Natam y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Ordinario


    COMP. 1539, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/01, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Broide, Ricardo Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 (Francés) s/ Medida cautelar autónoma


    COMP. 1432, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia provincial. Cámara federal de apelaciones. 


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, en función del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que debe serlo por la Cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    González, Nieves c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1954, XL, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Carrabs, Silvina Gabriela y otro c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Medidas cautelares


    COMP. 1572, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión abstracta. Incompetencia. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere al Tribunal la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencias.


    Nugara, Elena Cecilia c/ Estado Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1513, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Incidente. Pesificación. Competencia Civil y Comercial. 


    La Cámara de Apelaciones de San Nicolás no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Si la Justicia Federal asumiera su competencia en este tipo de procesos, implicaría una inadecuada intromisión en cuestiones que se encuentran actualmente en conocimiento de otro juez. La irrazonabilidad de la solución contraria es evidente si se advierte que, sobre la base de tal criterio, se produciría un desplazamiento masivo hacia el fuero federal de todos aquellos juicios en los cuales se encuentren en juego la aplicación de las normas de emergencia a los depósitos judiciales.


    Hereño, Jorge Daniel c/ Rucci, Francisco Carlos y otros s/ Incidente de pesificación


    COMP. 455, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo, Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Hussey, Juan L. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 409, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Irueste García, Francisco c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 891, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”; a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    Kreiselman, Wolf c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Sumarísimo


    COMP. 578, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315:2963.


    L., M. I. s/ Internación


    COMP. 686, XLI, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Indisponibilidad de los depósitos. Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Causas civiles. Competencia nacional. Competencia civil. 


    No se configura identidad entre los sujetos demandados ni de causa que habilite la acumulación -conforme art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, máxime, cuando resulta evidente que los juicios no sólo se hallan en distintas etapas procesales, sino también en distintas instancias, en virtud de la apelación de la sentencia recurrida, extremo que no permite su sustanciación conjunta.


    Menardi, Rodolfo c/ Banco Francés S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1113, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    López, Jorge Eduardo - Apelación dictamen de comisión médica


    COMP. 504, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Lovera, Héctor H. c/ Alico Compañía de Seguros S.A. s/ Incidente transitorio


    COMP. 362, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Menores. Competencia civil. 


    Habiendo concluido la causa por delitos imputados a la menor de edad, se agotó la pretensión punitiva, y por ende la competencia del Juzgado de Menores, por lo que corresponde seguir entendiendo en la presente contienda a la justicia en lo civil.


    M., N. G. s/ Expediente disposición tutelar N°14.499


    COMP. 107, XL, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Mac Donnell, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 411, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Barloqui, Carlos Marcelo y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 69, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Martínez Gómez, Gonzalo Martín y otros c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 420, XLI, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Barrera, Héctor José c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 208, XLI, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Bassano, Hermes Eleodoro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 79, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Mascialino, Hugo A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 421, XLI, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Contrato de obra. Incumplimiento del contrato. Derecho público. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La dilucidación de la materia en debate corresponde a la Justicia en lo Contencioso Administrativo Federal, toda vez que el contrato celebrado con el objeto de prestar servicios en el área de Soporte Técnico de la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas de la Administración lo fue en el marco de un conjunto de normas de derecho público, dado que la relación estuvo regulada por disposiciones de carácter administrativo, mediante las cuales la citada Comisión Bicameral, creada por leyes de la misma índole, que disponen su competencia y actuación, cuenta con el personal técnico y administrativo que establece el presupuesto general y está investida con las facultades que ambas Cámaras del Congreso delegan en sus comisiones, tales como los arts. 127 y 128 de la ley de administración financiera 24.156 y 46 de la ley de presupuesto 24.764. No obsta a lo expuesto el hecho de que las partes pactaran en el contrato la intervención de los tribunales ordinarios en lo civil de la Capital Federal.


    Medina Alliana, Fernando c/ Honorable Cámara de Diputados de la Nación y Honorable Senado de la Nación s/ Contrato de obra pública


    COMP. 1755, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión a dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Melchior, Laura Noemí - "Apelación dictamen de comisión médica"


    COMP. 566, XLI, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Mirabete, Nélida c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 427, XLI, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia Civil y comercial Federal. 


    Remisión al fallo de la causa 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Molina, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Ordinario


    COMP. 444, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo” y a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Morra, José Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1.570/01, 214/02 (BNL) s/ Amparo


    COMP. 764, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Acción de amparo. Retenciones impositivas. Facultades de la obra social. Competencia comercial. Juez previniente. 


    Será necesario analizar el alcance y contenido de las normas que rigen la relación de la obra social con el banco en el marco del contrato comercial de cuenta corriente y mandato que existe entre ambos, sin perjuicio de que, eventualmente, sea preciso interpretar las normas provinciales mencionadas, o la inteligencia que de ellas hizo el banco. La actora es una obra social que, en principio, se encuentra comprendida en los términos de los arts. 1° de la ley 23.660 y 2°, segundo párrafo de la ley 23.661, motivo por el cual resulta aplicable lo dispuesto por el art. 38 de la última, en cuanto faculta a sus agentes cuando fueran actores, a optar por la justicia ordinaria.


    OSDE Organización de Servicios Empresarios Directivos c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Amparo


    COMP. 761, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas “Rodas Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano” y fallos: 325:154.


    Válvulas Faveda S.A. c/ Weland S.A. s/ Cobro Ejecutivo


    COMP. 1053, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Oviedo, Néstor c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 466, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa "Resk, Sergio Ruben c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento", fallos 324:2493.


    Frio y Calor S.A. c/ Scotiabank Quilmes S.A. s/ Medidas Cautelares


    COMP. 929, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Packer, Juan Carlos c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557 Artículo 46


    COMP. 465, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Medida cautelar autónoma. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Paes, Fernando y otro c/ Estado Nacional Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 (Scotiabank) s/ Medida cautelar autónoma


    COMP. 267, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Hábeas data. Supresión de datos. Competencia federal. 


    Es competente la justicia federal en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdicciones, nacionales o internacionales. En tal sentido y desde que conforme surge de los hechos expuestos en el escrito de demanda -a los que se debe atender a fin de determinar la competencia- la información que se pretende corregir y/o eliminar consta en una base de datos informáticos de índole interjurisdiccional a la que tienen acceso, entre otras, aquellas entidades integrantes del sistema financiero, la causa deberá continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal.


    Vitor, Diego Fernando y otro c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Hábeas data


    COMP. 921, XL, 07 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Empresas del Estado. Privatizaciones. División de condominio. Cobro de sumas de dinero. Competencia federal. 


    La naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda, a las que se tiene que atender a fin de determinar qué tribunal es competente para entender en la causa, se desprende que la misma se dirige no sólo a obtener la liquidación del dividendo y posterior cobro de ciertas acciones clase "c" cuya titularidad le corresponderían a los accionantes derivada de la privatización de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones, sino que, además, se acciona contra los Administradores del Fondo de Garantía y/o el Interventor Judicial y el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, en su calidad de Fideicomisario, a quienes se les imputa haber incumplido con los deberes a su cargo. En tal contexto, y toda vez que la acción se dirige contra el Interventor Judicial de la Administración del citado Fondo cuya designación fue decretada por un tribunal de la justicia federal con sede en la Provincia de Mendoza, a fin de evitar conflictos de orden jurisdiccional o el posible dictado de sentencias contradictorias.


    Pautasso, Roberto Luis y otros c/ Fondo de garantía y Recompra del PPP Telecom Argentina y otro


    COMP. 221, XLI, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Pecob, Carolina y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1357, XL, 01 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Delito civil. Competencia civil. 


    Conforme lo dispone el Art. 5°, primer párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la competencia se determinará por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda.Surge de autos que el reclamo tiene por objeto el cobro de una indemnización por el uso indebido (sin autorización) del frente del edificio, y de un bien propiedad de dicho consorcio,-generador eléctrico- hecho que según se pretende importa la comisión de un delito civil, materia cuyo conocimiento compete a la Justicia Nacional en lo Civil (Art. 43, inc. b) del decreto ley 1285/58).


    Consorcio de Propietarios Viamonte 1XXX/1XXX c/ Comunicaciones visuales S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 964, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia Civil y comercial Federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”, opinión compartida por la Corte en su sentencia; al fallo de la causa 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    La contienda de competencia debe plantearse en la primer oportunidad posible, para su rápida resolución por parte del órgano competente, a fin de evitar un dispendio de actividad jurisdiccional, y dar pronta y debida respuesta a los litigantes en cuanto a qué tribunal es competente para entender en su juicio.


    Perez Botti, Javier Alejandro y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 425, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia por la materia. Daños y perjuicios. Despido. Quiebra. Fuero de atracción. Juez del concurso. Competencia comercial. 


    La presente causa es, en lo substancial, análoga a la dictaminada en la causa Comp. 820, L. XXXVIII, "Guerrero, Luis c/ Clínica Espora S.A." cuyos términos fueron compartidos por la Corte Suprema.


    El actor inició acción por incapacidad laboral acumulando además un reclamo por despido, para lo cual manifestó ejercer la opción del art. 16 de la Ley 24.028 fundamentando su reclamo en normas de derecho común. Corresponde poner de resalto que, conforme a lo normado por el artículo 132 de la Ley 24.522, resultan atraídos al juzgado donde tramita la quiebra todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    Fernández, José c/ Alpargatas S.A.I.C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1537, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Quiebra. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    La Ley N° 24.522 en su artículo 3° inciso 1° establece como principio que será competente para entender en la quiebra de personas de existencia visible el juez del lugar de la sede de la administración de sus negocios, y sólo a falta de éste el correspondiente al de su domicilio, lo cual se fundamenta -de acuerdo a lo dicho por la Corte- en el carácter publicístico del procedimiento en aras a la protección del correcto ejercicio de los derechos de los acreedores, y de los múltiples intereses de las partes. Cabe señalar que las normas de competencia de la Ley de Concursos y Quiebras son de orden público y contienen criterios claros de aplicación, por lo que consecuentemente no pueden las partes, ni los tribunales, soslayarlas. Del examen de las constancias agregadas al expediente, y al no ser posible determinar de modo fehaciente su domicilio comercial, el juicio universal debe tramitar ante el juzgado provincial.


    Gowland, Carlos Luis s/ Quiebra


    COMP. 1112, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Radicación del expediente. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que al no existir disposiciones expresas en contrario, ha de estarse a la radicación definitiva de los procesos y, en consecuencia, las causas en las que se dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley, deben continuar su trámite hasta finiquitarlo ante el fuero que lo dictó, como ocurre cuando el acto procesal que dio origen a la intervención de la Cámara reúne los caracteres definitorios de la radicación definitiva del expediente.


    Perrota, Diego Fernando c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Ordinario


    COMP. 883, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión a Fallos 324:2493 ("Resk, Sergio Ruben c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento").


    Pichel, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1739, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por muerte. Depósito judicial. Ley de emergencia. Competencia civil. 


    La Procuración General ha sostenido en casos similares que el juez que tenía la disposición de los fondos en depósito judicial debía conocer y resolver las cuestiones vinculadas a la incidencia que sobre tales sumas trajo aparejada la legislación de emergencia. Tal criterio, fue seguido por la Corte en oportunidad de fallar en causas análogas. Si la justicia federal asumiera su competencia en ese proceso, implicaría una inadecuada intromisión en cuestiones que se encuentran en conocimiento de otro juez. La irrazonabilidad de la solución contraria es evidente ya que, sobre la base de tal criterio, se produciría un desplazamiento masivo hacia el fuero federal de todos aquellos juicios en los cuales se encuentren en juego la aplicación de las normas de emergencia a los depósitos judiciales.


    Pierotti, Jorge José y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 1.570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 843, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. Fuero de atracción. Sucesiones. 


    Conforme a lo dispuesto en el Artículo 3284 del Código Civil los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que ésta tramita todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, aún cuando se tratare de juicios que correspondieren al fuero federal y sea cual fuere la causa que determine esta jurisdicción. Las normas que rigen el fuero de atracción son imperativas o de orden público, puesto que tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión.


    Pontieri, Vicente c/ Dirección Nacional Central de la Propiedad Automotor y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 1546, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Quadrelli, Santiago Augusto y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1616, XL, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”, a Fallos 326:4019 (Viejo Roble S.A.) y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/


    Ramudo, Carmen c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 878, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Carodonna, Luis y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 67, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Carpinacci, María Mercedes c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Medida precautoria


    COMP. 1752, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Oficios. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Carro, Carlos y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Oficios Ley 22.172


    COMP. 1604, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Cassettari, Juan C. c/ Alico Compañía de Seguros S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 1754, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Estado de emergencia. Depósito bancario. Recurso de apelación. Competencia comercial. 


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencias. La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal ya resolvió el conflicto entre los dos magistrados que se atribuyeron la competencia recíprocamente y declaró que la causa debía tramitar ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal que debió acatar dicha decisión. Corresponde la remisión previa a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, a efectos de que se pronuncie sobre el recurso de apelación ante él deducido.


    Gustavo E. Rigoni S.R.L. c/ Citibank NA s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 682, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Cerredo, Tomás y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1728, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Cervino, Antonio c/ Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Ordinario


    COMP. 1601, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Rodríguez, Vicente Miguel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP. 82, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Ley de emergencia. Retroactividad de la ley. Oportunidad procesal. Declaración de incompetencia. Actuación de oficio. Competencia comercial. 


    Precedente “Rezk” de Fallos: 324:2493.


    Resulta aplicable la doctrina del precedente citado en cuanto a que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Ello es así, toda vez que, si bien las actuaciones fueron enviadas por la Corte a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial con el objeto de examinar la apelación deducida por la entidad demandada respecto de lo dispuesto por el juez de grado, dicho tribunal declaró de oficio la incompetencia del fuero, sin considerar que ese magistrado ya se había pronunciado expresamente respecto de su competencia para entender en autos y resolvió mantenerla pese a la sanción de la ley 25.587.


    Chirino, Oscar Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (Río) s/ Proceso de conocimiento - sumarísimo


    COMP. 1522, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Clelia, Gonzalo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley Decretos 1.570/01 214/02 (Provincia Boston) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 412, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Inmueble. Consignación. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    Según se desprende de los términos de la demanda, la pretensión del actor consiste en que se deje sin efecto la recategorización efectuada por Aguas Argentinas acerca de los inmuebles de su propiedad y, tiene como antecedente una demanda de consignación que tramita ante el Juzgado Nacional en lo Civil N° 66, que guarda conexidad con el sub lile. Ello es así, en tanto la resolución definitiva respecto de la consignación supone indefectiblemente un pronunciamiento previo en las presentes actuaciones.


    Sadegi SCA c/ Aguas Argentinas s/ Daños y perjuicios


    COMP. 430, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia por el territorio. Presentación extemporánea. Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 1281, L. XL, “Hidalgo, Enrique José y otros c/ EN CNAS s/ Proceso de conocimiento” y Comp. 1615, L. XL, “Lazcano, Julia Susana c/ EN CNAS s/ Proceso de conocimiento.


    La opción de competencia en razón territorial formulada por la actora a favor de los tribunales federales con jurisdicción de la localidad de Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires, resulta extemporánea, toda vez que en virtud de la presentación de la demanda aquella se ha sometido a los jueces nacionales de la Ciudad de Buenos Aires.


    Salamoni, Jorge A. y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1914, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia por la materia. Cobro de sumas de dinero. Indemnización por accidente de trabajo. Asegurador por riesgos de trabajo. Contenido de la demanda. Competencia laboral. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, a fin de determinar la competencia, corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el pretensor formula en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. Con arreglo a jurisprudencia de la Corte, los supuestos normados por la Ley 24.557, resultan ajenos a la competencia de la justicia federal “ratione materiae”. Procede concluir, entonces, en un supuesto en que se demanda a una “entidad de derecho privado”, como son las aseguradoras de riesgos del trabajo, a propósito de un planteo basado en disposiciones de naturaleza común, laboral o de la seguridad social -ajeno, por otra parte, al reglado en los artículos 39.1 y 46.2 de la ley sobre la que se cifra la pretensión- que el presente reclamo deberá proseguir su trámite por ante la justicia laboral.


    Saldaño, Carlos R. c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1922, XL, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Construcciones Belumar S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1725, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba de la contienda. Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON)s/ Proceso de conocimiento”.


    Cortecci, Patricia Cristina c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1906, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Crippa, Guillermo Juan y otro c/ Nationale Nederlanden Compañía de Seguros de Vida NV s/ Resolución de contrato


    COMP. 1736, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución de sentencia. Competencia laboral. 


    Remisión a lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada 75 del 26 de noviembre de 1996 y a la doctrina en Fallos: 324:2084.


    De Iure, José c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    COMP. 1632, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares. Fuero de atracción. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al precedente de Fallos: 324:2493.


    Cabe destacar que en el caso la entidad fallida no es demandada, motivo por el cual, no resulta procedente la aplicación del fuero de atracción.


    Demarco, Nicolás y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1294, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo y dictamen en la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Di María Picone, Marcelo Pablo c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 1738, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    D'Urso, Fortunata y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (Nación - Cda - Gal - BNL) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1618, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Obras sociales. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 138, L. XXIV, "Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfield y otro s/ Responsabilidad médica" (Fallos: 315:2295), y a Fallos: 320:1328.


    Elserser, Oscar Alfredo y otro c/ OSEPJANA S.R.L. s/ Amparo


    COMP. 1767, XL, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Tribunal de alzada. 


    La controversia jurisdiccional del presente caso no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1.285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Elsner, María c/ IOSPER y otro s/ Amparo


    COMP. 1839, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Esper, Norma Beatriz c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 1912, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Indisponibilidad de los depósitos. Acción de amparo. Ley de emergencia. Competencia por conexidad. Incompetencia. Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 326:4019.


    Según se desprende de los términos de la demanda, a cuyos términos corresponde atenerse para determinar el juez competente para resolver la causa, la pretensión de los actores consiste en obtener un resarcimiento por los daños causados como consecuencia de la retención de una suma de dinero depositada en la entidad bancaria hasta el día en que se hizo efectivo su pago y, si bien este proceso tiene como antecedente una acción de amparo que tramita ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, cierto es que no existe conexidad entre ambas causas, en cuanto difieren las cuestiones debatidas en una y otra, circunstancia ésta que veda la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias.


    Fariña, Manuel Abelardo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (Francés) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1576, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”, Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”), y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Finazzi, María Teresa y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1622, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia comercial. 


    La Ley N° 24.441 regula las letras hipotecarias conceptualizándolas como títulos valores con garantía hipotecaria, cuya emisión extingue por novación la obligación originaria garantizada por la hipoteca, que se considera sustituida a todos los fines por los títulos con garantía real; independizándolas de esa manera de las obligaciones preexistentes y evitando una posterior discusión sobre cuestiones ajenas al título. En este sentido, la letra hipotecaria constituye el documento necesario para ejercer el derecho literal y autónomo en él expresado, lo cual implica que puede ser ejecutada sin perjuicio de la naturaleza de la relación jurídica inicial. Sentado ello, el Juez Nacional de Primera Instancia en lo Comercial debe entender en la presente ejecución de letra hipotecaria escritural, valorando asimismo que son subsidiariamente aplicables las reglas previstas por el Decreto Ley N° 5965/63 para la letra de cambio y que el artículo 8° del Código de Comercio.


    First Trust of New York N.A. c/ García Calvo, Matilde s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1238, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Frediani, Roberto c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 1592, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Fuero de atracción. Sentencia firme. Competencia comercial. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    En el sub lite no se configura un conflicto en el que deba intervenir la Corte, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1.285/58, ya que las contiendas que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltas por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema. Sin perjuicio de ello, se advierte que en el caso se ha dictado sentencia, cuya resolución se encuentra firme, lo cual importa una excepción a las reglas del fuero de atracción, que como tal, sólo pueden hacerse efectivas sobre los juicios que se hallan en trámite, y no sobre los que a la fecha de apertura del concurso preventivo o decreto de quiebra ya hubiesen concluido con sentencia firme, lo que no obsta a la posibilidad de que la actora solicite la verificación de su crédito en el trámite universal.


    Frommherz, Olga c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1648, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Declaración de insania. Competencia territorial. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas” Fallos: 315:2963.


    En el caso concurren circunstancias que imponen considerar subsistente la competencia territorial del tribunal que previno, en donde el magistrado nacional ordenó la interdicción del causante, circunstancia ésta, que torna aconsejable que continúe en el ejercicio de su competencia.


    G., E. M. s/ Insania y curatela


    COMP. 413, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Impuesto a la patente única sobre vehículos. Ejecución fiscal. Competencia civil. 


    Precedente de Fallos: 324:2334.


    Resultan aplicables las consideraciones vertidas por el Tribunal en el precedente citado, en cuanto a que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes y que el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de “actos típicamente jurisdiccionales”, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. En dicho precedente, la Corte añadió que las causas en las que ha recaído un acto de este tipo deben continuar su trámite ante el juez que lo dictó.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Strazzullo, Rubén Osvaldo s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1652, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Sandrin, Luis Segundo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1842, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Schirl Pal c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1911, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Tie S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Nación) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 877, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Gil Domínguez, Andrés c/ Bank Boston N.A. y otros s/ Sumarísimo


    COMP. 1619, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Glusman, Virginia y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1614, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Causas regidas por normas federales. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    La Corte ha sostenido que si la solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar en la justicia federal y que cuando la competencia de ésta surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios. Asimismo, en el sub examine se halla en juego la aplicación e interpretación de normas federales, circunstancia que habilita la competencia de excepción.


    Desarrollos Argentinos S.A c/ Camuzzi Gas del Sur S.A. s/ Sumarisimo


    COMP. 1325, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Ley sobre riesgos del trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Justicia nacional del trabajo. 


    Toda vez que el pretensor interpuso reclamo ordinario contra su ex-empleador y la aseguradora de riesgos de trabajo (ambas entidades de derecho privado), peticionando las prestaciones dinerarias contempladas en ley n° 24.557 -normativa que el Tribunal ha señalado como de derecho común- en el contexto de una relación emergente de un contrato de trabajo que el actor arguye, resulta, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben resolverse cuestiones como la controvertida, y dado los elementos de derecho común de las reglas que rigen las relaciones jurídicas de la presente causa, que es competente para seguir entendiendo en el pleito la justicia nacional del trabajo.


    Gómez, Hernán Rainerio c/ Transportes Servicor S.A. y otro s/ Ley 24.557


    COMP. 1571, XL, 03 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Urrutibehety, María G. c/ Galicia Retiro compañía de seguros S.A. s/ Ordinario


    COMP. 485, XLI, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Valdez, Eva Justa c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 451, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    González Chamorro, Norberto y otro c/ Banco Río de la Plata s/ Ordinario


    COMP. 1762, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia por conexidad. Sentencia firme. Competencia nacional. 


    En el proceso en trámite en el Juzgado Provincial, se ha dictado sentencia que puso fin al pleito. En orden a ello, la acumulación de los procesos en los términos previstos en el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no es posible en el sub-lite, ya que dicho instituto está previsto para aquellos supuestos que medien causas en trámite cuyo estado permita su sustanciación conjunta, requisito que no se cumple en el caso, pues en una de ellas ya se ha dictado pronunciamiento.


    González, Oscar Alberto c/ Correa, Luis y otros


    COMP. 1258, XL, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    El conflicto debe resolverse en los términos del fallo de la causa Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo” y resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”),y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Hachelis, Laura Adelina c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (Citi-Río Sudameris) s/ Amparo


    COMP. 1596, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Ibáñez, Osvaldo Miguel c/ Galicia Administradora de Fondos S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 1636, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Precedente del fallo de la causa Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”, y de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Internacional Compañía de Seguros de Vida S.A. y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02


    COMP. 1695, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Villano, Ángela c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 423, XLI, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Abal, María del Rosario c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 889, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Jueces. Primera instancia. Cámara nacional de apelaciones. Tribunal de alzada. 


    El artículo 24, inciso 7° del Dec-Ley 1285/58, texto según Ley 21.708, prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Acevedo, Leonardo Aniceto y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro en Liquidación s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1476, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Domicilio social. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las normas de competencia en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes. Por otro lado, la ley 24.522 en su artículo 3°, inc. 3°, establece que en caso de concurso de personas de existencia ideal de carácter privado regularmente constituidas, entiende el juez del lugar del domicilio social inscripto.


    Juan Xifra e Hijo S.A. s/ Quiebra


    COMP. 1414, XL, 03 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXIX, "Viejo Roble c/ Bank of Boston s/ Acción meramente declarativa".


    Agromarket S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1427, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia por la persona. Renuncia a la competencia. Competencia provincial. Competencia Civil y Comercial. 


    No se configuran en el sub lite las circunstancias que surten la competencia del fuero federal, puesto que el Banco Central de la República Argentina aún no ha intervenido en el proceso y la Corte tiene dicho que cuando el fuero federal se establece ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso.


    Asociación Pers. Jer. Prof. y Técnico Municip. de San Martín c/ Banco Río y otro s/ Amparo


    COMP. 1204, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Personas con capacidad restringida. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”, Fallos: 312: 1373 y Competencia n° 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    M., G. E. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 1908, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Ballesteros Heber A. c/ Prevención A.R.T. S.A s/ Materia a categorizar


    COMP. 1100, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Manera, María Faustina c/ Banco de la Nación Argentina y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1909, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Cuidado personal. Principio de prevención. Renuncia a la competencia. Juez previniente. Competencia de familia. Competencia provincial. 


    Dadas las particularísimas y graves circunstancias de autos, en el marco de la Convención de Derechos del Niño (arts. 3, 6 y 9 inc. 3°) y de la Ley 24.270, corresponde dirimir la contienda disponiendo que compete al Magistrado de Familia de Primera Instancia seguir entendiendo en el proceso, dado de un lado, su condición de previniente en la controversia, y de otro por haber sido ante dicho Juzgado donde el padre de la menor, convino con asistencia letrada, renunciar a la competencia del restante Tribunal. Ello además pues en la jurisdicción de la ciudad primera, tramita actualmente la causa penal incoada por la progenitora de la niña, por impedimento de contacto, conforme se señala precedentemente, y como modo de concentrar en un mismo ámbito cuestiones análogas, a fin de evitar se dicten pronunciamientos contradictorios que afecten el interés superior de la menor.


    B., M. J. c/ M., M. D. s/ Tenencia provisoria


    COMP. 915, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia civil y comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cabe recordar que, para que exista un correcto planteo de competencia, es preciso que haya una atribución reciproca entre los magistrados que intervienen en el proceso y que cuando un conflicto así trabado se configura entre jueces nacionales de primera instancia, debe resolver la cámara del que intervino en primer término, de conformidad con el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. El magistrado del fuero comercial es ajeno a la contienda, pues ésta se trabó entre los Juzgados Nacionales en lo Contencioso Administrativo Federal y Civil y Comercial Federal. Delimitado así el conflicto su resolución corresponderá a la cámara del que actuó en primer término, es decir, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal. Si la Corte considerara que razones de economía procesal aconsejan dar por trabada la contienda, dado que ya intervinieron tres jueces de primera instancia y dos cámaras de apelaciones, resultan aplicables los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público.


    Martínez de Aza, Marcela Rosalía c/ Bankboston N.A. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1431, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Cámara de Apelaciones. Incompetencia. Principio de especialidad (procesal). Competencia previsional. Reducción de la jubilación. Procedimiento administrativo. Juicios contra el Estado. 


    Competencia de la Cámara Federal con asiento provincial.


    Si bien el actor, retirado del Ejército Argentino, expresó que sufre un gravamen al habérsele reducido su haber jubilatorio, cabe advertir que dicha reducción deriva del decreto que pretende que se declare inconstitucional, el cual es una norma dirigida a reducir los salarios de los empleado públicos en actividad. Además, lo atinente al artículo 30 de la ley 19.549, también atacado, configura un aspecto de naturaleza ritual, por lo que no sería aplicable, en el caso, el principio de especialidad que fundamenta la intervención de aquél fuero. La Corte tiene reiteradamente dicho que la Cámara Federal de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los Juzgados Federales de Primera Instancia con asiento en las provincias, en los supuestos en que la noción se inició conforme lo previsto en el art. 15 de la Ley 24.463, modificado por el art. 3° de la Ley 34.655, que no es el supuesto en el caso.


    Martínez, Juan Luis c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    COMP. 1733, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Despido sin causa. Indemnización. Relación de dependencia. 


    Cuando las partes tienen domicilio en diferentes provincias o una en una provincia y otra en la Ciudad de Buenos Aires, no es una disposición local la que puede establecer la competencia sino la ley de procedimientos nacional. Asimismo, la Corte tiene reiteradamente dicho que en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la ley 18.345, que prevé la competencia, en las causas entre trabajadores y empleadores -a elección del actor- del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado y que está inspirado por el objeto evidente de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los demandantes a que se refiere el precepto. Se estima, entonces, que en la causa es competente la justicia ordinaria de Córdoba puesto que, de lo expresado en el escrito de demanda -al que debe estarse a los efectos de determinar la jurisdicción- surge claramente que el actor optó por tramitar la litis en su lugar de residencia, donde habría celebrado allí el contrato de trabajo, pudiendo realizarse de ese modo el propósito del artículo 24 de la ley 18.345 de que los tribunales ante los que sustancia el proceso se encuentren a una razonable proximidad del domicilio del trabajador interesado.


    Ballarini, Edgardo A. c/ Transporte Depego S.R.L. s/ Laboral


    COMP. 1221, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”, y de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Martiri, Lys c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.661 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 43, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Resultan aplicables al caso los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Méndez, Emma Carmen y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Ordinario


    COMP. 359, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Michel, Margarita Catalina y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1595, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Justicia comercial. 


    La controversia jurisdiccional del presente caso no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1.285/58, texto según ley 21.708, y que conforme a ello, el conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento del tribunal que asignó la causa a la justicia comercial.


    Mocdese, Mirta c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1642, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Servidumbre de gasoducto. Canon locativo. Actualización monetaria. Revisión del contrato. Competencia civil. Improrrogabilidad de la competencia. 


    En el sub lite no se impugnan actos de la administración nacional o de entes públicos estatales ni se encuentran en juego las limitaciones al dominio privado en el interés público, sino que las actoras pretenden hacer valer los acuerdos entre las partes plasmados en un contrato que prevé un mecanismo de actualización del canon, siempre que la paridad peso-dólar establecida por la ley 23.928 fuera legalmente modificada. Con tal fin, cuestionan la oposición de su co-contratante con sustento en la ley 25.561 y demandan que se declare su inconstitucionalidad, en cuanto prohíbe la actualización de las obligaciones y le impide, por tanto, alcanzar su propósito. Es oportuno señalar, también, que en subsidio de esa pretensión principal, solicitan la revisión judicial del contrato y el consecuente reajuste del valor nominal de la prestación a cargo de la demandada.


    Molas Quiroga, Sara Mercedes y otro c/ Transportadora de Gas del Sur S.A. s/ Expropiación - Servidumbre administrativa


    COMP. 205, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXIX, "Viejo Roble c/ Bank of Boston s/ Acción meramente declarativa".


    Bianchi Lastra, Raúl Eduardo c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 1426, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Belen Alberto F. c/ Provincia A.R.T. s/ Materia a categorizar


    COMP. 1097, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Camuratti, Miguel A. c/ Berkley Internacional A.R.T. s/ Materia a categorizar


    COMP. 1099, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Cámara de Apelaciones. Competencia comercial. 


    Precedente del dictamen de la causa Comp. 1149, L. XL, “Nieto Adolfo Antonio y otro c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo s/ Ley 25.561”.


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencias. Se presenta una situación análoga a la del precedente citado pues la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal ya resolvió el conflicto entre los dos magistrados que se atribuyeron la competencia recíprocamente y declaró que la causa debía tramitar ante el juez comercial que debió acatar dicha decisión.


    Moure, Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1645, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Cámara de Apelaciones. Juez previniente. 


    Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    En autos se ha trabado un conflicto negativo de competencia que debe ser resuelto por la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido. En el caso que la Corte de todas formas considere que se ha trabado un conflicto que le corresponde resolver, en atención a las particulares circunstancias indicadas, que van en desmedro del adecuado servicio de justicia, debe notarse que, por aplicación de los criterios definitorios fijados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), en casos como el de autos, el Tribunal asignó la causa al fuero en lo Civil y Comercial Federal.


    Nouche, Victoria c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Medida precautoria


    COMP. 1753, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Insania. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Celina y otros s/ Protección de personas" (Fallos 315:296).


    C., M. A. s/ Insania


    COMP. 1524, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Oriozabala, Sebastián y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Medida precautoria


    COMP. 1634, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”, y Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    C., Manuel s/ Insania


    COMP. 1060, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Palmieri, Claudia Graciela y otros c/ Banco de la Nación Argentina y otros s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 219, XLI, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución de multas. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hugues c/ ARESO S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Hughes c/ Cardie, Daniel Guillermo s/ Ejecución de multas


    COMP. 980, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hugues c/ ARESO S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Hughes c/ Saima S.A. s/ Ejecución de multas


    COMP. 982, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hugues c/ ARESO S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Hughes c/ Bellometti, Alberto S. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1071, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hugues c/ ARESO S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Hughes c/ Metropolitana S.R.L. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1072, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 2001, L. XXXVII, "M. Carcaraña c/ Thoss, German Hugo s/ Ejecución fiscal"; y C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina Sociedad Anónima".


    Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas


    COMP. 748, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Peralta, Carmen y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1655, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Perelstein, Felipe y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP. 408, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acreedores del concurso. Competencia Comercial. 


    Artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1.285/58, texto según ley 21.708.


    La ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en su trámite regular y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya. Además, es del caso señalar que el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales, de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo.


    Pérez Antolin, Esteban c/ Fast Wood S.A. s/ Despido


    COMP. 1741, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”, Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”), y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilanac/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Perino, Carlos Ariel c/ Estado Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1621, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Desplazamiento de la competencia. Competencia por conexidad. Cobro de sumas de dinero. Juicio de desalojo. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    La admisión del forum conexitatis estatuido en el artículo 6° del C.P.C.C.N. posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de las causas vinculadas; asimismo, la aplicación de este instituto constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en el mencionado código de rito e importan el desplazamiento de la competencia natural en favor de otro juez, lo cual obedece a la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por tener origen en una misma relación jurídica. En tal orden de ideas, correspondería a la justicia ordinaria local, entender en este proceso cuyo objeto es accesorio de la acción principal de desalojo ya que se persigue el cobro de sumas de dinero derivada de los alquileres adeudados que dieron lugar al desalojo y daños y perjuicios como consecuencia de la privación del uso y goce de un bien inmueble, donde además existe identidad de sujetos.


    Coto C.I.C.S.A. c/ De Simone, Roberto Alfredo s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 545, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Cuello, Blanca A. c/ Provincia A.R.T. y otro s/ Materia a categorizar


    COMP. 1106, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La presente controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58, texto según Ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa quien primero hubiese conocido en el caso.


    Damnificados Financieros Asociación Civil para su defensa c/ Siembra AFJP S.A. - Origenes AFJP S.A. y otros


    COMP. 1150, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    De Las Rosas, Eduardo Valentín y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1047, XLI, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Justicia nacional del trabajo. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 399, L. LX, "Pérez, Carlos A. c/ G.C.B.A. y otros s/ Amparo (Art. 14 CCABA)".


    Pianelli, Roberto Claudio c/ Metrovías S.A. y otros s/ Otros procesos incidentales


    COMP. 969, XL, 03 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Despido. Sentencia firme. Extinción del fuero de atracción. Homologación del acuerdo. Justicia nacional del trabajo. 


    En primer lugar se advierte que en el caso se ha dictado sentencia, cuya resolución se encuentra firme, lo cual importa una excepción a las reglas del fuero de atracción, que como tal sólo pueden hacerse efectivas sobre los juicios que se hallen en trámite, y no sobre -como ocurre en el sub-lite- aquellos que ya hubiesen concluido con sentencia firme. Sin perjuicio de ello, cabe recordar que el artículo 76 de la ley 24.522 establece que el acuerdo preventivo extrajudicial homologado produce las consecuencias previstas por el artículo 56 de dicho cuerpo legal el que reza "que el acuerdo homologado produce efectos respecto de todos los acreedores quirografarios cuyos créditos se hayan originado por causa o título anterior a la presentación, aunque no hayan participado en el procedimiento". Por ello, la presente causa deberá quedar radicada en la justicia nacional, lo que no obsta a la posibilidad que la actora en el marco legal mencionado haga valer por la vía y forma que estime correspondiente.


    Chaluat, Marta Susana c/ Buenos Aires Tur S.R.L. s/ Despido


    COMP. 885, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Improcedencia de pronunciamiento.


    La contienda quedó dirimida con el pronunciamiento de los integrantes de la Alzada, por lo que no corresponde en este estado pronunciamiento alguno sobre el particular.


    Cisternas de Santillan, Marta S. C. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1394, XLI, 14 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Pilar, Susana María c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (Citicorp Inversoa) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1504, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Pinkus, Alfredo c/ General American Argentina Seguros de Vida S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 1737, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Incumplimiento del contrato. Cámara nacional de apelaciones. Tribunal de alzada. 


    No corresponde a la Corte intervenir en atención a que, conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708, la contienda quedó resuelta con el pronunciamiento dictado por la Sala B de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.


    Consorcio de Propietarios Edificio Copernico 2379 c/ Telefónica comunicaciones personales S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 1288, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”, Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”), y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Raffo de Devoto, Clelia María c/ Poder Ejecutivo - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (BBVA) s/ Amparo


    COMP. 1726, XL, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial. 


    Artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1.285/58, texto según ley 21.708.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el fuero federal en razón de la distinta nacionalidad de las partes constituye un privilegio creado especialmente en beneficio del extranjero, y cuando dicho fuero esté establecido ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los supuestos en que ella sea explícita o resulte necesariamente de la prórroga de la jurisdicción operada en la causa. Ahora bien, en el caso, los codemandados no contestaron demanda, motivo por el cual resulta aplicable al caso la jurisprudencia que establece que si los demandados, a quienes se atribuye nacionalidad extranjera, no han tomado intervención en el proceso, no se dan las condiciones que pueden hacer surgir la jurisdicción federal.


    Ramírez, Jorge c/ Schmidt, Martin Compañía de Leasing Tattersall S.A. - Budget y/o Interamericana Seguros de Vida y Ahorro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1735, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Falta de tribunal superior común. Cámara federal de apelaciones. 


    La Corte debe resolver cuestiones del tenor aquí contendido sólo cuando no media un superior común entre los tribunales en conflicto, conforme lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley n° 1285/58 -texto según ley n° 21.708-, el cual prevé que los habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


    Ramírez, Vicente c/ Gendarmería Nacional


    COMP. 1586, XL, 02 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Rodríguez, Eduardo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1654, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Rodríguez, María Luisa y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1611, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Accidente de trabajo. Indemnización. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1062, L. XL, “Albini, Pierino c/ Asociart ART s/ Cobro de pesos-incapacidad”.


    Cruciani, Héctor Omar c/ Futuro S.A. y Responsabilidad Patronal A.R.T. S.A.


    COMP. 1941, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Litisconsorcio necesario. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Competencia nacional. 


    En el caso es aplicable el artículo 133, párrafo 2° de la ley 24.522 que establece que existiendo litisconsorcio necesario respecto de los demandados como el que aquí se verifica, la acción debe proseguir ante el tribunal donde esté radicado el proceso universal con la intervención del síndico. En consecuencia, resulta aplicable en la especie la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado.


    Decima, María Cruz c/ Veiga, Dolores Pilar y otros s/ Ordinario


    COMP. 1367, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares. Competencia comercial. 


    Remisión a Fallos: 324:2493 ("Resk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento).


    Di Pietro, Roberto Nicolás c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Medidas Cautelares


    COMP. 1383, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Acción de inconstitucionalidad. Plazo fijo en dólares. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. S/ Acción meramente declarativa".


    Desde que tanto el juzgado nacional en lo contencioso administrativo federal, como el civil y comercial federal, se declararon incompetentes para entender en la acción de amparo, resulta necesario señalar que si se demanda a una de las entidades previstas en el artículo 1 de la Ley 25.587, o a una de éstas con el Estado Nacional, en una relación jurídica entre particulares que se rige por el derecho privado, la causa corresponde a la competencia del fuero nacional en lo civil y comercial federal, por aplicación de los artículos 1 y 6 del mencionado cuerpo legal. No obstante lo anterior, en tanto se trata de una acción autónoma entablada ante la justicia federal por los herederos del sucesorio -que tramita en el juzgado provincial-, siendo su objeto la declaración de inconstitucionalidad de la normativa de emergencia y el reintegro de la diferencia entre el monto pesificado y aquél que surja de aplicarle el tipo de cambio del dólar estadounidense en el mercado libre.


    Echague, Agustina y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1384, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Salicio, Angélica Ramona y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1605, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Sarmiento, Julio César c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1696, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1.570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Scandale, Susana y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (Provincia) s/ Amparo


    COMP. 1917, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PPEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Thomas, Diego Guillermo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 216, XLI, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Fallido codemandado. Justicia comercial. 


    El artículo 133, párrafo 1° de la ley 24.522 establece literalmente que cuando el fallido sea codemandado, el actor en el proceso es quien puede optar por continuar con el juicio ante el tribunal de su radicación originaria desistiendo de la acción contra el concursado, sin que por ello quede obligado en costas y sin perjuicio de solicitar la verificación de su crédito. Dispone asimismo el inciso 1° del Art. 21 de la ley concursal, que los procesos de conocimiento continuarán su trámite ante el juez del concurso y dicha sentencia valdrá como pronunciamiento verificatorio, con lo cual la disposición legal, no admite dudas y no puede ser alterada por el Tribunal, aludiendo al Art. 274 de la ley de concursos que otorga la facultad de dirección del proceso en aspectos relativos al dictado oficioso de medidas para el impulso de la causa y de investigación, pero no para modificar la legislación vigente. Por último, en tanto el actor ejerció su derecho de optar por continuar el juiciocontra el codemandado –fallido- a requerimiento del Tribunal interviniente, resulta aplicable en la especie la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado.


    
      

    


    Tobar, Ricardo c/ Diez, Eduardo y otros s/ Despido


    COMP. 1756, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Torchinsky, Rosa Aida c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (BBVA) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 220, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Torchitti, Teresa c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1606, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    F., Ernesto c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 1496, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Jueces. Primera instancia. Cámara nacional de apelaciones. Tribunal de alzada. 


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708, el conflicto debe ser dirimido por el órgano de alzada del juez que previno, a quien habrán de remitirse las actuaciones.


    Ferreyra, Enrique Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1419, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Guareschi, Sergio c/ La Segunda A.R.T. S.A y otro s/ Materia a categorizar


    COMP. 1105, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Guizzi, Mauricio O. c/ Omega A.R.T. S.A. s/ Materia a categorizar


    COMP. 1095, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Guzman, Mirna Clara c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 976, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia por conexidad. Indemnización. Accidente de tránsito. Sentencias contradictorias. Seguridad jurídica. Cosa juzgada. Acumulación de procesos. Competencia federal. 


    La acumulación de procesos es un instituto que persigue, sustancialmente, evitar el dictado de sentencias contradictorias y lograr la economía de los trámites que mejor se adecue a un ajustado servicio de justicia. Si bien el estado del juicio que se ventila por ante la justicia federal se encuentra en etapa de clausura del período probatorio, procede la acumulación si se evidencia como ocurre en el caso la posibilidad del dictado de fallos contradictorios, susceptibles de provocar un escándalo jurídico, situación que se evita, si median razones de conexidad suficiente, conforme el mencionado instituto previsto en el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Así ocurre en el caso, pues ambos juicios se sustancian entre las mismas partes y en virtud del mismo hecho; en los dos se reclama la indemnización por el daño sufrido en el mismo accidente de tránsito, y es evidente que, en tales condiciones, el pronunciamiento que se dicte en cualquiera de las causas mencionadas.


    Incidente de acumulación en Autos: "Gallego, Horacio Emilio c/ Martini, Edgardo E. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 768, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Contratos bancarios. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Se configura en el sub lite la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de la remisión, toda vez que se trata de una controversia de naturaleza comercial, vinculada a un contrato bancario y que, por aplicación de los arts. 1° y 6° de la ley 25.587 corresponde que tramiten ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal, sin que obste a esta solución la circunstancia de que dicho fuero no hubiese intervenido en el pleito, toda vez que es bien conocido que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aún cuando no hubiesen sido parte de la contienda.


    Udaquiola, Ricardo Jorge c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 400, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 523, L. XXXVIII, “Cabrera Castilla de Olazábal, Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”, Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”), y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Varela, Andrea Silvana c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 (Río) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 70, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Vázquez, Elsa Noemí c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Sumarísimo


    COMP. 1742, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Cámara de Apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal resolvió el conflicto entre los magistrados que intervinieron en el pleito, quienes se atribuyeron sucesiva y no recíprocamente la competencia y declaró que la causa debía tramitar ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal. En tales condiciones, no existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que ya lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Vázquez, Diana Graciela c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1666, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Kunis, Luis Fabián c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1053, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Cuestión abstracta. Cámara federal de apelaciones. Juez previniente. 


    El art. 24, inc. 7°) del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el tribunal que ha intervenido en primer término.


    Landivar, Eduardo Pastor c/ Estado Nacional s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1125, XLI, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Martínez, José L. c/ A.R.T. Interacción S.A. y otro/a s/ Materia a categorizar


    COMP. 1098, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 978, L. XLI, “Refinería del Norte S.A. y otro c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento”.


    Pluspetrol Energy S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso contencioso


    COMP. 979, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución de alquileres. Sentencia firme. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones se ha dictado sentencia que se encuentra firme, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la Ley 24.522


    Administración Aquilino C. Colombo S.A. c/ Quagliozzi, Séptimo Luis y otros s/ Ejecución de alquileres


    COMP. 435, XLI, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio de alimentos. Residencia habitual. Domicilio del menor. 


    Tiene resuelto la Corte que el régimen legal que sirvió de sustento a la doctrina jurisprudencial según la cual el último domicilio conyugal determina la competencia en razón del territorio respecto de la acción de alimentos quedó derogado por el art. 228 inc. 2° del C.C; sobre esa base cabe admitir, entonces la procedencia de la aplicación al reclamo de alimentos del hijo menor de edad, de la múltiple opción de la referida norma legal, que torna viable a esos fines la competencia territorial del juez del lugar de su residencia, es decir, del lugar donde habita el progenitor que tiene la guarda.


    G. S., H. c/ E., M. s/ Alimentos


    COMP. 1494, XLI, 25 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Mundi S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 901, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Ocampo, Juan José c/ Provincia A.R.T. s/ Materia a categorizar


    COMP. 1104, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y Comercial Federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Ortega, María Alicia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo s/ Ley 25.561


    COMP. 1213, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia federal. 


    Improcedencia del fuero de atracción del proceso sucesorio.


    El artículo 3284, inc. 4, del Código Civil establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determina esa jurisdicción. El caso en cuestión queda excluido de la aplicación del mencionado fuero de atracción del sucesorio, atento a que surge que la deuda -base del trámite ejecutivo- se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante.


    OSECAC c/ Battaglia, Domingo


    COMP. 1114, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Depósito bancario. Ley de defensa del consumidor. Competencia provincial. 


    La pretensión de la actora consiste en obtener un resarcimiento por el daño moral derivado de la violación a la ley 24.420 que trajo aparejado el accionar del Banco. Si bien este proceso tiene como antecedente una acción de amparo que tramita ante el Juzgado Federal de Santa Rosa, cierto es que no existe conexidad entre ambas causas, en cuanto difieren las cuestiones debatidas en una y otra, circunstancia ésta que veda la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias.


    Pérez Fuentes, María Marta Otilia c/ Bank Boston National Association s/ Sumarísimo


    COMP. 1136, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Polizzi, Julio César c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1069, XLI, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    La ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en su trámite regular y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya (párrafo 7° de la norma). Además, el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales, de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa de Transporte General Roca S.A. s/ Ejecución Fiscal - Plan de facilidades


    COMP. 1302, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Verificación de créditos. Fuero de atracción. Juez del concurso. Competencia nacional. 


    La ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiera vencido la oportunidad para la primera, procedimiento, que sin dudas, la ley califica de trámite de verificación, los que se deben dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya. Además, el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico, y la intervención que se da a otros funcionarios concursales y las consecuencias de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transporte 9 de Julio S.A.C. s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1693, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares. Recurso de apelación (procesal). Tribunal de alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”. Recurso de apelación pendiente de resolución.


    La Corte ha sostenido que cuando una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Ranko S.A. c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Medida cautelar


    COMP. 914, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Dictámenes. Comisiones médicas. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Ángel, Pedro Martín c/ Boston Cía. de Seguros s/ Apelación dictamen de Comisión Médica


    COMP. 1017, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Tasa municipal. Control sanitario. Ley de coparticipación federal. Ley convenio. Competencia provincial. 


    La cuestión es de naturaleza local, toda vez que el conflicto de intereses invocado lo mantiene sólo con la comuna demandada y, en consecuencia, son insustanciales los argumentos esgrimidos para involucrar al Estado Nacional en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. La Corte tiene dicho que las leyes-convenio entre la Nación y las provincias son parte del derecho local, de modo que su violación colisiona con el plexo normativo provincial y es el propio Estado local, mediante la intervención de sus jueces, el que debe evaluar si ha sido violada la legislación enunciada. Ello es así, en atención a que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender este tipo de procesos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.


    Aridos La Estación S.A. c/ Municipio del Partido de Morón s/ Sumarísimo


    COMP. 1055, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    ATR Equipamientos Gráficos S.R.L. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1001, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Fallido. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    El artículo 133, párrafo 1° de la Ley 24.522 establece que cuando el fallido sea codemandado, el actor puede optar por continuar el juicio ante el tribunal de su radicación originaria, desistiendo la acción contra aquél sin que quede obligado por costas y no obstante ello solicitar en el juicio universal la verificación de su crédito. De las actuaciones se desprende que el actor manifestó expresamente su intención de ejercer la opción y de continuar la acción ejecutiva contra los garantes de la fallida y con relación a esta última la de promover un incidente de verificación tardía. Consecuentemente se entiende que el presente proceso no está afectado por el fuero de atracción.


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Industria Constructora Metalúrgica S.A. y otros s/ Cobro ejecutivo de dinero


    COMP. 424, XLI, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Emergencia administrativa. Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Barrionuevo, Agustín A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 496, XLI, 01 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Rojas, César W. c/ Provincia A.R.T. y otro s/ Materia a categorizar


    COMP. 1093, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Controversia jurisdiccional ajena a la Corte:


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58, texto según Ley 21.708, y que conforme a ello, el conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento de los señores jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, que asignó la causa al Juzgado en lo Contencioso Administrativo Federal N° 10, a quien habrán de remitirse las actuaciones.


    Beines, Florencia María c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561


    COMP. 895, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión de la causa a la Procuración del Tesoro a fin de disponer la forma en que deberá ser tramitada.


    La justicia civil es la competente para entender en la presente ejecución fiscal, de conformidad con lo normado por el artículo 516 del Código Procesal Penal de la Nación que establece que "las sentencias que condenan a restitución, reparación e indemnización de daños, satisfacción de costas y pago de gastos, cuando no sean inmediatamente ejecutadas o no puedan serlo por simple orden del tribunal que las dictó, se ejecutarán por el interesado ante los jueces civiles", razón por la cual la causa habrá de quedar radicada ante el Juzgado Nacional en lo Civil N° 30. Por otra parte, corresponde, con arreglo a la Resolución CS N° 560/04, que la Corte remita la presente causa a la Procuración del Tesoro a los fines que dicho organismo disponga la forma en que el presente proceso de ejecución deberá ser tramitado.


    Beliz, Rodolfo Alberto c/ Carlone, Mirta L. s/ Ejecución


    COMP. 419, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Beniashvill, Simón c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 954, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Sartori, Hugo R. c/ Prevención ART S.A. y otro s/ Materia a categorizar


    COMP. 1107, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Médicos. Competencia nacional. 


    Tiene reiteradamente dicho la Corte que es competente "ratione materiae", conforme a los artículos 43 y 43 bis del decreto-ley n° 1285/58, reformado por la ley 23.637, la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil de la Capital Federal para entender en reclamos donde se debate, esencialmente, si hubo o no mala praxis por parte de los facultativos actuantes, al no tratarse de ninguno de los casos del artículo 20 de la ley n° 18.345. Asimismo, tiene declarado que corresponde a la Justicia Nacional en lo Civil, y no a los jueces del trabajo, conocer en los casos en que no se reclama por accidente laboral, ni se pretende la aplicación de la ley n° 24.557, sino que se demanda con sustento en diferentes artículos del Código Civil respecto de los profesionales médicos y sus principales; máxime, cuando la correspondiente reparación debida a mérito de la incapacidad determinada por la Comisión Médica, había sido saldada por la aseguradora de riesgos del trabajo.


    Guaymas, Gabriela c/ Operadora de estaciones de Servicios s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1438, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Semenchuk Dunka y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 986, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión a Fallos: 324:2493 (“Resk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”).


    Bongarra, Juan c/ Metropolitan Life Seguros de Vida


    COMP. 939, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por enfermedad. Competencia provincial. Competencia laboral. 


    La Ley 25.587 (arts. 1° y 6°) dispone que en los procesos judiciales de cualquier naturaleza en que se demande al Estado Nacional, a entidades integrantes del sistema financiero, de seguros o a mutuales de ayuda económica, en razón de los créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras que pudieran considerarse afectados por las disposiciones contenidas en la Ley 25.561 -y sus normas reglamentarias y complementarias-, corresponde la competencia de la justicia federal. A su vez, la Ley provincial 12.871 dispuso que los magistrados y/o Tribunales Provinciales de cualquier fuero que estuvieren interviniendo o cuya intervención fuera requerida en los procesos judiciales antes referidos, a partir del 25/4/02, pierden en forma automática la competencia, y así deberán declararlo de oficio y remitir los expedientes sin más trámite, a la justicia federal. En estas condiciones, la causa debe seguir tramitando ante el Tribunal del Trabajo provincial.


    S., Esther Noemí y otros c/ SOMISA


    COMP. 567, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Fallido. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    El actor fue notificado de la resolución del tribunal laboral que dispuso rechazar la solicitud para que se lo intime a los efectos de que formule la opción prevista por el art. 133 de la Ley 24.522, sin que mediara manifestación alguna al respecto. En razón de ello, y siendo la fallida demandada principal en el proceso y no mediar desistimiento por el actor, tal antecedente la convierte en parte obligada e inescindible del proceso. Al respecto, corresponde poner de resalto que lo dispuesto en el art. 133 de la Ley 24.522 es una opción libre del actor que tiene por objeto que se conserve su aptitud para continuar la ejecución contra el codemando no fallido ante el juzgado originario, para lo cual puede o no manifestar su decisión de desistir de la acción contra el fallido, sin perjuicio de verificar su crédito en dicho concurso como lo impone la Ley 24.522.


    Capolupo, Juan Pablo c/ Jorsin S.R.L. y otro s/ Despido y otro


    COMP. 415, XLI, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 325:1883.


    Castellaro, Alejandro Luis c/ Citibank N.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 991, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Facultades de la Cámara de Apelaciones. Cuestión abstracta. Competencia federal. 


    La Cámara Federal de Apelaciones no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Por otra parte, el juez federal de Salta se pronunció expresamente sobre su competencia, circunstancia que impide volver sobre el tema, máxime cuando en las acciones de amparo las partes no pueden articular cuestiones de este tipo.


    Tecpetrol S.A. y otro c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1124, XLI, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Torres, Juan D. c/ Consolidar A.R.T. S.A. s/ Materia a categorizar


    COMP. 1101, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Incumplimiento del contrato. Mutuo comercial. Competencia nacional. 


    La admisión del forum conexitatis estatuido en el artículo 6° del C.P.C.C.N. posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas entre sí; a su vez la aplicación de este instituto constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en el mencionado Código, aplicables en el caso e importan admitir el desplazamiento de la competencia natural en favor de otro juez, lo que obedece a la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas a una misma relación jurídica. En tal orden de ideas, correspondería a la justicia nacional, entender en este proceso cuyo objeto es el cobro de sumas de dinero adeudadas por el incumplimiento de las obligaciones derivadas de un contrato de mutuo con garantía hipotecaria, no sólo por la concurrencia de identidad de sujetos, sino en lo fundamental, por la estrecha relación existente entre ambos juicios. 


    Citibank N.A. c/ Bulfoni, Rosario Julia s/ Ejecución especial


    COMP. 491, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1067, L. XL, “Turturo, Gustavo Roque c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos. 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Clos, Beatriz G. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 579, XLI, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Dictamenes. Comisiones médicas. Archivo del expediente. 


    Incorrecta traba del conflicto


    No nos encontramos ante una presentación recursiva deducida por el trabajador, que pueda dar motivo a una contienda de competencia como la -supuestamente- trabada por los jueces intervinientes; por lo que corresponde que se restituyan las actuaciones al Juzgado Federal de Primera Instancia para su archivo; sin perjuicio del eventual ejercicio por el trabajador, en sede provincial, de las acciones que estime pertinentes.


    Machuca, Néstor Jacinto s/ Apelación dictamen de comisión médica


    COMP. 1398, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Honorarios. Anses. Competencia federal. 


    Tareas profesionales desarrolladas ante un organismo nacional.


    El actor realizó tareas profesionales en defensa de los derechos del ahora demandado, de acuerdo a la ley 17.040 (que determina el régimen al cual está sujeta la representación de los afiliados ante los organismo nacionales de previsión social) y que invoca como basamento de su petición. Dichas tareas fueron desarrolladas ante un organismo nacional (Anses), cuya resolución definitiva, de haber sido adversa, debería haberse cuestionado por ante un Juez Federal, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 15 de la ley 24.463. Por lo expresado y de acuerdo a la doctrina sentada por la Corte, corresponde a la competencia de la justicia federal.


    Micheletti, Estela B. c/ Bernardi, Esther s/ Cobro de honorarios por gestión administrativa


    COMP. 1381, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Radicación del expediente. Competencia federal. 


    Sin perjuicio de señalar que, en rigor, no se advierte en las actuaciones que exista la atribución recíproca de competencia que caracteriza la traba correcta de las contiendas negativas de jurisdicción -lo que tornaría, en el mejor de los casos, prematura la intervención de la Corte en el marco del artículo 24, inciso 7°, del decreto n° 1285/58- el caso cuenta con radicación definitiva ante el Juzgado Federal n° 2 de la Ciudad de Rosario. En efecto, se desprende de sus constancias que las partes arribaron en él a un entendimiento, homologado por la juzgadora y hecho efectivo, más tarde, en lo que atañe al actor y perito médico, restando por acreditar, previo a su archivo, el pago de los honorarios profesionales de los letrados de los litigantes y la reposición de la tasa de justicia, por lo que que corresponde restituirla al tribunal aludido, a sus efectos.


    Cristaldo, Reinaldo c/ Boston Compañía Argentina de Seguros


    COMP. 994, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Valued S.A. c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Ordinario


    COMP. 879, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia ordinaria. 


    El peticionario persigue una indemnización fundada en la ley 24.557, a cuyo fin acciona contra su empleador y la compañía aseguradora. Habiendo la Corte declarado la inconstitucionalidad del artículo 46, inciso 1° de la ley 24.557, y la naturaleza común de la legislación en materia de riesgos del trabajo, corresponde que continúe entendiendo en el caso la justicia ordinaria.


    Moyental, Ernesto c/ CNA A.R.T. s/ Cobro de Indemnización por accidente de trabajo


    COMP. 1349, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    No existe un conflicto que deba la Corte resolver, cuando ya lo hizo el tribunal instituido para ello, pues no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7°) del decreto-ley 1285/58 le confiere, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    García, Liliana c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Río) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 974, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Impuestos provinciales. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan aplicables las consideraciones vertidas por el Tribunal en el precedente de Fallos: 324:2334, en cuanto a que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes y que el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de “actos típicamente jurisdiccionales”, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. En dicho precedente, la Corte añadió que las causas en las que ha recaído un acto de este tipo deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Carlos Mainardi y Asociados S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 981, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Gemignani, Rubén c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Ordinario


    COMP. 894, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Radicación del expediente. Competencia provincial. 


    El artículo 6°, inc. 5°) del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación determina que en los pedidos de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer. Se desprende de las constancias de la causa que ninguno de los expedientes resulta apto para suscitar la competencia del juez federal en el incidente.


    Gómez Paris, Fernando s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 971, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Ventre, Arnaldo R. c/ La Segunda A.R.T. S.A. y otro/a s/ Materia a categorizar


    COMP. 1109, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Vigovigoritto, Adelina y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 596, XLI, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Vivas, Dora B. c/ Consolidar A.R.T. S.A. s / Materia a categorizar


    COMP. 1094, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Dictámenes. Comisiones médicas. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Islas, Luis Arnaldo s/ Apelación dictamen de Comisión Médica


    COMP. 1016, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Corresponde a la justicia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”, de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General de la Nación.


    Jerez, Juan Carlos c/ Orígenes Seguros de Retiro S.A.


    COMP. 892, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Juárez, Irma c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 654, XLI, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Fuero de atracción. Competencia civil y comercial federal. 


    En el sub lite no opera el fuero de atracción de los juicios sucesorios, porque no se configura el supuesto contemplado por el legislador en el artículo 3284, inc. 4°, del Código Civil, ya que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, en virtud de los artículos 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ella no fue incoada por un acreedor contra el causante, sino que el actor reviste la calidad de heredero en el citado sucesorio, siendo el objeto principal del proceso obtener la disponibilidad de un depósito en dinero que integraría el acervo sucesorio.


    Kelner, Jorge José c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 983, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Kratky, María Elena y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 872, XLI, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas precautorias. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”; y a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Kreszes, Berta y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida precautoria


    COMP. 1065, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Divorcio. Separación de bienes. Liquidación de la sociedad conyugal. Muerte. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Corresponde dirimir el conflicto a favor del Magistrado de Capital Federal, en virtud que, más allá de que la acción de divorcio tramitó ante el Juez provincial, ante quien el causante inició las presentes actuaciones de separación de bienes y liquidación de la sociedad conyugal, el fallecimiento de uno de los esposos, compromete la asignación de bienes al de cujus los que pasarían a conformar parte de su sucesorio. Siendo ello así la cuestión puede considerarse como concerniente a bienes hereditarios, y por consiguiente, comprendida en el fuero de atracción previsto por el artículo 3284, inciso 1° del Código Civil. En efecto y conforme lo ha sostenido la Corte en reiteradas oportunidades, corresponde tener presente que, en los casos en que se produce la disolución de la sociedad conyugal por la muerte de uno de los cónyuges, la liquidación y partición de los bienes de tal sociedad, se opera corrientemente en el juicio sucesorio.


    L., S. c/ K., S. s/ Separación de bienes y liquidación de sociedad conyugal


    COMP. 410, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    La Cámara Federal de Apelaciones de San Martín no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Por otra parte, el juez federal de Mercedes, al requerir el informe previsto en el art. 8° de la ley 16.986, tácitamente se pronunció sobre su competencia, circunstancia que impide volver sobre el tema, máxime cuando en las acciones de amparo las partes no pueden articular cuestiones de este tipo.


    Merlino, Alberto Carlos Italo c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 (Boston) s/ Amparo


    COMP. 973, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Barboza, Julio s/ Cobro de pesos


    COMP. 987, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Dictámenes. Comisiones médicas. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Miribuk, Alejandro s/ Apelación dictamen médico


    COMP. 1018, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Montoto, Carlos Fernando c/ Banco Itau Buen Ayre S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 958, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    División de condominio. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 221, L. XLI, “Pautasso, Roberto Luis y otros c/ Fondo de Garantía y Recompra del PPP Telecom Argentina y otro”.


    Mugni, Aníbal Lorenzo y otros c/ Fondo de Garantía y Recompra del PPP Telecom Argentina y otros s/ División de condominio


    COMP. 506, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares contra el Estado. Competencia contencioso administrativa federal. 


    La Corte tiene dicho que al ser parte en el conflicto un órgano de la Administración Pública, en el caso -Secretaría de Comunicaciones- y fundamentalmente por la naturaleza de las normas aplicables para resolver el pleito que son de naturaleza administrativa, corresponde atribuir competencia al fuero contencioso administrativo.


    NSS S.A. c/ Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ Medidas cautelares


    COMP. 867, XLI, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Pagano, María Nelly c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1046, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Perotti, Oscar Emilio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1023, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Tribunal de alzada. Juez previniente. 


    Contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia.


    Esta contienda jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto, por el art. 24, inc. 7°., del Decreto Ley 1285/58, texto según Ley 21.708, y que conforme a ello el conflicto debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal, por ser el órgano de Alzada del juez que previno, a quien habrán de remitirse las actuaciones.


    Ruggero, María Rosa y otro c/ BBVA Banco Francés s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 896, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Sanches, Josefa y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 928, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de trabajo. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión.Conforme a lo normado por el artículo 21 de la Ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. La presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial, ello sin perjuicio del planteo de inconstitucionalidad de la Ley 24.557 efectuado por la actora, respecto del cual corresponderá que se expida al tribunal que finalmente resuelva en la causa.


    Ostratiqui, Miguel A. c/ Almafuerte Empresa de Transporte S.A.C.I.F.


    COMP. 1031, XLI, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Cuando se ha dictado sentencia que se encuentra firme, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la Ley 24.522.


    Schlotthaver, Damián Raúl c/ Fluidmec S.A. s/ Cobro ejecutivo


    COMP. 959, XLI, 21 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”; y a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Schwindt, Delia c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1059, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Esta contienda jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto, por el art. 24, inc. 7, del Dec.-Ley 1285/58, texto según Ley 21.708, y que conforme a ello, el conflicto debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, por ser el órgano de Alzada del juez que previno, a quien habrán de remitirse las actuaciones.


    Segovia Bervano, Dilio Luis c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 853, XLI, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.) y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Valazza, Ana María c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 990, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Dictámenes. Comisiones médicas. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Varales, Rubén s/ Apelación dictamen médico


    COMP. 1000, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas precautorias. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Vega, Néstor Abelardo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Medida precautoria


    COMP. 1057, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo. Fuero de atracción. Juicios universales. 


    Remisión al voto mayoritario de Fallos 325:154; 326:4012.


    Povoroznick, Silvia y otros c/ Faba S.A. s/ Ejecutivo


    COMP. 1113, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Internación. Competencia nacional. 


    Remisión a Fallos: 315:2963.


    Median circunstancias que imponen considerar subsistente la competencia territorial del tribunal que previno, conforme surge de la causa en donde el juez nacional ordenó la internación de la causante, lo que torna aconsejable que continúe en el ejercicio de su jurisdicción.


    R. V., Susana Mabel s/ Internación


    COMP. 1548, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Sanchez, Florinda Elena c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1523, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Sucesiones. Fuero de atracción. Fuero laboral. Competencia civil y comercial. 


    El fuero de atracción es aplicable en los casos en que la sucesión es demandada y respecto de las acciones personales contra el causante, comprendiendo dentro de éstas, a aquellas acciones que persiguen el cobro de créditos laborales.


    Sucesión Medina Sara Angélica y otro c/ Gallo Juan Carlos s/ Inhibitoria


    COMP. 1481, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Resulta competente la justicia nacional en lo civil para entender en aquéllas causas que versen sobre acciones civiles y comerciales, concernientes a responsabilidad contractual o extracontractual, y aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito o inclusive el ferroviario, como ocurre en la causa sub examine.


    Trincado, Sandra E. c/ Trenes de Buenos Aires S.A. S/ Daños y perjuicios


    COMP. 1315, XL, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Tutela sindical. Competencia laboral. Competencia nacional. 


    La competencia para resolver una acción con sustento en normas de la ley n° 23.551 como las invocadas, incumbe a los jueces o tribunales con competencia laboral en las respectivas jurisdicciones. Según lo establecido, entre otros, por los artículos 8 de la ley n° 24.588 y 20 y 21 de la ley n° 18.345, en el marco de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, esa competencia concierne a los jueces nacionales del Trabajo.


    Abrego, Juan Esteban c/ Procuración General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires - Secretaría de Medio Ambiente y Planeamiento Urbano s/ Acción de Amparo


    COMP. 1371, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 327:467.


    Aguirre, Ricardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Producción s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1788, XLI, 22 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Cámara federal de apelaciones. 


    No se presenta una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la cámara de la que dependa el magistrado que primero hubiese conocido.


    Álvarez, Marta Noemí c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1637, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Policía Federal. Reescalafonamiento. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    El caso no puede ser encuadrado dentro de lo normado por el art. 2 de la ley 24.655, toda vez que, el reclamo principal de la acción es que se le reconozca al actor un cargo más del que ostentaba al momento de su retiro y no el reajuste de su haber jubilatorio que aparece como su consecuencia. Ello es así, desde que el segundo pedido podría tener identidad, solamente, en el caso de que se le reconozca la jerarquía pretendida. Cabe poner de resalto, además, que de la copia de su petición administrativa que acompaña como prueba sólo surge la pretensión de ser re-jerarquizado. Por lo tanto, al ser demandado el Estado Nacional (Policía Federal Argentina) y encontrarse en tela de juicio la actitud adoptada por la institución policial respecto de la denegación un reescalafonamiento, luego de haberse efectuado el reclamo administrativo correspondiente, este proceso puede estimarse comprendido dentro de las causas contencioso administrativas contempladas en el art. 45, inc. a), de la ley 13.998. Máxime, cuando la demanda no se fundó en normas propias del derecho previsional.


    Araujo, Raúl Horacio c/ Ministerio del Interior Policía Federal Argentina


    COMP. 1565, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble c/ Bank of Boston s/ Acción meramente declarativa", Fallos 326:4019.


    Willians, Mirtha c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1642, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.) y Fallos: 327:26 (“Rodríguez Atilana”).


    Vuono, Roberto Horacio y otro c/ Banca Nazionale del Lavoro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1785, XLI, 22 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 327:467.


    Villalobos de Ortiz, María c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02, 471/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1853, XLI, 22 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Demanda. Daños y perjuicios. Sentencia firme. Fuero de atracción. Proceso concursal. Competencia ordinaria. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones se ha dictado sentencia que se encuentra firme, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522.


    Vildoza, Gloria Mercedes c/ Trenes de Bs. As. S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1720, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Vidal, Ricardo Ángel c/ Citibank N.A. s/ Ordinario


    COMP. 1840, XLI, 22 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia provincial. 


    La causa deberá continuar con su trámite en sede local, toda vez que de la exposición efectuada en la demanda se desprende que el pretensor promovió acción con el objeto de ser indemnizado por daños y perjuicios, fundando su reclamo en el derecho común. Asimismo, es menester señalar que la Corte, ha sostenido la invalidez constitucional del artículo 46, inciso 1°, de la ley n° 24.557.


    Soria, Ricardo Javier c/ Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1641, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Incumplimiento del contrato. Corredor inmobiliario. Competencia comercial. 


    El actor en su calidad de agente inmobiliario reclama al Banco de la Nación Argentina el pago del 5% en concepto de comisión que le correspondería por su intermediación como corredor en la celebración de un contrato de locación de un inmueble a favor de dicha entidad financiera. Dicha circunstancia, al estar en juego el cumplimiento de obligaciones emanadas de un acto de naturaleza comercial y/o el cuestionamiento de conductas propias de un agente de comercio, justifica la competencia de la justicia en lo comercial para conocer en el juicio. No modifica la solución el hecho que el Banco de la Nación Argentina -entidad autárquica del Estado Nacional-, sometido exclusivamente a la jurisdicción de excepción, haya sido demandado en autos ya que la contienda se suscita entre magistrados nacionales.


    Scardino, Francisco c/ Banco de la Nación Argentina s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 1488, XLI, 24 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por despido. Derecho laboral. Competencia provincial. 


    El actor formalizó un planteo dirigido al cobro de una indemnización por incapacidad laboral y otra por despido en ocasión de un tratamiento médico. Como surge del escrito inicial tales afecciones responderían a presuntos incumplimientos a reglas de riesgos y seguridad laboral y régimen de contrato de trabajo, en cuyo ámbito se reclamó el abono de las respectivas reparaciones. Así, el sustento del reclamo se encuentra enraizado en cuestiones vinculadas con el derecho del trabajo y la seguridad social. Habiendo la Corte declarado la inconstitucionalidad del artículo 46, inciso 1°, de la ley n° 24.557, y atento a la naturaleza común de la legislación en materia de riesgos del trabajo corresponde dirimir el conflicto señalando que debe continuar entendiendo en la causa la justicia ordinaria provincial.


    Salinas, Miguel Ángel c/ Tucumán S.R.L. s/ lndemnizaciones


    COMP. 1498, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Sentencia firme. Fuero de atracción. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones se ha dictado sentencia que se encuentra firme, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522. Por lo que la presente causa deberá ser devuelta al juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra por la vía prevista en el art. 32 de la ley 24.522 a ejercitar sus derechos en el proceso concursal.


    Russo, Alejandro Fabián c/ Bolos, Rubén Oscar y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1645, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Servicio público. Derecho público. Competencia federal. 


    Cuestiones como las que se plantean en autos conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y decisiones referidas a la prestación de un servicio público que, más allá del carácter del sujeto prestador, se plasman en relaciones regidas o alcanzadas por normas de derecho público federal, motivo por el cual las causas deben tramitar ante dicha jurisdicción ratione-materiae.


    Municipalidad de Brandsen c/ Telefónica Argentina S.A. s/ Medida cautelar


    COMP. 1686, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución de alquileres. Sucesiones. Extinción del fuero de atracción. Competencia provincial. 


    El artículo 3284, inc. 4°, del Código Civil establece que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado en que tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determina esa jurisdicción. Sin embargo, de las actuaciones surge que la deuda -base del trámite ejecutivo- se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante, por lo que cabe considerarla excluida del fuero de atracción mencionado.


    Consorcio Propietario Edificio Pasaje Sacoa c/ Besnosoff, Sara s/ Cobro Ejecutivo


    COMP. 1571, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizando Ricardo s/ cobro de pesos", de conformidad con el dictamen de esta Procuración General.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional c/ Musacchio, Paulino Daniel s/ Devolución anticipada


    COMP. 1692, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Curatela. Residencia habitual. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 127, L. XXXVI, “Alonso Jorge s/ Curatela”, Fallos: 323: 1532.


    M. M., M. A. s/ Curatela


    COMP. 1716, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Quiebra. Pronunciamiento inoficioso. Competencia nacional. 


    La declinatoria fue resuelta por el juez de la quiebra rechazando el planteo, decisión que se halla firme y consentida por el demandado, quien con posterioridad al rechazo de la incompetencia que planteara ante el juez de la quiebra no apeló de tal decisión y solicitó medidas referidas a la continuación del trámite -requerimiento de apertura a prueba del proceso, razón por la cual se tornaba inadmisible continuar con el planteo de inhibitoria que efectuara en extraña jurisdicción resuelto posteriormente; por tanto, dichas actuaciones devenían inoficiosas.


    Industrias Siderúrgicas Grassi s/ Quiebra s/ Incidente promovido por Parecar S.A.


    COMP. 1064, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Deuda. Alumbrado, barrido y limpieza. Fondo permanente para la ampliación de la red de subterráneos. Competencia nacional. 


    Límite para la transferencia de expedientes entre jurisdicciones. Principio de radicación: remisión al precedente de Fallos: 324:2338.


    Resultan aplicables al sub lite las consideraciones vertidas por el Tribunal en el precedente de Fallos: 324:2338, en cuanto a que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes y que el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de “actos típicamente jurisdiccionales”, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces. En dicho precedente, la Corte añadió que las causas en las que ha recaído un acto de este tipo - ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ramos, Dolores Francisca s/ Ejecución fiscal ABL


    COMP. 1816, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Sistema electoral. Cargos electivos. Lista de candidatos. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Inexistencia de requisitos jurisdiccionales: comprobación de oficio.


    La inexistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la del poder de juzgar. Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado.


    Juzgado Electoral, Provincia de Corrientes s/ Planteo negativo de competencia


    COMP. 1417, XLI, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Modificación de la competencia. Radicación del expediente. Actos jurisdiccionales. Juez previniente. Competencia civil. 


    Para la correcta traba del conflicto de competencia, resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición. Sin embargo, tal exigencia no obsta al pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen y, en tales condiciones, considerar trabado un conflicto negativo de competencia, en los términos del art. 24, inc. 7º) del decreto-ley 1285/58. Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los jueces se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes y el límite para la referida transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables.


    GCBA C/ Paolino, Pedro patente Txx 1xx s/ Ejecución Fiscal - Radicación de Vehículos


    COMP. 1782, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 


    El conflicto de competencia que se suscite entre jueces nacionales de primera instancia, deberá encontrar respuesta en la Cámara de la que dependa el que primero hubiese conocido.


    Cubilla Vargas, Asunción c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 (Nación Argentina) S/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 1786, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Caducidad del plan de facilidades de pago. Vencimiento del plazo. Fuero de atracción. Incompetencia. Obligaciones del heredero. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Si la deuda en concepto de Alumbrado, Barrido, Limpieza, Contribución Territorial y Pavimentos y Aceras se devengó con posterioridad al fallecimiento del causante, cabe considerarla excluida del fuero de atracción.


    GCBA c/ Torres, Segundo Estraton s/ Ejecución fiscal ABL


    COMP. 1790, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Ley de emergencia. Actos jurisdiccionales. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 


    Las causas donde ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó. La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Mayorga, Humberto Jesús c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1817, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Oportunidad procesal. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Las contiendas de competencia deben plantearse en la primera oportunidad posible, para su rápida resolución, a fin de evitar un dispendio de actividad jurisdiccional y dar pronta y debida respuesta a los litigantes en cuanto a qué tribunal debe entender. Por ello, elementales razones de economía procesal autorizan a dejar de lado reparos procedimentales y a dirimir la contienda sin más trámite, dado el tipo de proceso dc que se trata y para evitar con ello un dispendio jurisdiccional.


    Levy de Ohana, Emilia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 (Rio Francés) s/ Proceso de Conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 1898, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Incumplimiento del contrato. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Del Río, Gerardo Ramón y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 1901, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Fonoaudiólogos. Impugnación del acto administrativo. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    Al no ser parte ningún organismo nacional, ni estar en juego la aplicación inmediata de normas federales, corresponde a la justicia provincial conocer en el proceso. Por lo demás, el respeto del sistema federal exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que en lo sustancial versan sobre aspectos propios del derecho local.


    Escudero, Gisela M. c/ Colegio de Fonoaudiólogos s/ Amparo


    COMP. 1575, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Bancos comerciales. Restitución de sumas de dinero. Oportunidad procesal. Cámara nacional de apelaciones. 


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Hofman, Diego Martín c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1579, XLI, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Depósito bancario. Oportunidad procesal. Competencia federal. 


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Palacios, Jorge Omar c/ Poder Ejecutivo Nacional. LEY 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 (Francés - HSBC) s/ Amparo


    COMP. 1657, XLI, 23 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    Precedente del fallo Comp. 1645, L. XL, “Moure, Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”.Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Khune, Jorge Eduardo y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo - Ministerio de Economía s/ Amparo


    COMP. 1475, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Medida cautelar autónoma. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Doctor Aníbal c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (RIO) s/ Medida cautelar (Autónoma)


    COMP. 1482, XLI, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Ospital, María Ligia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1487, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Usurpación de inmueble. Intruso. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Si bien el art. 354, inc. 1°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, la Corte sostuvo que dicha norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud. A mayor abundamiento, es dable poner de relieve que la correcta traba de la contienda, según el art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, exige la atribución recíproca de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes.


    Fornelli, Rodolfo Eduardo c/ Ocupantes y/o Terceros de Corvalan 3255 Dpto. 1° -Lanus (E) s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1501, XLI, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Inexistencia de cuestión de competencia. Atribución recíproca de la competencia entre los jueces que debían resolver.


    No se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7º del decreto-ley 1285/58 le confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Proteínas Argentinas S.A. c/ Banco Central de la República Argentina s/ Amparo


    COMP. 1519, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y al de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”. Corresponde a la justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    De Simone, Juan Carlos y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Ordinario


    COMP. 1529, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Corresponde aplicar los criterios definitorios sentados en Fallos 326:4019 (Viejo Roble S.A.), puesto que se encuentra configurada la segunda hipótesis reseñada en el acápite VII de dictamen allí emtido por este Ministerio Público, así como las conclusiones de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Girolli, Marta Luján c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (Bansud) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1531, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    No existe una cuestión de competencia por resolver, pues la planteada lo fue por el tribunal instituido para hacerlo y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58 le confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Pascuzzo, Sergio Elias Jorge y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (FRANCES) s/ Amparo


    COMP. 1533, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.); y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Nicolás, Eduardo Lorenzo c/ Sociedad Militar de Seguro de Vida s/ Amparo


    COMP. 1547, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1400, L. XLI, “Pisciotto, Oscar Alfredo y otra c/ Dirección general de cultura y educación y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Rieger, Eduardo Orlando y otro c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1553, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Cámara nacional de apelaciones. Tribunal de alzada. 


    No se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58 le confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Bernasconi, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo - Ministerio de economía s/ Amparo


    COMP. 1557, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. Reconocimiento. Cargo de mayor jerarquía. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y, después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Corresponde que la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal entienda en una causa en donde se solicita un administrativo que recategorice a un agente en la jerarquía inmediata superior al cargo de comisario inspector. Ello es así, puesto que para resolver la cuestión en debate se deberán analizar cuestiones que se relacionan con facultades inherentes a la Administración, como es la relación de empleo público y, en mérito a ello, puede estimarse incluida entre las causas contencioso administrativas a que se refiere el art. 45 de la ley 13.998.


    Caputi, Luis Donato c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 2726, XLI, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia comercial. 


    A fin de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta, en primer lugar, la exposición de los hechos que la actora efectúa en la demanda (art. 4º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión, así como también la naturaleza de la relación jurídica existente entre las partes.


    OSDE c/ Banco Sudameris (Resolución 46/02 Provincia de San Luis) s/ Amparo Ley 25.561


    COMP. 1345, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Prefectura Naval. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto dicha competencia, de excepción, no responde a un mismo concepto o fundamento. El primero, lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima. El segundo, procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte. Al estar demandado el Estado Nacional por la actuación que se le imputa a una de sus fuerzas de seguridad (Prefectura Naval Argentina), corresponde que la causa tramite ante la justicia federal, ratione personae, sin perjuicio de lo que pueda en definitiva resolverse en cuanto a la procedencia de la acción sobre el fondo del asunto.


    Pisciotto, Oscar Alfredo y otra c/ Dirección General de Cultura y Educación y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 1400, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Facultades de la alzada. Competencia comercial. 


    Cuestión ya resuelta por la Cámara.


    No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Zelkovich, Elena Josefina c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1570/01 y 214/02 (Scotiabank Quilmes S.A.) s/ Amparo


    COMP. 1429, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Opción de competencia. Competencia civil y comercial federal. 


    A fin de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta, en primer lugar, la exposición de los hechos que la actora efectúa en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión, así como también la naturaleza de la relación jurídica existente entre las partes.


    Onabe c/ Galerías Pacífico S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1289, XLI, 30 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 324:2871.


    Fernández, Celedonio c/ Sucesores de Mario Virginio Carlos Bellorini y/o quienes propietarios y/o responsables s/ Laboral


    COMP. 920, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por despido. Choferes. Ministro de economía. Empleo público. Competencia contencioso administrativa. 


    La pretensión de los actores consiste en obtener por parte de su ex empleador, Ministerio de Economía -Estado Nacional-, el pago de las sumas de dinero indemnizatorias por despido derivadas del fondo de reconversión laboral, creado en el marco de la reorganización administrativa del sector público, y cuyo ámbito de aplicación comprende, sustancialmente, a los agentes civiles, militares y de seguridad que integren la administración pública nacional (art. Arts. 6, 9 y 10 de la ley 24.629). Tal materia, posee notas características propias de una relación de "empleo público", por lo que, prima facie, resulta competente el fuero en lo contencioso administrativo para conocer en el juicio.


    Fleitas, Daniel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos s/ Diferencias salariales


    COMP. 1227, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1562, L. XLI, "Círculo de Inversores S.A. de Ahorro p/ fines det. c/ Leguiza, Daniel y otro s/ Ejecución prendaria".


    Leguiza, Nicolás D. y otro c/ Círculo de Inversores S.A. de Ahorro para Fines Determinados – Declarativo – Solicita inhibitoria s/ Remisión a la Excma. CSJN


    COMP. 1401, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Despido. Quiebra. Competencia laboral. 


    Remisión a Fallos 325:154 y 326:4012.


    Enrique, Julio Héctor c/ Industria Metalúrgica Céspedes


    COMP. 1428, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Litisconsorcio necesario. Juez del concurso. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Toda vez que la concursada es codemandada principal en el proceso y que el actor no ha desistido su acción contra ella, antecedente que la convierte en parte obligada e inescindible del proceso, corresponde aplicar el artículo 133, párrafo 2º de la ley 24.522 que establece que, existiendo litisconsorcio necesario respecto de los demandados, la acción debe proseguir ante el tribunal donde esté radicado el proceso universal con la intervención del síndico. En consecuencia, resulta aplicable en la especie la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado.


    Vázquez, María Alejandra c/ Ángel Montalbano S.A. y otros s/ Despido


    COMP. 1430, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acreedor laboral. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Además de lo dispuesto por la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado, procede destacar que la ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en su trámite regular y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya (párrafo 7º de la norma).


    Camarda, Marcela Ángela c/ Clínica de la Comunidad S.R.L. y otros s/ Despido y cobro de haberes


    COMP. 1549, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acreedor laboral. Fallido codemandado. Continuación del proceso judicial. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Procedencia del fuero de atracción en un proceso concursal.


    Si surge de las actuaciones que la fallida es demandada principal en el proceso y al no mediar desistimiento por el actor, tal antecedente la convierte en parte obligada e inescindible del proceso. Al respecto, corresponde poner de resalto que lo dispuesto en el art. 133 de la ley 24.522 es una opción libre del actor que tiene por objeto que se conserve su aptitud para continuar la ejecución contra el codemando no fallido ante el juzgado originario, para lo cual puede o no manifestar su decisión de desistir de la acción contra el fallido, sin perjuicio de verificar su crédito en dicho concurso como lo impone la ley 24.522. Pero si el demandante no renunció en los términos expuestos, independientemente de la existencia de un litisconsorcio necesario, resulta aplicable el fuero de atracción del concurso.


    Blanco, Leonardo A. c/ M.V.D. S.A. y otros s/ Despido


    COMP. 1567, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Fallido codemandado. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Improcedencia del fuero de atracción.


    El artículo 133 de la ley 24.522 establece que cuando el fallido sea codemandado, el actor puede optar por continuar el juicio ante el tribunal de su radicación originaria, desistiendo de la demanda contra aquél, circunstancia que se verifica en el caso de autos.


    South Atlantic S.A. c/ Bonsignori, M. Isabel y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1585, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución de honorarios. Sentencia firme. Apertura del concurso. Competencia provincial. 


    Improcedencia del fuero de atracción: caso en el que se ha dictado sentencia que se encuentra firme.


    No procede el fuero de atracción en el caso en que se ha dictado sentencia que se encuentra firme, ya que importa una excepción a las reglas del fuero de atracción, que como tal sólo pueden hacerse efectivas sobre los juicios que se hallen en trámite, y no sobre aquellos que ya hubiesen concluido con pronunciamientos definitivos.


    Vázquez, Ricardo Raúl c/ Trenes de Buenos Aires s/ Ejecución de honorarios


    COMP. 1587, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Asistencia médica. Responsabilidad de la obra social. Hospitales públicos. Daños y perjuicios. Reparación integral. Daño moral. Daño emergente. Daño psíquico. Competencia civil y comercial federal. 


    Al haberse sustentado la acción en una reparación integral por responsabilidad derivada de la actitud negligente referida en la atención y prevención de la enfermedad que padeciera la actora por parte de los nosocomios en que fuera asistida, entre ellos, un hospital nacional, con fundamento en los arts. 512, 902, 909, 1109 del Código Civil, tal particularidad autoriza a enmarcar a la acción en el ámbito de la justicia civil y comercial federal, máxime cuando, se encontraría, atento a la naturaleza del reclamo, comprometido el patrimonio del Estado Nacional. Por ello, dentro del estrecho marco cognoscitivo en el que se tienen que resolver las cuestiones de competencia y desde que en la pretensión objeto de autos no se encuentre en tela de juicio la responsabilidad civil de profesional médico alguno, resulta competente para entender en la causa la Justicia en lo Civil y Comercial Federal.


    Camnasio, Lidia Susana c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1591, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Mala praxis. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 494 L. XXII, "Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el Personal de ENTEL s/ Ordinario, Fallos 312:1881 y en Comp. 429 L XXXIV "Norma María Maltagliatti de Parodi y otro c/ Rolando Fonseca y otros",Fallos 321:3030.


    C., M. L. c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1592, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Muerte del trabajador. Ley sobre riesgos del trabajo. Pago por consignación. Cuestión de derecho común. Denegatoria del fuero federal. Competencia provincial. 


    Improcendecia de la justicia federal en un supuesto que debe ser reglado según lo establecido en la Ley de Riesgos del Trabajo.


    La Ley de Riesgos del Trabajo regula esencialmente relaciones entre particulares, y de sus preceptos no aparece manifiesta la existencia de una específica finalidad federal para sustentar una declaración de tal naturaleza. Asimismo, la aparición de las aseguradoras de riesgos del trabajo, como nuevo sujeto en los nexos aludidos, lejos de enervar este aserto lo consolida, desde el momento en que aquéllas son "entidades de derecho privado" (ley 24.557, art. 26, inc. 1); por lo que la circunstancia de que la ley haya adoptado formas o bases nuevas para reglar relaciones de derecho privado nacidas de accidentes del trabajo, por ser insuficientes las adoptadas por el Código Civil a las modernas necesidades creadas por el progreso industrial, no le quita ni puede quitarle su carácter de ley común destinada a reglar derechos particulares, cualquiera que fuese la denominación que se les dé.


    La Caja A.R.T. S.A. c/ Sucesores de García Carlos Marcelo s/ Consignación


    COMP. 1643, XLI, 02 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión a los fallos de las causas “Adorno, Mauricia c/ Trenes de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicio –sumario-” y Fallos: 313:1670.


    M., M. L. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1644, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Chiarelli, Luis Alberto y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Amparo


    COMP. 1653, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizando Ricardo s/ cobro de pesos", resuelta de conformidad con el dictamen de esta Procuración General.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional c/ Cocca, Armando Aldo s/ Cobro de pesos


    COMP. 1688, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Sucesiones. Competencia por el territorio. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    De acuerdo con lo dispuesto por los arts. 90, inc 7, y 3284, primera parte, del Código Civil, la competencia territorial en materia sucesoria corresponde a los jueces del lugar del último domicilio del causante, y las excepciones a esta regla deben interpretarse con criterio restrictivo.


    Sanz, Juan Bautista s/ Sucesorio ab-intestato


    COMP. 1689, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Cobertura médica. Competencia federal. 


    La acción de amparo debe seguir con su trámite ante la justicia federal, ya que la acción se dirige contra la empresa, a fin que, en su calidad de prestadora de servicios médicos, cumpla con las prestaciones a su cargo con sustento, esencialmente, en la Resolución N° 201/02 del Ministerio de Salud de la Nación -normativa que fue dictada en el marco de las facultades otorgadas por el artículo 18 del Decreto Reglamentario N° 486/2002 -que declara la emergencia sanitaria nacional- y de la Ley 23.660-, estableciendo un Programa Médico Obligatorio de Emergencia (P.M.O.E.) relativo a prestaciones básicas y esenciales que deberán ser garantizadas por los agentes del seguro de la salud tanto en sus programas de prestación y control, como en sus contratos. Tal cuestión está sujeta a determinación en el caso por el tribunal que entienda en la causa y compromete el estudio de dichos preceptos con influencia decisiva respecto de aquéllas cuestiones concernientes a la "estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos”.


    Joseph, Gerardo c/ Consolidar Salud s/ Sumarísimo


    COMP. 1714, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Curatela. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa “Caimi, José Antonio s/ Internación”, Fallos 312: 1373.


    N., M. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 1727, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Fuero de atracción. Juicios universales. Competencia nacional. 


    Resulta operativo el fuero de atracción que ejerce el concurso preventivo cuando se trata de una pretensión crediticia anterior a la presentación del referido proceso universal, y, aun cuando el mismo se encuentre en la etapa de cumplimiento del acuerdo preventivo homologado.


    Hernández, Jorge Rolando y García, Andrea Carina c/ Obra Social del Personal de la Industria del Plástico y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1783, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Restitución de sumas de dinero. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta la culminación ante el fuero que lo dictó. En este caso, la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite para la transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Val, Celia c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 1503, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Facultades de la alzada. Competencia civil. 


    El conflicto quedó dirimido por la decisión de la Cámara Federal de la Seguridad Social, ya que de ella depende el juez que conoció en primer término de los dos entre quienes quedó trabada la contienda –art. 24, inc. 7° del Decreto-Ley 1285/58-.


    Suárez, Juan D. c/ Orígenes AFJP S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 495, XL, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones el actor promueve ejecución contra la demandada, en razón de un mutuo con garantía hipotecaria, conforme lo establecido por la Corte en autos Comp. 593, L. XXXI, “Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Quiebra c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria”, y en Comp. 1217, L. XL, “Banco de la Nación Argentina c/ Hilados S.A. s/ Ejecución hipotecaria”, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522, por tratarse en el caso de una de las excepciones previstas en su inc. 2°.


    EG3 S.A. c/ Boeri, Juan Carlos y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1724, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Despido. Concursos. Fuero de atracción. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    En autos se demanda por despido contra la entidad en liquidación –proceso de naturaleza universal-, motivo por el cual resulta aplicable la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso en todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Valenzuela, Héctor s/ Inca S.A. s/ Despido


    COMP. 1324, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Interés superior del niño. Competencia provincial. Juez previniente. 


    Corresponde atribuir el conocimiento del juicio al Magistrado de Neuquén, dado de un lado, su condición de previniente en la controversia, y de otro por haberse encontrado en dicha provincia el domicilio de la menor, al igual que el de su madre a la fecha en que la progenitora, decidió abandonar la ciudad, ante las desavenencias que ambas partes denuncian en sus respectivas demandas, y fijar su nuevo domicilio conjuntamente con el de su hija, de un año de edad, en forma posterior al inicio de estas actuaciones en la ciudad de Salta, donde residen sus progenitores, abuelos maternos de la menor, sin permitirle al padre biológico el contacto con su hija hasta el presente.Por lo dicho, y dadas las particularísimas y graves circunstancias de autos, en el marco de la Convención de Derechos del Niño (arts. 3, 6 Y 9 inc. 3°) y de la Ley 24.270, corresponde dirimir la contienda disponiendo que compete al Magistrado de Neuquén, que previno y donde se domiciliaran las partes y la menor almomento del inicio de las presentes actuaciones, proseguir entendiendo en estos actuados, por resultar además la jurisdicción donde tramita actualmente la causa penal incoada por el progenitor de la niña contra su madre, como modo de concentrar en un mismo ámbito cuestiones análogas a fin de evitar se dicten pronunciamientos contradictorios que afecten el interés superior de la menor.


    M. D., F. c/ Z., S. s/ Tenencia


    COMP. 452, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Concursos. Domicilio social. Inscripción de domicilio social. Competencia nacional. 


    Para determinar la competencia en materia concursal, debe considerarse el domicilio inscripto, por tratarse de una sociedad regularmente constituida (conf. Art. 3° inc. 3°, Ley N° 24.522 Y 11 inc. 2°, Ley N° 19.550). Cabe señalar que las normas de competencia de la Ley de Concursos y Quiebras son de orden público y contienen criterios claros de aplicación, por lo que consecuentemente no pueden las partes, ni los tribunales, soslayarlas. Del examen de las constancias agregadas al expediente, surge que al momento en que se promovió el pedido de quiebra y al tiempo de efectuarse la diligencia prevista en el artículo 84 de la Ley N° 24.522, se hallaba subsistente la inscripción registral de la sede social en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; por cuanto la inscripción ante la jurisdicción provincial posterior, fue concedida bajo apercibimiento de ser revocada si en un plazo establecido no presentaban la constancia de baja de la Inspección General de Justicia -en un todo conforme con lo dispuesto por los Arts. 37 y 38 de la Res. Gral. I.G.J. N° 6/80-. No obstante no haberse concluido el referido trámite de cancelación, no fue resuelta la revocación.


    Servi Chaco S.A. s/ Quiebra


    COMP. 1122, XL, 09 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    E.T.A. Libertad S.A. c/ Banco Boston (Sucursal Santiago del Estero) s/ Acción de amparo


    COMP. 1918, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    Precedente del fallo de la causa Comp. 1149, L. XL, “Nieto Adolfo Antonio y otro c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Amparo s/ Ley 25.561”.


    No existe un conflicto de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra entre las facultades que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 confiere a la Corte la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Iglesias, José Rodolfo c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 218, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Madermet S.A. c/ Banco Boston (Sucursal Santiago del Estero) s/ Amparo


    COMP. 1919, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 13; L. XXXVIII “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Maqueira, Carlos Héctor c/ Bank Boston N.A. s/ Acción de amparo


    COMP. 1764, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 131, L. XXXVIII “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Montenegro, Eduardo Gabriel c/ Banco Boston (Sucursal Santiago del Estero) s/ Acción de amparo


    COMP. 1920, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia por conexidad. Lugar del hecho. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. Juez previniente. 


    Las acciones que tramitan en distintos tribunales se originan en un mismo hecho, un accidente de tránsito con el resultado de varias víctimas fatales y que el accionante en la causa en trámite ante el juzgado provincial tiene como demandados a los actores en la causa iniciada en la jurisdicción nacional. Razones de conexidad y seguridad jurídica aconsejan que ambos procesos tramiten acumulados ante un mismo tribunal al existir identidad de sujetos, objeto y causa.


    Roselli, Juan Carlos c/ Velázquez Vera, Roberto Guillermo y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 907, XL, 03 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Sol Producciones Publicitarias S.R.L. y otros c/ Banco Boston (Sucursal Santiago del Estero) s/ Acción de Amparo


    COMP. 1921, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Sucesiones. Etapas del proceso. Competencia provincial. 


    Se advierte que las declaraciones testimoniales producidas en las informaciones sumarias ordenadas en ambos sucesorios - sustanciados en distintas provincias- resultan contradictorias, es más, no se ordenaron en ellas otras diligencias idóneas que acreditaran con certeza el domicilio real de la persona fallecida. Frente a tales antecedentes y dado la falta de precisión sobre el particular de la partida de defunción agregada, resulta concluyente para dirimir el debate el mayor progreso del juicio en trámite en la provincia en que ya se ha dictado declaratoria de herederos, y la circunstancia que ese proceso fuera iniciado por herederos de la persona fallecida.


    Errecalde, Norma Irene s/ Sucesión


    COMP. 1012, XL, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Plan de parentalidad. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Cabe indicar, en primer término, que, el artículo 227 del Código Civil (ley 23.515), establece que las acciones de separación personal, divorcio vincular y nulidad, así como las que versaren sobre los efectos del matrimonio -entre los que se encuentran comprendidos el otorgamiento de la tenencia de los hijos y la fijación del régimen de visitas- deben intentarse ante el juez del último domicilio conyugal efectivo o ante el domicilio del cónyuge demandado. Le asiste razón al Tribunal colegiado toda vez que por ante dicha jurisdicción se radicó el juicio de divorcio vincular y se estableció el otorgamiento de la tenencia y el régimen de visitas, por lo que debe prevalecer por extensión la competencia del citado Tribunal, ya que ello derivará en una necesaria concentración, ante una sola jurisdicción, de todas las cuestiones surgidas de la misma relación matrimonial, y en especial lo referido al menor. 


    G., E. A. s/ Medida tutelar


    COMP. 1325, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Elecciones gremiales. Medidas cautelares. Competencia por conexidad. Competencia nacional. 


    De lo dicho en la demanda surge que el pretensor fue electo como miembro de la Mesa Directiva Nacional (en el cargo de Secretario Administrativo de la Asociación de Empleados de la Dirección General Impositiva). Cabe destacar que esa entidad tiene su domicilio legal en Capital Federal. Además, la designación invocada produce efectos jurídicos de alcance nacional, los que exceden el ámbito territorial al cual el magistrado pretende acotar el debate, al centrar la cuestión en el domicilio real del reclamante. También excede dicho ámbito los efectos del eventual proceder de la autoridad de aplicación que el solicitante procura impedir o enervar con su planteo. La medida cautelar decidida en el juicio del que se corre vista, como la acción de amparo articulada tienen, por su parte, como causa inmediata, las actuaciones radicadas en el fuero laboral y las resoluciones dictadas en dichos trámites cuyas copias lucen en el oficio de inhibitoria, por lo que no puede sostenerse razonadamente.


    Pirovani, Jorge Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recurso s/ Medida Cautelar


    COMP. 1372, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Competencia. Ley de orden público. Pedido de quiebra. Domicilio social. Posterior presentación en concurso preventivo. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las normas de competencia en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes. Es de destacar, también, que la ley 24.522 en su artículo 3° inc. 3°, establece que en caso de concurso de personas de existencia ideal de carácter privado regularmente constituidas, entiende el juez del lugar del domicilio social, el que se debe corresponder con el que consta en la inscripción vigente. El cambio del domicilio social a la provincia de San Luis es concomitante con la decisión de presentarse en concurso preventivo y cuando ya la deudora se hallaba en estado de quiebra en esta Capital, razón por la cual en virtud de lo que surge de los elementos de juicio mencionados y atendiendo a reiterada doctrina de la Corte, el domicilio en la provincia de San Luis que pretende hacer valer el fallido puede calificarse como ficticio, es decir aquél que es sólo aparente y viene a alterar los principios que consagran.


    Tubos Prodinco S.A. s/ Concurso preventivo


    COMP. 1152, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Divorcio. Responsabilidad parental. Tenencias de hijos menores. Plan de parentalidad. Cuota alimentaria. Litispendencia. Competencia nacional. Radicación del expediente. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y, después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento del pedido. El artículo 227 del Código Civil (Ley 23.515), establece que las acciones de separación personal, divorcio vincular y nulidad, así como las que versaren sobre los efectos del matrimonio -entre los que se encuentran comprendidos el otorgamiento de la tenencia de los hijos y la fijación del régimen de visitas- deben intentarse ante el juez del último domicilio conyugal efectivo o ante el domicilio del cónyuge demandado. Consecuentemente, corresponde seguir entendiendo en la presente causa y en sus conexas, al Magistrado a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil N° 106 de Capital Federal, toda vez que por ante dicha jurisdicción se radicó en primer término el juicio de divorcio vincular, y se estableció el régimen de tenencia, visitas, y alimentos.


    W., A. c/ B., J. B. s/ Divorcio


    COMP. 977, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Inhibitoria. Domicilio del demandado. Competencia provincial. 


    De conformidad con lo prescripto por el art. 5 inc. 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde atribuir competencia territorial al juez del domicilio de la demandada en autos, el que coincide con el del banco girado. Ello es así, por cuanto, si bien el contrato de autos se celebró en la provincia de Corrientes, el demandado tiene el domicilio en la provincia de Entre Ríos, lugar donde fue notificado.


    Canti de Meda, Lucrecia E. s/ Planteo de inhibitoria


    COMP. 1318, XLI, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional, ya sea que se encuentre firme o no, deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. El límite para la transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado actos típicamente jurisdiccionales.


    Ruiz Ortiz, Andrés Ricardo s/ Bank Boston N.A. deduce apelación (Artículo 195 bis) en autos: "Ruiz Ortiz, Andrés R. c/ Bank Boston N.A. Sucursal Corrientes"


    COMP. 1482, XL, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Actos jurisdiccionales. Radicación del expediente. Radicación anterior. Competencia provincial. 


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no- deben continuar su trámite hasta la culminación ante el fuero que lo dictó.


    Villaroel, Miguel Ángel s/ HSBC BANK ARG. S.A. s/ Deduce Apelación Artículo 195 bis CPCC en autos: Villaroel Miguel Ángel c/ HSBC BANK ARG. S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 1499, XL, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Derechos creditorios. Lugar de cumplimiento de la obligación. Domicilio del acreedor. Competencia nacional. 


    Con relación a las pretensiones personales fundadas en derechos creditorios de origen contractual, el artículo 5, inciso 3º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece en materia de competencia territorial que el fuero principal está determinado por el lugar en que deba cumplirse la obligación, en tanto surja en forma expresa del convenio o resulte implícitamente establecido conforme a los elementos aportados en el juicio.


    Círculo de Inversores S.A. de Ahorro Para Fines Determinados c/ Leguiza, Daniel y otro s/ Ejecución prendaria


    COMP. 1562, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Seguro de responsabilidad civil. Citación en garantía. Opción de competencia. Domicilio del asegurador. Competencia nacional. 


    En casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados deben optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador (art. 118 de la ley 17.418).En el sub lite los demandantes, en base al domicilio de la empresa de seguros que invocan, eligieron los tribunales de la ciudad de Buenos Aires, jurisdicción consentida por la citada en garantía al contestar la demanda, motivo por el cual el proceso debe quedar radicado en este ámbito territorial.


    Cabral, Mario Zoilo y otro c/ Benítez, Guillermo A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    COMP. 1586, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Cuestión negativa de competencia


    Medidas precautorias. Competencia Civil y Comercial Federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”; a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional, Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Barrionuevo, Jorge c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Medida Precautoria


    COMP. 507, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia Civil y Comercial Federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”; a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional, Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Bosisio, Carlos Pablo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 498, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”; a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ Poder Ejecutivo Naciona, Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Buttacavoli, Calogero y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 565, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Magri, Adalberto Horacio c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 41, XLI, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia


    Fuero de atracción. Exclusión de activos y pasivos. Derecho de preferencia. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    En razón de que la acción está enderezada a cuestionar la regularidad del procedimiento de exclusión de activos del Banco Patricios S.A. -acciones del Banco de Formosa- y sus sucesivas transferencias, respecto de los cuales se pretende ejercer el derecho de preferencia, y que tanto ese demandado, como el Banco Mayo, se encuentran en proceso de intervención judicial y quiebra, respectivamente, a efectos de determinar qué tribunal resulta competente para entender en esta causa, corresponde establecer si el fuero de atracción opera, y en tal caso, hacia cuál de los tribunales donde tramitan dichos procedimiento. Según lo dispuesto por el artículo 35 bis, apartado III, cabe otorgar preeminencia al fuero de atracción de la intervención del Banco Patricios S.A. por sobre el de la quiebra del Banco Mayo, toda vez que la exclusión cuestionada afecta activos que integraban su patrimonio y la atribución de competencia, de conformidad con lo prescripto por los artículos 49 y 51.


    Compañía Inversora de empleados del Banco de Formosa S.A. c/ Banco Patricios S.A. y otros s/ Ordinario


    COMP. 1554, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Cámara de apelaciones. 


    Toda vez que cuando la contienda se suscita entre jueces nacionales de primera instancia su solución corresponde a la cámara de la que dependa el magistrado que primero hubiese conocido.


    Alwya, Nidia s/ Información sumaria


    COMP. 935, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo A. c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Amparo y medida cautelar”.


    Akiki, César J. y otro s/ Bank Boston s/ Acción de amparo


    COMP. 1727, XL, 01 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Avellaneda, Filadelfo c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1708, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Abdul Al, Jorge G c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 325, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Abdul Al, Jorge G. c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 343, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Acosta, Ángel Reimundo c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 226, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Acuña, Carlos c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 289, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Acuña, Catalina Marcelina c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 336, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Adrover, Hugo c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 318, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte tiene dicho que la universalidad del juicio atrae las causas en que el sucesorio o el causante es parte demandada, de modo que el fuero de atracción dispuesto por el artículo 3.284 del Código Civil funciona sólo pasivamente. Dicha circunstancia no se da en el caso, toda vez que conforme surge de las constancias de la causa, la demanda no fue incoada por un acreedor contra el causante, sino por personas que revisten la calidad de herederas en el juicio sucesorio, siendo el objeto principal del proceso obtener una indemnización por daños y perjuicios por muerte del causante ocurrida en accidente de trabajo, razón por la cual no opera el fuero de atracción previsto en el artículo 3284 del Código Civil.


    Cabrera, Carina en representación de su hija menor T.B. c/ Máxima S.A. AFJP y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 217, XLI, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Cambareri, José Luis c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1705, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Castro, Juan M. y otros c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1707, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Acuña, Lorenzo Antonio c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1930, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Aguirre, José c/ Municipalidad de Rosario s/ Ley 24.557


    COMP. 1890, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Álvarez, Víctor Manuel c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1925, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Badin, Pedro A. c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1928, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Balchunas, Juan c/ La Segunda s/ Ley 24.557


    COMP. 1885, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Sentencia firme. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Competencia provincial. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones se ha dictado sentencia que se encuentra firme, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522.


    Caviglia, Angélica R. c/ Terapia Integral S.A.C. s/ Despido


    COMP. 394, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Britos c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1826, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 1132; L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Canteros, Gregorio c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1869, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Carena, Martín c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1931, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Chialina, Marcelo c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1859, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Cerbelli, Ezequiel Francisco c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1.570/01 214/02 (Río) s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 884, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Corvalán, Héctor c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1850, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Cutruneo, Mario c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1819, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acumulación de procesos. 


    Remisión a las consideraciones efectuadas en el dictamen de fecha anterior. Por ello habrá de dirimirse el conflicto, declarando que procede la acumulación de las acciones.


    Emaldi, Verónica c/ Cardozo, Gustavo


    COMP. 1878, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Estado Nacional - Ministerio de Relaciones y Culto c/ Blanco, Carlos s/ Cobro de pesos


    COMP. 73, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Christen, Matilde Alicia c/ Scotiabank Quilmes S.A. sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1701, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fernández, Diego c/ La Segunda s/ Ley 24.557


    COMP. 1828, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Cámara de Apelaciones. Juez previniente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el sub lite hubo una atribución sucesiva de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes, circunstancia que impide que se configure correctamente la traba de una contienda de esa naturaleza, pues para ello es menester que esa atribución sea recíproca. En tales condiciones, debe dirimir el conflicto la Cámara del juez que primero intervino ya que de lo contrario su definición se prolongaría innecesariamente, en desmedro de la pronta terminación de los procesos y de la adecuada prestación del servicio de justicia.


    Ciarrocca, Esther Fortunata c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Francés) s/ Amparo


    COMP. 593, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fernández, Ramón c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1852, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fernández, Edgardo c/ Mapfre A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1857, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fernández, Pedro c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24557


    COMP. 1891, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Freites, Luis c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1929, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gallinger, Manuel c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1936, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gallonetto, Alberto F. c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1836, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gamboni, Osvaldo c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1860, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    García, Néstor c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1926, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ghirardello, Valeria c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1849, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Godoy Rafael A. c/ CNA s/ Ley 24.557


    COMP. 1822, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Godoy, Claudio c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1866, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    González, Héctor Nicolás c/ Federación Patronal A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1935, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Grippo, Oscar c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1900, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Julián, Víctor c/ Liberty s/ Ley 24.557


    COMP. 1871, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Leguizamón, Oscar c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1855, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Mansilla, Ernesto c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24557


    COMP. 1861, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Mansilla, Víctor c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1835, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Martínez, Nicasio c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1824, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Vázquez, José María s/ Cobro de pesos


    COMP. 1419, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 999; L. XXXIX "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Avellaneda, Jorge Diego s/ Cobro de pesos


    COMP. 1420, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Galeano, Dora Elvira s/ Cobro de pesos


    COMP. 1612, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”, de conformidad con el dictamen de la Procuración General.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Poggio, Alberto s/ Cobro de pesos


    COMP. 1765, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Martínez, Héctor s/ Cobro de pesos


    COMP. 1907, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Muñoz, Edgardo Enrique c/ Berkley A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1883, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Norese, Cristián c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1825, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Paz, Gerardo Cristián c/ La Segunda A.R.T. s/ Laboral


    COMP. 1927, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Peralta, César c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1830, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Peressini, Víctor A. c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1881, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pereyra, Saturnino c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1837, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Porta, Luciano c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1823, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ramírez, Rubén c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1821, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Retamozo, Juan de Dios c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1854, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Aguirre, Adelmio Abel c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 259, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Corvalan Olivera, Martha c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del estero s/ Amparo


    COMP. 1715, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Aguirre, Aldo Abel c/ Liberty ART s/ Ley 24.557


    COMP. 389, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Rochetti, Nanci c/ La Segunda s/ Ley 24.557


    COMP. 1884, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Aguirre, Juan Bautista c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 387, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Roldan, José c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1818, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Aguirre, Pedro G. c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 160, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Sentencia firme. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones se ha dictado sentencia que se encuentra firme, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la Ley 24.522.


    Cruz, Enrique A. c/ Terapia Integral S.A.C. s/ Indemnización por despido


    COMP. 271, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Albarez, Juan Carlos c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 257, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Apelación pendiente. Remisión al fallo de la causa "Rezk, Sergio Rubén c / M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento".


    United Games S.R.L. c/ Banca Nazionale del Laboro S.A. s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1438, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Albornoz, Ceferino Francisco c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 143, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Falta de servicio público. Acceso a la justicia. Competencia civil y comercial federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Se trata de una acción incoada por usuarios contra el concesionario, a raíz de una desinteligencia puramente comercial entre ambas partes del contrato, de manera tal que no aparecen cuestionados actos emanados de la Administración Nacional o de entes públicos estatales.


    Currenti, Hugo y otros c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 663, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Almirón, Carlos c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 135, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Alonso Tilatti, Melisa c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 298, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Vázquez, Justo c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1834, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Álvarez, Claudio M. c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 137, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Álvarez, Oscar Alberto c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 123, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Velazco, Mario c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1833, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Álvarez, Roberto c/ Federación Patronal s/ Ley 24.557


    COMP. 307, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Alvez, Juan Carlos c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 157, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Velázquez, Félix c/ Asociart s/ Ley 24.557


    COMP. 1817, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Velázquez, Adrián Osvaldo c/ Luz A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1934, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Villa, Félix Raúl c/ CNA s/ Ley 24.557


    COMP. 1827, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Añasco, Rubén Oscar c/ Omega A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 233, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Aranda, Pedro Ramón s/ Ley 24.557


    COMP. 146, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Zacaro, Rubén c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1829, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Escovedo, Darío c/ Pcia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1820, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Navarro, Juan Carlos c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1933, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Araya, Walter c/ QBE s/ Ley 24.557


    COMP. 235, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Paletta, Christian c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1870, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Altamirano, Diego c/ La segunda A.R.T. s/ Apelación Ley 24.557


    COMP. 1848, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Anselmi, Esther Georgina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1957, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Arredondo, Cayetano c/ Federación Patronal s/ Ley 24.557


    COMP. 301, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1132; L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Aragón, Claudia c/ Prevención A.R.T. s/ 24.557


    COMP. 1795, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Avalos, Luciano c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1853, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Astudillo, Lucas A. c/ CNA A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 173, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Más allá de que el objeto de la presente acción de amparo quedó concluido con la sentencia de la medida cautelar, la actora pretende percibir sumas de dinero embargadas, respecto de las cuales aún no se ha dictado sentencia ejecutiva, razón por la cual, de conformidad con el apartado 1° del artículo 21 de la ley 24.522 le corresponde al juez del concurso dictarla; o en su caso, conducir tal reclamo por la vía de verificación de crédito y dentro del marco del juicio universal. Así sucede por resultar aplicable en la especie la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado.


    Bianchi, Leonor M. c/ Clínica Privada Santa Ana s/ Amparo


    COMP. 68, XLI, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Aubel, Isidoro c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 136, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Quiebra. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    En los casos en que la actora ejerce su derecho de optar por continuar el juicio contra el codemandado fallido, resulta aplicable el artículo 133, párrafo 2° de la Ley 24.522 que dispone que en estos casos, la acción debe proseguir ante el tribunal donde esté radicado el proceso universal con la intervención del síndico. Ahora bien, desde que no se encuentra dilucidado con certeza si el crédito pretendido está comprendido en el marco del artículo 35 bis de la Ley 25.780 de Entidades Financieras, y siendo que se demanda a una entidad bancaria en estado de falencia, resulta aplicable la regla del fuero de atracción que establece los efectos que se derivan de la declaración de quiebra en cuanto resultan atraídas por el juicio universal todas las causas de contenido patrimonial iniciadas contra el fallido, con las únicas excepciones previstas en el artículo 132 de la Ley 24.522.


    De Arza, Andrea y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1283, XL, 01 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Byrnes, Juan José c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1896, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Coveri, José Luis c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1862, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión a la sentencia dictada en autos Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    De la fuente, Miguel c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1851, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Del Valle, María Virginia y otra c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1719, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”, resuelta de conformidad con el dictamen de esta Procuración General de la Nación.


    Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ González, Alejandro s/ Cobro de pesos


    COMP. 542, XLI, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Fernández, Graciela E. c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1716, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Devolución del expediente. Cámara federal. Competencia previsional. 


    Cabe señalar que no existe en el sub-lite una contienda que como tal amerite la intervención de la Corte. Ello así, en tanto la decisión del conflicto de competencia negativa planteado en estas actuaciones corresponde a la "Cámara de que dependa el juez que primero hubiera conocido" (art. 24, inc.7° del decreto-ley 1285/58, según texto del artículo 2° de la Ley 21.708).


    Franco, Nemesio y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 681, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión a los fallos de las causas “Rodas Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano” y Fallos: 325: 154.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Odisa Obras de Ingeniería S.A. s/ Ejecución fiscal – Plan de facilidades


    COMP. 1410, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Feriozzi, Miguel A. c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1831, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Fontana, Alberto c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1804, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Vega, Alberto c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1786, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Giménez, Héctor c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1898, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Godoy, Ismael c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1893, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Segura, José c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1886, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Espíndola, Domingo c/ La Segunda s/ Ley 24.557


    COMP. 1790, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Pereyra, Diego c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1873, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Pérez, Machado c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1832, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Gorosito, Vicente c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1838, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Martínez, Pablo c/ Prevención s/ Ley 24.557


    COMP. 1901, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Fortuna, Enrique c/ Berkley A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1863, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Horvath, Juan c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1865, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Testoni, Miguel c/ Asociart s/ Ley 24.557


    COMP. 1876, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    García, Carlos A. y otra c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1720, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Ramos, Adolfo c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1899, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Pedraza, Gustavo c/ Federación Patronal s/ Ley 24.557 Articulo 46


    COMP. 1894, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    López, Juan c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1856, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Fernández, Ramón c/ CNA s/ Ley 24.557


    COMP. 1875, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    García Monteavaro, Rodolfo Jorge y otro c/ Poder ejecutivo Nacional


    COMP. 765, XLI, 17 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La presente controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir La Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, desde que el conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativa Federal que resolvió la contienda planteada entre magistrados nacionales de primera instancia.


    Madrisevich, Enrique c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 65, XLI, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Suáez, Vicente R. s/ Ley 24.557


    COMP. 1847, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    García, Miguel c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1877, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Gómez, José c/ Berkley A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1888, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Aguirre Amelia c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1882, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    García, Santiago c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1858, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”, a Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ proceso de conocimiento".


    García, Alberto Omar y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 893, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Fernández, Genaro c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1895, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Doria, José L. c/ Federación Patronal A.R.T.


    COMP. 1897, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Martínez, Jorge c/ Liberti A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1878, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Flores, Walter c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1902, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Alvarado, Rafael c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1887, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Lezcano, Víctor c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1879, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Vega, Ramón c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1872, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Escobar, Eliseo c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1892, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Varela, Diógenes c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1932, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Palombo, José c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1867, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Devolución del expediente. 


    No se advierte en el sub-lite la configuración de una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, toda vez que no surge de los presentes obrados que el magistrado a cargo del Juzgado Federal de la provincia de Santiago del Estero se hubiera expedido respecto de la atribución de su competencia.


    Guimar, Miryam c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1712, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Hoffman Astrid, Susana c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561


    COMP. 434, XLI, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. 


    No existe un conflicto que deba resolver la Corte, toda vez que ya lo hizo el tribunal instituido para ello, pues no se encuentra dentro de las facultades que el artículo 24, inc. 7° del Decreto-Ley 1285/58 confiere al máximo tribunal, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Industrias Nor Bur S.A. c/ Estado Nacional, Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 515, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Juez previniente. 


    Ante la atribución sucesiva de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes, circunstancia que impide que se configure correctamente la traba de una contienda de esa naturaleza, pues para ello es menester que esa atribución sea recíproca, el conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino, ya que de lo contrario la definición de la contienda se prolongaría innecesariamente, en desmedro de la pronta terminación de los procesos y de la adecuada prestación del servicio de justicia.


    Julien, Carlos Alberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 564, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ávalos, Justino S. c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 337, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ávila, Ernesto Guillermo c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 130, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ávila, Marcelino c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 134, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Concursos. Orden público. Competencia por el territorio. Competencia civil y comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las normas de competencia en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes. Asimismo, procede señalar que la Ley 24.522 en su art. 3° inc.1°, establece que cuando el sujeto comprendido sea una persona de existencia visible, será competente el juez del lugar de la sede de administración de sus negocios y a falta de éste el del lugar de su domicilio.


    Legaspi, Julio C. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Ortega, Maite


    COMP. 396, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos 325:154 y 326:4012.


    Lerins S.A. c/ Compusearch S.A. s/ Ejecutivo


    COMP. 505, XLI, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    López Vesschemont, Carlos Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561


    COMP. 597, XLI, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Sentencia definitiva. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Competencia provincial. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones se ha arribado a un acuerdo que ha sido homologado, y que el mismo tiene carácter de sentencia conclusiva del proceso, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522.


    Mancini, Margarita c/ Terapia Integral S.A.C. s/ Despido


    COMP. 395, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Cámara Federal de Apelaciones. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del Decreto Ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Barrionuevo, Carlos Alberto c/ Ministerio de Desarrollo Social de la Nación s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 1757, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Cámara de apelaciones. 


    Surge de las presentes actuaciones que se interpusieron recursos de apelación contra la sentencia dictada en autos, que fueron concedidos y se encuentran pendientes de tratamiento. La Corte tiene dicho, que en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes. Por otro lado, la regla del fuero de atracción solo puede hacerse efectiva sobre los juicios que se hallen en trámite, situación que no se verifica en el sub-lite, donde ha recaído sentencia que pone fin al proceso, sin perjuicio de que el actor solicite -si corresponde- la ejecución de la misma mediante el trámite de verificación de su pretensión en el trámite concursal.


    Barrios, Juana c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A.


    COMP. 1505, XL, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Basualdo, Víctor Mario c/ Berkley A.R.T. s/ Ley 24.557 Artículo 46


    COMP. 165, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Baute, Alejandra c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 145, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Belingheri c/ Federación Patronal A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 133, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Más, Rubén José y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1.570/01, 214/02 (Galicia) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 763, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Bellomo, Máría del Carmen c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 126, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 622, L. XXXV, “Peralta, Juan José y otros c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios”, de conformidad con el dictamen de esta Procuración General.


    Mazzoni, Rodolfo E. c/ I.S.S.B. s/ Cobro de Pesos


    COMP. 74, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Bernardi, Galileo c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 246, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. 


    Remisión a Fallos 325:154; 326:412.


    Mieres, Diego D. c/ Concesionaria Transportes Metropolitanos General Roca


    COMP. 80, XLI, 17 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Ventura, Mulleady, Ricardo s/ Cobro de Pesos


    COMP. 370, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, “Melli, Hugo A. c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Amparo y medida cautelar”.


    Molina, Alicia c/ Galicia Retiro Compañía de Seguros S.A. s/ Medidas preparatorias


    COMP. 437, XLI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Montenegro, Pedro Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional


    COMP. 594, XLI, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Mulki, Víctor Moises c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1709, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Economía procesal. Prórroga de la competencia. Competencia contencioso administrativa. 


    No se halla discutida la competencia por razón de la materia, la cual conforme a la naturaleza de las normas es de carácter federal y por tanto aplicable en virtud de ello lo decidido por la Corte, a lo que cabe remitirse al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”. En cuanto a la competencia por razón del territorio, cabe señalar que en orden a lo dispuesto por el artículo 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, al tratarse de cuestiones patrimoniales ésta puede ser prorrogada.


    Noack, Ursula G. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de inconstitucionalidad


    COMP. 397, XLI, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Bertossi, Hugo c/ CNA Omega A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 116, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Sentencia firme. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas “Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportivo Italiano” y Fallos: 325:154.


    Depósitos Generales de Zona Franca S.A. c/ Weland S.A.


    COMP. 1116, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Bettiol, Isidoro Dante c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 229, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Seguro de vida obligatorio. Agentes de la administración pública. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que a fin de resolver las cuestiones de competencia ha de estarse a la exposición de los hechos realizada en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Con arreglo a ello, el reclamo del actor persigue la revisión de un contrato de seguro de vida colectivo obligatorio instituido en el marco de las previsiones contenidas en las leyes 13.003 y sus modificatorias 14.003 y 14.364. Dicho tema se encuentra enraizado en cuestiones directamente vinculadas con aspectos que hacen a la Interpretación y aplicación de dispositivos legales reglamentarios de un contrato de seguro comprendido en el ámbito del derecho comercial, materia que compromete su análisis con influencia decisiva. Sin embargo, la relación jurídica que vincula a las partes es encuadrada en el marco de los preceptos contenidos en el artículo 95 del decreto N° 1588/80 (reglamentario de la ley 13.003) que estipula el fuero federal.


    Loto, Teresita del Valle c/ Caja de Seguros de Vida S.A. s/ Seguro de vida obligatorio


    COMP. 1096, XL, 11 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Benitez, Graciela c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1552, XL, 07 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Concursado codemandado. Fuero de atracción. Juicios universales. Competencia comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pretensión. Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. La presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial, por lo cual deberá continuar su trámite donde se halla radicada la quiebra del codemandado.


    Montaña, Ismael c/ Luis Moraschi S.A. y otro


    COMP. 1259, XL, 07 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Saavedra, Esther c/ Estado Nacional s/ Dda declarativa de certeza


    COMP. 1066, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Incapacidad. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 315:2963, “González, Hipólito s/ Protección de personas”.


    R., J. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 1533, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia comercial. 


    En el sub-lite no se ha configurado una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto por el artículo 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58, toda vez que la contienda planteada entre dos jueces nacionales de primera instancia fue resuelta por la Cámara del tribunal que previno.


    Gil, Carlos E. c/ Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial s/ Amparo


    COMP. 1167, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Pericas, Mario E. c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1702, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Prosinf S.C. c/ Scotiabanck Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo


    COMP. 1711, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Billena, Walter L. c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 178, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Biscoglio, Diego c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 189, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Blanco, Bonifacio c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 183, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Bogado, Juan A. c/ Liberty s/ Ley 24.557


    COMP. 156, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Bonetto, Daniel A. c/ Boston Compañía Argentina de Seguros s/ Ley 24.557


    COMP. 114, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Bragos, Raúl O. c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 383, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Brest, Ramón A. c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 168, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Broin, Tomás A. c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 255, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Broin, Tomás A. c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 260, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Quiroga, Luis Marcelo c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero del Estero s/ Amparo


    COMP. 1706, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Bustos, Rosa Jacinta c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 326, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Bustos, Rosa Jacinta c/ Liberty A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 332, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Raab de Álvarez, Delia y otro c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1713, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Cabral, Hugo Daniel s/ Ley 24.557


    COMP. 243, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Rampone, Silvia P. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 767, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Caminos, Carlos c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 297, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Cantero, Andrea c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 335, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Caporella, Edgardo J. c/ La Holanda Sudamericana Compañía de Seguros Limitada s/ Ley 24.557


    COMP. 285, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Carlovich, José R. c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 280, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Carreras, Miguel A. c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 223, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Recalde, José Alejandro c/ Scotiank Quilmes S.A. sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1714, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Cámara Nacional de Apelaciones. Juez previniente. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del Decreto Ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Cejas, Osvaldo René c/ Banco Hipotecario Nacional y otros s/ Acción declarativa


    COMP. 1758, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Suministro de energía eléctrica. Pesificación. Pacto de jurisdicción. Entes reguladores. Causas regidas por normas federales. Actividad comercial. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte señaló que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción responde a distintos fundamentos. Así, el primero lleva el propósito de afirmar las atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que el segundo procura asegurar esencialmente la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros. Habida cuenta de ello, el proceso corresponde a la justicia local, pues no se configura ninguno de los supuestos para que proceda la jurisdicción federal ratione personae o ratione materiae. 


    Central Térmica Güemes S.A. c/ Empresa Distribuidora de Electricidad s/ Medida cautelar


    COMP. 1335, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Rocha Araujo Laurentino y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 881, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ciancia, José Blas c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 247, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Civico, Ricardo c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 290, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Codazzi, Julio C. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1617, XL, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Colonna, Miguel Ángel c/ CNA A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 225, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Rovito, Oscar E. c/ Estado Nacional y otros


    COMP. 360, XLI, 17 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Cona, Francisco J. c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 342, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Saldoval de Barbieri, Norma y otro c/ Scotiabank Quilmes S.A. Sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1718, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Contreras, José Luis s/ Apelación dictamen médico


    COMP. 175, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Corajuria, José María c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires y otro s/ Amparo


    COMP. 1653, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Córdoba, Emilio c/ Mapfre A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 119, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Coronel, José c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 113, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Coronel, José María c/ Mapfre A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 287, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Correa, Sergio c/ Guspi, Fernando s/ Ley 24.557


    COMP. 111, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Cortez, Julio César c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 253, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Corvalán, Francisco c/ Federación Patronal s/ Ley 24.557


    COMP. 299, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Costa, Marcelo s/ Apelación de dictamen


    COMP. 330, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Darrichon, Emilio O. c/ La Holando Sudamericana A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 321, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Juez previniente. Cámara Federal de Apelaciones. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del Decreto Ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Demetrio Yasco, Héctor c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro en Liquidación s/ Seguro de vida obligatorio


    COMP. 77, XLI, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Díaz, Bernardino c/ Omega s/ Ley 24.557


    COMP. 300, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Díaz, Evangelisto c/ Boston Compañía de Seguros s/ Ley 24.557


    COMP. 305, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Díaz, Julio Daniel c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 302, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Díaz, Roque Rafael c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 331, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Díaz, Rubén Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 71, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Domenech, Hugo R. c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 346, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Domínguez, José Luis c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 182, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Duran, Graciela c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 144, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Echavarría, Ernesto c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 263, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 1281, L. XL, "Hidalgo, Enrique José y otros c/ EN CNAS s/ Proceso de conocimiento”.


    Eckerdt, Alberto c/ C.N.A.S. - Decreto 1.548/77 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1729, XL, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Escalante, Marcelino c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 306, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Espíndola, Oscar Enrique c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 251, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Etchecopar, Abel c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 258, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fabro, José G. c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 319, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Fagian Brian, Teresa Mabel c/ Estado Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 392, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fernández, Néstor c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 179, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fernández, Salvador c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 180, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ferreira, Bernabé c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 185, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ferreyra, Cristian Odilio c/ Provincia s/ Ley 24.557


    COMP. 170, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ferreyra c/ La Segunda s/ Ley 24.557


    COMP. 312, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ferreyra, María I. c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 230, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fischer, Miguel c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 313, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Flores, Hugo c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 231, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fonzo, Roque c/ La Caja s/ Ley 24.557


    COMP. 140, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fortunato, Gustavo D. c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 339, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Franco, Alcides c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 127, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Freites, Sandra M. c/ Luz A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 308, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Fucci, Néstor c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 314, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gagliardi, Alejandro J. c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 348, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gangemi, Mirta Andrea c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 232, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    García, Jorge c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 315, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    García, José M. c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 154, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    García, Sebastián c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 240, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Garea, Mario Alberto c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 124, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Garnica, María Graciela c/ Berkley A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 245, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gastaldi, Juan C. c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 328, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gauna, Claudio c/ Provincia s/ Ley 24.557


    COMP. 303, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gauna, Gerardo c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 132, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Salvatore, Teresa Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1703, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Parcker, Juan Carlos c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1802, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. 


    Cuestión ya resuelta por el superior común: improcedencia de la Corte.


    Santiago Enderiz, Maximiliano Ezequiel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 497, XLI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa “Guillen, Alejandro c/ Estrella del Mar y otros” (Fallos: 319:2844).


    Sastre, Diego A. c/ Turismo Sanso Estudiantil S.R.L. y otro s/ Despido


    COMP. 81, XLI, 24 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Desde que no se encuentra dilucidado con certeza si el crédito pretendido en autos está comprendido en el marco del artículo 35 bis de la Ley 25.780 de Entidades Financieras y advirtiéndose que en los presentes obrados se demanda a la fallida, resulta aplicable la regla de fuero de atracción que establece los efectos que se derivan de la declaración de la quiebra en cuanto resultan atraídas por el juicio universal todas las causas de contenido patrimonial iniciadas contra el fallido, con las únicas excepciones previstas por el artículo 132 de la Ley 24.522.


    Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1710, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Mullo, Alberto José c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1798, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Miño, Faustino c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1807, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Michalek, Oscar c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1779, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Proceso de conocimiento. Competencia nacional. 


    No existe un conflicto que deba resolver la Corte, cuando ya lo hizo el tribunal instituido para ello, pues no se encuentra dentro de las facultades que el artículo 24, inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58 confiere al máximo tribunal, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Sumicky, Renee c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (Francés) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 500, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Giménez, Walter A. c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 284, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Díaz, Orlando Roberto c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1800, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Godoy, Miguel Ángel c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 378, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Godoy, Pedro c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 311, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos 326:4019 (Viejo Roble S.A.) y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Trilnick, Carlos Florentino y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1.570/01 214/02 (Sudameris - BNP) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 875, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Correa, Tolentina c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1774, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Cichero Santos c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1789, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Chirino, Néstor c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1949, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gómez c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 316, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gómez, Jorge A. c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 141, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gómez, Juan c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 139, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gómez, Juan Carlos c/ Provincia s/ Ley 24.557


    COMP. 304, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gómez, Silvia Nora c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 278, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Gómez, Silvia Nora c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 288, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    González, Hugo s/ Apelación dictamen médico


    COMP. 309, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    González, María C. c/ Mapfre A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 118, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Chacon Caballero, Juan R. c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1948, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Cacere, Ángel c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1791, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa "Giordano Noemí c/ P.E.N. -BEO- Columbia S.A. s/ Amparo".


    Greco, Jorge Esteban c/ Banco de la Edificadora de Olavarría S.A. Sucursal Saladillo s/ Sumarísimo


    COMP. 1200, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Benevento, Gabriel c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1778, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa S.C. Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Hernández, Jorge Daniel c/ Consolidar A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 322, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso de apelación. Pronunciamiento inoficioso. 


    Previo dictaminar se solicita informe sobre actos jurisdiccionales en la causa.


    HSBC Bank Argentina S.A. s/ Deduce apelación Artículo 195 bis Código Procesal Civil y Comercial de la Nación en autos: “Villaroel, Miguel Ángel c/ HSBC Bank Argentina S.A. s/ Sumarísimo”


    COMP. 1499, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Humere, Víctor J. c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 164, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Bellomo, María Del Carmen c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1796, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Amarilla, Domingo c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1771, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Casco, Juan c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1806, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Carullo, Claudio c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1787, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Zarba, Silvia Marcela c/ Scotiabank Quilmes S.A. sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1704, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Servidumbres. Indemnización. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia federal. 


    No se presenta una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, toda vez que el ente ya agotó su intervención motivo por el cual este juicio no puede seguir tramitando allí y debe volver al juzgado federal para que resuelva lo que corresponda de acuerdo con la etapa procesal en que se encuentra.


    Agüero, Rogelio c/ Transportadora Gas del Sur S.A. s/ Sumario


    COMP. 1233, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Precedente de Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Janeiro, María Gabriela c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Sumarísimo


    COMP. 1600, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Juárez, Federico c/ Liberty s/ Ley 24.557


    COMP. 252, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Kraljevich, Cristina A. c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 237, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Lara, Oscar S. c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 109, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1281, L. XL, “Hidalgo, Enrique José y otros c/ EN CNAS s/ Proceso de conocimiento”.


    Lazcano, Julia Susana c/ Estado Nacional - CNAS s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1615, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Leaniz, Carlos Alfredo c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 228, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Lofredo, Carlos A. c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 345, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Lola, Roberto Tomás c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 279, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Lombardi Romero, María Cristina c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 382, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Conciliación laboral. Ejecución del convenio. Competencia laboral. 


    Inicialmente cabe advertir que, no obstante que se presentó en la causa el desistimiento del proceso por parte de los accionantes, debe igualmente dilucidarse lo concerniente a la competencia, desde que, de conformidad con el artículo 304 del CPCCN, subsisten, aún, actos jurisdiccionales sobre los cuales se debe resolver. Cabe decir que lo que se pretende aquí no es otra cosa que la ejecución de un convenio de neto corte laboral, razón por la cual corresponde la intervención del fuero del trabajo, desde que dicho planteo resulta alcanzado por las previsiones en materia de jurisdicción de la norma foral respectiva (v. arts. 20, 21 inciso d), 139 y concordantes de la Ley 18.345), sin que obste a ello que la homologación del mencionado pacto cumpla o no las exigencias del artículo 22 de la ley 24.635, toda vez que dicho acto no es decisivo para determinar materialmente la jurisdicción.


    Aquaviva, Sandra y otros c/ Guerrero Von Schmeling, Rafael


    COMP. 1062, XLI, 23 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    López, Ricardo Ramón c/ La Construcción A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 262, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de trabajo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, "Canepa Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios".


    Corresponde poner de resalto que, conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado donde tramita proceso universal todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. En consecuencia, la presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida está referida a un reclamo de contenido patrimonial, ello sin perjuicio de la procedencia de la inconstitucionalidad de la ley 24.557 solicitada por el actor, respecto de la cual corresponderá que se expida al tribunal que finalmente resuelva en la causa.


    Araujo, José Luis c/ Alpargatas Calzados S.A. y otra s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1102, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Apropiación indebida de recursos de la seguridad social. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    El objeto del juicio es recuperar sumas de dinero, en virtud de una deuda reconocida -en principio-por el cobro indebido de un haber previsional; y desde que el actor basó su pretensión exclusivamente en normas de derecho civil, ello excluye de la litis a los juzgados de la Seguridad Social (artículo 2 de la ley 24.655). Por otro lado, y en orden a la naturaleza jurídica del organismo accionante -órgano descentralizado en jurisdicción del Ministerio de Trabajo - Secretaría de Seguridad Social (decreto 2741/91) -, corresponde la adjudicación del caso al fuero federal, en virtud de la persona.


    ANSES c/ García, Marisa Silvia s/ Cobro de Pesos


    COMP. 1216, XLI, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Lucero, Armando c/ Unión Berkley Companía de Seguros S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 388, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Lugo, Ramón S. c/ Liberty A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 158, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Lugo, Valentín s/ Apelación dictamen comisión médica


    COMP. 172, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, “De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad”.


    Lungo, Haydée María y otros c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 210, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Malaquia, Jorge Alberto c/ CNA A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 386, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Mancuello, Héctor c/ Federación Patronal s/ Ley 24.557


    COMP. 151, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Excepción de incompetencia. Juicio ejecutivo. Juicios en que la Nación es parte. Entes autárquicos nacionales. Competencia ordinaria. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que la competencia federal establecida para los supuestos en que la Nación o una de sus entidades autárquicas sean parte en un pleito, es renunciable a favor de la justicia provincial y los particulares carecen de interés jurídico para oponerse a ello, toda vez que se trata de un privilegio que sólo a aquéllas concierne. Por otro lado, cabe destacar que el artículo 27 de la Ley 21.799 establece que el Banco Nación está sometido exclusivamente a la jurisdicción federal. A su vez dispone que cuando sea actor en juicio la competencia federal será concurrente con la justicia ordinaria de la provincia. En tal orden de ideas, cabe indicar que la acción fue iniciada por el Banco Nación ante los tribunales de la provincia del Chaco contra vecinos de esa provincia. En tal situación, toda vez que a los particulares no le es dado declinar los tribunales de su propio fuero, el derecho a la jurisdicción federal es una prerrogativa que, en el caso, sólo podía se


    Banco de la Nación Argentina - Suc. Resistencia c/ Ramirez, Oscar Felipe y otro s/ Ejecutivo


    COMP. 508, XLI, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Astudillo Amador R. c/ La Caja A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 1480, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Marconi, Pedro c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 184, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Marega, Rubén Alfredo c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 283, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    AFIP. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Tribunal de alzada. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución. Competencia de la Cámara Federal de la Seguridad Social.


    Según jurisprudencia de la Corte, en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso. Cabe aclarar que el fuero de atracción sólo puede operar después de la intervención del tribunal de alzada y en el supuesto de que éste confirmara la decisión de la AFIP, recién se habilitaría el fuero de atracción, debiéndose remitir el juicio al tribunal del concurso. Consecuentemente, hasta el dictado de la sentencia definitiva del tribunal de revisión, la causa deberá continuar en dicho ámbito; es decir, que corresponde el tratamiento del recurso pendiente por la Cámara Federal de la Seguridad Social, y, en el supuesto de confirmar la resolución de la AFIP, el juicio deberá remitirse al juzgado del concurso para su ulterior trámite.


    Baterplac S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    B. 1492, XL, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Marquez, Eduardo c/ Berkley s/ Ley 24.557


    COMP. 224, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Martínez, Juan Julio c/ Union Berkley Compañía de Seguro S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 239, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Martínez, Miguel c/ La Segunda s/ Ley 24.557


    COMP. 256, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Mendoza, Carlos A. c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 317, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1.132; L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Miglia, Ernesto H. c/ Consolidar A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 341, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Milanese, Gerardo c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 159, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Barazzuol, Javier Omar c/ Omega A.R.T. s/ Ley 24557


    COMP. 1479, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Mogliani, Rubén Oscar c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 373, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Molina, Enrique c/ Berkley International A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 138, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Molina, J. L. c/ La Caja s/ Ley 24.557


    COMP. 161, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX,“Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Molinari, Carlos Manuel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 361, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Concurso preventivo. Desplazamiento de la competencia. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa "Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro".


    Conforme a lo normado por el Artículo 21 de la Ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte.


    Bissu, Sara y otros c/ Canton, Arturo y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 106, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Campagna, Carlos c/ Consolidar Cía. de Seguros de Retiro S.A.


    COMP. 1111, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Montenegro, Máximo c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 153, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Núñez, Ramón B. c/ Omega A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 333, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Núñez, Daniel c/ La Caja s/ Ley 24.557


    COMP. 120, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Obano, Hugo c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 107, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Obregón, Estanislao c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 121, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Olivero, Miguel Ángel c/ La Holando Sudamericana A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 176, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Olmedo, Jesús Oscar c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 117, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Olmos, Juan Antonio c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 381, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Oronao, Rubén Carlos c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 349, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Ortiz, Juan G. c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 375, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Orue, Oscar César c/ Omega A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 320, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Osuna, Eduardo c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 327, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Oviedo, Edgardo c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 379, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pagani, Fernando Salvador c/ Consolidar A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 347, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Paniagua, Nélida D. c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557 Artículo 46


    COMP. 338, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Panuccio, Alejandro c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 166, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pascucci, Víctor Daniel c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 244, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Peralta, Edgardo c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 238, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Peralta, Valeria Soledad c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 148, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pérez, Daniel c/ La Segunda s/ Ley 24.557


    COMP. 222, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pérez Dila, María c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 163, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pérez, Mirta Susana c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 281, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pianasqui, Ramón c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 155, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Reajuste de precios. Prórroga de la competencia. Competencia provincial. 


    Cabe señalar, en primer término que la Corte tiene reiteradamente dicho que cuando el fuero federal está establecido ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los supuestos en que ella sea explícita o resulte necesariamente de la prórroga de la jurisdicción operada en la causa. También tiene dicho que la jurisdicción territorial es prorrogable (art. 2, del Código Procesal Civil y Comercial) y que a los fines de la dilucidación de la controversia ha de estarse a la competencia por razón del lugar convenido por los contratantes. Ahora bien, surge de las constancias de la causa que las partes al suscribir el contrato de compra-venta acordaron someterse a los tribunales ordinarios provinciales. Consecuentemente, la presente causa deberá quedar radicada ante la justicia local, toda vez que las partes prorrogaron el fuero federal que hubiera correspondido en razón de su distinta vecindad.


    Chacón, Leonardo s/ Inhibitoria


    COMP. 955, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Pianasqui, Ramón c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 374, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pierantoni, Jorge A. c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 112, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pierantoni, Jorge c/ Libert A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 276, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia por conexidad. Competencia de la Corte Suprema. 


    Corresponde a la Corte el examen de la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos, en su carácter de juez de la causa. No obstante, en la causa donde se pretende acumular, la Corte rechazó la medida cautelar solicitada por la actora para que la Provincia se abstenga de iniciar acciones contra ella, con fundamento en que tales procesos, no suspenden los cobros fiscales, habida cuenta de la presunción de legitimidad que tienen los actos administrativos o legislativos de los cuales emanan dichos títulos.


    Chubut, Provincia del ( Dirección General de Rentas) c/ Argencard S.A. s/ Ejecución fiscal


    C. 1193, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pimentel, Daniel c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 162, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pintos, Luis Alberto c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 264, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pintos, Osvaldo M. c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 149, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Piovano, Luis Alberto c/ CNA A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 122, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Sentencia firme. Extinción del fuero de atracción. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones se ha dictado sentencia que se encuentra firme, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la Ley 24.522.


    Eiras, Claudio c/ Scrinzi de Eiras, Claudia


    COMP. 1115, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Ponce, Sergio Oscar c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 352, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ponzio, César c/ La Caja s/ Ley 24.557


    COMP. 167, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Pozzi, Arnaldo R. c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 377, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Pugliese, Ricardo c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 131, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, “De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad”.


    Quiroz, Rufino Elpidio c/ SOMISA (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Incidente


    COMP. 209, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Quiroz, Jorge Adrián c/ QBE A.R.T. s/ Apelación dictamen médico


    COMP. 261, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Sucesiones. Heredero único. Domicilio del causante. Juez previniente. 


    Es doctrina establecida por la Corte que el art. 3285 del Código Civil sólo fija la jurisdicción del juez al que corresponde entender en aquellas acciones personales que se dirijan contra el heredero único que hubiere aceptado la herencia, precepto que no altera lo dispuesto por el artículo 3284, primer párrafo, del Código Civil que prevé que el proceso sucesorio debe iniciarse y tramitar ante el juez del último domicilio del causante, sin que ello obste la existencia de un heredero único con distinto domicilio, como ocurre en el presente caso.


    Reggiardo, María s/ Acción inhibitoria


    COMP. 1042, XXXIX, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Rago, Gustavo Eduardo c/ Alico Compañía de Seguros S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 1915, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ramírez, Francisco c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 177, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ramírez, Hugo Jesús N. c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 334, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ríos, Fernando Luis c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 286, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa “Resk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”, Fallos: 324:2493”.


    Ripoli, José S. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo y otro


    COMP. 1593, XL, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Riquelme, Carlos Raúl c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 323, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Riso Patrón, Julio A. c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 186, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Rolón, Horacio c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 310, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia federal. 


    Con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1.285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Romanos, Juan A. c/ Estado Nacional y otros s/ Acción declarativa


    COMP. 1746, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Romero, Alejandro c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 242, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Romero, Florencio Aníbal c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 324, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Romero, Néstor c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 376, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Rzemyk, Juan Carlos c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 329, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Sabatucci, Antonio Jilberto c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 125, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Salazar, Basilio c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 142, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Sánchez, Víctor O. c/ Municipalidad de Rosario S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 350, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Sandrin, Jorge A. c/ Liberty A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 380, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Santucho, Edgardo D. c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 234, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX,“Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Seghezzo, Claudia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 393, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Seifert, Roberto c/ Consolidar A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 110, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Siboldi, Valentín c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 129, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Sosa, Juan Segundo c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 227, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Sosa, Roberto c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 128, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Sotelo, Daniel Ramón c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 187, XLI, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo”. Resultan aplicables los criterios sentados en Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”) y del dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento”.


    Spillare, María Francisca c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Sumarísimo


    COMP. 414, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Susso, Rodrigo c/ La Holando Sudamericana Compañía Seguros s/ Ley 24.557


    COMP. 282, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Swica, Cristina c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 236, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Talamo, Hugo A. c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 340, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Topacio, Antonia c/ CNA s/ Ley 24.557


    COMP. 384, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Torres, Héctor D. c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 108, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia ya dirimido por la Corte.


    Gauna, Andrea M.V. c/ Dade o Dadi, Jorge María s/ Ejecución de hoorarios


    COMP. 1075, XL, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Procesos de ejecución. Domicilio del demandado. Pacto de jurisdicción. Justicia nacional en lo comercial. 


    Conforme surge de las facturas en que se funda el proceso principal de ejecución y la causa por embargo preventivo incoados por la actora, y del propio escrito de inicio, el domicilio de la ejecutada se halla en la jurisdicción de la Ciudad de Buenos Aires. Por otro lado, la documentación que se pretende ejecutar ha tenido origen en una nota de pedido en la que consta expresamente que, en el marco de dicha operatoria comercial, las partes convienen someterse a la jurisdicción de los tribunales de Capital Federal en aquellos aspectos vinculados a la interpretación y ejecución del referido acto contractual; cláusula que, vale destacar, no ha sido cuestionada oportunamente por ninguna de las partes contratantes y que fue tácitamente aceptada por la ejecutada al tiempo de aceptar la nota de pedido librada por la demandada y cumplir con el servicio encomendado. Por ello, resulta competente para entender en la causa la justicia nacional en lo comercial.


    Transportes Almanzora S.A. c/ Asea Brown Boveri S.A. s/ Prepara vía ejecutiva s/ Requerimiento de inhibitoria


    COMP. 1272, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1272, L. XL, “Transporte Almanzora S.A. c/ Asea Brown Boveri S.A. s/ Prepara vía ejecutiva. Expediente N° 1625/03 s/ Requerimiento de inhibitoria”.


    Transportes Almanzora S.A. c/ Asea Brown Boveri s/ Requerimiento inhibitoria


    COMP. 1285, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Traverso, Pedro J. c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 188, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Trombetti, Alicia L. c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 254, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Valdez, Horacio M. c/ Consolidar A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 344, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Vallejos, Juan Manuel c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 152, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Vega, Rito Antonio c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 249, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Verdún, Roberto Italo c/ Federación Patronal Compañía de Seguros s/ Ley 24.557


    COMP. 250, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Juicios universales. Fuero de atracción. Indivisión hereditaria. Competencia civil. 


    La inscripción de la declaratoria de herederos en el Registro de Propiedad, no produce el cese de la indivisión hereditaria el que sólo ocurre mediante la partición de los bienes debidamente inscripta. Conforme surge de las constancias del juicio sucesorio, ya se dictó declaratoria de herederos y el único bien denunciado son sus aportes jubilatorios, los que se depositaron en una cuenta judicial y fueron percibidos mediante orden de pago librada en el año 2001. Tales antecedentes permiten inferir que el trámite sucesorio quedó concluido y consecuentemente, que esta acción no puede ser atraída por dicho juicio.


    Vicetto, Gustavo c/ Marizzo, Leandro


    COMP. 1694, XL, 14 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Vidal, Diego c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 150, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Villagra, José Luis c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 171, XLI, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Villordo, Antonio c/ CNA. A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 277, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Volpatti, Domingo c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 147, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Zabatarelli, Amanda Nélida c/ La Holando Sudamericana Compañía de Seguro S.A. A.R.T.


    COMP. 266, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Zapata, Jorge A. F. c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 241, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Zarate, María V. c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 115, XLI, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Zarate, Víctor c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 351, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares. Despido. Concurso preventivo. Verificación de créditos. Fuero de atracción. Juez del concurso. 


    Más allá de lo manifestado por el magistrado del fuero comercial, en relación a que en el sub-lite no media formal demanda en los términos de la ley procesal y que el actor no se haya presentado a verificar su crédito en el proceso falencial, lo cierto es que el actor inició una acción cautelar de carácter patrimonial contra la fallida con fundamento en una acción de despido. Por otra parte, ello no obsta a que el acreedor pueda presentar el pedido de verificación tardía conforme a lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 24.522 dentro del plazo previsto por el artículo 56 del citado cuerpo normativo. Por otro lado, a pesar el carácter autónomo de la medida precautoria, dado lo expuesto la presente acción está afectada por el fuero de atracción, toda vez que el juez del proceso universal de la demandada es el único habilitado para determinar finalmente si el bien, objeto de embargo está afectado por el proceso falencial y si pertenece o no a la masa concursal y, en el caso, si corresponde ordenar el levantamiento o no de la medida cautelar.


    Pascual, Javier c/ Fast Ferry S.A. s/ Medida cautelar


    COMP. 757, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58, texto según Ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Piedrabuena, Ismael C. y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 988, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Regalías hidrocarburíferas. 


    Remisión al fallo de la causa T. 271, L. XL, “Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S. A. s/ Ejecutivo)”.


    Atalaya Energy S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos: Provincia del Neuquén c/ Atalaya S.R.L. s/ Cobro ejecutivo


    A. 765, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 298, L. XL, “Rodríguez, Ramona Valentina c/ Central Dock Sud S.A. y otro s/ Daños y perjuicios”, opinión compartida por la Corte Suprema.


    Azcona, Pedro Jacinto c/ Central Dock Sud S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 956, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Enfermedad profesional. Competencia federal. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, extremo que, responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos jurisdiccionales, pues lo contrario comportaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad. Lo anterior es así, siempre que haya mediado la tramitación de un proceso judicial con oportunidad de audiencia y prueba para las partes. Subyace aquí, por otro lado, un recurso de apelación concedido contra la sentencia del Juez Federal, sobre el fondo de la cuestión, que deberá ser resuelto por la alzada de dicho magistrado, de conformidad a lo reiteradamente expuesto por ese Alto Tribunal.


    Giménez, Norma Graciela c/ Prevención A.R.T. s/ Apelación


    COMP. 1232, XLI, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    González, Miguel A. c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1478, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    En orden a la cuestión de competencia cabe señalar, en primer término que la Corte tiene dicho que la intervención del fuero de excepción está condicionada, entre otros aspectos y en cuanto concierne a este caso, a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, circunstancia que no se presenta en el sub-lite. Más allá de que se haya manifestado la utilización de la aeronave para la realización de vuelos a distintos fines, no se halla acreditado que ellos estén directamente vinculados con la aeronavegación internacional o interprovincial, único supuesto que habilitaría el fuero federal, de acuerdo con lo establecido por las normas del Código Aeronáutico. 


    Schmitt, Carlos Alberto c/ Aero Club Viedma s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 758, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Accidentes de trabajo. Indemnización. Cámara de Apelaciones. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    No existe un conflicto que deba dirimir la Corte Suprema, toda vez que aún no se ha pronunciado la respectiva alzada sobre su competencia para entender en autos desde que tan solo remitió la causa para sorteo entre los tribunales de la primera instancia de su fuero, por entender que así lo había decido el superior laboral. Por ello, la presente causa debe volver a la alzada para que se pronuncie sobre su competencia.


    Jancewicz, Daniel Eduardo c/ Consolidar A.R.T. S.A. s/ Cobro de pesos


    COMP. 989, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Regalías hidrocarburíferas. 


    Remisión al fallo de la causa T. 271, L. XL, “Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S. A. s/ Ejecutivo)”.


    Canadian Hunter Argentina S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos: Provincia del Neuquén c/ Canadian Hunter Argentina S.R.L. s/ Cobro ejecutivo


    C. 1496, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución de multas. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 2001, L. XXXVII “M. Carcaraña c/ Thoss Germán Hugo s/ Ejecución fiscal”; y C. 1158 L. XXXIX, “Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina Sociedad Anónima”, opiniones compartidas por la Corte Suprema.


    Comuna de Hughes c/ Carrasco, Analía Verónica s/ Ejecución de multas


    COMP. 955, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Se alude a la especificidad de la materia como circunstancia justificante para no aceptar la radicación, argumento éste que no resulta válido, en la medida que dicho criterio en todo caso, sería aplicable a cualquier tipo de proceso atraído por el concurso preventivo. Cabe destacar que el instituto del fuero de atracción opera en virtud de principios superiores de seguridad jurídica, igualdad y concurrencia, así como de economía procesal y protección de los derechos de terceros bajo el amparo de la pars conditio creditorum. No es ocioso poner de resalto que la reforma introducida por la ley 24.522 trasluce la intención legislativa de acentuar el alcance del fuero de atracción conforme se desprende de la discusión parlamentaria en torno al tema. Por tal motivo, las razones invocadas por los magistrados del tribunal provincial, no son suficientes para obviar la aplicación de la norma vigente, que plasma el espíritu de la mayoría legislativa que la aprobó con el alcance indicado. 


    Morillo, Rodolfo c/ Mercadotec S.R.L. y otro s/ Despido, salarios y remuneraciones


    COMP. 984, XLI, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En el sub lite, se desprende que la pretensión de la actora consiste en obtener, con fundamento en normas de derecho común, un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, en el que se atribuye responsabilidad objetiva y subjetiva al Estado local demandado, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito. De probada la distinta vecindad de la actora respecto de la provincia, con los testimonios, el proceso prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Vallejos, Silvina Vda. de Romano y otra s/ Santa Fe, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    V. 255, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Domicilio procesal. Concursado. Domicilio falso. 


    Las normas de competencia previstas en la Ley de Concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes. La Corte ha resuelto que en supuestos excepcionales, cede el principio del domicilio legal como determinante de la competencia, y que ello sucede cuando se advierte que se configura el supuesto de la creación de un domicilio ficticio, que altere el acceso regular de los acreedores al procedimiento para la defensa de sus derechos. El cambio del domicilio social es concomitante con la decisión de presentarse en concurso. Surge de las constancias de la causa que es en la jurisdicción de Bahía Blanca, donde ejerce su actividad la concursada y que allí se encuentran los bienes que componen el activo de la misma, donde por otro lado residen sus responsables societarios. 


    Instituto de Enseñanza Privada Pedro Goyena s/ Concurso preventivo


    COMP. 422, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Corresponde poner de resalto que, conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, -que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo-, resultan atraídos al juzgado donde tramita proceso universal todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. El argumento del señor Juez en lo Comercial para exigir previamente la ratificación del desistimiento formulado por la actora, no resulta procedente, atento a que el Tribunal en lo laboral ha resuelto mediante decisión que se halla firme, la existencia de un litisconsorcio necesario. Por lo tanto, resulta de aplicación al caso lo dispuesto en el art. 133, 2° parte, de la ley citada.


    Pascau, Juan Carlos c/ Frigorífico Siracusa S.A. y otra s/ Indemnización por despido


    COMP. 1290, XLI, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Extinción del fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Procede señalar, en primer lugar, que conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, exigiéndose solamente como requisito para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación (inciso 2°), con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y, por ello, deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte.


    Riboldazzi, Liliana Mercedes y otros c/ Fernández, Eladio y otros s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 1052, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Rodríguez, Aldo Eusebio c/ Provincia A.R.T. s/ Materia a categorizar


    COMP. 1477, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Rossi, Ana Carolina s/ Recurso de apelación


    COMP. 1521, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Prefectura Naval. Pensiones. Competencia federal. Cámara de Apelaciones. 


    Les asiste razón a los integrantes de la Alzada de Seguridad social. Así lo resulta, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que dicha Alzada sólo actúa como tribunal de grado en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en provincias, en los casos en que la acción se inició conforme lo previsto en el art. 15 de la ley 24.463, modificado por el art. 3° de la ley 24.655, supuesto que no se configura en el sub-lite.


    Salinas de Cregnolini, María Isabel c/ Prefectura Naval Argentina s/ Pensiones


    COMP. 1327, XLI, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución prendaria. Competencia provincial. 


    Cuestiones pendientes de resolución.


    Hallándose el planteo de nulidad presentado en el concurso pendiente de resolución por el juez de dicho juicio universal, tal decisión tendrá incidencia en el trámite de ejecución, ya que en el supuesto de considerarse válida la renuncia del privilegio, este proceso no tendría trámite autónomo y habría quedado sustituido por el procedimiento de verificación, y, en caso contrario, renacería la posibilidad de continuar con su curso regular. En consecuencia, en el estado actual de las actuaciones no corresponde remitirlas al juez del concurso y suspender su trámite hasta tanto recaiga decisión firme en el incidente de nulidad.


    Transporte Ideal San Justo S.A. c/ Expreso La Nueva Era S.A. s/ Ejecución Prendaria


    COMP. 1054, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Trigo, Paolo Andrés s/ Recurso de Apelación c/ Dictamen de comisión médica N° 19 en expediente N° 19 en expediente N° 019-00286/04


    COMP. 1489, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia provincial. Juez del concurso. 


    Procede señalar que el artículo 21 inciso 1° de la Ley de Concursos establece que los procesos de conocimiento continuarán su trámite ante el juez del concurso y dicha sentencia valdrá como pronunciamiento verificatorio. Dicha disposición legal no puede ser alterada, aludiendo a lo dispuesto por el art. 274 de aquel cuerpo legal que otorga a los jueces la facultad de dirección del proceso en aspectos relativos al dictado oficioso de medidas de investigación e Impulso de la causa. No es ocioso poner de resalto que la reforma introducida por la ley 24.522 trasluce la intención legislativa de acentuar el alcance del fuero de atracción conforme se desprende de la discusión parlamentaria en torno al tema. Por tal motivo, las razones invocadas por los magistrados del tribunal provincial, no son suficientes para obviar la aplicación de la norma vigente, que plasma el espíritu de la mayoría legislativa que la aprobó con el alcance indicado.


    Volker, Cristian P. c/ Textil Noreste S.A. s/ Despido


    COMP. 1299, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    En el caso la actora optó por continuar el trámite del proceso contra las dos codemandadas (art. 133 de la LCQ), en virtud de ello, es aplicable la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado.


    Astorga, Vicente c/ Parmalat Argentina S.A. y otro s/ Despido


    COMP. 1550, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Cobro de sumas de dinero. Competencia previsional. 


    El inciso b) del artículo 2° de la ley 24.655 estipula que los juzgados de Primera Instancia de la Seguridad Social serán competentes en las demandas que versen sobre la aplicación del sistema de integrado de jubilaciones y pensiones establecidos por la ley 24.241 y sus modificatorias.


    Barraco, Cora G. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1495, XLI, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Celina y González, Hipólito y otro s/ Protección de persona”, Fallos 315: 2963.


    C., G. H. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 1843, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso de apelación. Información al consumidor. Cámara de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 1445, L. XL, "Círculo de Inversores S.A. de Ahorro para fines determinados c/ DNC - Disp. 457/02".


    Carrefour Argentina S.A. s/ DNCI- Disposición 288/02 (Expediente 64-729/02)


    COMP. 1666, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Declaración de ineficiencia. Admisibilidad de la petición. Competencia comercial. 


    La acción de ineficacia concursal debe radicarse ante el juez de la quiebra, conforme a lo previsto en el artículo 119 de la ley 24.522. Además, si se atiende a que es presupuesto de la admisibilidad de la acción, que el acto susceptible de revocación, se halle dentro del período de sospecha (que se determina una vez que se establece la fecha de inicio del estado de cesación de pagos) resulta conveniente la intervención de aquel tribunal en este tipo de fuero. De igual modo, como se debe evaluar si el acto ha provocado perjuicio a la masa de acreedores, es por tanto el juez con competencia en la quiebra de la sociedad, a cargo de la dirección y conocimiento de todo el trámite del proceso falencial –y en ese marco de la determinación de su activo y pasivo-, quien se encuentra en mejores condiciones de evaluar si se reúnen los requisitos de admisibilidad del reclamo incoado en el juicio.


    Vialorenz S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de ineficacia concursal respecto del crédito hipotecario del Banco de la Provincia de San Luis


    V. 232, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecuciones especiales. Mutuo hipotecario. Extinción del fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones el actor promueve ejecución contra la demandada, en razón del mutuo con garantía hipotecaria suscripto por las partes, y conforme lo ya decidido por la Corte, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522, por tratarse en el caso de una de las excepciones previstas.


    Citibank N.A. c/ Rogiro Aceros S.A. s/ Ejecución especial


    COMP. 1639, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Le Radial S.R.L. s/ Ejecución de multa


    COMP. 1728, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ De Lauro, Gladys s/ Ejecución de multas


    COMP. 1729, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ Bagala, Martin R. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1730, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ De Apellaniz, Carlos Nicolás s/ Ejecución de multas


    COMP. 1731, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Di Lisio Luis M. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1732, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Paul Cony, Walter E. s/ Ejecución de multa


    COMP. 1733, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Malabe y compañía S.A. s/ Ejecución de multa


    COMP. 1734, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Unión Argentina de Trabajador s/ Ejecución de multas


    COMP. 1735, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ U.B.A. Facultad de Agronomía s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1736, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ Pradema S.A. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1737, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Máxima S.A. AFJP s/ Ejecución de multas


    COMP. 1739, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ Mercedes Benz Leasing Argentina s/ Ejecución de multas


    COMP. 1740, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Caride, Miguel E. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1791, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ Alberdi Núñez S.R.L. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1792, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, "Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ Bracco, Claudia Fabiana s/ Ejecución de multas


    COMP. 1793, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ De Geronimi, Rubén S. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1794, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, "Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ Golpe, Luis María s/ Ejecución de multas


    COMP. 1795, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ Colleghini, Luis M. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1796, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, "Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Del Río, Walter S. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1797, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, "Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ Iritz, Gloria I. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1798, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ Marcos, Benito José Luis s/ Ejecución de multas


    COMP. 1799, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ LAC Limitada Cooperativa de Trabajo s/ Ejecución de multas


    COMP. 1800, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Los Abuelos S.A. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1801, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, "Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ Hajnal, Juan O. s/ Ejecución de multa


    COMP. 1802, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Simes, Susana G. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1854, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Del Piano, Jorge s/ Ejecución de multas


    COMP. 1855, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Sanford c/ La Buenos Aires Compañía Argentina s/ Ejecución de multas


    COMP. 1856, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos 315:262.


    La Corte tiene dicho reiteradamente que, para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que la actora hace en la demanda y, en la medida que sea adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.


    Molinari, M. Eugenia c/ Crespo M. Gabriela s/ Ordinario


    COMP. 1578, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Seguro de vida. Entes autárquicos nacionales. Competencia federal. 


    La materia en debate conduce, básicamente, al estudio de un tema de naturaleza comercial (art. 43 bis del decreto/ley 1.285/58 y artículo 8°, inciso 6° del Código de Comercio). Sin embargo, desde que en autos ha sido demandada una entidad autárquica nacional, deberá estar sometida a la jurisdicción federal. Así lo estipula el artículo 28 del anexo "A" de la Carta Orgánica de la Caja Nacional de Ahorro y Seguros, aprobada por la ley 21.963. Asimismo, el artículo 95 del decreto 1588/80 establece el sometimiento a esa jurisdicción de causas como la presente.


    Martín, Aníbal Miguel y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Seguro de vida obligatorio


    COMP. 1520, XLI, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La ley concursal dispone, en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquéllos que no participaron en su trámite regular y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del Juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya.


    Ledezma, Pedro c/ Oblack Hnos S.A. s/ Despido


    COMP. 1386, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Derechos reales de garantía. Fuero de atracción. Juez del concurso. Competencia provincial. 


    No obstante lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, donde los juicios ejecutivos de garantía real se encuentra entre los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación (inciso 2°), en el caso corresponde hacer excepción a dicho principio, en virtud de que se ha rechazado la verificación del crédito cuestionado en autos y existe una colisión entre lo resuelto en el procedimiento ejecutivo y el de sede concursal de naturaleza causal y ordinaria, razón que habilita que estas actuaciones no puedan seguir su trámite ante el juzgado de origen, debiendo el tribunal del concurso entender en la suerte ulterior del proceso ejecutivo.


    Hércules S.A. c/ Líneas G.M. S.R.L. y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1291, XLI, 02 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. Cámara de Apelaciones. 


    Conflicto de competencia sobre recurso posterior a la reasunción del juez del fuero competente. Resolución atacada dictada previamente. Corresponde expedirse a la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal.


    En lo que respecta al recurso interpuesto por el Citibank con posterioridad a que el juez Civil y Comercial Federal reasumiera su competencia, contra una resolución dictada en este expediente, debe expedirse la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, por ser ésta quien ejerce la alzada sobre todas las decisiones de este juicio.


    Gardonio, Roberto y otro c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1569, XLI, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Sentencia firme. Extinción del fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Toda vez que en las presentes actuaciones se ha dictado sentencia que se encuentra firme, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522. La presente causa deberá ser devuelta al juzgado de origen, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos respecto del demandado en concurso preventivo y de que el acreedor ocurra por la vía prevista en el art. 32 de la ley 24.522 a ejercitar sus derechos en el proceso concursal.


    González, Mirna Ofelia c/ Trenes de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1658, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Domicilio del deudor. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La inexistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la del poder de juzgar. Las sentencias de la Corte Suprema de Justicia de la Nación deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas.


    Constructora Iberoamericana s/ Ejecución fiscal ingresos brutos - Convenio multilateral


    COMP. 1715, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Corresponde aplicar los criterios definitorios sentados en Fallos 326:4019 (Viejo Roble S.A.), puesto que se encuentra configurada la segunda hipótesis reseñada en el acápite VII de dictamen allí emtido por este Ministerio Público, así como las conclusiones de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, “Rodríguez Atilana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento”.


    Otero Jorge Eduardo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1491, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia contencioso administrativa. 


    Deudas devengadas con posterioridad al fallecimiento del causante. Precedente de la Corte Suprema Comp. 1143, L. XL, “G.C.B.A. c/ Botinelli se Soler Ana M. s/ Ejecución fiscal”.


    En el precedente citado se resolvió que tratándose de deudas devengadas con posterioridad al fallecimiento del causante y al estar su ejecución sometida a disposiciones de naturaleza local, corresponde a la competencia de la Justicia en lo contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Caiaro, Salvador y otro s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1492, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    El conflicto habido entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelto por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido en la litis.


    Ivañes, Aldo Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1530, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Cuando la contienda de competencia se suscita entre jueces nacionales de primera instancia su solución corresponde a la cámara de la que dependa el magistrado que primero hubiese conocido (art. 24, inc 7°, del decreto-ley 1285/58).


    Muzyka, Antonio Eduardo y otro c/ Scotiabank Quilmes S.A. s/ Medidas cautelares


    COMP. 1486, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Diligencias preliminares. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    En las diligencias preliminares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad. Los institutos reglados por los arts. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado o carácter de tal participación procesal.


    Ontivero, Ariel Adolfo c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Medidas Preliminares y de prueba anticipada


    O. 393, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Sucesión ab intestato. Acumulación de procesos. Domicilio del causante. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Resulta razonable que sea la justicia provincial la que siga conociendo en el sucesorio de la aquí causante toda vez los informes de la Administración Nacional de la Seguridad Social; del Registro Nacional de la Personas; de la Cámara Nacional Electoral; de la División de Antecedentes de la Policía Federal Argentina y recibos emitidos por Banco Piano, demuestran que el último lugar de residencia de la causante se encontraba en la localidad de Vicente López, Provincia de Buenos Aires. Por último, cabe destacar que no obsta a esta solución, la particularidad de que se encuentren en trámite dos procesos sucesorios referidos a un mismo causante en distintas jurisdicciones y aunque el que sustancia en sede nacional se encuentre en un mayor grado de avance, toda vez que razones de economía procesal y, en lo fundamental, de unidad sucesoria -conf. Arts.3283 y 3284 del Código Civil- así lo aconsejan.


    Blomqvist, Inés Ingrid H. s/ Sucesión ab-intestato


    COMP. 1518, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 416, L. XLI, "Fundación Acceso Ya c/ Propietarios, concesionario, inquilino y/u ocupante de Net City s/ Amparo (art. 14 CCABA)".


    Fundación Acceso Ya c/ Gobierno de la Autónoma de Buenos Aires s/ Amparo (Artículo 14 Constitución de la Ciudad de Buenos Aires)


    COMP. 1588, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Interdicto de retener. Quiebra. Juicios universales. Competencia comercial. 


    Toda vez que el bien objeto de reclamo -subastado en el marco de la quiebra-, formaba parte del activo de la fallida teniendo en cuenta que podría encontrarse afectada la protección de los derechos y garantías de un tercero, resulta necesario que sea el tribunal que entiende en el juicio universal, el competente en la presente acción.


    Ricchiuti, Eduardo E. c/ Guadagnini, Héctor H. s/ Interdicto


    COMP. 1654, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Fuero de Atracción. Juicios universales. Sucesiones. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Los juicios universales de sucesión, atraen al juzgado donde éstos tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción.


    Langleben, Manuel Daniel c/ Cohen, Sara s/ Ejecutivo


    COMP. 1659, XLI, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Divorcio. Domicilio conyugal. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta la actividad laboral que desarrolla el peticionante -médico militar- y las variaciones de destino que ha tenido, circunstancia que torna en el caso dificultosa la determinación del último domicilio conyugal efectivo de las partes, debe prevalecer la competencia del juez donde se encuentra acreditado en autos que se domicilia la demandada, lugar conducente para la determinación de la radicación en supuestos de procesos de divorcio vincular como el presente (art. 227 del Código Civil y articulo 5° inc. 8° Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    L. P. F. c/ S. P., L. E. s/ Divorcio


    COMP. 1762, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa Comp. N° 999; L. XXXIX " Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Recondo, Gregorio s/ Cobro de pesos


    COMP. 1787, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    La acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que, conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522 -que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo-, resultan atraídos al juzgado donde tramita proceso universal todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado, la demanda promovida está referida a un reclamo por cobro de la indemnización prevista por el art. 212 de la Ley de Contrato de Trabajo, de contenido patrimonial. Por ello, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite en el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, donde se halla el concurso preventivo de la demandada.


    Franconieri, Julio César s/ S.A. Organización Coordinadora Argentina O.C.A.A. s/ Accidente de trabajo


    COMP. 1813, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ acción meramente declarativa".


    Pomavi S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y otro s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1847, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Bertuccelli, Carlos Héctor c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1671, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en la causa “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019.


    Piombetti, Gladys c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo


    COMP. 1574, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Bottaro, Benito Ángel c/ SOMISA c/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1676, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Calviello, Rafael c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1688, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, "Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo", opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en las causas “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019.


    Caso, Carlos Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Ordinario


    COMP. 1448, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Córdoba, Víctor Oscar c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1673, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Cuirolo, Elsa Matilde y otros c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1684, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, “De Pauli Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad”.


    De Loa Santos, María Luisa c/ SOMISA s/ Declaración incidente de inconstitucionalidad


    COMP. 1682, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Domínguez, Julio c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1680, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Espinoza, Hugo Omar c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1675, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Farías, Antonio Oscar y otros c/ SOMISA s/ Incidente de declaracion de inconstitucionalidad


    COMP. 1670, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio Sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en la causa “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019.


    Gandola, Marcelo Carlos y otros c/ Estado Nacional s/ Sumarísimo


    COMP. 1464, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en la causa “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019.


    García, Gabriel Leandro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1439, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, "Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo", opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en las causas “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019.


    Rodríguez, María Eva c/ Citibank N.A. y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1500, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en la causa “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019.


    Soto Linares, Elizabeth y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Sumarísimo


    COMP. 1526, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en la causa “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019.


    Spada, Orlando y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1527, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, "Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo", opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en las causas “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019 .


    Ottoviano, Aurelio c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1460, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, "Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo", opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en las causas “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019.


    Vinciguerra, Francisco Pio c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1521, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Monserrate, Osvaldo c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1864, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Fernández, Ricardo c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1868, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Anible, Olga c/ Berkley A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1874, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Fernández, Héctor c/ Boston A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1889, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Peralta, Sergio c/ Mapfre A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1880, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Muñoz, María Luisa s/ Apelación Dictamen Médico


    COMP. 1950, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Contratos comerciales. Cuenta corriente mercantil. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    La Corte, puede en el marco de las facultades previstas en la última parte del inc. 7mo. del art. 24 de la ley 1285/58, resolver que la presente causa habrá de quedar radicada ante el Juzgado Federal provincial, en razón de que la demandada es una Obra Social del Personal de Prensa por lo que es aplicable la competencia por razón de las personas establecida en las leyes 23.660, y los arts. 15 y 38 de la ley 23.661.


    Sociedad Española de Beneficencia y Mutualidad Hospital Español de Mendoza c/ Obra Social del Personal de Prensa de Mendoza s/ Cobro de pesos


    COMP. 1188, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132; L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Avalle, Hugo M. c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 385, XLI, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1710, L. XL, “Sidi, Dora Beatriz c/ Scotiabank Quilmes S.A. -Sucursal Santiago del Estero- s/ Amparo”.


    Cambareri, José c/ Scotiabank Quilmes S.A: -sucursal Santiago del Estero s/ Amparo


    COMP. 1717, XL, 07 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios contra el concursado. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, “Canepa, Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios”.


    Diomedi, Mauricio Primitivo c/ Alpargatas S.A.I.C y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1123, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización por accidente de tránsito. Identidad de objeto procesal. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    Si bien en las distintas causas no se configura una absoluta identidad entre los sujetos demandados -en los términos del art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- debe tomarse en cuenta que la materia litigiosa es sustancialmente análoga y los elementos objetivos de todas las acciones son los mismos, lo que torna aconsejable que sea un solo juez el que intervenga en los procesos vinculados a los fines de evitar el posible dictado de sentencias contradictorias. La Corte tiene dicho que es procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurra la triple identidad de sujeto, objeto y causa, si se evidencia la posibilidad que, en cuestiones similares, se dicten fallos contrapuestos. No resulta tampoco óbice para la acumulación, la particularidad de que los juicios precitados se encuentren en diferentes etapas procesales ya que el objetivo superior de favorecer la buena administración de justicia, torna imprescindible la acumulación. 


    Gamarra, Rivas Luz Marina c/ Transportes Román SAC y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1696, XXXIX, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Facultades de la alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    En tanto la contienda quedó dirimida con el pronunciamiento de los integrantes de la Alzada, no corresponde en este estado pronunciamiento alguno de la Corte sobre el particular.


    Sánchez, Cabo Inés c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio De Economía y otros s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1292, XLI, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XLI, “Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Di Natale, Alejandro s/ Ejecución de multas


    COMP. 1738, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios


    Juicios contra el Estado. Error judicial. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Si bien en procesos análogos al presente se sostuvo la naturaleza administrativa del pleito regido por normas de derecho público local, la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de estimar el Tribunal probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte.


    Crizante, Pedro Eladio c/ Misiones, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 1675, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Seguro con franquicia. Aplicación errónea de la ley. Sentencia arbitraria. 


    Asiste razón a la recurrente toda vez que el a quo al desestimar lo acordado entre el tomador y la aseguradora en cuanto a la franquicia -frente a la pretensión del actor-, prescindió de lo dispuesto en la Ley 17.418 que específicamente establece que la sentencia de condena contra el responsable civil será ejecutable contra el asegurador "en la medida del seguro" (art. 118, tercer parte), sustentando dicha solución en la mera afirmación dogmática de que ese descubierto viola lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley de Transporte, que sin fundamento alguno considera aplicable al caso, por analogía. No obstante lo anterior, y a mayor abundamiento, resulta necesario precisar que el artículo 68 mencionado, si bien impone la obligación de asegurar todo automotor, acoplado o semi-acoplado, deja a salvo la estipulación de las condiciones del contrato, a lo que fije la autoridad en materia aseguradora. En estas condiciones, el apartamiento a la normativa citada y vigente sin fundamento idóneo.


    De La Rosa, Edgardo Ariel c/ Autopistas Urbanas S.A. y otros


    D. 928, XL, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Acumulación de procesos. Cuestiones de competencia. 


    Incorrecta traba del conflicto. Necesidad del Tribunal de expedirse. Devolución de la causa.


    Toda vez que la magistrada a cargo del Juzgado Nacional no se ha expedido respecto a la posible acumulación ante su juzgado de las causas en trámite en sede provincial y que no se halla firme la resolución del Juez local que rechazó la acumulación de las causas ante su sede, en virtud de que se encuentra apelada, no se halla debidamente configurado un conflicto de competencia que habilite la intervención de la Corte.


    Morris, Juan Carlos c/ Jorge Barel S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 684, XLI, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado. Error judicial. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Si bien en procesos análogos al presente se sostuvo la naturaleza administrativa del pleito regido por normas de derecho público local, la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de estimar el Tribunal probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte.


    Machado, José Adán c/ Misiones, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 1287, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    Se solicitan medidas para mejor proveer.


    Palomo, Estela B. y otro c/ Transporte Laurenzano S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1121, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 


    Doctrina de Fallos 307:1774. Ausencia de sentencia definitiva.


    En el caso, es de aplicación la tradicional doctrina de la Corte con arreglo a la cual las cuestiones de competencia no habilitan la jurisdicción del art. 14 de la Ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Este principio admite excepción en los asuntos en que mediare denegación del fuero federal, supuesto que, como puede apreciarse, no concurre en el sub lite.


    Asociación Bancaria (Sociedad de empleados de Bancos) c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios


    A. 2156, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad


    Impuesto de sellos. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 1798, L. XXXVIII, “Línea 22 S.A. c7 Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. Como advirtió la Corte en Fallos: 310:606 (cons. 5°), la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa, en especial el estado de incertidumbre respecto de los alcances de la relación jurídica concreta y del interés suficiente en el accionante, constituye el primer obstáculo a la viabilidad de la defensa intentada por la demandada. En efecto, dentro de ese marco, la exigencia de tramitar la vía administrativa y el pago previo de lo que constituye el objeto de la discusión -en la forma requerida por el art. 120, segundo párrafo, del Código Fiscal como condición para el acceso a la instancia judicial- implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último.


    Expreso Lomas Sociedad Anónima c/Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 575, XXXVIII, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia provincial. 


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Asimismo, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.


    De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1686, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Demanda


    Daños y perjuicios. Accidente de trabajo. Enfermedad laboral. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Competencia nacional. 


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado. La presente acción está comprendida en el fuero de atracción, toda vez que se refiere a un reclamo de contenido patrimonial, ello sin perjuicio del planteo de inconstitucionalidad de la ley 24.557 efectuado por el actor, respecto del cual corresponderá que se expida al tribunal que finalmente resuelva en la causa.


    Wright Quiñónez, Julio Darío c/ Duvi S.A. s/ Accidente de trabajo


    COMP. 1525, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Indemnización. Acumulación de procesos. Conexidad. Corte Suprema. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 1269, L. XL, “Valle Gonzalo, Crescente Carmelo c/ santa fe, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    El examen de la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos ante la instancia originaria del Tribunal, queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.


    Melchiori, Doli Nora del Valle c/ Santa Fé, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 1011, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Pago. Excepción de falta de legitimación para obrar. Excepción de incompetencia. 


    Toda vez que se ha diferido el tratamiento de la excepción de falta de legitimación para el momento de dictar sentencia, por no configurarse el supuesto contemplado en el art. 347, inc. 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, al no resultar manifiesta, corresponde adoptar igual criterio respecto de la excepción previa de incompetencia opuesta por el Estado local.


    Vicente Robles S.A.M.C.I.C.I.F. c/ Río Negro, Provincia de y otra (Administración de Parques Nacionales) s/ Cobro de pesos


    V. 986, XXXIX, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Demanda laboral


    Costas. Derecho de propiedad. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Fundamentación del recurso. 


    No obstante que lo atinente a la imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces y ajena, en principio a la vía extraordinaria prevista en el artículo 14 de la Ley 48 y que la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad es especialmente restringida en esta materia, cabe hacer excepción a esa regla cuando la decisión sólo contiene una fundamentación aparente y prescinde de la consideración de circunstancias relevantes de la causa, o no satisface la exigencia de validez de las sentencias que impone siempre la aplicación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos comprobados de la causa. En ese marco, cabe señalar que los agravios relativos a la autocontradicción del pronunciamiento en tanto dispone que las costas sean a cargo de la accionada y finalmente las distribuye por su orden, carecen de sustento, puesto que la imposición total a la accionada está referida a las devengadas en primera instancia, mientras que la distribución por su orden concierne a las de segunda instancia. En lo que respecta a la distribución de costas por su orden, efectuada con relación a la apelación deducida por la actora, vale destacar que, de las ocho cuestiones por las que la recurrente dijo agraviarse, sólo prosperaron dos. No se advierte en consecuencia arbitrariedad en la distribución pues al fundarse en el resultado obtenido, que constituyó una victoria parcial y por lo tanto, un fracaso también parcial, no se verificaría un apartamiento del hecho objetivo de la derrota, ni del principio de proporcionalidad, receptados en los artículos 68 y 71 del CPCCN, circunstancias a las que, por otra parte, la recurrente omite referirse, merituar o evaluar para demostrar el despojo del que afirma ser objeto o la irrazonabilidad de lo decidido y consecuente producción de perjuicio, con afectación de su derecho de propiedad.


    Por el contrario, el fallo cuestionado sí carece de fundamentación con arreglo a las circunstancias de la causa al decidir no imponer las costas de la apelación articulada por la demandada, la cual rechaza en su totalidad, pues, contrariamente a lo afirmado por el Tribunal de Alzada, la actora sí contestó la expresión de agravios, solicitando expresamente su imposición.


    Ferrau, Rubén c/ Compañía Azucarera Las Palmas S.A.I.C.A. y/o Estado Nacional s/ Demanda laboral


    F. 1622, XL, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Despido indirecto


    Despido sin causa. Indemnización por despido. Declaración de rebeldía. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones de hecho y de derecho procesal y común, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina a que se hace referencia. Por una parte, pues, no es exacto lo manifestado por la recurrente, en torno a que la Cámara omitió tratar el agravio relativo a la falta de consideración de la prueba presentada, desde que los jueces, para confirmar lo decidido en la instancia anterior a ese respecto, consideraron que se ajustaba a lo dispuesto normativamente -art. 71, L.O.-. En los términos señalados y no cuestionada en esta instancia la falta de contestación de la demanda ni la declaración de rebeldía, la crítica, en rigor, no dista de la mera discrepancia con una inteligencia posible del precepto, cuya validez constitucional no se controvierte. Similar conclusión cabe extender respecto de lo decidido en torno al artículo 2 de la Ley 25.323, desde que el punto no es objeto de una censura autónoma.


    Waisman, Alicia Edith c/ Alianza Francesa s/ Despido


    W. 54, XL, 10 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Ejecución de sentencia


    Liquidación judicial. Impugnación de la liquidación. Cómputo de intereses. Astreintes. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. 


    La Corte tiene muy dicho que las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada, no son, debido a su naturaleza práctica y procesal, impugnables por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo que lo decidido revele un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio.En el sub lite concurren esos supuestos de excepción, toda vez que no sólo se trasunta en la sentencia un excesivo rigor formal al pronunciarse sobre la insuficiencia técnica del recurso interpuesto, sino que omite hacerlo sobre cuestiones oportunamente planteadas y conducentes para resolver el caso, como la aplicación de la ley 23.982 a través de una sentencia firme pasada en autoridad de cosa juzgada. De tal manera, los agravios esgrimidos por la apelante revisten suficiente fundamento para ser analizados por la alzada y no constituyen una mera discrepancia subjetiva, sino que, antes bien, se apoyan en argumentos que no se evaluaron correctamente. 


    Mathieu, Claudia María c/ Banco Central de la República Argentina


    M. 307, XXXIX, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Excepción de incompetencia


    Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. Acumulación de procesos. 


    El recurso intentado no puede prosperar, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que las resoluciones sobre la competencia de los tribunales no constituyen, en principio, la sentencia definitiva que habilite la instancia extraordinaria, salvo que exista denegatoria del fuero de federal, excepción que no se verifica. Corresponde poner de relieve que el recurrente reconoció que el pedido de acumulación que se formuló en el juicio iniciado en el tribunal en lo comercial por incumplimiento de obligaciones, daños y perjuicios, restitución de pagarés y cancelación de hipoteca, fue desestimado en primera instancia y se encuentra apelado. En tal situación, no resulta atendible el argumento del apelante relativo a que la resolución que declaró la competencia del fuero comercial para continuar entendiendo en la ejecución hipotecaria le ocasione un agravio irreparable a su derecho le defensa en juicio y que se afecten los principios de economía procesal y del buen servicio de justicia,


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Ram Olavarría S.A.


    E. 500, XL, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Exceso ritual manifiesto


    Principio de atenuación del rigor formal. Violación al debido proceso. Defensa en juicio. 


    El a quo obró con excesivo rigor formal en la manera de apreciar su conducta y con ello afectó el derecho de defensa en juicio. Desestimar la queja porque en vez de acompañar la copia facsimilar del auto denegatorio, el apelante lo transcribió literalmente, incluso con su firma y sello, para avalar su autenticidad, aparece como una exigencia de injustificado rigor formal que desnaturaliza las formas procesales, se desentiende del fin al que tributan y privilegia la mera formalidad en sí misma. Máxime cuando el apelante explicó que acudía en queja porque el juez de grado le negó el derecho de apelar la sentencia de primera instancia en cuanto le negó el carácter de parte, de donde es razonable deducir que tampoco podía munirse de la copia fotoestática de dicho proveído, pero tuvo el cuidado de transcribirla para conocimiento del tribunal de alzada y, de tal modo, cumplir el requisito formal. La exigencia de la cámara se presenta desproporcionada con relación a los efectos que produce


    De Lasa, Jorge Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional


    D. 606, XXXIX, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Filiación


    Costas. Sentencia arbitraria. Recurso de inaplicabilidad de ley. Beneficio de litigar sin gastos. Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. Monto del juicio. Recurso extraordinario local. 


    No se advierte violación a los convenios internacionales que invoca la recurrente en cuanto a la imposición de costas, desde que esa parte no se ocupó de demostrar que las sentencias hayan vulnerado alguno de los derechos amparados por tales convenciones, o que mediante los pronunciamientos recurridos, se haya visto privada de ejercerlos. Resulta improcedente el recurso extraordinario en lo relativo al rechazo del planteo de inconstitucionalidad del artículo 278 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires -en cuanto impone un valor del litigio mínimo para poder acceder al recurso de inaplicabilidad de ley-. Ello así, toda vez que no fue debidamente rebatido por la recurrente en términos que satisfagan el requisito del fundamento autónomo del artículo 15 de la Ley 48, el argumento que sustenta la decisión de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, en relación con a la falta de decisión previa del tribunal inferior sobre la cuestión constitucional presentada, que constituye un recaudo previo de admisibilidad del recurso local de inconstitucionalidad.


    B., M. E. c/ B., N. D.


    B. 526, XL, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Garantías procesales


    Defensa en juicio. Recurso extraordinario. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. 


    Lo resuelto por el a quo vulnera su derecho a la jurisdicción, toda vez que devolver las actuaciones a la Cámara Federal de Mar del Plata para su archivo, importa una decisión contraria a la continuidad y sustanciación de la causa, lo cual lesiona, a su vez, las garantías de debido proceso y defensa en juicio. A pesar de que el artículo 354, inc. 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, dicha norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado ante el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud. El apego excesivo al texto de las normas sin apreciar las circunstancias particulares del caso no se aviene con la cautela con que se deben juzgar las situaciones en las que se encuentra en juego el principio in dubio pro actione.


    Cocha, Nicolás Alberto s/ Recurso Judicial, Artículo 40, Ley 22.140


    C. 211, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Honorarios


    Régimen de consolidación de deuda. Recurso extraordinario federal. 


    Carácter alimentario.


    El carácter alimentario de los honorarios profesionales, no es obstáculo para concluir que las ejecuciones de esta clase de créditos se encuentran alcanzadas por el régimen de consolidación, pues tal situación no está normativamente prevista como excepción a la aplicación del régimen de consolidación. Al estar consolidada la suma que se adeuda, no corresponde su pago mediante un trámite diferente al ordenado en las leyes de consolidación y sus reglamentaciones. En el régimen instaurado por la ley nacional 23.982, la causa de la obligación de pagar honorarios está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial. Tal criterio exige atenerse a la fecha en que se realizaron los trabajos profesionales que configuraron la causa de la obligación de pagar los emolumentos y no la fecha de su regulación o previsión presupuestaria, pues el servicio profesional es realizado mediante prestaciones continuadas. 


    Toffoli Daniel c/Universidad Nacional de Jujuy


    T. 759, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Inhibitoria


    Remisión al dictamen de la causa P. 673, L. XL, “Pan American Energy LLC, Sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia Del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. S/ Ejecutivo)”.


    Chevron San Jorge S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos "Provincia del Neuquén c/ Chevron San Jorge S.R.L. s/ Cobro ejecutivo


    C. 710, XLI, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio universal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 422, L. XLI, “Instituto de Enseñanza Privada Pedro Goyena S.A. s/ Concurso preventivo”.


    Fioretti, Osvaldo c/ Instituto de Enseñanza Privada Pedro Goyena


    COMP. 492, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio de apremio


    Pago de la multa. Condonación de sanciones. Incumplimiento del convenio. Queja por recurso denegado. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los tribunales inferiores se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente, en los juicios de apremio, las defensas fundadas en la inexistencia de deuda pues si bien, en principio, las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, ello no implica que pueda exagerarse el formalismo hasta el extremo de admitir una condena por deuda inexistente, cuando esto resulta manifiesto de autos. El examen de las cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal están reservadas a los jueces de la causa y son extrañas, en principio, a la vía prevista en el art. 14 de la ley 48. Al no guardar las garantías constitucionales de la propiedad y de la defensa en juicio, invocadas por la ejecutada, relación directa ni inmediata con lo resuelto, el remedio intentado debe ser declarado inadmisible.


    Fisco Nacional –Administración Federal de Ingresos Públicos- C/ Quilla Pesquera S.A


    F. 1106, XL, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio de desalojo


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte. Competencia originaria. Incompetencia. Economía procesal. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia federal. 


    Corresponde entender a la justicia federal, puesto que, por un lado, se trata de un pleito de naturaleza civil y por el otro, la Administración Provincial de Recursos Hídricos de la Provincia de Santiago del Estero ha sido citada como tercero por los demandados que tienen su domicilio en el inmueble rural cuya desocupación motiva este litigio, ubicado en la Provincia de Salta, por lo que se presenta el requisito de distinta vecindad.


    Loprestti, Juan c/ Pérez, Domiciano y Luna de Pérez, Camila Ramona


    COMP. 1063, XLI, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo


    Excepción de incompetencia. Recurso extraordinario federal. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del fuero federal. Juicio de apremio. Deuda. Cobro de sumas de dinero. Servicios eléctricos. Prescripción. Sentencia no firme. 


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales. El rechazo de la defensa de incompetencia de la justicia provincial, resulta apto para la apertura de la instancia extraordinaria, pues se ha denegado al recurrente el fuero federal que expresamente solicitó, circunstancia que, según reiterada doctrina de la Corte, equipara a definitiva la sentencia del superior tribunal local y ello supone dar curso a la ejecución sin que el agravio sobreviniente pueda ser revisado en trámite ulterior. 


    Dirección Provincial de Energia de Corrientes c/ Ferrocarril Mesopotámico General Urquiza S.A.


    D. 1312, XLI, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Mala praxis


    Muerte. Indemnización. Daños y perjuicios. Medidas cautelares. Diligencias preliminares. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En las diligencias preliminares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad.


    Arias, Juan Manuel y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar


    A. 1749, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas cautelares


    Juicios contra el Estado. Pueblos originarios. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal ratione personae. En efecto, toda vez que se demanda a una Provincia –a quien le concierne la competencia originaria del Tribunal, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental-, y al Estado Nacional –quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Asociación de Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat c/ Salta, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Medida cautelar


    A. 1596, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Verosimilitud del derecho invocado. Peligro en la demora. 


    Si bien el dictado de las medidas precautorias no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien la solicita la carga de acreditar prima facie la existencia de su verosimilitud y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que la justifiquen. Obsta al reconocimiento del peligro irreparable en la demora el hecho de no haberse alegado –y mucho menos demostrado- que se tornaría imposible o improbable la continuación de sus actividades en el futuro, en la forma como lo ha hecho hasta ahora, hasta obtener una sentencia final favorable a su derecho. Cierto es que la gravitación económica de los reclamos fiscales es un aspecto que la Corte no ha dejado de lado al admitir medidas como la solicitada en autos, pero en el sub judice no existe constancia alguna ni de la entidad total del reclamo fiscal ni de su gravitación sobre el patrimonio de la actora, razón por la cual no hay forma de evaluar el peligro en la demora ni se evidencia que sus agravios no puedan ser válidamente remediados con la sentencia final a dictarse.


    Formar S.A. c/ AFIP s/ Ordinario


    F. 606, XL, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita remisión de causas.


    Gamarra Rivas, Luz M. c/ Transportes Roman SAC y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 1696, XXXIX, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Frente a la presentación de la Provincia, se solicita que en forma previa se corra traslado a la actora, como forma de asegurar el adecuado ejercicio de su derecho de defensa (art. 36, inc. 2°, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    Y.P.F. S.A. (Astra C.A.P.S.A.) s/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza s/ Acción procesal administrativa.


    Y. 11, XXXIX, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Se solicita que en forma previa se corra traslado a quien fuera citado como tercero interesado como forma de asegurar el adecuado ejercicio de su derecho de defensa (artículo 36. inc. 2°. Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. – Astra Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza


    Y. 13, XXXIX, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita informe.


    Fernández, Celedonio c/ Sucesores de Mario Virginio Carlos Bellorini y/o Quienes resulten propietarios y/o responsables s/ Laboral


    COMP. 920, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita remisión de incidente.


    Lorenzo, Liliana I. c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1015, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita remisión de actuaciones.


    Sánchez, Raúl N. c/ Universidad Tecnológica Nacional - Facultad Regional Delta s/ Cobro indemnización Ley 24.557


    COMP. 871, XLI, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    No surgiendo con precisión de las constancias de la causa, si la actora dirige su acción contra el ex banco Scotiabank Quilmes S.A., resulta necesario que el juez de origen requiera a la accionante se manifieste en tal sentido, cumplido lo cual se podrá resolver que tribunal resulta competente para entender.


    Tempone, Sergio Daniel c/ Estado Nacional -Poder Ejecutivo Nacional- Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 1490, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Arcángel Maggio S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de impugnación al acuerdo preventivo


    A. 2495, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Multa procesal


    Vicios del acto jurídico. Monto de la pena. Vicio de irrazonabilidad. Sentencia arbitraria. Temeridad o malicia. 


    Lo atinente a las multas impuestas con arreglo al artículo 45 del CPCCN , tanto su aplicación, así como la valoración de la conducta de las partes y sus letrados, constituyen como regla, materias reservadas a los jueces de la causa y ajenas a la instancia extraordinaria, excepto cuando el a quo no demuestra convincentemente la necesaria correlación entre la imputada falta de seriedad de los planteos del ejecutado y el ánimo subjetivo que tipifica a la causal de malicia procesal o si median particulares circunstancias que tornan excesiva la sanción establecida. En lo que hace a la imposición de la multa en sí, el pronunciamiento no exhibe ninguno de los vicios a los que se hace referencia en el acápite anterior, máxime cuando los agravios de la quejosa no son sustancialmente distintos de los anteriormente planteados a través de su accionar defensivo durante el trámite de la medida cautelar. Por el contrario, el agravio dirigido contra el monto de la multa en cuestión resulta excesivo.


    Fundación Sales c/ Estado Nacional - Secretaría de Comunicaciones


    F. 26, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Regulación de honorarios. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    La Corte ha resuelto, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas - como regla - a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. Ambos supuestos excepcionales concurren en el sub lite. 


    Auzón, Mario y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales


    A. 136, XXXVII, 14 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Buques. Siniestro. Fallos de la Corte Suprema. Incumplimiento de resolución judicial. Competencia civil y comercial federal. 


    Si bien la decisión recaída en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no es susceptible de apelación extraordinaria, por no revestir el carácter de sentencia definitiva; en el sub lite, cabe apartarse de tal criterio en tanto la decisión impugnada configura un apartamiento inequívoco de lo resuelto anteriormente por la Corte en esta causa, privando al interesado de valerse de remedios legales ulteriores que tornen efectiva la defensa de sus derechos. Asiste razón al recurrente toda vez que el a quo al resolver la inaplicabilidad del artículo 552 de la Ley N° 20.094 y declarar la competencia del Juez a cargo del Juzgado Federal de La Plata para entender en el juicio de abordaje, pese a la mención que del pronunciamiento de la Corte realiza en la sentencia, prescinde de sus términos desconociendo en lo esencial lo allí dispuesto. 


    Municipalidad de Magdalena c/ Shell Compañía Argentina de Petróleo Sociedad Anónima


    M. 426, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Caducidad de instancia. Plazos procesales. Feria judicial. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Aplicación errónea de la ley. Procedencia del recurso. 


    Si bien las cuestiones de hecho y de derecho procesal, ajenas –como regla y por su naturaleza- al recurso del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la vía intentada cuando, con menoscabo del derecho de defensa en juicio, artículo 18 de la Constitución Nacional, el Superior Tribunal ha desatendido los planteos de aquellos que tendían a demostrar la improcedencia del planteo formulado por la demandada, y omitido ponderar elementos de la causa y disposiciones legales conducentes para la correcta solución del caso. Asiste razón al recurrente, en cuanto sostiene que la sentencia del a quo resulta arbitraria, al fundar su decisorio exclusivamente y con rigorismo formal en lo normado por el artículo 311 del código procesal provincial (según texto anterior a la reforma introducida por la ley 12.357), cuya interpretación respecto del cómputo de los días inhábiles –feria judicial- resultaba dispar en la jurisprudencia local, lo que llevó a su posterior reforma. 


    Núñez, Fernando Ernesto c/ Provincia de Buenos Aires


    N. 310, XXXIX, 03 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Cesión de derechos hereditarios. Acción de nulidad. Aplicación errónea de la ley. Procedencia del recurso. 


    Si bien lo atinente a la interpretación y aplicación de normas de derecho común es, en principio, ajeno a la vía excepcional del artículo 14 de la Ley N° 48, reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que es condición para la validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes. En consecuencia, asiste razón al recurrente toda vez que el a quo ha sustentado el rechazo de la nulidad del contrato de cesión de herencia por lesión subjetiva, únicamente en la circunstancia de no haberse planteado conjuntamente acciones tendientes a recomponer el acervo hereditario, recaudo que no constituye requisito necesario de la figura. Ello exterioriza una ausencia de fundamentación suficiente de la sentencia antecedente, que la descalifica como acto jurisdiccional válido. 


    Vogelius Matta, Martín Alberto c/ Vogelius, Angelina Teresa y otros s/ Nulidad de contrato


    V. 542, XXXIX, 07 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Depósito judicial. Pesificación. Resoluciones judiciales. Defectos en la fundamentación normativa. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. 


    Si bien en estricta técnica jurídica la resolución impugnada no constituye sentencia definitiva, reiterada jurisprudencia de la Corte ha entendido que son equiparables a ésta y susceptibles, por tanto, de instancia extraordinaria, aquéllos decisorios que priven al interesado de valerse de remedios legales ulteriores que tornen efectiva la defensa de sus derechos, como es el caso de autos. Surge de las constancias agregadas al expediente que en la audiencia celebrada no hubo resolución del magistrado pasible de ser recurrida respecto a la pesificación de los fondos de la quiebra para su reinversión, por lo que mal puede entenderse que la mera asistencia de la sindicatura implique consentimiento, considerando especialmente que tampoco fue adelantada -al citarse a la audiencia, o en ningún otro momento- la decisión de convertir a pesos los plazos fijos en dólares estadounidenses, y que la oposición a la pesificación fue presentada a los dos días de haber sido dictado el fallo en tal sentido.


    Castelar S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de movimiento de fondos


    C. 4005, XXXVIII, 16 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Contrato de distribución. Prórroga de la competencia. Pacto de jurisdicción. Excepción de incompetencia. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48, no resulta procedente en aquellos casos donde se han resuelto cuestiones de competencia, por no constituir tales pronunciamientos sentencia definitiva o equiparable a ella, naturaleza atribuible a las resoluciones que ponen fin al pleito, impiden su prosecución o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación. Aun cuando dicho principio reconoce excepción en los supuestos en los que se haya denegado el fuero federal o consagrado una efectiva denegación de justicia, ninguno de estos extremos se verifica en el sub-lite. En el caso, el pronunciamiento que hizo lugar a la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, sobre la base de la prórroga de jurisdicción prevista en el contrato de distribución, no tiene el carácter de definitivo.


    Distribuidora Coronel S.R.L. c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A.


    D. 565, XL, 07 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Caducidad de instancia. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. 


    Asiste razón al recurrente, en cuanto sostiene que la sentencia del a quo resulta arbitraria, al fundar su decisorio exclusivamente en lo normado por el art. 310, inc. 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y omitir las consideraciones de las prescripciones de los art. 313, inc. 3° y 268 del citado Código, de expresa aplicación en el sub lite en el contexto de las actuaciones. Por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación del proceso de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga, debe adecuarse a ese carácter evitando incurrir en un exceso ritual que la desnaturalice. Por ello, no cabe extender al justiciable actividades que no le son exigibles cuando la ley adjetiva no se las atribuye, con riesgo de incurrir en una delegación no prevista legalmente, razón por la cual se ha entendido, que cuando la parte queda exenta de su carga procesal de impulso, su inactividad no puede ser presumida como abandono de la instancia, pues ello importaría imputarle las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones legales que son propias de los funcionarios responsables.


    Montovani de Masotta M. Teresa c/ Empresa de Transporte del Oeste S.A. Línea 624


    M. 2195, XL, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Sentencia interlocutoria. Defensa en juicio. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Si bien la valoración de los extremos en torno a la admisibilidad de los recursos es, como principio, facultad privativa de los jueces en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscita y, por lo tanto, no es materia susceptible de revisión por la vía prevista en el art. 14 de la ley 48, cabe, sin embargo, hacer excepción de tal premisa cuando la solución adoptada redunde en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado y cuando lo decidido revela un exceso ritual manifiesto, incompatible con el ejercicio del derecho de defensa en juicio, omite ponderar argumentos conducentes para una adecuada solución del litigio o constituye un medio para frustrar el ejercicio de la jurisdicción del Tribunal. La resolución que deniega el recurso de apelación en el proceso de amparo, reviste el carácter de interlocutoria con fuerza de definitiva en tanto deja firme para el apelante la resolución.


    Asociación Nuevo Milenio c/ Aguas Argentinas S.A. y otros


    A. 205, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Crédito laboral. Desistimiento. 


    Después de la presentación del recurso de hecho, los interesados depositaron las sumas resultantes de la liquidación realizada sin formular en dicho acto reserva de continuar con el trámite de la queja. Cabe atribuir a tal proceder –con arreglo a jurisprudencia reiterada de la Corte- el carácter de desistimiento tácito de la impugnación. En esas condiciones y dado que el pronunciamiento de la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aún sobrevinientes, ha resultado carecer la apelante de interés en su recurso. En efecto, el depósito efectuado resultó ser consecuencia de la conducta discrecional de la parte demandada que, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 873, 915, y 918 del Código Civil, tácitamente, implicó haber desistido de la cuestión debatida en el presente recurso.


    Falcón, Gustavo Adrián c/ Bayer Argentina S.A.


    F. 983, XXXIX, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Dación en pago. Actos de disposición. Juicios universales. Pedido de quiebra. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario exige como requisito ineludible de admisibilidad que se interponga respecto de sentencia definitiva que ponga fin al pleito, o que subsidiariamente se demuestre que media agravio irreparable, o de tardía e insuficiente reparación ulterior, supuestos éstos que no demuestra se verifiquen en el caso, donde el crédito del reclamante puede ser hecho valer en el proceso de verificación ante el concurso preventivo del deudor, circunstancia que por sí sola bastaría para el rechazo del presente recurso. Sin perjuicio de ello, la discusión versa esencialmente sobre el alcance dado por los tribunales de la causa a normas del Código Civil y de la Ley de Concursos, materia de derecho común ajena de por sí al tratamiento en la vía excepcional. 


    Ingeniería y Construcciones S.A. de Cicia s/ Pedido de quiebra por Cooperativa Minera de Productores de Arena y Piedra del Noreste Limitada


    I. 166, XL, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Queja por recurso denegado


    Daños y perjuicios. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    No obstante que el Alto Tribunal tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, constituyen temas propios de los jueces de la causa, y ajenos a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, ha hecho excepción a tal principio, cuando el fallo no se encuentra suficientemente fundado en las constancias del litigio o carece de la fundamentación necesaria para la validez del acto jurisdiccional. En ese orden de ideas, cabe agregar, que si bien la determinación de la cuestiones comprendidas en la litis es materia privativa de los jueces de la causa, tal principio debe reconocer excepción cuando lo decidido, con mengua del derecho de defensa en juicio, signifique apartarse de los hechos invocados al trabarse el diferendo o de los términos de la relación procesal, accediendo a una pretensión no formulada por lo litigantes. 


    Hendi, Deniel A. c/ Fiat auto S.A. de ahorro para fines determinados


    H. 310, XXXIX, 17 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Denegatoria del fuero federal. Juicios en que la Nación es parte. Demandado. Entes autárquicos. Modificación de la ley. Modificación de la competencia. Competencia federal. Admisibilidad del recurso. 


    Corresponde entender a la justicia federal y no a la provincial en las causas en que la Nación o uno de sus organismos autárquicos sea parte, máxime respecto de aquellas en las que pudiera derivar un perjuicio al patrimonio del Banco de la Nación Argentina, de acuerdo al art. 116 de la Constitución Nacional y a lo dispuesto por el art. 27 de la ley 21.799, invocado por la institución demandada a los efectos de fundar sus apelaciones en todas las instancias. La Corte tiene dicho que, al no existir disposiciones expresas en contrario, ha de estarse a la radicación definitiva de los procesos en los casos en que la ley modifica las reglas de la competencia. Al respecto, señaló que rige el principio de la llamada perpetuatio iurisdictionis, según el cual la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso, la cual queda fija e inmutable hasta su final, aunque sobrevengan circunstancias de hecho que, de haber estado presentes con anterioridad, hubieran podido modificar la situación. Asimismo, advirtió que cuando se sancionan normas que modifican la distribución de competencias entre los órganos judiciales, ellas se aplican de inmediato, incluso a las causas pendientes, siempre que no importe privar de validez a los actos procesales ya cumplidos conforme a las leyes anteriores.


    Putallaz, César David c/ Banco de la Nación Argentina - Sucursal Corrientes-


    P. 1460, XL, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Caducidad de instancia. Inactividad procesal. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Devolución del expediente. 


    La Corte ha sostenido que no cabe extender al justiciable actividades que no le son exigibles en tanto la ley adjetiva no se las atribuye, sin riesgo de incurrir en una delegación no prevista legalmente. Esta solución es la que mejor se compadece con conocida doctrina de la Corte según la cual, la caducidad de la instancia es un modo anormal de terminación del proceso, cuyo fundamento reside en la presunción de abandono de la causa, motivo por el cual su interpretación debe ser restrictiva y la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio, lo que conduce a descartar su procedencia en casos de duda razonable. 


    Universidad Nacional del Nordeste c/ Mariño Fages, Jorge Raúl José y otros s/ Acción de Reintegro por daños y perjuicios


    U. 42, XL, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso de apelación


    Plazos procesales. Oportunidad procesal. Sentencia arbitraria. 


    Los agravios de la apelante suscitan cuestión federal para su examen en la vía intentada, pues si bien, como regla, las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria -en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones planteadas-, cabe hacer excepción a ese principio cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional o no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, de modo que afecta en forma directa e inmediata la garantía de defensa en juicio. Desde esta perspectiva, es arbitraria la resolución que declaró mal concedido el recurso de apelación por extemporáneo, argumentando que el juez de grado entendió que las notificaciones dirigidas al co-demandado exclusivamente, ante la representación invocada al apelar la decisión que resolvía una excepción, poseían virtualidad para notificar a la recurrente. El artículo 46 del CPCCN ordena acompañar los instrumentos que acreditan la personería a efectos de justificar la representación procesal, esto es, presentación de poder suficiente y válido para actuar por la parte; y admite una excepción relativa en determinados supuestos, siendo deber del juez controlar de oficio el cumplimiento de este presupuesto del proceso. El artículo 47 del CPCCN a su vez dispone que, cuando se invoque un poder general o especial para varios actos, la personalidad debe acreditarse con la agregación de una copia íntegra firmada por el apoderado o patrocinante.


    De las constancias de autos surge que, el co-demandado ejerció la representación de la recurrente para apelar el rechazo de la excepción de incompetencia sin invocar poder para varios actos, y, no obstante lo dispuesto por los artículos 46 y 47, con posterioridad tampoco le fue exigida la representación del mismo.


    Estancia y Cabaña Orion S.R.L. c/ Victorio, Américo Gualtieri


    E. 366, XL, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso de queja


    Fuero de atracción. Cuestiones de competencia. Concurso preventivo. Desestimación del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las resoluciones en materia de competencia por principio no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, al no constituir la sentencia definitiva que pone fin al pleito, ni impedir su continuación máxime cuando no media en el caso denegatoria del fuero federal. Por otra parte, no resulta atendible el argumento del recurrente relativo a que la resolución que declaró la competencia del fuero laboral le ocasione un agravio irreparable a la garantía del debido proceso, ya que no se vio oportunamente impedido de ejercer sus derechos, ni el estado procesal de la causa incide en el trámite obligatorio de la verificación donde podría hacer valer sus argumentos en debida forma. En orden a ello, es del caso advertir que en la causa se ha dictado sentencia, situación que genera una excepción a la regla del fuero de atracción, que como tal, sólo puede hacerse efectiva sobre los juicios que se hallen en trámite, y no sobre los que a la fecha de apertura del concurso preventivo o decreto de quiebra ya hubiesen concluido con sentencia firme, lo que no obsta a la posibilidad de que el actor solicite como ya se señalara la verificación de su crédito en el trámite universal.


    Sáenz, Jorge Eduardo y otro c/ Comunicación Grupo Tres S.A.


    S. 2230, XL, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX. "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Carreira, Carlos Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02


    C. 1566, XXXIX, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso desierto


    Resolución recurrible. Defensa en juicio. Garantías constitucionales. 


    Si bien las resoluciones que declaran desierto el recurso ante el tribunal de alzada no son –en razón de su naturaleza fáctica y procesal- impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48, tal doctrina admite excepción cuando lo resuelto implica una denegatoria de justicia, vulnerando así los principios que gobiernan el debido proceso adjetivo garantizado por el artículo 18 de la Constitución Nacional. Cabe señalar, que nuestro ordenamiento privilegia la adecuada protección del derecho a la defensa, por lo que, tratándose de un caso de aristas dudosas debe estarse a favor de aquella solución que evite la conculcación de garantías de neta raíz constitucional.


    Altopiedi, Hilda Isabel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior


    A. 1433, XXXIX, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario


    Cuestiones de competencia. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Aguilar, Argentino G. s/ Apelación


    COMP. 50, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Arduzzi, Juan c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Apelación


    COMP. 51, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Marchi, Juan Antonio c/ A.R.T. (Liberty) Apelación


    COMP. 54, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Ocampo, Daniel Ruben c/ La Holando Sudamericana Compañía de Seguros S.A. s/ Apelación


    COMP. 53, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Toledo, Eugenia Elisa s/ Apelación A.R.T.


    COMP. 52, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Becerra, Cáceres c/ Mapfre s/ Ley 24.557


    COMP. 1772, XL, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Garay, Germán c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1783, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Godoy, Graciela E. c/ La Holanda Sudamericana s/ Ley 24.557


    COMP. 1777, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Gómez, Analía c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1809, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Gómez, Aníbal Omar c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1953, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Gómez, Jorge c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 62, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    González, Pedro L. c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1780, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Guardon, Abel c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 55, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Ibarra, Sergio Aroldo c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 59, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Juárez, Carlos c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1803, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Lancioti, Rafael c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1773, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Larrecochea, Norma c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1793, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Lezcano, Patricia Ruperta c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1947, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Martínez c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1781, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Contrato de caja de seguridad. Distinta vecindad. Competencia provincial. 


    Cabe recordar que la Corte dejó expresamente establecido que la interpretación armónica de los Arts. 9° de la ley 48 y 90 inc. 4°, del Código Civil, lleva a concluir que el centro de negocios de la sociedad fija la vecindad a los efectos del fuero para las causas vinculadas a dicho centro, motivo por el cual resulta esencial determinar si se ha tenido relación con dicho centro o con la sucursal o establecimiento local. En el caso no se configuran entonces, circunstancias que surtan el fuero federal en razón de la distinta vecindad de las partes, toda vez que se advierte que los amparistas denunciaron tener domicilio real en la provincia, donde se encuentran la cajas de seguridad, cuyo acceso se pretende, como así también, que la entidad financiera accionada tiene sucursal en la misma ciudad, conforme surge las constancias del expediente. En segundo lugar, se trata de una relación entre particulares, motivo por el cual tampoco resulta procedente la jurisdicción federal, al no mediar personas nacionales comprometidas, circunstancia que se vincula con la reiterada jurisprudencia de la Corte que establece que la justicia federal es un fuero de excepción y no dándose causal específica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde entender a la jurisdicción local. Por último, no resulta ocioso destacar que en autos se discute una medida dictada por el Tribunal Superior provincial, y que por tanto los recurrentes debieron acudir a los tribunales locales a los fines de reveer la misma.


    
      

    


    Barbeito, Juan Carlos c/ Banco Banex S.A.


    B. 589, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Resoluciones judiciales. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    La invocación de cláusulas de tenor constitucional, ha puntualizado la Corte, no excusa la ausencia del requisito concerniente al carácter definitivo o equiparable de la sentencia, cuando los eventuales agravios pueden encontrar remedio en las propias instancias o por vía de intervención de la Corte Suprema al dictarse el pronunciamiento final de la causa, extremo que acaece en las presentes actuaciones.


    Bermay, Susana y otros c/ H.J Navas y Compañía S.A. s/ Incidente Artículo 1113


    B. 1217, XL, 16 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Suárez, Federico c/ La Caja A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 1776, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Packer, Juan c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1792, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ acción meramente declarativa”.


    Persegueiro, Julio c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 1747, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente".


    Andino, Omar A. c/ SOMISA s/ Enfermedad - Accidente


    COMP. 1241, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Caducidad de instancia. Inactividad del Tribunal. Exceso ritual manifiesto. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. 


    Asiste razón a los quejosos, quienes instaron permanentemente las actuaciones, recayendo en la actuaria el deber de impulsar el proceso, teniendo en consideración que era ella quien debía certificar la documental acompañada, y que el magistrado había declinado su competencia en razón de la materia, por lo que la parte se encontraba impedida de efectuar cualquier otra petición que instara la acción hasta tanto no hubiere un juez competente para hacerlo. Es menester resaltar que fueron seis las presentaciones efectuadas por los actores en igual sentido, sin resultado alguno por parte del juzgado, que se limitó a reiterar en todas las oportunidades la misma providencia, por lo que resulta evidente su interés en mantener la pretensión litigiosa sin que se le pueda atribuir falta de instancia del proceso, cuando la inactividad recayó exclusivamente en el juzgado. 	


    Fontán, Carmen y otros c/ Sindicato luz y Fuerza de Tucumán s/ Daños y Perjuicios


    F. 780, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente".


    Tevés, Ramón c/ SOMISA s/ Indemnización - Enfermedad – Accidente


    COMP. 1242, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente".


    Hepp, Catalina Carlota y otros c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 1243, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente".


    Dalibalta, Nazih y otra c/ SOMISA s/ Enfermedad - Accidente


    COMP. 1244, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    A. Carranza, Miguel c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1788, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Luna, Enzo Víctor c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1801, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo"; y M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro / Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Broder, Zulema Valentina y otro c/ Banco Bank Boston y otro s/ Acción de amparo


    B. 240, XXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Régimen de visitas entre parientes


    Medidas cautelares. Interés superior del niño. Exceso ritual manifiesto. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    El juzgador, mediante un pronunciamiento dogmático, dejó firme una resolución que, al desestimar el recurso de nulidad y reconsideración interpuesto por la actora, confirió también firmeza al decisorio de la señora Juez de Trámite que, en el marco de un incidente de medidas cautelares, rechazó el cambio de domicilio y escolaridad de los menores y un pedido de suspensión del régimen de visitas del padre. Resulta pertinente poner de resalto a la Corte las particulares circunstancias que rodean al caso y que los jueces de la causa -más allá de los aspectos formales de los recursos en juego- no podían dejar de atender fundadamente, por encontrarse en definitiva comprometida la situación de menores cuyo interés cabe priorizar por sobre requisitos meramente rituales, especialmente, pues el devenir del proceso concluyó en la modificación de un régimen de tenencia, consecuencia, que al menos de inicio, excedió de la pretensión cautelar de los litigantes (cambio de domicilio, escolaridad y suspensión de régimen de visitas). En efecto, surge de las actuaciones que, finalmente, previa intimación a la progenitora a fijar su residencia, sus hijos fueron detraídos de su tenencia y entregados al padre a quien se le adjudicó en forma provisoria. Dichas circunstancias fueron puestas en conocimiento del Superior Tribunal local, con anterioridad al dictado de la sentencia cuestionada en la presente queja. En tales condiciones, la decisión recurrida, resulta susceptible de causar un gravamen a la actora de difícil reparación ulterior, por lo que puede equipararse a las que ponen fin al pleito o impiden su continuación.


    B., Gabriela Silvina c/ M. G., Roberto A.


    B. 154, XL, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios


    Honorarios del abogado. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Monto del juicio. Monto indeterminado. Ejecución de sentencia extranjera. Exequátur. 


    Tiene dicho la Corte que las cuestiones que se suscitan en materia de regulación de honorarios en las instancias ordinarias son ajenas, como principio, a la vía que prevé el Artículo 14 de la Ley 48, así como que la doctrina de la arbitrariedad es particularmente restringida sobre el punto; máxime, si no se advierten circunstancias relevantes que autoricen un apartamiento de tales principios, lo que ocurre cuando la sentencia aparece suficientemente fundada en los antecedentes de la causa y las consideraciones de orden procesal en las normas arancelarias que cita; tema de eminente naturaleza común y de derecho adjetivo. No parece que este proceso posterior tuviese algún vínculo con el trámite principal que tuvo su fin con una sentencia arbitral extranjera. La conversión en un título ejecutivo para que se admita como tal en nuestro territorio, a través del exequátur, no conlleva en sí mismo discusión patrimonial alguna. 


    Reef Exploration Inc. c/ Compañía General de combustibles S.A.


    R. 744, XXXIV, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Fundamentación de la resolución. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. 


    No obstante que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria, y la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida, cabe hacer excepción a esa regla cuando se ha omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. El fallo cuestionado carece de fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, toda vez que el Tribunal se ha limitado a consignar la normativa aplicable sin tratar adecuadamente las mencionadas cuestiones planteadas por los recurrentes. La decisión así concebida no permite determinar cuál ha sido el importe considerado monto del proceso, etapas procesales consideradas, porcentajes, alícuotas fijadas o pautas empleadas para la valoración de la labor profesional. La sentencia que confirmó y redujo los honorarios regulados por el juez de grado es arbitraria toda vez que no contiene fundamentos que permitan referir las conclusiones a las cláusulas del arancel y, en el caso de que la Alzada haya considerado que debía apartarse de los montos o porcentuales mínimos correspondientes, omite expresar el fundamento explícito y circunstanciado de las razones que justificarían su decisión según lo dispuesto por el artículo 13 de la Ley 24.432; lo expuesto no implica abrir juicio acerca de la base regulatoria, norma aplicable o razonabilidad de la regulación definitiva.


    Makey S.A. c/ Weston S.A. y otros


    M. 602, XL, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


    Remisión del expediente


    Recurso extraordinario federal. 


    Se solicita remisión de causas.


    W., B. d. C. c/ V., B. A. y V., N. B. s/ Violencia Familiar Artículo 1 Ley 12.569


    COMP. 1421, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Responsabilidad solidaria


    Subcontratación de servicios. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La Corte ha señalado que los presupuestos fácticos previstos en la Ley de Contrato de Trabajo, a fin de imponer la solidaridad a las empresas, deben determinarse en cada caso atendiendo al tipo de vinculación y a las circunstancias particulares que se hayan acreditado. fEn ese sentido, la apertura de la instancia extraordinaria estuvo apoyada en que había que poner un "necesario quietus" a cierta tendencia jurisprudencial con la que se abordaba el tema con pautas que mostraban "excesiva latitud" en la valoración de los hechos y en el derecho aplicable, máxime cuando tales recaudos debían extremarse -al decir del Alto Cuerpo- mediante un escrutinio estricto de los recaudos del artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo que obliga al pago de una deuda en principio ajena. Los extremos relativos a ese escrutinio concreto y riguroso encarecido por la Corte, no parecen mostrarse adecuadamente en el caso, toda vez que las consideraciones que realizó el tribunal sobre la interpretación de la norma aplicable con fundamento en que las tareas contratadas resultaban "indispensables" para el establecimiento, desde que la co-demandada no podría prescindir de ellas, introducen dogmáticamente un elemento no previsto de forma expresa en el texto legal examinado, el que remite, en rigor, a la contratación o subcontratación de trabajos o servicios correspondientes a la actividad normal y específica propia del establecimiento, dentro o fuera de su ámbito. La aplicación al caso de la citada norma, en las condiciones señaladas, implica extender el ámbito de su regulación de un modo que su texto no parece consentir, desnaturalizando su contenido al asignarle un significado que, prima facie, excede sus fines y que por ello merece ser descartado.


    Ajis de Caamaño, María Rosa y otros c/ Lubeko S.R.L. y/o Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    A. 1589, XXXVIII, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Servidumbre de gasoducto


    Indemnización. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    La causa cuya inhibitoria se solicita corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del decreto 1285/58 por ser parte una Provincia en un pleito de exclusivo contenido federal: desentrañar el contenido y alcances de normas federales, para determinar a quién le corresponde la potestad de regulación en materia de hidrocarburos. La demanda incoada por el Estado local contra una sociedad con domicilio en la Capital Federal, y la pretendida inconstitucionalidad de leyes nacionales y de los arts. 66 y 67 de la Constitución Nacional, hace que corresponda asignar naturaleza federal a la materia sobre la que versa el pleito, en tanto para solucionar la cuestión el juez interviniente deberá interpretar los preceptos federales cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia. 


    Pan American Energy LLC sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy LLC s/ Ordinario"


    P. 1749, XL, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Simulación


    Nulidades societarias. Acción revocatoria. Fuero de atracción. Incompetencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Procedencia del fuero de atracción del concurso preventivo. Objeto de la demanda: reclamo de contenido patrimonial.


    Procede, de conformidad con lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, el fuero de atracción del concurso preventivo si la demanda promovida se refiere a un reclamo de contenido patrimonial.


    Entre Rios, Provincia de c/ Construcora Performar S.A. s/ Anulación de acto jurídico


    E. 141, XXXIX, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Suspensión del plazo


    Suspensión del proceso judicial. Reanudación del plazo. Actos y diligencias procesales. Sentencia arbitraria. 


    La reanudación de los plazos requiere el cumplimiento de tres requisitos inexcusables: la petición de parte, el dictado de una resolución judicial que así lo ordene y su posterior notificación. No existe en autos un decreto de tal naturaleza, por lo que no puede articularse incidente de nulidad alguno en un proceso que, ante el incumplimiento de los requisitos mencionados para la reanudación de sus plazos, se encuentra suspendido.


    Asociación de Clínicas y Sanatorios de la Provincia de Mendoza c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados


    A. 364, XXXIX, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Verificación de créditos


    Sustitución de ejecución de sentencia. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Recurso extraordinario federal Doctrina de la arbitrariedad. Gravedad institucional. 


    La obligación cuyo cumplimiento se pretende en el proceso es anterior a la fecha de la presentación en concurso preventivo de la codemandada. Por lo tanto, resulta aplicable en la especie la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial promovidos contra el concursado. Asimismo, el acreedor imperativamente debe someterse al régimen de verificación de créditos del artículo 32 de la ley de concursos. En atención a ello, la sentencia dictada por el a quo y confirmada por la Cámara no vulnera garantías constitucionales ya que la Ley 24.522 dispone un procedimiento específico y obligatorio para la totalidad de los acreedores, sin distinción de la naturaleza del crédito. Una decisión contraria perjudicaría a los restantes acreedores que integran la masa concursal, que se encuentran en igual situación que la actora, vulnerándose en ese caso el principio de la pars condicio creditorium, que establece la igualdad en el tratamiento de los créditos, en tanto el patrimonio del concursado es la prenda común de todos los acreedores. Conforme a lo expresado, no se advierte la arbitrariedad que se invoca y, por tanto, la sentencia controvertida tiene fundamento en preceptos de naturaleza común y local que resultan suficientes para la adecuada solución del caso. Tampoco se verifican desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a la resolución impugnada como acto judicial.


    Souto, Dora Bernardina c/ Sociedad Anónima Organización Coordinadora Argentina


    S. 1673, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Constitucional


    Accidente de trabajo


    Enfermedad laboral. Falta de prueba. Recurso extraordinario federal. Desistimiento del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La sentencia recurrida halla suficiente sustento en las consideraciones no federales de la juzgadora, por lo que no resulta descalificable en los términos de la doctrina a que se hace referencia, toda vez que, en lo relativo a los agravios del apelante, no se evidencia irrazonable la interpretación realizada por la Alzada respecto de la prueba producida e impugnaciones efectuadas por las demandadas, admitidas, más tarde, a los efectos de revocar el pronunciamiento de grado, que acogió el reclamo del actor por incapacidad parcial y permanente del 31 % de la T.O. (enfermedad-accidente: hipoacusia).


    Gobet, Jorge A. c/ Telefónica de Argentina -ENTEL- Estado Nacional s/ Accidente de Trabajo


    G. 1999, XL, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción contencioso administrativa


    Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancias del recurrente. 


    Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por haber prescindido el a quo del marco legal aplicable e ignorar la prueba incorporada al proceso no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que el tribunal, después de ponderar las constancias de la causa que dan cuenta de la naturaleza de domino público de la Provincia de Catamarca de la zona de reserva minera en cuestión y de las normas aplicables, concluyó que el decreto acuerdo era nulo por la falta de intervención de la Legislatura en la formalización de dicho acto. De este modo sus agravios conducen a la discusión de aspectos de hecho y prueba que, por su naturaleza, están reservados a los jueces de la causa, sin que baste cuestionar el acierto con que tales circunstancias han sido valoradas para justificar la tacha de arbitrariedad que se invoca. 


    Estado Provincial c/ Sociedad Minera Catamarqueña de Economía mixta y Minera Andina S.A.


    E. 118, XXXIX, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Denegatoria del recurso. Sentencia definitiva. Gravedad institucional. 


    El recurso extraordinario requiere, para su procedencia, que la decisión apelada revista el carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, vale decir, que ponga fin al pleito, impida su continuación o cause un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. La Corte ha dicho que, tratándose de abrir una tercera instancia, el legislador sólo la autoriza respecto de las sentencias definitivas y por tales se entienden las que dirimen la controversia poniendo fin al pleito, o haciendo imposible su continuación, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. 


    Lacustre del Sud S. A. c/ Consejo Agrario Provincial - Provincia de Santa Cruz


    L. 1381, XXXIX, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ascenso laboral. Cargo de mayor jerarquía. Adicional por compensación de servicios. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    La interpretación y alcance de normas de derecho público local resultan ajenos al remedio federal, salvo en caso de sentencia arbritraria.


    El examen de cuestiones relacionadas con la interpretación y alcance de normas de derecho público local, son temas ajenos -como regla y por su naturaleza- al remedio del art. 14 de la ley 48; sin embargo ello no es óbice para la procedencia de la vía extraordinaria, cuando la sentencia impugnada no constituye una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. El objetivo de la Ley provincial 4.238, según coinciden en sostener en autos ambas partes, corregir las desigualdades salariales entre agentes que desempeñaban las mismas tareas y sus disposiciones, preceptuaban que el personal a ser promovido en forma directa debía reunir ciertos requisitos, los que en momento alguno la demandada consideró que la accionante no reuniese. 


    Dell Oste, Amabile c/ Provincia del Chaco s/ demanda contencioso administrativa


    D. 654, XL, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Sucesiones. Recurso extraordinario federal. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y las leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, principio que cede cuando la decisión adolece de arbitrariedad. La Corte no podría transformarse en el intérprete final de las decisiones que adoptan los tribunales provinciales dentro de sus atribuciones y por aplicación de las normas que integran sus ordenamientos jurídicos, o en un órgano de unificación de la jurisprudencia provincial, sin perjuicio de señalar que si puede llegar a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque intervenir en causas que presenten cuestiones federales. 


    Sucesores de Abel Wellig c/ Municipalidad de Puerto Vilela s/ Demanda Contencioso Administrativa


    S. 1832, XXXIX, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    ARS S.A. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo s/ Recurso extraordinario


    A. 267, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Garantías de los jueces. Intangibilidad de la remuneración. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Los actores solicitan que se declare la inconstitucionalidad de la ley local 7405, que pretende enmendar el art. 151 de la Constitución de la Provincia de Mendoza, por violar sustancialmente las garantías previstas en los arts. 1°, 5° y 110 de la Constitución Nacional. Tal planteamiento implica cotejar la ley local con la Constitución Nacional, a fin de apreciar si la primera colisiona o no con los principios contenidos en esta última, sin necesidad de examinar y revisar actos administrativos emanados de las autoridades provinciales o interpretar y aplicar normas de derecho público local. Cabe así asignarle un manifiesto contenido federal a la materia debatida en el juicio, pues la pretensión deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, constituyendo su exposición una típica cuestión de esa especie.Toda vez que resulta demandada la Provincia de Mendoza en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores, este caso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Brandi, Eduardo Alberto y otros c/ Mendoza, provincia de s/ Acción de amparo


    B. 1660, XLI, 09 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Seguridad Social. Reducción de la jubilación. Suspensión del pago: sueldo anual complementario. Emergencia económica. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Fundamentación del recurso: discrepancia del recurrente. 


    Declaración de inconstitucionalidad de arts. de los arts. 29, inc. a), 30, inc. a), de la Ley 12.874 y 27 y 28 de la Ley 13.002.


    El remedio procesal interpuesto no puede prosperar, toda vez que el recurrente no ha logrado demostrar la arbitrariedad de la sentencia, ya que sólo se desprende del escrito correspondiente una exposición reiterada de meras discrepancias con los argumentos y fundamentos dados en el decisorio, todos ellos relativos a cuestiones de hecho, prueba y a la interpretación asignada a normas de derecho local, ajenas, por tanto, a la instancia extraordinaria. Ello es así, desde que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos que el apelante considere equivocados, en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la Jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten en el país con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. 


    Pena, Francisco Eduardo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Artículos 29 y 30 Ley 12.874


    P. 396, XL, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Retención de aportes previsionales. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Exceso ritual manifiesto. Verdad jurídica objetiva. 


    La Corte reiteradamente dicho que en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir dicha tacha no habría sentencia propiamente dicha. Cuando los agravios se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada- ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal, cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. Obviar el estudio de serios y conducentes elementos de la causa, importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. E


    Souielhe, Enrique H. c/ Instituto de Previsión Social y otro


    S. 1740, XXXIX, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Aportes previsionales. Monotributo. Seguro por incapacidad. Cuenta de capitalización individual. Sentencia no firme. 


    La Corte destacó que resulta particularmente necesario que, al interponer el recurso extraordinario, el apelante demuestre la existencia de un requisito indispensable para su procedencia: que el pronunciamiento impugnado posee carácter “definitivo”, en el sentido de que el agravio alegado es de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior, precisamente porque no habría posibilidad en adelante para volver sobre lo resuelto. Dicho recaudo no aparece cumplido en el sub lite, pues la sentencia recurrida no ha importado un pronunciamiento contrario a los derechos de la amparista en forma tal que impida su replanteo jurídico posterior, sino que se ha expedido sobre la improcedencia formal de la acción instaurada para poner en debate el respeto a esos derechos. Tampoco ha alegado que ese planteo ulterior resulte inoportuno o ineficaz para la tutela que procura, conforme la doctrina de la Corte. 


    Novillo Almada de Brie, María Laura Elena c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo y sumarísimo


    N. 244, XXXVIII, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tribunales provinciales. Cuestiones de competencia. Facultades de la Cámara de Apelaciones. Designación de jueces. Subrogancia del juez. Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación. Cuestión abstracta. 


    El conflicto entre la Cámara Federal de Apelaciones de Tucumán y el Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Catamarca en torno a las facultades de superintendencia para designar a un magistrado nacional, no compete a la Corte resolver en los términos del art. 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58, toda vez que, de acuerdo con lo allí dispuesto, sólo deberá hacerlo respecto de los conflictos que en juicio se planteen entre jueces y tribunales del país que no tengan un órgano superior jerárquico común, mientras que la Cámara Federal de Apelaciones de Tucumán está investida de esta última calidad respecto de los otros dos tribunales involucrados en el asunto, conforme a la delegación que el Tribunal le efectuó por virtud de su Acordada n° 21/99 y es quien, precisamente, resolvió el tema. No se encuentra dentro de las facultades que el citado art. 24 inc. 7° confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes de los conflictos. Recién a partir de la ley 25.876, con posterioridad a los hechos que suscitaron el conflicto bajo análisis, se dispuso incluir, como incs. 15 y 16 del art. 7° de la Ley del Consejo de la Magistratura, entre las facultades expresas de este organismo, las de dictar los reglamentos que establezcan el procedimiento y los requisitos para la designación de jueces subrogantes y los reglamentos generales de superintendencia necesarios para el funcionamiento del Poder Judicial de la Nación. Ello llevaría a pensar que no las tenía con anterioridad, interpretación que guarda coherencia con las actitudes asumidas por el mencionado Consejo y por la Corte que fueron notificados en su oportunidad de la designación del juez subrogante sin que ninguna objeción formularan acerca del ejercicio de las facultades de superintendencia de la Cámara federal de Apelaciones de Tucumán sobre el Tribunal Oral en lo Criminal de Catamarca o sobre su competencia para designar magistrados subrogantes en los términos de la ley 20.581. Se concluye, sin perjuicio de la doctrina sentada por el Tribunal en torno a que la acción de amparo no es admisible cuando existen recursos o remedios judiciales o administrativos que permitan obtener la protección del derecho o garantía constitucional de que se trate, ya que no tiene por fin obviar los trámites legales ni alterar las jurisdicciones vigentes, ni autoriza a los jueces a irrumpir en asuntos ajenos a la competencia que por ley tienen conferida, que el amparo deducido por el juez subrogante ha devenido abstracto, por un lado, en virtud de la resolución del conflicto por la Cámara Federal de Apelaciones de Tucumán y, por el otro, debido a su renuncia al cargo, que fue aceptada por este tribunal, quien, además, designó en su reemplazo a otro integrante de la lista, todo lo cual comunicó a la Corte y al Consejo de la Magistratura de la Nación.


    Nieva, Aldo César Hugo c/ Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Catamarca s/ Amparo


    COMP. 1066, XXXVIII, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Laudo arbitral. Contrato de obra pública. Jueces naturales. Gratuidad del procedimiento. Derechos adquiridos. Sentencia no firme. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario es inadmisible cuando no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal. Tampoco se advierte que existan razones que autoricen a admitir la procedencia de la apelación intentada por vía de excepción, en tanto los agravios invocados no se exhiben como de imposible o insuficiente reparación ulterior, pues la Cámara a quo no ha desconocido lo decidido en el laudo a favor del actor, ni lo ha colocado en una situación de privación de justicia que afecte su defensa en juicio, ya que quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado y, por otro lado, no ha denegado el fuero federal - supuesto que en la sentencia podría equipararse a definitiva - sino que, por el contrario, sostuvo su propia competencia. La ausencia de definitividad del pronunciamiento recurrido no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Radeljak, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 1349/01 y otro


    R. 893, XXXIX, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Apreciación de la prueba. 


    Ley 18.820.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no obstante que los conflictos que se suscitan en torno a temas de hecho, prueba y derecho no federal son ajenos, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal a quo ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio. Ello es lo que acontece en el sub-lite, por cuanto se aprecia con meridiana claridad que el juzgador ha rechazado la prueba aportada por el recurrente, sin dar fundamentos concretos que posibiliten su descalificación. En efecto, de la lectura de la sentencia atacada se desprende que el ad quem no consideró suficiente el informe especial subscrito por el contador público matriculado para poder excluirla del cumplimiento del requisito de pago previo, sin realizar una adecuada valoración del mismo y sin siquiera dar una mínima explicación para llegar a tal conclusión. En tales condiciones, la exigencia de mayores elementos, aunque apropiados, importa un excesivo rigor en el tratamiento de temas conducentes con menoscabo del derecho de defensa en juicio; máxime cuando la parte substancial de la decisión del juzgador desestima la prueba aportada por insuficiente, mediante una afirmación que no encuentra respaldo en fundamento alguno.


    San Jose S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI


    S. 549, XXXIX, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    En autos, el recurso es inadmisible porque, en primer término, no se dirige contra una sentencia definitiva, desde que no resuelve el fondo de la cuestión debatida, ni impide la tramitación normal de la causa. En cuanto a la alegada situación de gravedad institucional, es preciso recordar que el Tribunal ha establecido que no basta su mera invocación para habilitar esta instancia extraordinaria, sino que tal argumento debe ser objeto de un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indudable la concurrencia de aquella circunstancia. Por último, la falta de sentencia definitiva no puede ser suplida invocando la existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento, o la afectación de garantías constitucionales.


    Dubois, Juan y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    D. 1891, XXXVIII, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Bonos de consolidación de la deuda provincial. Reestructuración de deuda pública. Investigación inconclusa. 


    El Tribunal, en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 16 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, debería requerir, como medida para mejor proveer, información precisa sobre si aquél ingresó al proceso de canje indicando, pues ello permitirá contar con elementos indispensables para pronunciar una decisión útil acerca de los temas debatidos en el sub lite, así como conferir un traslado a las partes para que respondan sobre esta nueva situación. Adoptar este temperamento asegura que la sentencia final se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y aleja el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Perrini, Jorge Norberto c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    P. 111, XXXIX, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Defensa en juicio. Principio de congruencia. Sentencia ultra petita. 


    El a quo, al desestimar el amparo cuando sólo estaba habilitado para resolver la apelación contra la medida cautelar otorgada en primera instancia, excedió el ámbito de su jurisdicción. Al respecto, cabe recordar que la Corte, desde antiguo, ha dicho que la competencia del tribunal de apelación se encuentra acotada por los agravios contenidos en los recursos concedidos y la prescindencia de tal límite lesiona las garantías constitucionales de propiedad y de defensa en juicio, situación que, según lo expuesto, se presenta en el sub lite y torna descalificable al pronunciamiento como acto jurisdiccional, por resolver un tema ajeno a la jurisdicción apelada de la cámara interviniente.


    Mignone, Mario c/ Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ Amparo


    M. 2338, XL, 03 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Bonos de consolidación de la deuda provincial. Reestructuración de deuda pública. Investigación inconclusa. 


    El Tribunal, en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 16 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, debería requerir, como medida para mejor proveer, información precisa sobre si la actora ingresó a los procesos de canje indicados, pues ello permitirá contar con elementos indispensables para pronunciar una decisión útil acerca de los temas debatidos en el sub lite, así como conferir un traslado a las partes para que respondan sobre esta nueva situación. Adoptar este temperamento asegura que la sentencia final se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y aleja el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Sánchez Blanc, Nadia Claudina c/ Tucumán, Provincia de s/ Amparo


    S. 997, XXXVIII, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Bonos de consolidación de la deuda provincial. Reestructuración de deuda pública. Investigación inconclusa. 


    El Tribunal, en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, debería requerir, como medida para mejor proveer, información precisa sobre si los actores ingresaron al proceso de canje indicado, pues ello permitirá con los elementos indispensables para pronunciar una decisión útil acerca de uno de los temas debatidos en el sub lite (la reestructuración de la deuda pública provincial), así como conferir un traslado a las partes para que respondan sobre esta nueva situación.


    Valin, Alberto Alfredo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía s/ Acción de amparo


    V. 468, XXXIX, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad


    Deuda pública provincial. Bonos de consolidación de la deuda provincial. Medidas para mejor proveer. 


    El Tribunal, en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, debería requerir, como medida para mejor proveer, información precisa sobre si la actora ingresó al proceso de canje indicado, pues ello permitirá contar con elementos indispensables para pronunciar una decisión útil acerca de los temas debatidos en el sub lite, así como conferir un traslado a las partes para que respondan sobre esta nueva situación. Adoptar este temperamento asegura que la sentencia final se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y aleja el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    OSIAD Salud (Obra Social para el personal de la industria aceitera desmotadora y y afines) c/ Chaco, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    O. 647, XXXVIII, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de reducción


    Honorarios. Primera instancia. Recurso extraordinario federal. Recurso extraordinario local. Admisibilidad del recurso. Falta de agravio concreto. 


    La Corte ha reiterado que la doctrina sobre sentencias arbitrarias es particularmente restringida cuando se trata de decisiones referentes a la admisión de los recursos locales por los superiores tribunales de provincias; máxime, cuando lo objetado se refiere a honorarios, rubro, por otra parte, también por norma, ajeno a la vía, y a propósito del cual resulta igualmente restringida la procedencia de la tacha en estudio. Sentado lo anterior y, en especial, que la determinación del importe del litigio, la apreciación de los trabajos profesionales cumplimentados y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias son, en razón del carácter fáctico y procesal de esas cuestiones, insusceptibles de abordaje en esta instancia extraordinaria, salvo casos de arbitrariedad, procede anotar, en segundo orden, que toca a los quejosos evidenciar, en el cuadro antedicho, el inexcusable error en que habría incurrido la Juzgadora, dado el carácter de extrema excepcionalidad que concierne a la tacha. Ello es así, por cuanto no logran probar que se haya contradicho la doctrina legal del Superior Tribunal de la Provincia en esta materia, así como tampoco la existencia de una interpretación notoriamente desacertada de la normativa arancelaria en debate; ni rebatir la opinión de la alzada, ratificada por el Superior, en punto al irrazonable importe del reclamo del actor, sobre cuya base estimativa se efectuara la regulación. En tales condiciones, contando el fallo con fundamentos no federales suficientes, más allá de su grado de acierto o error, con los cuales meramente se discrepa, la queja debe descartarse, pues no se logra acreditar de la manera que es menester la existencia de agravios a las garantías constitucionales que se invocan.


    Nardi Piero c/ Entre Ríos S.A. y otra s/ Daños y perjuicios s/ Apelación de honorarios y resolución


    N. 282, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Juicios contra el Estado. Municipalidad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. Pero a tal fin, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. Ese requisito no se encuentra cumplido en autos, toda vez que si bien la sociedad actora dirige su pretensión nominalmente contra la Provincia de Buenos Aires, en realidad las únicas demandadas sustancialmente son las Municipalidades, ya que no individualiza de manera concreta los actos por los cuales reclama contra ella. Al respecto, tiene dicho la Corte que los municipios provinciales, ya sea que se los caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria.En tales condiciones, la Provincia de Buenos Aires no resulta titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, puesto que carece de un interés directo en el pleito, de tal forma que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, en tanto el tributo deriva de ciertas ordenanzas municipales creadas y aplicadas por ellas, lo cual obsta a la competencia originaria de la Corte.


    Pepsico de Argentina S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P. 1047, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley derogada. Cuestión abstracta. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación, ha señalado, reiteradamente, que sus sentencias deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan y, además, ha sostenido que lo demandado carece de objeto actual cuando las nuevas condiciones tornan inútil la resolución pendiente y la transforman en inoficiosa.Cuando una norma jurídica ha sido suprimida, pierde definitivamente su vigor y no puede en modo alguno revivir.La derogación de una norma abrogante no tiene la función de volver a su anterior estado a la norma abrogada por esta última.


    Asociación de Bancos Públicos y Privados de la República Argentina y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1460, XXXVIII, 11 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Vales de comida. Recurso extraordinario federal. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 


    La declaración de inconstitucionalidad de las leyes locales no constituye cuestión federal apta para sustentar el recurso extraordinario, si no existe resolución favorable a la validez de la norma local cuestionada. Desde antiguo ha sido un requisito imprescindible para la viabilidad del recurso extraordinario, previsto en el art. 14 de la ley 48, que la cuestión federal haya sido resuelta en forma contraria al derecho federal invocado, conforme a la fuente que inspiró el contenido de este recurso de excepción (la ley norteamericana del 24 de septiembre de 1789, Judiciary Act. Sección 25, Cap. 60 Sección 709, Revised Statues). La razón de ser de esta apelación excepcional radica en la necesidad de asegurar la supremacía de la Constitución, tratados y leyes nacionales que consagra el art. 31 de la Constitución Nacional. 


    Centro de Docentes de Enseñanza Media y Superior c/ Estado Provincial


    C. 1824, XXXIX, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Policía ambiental. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. 


    Coihue S.R.L. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y daños y perjuicios


    C. 3162, XL, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. Ómnibus de transporte de pasajeros. Gravamen actual. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 358, L. XXXV, “La Cabaña Sociedad Anónima c/ Buenos Aires Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Es reiterada doctrina de la Corte que, siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian. Más allá de sus dichos, la actora no adjuntó documento alguno tendiente a acreditar los requerimientos de la demandada para que proceda a abonar el impuesto local a los ingresos brutos y/o sus contestaciones, ni tampoco intentó demostrar, por otros medios, la existencia de actos concretos de la Dirección de Rentas de la demandada, dirigidos a gravar las actividades sub examine. 


    Derudder, Hermanos S.R.L. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa


    D. 569, XXXV, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Impuesto de sellos. Repetición de impuestos. Constitución de sociedades. Privatizaciones. Transporte de gas. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 352, L. XXXV, “'Transportadora de Gas del Sur Sociedad Anónima (TGS) c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Transportadora del Gas del Sur S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 48, XXXVII, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 341, L. XXXIX, “Pioneer Natural Resources (Argentina) S.A. c/ Provincia de Río Negro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Chevron San Jorge S.R.L. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    C. 663, XXXIX, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Diócesis. Entidades de bien público. Declaración de inconstitucionalidad. Ley provincial. Farmacias. Distribución de medicamentos. Control de constitucionalidad. Igualdad ante la ley. 


    Caritas.


    En el artículo 14 de la Ley 10.606 el legislador provincial permite a distintas categorías de individuos ser propietarios de un establecimiento farmacéutico. En primer lugar, a los profesionales de esa especialidad con título habilitante -ya sea en forma individual o agrupados en algún tipo societario- y a diferentes personas jurídicas comerciales o que persiguen un fin lucrativo, pero al mismo tiempo también autoriza a otras entidades, públicas o privadas, que carecen de fines de lucro, tales como son los hospitales públicos y las obras sociales, entidades mutualistas o gremiales, siempre y cuando se limiten a sus asociados y no desarrollen una actividad que genere réditos económicos. Se trata, entonces, de un amplio espectro en el que tienen cabida personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, con o sin fines de lucro.


    Diócesis de San Martín de la Iglesia Católica Apostólica Romana c/ Buenos Aires Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    D. 951, XXXIX, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impuestos. Municipalidad. Entes autónomos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación, no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la Ley 4.055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. Los municipios provinciales, ya sea que se los caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    AKAPOL SACIFIA c/ Fisco Nacional y otros s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 1640, XLI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Universidades nacionales. Juicios contra el Estado. Protección del medio ambiente. Competencia originaria. 


    La única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales establecidas por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional cuando son partes una entidad nacional y una provincia y, además se cita como tercero a otro Estado local, en los términos del art.94 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria. Los asuntos que atañen al medio ambiente interjurisdiccional se rigen por el art. 41 de la Constitución Nacional y la ley 25.675, lo que asigna manifiesto contenido federal al pleito.


    Universidad Nacional de Salta c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa


    U. 79, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Servicio público. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte cuando es parte una provincia, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa.


    Edenor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    E. 294, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa P.503, XXXIX, “Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Tucumán, Provincia de (Estado Nacional citado como tercero) s/ Acción declarativa de certeza


    S. 805, XXXIX, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción reivindicatoria


    Prescripción adquisitiva. Sentencia arbitraria. Violación al debido proceso. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Actos jurisdiccionales. Fundamentación de sentencias. Omisión de considerar la cuestión propuesta. 


    Si bien es cierto la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en una suerte de tercera instancia decisiones de los jueces de la causa que en el ejercicio de facultades propias, aplican e interpretan normas de derecho común y cuestiones de hecho y prueba, no lo es menos, que ha hecho excepción a tal criterio, cuando la sentencia padece de vicios esenciales que la descalifican como acto jurisdiccional. Se configura este último supuesto, si se advierte que el Superior Tribunal de Justicia Provincial se limita por un lado a hacer una análisis formal del recurso y por otro a dar un fundamento aparente a sus conclusiones, aludiendo al reconocimiento de la instrumental, cuando lo que se discute es si la misma resulta hábil para el ejercicio del derecho que se invoca. 


    Gachon, Cecilia V. s/ Casación


    G. 1408, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acciones societarias


    Suspensión de la subasta. Recurso extraordinario federal. Sustanciación del recurso. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha establecido que el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el artículo 257, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa -art. 18, C.N.-. No resulta posible el tratamiento conjunto de la queja y de aquellas cuestiones relativas a la suspensión del remate de las acciones, pues el proceso donde se debaten estas últimas, se encuentra suspendido a solicitud de la propia concursada, y en razón de ello, no fue sustanciado el recurso presentado a ese respecto. 


    Supercanal Holding S.A. s/ Concurso Preventivo


    S. 2197, XXXVIII, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Actos y diligencias procesales


    Notificación automática. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Debido proceso. 


    El tribunal a quo ha efectuado una interpretación del artículo 120 del CPPN que excede de una manera irrazonable los límites impuestos por el derecho constitucional de defensa en juicio; por cuanto según se desprende de autos, éste acompañó en oportunidad de la presentación del incidente de nulidad de subasta la cantidad de copias correspondientes, lo cual fue proveído de conformidad por el juzgado, sin efectuar advertencia alguna respecto al contenido de los documentos, para luego ordenar acompañar nuevas copias y tener por notificada dicha decisión por ministerio de la ley. Si bien el Art. 120 del CPCCN prevé que la intimación queda notificada por ministerio de la ley, ello debe interpretarse en consonancia con los hechos de la causa y con lo reglado por el Art. 34 inciso 3) apartado a) del CPCCN en orden a la oportunidad del proveído, por lo que, inadvertidas las deficiencias de los documentos agregados en un primer momento, no puede resultar idónea la notificación automática. 


    Capella, Silvio Jesús José s/ Incidente de nulidad


    C. 2136, XXXIX, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acuerdo preventivo


    Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Derogación parcial de la ley. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Si bien en estricta técnica jurídica la resolución impugnada no constituye sentencia definitiva, reiterada jurisprudencia de la Corte ha entendido que son equiparables a ésta y susceptibles, por tanto, de instancia extraordinaria, aquéllos decisorios que priven al interesado de valerse de remedios legales ulteriores que tornen efectiva la defensa de sus derechos, como es el caso de estudio donde fue ordenada la remisión de las actuaciones a primera instancia para comenzar el procedimiento del Artículo 48 de la Ley 24.522, excluyendo de esa manera la posibilidad de reestructuración de la deuda de la concursada. Es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes, exigencia que procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares que afecten el adecuado servicio de justicia.


    Arcangel Maggio S.A. s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de impugnación al acuerdo preventivo


    A. 2495, XL, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuota concordataria. Sentencia firme. Cosa juzgada. Jerarquía constitucional. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Obligatoriedad del precedente. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha declarado en reiterados precedentes en cuanto a que sus sentencias deben ser lealmente acatadas tanto por las partes como por los organismos jurisdiccionales que intervienen en la causa. Al respecto, también ha dicho la Corte que este principio, basado primeramente en la estabilidad propia de toda resolución firme de los tribunales de justicia debe ser preservado con el mayor énfasis por el Máximo Tribunal, pues el resguardo del principio de cosa juzgada interesa fundamentalmente tanto a la vida de la Nación, su orden público y la paz social, cuanto a la estabilidad de sus instituciones y, muy especialmente, a la supremacía de la Constitución en que aquéllas se sustentan. En las condiciones expresadas, el carácter obligatorio de las decisiones adoptadas por la Corte en el ejercicio de su jurisdicción, comporta lo conducente a hacerlas cumplir, por lo que corresponde dejar sin efecto lo resuelto y ordenar que se dicte un nuevo pronunciamiento.


    Astorqui y Cía. S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión de la Conc. al crédito de Cattorini Hnos.


    A. 1182, XL, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Aeronaves del Estado


    Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Se ha atribuido el carácter de causa civil a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional.


    Tucumán, Provincia de c/ Timen S.A. s/ Restitución de aeronaves


    T. 560, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    AFIP DGI


    Asegurador por riesgos del trabajo. Deber de aportar. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Aplicación de la ley tributaria. Aplicación analógica de la ley. 


    Principio de reserva de la ley tributaria.


    Hasta el dictado del decreto 863/98, ni la ley 24.557 ni otra norma legal habían establecido una contraprestación por el servicio que la misma ley reguladora de las aseguradoras de riesgo del trabajo (ART) puso en cabeza de la AFIP, en cuanto a la verificación y recaudación de las sumas correspondientes a las citadas empresas, que deben ser abonadas conforme al art. 23 de la ley sobre riesgos del trabajo. Contrariamente a lo sostenido por el a quo, el decreto de necesidad y urgencia 507/93 en modo alguno facultó a la AFIP a practicar las detracciones aquí discutidas. Ello es así, pues su art. 2° encargó a la Dirección General Impositiva la aplicación, recaudación, fiscalización y ejecución judicial de los recursos de la seguridad social correspondientes a los regímenes nacionales de jubilaciones y pensiones, subsidios y asignaciones familiares; Fondo Nacional de Empleo y todo otro aporte o contribución que se deba recaudar sobre la nómina salarial. 


    Prevención Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    P. 1008, XL, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas calificadas


    Sentencia condenatoria. Notificación personal. Recurso de casación. Presentación extemporánea. 


    No se desconoce la necesidad de la notificación personal al encausado en supuestos como el presente, toda vez que la posibilidad de obtener un pronunciamiento judicial que permita variar la condena impuesta a través de los recursos procesales, constituye una facultad que le es propia y no una potestad del defensor, por lo que debe darse cumplimiento a todo recaudo que garantice plenamente al derecho de defensa. Sin embargo, no existe motivo alguno para no atribuirle tal carácter a la notificación que prevé el último párrafo del artículo 400 del código ritual. No puede dejar de reconocerse que por la naturaleza misma del proceso penal previsto en la Ley 23.984, tanto el encausado como su asistencia técnica conocieron fehacientemente el temperamento adoptado por el tribunal de juicio, asi como también el día y la hora en que se procedería a la lectura de sus fundamentos. 


    E., Hugo Roberto s/ Amenazas coactivas reiteradas en concurso real con daño -Causa Nº 4.345-


    E. 195, XXXIX, 06 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amparo


    Protección del medio ambiente. Contaminación de aguas. Medidas cautelares. Servicio público. Afectación al servicio público. 


    Las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o revoquen, no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el art. 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario; no obstante, dicho principio reconoce excepción cuando la medida dispuesta causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o exista gravedad institucional y ello se presenta, por ejemplo, cuando la resolución impugnada puede llegar a frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general, dictadas en ejercicio de facultades privativas de uno de los poderes del Estado, de tal forma que, si es rechazada la acción de fondo en que se sustenta la cautela, la magnitud de los daños que habría ocasionado aquella, revestiría características de excepción. 


    Asociación para la Protección del Medio Ambiente y Educación Ecológica 18 de Octubre c/ Aguas Argentinas S.A. y otros


    A. 1801, XXXIX, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Apelación de honorarios


    Abogados. Peritos. Ampliación de la regulación. Base regulatoria. Monto del juicio. Intereses. Patrimonio. Presupuesto nacional. Sentencia arbitraria. Violación de la ley o doctrina legal. Igualdad ante la ley. Control de legalidad. Insuficiencia del agravio. Facultades de los jueces. 


    Decreto 941/91. Ley 21.839 de aranceles profesionales. Ley 24.432 de honorarios profesionales. Improcedencia de Fallos: 320:495.


    Si el Artículo 13 de la Ley 24.432, cuando autoriza a los jueces a apartarse de los montos o porcentuales mínimos establecidos en los regímenes arancelarios prescribe que la resolución que así lo determine debe indicar, bajo sanción de nulidad, el fundamento explícito y circunstanciado de las razones que justificaren la decisión, con mayor razón corresponde que quien pretende la reducción por debajo de los mínimos que impone el sistema arancelario, de honorarios judicialmente regulados, acredite fehacientemente y por todos los medios de prueba de que disponga, que se ha configurado en autos la situación contemplada por la norma aludida en orden a que la naturaleza, alcance, tiempo, calidad o resultado de la tarea realizada o el valor de los bienes que se consideren indiquen razonablemente que la aplicación estricta lisa y llana de esos aranceles ocasionaría una evidente e injustificada desproporción entre la importancia del trabajo efectivamente cumplido y la retribución que en virtud


    Autolatina Argentina S.A. (TF 13092-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Apelación


    A. 1173, XXXIX, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Aportes y contribuciones previsionales


    Extinción de la acción penal. Recurso de casación penal. Queja por recurso denegado. Recurso extraordinario federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. 


    El recurso intentado resulta formalmente procedente, toda vez que la resolución impugnada proviene del tribunal superior de la causa y, si bien no es la sentencia que pone fin al proceso, debe ser equiparada a tal. Por tal motivo, la Corte puede abrir la queja, hacer lugar al recurso extraordinario y devolver las actuaciones a la Cámara Nacional de Casación Penal para que -sin oponer como reparo formal la ausencia del requisito enunciado- dicte un nuevo fallo respecto a la queja por casación denegada planteada por la defensa.


    S., Héctor Darío y S., Hugo Jacobo s/ Infracción ley 23.771 -causa nº 713-


    S. 305, XL, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Arraigo


    Prescripción. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. 


    Asiste razón a la recurrente, ya que el a quo ha resuelto tener por desistida la demanda, por falta de cumplimiento oportuno del arraigo, sin expedirse respecto a las particulares circunstancias del caso en estudio, que por las consecuencias directas de la resolución adoptada, debieron ineludiblemente ser valoradas. En este sentido, cabe destacar que dentro del plazo de prórroga de 90 días hábiles solicitado -pedido respecto de cuya admisibilidad no se había pronunciado el juez de la causa-, la actora presentó una fianza bancaria para dar cumplimiento al arraigo ordenado, sin que el magistrado de primera instancia sustanciara dicha presentación ni se expidiera sobre la idoneidad de la garantía agregada al Juicio. Y desde que, según indica la recurrente se encuentra imposibilitada de iniciar una nueva acción por estar su derecho prescripto, por sobre meras consideraciones rituales, cabe privilegiar el ejercicio de defensa en juicio, que en las circunstancias expuestas puede verse restringido, por su imposibilidad de obtener ante los tribunales de justicia, una sentencia útil relativa a sus derechos, presupuesto en el que se funda -entre otros aspectos- la garantía que brinda el artículo 18 de nuestra Constitución Nacional.


    Filmtex S.A. c/ Antártida Compañía Argentina de Seguros S.A.


    F. 1632, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Astreintes


    Régimen de consolidación de deudas. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no son revisables, como regla, mediante el remedio del art. 14 de la ley 48, salvo cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional. Situación que se configura en el sub lite, toda vez que la alzada, sin argumento alguno y aun advirtiendo la existencia de excepciones legales a la regla de la irrecurribilidad prevista en el art. 109 de la L.O., se limitó a señalar que éstos no se daban omitiendo considerar las argumentaciones traídas por la parte, entre las que se encuentra las posible aplicación de normas de orden público como la consolidación de deudas del Estado Nacional al pago del monto de la liquidación de astreintes. El fallo exhibe defectos graves de fundamentación que afectan en forma directa


    Cancino, Ramón Eduardo c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos y otro


    C. 1909, XXXIX, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos


    Recurso extraordinario federal. Doctrina de la arbitrariedad. Resoluciones equiparables a definitiva. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. 


    Es requisito para la admisibilidad formal del recurso extraordinario, que éste haya sido interpuesto contra una sentencia definitiva, esto es, respecto de aquellas decisiones que dirimen la controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación. Por otro lado, la Corte tiene dicho que cabe dar por cumplido dicho recaudo cuando se trate de una resolución que, sin ser de esta naturaleza, origine un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Supuesto este que no se verifica en el sub lite. La resolución emanada del tribunal de alzada local -en cuanto concede en un 40 % el beneficio de litigar sin gastos a favor de los aquí recurrentes-, y que se pretende someter a revisión de la Suprema Corte, tiene carácter provisional y no causa estado (Conforme artículo 82 y 84 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) motivo por el cual el remedio excepcional debe ser desestimado, por carecer su sentencia de definitividad. 


    Retamal, Juan Gregorio y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


    R. 1085, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Beneficios previsionales


    Determinación del haber de retiro. Garantías constitucionales. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de las causas. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Precedente “Thorné”.


    Aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho y prueba, ajenas -como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada- ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal, cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. Tal es lo que acontece en el sub-lite, por cuanto el juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Ello así, toda vez que la Cámara ha sustentado su decisión en el precedente “Thorné”, sin emprender siquiera un mínimo esfuerzo argumentativo que justifique su aplicación al sub-lite, máxime cuando, prima facie, las circunstancias fácticas de uno y otro caso aparecen como disímiles.


    Karpin, Mario c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    K. 178, XL, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Restitución de sumas de dinero. Cuestión abstracta. 


    La cuestión a dilucidar se ha tornado abstracta, toda vez que se ha ordenado el pago íntegro, en efectivo y de una sola vez, de las sumas correspondientes a la restitución a beneficiarios y/o sus sucesores legítimamente acreditados del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, de la reducción del trece por ciento al que se refiere el segundo párrafo del artículo 1 del decreto 1.819/2.002. En caso de que la Corte no compartiera lo expuesto, cabe remitirse al dictamen de la causa V. 37; L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Vignolo, Ana Beatriz c/ ANSES


    V. 185, XLI, 06 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Determinación del haber jubilatorio. Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. Procedencia del recurso. Defecto en la consideración de extremos conducentes. 


    Si bien los agravios propuestos remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho local, ajenas por su naturaleza a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no impide su apertura cuando del estudio de los recaudos legales se desprende que el tribunal ha introducido cuestiones no planteadas en la resolución recurrida y ha omitido el tratamiento de temas oportunamente propuestos y conducentes para la adecuada solución del litigio, todo lo cual redunda en menoscabo de los derechos de defensa en juicio y de propiedad. Ello es así dado que el Instituto de Previsión Social rechazó la pretensión del actor de tomar como mejor cargo el de Ingeniero categoría 1 por haber desaparecido al momento del dictado de la resolución; pero no porque el recurrente no hubiese cumplido con el plazo mínimo de treinta y seis meses consecutivos, dado que esto último había quedado firme al no haber sido cuestionado el reconocimiento hecho por la Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Comercio y Actividades Civiles, lo que demuestra claramente que la decisión judicial prescindió de los límites fijados por la resolución del organismo previsional en violación a la cosa juzgada administrativa que si bien no tiene el mismo alcance que la judicial, pues se trata de actuaciones de distinta naturaleza, lo cierto es que no puede ser dejada de lado.


    De Cristófaro, Horacio José c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)


    D. 1740, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Bonos de consolidación de deudas


    Astreintes. Sentencia arbitraria. Inadmisibilidad del recurso. Discrepancia del recurrente. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    La Suprema Corte tiene dicho, de manera reiterada, que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal -materia propia de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la Ley 48. Máxime cuando lo decidido se basa en argumentos no federales que resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Asimismo, también ha sostenido que “la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido", pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales. 


    Tobares, Roberto Antonio y otro c/ Ferrocarriles Argentinos


    T. 689, XXXIX, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Caducidad de instancia


    Interpretación restrictiva. Exceso ritual manifiesto. Suspensión del proceso judicial. Sentencia arbitraria. 


    Conforme lo ha sostenido reiteradamente la Corte, la caducidad de la instancia es un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, y la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar con exceso ritual el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio. Al momento en que fue decretada la caducidad en cuestión se hallaban pendientes de resolución en la causa actos procesales a cargo del tribunal, los cuales fueron solicitados reiteradamente por la accionante. Cabe advertir que alguno de esos pedidos resultaron actos interruptivos del plazo de inactividad previsto por la ley, y por ende, la demora no se puede imputar a la actora, máxime cuando aquellos guardaban relación con la posibilidad de que la empresa continuara con la acción, y en particular porque el proceso se hallaba en un avanzado estado y el justiciable lo había instado durante años.


    Argentina Televisora Color c/ Sebastián Maronese e Hijos S.A. y otros


    A. 1686, XL, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero


    Responsabilidad de la provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son demandados en el pleito la Provincia de Jujuy y el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción ante la Corte.


    Clemente, Darwin Benito y otros c/ Jujuy, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de pesos


    C. 3205, XL, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daño irreparable. Cuestión federal. Novación. Falta de legitimación para obrar. 


    En cuanto al fondo del asunto, en autos no se ha configurado la novación de la deuda de acuerdo con el artículo 814 del Código Civil pues, como lo señaló la alzada, no es suficiente con lo que establecen los decretos mencionados con anterioridad para tener por conformada la figura citada, cuando no surge de la causa que el acreedor haya declarado en forma expresa su voluntad de exonerar al deudor primitivo ni la demandada haya demostrado haber cumplido con los requisitos de los artículos 10, 11, 12 Y13 del decreto 197/97 y artículos 3 y 4 del decreto 1318/98, cuando era su obligación hacerlo. Como consecuencia de ello, tampoco resulta viable la excepción de falta de legitimación activa pues, al no estar configurada la novación, no se produjo el traspaso de la persona del deudor, sino todo lo contrario, la deuda continúa en manos de la misma entidad legitimada para actuar. 


    Obra Social Unión Personal Civil de la Nación c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubialdos y Pensionados


    O. 670, XXXVIII, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estado provincial. Calidad de parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. La calidad de parte que debe revestir una provincia a fin que proceda la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus manifestaciones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la instancia originaria del Tribunal. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre.


    González Bonorino, María Celia c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    G. 2887, XL, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Código tributario


    Impuesto de sellos. Paralización del expediente. Defensa en juicio. Acceso a la justicia. Incongruencia. Sentencia arbitraria. 


    El remedio Federal intentado resulta procedente pues, si bien la actora sostuvo que la aplicación de los arts. 296 y 297 del Código Fiscal implicaba una grave violación al derecho de defensa consagrado en la Constitución Nacional y al de acceder a la justicia consagrado por el Pacto de San José de Costa Rica, tal como reconoce el a quo, dicho agravio no fue tratado por el Superior Tribunal al entender que la recurrente no había planteado la inconstitucionalidad de aquellos. Si bien es cierto que la omisión de tratamiento de cuestiones oportunamente sometidas a consideración del tribunal en la expresión de agravios, no constituye por sí el vicio que afecta la garantía constitucional de la defensa en juicio, en tanto los jueces no están obligados a expedirse sino sobre los argumentos que estimen decisivos para la solución del caso, ello no autoriza a incurrir en una autocontradicción sobre las ofrecidas. 


    Ilka Construcciones S.R.L. - Cons-Nor S.A. - U.T.E. c/ Municipalidad de Intendente Alvear s/ Demanda contencioso administrativa


    I. 14, XXXIX, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Colegio Público de Abogados


    Sanciones del Colegio Profesional. Recurso extraordinario federal. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Para habilitar la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48, el pronunciamiento recurrido debe ser definitivo o equiparable a esa categoría y es sabido que no revisten aquel carácter las resoluciones que permiten al apelante recurrir eficazmente su reclamo en instancias ordinarias. Sin embargo, también es cierto que dicho principio no es absoluto, ya que admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la cuestión causando un gravamen de imposible reparación ulterior. No son revisables a través de la vía extraordinaria, los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden los casos que le son sometidos a su conocimiento mediante la aplicación de las normas de derecho público local, criterio que impone que el examen de una eventual arbitrariedad sea restrictivo. La ausencia de sentencia definitiva no se suple con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada.


    Federación de Colegios de Abogados y Procuradores de Mendoza c/ Gomez Chavero, Alfredo


    F. 1375, XXXIX, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema


    Competencia originaria. Certificado de deuda. Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 3995, L. XXXVIII, “Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Catamarca, provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    C. 1088, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 392, L. XXXIX, “La Independencia Sociedad Anónima de Transportes c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    La Cabaña S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    L. 1506, XXXIX, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 392, L. XXXIX, “La Independencia Sociedad Anónima de Transportes c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    La Primera de Gran Bourg Sociedad Anónima de Transportes, Comercial e Industrial c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    L. 563, XXXIX, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 1720, L. XL, “Galeano, Vicente Ornar c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción de hábeas data”.


    Lescano, Roger Higinio c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Hábeas Data


    L. 507, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Intervención de terceros. Estado Nacional. 


    Remisión a los dictámenes de las causas T. 97, XXXIX, “Transportes Metropolitanos General San Martín y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”, y T. 145, L. XL, “Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y Fallos: 324:4226.


    Loustau Bidaut, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    L. 1959, XL, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas T. 217, L. XXI, “Terrero, Felipe y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios” y T. 54, L. XXXIV, “Terrero, Felipe Eduardo y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    Terrero, Elena Ana Moore de y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    T. 60, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impuesto al consumo de energía eléctrica. Inconstitucionalidad. Repetición de impuestos. 


    Remisión al fallo de la causa “Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de la República Argentina (AGUEERA) c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Acción declarativa”.


    Unilever de Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición inconstitucionalidad


    U. 58, XXXV, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Concurso civil


    Recurso Extraordinario Federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Sucesión de Rosa Ortíz Imaz de Bergaglio s/ Concurso civil liquidatorio


    O. 222, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Concurso preventivo


    Verificación de créditos. Prueba insuficiente. Recurso extraordinario. Insuficiencia del agravio. 


    La Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones propias a las facultades de los jueces de la causa, referidas a la apreciación que hacen de las pruebas producidas en el juicio, salvo que medie arbitrariedad por insuficiencia en la fundamentación o apartamiento notorio de las constancias comprobadas en el proceso. Siendo la vía de verificación, un proceso de conocimiento donde se debe demostrar la existencia del crédito, resulta imperioso a los pretensores ofrecer las pruebas necesarias para acreditar tal extremo. El recurrente no ha logrado demostrar la arbitrariedad de los argumentos del fallo, limitándose a insistir dogmática y genéricamente que las pruebas que acompañara son suficientes, remitiéndose a la firma de los contratos originarios y de garantías por terceros, pero sin precisar en forma pormenorizada clara y detallada que documentos agregados a la causa demuestran el cobro de las sumas en cuestión. El pretensoacreedor en su incidente de verificación, se limitó a ofrecer prueba documental pero ningún elemento concreto que acredite cómo se hizo efectivo el retiro de los fondos por la fallida o la transferencia de divisas, es decir, la entrega que en el marco del Artículo 2242 del Código Civil permitía tener por concluido el contrato.


    Harsin S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de verificación de Chiao Tung Bank Co. Ltd.


    H. 57, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. Costas. Verificación tardía. Seguridad jurídica. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Gravamen irreparable. Exceso ritual manifiesto. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. Omisión de considerar cuestión propuesta. 


    Ley 24.522 de Concursos y Quiebras.


    Si bien la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto la revisión de materias propias de los tribunales de la causa atinentes a la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal, ni aquellas que se refieren a la interpretación de normas de derecho público local, ha hecho excepción a tal criterio cuando lo resuelto genera agravios irreparables a derechos y principios de expresa consagración constitucional. Esta última circunstancia se verifica en el sub-lite, por cuanto la decisión impugnada viene a dejar firme el fallo mediante el cual se impone al recurrente de modo notoriamente arbitrario una actuación procesal impropia según el orden regular que debía tener el procedimiento, a la vez que lo sanciona con las costas por recurrir a las vías recursivas que le otorga la ley para la defensa de sus derechos. En efecto, se desprende de un lado que la falta de vigencia del poder general, aludida por el tribunal de alzada.


    Banco de la Nación Argentina Pioli, Luis y Judith Karma c/ Concurso preventivo


    B. 1402, XL, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios. Reducción de la regulación. Facultades discrecionales del juez. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. 


    Lo atinente a honorarios regulados en instancias ordinarias, en razón de su carácter fáctico, procesal y de derecho común es, como regla, ajeno a la vía excepcional del artículo 14 de la Ley 48; y la doctrina de la arbitrariedad sobre el punto es particularmente restringida, habida cuenta de que las normas que rigen las regulaciones, conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial. En tales condiciones, los recurrentes no demuestran en su recurso, circunstancias relevantes que autoricen un apartamiento de tales principios, en tanto la sentencia se funda en consideraciones y normativa conducente, y en principios de discrecionalidad judicial que emanan del artículo 266 aplicable al caso, el que dispone que los honorarios totales de los funcionarios y de los letrados del síndico y del deudor, deben ser regulados sobre el monto del activo prudencialmente estimado por el juez o tribunal, en proporción no inferior al 1% ni superior al 4%, teniendo en cuenta los trabajos realizados y el tiempo de desempeño. La Cámara, conforme surge de la resolución recurrida, fijó la base regulatoria, dijo considerar los trabajos realizados por los letrados, y reguló los honorarios dentro de los márgenes totales legalmente determinados.


    El Rápido Argentino Compañía de Microomnibus S.A. s/ Concurso preventivo


    E. 445, XL, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Honorarios del síndico del concurso. Letrado del síndico del concurso. Actualización monetaria. Cuestión de derecho común. Improcedencia del recurso. 


    Mas allá de la naturaleza de la ley 25.589 corresponde desistimar el recurso toda vez que los agravios del apelante giran en torno a la aplicación de esa norma legal en el tiempo, aspecto este de indudable naturaleza común y procesal, ajeno de por sí al remedio excepcional.


    Droguería del Norte S.A. s/ Concurso preventivo


    D. 970, XL, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Condena


    Pago. Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. 


    Remisión al fallo de la causa “Recurso de hecho deducido por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en la causa Ingeniería Omega Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la ciudad de Buenos Aires” (Fallos: 323:3924).


    Si bien los agravios relacionados a cuestiones de hecho, prueba y derecho público local, son ajenas por su naturaleza y como regla, a la instancia del art. 14 de la ley 48, tal principio cede y no resulta óbice para habilitar la vía extraordinaria cuando median, razones suficientes para invalidar el pronunciamiento, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad por existir grave afectación al derecho de defensa en juicio.


    J. Langer y Compañía S.R.L. c/ Municipalidad de Río Grande


    J. 129, XL, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Condena firme


    Notificación personal. Lectura de la sentencia. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Queja por denegación de recurso extraordinario. Plazos procesales. Presentación extemporánea. 


    Corresponde notificar personalmente al encausado de la decisión que acarrea la firmeza de la condena, habida cuenta que la posibilidad de obtener un nuevo pronunciamiento judicial constituye una facultad del imputado y no una potestad técnica del defensor, y lo que debe tenerse en cuenta para el cómputo del plazo en la interposición de la queja por recurso extraordinario denegado en la notificación personal al imputado. La exégesis que de las normas en juego efectuó la cámara de casación para el supuesto de autos equivale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos, incurriendo en una arbitrariedad que la descalifica como sentencia válida, pues computar el plazo para la apelación desde la notificación al defensor oficial implica privar de efecto a la propia y personal del imputado –que en el caso de condena en causa criminal constituye una exigencia reglamentaria que tiene su correlato en el último supuesto  del artículo 146 del Código Procesal Penal de la Nación-, desconociendo su voluntad expresa que es la que ha de prevalecer.Por otra parte, si la casación tuvo en cuenta la notificación ficta prevista en el artículo 400, última parte, del cuerpo normativo citado, cabe indicar que ésta no puede disociarse de la particular disposición que rige con relación a los imputados que, como en este caso, se encuentran privados de su libertad ambulatoria, supuesto en el que no parece, ciertamente, que su concurrencia al acto de lectura de la sentencia esté librado a su propio y único designio. Si se hubiere omitido comunicar la fecha y hora fijadas para la lectura integral de la sentencia, la ausencia de los interesados en el momento de su lectura no anula el acto, pero impide que hasta su notificación con arreglo a los artículos 147 y siguientes corra el término para solicitar su rectificación o interponer recursos. El rechazo de la queja por extemporaneidad en la articulación del recurso de casación deviene arbitrario y compromete severamente la vigencia del debido proceso y la defensa en juicio, garantía esta última que cobra especial relevancia en este caso, puesto que no puede perderse de vista que el recurso de casación no fue concedido por deficiencia en la fundamentación (recordemos que se trató de una presentación in pauperis encauzada jurídicamente por una asistencia técnica que dejó a salvo su opinión), aspectos formales que corresponde examinar con mayor laxitud en estas circunstancias.


    P. Josefa Elba s/ Recurso de queja


    P. 2456, XL, 17 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Conflicto de poderes


    Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Reglas para dictar sentencias. Fundamentación de sentencias. Recurso extraordinario federal. 


    Voto contradictorio. Imposibilidad para conformar mayoría.


    En autos, si bien cinco jueces votaron por la existencia del conflicto de poderes, en realidad el voto de uno de ellos es contradictorio y no se lo puede computar a efectos de formar la mayoría de opiniones sobre los fundamentos que permiten llegar a la solución de las cuestiones controvertidas en la litis. En tales condiciones, no se cumple aquella doctrina de la Corte que indica que la sentencia constituye una unidad lógico jurídica, cuya validez depende no solo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal. Las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas. 


    Garayo, Elsa Irene s/ Medida cautelar


    G. 2096, XL, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contaminación ambiental


    Daños y perjuicios. Daño moral. Daño psíquico. Juicios en que es parte una provincia. Límites jurisdiccionales. Policía ambiental. Pactos preexistentes. Autonomía provincial. Interpretación de normas y actos locales. 


    Si bien los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, en tanto no constituyen sentencia definitiva, cabe hacer excepción a tal principio cuando comportan denegatoria del fuero federal. La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal. En uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones entre los países extranjeros. 


    Verga, Ángela y otros c/ TAGSA S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 930, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Prórroga de la competencia. Inhibitoria. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Art. 24, inciso 7° del decreto ley 1.285/58, texto según ley 21.708.


    En el caso las partes del proceso acordaron en su relación contractual someterse para las cuestiones que se susciten con motivo de la interpretación y aplicación de las reglas contractuales a los tribunales Nacionales en lo Comercial de la Ciudad de Buenos Aires. Esta cláusula no resulta ambigua o de discutible interpretación y aparece reiterada en dos oportunidades. Tales antecedentes tornan irrazonable la solicitud del demandado que se declare no escrito el acuerdo de prórroga de jurisdicción, cuando tampoco planteó concretamente su nulidad limitándose a poner en tela de juicio su alcance. Más aun cuando en la solicitud mencionada la prórroga en cuestión no sólo se refiere a la interpretación sino también a la aplicación del contrato. Por otra parte, el incidencista no demostró una efectiva y evidente configuración de abuso o lesión, o falta de información que habilite el tratamiento del problema en el limitado marco cognoscitivo de las cuestiones de jurisdicción y competencia. 


    American Express Argentina S.A. c/ Difederico, Tomás Víctor s/ Ordinario


    COMP. 1160, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 621, L. XXXVIII, “González, Elpidio Abilio c/ Universidad de Buenos Aires s/ Reintegro por refrigerio”.


    Gómez Milozzi, Rubén Enrique y otros s/ Universidad de Buenos Aires - Decreto 2528/85 s/ Empleo público


    COMP. 897, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Trotta, Néstor Hugo c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1468, XL, 07 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Despido. Concursos. Fuero de atracción. Competencia de la Corte Suprema. Cuestión abstracta. Incompetencia. 


    Debido a que la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo ha resuelto el conflicto negativo de competencia planteado, conforme lo determina el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, no existe en la presente causa conflicto alguno que deba ser dirimido por la Corte.


    Villalba, Rubén Darío c/ Comarcom S.A. y otro s/ Despido


    COMP. 1195, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cámara de apelaciones. Juez previniente. Competencia federal. 


    El art. 24, inc. 7°) del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de apelaciones del juzgado que haya prevenido.


    Garaicochea, Francisco José c/ Estado Nacional y otros s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 417, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Economía procesal. Juicios en que es parte una provincia. Derecho público. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    A fin de evitar situaciones que van en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia e impedir la perduración de hechos o situaciones que podrían llegar a configurar una privación de justicia para las partes, pese a los defectos procesales, cabría tener por trabada la contienda entre jueces de distintas jurisdicciones que, al carecer de un superior común, debe ser resuelta por la Corte. La presente causa corresponde a la competencia del fuero en lo Contencioso Administrativo Federal, puesto que, por un lado, resultan aplicables al caso los arts. 116 de la Constitución Nacional, 2°, inc. 6°, y 12 de la ley 48, que establecen que corresponde a la justicia federal conocer de las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte y, por el otro, para resolver la pretensión del actor deberán aplicarse normas y principios propios del derecho público.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional Argentino s/ Ejecución fiscal - Alumbrado, Barrido y Limpieza


    COMP. 1844, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Acción de amparo. Competencia federal. 


    La Cámara Federal de Apelaciones de La Plata no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Es dable poner de manifiesto que el juez federal en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo de Lomas de Zamora al declarar admisible el amparo y requerir el informe previsto en el art. 8 de la ley 16.986, tácitamente se pronunció sobre su competencia, circunstancia que impide volver sobre el tema, máxime cuando en las acciones de amparo las partes no pueden articular cuestiones de este tipo.


    Teme, Alberto Ramón y otro c/ Estado Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 (CTI) s/ Amparo


    COMP. 418, XLI, 02 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 748; L. XXXVIII “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Gil, Salvador c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1665, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Títulos de deuda pública. Pesificación. Facultades de la administración. Justicia nacional en lo contencioso administrativo. Competencia federal. 


    La Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal resulta competente, pues la materia debatida atañe a cuestiones que se relacionan con facultades inherentes a la Administración, como es el arreglo del pago de la deuda pública, por lo que la causa se desenvuelve en la esfera propia del Derecho Administrativo.


    Klass, Bernardo y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1110, XLI, 06 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de reposición. Tasa de justicia. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Para la correcta traba del conflicto de competencia, resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición. La Corte podría hacer excepción a ese óbice formal, ya que no obsta al pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen y, en tales condiciones, considerar trabado un conflicto negativo de competencia, en los términos del art. 24, inc. 7°) del decreto-ley 1285/58. La causa debería continuar su trámite ante la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, puesto que es aquélla quien se encuentra facultada para entender acerca de la reposición intentada por la actora contra la resolución por la que dicho Tribunal la intimó a ingresar, junto con la tasa de justicia, una contribución equivalente al 3% del monto de dicha tasa, de conformidad con lo dispuesto en el art 62, inc. 3°) de la ley 1181 de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires.


    AFIP-DGI c/ Caja de Seguridad Social para Abogados de la C.A.B.A. s/ Otros procesos incidentales


    COMP. 1852, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia nacional. 


    Cuestión ya resuelta por la Cámara.


    No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Mochanar, Eduardo y otro c/ Banco de la Nación Argentina s/ Ordinario


    COMP. 1655, XLI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestión ya resuelta por la Cámara.


    No se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7º del decreto-ley 1285/58 le confiere a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Tarifa, Nemesio Paulino c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1717, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.")


    No existirá un conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver toda vez que ya lo hubiese realizado el tribunal instituido para ello, puesto que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58 le confiere, es decir, revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Robledo, Adolfo Rogelio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 (Llodys Bank) s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 1148, XLI, 03 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132; L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Waridel, Gerardo F. C/ La Holando Sudamericana Cia. de seguros s/ Materia a categorizar


    COMP. 1058, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Perea, Martín E. c/ Provincia A.R.T. s/ Materia a categorizar


    COMP. 1108, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132; L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Conde, Roberto J. c/ Provincia A.R.T. s/ Materia a categorizar


    COMP. 1096, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Medidas cautelares. Derechos del niño. Interés del menor. Domicilio del menor. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, que ha de estarse en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido. En el caso, la medida cautelar de suspensión del régimen de visitas y la denuncia penal fueron radicadas en forma concomitante. La causa penal, con fundamento en las distintas jurisdicciones en que los hechos delictivos fueron cometidos, las exigencias de economía procesal a fin de favorecer la buena marcha de la administración de justicia, la defensa de los imputados y el domicilio de la víctima, quedó radicada ante el Juzgado correspondiente al domicilio de la víctima; lo que se compadece con la finalidad tuitiva de la Convención Sobre los Derechos del Niño, que dispone como regla general, atender el “superior interés del niño” –Art. 3- y, en particular, cuando establece la obligación de los Estados Parte de proteger y amparar a los menores víctimas de abuso sexual –Arts. 19, 34 y 39-. En este sentido, corresponde que intervenga en las actuaciones cautelares, el magistrado con competencia correspondiente al domicilio del menor. Cabe señalar, que tales medidas, en principio provisorias, se fundaron en normas procesales de protección de personas (Arts. 232, 234, inc.2) y 235 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), disposición esta última que le otorga competencia al juez del domicilio de la persona que haya de ser amparada. En este contexto de urgencia pierde relevancia –al menos hasta tanto se dilucide el proceso penal- el lugar del domicilio del padre de los menores y el del propio juez del divorcio vincular, tramitado con anterioridad, ante el cual se dispuso el régimen de visitas. Resulta de primordial importancia el hecho de que las actuaciones penales, se encuentren en trámite avanzado ante los Tribunales de la ciudad donde se domicilia el menor supuestamente damnificado y cuyos derechos y garantías resultan de protección primordial. Por ello y cuestiones de economía procesal, corresponde descartar la competencia de la Jueza ante quién tramitó el divorcio, tenencia, alimentos y régimen de visitas amplio respecto de los menores, quienes luego trasladaron su domicilio, conjuntamente con su madre en carácter de guardadora.


    G., I. E. c/ C., R. s/ Medida cautelar genérica


    COMP. 1303, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Continuación de la locación


    Ejecución de alquileres. Responsabilidad del fiador. Irretroactividad de la ley. Omisión de considerar cuestión propuesta. 


    Sentencia arbitraria: fundamentos aparentes sobre la base de una declaración dogmática respecto a la inaplicabilidad retroactiva del artículo 1582 bis del Código Civil, reformado mediante la ley 25.628.


    Si bien las decisiones recaídas en los procesos ejecutivos no son susceptibles de impugnación por la vía extraordinaria, pues no revisten, por lo general, el carácter de sentencia definitiva que exige el artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a dicha regla si el agravio resultante no podría ser revisado en un proceso de conocimiento ulterior. En tal sentido, corresponde, entonces, admitir la vía de impugnación que se intenta ya que la decisión adoptada contiene fundamentos sólo aparentes, sobre la base de una declaración dogmática respecto a la inaplicabilidad retroactiva del artículo 1582 bis del Código Civil, reformado mediante la ley 25.628,  y en la que se confirmó el decisorio del juez de grado y desestimó la defensa formulada por los codemandados, dejando, independientemente del problema de la retroactividad de la ley, sin una respuesta mínimamente adecuada al planteo de los recurrentes basado, precisamente, en que, por un lado, la obligación del fiador comprende solamente el pago de los alquileres, intereses y demás accesorios pactados en el contrato originario hasta la fecha de su vencimiento, y por el otro, en cuanto a que no hubo negativa por parte del locatario a restituir el inmueble locado -supuesto en el cual el fiador habría continuado obligado- sino que, justamente, se configuró una prórroga tácita convenida entre aquél y el locador, de la cual no participó el fiador prolongándose dicha situación por más de seis meses.


    Cordero, Carmen c/ Molina, Daniel Eduardo


    C. 1872, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contrato de factoring


    Daños y perjuicios. Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    La sentencia recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones de hecho y de derecho común, como en la valoración efectuada de la prueba acompañada, por lo que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. Por una parte, pues las manifestaciones del actor respecto a que la Cámara se detuvo en la prueba del daño, sin tratar la responsabilidad de los de mandados, no logra desvirtuar la premisa de la que parten los jueces de la causa, quienes pusieron de resalto que el daño constituye el presupuesto en que se sustenta el sistema de la responsabilidad civil. Por otra parte, no pueden prosperar los agravios del recurrente en cuanto a la supuesta omisión por parte del a quo de la consideración de su capacidad económica para realizar operaciones de factoring y de la nota de la financiera negándole el crédito, desde que la Cámara expuso que no fue probada la existencia cierta de posibilidad alguna de contratar con una determinada empresa.


    Díaz Cisneros, Adriano c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. y otros


    D. 619, XXXIX, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contrato de obra pública


    Reajuste del contrato. Recurso extraordinario federal. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte no está limitada por las posiciones de los jueces intervinientes ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.


    CPC S.A. c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Contrato obra pública


    C. 299, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Costas


    Costas al vencido. Acción de amparo. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Defectos en la fundamentación normativa. 


    El tribunal impuso las costas por su orden, omitiendo considerar que las disposiciones del artículo 68 del código de rito resultaban inaplicables al caso, pues tratándose de un proceso de amparo las costas debían imponerse según lo previsto en el artículo 14 de la Ley 16.986, precepto éste que establece la imposición de costas a la vencida a excepción de que, con anterioridad a la contestación del informe previsto en el artículo 8°, se produzca el cese del acto u omisión en que se fundó el amparo, supuesto que no ocurrió. Más aún, surge que el a-quo no brindó razón alguna para justificar su apartamiento de la normativa legal aplicable. En tal sentido, es oportuno destacar que las co-demandadas resultaron vencidas en el pleito y no actuaron con razonable diligencia a fin de impedir tener que soportar los efectos derivados de su error. 


    Pérez, Andrea Ramona c/ ANSES - DGI


    P. 1258, XXXIX, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión no federal. Fundamentación del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional, y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. En ese contexto, los agravios se refieren a la imposición de costas, por lo que remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho común; tampoco demuestra la apelante, con la precisión que era menester realizarlo dada la excepcionalidad del recurso que pretende, circunstancias relevantes que autoricen un apartamiento del principio antes recordado, toda vez que el pronunciamiento de la cámara, halla adecuando sustento en las consideraciones y normas procesales citadas.


    Maquivial S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de continuación de actos procesales


    M. 2699, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Debido proceso. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. 


    Si bien conforme con reiterada jurisprudencia de la Corte, lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituye materia ajena al recurso extraordinario, éste admite excepción cuando la resolución impugnada se aparte inequívocamente de la solución normativa prevista para el caso. Si bien la Corte también ha dicho, que no obstante que la decisión de temas vinculados con la validez intertemporal de las normas constituye materia ajena al recurso extraordinario y que el principio de la no retroactividad de las leyes establecido por el artículo 3° del Cód. Civil no tiene jerarquía constitucional y, por lo tanto, no obliga al legislador, también ha reconocido que la facultad de legislar sobre hechos pasados no es ilimitada ya que la ley nueva no puede modificar o alterar derechos incorporados al patrimonio al amparo de una legislación anterior sin menoscabar el derecho de propiedad consagrado en el artículo 17 de la Constitución Nacional. 


    Banco Extrader S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de distribución de fondos


    B. 1530, XL, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Costas en el orden causado


    Propiedad intelectual. Autoría. Derechos personalísimos. Sentencia arbitraria. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Errónea apreciación de la prueba. Fundamentación de sentencias. 


    Creación intelectual. Obras de cocina.


    El sentenciador ha omitido atender las instrucciones que emanan del fallo de la Corte respecto a la valoración que debía efectuarse de las pruebas tendientes a acreditar los extremos invocados en la causa. Ello así porque no obstante llegar a la conclusión de que no se podría admitir como acreditada la autoría de la demandada, que le permitieran sostener sus afirmaciones en una solicitada y en un programa televisivo, respecto a la copia de sus recetas, se apoya a dicho fin en la prueba documental agregada a la causa como medida para mejor proveer y en la testimonial y en su análisis prescinde de considerar el requerimiento de la Corte de que se argumente acerca de tales objeciones y de cómo se concluye que la documental supuestamente emanada de la demandada es autentica y de donde se infiere la época de su elaboración. Por otra parte tampoco explica el fallo a la luz de las directivas emanadas del fallo de la Corte que remite al dictamen de esta Procuración General cómo establece la relación de identidad entre dichos instrumentos y la obra inscripta no renovada, atendiendo a que no se conoce su contenido por haber sido destruida.


    Georgitsis de Pirolo, Catalina c/ Amato Negri, María Palmira /s Daños y Perjuicios


    G. 2250, XXXIX, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Crédito laboral


    Responsabilidad solidaria. Pago. Falta de reserva de la cuestión federal. Desistimiento del recurso. Fallos de la Corte Suprema. 


    Por aplicación de la doctrina de la Corte según la cual las sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aun cuando sean sobrevinientes a la interposición de la impugnación, el recurso de la codemandada no resulta atendible, habida cuenta que ha desaparecido la razón de ser del remedio de excepción, pues, al haber solucionado las partes el litigio, carece de objeto que la Corte Suprema se pronuncie sobre las cuestiones planteadas. En tal sentido, la Corte ha señalado que el cumplimiento de la sentencia, en los términos antedichos, implicó para la recurrente la pérdida de interés en el resultado del recurso. Por lo demás, la conducta espontánea observada por la recurrente al haber prestado conformidad, sin reserva alguna, al libramiento de los giros a favor del acreedores, expresado en el acuerdo de pago de los montos fijado en la sentencia condenatoria, implicó, a todo efecto, un desistimiento tácito de la queja.


    Galmarini, Marcelo F. y otros c/ Aguas Argentinas S.A. y otros


    G. 1717, XXXIX, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Despido. Falta de reserva de la cuestión federal. Desistimiento tácito de la acción. 


    Se desprende que, después de la presentación del recurso de hecho, la interesada depositó las sumas resultantes de la liquidación realizada, sin formular reserva de continuar con el trámite de la queja. Cabe atribuir a tal proceder el carácter de desistimiento tácito de la impugnación por lo que, en esas condiciones y dado que el pronunciamiento de la Corte debe tender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aún sobrevinientes, ha resultado carecer la apelante de interés en su recurso. En efecto, el consentimiento a la liquidación practicada por la Secretaria del Juzgado y por el letrado de la actora, el silencio observado ante la intimación bajo apercibimiento de ejecución, el depósito en calidad de pago de las sumas establecidas en la sentencia recurrida, la conformidad prestada al libramiento de los correspondientes cheques y la percepción de tales importes por el actor y los honorarios por sus letrados y peritos, sin que haya mediado manifestación ni reserva alguna por parte de la demandada, torna aplicable la doctrina de la Corte de Fallos 315:1940; 319:1141, 323:285, 324:697, entre otros. Por tales razones, el depósito efectuado resultó ser consecuencia de la conducta discrecional de la demandada que, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 873, 915, y 918 del Código Civil, tácitamente, implicó haber desistido de la cuestión debatida en el presente recurso.


    Alarcon, Marcelo Gabriel c/ Wal Mart Argentina S.A.


    A. 2178, XXXIX, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Crédito prendario


    Capitalización de intereses. Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Inadmisibilidad del recurso. 


    Si el tema principal propuesto por el recurrente consiste en determinar si el deudor pactó o no la capitalización de los intereses, o, en otras palabras, si de alguna manera autorizó a que en el contrato de prenda se incluyera como monto total de la obligación -por la venta de un vehículo- la deuda pendiente más sus intereses (artículos 623 y concordantes del Código Civil); y, en caso negativo, dilucidar si hubo fraude o, eventualmente, usura, cabe concluir que éstas son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas, en principio al recurso federal. Además, la parte no demuestra que la discusión quedara agotada en el fuero comercial, ni que el caso se hubiera resuelto de manera arbitraria por los tribunales locales, ni que se le hubiera negado la oportunidad de que una instancia revisora estudiara el pronunciamiento liberatorio y contestara sus reclamos, por lo que el planteo no puede prosperar.


    P., Graciano s/ Causa N° 38.553/03


    P. 2555, XL, 26 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Depósito judicial. Ley de emergencia económica. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Como la colocación objeto de estudio se encontraba en depósito judicial, es el juez que la ordenó quien posee plenitud de jurisdicción para emitir un mandamiento de devolución, así como todas las diligencias referidas a dicho depósito. La intervención de otro juez implicaría una inadecuada intromisión en la órbita de conocimiento del primero, quién puede válidamente pronunciarse sobre la situación jurídica de los fondos consignados a su nombre. Máxime, cuando los planteos constitucionales en orden a esta cuestión, pueden ser resueltos por cualquier juez de la Nación, y las eventuales cuestiones de naturaleza federal objeto del recurso previsto por el artículo 14 de la Ley N° 48, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Banco Regional de Cuyo c/ Barros, Alfredo


    B. 365, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. 


    Inexistencia de delito.


    Si los dichos del denunciante sobre los funcionarios extranjeros resultan ajenos a cualquier tipificación para la legislación penal argentina, y aparecen expresando una mera disconformidad con la demora en el trámite iniciado dos años atrás, cabe concluir que el caso resulta ajeno a la jurisdicción originaria de la Corte.


    B. G., Richard s/ Denuncia


    B. 1735, XLI, 09 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Barbieri, Rodolfo s/ Apelación dictamen junta médica


    COMP. 714, XLI, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 999, L. XXXIX "Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Cooke, Jorge F. s/ Cobro de pesos


    COMP. 868, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia por el territorio. Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal. 


    En cuanto a la competencia por razón del territorio, cabe señalar que en orden a lo dispuesto por el art. 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, al tratarse de cuestiones patrimoniales ésta puede ser prorrogada, y su declaración de oficio no atiende a lo dispuesto por el art. 4° del citado cuerpo legal. Respecto de la competencia por razón de la materia cabe advertir que si bien se trata de un contrato celebrado entre particulares, la acción de amparo se dirige contra el Poder Ejecutivo Nacional y se reclama la inconstitucionalidad de la ley 25.561, complementarias y modificatorias, por lo que corresponde la intervención de la Justicia Federal en la presente causa.


    Gagliarducci, Miguel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 511, XLI, 05 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Gómez, Oscar s/ Apelación dictamen comisión médica


    COMP. 848, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de apelación. Pronunciamiento inoficioso. 


    Previo dictaminar se solicita informe sobre actos jurisdiccionales en la causa.


    Bankboston N.A. deduce apelación Artículo 195 bis en autos “Ruiz, Ortiz Andrés Ricardo c/ Banco Boston Sucursal Corrientes”


    COMP. 1482, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Previo dictaminar se solicita informe sobre actos jurisdiccionales en la causa.


    Gómez Morilla, Elsa c/ Banco de Corrientes S.A. y Banco de Boston S.A. s/ Juicio sumario


    COMP. 1610, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa federal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Viel Temperley Eduardo s/ Cobro de pesos


    COMP. 541, XLI, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Mónaco, Aníbal D. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 529, XLI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Prioletto, Ana María c/ Provincia A.R.T. s/ Apelación dictamen de comisión médica


    COMP. 849, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte ha sostenido de manera reiterada que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del artículo 14 de la Ley 48, en tanto dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal o privación de justicia.


    Prividera, Nicolás c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otro


    P. 1490, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley de contrato de trabajo. Entes reguladores. Empleo público. Competencia laboral. Denegatoria del fuero federal. Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires. Competencia nacional. Cuestiones procesales. 


    Según lo tiene decidido la Corte, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. En consecuencia, dada la igual naturaleza que poseen los jueces nacionales del trabajo y los magistrados nacionales en lo contencioso administrativo federal cuya intervención pretende el recurrente, la declaración de competencia contenida en la resolución apelada no importa la denegación del específico privilegio federal que autorice la concesión del recurso extraordinario. La determinación de cuál de los tribunales de la capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por el art. 14 de la ley 48.


    Caamaño, Juan Fernando c/ ORSNA - Resolución 520/99


    C. 2983, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de apelación. Pronunciamiento inoficioso. 


    Previo dictaminar se solicita informe sobre actos jurisdiccionales en la causa.


    Citibank N.A. deduce apelación Artículo 195 bis en autos: “Bastacini, Raúl Ricardo c/ Citibank N.A. s/ Juicio sumario”


    COMP. 1594, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Concurso preventivo. Medida de no innovar. Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. Superior Tribunal de Justicia. 


    En el sub-lite no se configura una controversia en la que deba intervenir la Corte por aplicación del artículo 24, inc. 7° del decreto ley 1285/58; en razón de que se trata de un conflicto jurisdiccional entre un Juzgado de Primera Instancia y su Superior Tribunal de Justicia y por ello el planteo efectuado por el tribunal de primera instancia debe ser resuelto a la luz de las normas de derecho público local en el marco de la autonomía provincial consagrada por la Constitución Nacional bajo la vigencia del sistema federal de Estado.


    Riomar S.A. s/ Concurso preventivo - Expte. 0942/03/J1- s/ Medida cautelar de no innovar


    COMP. 1745, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Regalías hidrocarburíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Inhibitoria. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 673 L. XL, “Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Ejecutivo”.


    Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos "Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Cobro Ejecutivo"


    T. 316, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 673 L. XL, “Pan American Energy LLC, sucursal Argentina s/ Inhibitoria en los autos: (Provincia del Neuquén c/ Pan American Energy S.A. s/ Ejecutivo”.


    Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos "Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    T. 317, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Jueces naturales. Competencia provincial. 


    La vía utilizada por los peticionarios no constituye alguna de las previstas en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, para habilitar la jurisdicción de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Es doctrina del Tribunal que la jurisdicción para conocer en el pleito importa la conducente a hacer cumplir las decisiones que en él recaigan, como así también que las sentencias que se pronuncian no pueden ser interferidas o revisadas, por una vía inadecuada, por otras que se dictan en causas diferentes. En el sub lite se pretende, por vía de una acción de amparo, la intromisión de la Corte en un proceso sujeto a la jurisdicción y competencia de magistrados de la Provincia de Buenos Aires. Al respecto, cabe indicar que los litigantes tienen el deber de someterse a sus jueces naturales, ajustarse a las decisiones que en esos expedientes recaigan y, ante ellos, efectuar cualquier reclamo que consideren atendible, a cuyo efecto tendrán que utilizar las vías autorizadas por las leyes.


    Drocchi, Alfredo Pedro y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


    D. 1262, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas T. 771, L. XXXIX, “Tucumán, provincia de c/ Propietarios de títulos públicos serie 03 s/ Medida cautelar” y T. 388, L. XXXIX, “Tucumán, provincia de c/ First Trust of New York National Association y otros s/ Medida cautelar”.


    Tucumán, Provincia de c/ Propietarios y tenedores de títulos públicos s/ Prueba anticipada y medida cautelar


    T. 779, XL, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa federal. Juez previniente. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7 del dec.- ley 1285/58, texto según Ley 21.708, que establece que las cuestiones o conflictos que se planteen entre jueces nacionales de primera instancia, son resueltos por la Cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido. Y toda vez que la contienda de autos quedó trabada entre un magistrado nacional y un juez federal de primera instancia, el conflicto deberá ser resuelto por los Jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, a quien habrán de remitirse las actuaciones, por ser el mencionado Tribunal el órgano superior del juez que previno.


    Vega, Mónica G. c/ Estado Nacional Ley 25.713 (Lavoro) s/ Amparo


    COMP. 759, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Reordenamiento del sistema financiero. Modificación de la competencia. Perpetuatio jurisdictionis. Ley de orden público. Competencia federal. 


    Precedente de Fallos: 325:1883.


    El art 6° de la ley 25.587 dispone la competencia de la justicia federal en los procesos judiciales donde se demande al Estado Nacional, a entidades integrantes del sistema financiero, de seguros o a mutuales de ayuda económica en razón de los créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras que pudieran considerarse afectados por las disposiciones de la ley 25.561 y sus normas reglamentarias y complementarias. La Corte tiene dicho que, al no existir disposiciones expresas en contrario, ha de estarse a la radicación definitiva de los procesos en los casos en que la ley modifica las reglas de la competencia. 


    Aupi Thierry Marie y Gonzalez Quintana, Delia Eleuteria c/ Banco Francés S.A.


    A. 969, XLI, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 2605, L. XXXVIII; "Castillo, Ángel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A".


    Margosa, Amadeo c/ Futura AFJP s/ Amparo y medida cautelar


    COMP. 1631, XL, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Despido. Concurso preventivo. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Gravamen irreparable. Apartamiento de la doctrina de la Corte. 


    No obstante que la Corte ha señalado que el recurso extraordinario no procede respecto de aquellas decisiones referidas a la determinación de la competencia de los tribunales para intervenir en las causas, no es menos cierto que ha admitido el remedio excepcional en aquellos supuestos en lo que la decisión objetada pueda provocar agravios de insusceptible reparación ulterior, como es en este caso la pérdida de un procedimiento especial de orden público que tiende a garantizar diversos derechos constitucionales, máxime cuando ello puede generar un conflicto de facultades jurisdiccionales como ocurre en el sub-lite, en cual se pretende el cobro del crédito laboral fuera del trámite concursal. 


    Alud Sven, Alejandro c/ Banco de Mendoza S.A.


    A. 168, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Denegatoria del fuero federal. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la Ley 48, no resulta procedente en aquellos casos donde se han resuelto cuestiones de competencia, por no constituir tales pronunciamientos sentencia definitiva o equiparable a ella, naturaleza atribuible a las resoluciones que ponen fin al pleito, impiden su prosecución o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación. No obstante ello, dicho principio reconoce excepción en aquellos supuestos en los que ha mediado denegatoria del fuero federal. La objeción de competencia debe tener lugar en las oportunidades legales previstas al efecto por el ordenamiento jurídico vigente, a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica y economía procesal. Dicha doctrina adquiere particular significación en el presente caso donde los sentenciantes, al declarar su incompetencia de oficio, excedieron el ámbito de su jurisdicción apelada, pues el régimen de los artículos 271 in fine y 277 del código de rito sólo atribuye al tribunal de segunda instancia la jurisdicción que resulta de los recursos deducidos ante ella, limitación que tiene jerarquía constitucional.


    Club San Jorge S.A. de Capitalización y Ahorro c/ Ente Regulador de Juegos de Azar s/ Medida cautelar autónoma


    C. 2480, XL, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Inadmisibilidad de recurso. Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    La apelación deducida es inadmisible, toda vez que las resoluciones sobre la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria del artículo 14 de la ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de arbitrariedad en el pronunciamiento, ni de que se hayan vulnerado garantías constitucionales.


    Coto C.I.C.S.A. c/ Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimento de la Nación


    C. 1479, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sentencia no firme. Denegatoria del fuero federal. Doctrina de la arbitrariedad. Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria del artículo 114 de la Ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de la existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento, ni de que se hayan vulnerado garantías constitucionales.


    Strubbia, Santiago Luis c/ Gobierno de la Nación, Rebecca Gomepcts y/o Rebecca Gooperts


    S. 1152, XLI, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Gilbert, Juan Ramón s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1808, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia no firme. Denegatoria del fuero federal. Código de minería. Competencia minera. 


    Si bien las resoluciones que dirimen cuestiones de competencia, no revisten carácter de sentencia definitiva, en los términos que exige el artículo 14 de la Ley Nº 48, cabe hacer una excepción a este principio en los supuestos que importen una denegatoria del fuero federal. Toda vez que lo sustancial del pleito remita directa e inmediatamente a la consideración de temas reglados por el Código de Minería, el proceso deberá continuar su trámite ante la Justicia de Minas de la Provincia que intervino.


    Cuestión de competencia por vía de inhibitoria planteada por Forestal Santa Bárbara S.R.L. en la causa Pan American Energy LLC. Sucursal Argentina c/ Forestal Santa Barbara s/ Demanda - Expropiación


    C. 3255, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. Sentencia no firme. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, en tanto dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal o privación de justicia, o cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal.


    Fiscalia de Estado c/ Banco de la Nación Argentina


    F. 1363, XL, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Juicios en que la Nación es parte. Sistema financiero. Recurso extraordinario federal. Denegatoria del fuero federal. Competencia federal. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal. En virtud de lo establecido en el art. 6° de la ley 25.587, corresponde a la competencia de la Justicia Federal entender en aquellos procesos judiciales en los que se demande al Estado Nacional y a entidades integrantes del sistema financiero..., en razón de créditos, deudas, obligaciones, depósitos, o reprogramaciones, en donde se cuestione el régimen aplicable en materia monetaria y bancaria.


    Vega Fernández, Héctor Severo c/ B.B.V.A. Banco Francés S.A. Sucursal Resistencia s/ Medida cautelar


    V. 846, XLI, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema entender en la causa toda vez que sean partes una provincia -a quien concierne la competencia originaria del Tribunal (art. 117 de la Constitución Nacional)- y el Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, puesto que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en instancia originaria.


    Aguilar, Nancy Edith y otros c/ Santa Cruz, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    A. 1603, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Cobro de sumas de dinero. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1ª, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.


    Awaiken S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    A. 1604, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Perpetuatio jurisdictionis. Competencia federal. 


    Si bien los pronunciamientos que resuelven las cuestiones de competencia no autorizan en principio, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, en tanto no constituyen sentencia definitiva, cabe hacer excepción a tal principio cuando comportan denegatoria del fuero federal. El art. 6° de la ley 25.587 dispone la competencia de la justicia federal en los procesos judiciales en que se demande al Estado Nacional, a entidades integrantes del sistema financiero, de seguros o a mutuales de ayuda económica en razón de los créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras que pudieran considerarse afectados por las disposiciones de la ley 25.561 y sus normas reglamentarias y complementarias. Según el principio de la llamada "perpetuatio iurisdictionis", la competencia se determina de acuerdo con las normas vigentes al momento de iniciarse el proceso, la cual queda fija e inmutable hasta su final, aunque sobrevengan circunstancias de hecho que, de haber estado presentes con anterioridad, hubieran podido modificar la situación.


    Cocco, Julio Ernesto y otros c/ Banco Francés S.A.


    C. 3252, XL, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Daños y perjuicios. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que, sean demandados, una provincia y el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción ante esta instancia originaria.


    Valenzuela, Luis Jerónimo y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro ( Estado Nacional) s/ Daños y Perjuicios


    V. 625, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Inexistencia de afectación a una embajada o sus agentes.


    Para promover la competencia originaria del Tribunal, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso. Por otra parte, si de las constancias del legajo tampoco surge que el hecho hubiese afectado el desempeño de las actividades propias de la embajada o las de la funcionaria, cabe concluir que, no configurándose ninguna de las causas que habilitan la competencia originaria de la Corte, el caso resulta ajeno a su conocimiento.


    B., Rubén Nicolás s/ Amenazas


    B. 2342, XLI, 28 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Inexistencia de carácter diplomático.


    Si del informe del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación surge que el imputado no reviste status diplomático en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, cabe concluir que la causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.


    Fiscal s/ Averiguación infracción Artículo 277 del Código Penal - Causa Nº 86.108-


    F. 1196, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios contra el Estado. Error judicial. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La vecindad exigida por el art. 11 de la ley 48, es la constituida por la residencia real de la persona en un lugar con el ánimo de permanecer en él.


    Díaz, Ramón Eduardo y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios


    D. 690, XXXIX, 30 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Depósito en moneda extranjera. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La acción de amparo, de manera general, puede tramitar en la instancia originaria siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 ) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda en consecuencia la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.


    Ormeño, María Ester c/ Río Negro, Provincia de (Lotería de la Provincia de Río Negro) s/ Amparo


    O. 318, XLI, 30 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delitos contra la humanidad. Fondo monetario internacional. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Si en el caso no se advierten razones que permitan hacer excepción al principio según el cual los sujetos titulares del privilegio conferido por el artículo 117 de la Constitución Nacional, en cuanto a la competencia originaria de la Corte, son tan sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera inmunidad, corresponde declarar que el caso es ajeno dicha competencia originaria.


    W., Patricia y otros s/ Denuncia penal


    W. 131, XLI, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estupefacientes. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia originaria. 


    Si en el caso no existe una conducta concreta atribuida al agente diplomático, a quien se menciona sola y precisamente por su ejercicio funcional, y no se advierte que se hubiere excedido la voluntad de colocar en una mejor situación procesal a sus con-nacionales, todo ello, dentro del ámbito de la ley 23.737, que expresamente contempla la reducción de penas para las personas incursas en cualquiera de los delitos previstos en ella, que revelen la identidad de coautores, partícipes o encubridores de los hechos investigados o proporcionen datos que permitan progresar en la pesquisa (artículo 29 ter). Dos circunstancias confluyen para resolver en favor de la competencia originaria del Tribunal. La primera, tendiente a resguardar el delicado trato que la Corte está llamada a preservar con las potencias extranjeras, toda vez que los imputados revisten estado diplomático, y la segunda, que siendo ello así, es quien puede, de compartir el criterio expuesto, archivar estas actuaciones respecto de ambos aforados.


    N.N. s/ Delito de acción pública en autos: B., Nicholas y otros s/ Infracción Ley 23.737


    N. 361, XLI, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sustracción de menores. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte Suprema, establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación, en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia y la delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. Los sujetos titulares del privilegio conferido por el artículo 117 de la Constitución Nacional, en cuanto a la competencia originaria de la Corte, son tan sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera status de agente diplomático, en los términos del artículo 1°, inciso e), de la "Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas". En consecuencia, si de la propia denuncia surge que el imputado cesó en las funciones que había desempeñado con rango de aforado en nuestro país y abandonó su territorio, no existe fundamento legal para que la Corte ejerza su competencia originaria.


    R. D., F. s/ Su denuncia


    R. 1568, XLI, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pornografía infantil. Agentes diplomáticos extranjeros. Inmunidad de jurisdicción. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El caso, en principio, concierne a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias (art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58).Ello así, pese a que la investigación se encuentra en una etapa preliminar, toda vez que cabe considerar que si continuara a cargo de la justicia ordinaria podría afectarse la delicadeza de las relaciones y el trato respetuoso que merecen las potencias extranjeras. Por otra parte, para el supuesto de confirmarse que quien reviste status diplomático es el autor, partícipe, cómplice o encubridor del hecho, correspondería requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, al Estado representado por él, la conformidad exigida por el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que pueda ser sometido a juicio.


    N.N. s/ Publicaciones obscenas - modificación Ley 25.087-


    N. 224, XLI, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Alfonso Constancio c/ Somisa s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1672, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Acevey, Ramón Orlando c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1668, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Ayala, Catalino c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1677, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, "Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo", opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en las causas “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019 y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ PEN – Ley 25.561, Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento", que fueron compartidos por la Corte Suprema.


    
      

    


    Caffarena, Laura Beatriz y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1484, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Calviello, Rafael c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1678, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Castellano, Jorge Fabián y otro c/ Minolli, Ernesto Orlando s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1687, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación o retardo de justicia. Procurador General de la Nación. Incompetencia. 


    Toda vez que las cuestiones denunciadas por el Fiscal de Cámara resultan ajenas a la competencia del Procurador General de la Nación, ya que exceden las atribuciones que expresamente le fueron conferidas en el art. 33, incisos a), b) y c) de la Ley Orgánica del Ministerio Público, corresponde a la Corte Suprema, en ejercicio de las facultades de superintendencia, decidir el trámite que considere pertinente darle a la causa.


    Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Tucumán s/ Recurso por retardo de justicia


    F. 638, XLI, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Fratini, Flora Yolanda y otros c/ SOMISA s/ Incidente de inconstitucionalidad


    COMP. 1683, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Gómez, Nélida Elvira (en representación del hijo) c/ SOMISA s/ Incidente de inconstitucionalidad


    COMP. 1679, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 3090, L. XXXVIII, "Galiano, Clara Noemí y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios".


    Gómez, Nilda y otros c/ Chubut, Provincia del s/ Daños y perjuicios


    G. 1860, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, "Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo", opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en las causas “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019 y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ PEN – Ley 25.561, Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento", que fueron compartidos por la Corte Suprema.


    
      

    


    Gradia, Nicolás c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1529, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, “Jalabe, Silvia Ruth c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en la causa “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019 y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ PEN – Ley 25.561, Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento", que fueron compartidos por la Corte Suprema.


    
      

    


    Greco, Francisco y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1514, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Pinto, Rogelio Carlos c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    P. 1669, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Rodríguez Fonato c/ Oti S.A.C.I.F. y otro s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    R. 1674, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Solviria, Haydée Elvia y otros c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1685, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad".


    Acuña, Héctor José c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad


    COMP. 1681, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 901, L. XL, "Jalabe, Silvia Ruth c/ PEN y otros s/ Amparo", opinión que fue compartida por la Corte Suprema. Resultan aplicables los criterios sentados en las causas “Viejo Roble S.A.”, Fallos 326:4019 y Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ PEN – Ley 25.561, Decretos 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento", que fueron compartidos por la Corte Suprema.


    
      

    


    Torres, Emilio Juan c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Ordinario


    COMP. 1528, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el estado. Juicios en que es parte una provincia. AFIP. Impugnación del acto administrativo. Corte Suprema de Justicia. Competencia originaria. 


    Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional y a una entidad nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciado el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional y AFIP s/ Impugnación de actos administrativos


    N. 291, XLI, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Competencia por la persona. Competencia por la materia. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 


    La presente causa es de competencia de la justicia federal por razón de la persona y de la materia, al hallarse en juego la interpretación y aplicación de normas federales, y lo dispuesto en el art. 6° de la ley 25.587.


    Porreca Cismondi c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 454, XLI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Responsabilidad civil. Accidente de tránsito. Seguro con franquicia. Acuerdo de partes. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Violación de la ley o doctrina legal. 


    Reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, exigencia que procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares que afecten el adecuado servicio de justicia. El apartamiento del Artículo 118 tercera parte de la Ley 17.418, así como el de la normativa de la Superintendencia de Seguros de la Nación Res. 25.429/97, anexo II, cláusula 4 y del Artículo 68 de la Ley de Transporte, vigentes, sin fundamento idóneo y suficiente, descalifica la sentencia recurrida como acto jurisdiccional válido, valorando asimismo lo ya mencionado por la Corte en cuanto a que en el seguro de responsabilidad civil, la franquicia pactada en la póliza es oponible al tercero damnificado.


    Villarreal, Daniel A. c/ Fernández, Andrés A. y otros


    V. 482, XL, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad de la provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son demandados en el pleito una entidad nacional -el Banco Central de la República Argentina- quien citó a la Provincia de La Rioja, en tanto de lo dispuesto en la ley local 5545 y su decreto reglamentario 786/95, que decidieron la liquidación del ex Banco de La Rioja, se desprende que el organismo residual depende de Provincia quien responderá en adelante por las obligaciones que hubiera contraído. En consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación –o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción ante la Corte.


    Bertoni, Emilio José c/ Banco Central de la República Argentina (La Rioja citada como tercero) s/ Daños y perjuicios


    B. 2673, XL, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falta de servicio público. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte -conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58- procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la naturaleza civil de la materia en debate, se une la distinta vecindad de la contraria. En el sub-lite, se atribuye responsabilidad en los hechos al Estado local, por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido empleados provinciales, por el incumplimiento de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos, del que dependen. Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de estimar el Tribunal probada la distinta vecindad de la actora, respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte.


    Krinsky, Dina Ruth c/ Río Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    K. 363, XL, 10 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Subrogación en los derechos del asegurado. Responsabilidad de la provincia. Falta de servicio público. Responsabilidad del dependiente. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte -conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58- procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la naturaleza civil de la materia en debate, se une la distinta vecindad de la contraria. En el sub-lite, se atribuye responsabilidad por los hechos denunciados al Estado local -Subsecretaría de Cultura-, por la falta de servicio de sus empleados a raíz del hurto de los equipos para realizar proyecciones itinerantes al aire libre del I.N.C.A.A., con fundamento en normas de derecho común, por lo que corresponde asignar naturaleza civil a la materia del pleito. Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. 


    La Holando Sudamericana Cía. de Seguros S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    L. 1954, XL, 10 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad de la provincia. Falta de servicio público. Poder judicial provincial. Responsabilidad del dependiente. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En el sub lite, se reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios producidos por la presunta falta de servicio en que habría incurrido el Poder Judicial de la Provincia de San Luis, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el incumplimiento de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos. Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. 


    Olivo, Raúl y otra c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    O. 24, XLI, 10 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad del dependiente. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. Si bien el Ministerio Publico, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regidos por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la materia litigiosa. De estimar el Tribunal probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el proceso debe tramitar en su instancia originaria.


    Samudio, Claudia Teresita y otros c/ Neuquén, Provinicia del s/ Daños y perjuicios


    S. 1487, XLI, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Accidente ferroviario. Bonos de consolidación. Acción de inconstitucionalidad. Cuestiones de hecho y prueba. Recurso extraordinario federal. 


    No surge una lesión en el caso concreto ni el peticionario cuenta con interés jurídico para efectuar un cuestionamiento de aquella naturaleza, toda vez que su postura sólo traduce una discusión abstracta sobre la validez de una ley que no lo afecta en forma directa e inmediata, desde que se limita a determinar el procedimiento a seguir por los titulares de los créditos ante las autoridades provinciales. Máxime, si se tiene en cuenta que, a los efectos de determinar los términos en que queda consolidado el crédito, es necesario atenerse a la Ley 7.132 que, de acuerdo a la fórmula que emplea para adherir a la Ley nacional 25.344, autoriza a sostener que todas sus disposiciones fueron incorporadas al ordenamiento provincial y, al margen de la concordancia que exige, no parece que pueda válidamente interpretarse que excluye la previsión del artículo 18 de la ley nacional, en que la pretende quedar comprendido el actor. 


    Chávez, Mario Fabián c/ Tucumán, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 261, XXXIII, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Bonos de consolidación de la deuda provincial. Reestructuración de deuda pública. Investigación inconclusa. 


    El Tribunal, en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 16 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, debería requerir, como medida para mejor proveer, información precisa sobre si los actores ingresaron a los procesos de canje indicados, pues ello permitirá contar con elementos indispensables para pronunciar una decisión útil acerca de los temas debatidos en el sub lite, así como conferir un traslado a las partes para que respondan sobre esta nueva situación. Adoptar este temperamento asegura que la sentencia final se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y aleja el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Fabro, Víctor y otra c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    F. 115, XXIX, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Mala praxis. Muerte. Valor vida. Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. 


    La Corte tiene dicho que lo atinente a la admisibilidad de las indemnizaciones por daños, remite al examen de cuestiones de hecho prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas en principio al recurso extraordinario federal. Es importarte remarcar que los jueces no sólo acogen el reclamo resarcitorio basándose en el indiscutible daño moral que la muerte de un hijo provoca, sino también a partir de un perjuicio patrimonial que pretenden cierto (aunque futuro), y se concreta en la pérdida de esperanzas relativas al auxilio o ayuda personal y económica que el niño fallecido hubiera algún día prestado a sus progenitores. Esta situación además se encontraría agravada por la circunstancia de que el niño era para los actores su primer hijo. Con respecto al argumento de la imprevisibilidad de la falla de los equipos, que el recurrente pretende encuadrar como un caso fortuito, cabe destacar que de las constancias aportadas a la causa surge que el respirador se paralizó en dos oportunidades adicionándose a ello fallas médicas, que como se probó llevaron al niño a la muerte. Dichas situaciones distan de ser meras imprevisiones o de encuadrar en los supuestos de caso fortuito o fuerza mayor a que se refieren los artículos 513 y 514 del Código Civil. La Corte tiene dicho sobre el tema, que el valor de la vida humana no debe ser apreciado con criterios exclusivamente económicos sino mediante una comprensión integral de los valores materiales y espirituales, pues el valor vital de los hombres no se agota con la sola consideración de aquellos criterios. En este contexto las críticas formuladas por el recurrente respecto a la cuantificación del daño reflejan una mera discrepancia con el criterio de los jueces de la causa y, consecuentemente no resultan suficientes para evidenciar una decisiva falta de fundamentación en el decisorio.


    P., P. A. y otro c/ Municipalidd de la Ciudad de Buenos Aires y otros


    P. 1365, XL, 02 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia definitiva. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. Queja por recurso denegado. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    La doctrina sobre arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. En virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. El requisito de la introducción oportuna sólo rige, en principio, respecto de las cuestiones federales previstas por el art. 14 de la ley 48, que deben ser resueltas por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención del Tribunal, en su carácter de último intérprete. 


    Galizia, Daniel Ángel c/ Estado Nacional - Gendarmería Nacional


    G. 1986, XL, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Honorarios. Régimen de consolidación de deudas. Recurso extraordinario federal. Sentencia no firme. Gravamen irreparable. 


    Si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior. El carácter alimentario de los honorarios profesionales, no es obstáculo para concluir que las ejecuciones de esta clase de créditos se encuentran alcanzadas por el régimen de consolidación, pues tal distingo carece de fundamento normativo al no haber sido enumerado entre las excepciones y, por lo demás, este criterio fue mantenido por el Alto Tribunal en diversos precedentes. Por otro lado, la Corte exige atenerse a la fecha en que se realizaron los trabajos profesionales que configuraron la causa de la obligación de pagar los emolumentos cuya consolidación se controvierte y no la de la fecha de su regulación o de previsión presupuestaria. 


    Posdeley, Cleto c/Ferrocarriles Argentinos s/ daños y perjuicios (acc.tran/les.o muerte)


    P. 2398, XL, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Muerte. Competencia por conexidad. Competencia originaria. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. La calidad de parte de una provincia debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la competencia originaria de la Corte. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Aguilar, Patricia Marcela c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán s/ Daños y perjuicios


    A. 957, XLI, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Falta de servicio público. Responsabilidad del Estado. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Bichini, María Magdalena c/ Corrientes, provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    B. 665, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daño ambiental. Tribunal administrativo. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria.


    Las decisiones judiciales que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esas resoluciones interlocutorias a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.


    Paz Posse Limitada Ingenio San Juan c/ Transportadora de Gas del Norte S.A.


    P. 327, XLI, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de incompetencia


    Cobro de sumas de dinero. Incapacidad laboral. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Gravamen irreparable. Denegatoria del recurso. 


    Ley 24.557 de riesgos del trabajo.


    Como tiene reiteradamente dicho la Corte, los autos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia de excepción, por no estar satisfecho el recaudo de la sentencia definitiva, principio que admite salvedades en los supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias que permitan equipararlos a fallos definitivos; entre ellas, cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal o lo resuelto conduce a configurar un extremo de privación de justicia, de imposible o tardía reparación ulterior. En el caso, no se dan los supuestos en los que el Máximo Tribunal ha admitido la mencionada doctrina. Así se estima pues, en primer término, la ad quem se limita en su sentencia a dejar a salvo la eficacia del sistema de acceso a la jurisdicción previsto en la Ley 24.557; más aun, frente a la posibilidad de revisión jurisdiccional de lo actuado en sede administrativa. Y, en segundo, porque la quejosa no rebate las aserciones de ambas instancias en punto a que no surge la esterilidad de la etapa previa para la efectivización del derecho del actor ni la presencia de una dilatada secuela temporal, lesiva de las garantías que conciernen a la oportunidad de la respuesta jurisdiccional. Dicho en otras palabras, dado que no se advierte, en rigor, que se haya denegado el fuero federal, máxime al sostenerse la eficacia -a priori- de la intervención previa de organismos de dicho orden como las comisiones médicas de la Ley 24.557; así como tampoco la existencia de agravios irreparables, desde que el quejoso aún cuenta con la vía de la apelación o la ordinaria que estime pertinente, respecto de cuya idoneidad -dado el alcance de los agravios- resulta innecesario expedirse en esta oportunidad. Lo anterior, a propósito de un asunto que, en la propia perspectiva del actor, concierne a la jurisdicción de los tribunales nacionales de la Capital Federal.


    Cerdan, Rogelio Irineo c/ Liberty Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A.


    C. 2455, XL, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad


    Actualización monetaria. Ley de convertibilidad del austral. Sentencia arbitraria. Falta de contestación de agravios. Falta de agravio concreto. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, y procedente en tanto el interesado demuestre claramente de qué forma aquélla contraría la Constitución Nacional, causándole un gravamen, y para ello es menester que precise y acredite fehacientemente en el supuesto concreto el perjuicio que le genera la aplicación del dispositivo, resultando insuficiente la invocación de agravios meramente conjeturales. En ese contexto, la recurrente no ha cumplido con esa exigencia vital para la procedencia de su pretensión, lo que torna inadmisible la tacha formulada respecto del artículo 7 de la Ley 23.928 -mod. por art. 4°, Ley 25.561-, toda vez que a pesar de haber practicado liquidación de las sumas adeudadas -capital e intereses-, cantidades efectivamente percibidas -con reserva-, ni en esa oportunidad, ni en esta excepcional instancia realizó cálculo alguno.


    Furbia S.A. c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires


    F. 1026, XLI, 17 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo. Falta de fundamentación autónoma. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Remisión a Fallos: 325:3265, así como a los dictámenes de las causas P. 673, L. XXXVIII y P. 961, L. XXXVII, "Ponce, Ricardo Daniel c/ Ferrosider S.A. y otro", y P. 1819, L. XXXIX, "Pesaresi, Walter D. c/ Cooperativa de Agua y Luz de Pinamar s/ Accidente".


    En su memorial, el actor resalta que con la máquina se trabajaba a diario, estaba ubicada en el mismo lugar dentro del establecimiento y era un elemento fundamental dentro del proceso de producción de bienes que producía y comercializaba la empresa. Es claro que la visita al lugar del trabajo por parte de la aseguradora hubiera constatado que la traccionadora era un elemento notoriamente riesgoso para la integridad física de los operarios asignados a su empleo. El examen detenido de los antecedentes reseñados -cuya consideración pormenorizada omite el a quo- evidencia omisiones a los deberes de seguridad y vigilancia a que la aseguradora se hallaba obligada por disposiciones de la Ley sobre Riesgos de Trabajo y su preceptiva reglamentaria, -en último término, denuncia a la Superintendencia de Riesgos de Trabajo-. En tal situación, la afirmación de la alzada que sostiene que exime de responsabilidad a la ART sobre la base que no puede afirmarse que la aseguradora ".


    Soria, Jorge Luis c/ RA Y CES S.A. y otro


    S. 1478, XXXIX, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de rebeldía


    Incidente de nulidad. Presentación extemporánea. Acreditación de la personería. Carga de la prueba. Defensa en juicio. Cuestión no federal. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Las consecuencias legales imputadas a la rebeldía, en tanto resultan de la conducta procesal de los litigantes por ella alcanzados, no plantean problema de índole constitucional. En ese sentido, lo tocante a la falta de acreditación oportuna de personería no excede el marco del derecho procesal. Las cuestiones atinentes al régimen legal de la rebeldía, puntualizó también la Corte, a la carga de la prueba en tales condiciones y a las consecuencias de una absolución de posiciones por el accionado, no revisten carácter federal, ni su aplicación compromete la garantía invocada de la defensa, constituyendo, por su índole, materia propia de los jueces de la causa e irrevisable, como principio, en la instancia de excepción. Ha dejado a salvo, no obstante, el Alto Cuerpo que lo expresado es así, excepto cuando la aplicación irrazonable de las reglas procesales pertinentes lesiona el derecho de defensa o, manifestado en otros términos, excede los límites de su función reglamentaria.


    Goisin, Silvia c/ Obra Social para la actividad docente


    G. 582, XXXIX, 27 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Paralización del expediente. Recurso extraordinario federal. 


    En caso que el imputado ha sido declarado rebelde, corresponde paralizar las actuaciones de la presentación directa realizada por la defensa oficial hasta tanto se presente o sea habido, y hacer saber tal circunstancia al tribunal interviniente para que, de producirse esa contingencia, sea comunicada a la Corte.


    F., Guillermo Raúl y otros s/ Causa Nº 4.717


    F. 1401, XXXIX, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defensa de la competencia


    Fútbol. Transmisión televisiva. Competencia desleal. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria.


    El reclamo del apelante no puede prosperar pues los agravios dirigidos a cuestionar los criterios relativos a las circunstancias que definen el carácter y el alcance de los actos desplegados y su aptitud para encuadrar la actividad como una de las previstas en los artículos 1° y 2° de la ley 22.262, no remiten, en rigor, a la interpretación de esas normas, sino al examen de cuestiones de hecho y prueba, ajenas, por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Por otra parte, la determinación del mercado relevante en su dimensión material (de producto) y espacial (ámbito geográfico) comporta un problema que ha de ser definido en cada caso y constituye, en consecuencia, una cuestión de hecho y prueba que, salvo casos de arbitrariedad, no corresponde a la Corte evaluar.


    V. S.A., M. S.A., C. TCI S.A. y otros s/ Ley 22.262


    V. 1050, XXXIX, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delitos contra la humanidad


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Jurisdicción universal.


    Aunque estén involucradas, en el caso, cuestiones relativas a las relaciones con un Estado extranjero, ello no autoriza -como regla- a ampliar por vía de interpretación una competencia que, como la originaria, sólo alcanza a las personas a las que corresponde reconocer la calidad de aforadas y que no es susceptible de ser ampliada o restringidas. En consecuencia, si las personas denunciadas no se encuentran desempeñando cargos en nuestro país, que impongan la intervención de la Corte de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 117 de la Constitución Nacional, esta causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    B., Marcelo y S., Rafael s/ Su denuncia


    B. 2168, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Justicia militar. Cámara federal de apelaciones. Tribunal plenario. 


    Convención Americana sobre Desaparición Forzada de Personas.


    La costumbre de las cámaras federales de conocer en pleno en los supuestos determinados por el artículo 10 de la ley 23.049 perdió virtualidad a partir de la sanción de la ley 24.556 que aprobó la Convención Americana sobre Desaparición Forzada de Personas que en su artículo 9 determina la "exclusión de toda jurisdicción especial, en particular la militar" para conocer en delitos de desaparición forzada de personas. Las leyes 24.050 y 23.984 y el artículo 25 del decreto-ley 1285/58 determinan que las cámaras federales de todo el país actúen como tribunal de alzada, divididas en salas, frente a todas las causas criminales, sin distinguir la clase de delito que están llamadas a conocer, ni el período en el que se cometieron, ni las personas que se encuentran imputadas de su comisión, en el caso concreto.


    P., Jorge s/ Solicita investigación


    P. 340, XLI, 15 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Denegatoria del recurso


    Elecciones. Inspección General de Justicia. Jerarquía de las leyes. Derechos y garantías constitucionales. Debido proceso. Defensa en juicio. Principio de legalidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Omisión de considerar cuestión propuesta. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Apartamiento de las constancias de la causa. Derivación razonada del derecho vigente. 


    Impugnación de escrutinio de comicios.


    Constituye condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, exigencia que al decir de la Corte, no se orienta exclusivamente a contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura sino que procura, la exclusión de decisiones Irregulares. En tal sentido, la Corte tiene dicho que corresponde conceder el recurso por arbitrariedad, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por el a quo han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. Ello acontece cuando, por ejemplo se ha omitido considerar elementos conducentes para decidir la controversia relativa a la responsabilidad, que, la actora atribuye a la demandada en cuanto a la forma de celebración del acto impugnado. 


    Sociedad Argentina de Escritores c/ Inspección General de Justicia


    S. 2185, XXXIX, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Depósito judicial


    Dólares. Pesificación. Ley de emergencia económica. Recurso extraordinario federal. Falta de agravio concreto. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    En tanto conforme surge de las constancias de la causa, el depósito judicial en estudio fue constituido en su inicio en pesos, y el magistrado de primera instancia en agosto de 2002, sólo ordenó su inversión en un plazo fijo en dólares estadounidenses al valor del mercado libre al momento de la operación, lo allí decidido -como la confirmación de la Cámara, sin perjuicio de los argumentos expuestos-, no le ocasiona al recurrente, gravamen actual, por lo que deviene inoficioso un pronunciamiento en relación con las cuestiones planteadas.


    Hermandad S.A. s/ Quiebra


    H. 131, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Tecnavan S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de depósitos judiciales


    T. 554, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Valmarco S.A. s/ Incidente depósitos judiciales


    V. 764, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Depósitos previos


    Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Medidas para mejor proveer. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza - a la instancia extraordinaria, tal principio admite excepción por vía de la doctrina de la arbitrariedad, pues la garantía de la defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino, también, la de obtener una sentencia que sea derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso. Tal es lo que acontece en el sub-lite, en tanto las afirmaciones del a-quo relativas a la insuficiencia del informe contable sobre el origen y aplicación de fondos, no resultan idóneas por sí solas para prestar sustento al fallo. Más aún, teniendo en cuenta que la apelante había solicitado la designación de perito contador de oficio a fin de determinar el estado financiero de la empresa, requerimiento éste que no fue actuado por los jueces.


    Gen Ave S.A. c/ AFIP - DGI


    G. 870, XXXIX, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Medidas para mejor proveer. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza- a la instancia extraordinaria, tal principio admite excepción por vía de la doctrina de la arbitrariedad, pues la garantía de la defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino, también, la de obtener una sentencia que sea derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso. No resultan idóneas para prestar sustento al decisorio las afirmaciones del a-quo relativas a la insuficiencia del informe contable sobre deudas sociales. Los sentenciantes se encontraban facultados ante sus dudas respecto de la prueba aportada, para dictar las medidas para mejor proveer necesarias a efectos de otorgar al presente una acabada solución, máxime cuando integran un organismo que debe controlar los actos surgidos de los entes administrativos.


    Serpecom SRL c/ AFIP - DGI


    S. 832, XXXIX, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Deserción del recurso


    Amortización de bonos. Títulos públicos en moneda extranjera. 


    Precedente del dictamen de la causa F. 345, L. XXXIX. “Falcón, Ignacio c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía -”. Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX. “Galli, Hugo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.561”.


    Falcon, Isabel Y. de c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía


    F. 72, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Selección de causas. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Existencia de otras vías. Caducidad. Negligencia. 


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que la interpretación de las previsiones contenidas en el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Salta, no autoriza, en principio la apertura de la instancia extraordinaria. Cabe recordar que los agravios que suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal local, son ajenos como regla y por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, como así también que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de tal naturaleza, a través de los cuales los jueces de la causa apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, en especial cuando pretenden revisarse por esta vía los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden los casos que les son sometidos a su conocimiento mediante la aplicación del derecho público local. 


    Sociedad Prestadora de Aguas de Salta Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la Ciudad de Salta


    S. 1894, XXXIX, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desistimiento del recurso


    Desistimiento del recurso interpuesto por el Fiscal General.


    K., Alberto Moisés y otros s/ Causa N° 5.651


    K. 248, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Despido


    Diferencias salariales. Indemnización. Cuestión de hecho y prueba. Costas. Arbitrariedad. 


    La índole no federal de los asuntos debatidos, atinentes a aspectos de hecho y derecho procesal y común, por regla, son ajenos a la via intentada. Tal naturaleza, al decir de la Corte, incumbe a cuestiones como las traídas aquí; es decir, suscitadas entre empleados y empleadores, en relación con los derechos que emanan de la relación laboral, discutidos ante los jueces del fuero. Concierne, por ende, a la recurrente, en el marco de la excepcional doctrina sobre sentencias arbitrarias a la que acude, poner de manifiesto la existencia de defectos de gravedad tal que descalifiquen el pronunciamiento como acto jurisdiccional. En cuanto toca al primer agravio, relativo a la validez del acuerdo extintivo de la relación laboral, la quejosa fracasa en su empeño. En el marco de lo establecido por el artículo 241 de la Ley 20.744 -que incluye entre los modos de formalizar la extinción del contrato de trabajo por mutuo acuerdo, la escritura pública- el actor no denuncia, en estricto, ningún vicio de la voluntad recogido en el ordenamiento normativo sino, en todo caso, un error de derecho inexcusable; por lo que vale colegir que la manifestación de la voluntad fue libremente prestada ante un escribano público cuyo acto tampoco fue redargüido de falsedad. 


    Martínez, Antonio c/ Nuevas Rutas S.A. Concesionario Vial y otros s/ Despido


    M. 427, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. 


    La Sala se aparta del fallo del inferior infundadamente, sin hacerse cargo de las motivaciones -prima facie- conducentes esgrimidas por aquél, dirigidas a cuestionar, entre otros puntos, tanto la pertinencia de los extremos de la comparación retributiva como, la razonable igualdad de circunstancias exigida por los términos del planteo y, aun, la existencia de un eventual designio discriminatorio en el proceder de la accionada, particularmente, en la asignación de tareas. La Cámara esgrime consideraciones abstractas y dogmáticas, apartadas del examen de los hechos y del todo insuficientes para sustentar la sentencia. En tales condiciones, se impone proceder a la invalidación judicial de lo decidido.


    Blanco, Jorge Omar c/ Asociación del Fútbol Argentino s/ Despido


    B. 1276, XXXIX, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Papini, Carlos Norberto c/ Imation S.A. s/ Despido


    P. 133, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 124, L. XL, "Alonso, Rubén Walter c/ Marifran Internacional S.A. s/ Despido".


    López, Juan Carlos c/ Shell C.A.P.S.A s/ Despido


    L. 298, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Deuda pública provincial


    Pesificación. Acción de inconstitucionalidad. Ley de emergencia económica. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli” y a Fallos: 319:2886.


    Desde sus orígenes el Tribunal ha señalado que los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 28 de la Ley Fundamental), así como que tales restricciones pueden ser mayores en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron. La Corte ha dicho que el gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios. 


    Nomeroso S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    N. 113, XXXVIII, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Diferencias salariales


    Asignaciones familiares. Derecho a la protección integral de la familia. Emergencia económica. Hechos nuevos. Circunstancias sobrevinientes. Desistimiento de la acción. Gravamen actual. Pronunciamiento inoficioso. 


    La doctrina señala que las resoluciones de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la sentencia, aun cuando sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. Se ha tornado abstracto emitir un pronunciamiento sobre el recurso extraordinario deducido, al haber desaparecido el interés de los actores en el proceso, toda vez que, con arreglo a los términos de su presentación, la Provincia, mediante el decreto 1516/04, ha dado satisfacción a las pretensiones objeto de la demanda. En tales condiciones, ingresar al conocimiento del fondo de la Iitis resultaría contrario a aquel principio que reclama para el ejercicio de la jurisdicción de la Corte la existencia actual de una controversia.


    Acuña, Mónica D. y otros c/ Provincia de Buenos Aires


    A. 1611, XXXIX, 08 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Traslado. Debido proceso. Gravamen actual. Pronunciamiento inoficioso. 


    Se solicita a la Corte que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente, en el entendimiento que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal y por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que las sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario , con el fin de evitar pronunciamientos inoficiosos.


    Herlein, Luis y otros c/ Provincia de Buenos Aires (Dirección General de Cultura y Educación)


    H. 125, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución de honorarios


    Sentencia definitiva. Gravamen irreparable. Garantías constitucionales. Seguros. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Defectos en la fundamentación normativa. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Omisión de considerar cuestión propuesta. 


    Precedente “Papetti”.


    Es sentencia definitiva el pronunciamiento que denegó el derecho de un letrado a ejecutar honorarios con argumentos que le irrogan un agravio de imposible reparación ulterior, toda vez que no podrá volver eficazmente sobre lo resuelto en un juicio ordinario posterior. La Corte tiene reiteradamente dicho que cuando los agravios propuestos remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenos, en principio y por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, ello no es óbice para la procedencia de la vía intentada, cuando la alzada ha procedido con excesivo rigor formal y prescindiendo de considerar planteos y constancias de la causa, que podrían incidir en la solución del caso. La actitud del juzgador causó un desequilibrio que no es compatible con el buen servicio de justicia, toda vez que omitió pronunciarse sobre un extremo conducente para la correcta solución del litigo, lo que descalifica su decisorio como acto jurisdiccional. 


    Manfroni Reynoso, Claudio c/ Cooperativa Agricola Ganadera


    M. 500, XL, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Sichel, Gerardo F. c/ Laboratotios Alex S.A. s/ Sumario s/ Incidente de ejecución de honorarios


    S. 164, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal


    Impuestos. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Albeca S.A. s/ Cobro de impuestos de ejecución fiscal


    A. 1787, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Banco Francés Uruguay S.A. c/ Guereño o Guereño López, Luis A. s/ Ejecución hipotecaria


    B. 1864, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Semenic, Silvia c/ Parisi, Gerardo José s/ Ejecución hipotecaria


    S. 2000, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Depósito judicial. Ley de emergencia económica. Costas. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    El depósito judicial objeto de estudio fue originalmente constituido en pesos, por lo que no le serían aplicables las normas que, precisamente, imponen la conversión de las divisas extranjeras a dicha moneda (Ley N° 25.561, Dto. N° 214/02 y concs.); y por otro, la Comunicación B.C.R.A. “A” N° 3496, exceptuó a dichas colocaciones de la reprogramación dispuesta por el Decreto N° 1570/01 -modif. por Dto. N° 1606/01- y Comunicaciones B.C.R.A. “A” N° 3381, 3426, 3446 y 3467, circunstancia que es reconocida expresamente por el banco apelante. Adicionalmente, la Resolución N° 668 del Ministerio de Economía de fecha 22/11/02, eliminó las restricciones impuestas por la Resolución, N° 6/02 a los importes que pueden extraerse de las cuentas a la vista. 


    Espósito, Pascual Julio c/ Diorio, Ernesto Ricardo y otro s/ Ejecución hipotecaria


    E. 303, XL, 18 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Empleados públicos


    Diferencias salariales. Tribunales provinciales. Facultades de juez. Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. 


    Los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y las leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, principio que cede cuando la decisión adolece de arbitrariedad. La Corte no podría transformarse en el intérprete final de las decisiones que adoptan los tribunales provinciales dentro de sus atribuciones y por aplicación de las normas que integran sus ordenamientos jurídicos, o en un órgano de unificación de la jurisprudencia provincial, sin perjuicio de señalar que si puede llegar a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque intervenir en causas que presenten cuestiones federales. 


    López, Ana Nelly c/ Provincia del Chaco


    L. 401, XL, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Empleo público


    Régimen disciplinario administrativo. Reincorporación. Cesantía. Ley Marco de Regulación de Empleo Público Nacional. Recurso de apelación (administrativo). Recurso extraordinario federal. Medidas cautelares. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Desistimiento del recurso. 


    Las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o revoquen, no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario.Sin embargo tal principio reconoce excepción cuando la medida dispuesta causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o exista gravedad institucional. Las medidas cautelares tienen naturaleza instrumental y accesoria, pues no constituyen un fin en sí mismas sino que tienden a posibilitar el cumplimiento de la sentencia definitiva a dictarse en el juicio principal, consistiendo su finalidad en la de asegurar la eficacia de la sentencia, mas no convertirse en tal. 


    Casals, Germán Ernesto s/ Recurso judicial directo contra la Dirección Nacional de Migraciones (Artículo 39 de la Ley 25.164)


    C. 3726, XL, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuerpo de abogados del Estado. Derecho fijo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Las resoluciones anteriores al pronunciamiento que pone fin a la causa no revisten, en principio, carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, entendiendo por tales las que dirimen la controversia poniendo fin al pleito, o haciendo imposible su continuación, o sea, como se expresaba en la Ley de Partidas, aquélla "que quiere tanto dezir como juizio acabado que da en la demanda principal fin, quitando o condenando al demandado". Si bien el requisito relativo a la definitividad de la sentencia no es absoluto y la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ha admitido el remedio federal cuando la decisión causa un agravio que, por su magnitud y por las circunstancias de hecho, resulte irreparable o cuando se configure un supuesto de gravedad institucional, no basta la mera invocación de la irreparabilidad del gravamen o de la gravedad institucional, sino que tal argumento debe ser objeto de un serio y concreto razonamiento que demuestre de manera indudable la concurrencia de aquella circunstancia.


    Balestrini, Alvaro Edmundo - Incidente y otros c/ Estado Nacional. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Consejo de la Magistratura. Procuración General. Artículo 110 Constitución Nacional - Inc. s/ Empleo Público


    B. 366, XXXIX, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Empresa binacional


    Indemnización por despido. Igualdad de trato. Discriminación salarial. Estatuto orgánico de organismo internacional. Razones de oportunidad, mérito o conveniencia. Falta de prueba. 


    El recurso deducido es formalmente admisible porque se cuestiona la validez e interpretación de resoluciones modificatorias del Reglamento de Personal dictado por la Entidad Binacional Yacyretá y del Protocolo de Trabajo y Seguridad Social de dicha entidad, normas de naturaleza federal, y la sentencia del superior tribunal de la causa es contraria a su validez y al derecho que el apelante funda en ellas. Para supuestos de resolución unilateral del vínculo laboral, la Corte Suprema acordó prelación al Reglamento de Personal (arts. 40 a 43) por sobre el Protocolo de Trabajo y Seguridad Social y la legislación o los convenios colectivos más favorables suscriptos por la Entidad Binacional Yacyretá en cualquiera de las márgenes, de aplicación supletoria según el artículo 44 del aludido Reglamento, haciendo la aclaración que no quedaba comprendida en la remisión la legislación interna y exclusiva de alguna de las partes contratantes, tales como el Código Civil y el Régimen de Contrato de Trabajo, ni tampoco procedía acudir a dichos cuerpos legales por aplicación del artículo V del referido Protocolo de Trabajo y Seguridad Social, dado que el mismo, por principio general, resulta de aplicación a los trabajadores de contratistas y subcontratistas de obras y/o servicios de la entidad internacional y no al personal dependiente de la Entidad Binacional Yacyretá, alcanzado en el punto por un sistema específico de causales de extinción. Dado que el Reglamento de Personal en vigor al momento del distracto que se controvierte contiene idéntica disposición que el artículo 44 del Reglamento de Personal, el examen del alcance y la validez constitucional del régimen indemnizatorio diferenciado de la Resolución 981/00, dictada con el fin declarado de adecuar la preceptiva sobre extinción de la relación laboral a la legislación de los países signatarios, debe efectuarse dentro de ese marco, descartando, por ende -allende los pormenores de dicha adecuación- acudir de manera directa al derecho interno de estos últimos y, en todo lo previsto, al propio Protocolo de Trabajo y Seguridad Social de la Entidad Binacional Yacyretá.


    De Perini, Laura Beatriz c/ Entidad Binacional Yacyretá s/ Demanda laboral


    D. 1371, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento


    Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Adulteración de documento. Allanamiento. Orden de allanamiento. Validez de los actos procesales. Sentencia condenatoria. Recurso de casación. Recurso extraordinario federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    Si la cámara de casación no desarrolla uno de los aspectos planteados por la defensa, pero el rechazo de ese argumento de la defensa se infiere tácitamente de las restantes consideraciones asentadas en la resolución, aquél aspecto en particular no implica per se la descalificación de la sentencia con base en la doctrina sobre arbitrariedad.Al respecto cabe advertir que la defensa no se hace cargo de efectuar una crítica razonada de ciertos aspectos relevantes del fallo, referentes a las circunstancias de urgencia y flagrancia que imprimieron el marco dentro del cual se conceptuó prudente y razonable la actuación del personal policial en el ejercicio de sus funciones específicas. Esto es importante porque los hechos asentados en la sentencia admiten su explicación a la luz de los argumentos exhaustivamente desarrollados por la Procuración General en el caso "Szmilowsky", que fueron acogidos por la Corte, lo que evidencia la falta de sustancialidad en el planteamiento. 


    S., Pablo Cristian y otro s/ Infracción Artículo 277, inc. 3º del código penal -causa nº 4.266-


    S. 1019, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Error material


    Competencia contencioso administrativa. 


    Se aclara el dictamen previo en virtud de un evidente error material.Corresponde aplicar el precedente de fallos Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston N.A. s/ Acción meramente declarativa”, Comp. 697, L. XXXIX, “Tizado, Javier s/ Amparo” y Comp. 996, L. XXXVIII, “Mutualidad Argentina de Hipo-acúsicos c/ PEN”. 


    
      

    


    Berkley International Seguros S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561


    COMP. 1256, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estupefacientes


    Resoluciones recurribles. Sentencia condenatoria. Recurso extraordinario federal. Insuficiencia del agravio. Cuestiones de hecho y prueba. Improcedencia del recurso. 


    Las críticas efectuadas por los recurrentes no generan una controversia acerca de la interpretación o alcance de las garantías constitucionales que considera conculcadas sino que, por el contrario, sus argumentos se ciñen a cuestionar las razones por las que el a quo revocó la absolución resuelta en primera instancia a partir del análisis de temas de hecho, prueba y derecho procesal, cuya apreciación constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia de excepción. Cabe destacar que para la procedencia del recurso extraordinario es necesario que exista una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los fundamentos que dieron sustento a las conclusiones de que los apelantes se agravian.


    M., Mauro Omar y otra s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso C)


    M. 3710, XXXVIII, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Excarcelación


    Denegatoria de beneficio. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley. Inadmisibilidad de recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Resulta aceptable, para el caso concreto, la decisión que desestimó el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley por entender que la resolución de la cámara de casación –confirmatoria del rechazo de excarcelación-, no reviste el carácter de sentencia definitiva o su equiparable, a los fines de la admisibilidad de aquél remedio, según la normativa provincial (artículo 482 del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires.). En efecto, si bien se encuentra involucrada la libertad del encausado, situación que daría lugar, en ciertos supuestos, a la intervención de la Corte, lo cierto es que en el sub judice no se advierte que esta restricción ocasione un perjuicio de reparación imposible o tardía, que permita asimilar a definitiva la denegatoria de excarcelación. Ello así, pues cabe tener en cuenta que el proceso seguido contra el imputado transitó todas las etapas previstas en el orden de rito local, y culminó con el dictado de  un fallo final, no firme, en el que se impuso al nombrado la prisión perpetua; condena que, por su gravedad y presunción de acierto, actúa como presupuesto jurídico razonable para el cumplimiento  de la medida cautelar cuyo cese se pretende lograr, más allá de la presunción de inocencia (artículo 18 de la Constitución Nacional). Máxime si del legajo surge que respecto a esa decisión condenatoria, la defensa oficial agotó todas las vías recursivas puestas a su disposición. 


    G. S., Daniel Alejandro s/ Robo calificado


    G. 1990, XXXIX, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Portación ilegítima de armas. Sentencia definitiva. Gravamen irreparable. Debido proceso. Superior Tribunal de la Causa. Sentencia arbitraria. 


    Cámara Nacional de Casación Penal.


    Si bien las resoluciones que restringen la libertad del imputado con anterioridad al dictado de una condena no constituyen sentencia definitiva a los fines del artículo 14 de la ley 48, resultan equiparables a ellas, pues ocasionan un gravamen de imposible o tardía reparación ulterior. Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte por vía del recurso extraordinario, en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de órgano intermedio, constituyéndose de esta manera en el tribunal superior de la causa.


    B., Fernando Daniel s/ Recurso extraordinario


    B. 194, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Excepción de cosa juzgada


    Resoluciones equiparables a definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Cosa juzgada. Recurso extraordinario federal. Denegatoria del recurso. 


    Con ajuste a jurisprudencia reiterada de la Corte, la tacha de arbitrariedad es de procedencia excepcional e incompatible con argumentos de orden no federal que, allende su grado de acierto, alcanzan para sustentar lo decidido. Los reproches del actor no exceden la mera discrepancia con lo resuelto, resultando del todo insuficientes para conmover la conclusión a la que arriba la juzgadora. Y es que, en suma, el peticionario omitió formalizar en tiempo propio un planteo encaminado a cuestionar la existencia y validez de la actuación administrativa que se contiende. Respecto a la extensión de los efectos de la defensa de cosa Juzgada a la co-demandada, la quejosa sólo esboza argumentos dogmáticos tendientes a desvirtuar la conclusión de la Sentenciadora, prescindiendo de atacar su fundamento central, cual es que el acuerdo formalizado mediante el acta referida comprende el mismo objeto que el presente proceso. 


    Cruz, Bernardo Oscar c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    C. 919, XXXVII, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Excepción de incompetencia


    Archivo del expediente. Denegatoria del fuero federal. Denegatoria del recurso. 


    Según Jurisprudencia de la Corte, las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la Ley 48. En efecto, el referido criterio es aplicable, por cuanto, el recurrente no ha invocado la competencia de la justicia federal por la materia, las personas o el territorio en el asunto. Por otro lado, y en cuanto al agravio central objeto del recurso, cabe señalar que si bien el decisorio del Tribunal del Trabajo al declarar su incompetencia no especificó qué tribunal provincial en concreto debe entender en el proceso y, consecuentemente ordenó el archivo del mismo, tal decisión resulta razonable a la luz de los preceptos contenidos en los artículos 354, inc. 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y, en lo fundamental, 75, inc. 12 de la Constitución Nacional. 


    Rocca, Patricio Cristian c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    R. 696, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Excepciones procesales


    Arraigo. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Gravamen irreparable. Inadmisibilidad del recurso. Gravamen actual. 


    La decisión cuestionada no posee el carácter de definitiva, ya que los eventuales efectos perniciosos de imposible reparación ulterior a los que se alude, sólo se apoyan en apreciaciones del apelante en torno a situaciones que eventualmente se podrían llegar a verificar, conforme se desprende de sus propios dichos. Ello porque la apelante invoca la existencia de agravios futuros que habrían de generarse en el supuesto de un resultado adverso al pretensor en el litigio, lo que le impondría a la demandada la carga de ejecutar en el extranjero las eventuales costas judiciales. Cabe recordar que la Corte tiene establecido que “la exigencia del gravamen actual como requisito para la procedencia del recurso extraordinario determina la inadmisibilidad de las apelaciones que se basan en agravios futuros o meramente conjeturales”.


    Export Trade Limitado c/ Aseguradora de Créditos y Garantías S.A.


    E. 400, XL, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Expresión de agravios


    Falta de contestación de agravios. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Remisión a Fallos: 324:4465 y al fallo de la causa R. 1136, L. XXXIX, “Rodríguez, Marcelo Alejandro s/ Recurso de casación”.


    Corresponde descalificar como acto judicial válido la decisión del superior tribunal, toda vez que la ausencia de tratamiento de los agravios, especialmente de aquellos vinculados con el alcance de las sucesivas suspensiones de los plazos procesales en el cómputo del término establecido en el artículo 451 del código ritual, podría acarrear una seria restricción a los derechos constitucionales invocados en el remedio federal. Ello adquiere relevancia si se repara en que la valoración de tales aplazamientos podría permitir tener por presentado en término el recurso de casación. Estos aspectos fueron soslayados por el a quo que se limitó a declarar mal concedido el recurso de inaplicabilidad de ley al considerar que exclusivamente se pretendía cuestionar la interpretación de normas procesales, lo que importa un exceso de rigor formal en tanto satisface sólo en modo aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias.


    T., Cristian Adrián s/ Homicidio simple - Causa nº 1.794-


    T. 42, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fallos de la Corte Suprema


    Sentencia. Interpretación de sentencia. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Queja por recurso denegado. Procedencia del recurso. 


    La interpretación de las sentencias de la Corte en las mismas causas en que ellas han sido dictadas constituye, en principio, cuestión federal bastante para ser examinada en la instancia extraordinaria cuando se desconoce, en lo esencial, lo decidido en su anterior pronunciamiento.


    Dima, Juan Carlos c/ Comisión Nacional de Energía Atómica


    D. 1305, XL, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fuerzas de seguridad


    Gendarmería nacional. Muerte en acto de servicio. Beneficios previsionales. Reajuste jubilatorio. Recurso extraordinario federal. 


    De la comparación entre los ordenamientos normativos se desprende que por un lado la ley 20.744 otorga dos grados más a los agentes muertos en actos de servicio; ahora bien, la ley 16.443 establece que en el caso de que no exista mayor jerarquía para dicho personal se le sumará un 15% al haber correspondiente a su rango. Es decir, que se está equiparando un cargo al 15% mencionado. Asimismo, por un lado debe señalarse que los beneficios otorgados por las leyes 16.443 y 20.744 no son acumulables. Por el otro, la ley 19.349, receptando dicha idea, otorga, también, un 15% más al haber total del rango del agente que no tenga un grado superior para ascender, sumándole otro 15% si es que la incapacidad supera un 66%. De lo expuesto surge claramente que la ley especial de la fuerza contempla el mismo mecanismo para los mismos supuestos. Lo dicho demuestra que no es cierto que las leyes 16.443 y 20.744 vienen a llenar un vacío legal sobre supuestos no contemplados en la ley 19.349 de Gendarmería.


    De Vega, Susana María c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional


    D. 1363, XL, 02 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fundamentación de sentencias


    Recurso extraordinario. Improcedencia del recurso. Derecho al recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 30, L. XL.


    Si el agravio de la defensa fue respondido con acabados fundamentos de hecho y derecho que rigen la especie, por los jueces que intervinieron en toda la línea recursiva, y no puede predicarse arbitrariedad en lo decidido o falta de respuesta, ya que desde un inicio el tema fue tratado con argumentos razonables sin que la defensa haya logrado demostrar un vicio grave de razonamiento en lo decidido, corresponde rechazar la queja interpuesta. En relación al agravio referido al derecho al recurso del condenado cabe remitirse a lo dictaminado en el expediente L. 30, L. XL.


    L., Ramón Enrique y otros s/ Ley de estupefacientes -causa nº 422-


    L. 31, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Gastos del proceso


    Costas en el orden causado. Inconstitucionalidad. Confirmación de sentencia. 


    Sobre el planteo de inconstitucionalidad articulado por los recurrentes en contra del decreto 1819/02, remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL. “Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    En lo que hace a la imposición de las costas del juicio, si bien el recurso ordinario es procedente, debe confirmarse la sentencia a tenor de lo resuelto por la Corte en Fallos 320:2792, máxime cuando, examinando sus términos, aparece cuando menos inaceptable la posición de los apelantes respecto a que en el juicio resulto “vencida” la parte demandada.


    Colao, Rafael Martín y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad Social - ANSES


    C. 3553, XXXVIII, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Haber de pensión


    Conscriptos. Excombatientes de Malvinas. Adicionales de remuneración. Pensiones no contributivas. Fondo Patriótico Malvinas Argentinas. Personal militar. Cuestión abstracta. 


    La sentencia apelada no es arbitraria toda vez que la sala que intervino analizó todos y cada uno de los argumentos planteados y concluyó que no era posible incorporar la compensación por inestabilidad de residencia ni el adicional creado por el decreto 628/92, al período anterior al dictado del decreto 1490/02, pues por un lado estaba en juego una ley de carácter especial que fijaba y delimitaba el monto de los haberes que otorgaba, no dependiendo ni del haber de actividad del beneficiario ni de los aportes efectuados durante su vida activa; y por el otro, hizo mérito del carácter no contributivo de la pensión de guerra dispuesta por la ley 24.652.


    Clara, Luis Juan B. y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente- Comisión Nacional de Prestaciones Asistenciales s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    C. 1291, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Haber jubilatorio


    Reclamo del haber jubilatorio. Liquidación de haberes. Emergencia previsional. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Ley 244 de Régimen de jubilaciones y pensiones provincial de la provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur.


    El juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Ello toda vez que afirmó que el órgano administrativo tenía las facultades para realizar los recortes aludidos de acuerdo a las normas locales que rigen su funcionamiento y en virtud de la situación de emergencia en que se encontraba, empero reconoció que el Poder Legislativo local, sólo meses después de dictado el acto declaró específicamente la emergencia para el sistema previsional. De lo descrito, entonces, se desprende un razonamiento ambiguo sobre este punto, que requiere, cuanto menos, un análisis más extenso y preciso al que se realizó en la sentencia, pues parece que en definitiva la emergencia previsional no existía al momento de haberse dictado el acto administrativo y requería ser declarada por el Congreso provincial.


    Hutchinson, Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    H. 319, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Homicidio


    Tentativa de homicidio. Debido proceso. Insuficiencia del agravio. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Oportunidad procesal. Derecho al recurso. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, menos aún en cuestiones como las debatidas cuya decisión, por vía de principio, constituye una facultad propia de los jueces de la causa.La Corte tiene resuelto en numerosos precedentes que, ante las particularidades que presentan determinados casos, el análisis de aspectos como los señalados permite la excepción posible a dicha regla con base en aquella doctrina, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa, no se advierte, a partir del desarrollo argumental del mismo recurso, que aquí se verifiquen circunstancias de esa naturaleza. 


    S., Pedro Lucindo s/ Homicidio simple y homicidio en grado de tentativa


    S. 783, XXXIX, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Homicidio calificado


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Debido proceso. Recurso de casación. Revisión judicial. 


    Revisión judicial amplia.


    Si bien la revisión de pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación resulta, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, excepcionalmente se puede abrir la queja en salvaguarda de las garantías del debido proceso y la defensa en juicio, si se ha restringido sin fundamentos la vía extraordinaria utilizada por la defensa del imputado. El recurso de casación debe permitir al condenado el ejercicio cierto del derecho a una revisión amplia de la sentencia, sin eludir la fiscalización de ciertos errores ni supeditar el examen a exigencias formales que lo obstaculicen. Queda claro que no se trata de derogar el recurso de casación e instaurar una apelación incompatible con el proceso oral y público que establece la Constitución Nacional, sino de interpretarlo para que pueda cumplir con estas exigencias estrictas de la garantía en estudio. 


    G., Claudio Marcelo s/ Homicidio en ocasión de robo


    G. 1945, XL, 15 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Honorarios


    Matrícula profesional. Garantías procesales. Debido proceso. Defensa en juicio. Derecho a ser oído. Privación de justicia. Gravamen irreparable. Cuestión federal. Derivación razonada del derecho vigente. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Declaración de inexistencia de actos procesales realizados por abogados. Derecho a la percepción de honorarios.


    El fallo recurrido incurre en injustificadas omisiones que atentan contra la garantía de defensa en juicio y privan a los apelantes de justicia, causándoles un gravamen de insusceptible de reparación ulterior. Ello ocurre en el sub lite al confirmar la Alzada la sentencia del Magistrado de Primera Instancia, que declaró la inexistencia de todo lo actuado por los recurrentes, situación que importa privarlos de su derecho a la percepción de honorarios por sus trabajos profesionales desde que han cesado en el ejercicio de su mandato. Tal decisorio debe equipararse a los que ponen fin al pleito o impiden su continuación ulterior. Asimismo, es preciso señalar, que si bien los pronunciamientos de índole procesal y de derecho común, que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida, son materia ajena al recurso extraordinario, existe en estas actuaciones, conforme lo manifestado precedentemente, cuestión federal suficiente para apartarse de dichas reglas toda vez que el decisorio lesiona derechos y garantías de los quejosos de raigambre constitucional.


    Miserocchi, Alejandro y otros c/ Sacreu S.C.A. y otros


    M. 1215, XXXIX, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Honorarios devengados


    Régimen de consolidación de deudas. Sueldo anual complementario. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia no firme. Gravamen irreparable. 


    En caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir esa tacha, en principio, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha. Las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, sin embargo ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior. En los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, son descalificables aquéllas sentencias que omiten el examen de alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado pudiera resultar conducente para la adecuada solución del litigio. Si bien los jueces no se encuentran obligados a tratar todas las cuestiones propuestas por las partes, también


    Casas, Anastasio Marcelino c/ Dirección General de Impositiva


    C. 1324, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Igual remuneración por igual tarea


    Recurso extraordinario federal. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Las impugnaciones que se vinculen con el examen de cuestiones de hecho y prueba y con el alcance otorgado por la Cámara a normas de derecho público local no pueden tener recepción en la instancia del art. 14 de la ley 48, ya que dichos aspectos por ser propios de los jueces de la causa resultan ajenos al remedio federal, máxime cuando, la decisión cuenta con fundamentos suficientes de igual carácter que descartan la tacha de arbitrariedad. El derecho a la "igualdad de remuneración por igual tarea", consagrado en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional no constituye un derecho absoluto sino que debe ejercerse de acuerdo a lo que establece su reglamentación. Para ponderar la existencia de lesión a la igualdad genéricamente considerada, el trato no igualitario debe emanar del texto mismo de la norma y no de la interpretación que pueda haberle otorgado la autoridad encargada de aplicarla. 


    Lucero, Silvia Liliana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    L. 33, XL, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Imposición de costas


    División de condominio. Derecho de propiedad. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que lo resuelto en materia de costas es una cuestión procesal reservada a los jueces del proceso y ajena, por principio, a la apelación del artículo 14 de la Ley 48; máxime cuando está discutida la eficacia que se le podría otorgar al acta notarial invocada por la actora previa al inicio de estas actuaciones para justificar la imposición de las costas del proceso. Por otro lado, los fundamentos dados por el tribunal superior local para sostener que en causas como la presente las costas deben distribuirse por el orden causado en proporción a la cuota que inviste cada comunero sobre la cosa común, con abstracción de la conducta que ellos hubieran observado extrajudicialmente antes de incoarse la acción, importan dar razones que más allá de su acierto o error bastan para sustentar la decisión y desestimar la tacha de arbitrariedad alegada.


    Goldman, Raúl c/ Marcela Teresa Brandalisse


    G. 653, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por despido


    Empleo no registrado. Multa. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Defensa en juicio. 


    Asiste razón al recurrente, en lo relativo a la omisión en que incurriera el a-quo a propósito de las defensas conducentes oportunamente deducidas por su parte en orden al progreso de las indemnizaciones, singularmente en lo que atañe al rubro del artículo 8 de la Ley Nacional de Empleo y máxime ante el reconocimiento expreso efectuado por la Cámara en tal sentido, por lo que corresponde devolver las actuaciones al Tribunal de origen a los efectos de que, por quien proceda, se expida sobre la admisibilidad de los rubros cuestionados.


    Amarillo, Lujan Felipe C. c/ Unión de oficiales de la reserva de las fuerzas armadas de la nación s/ Despido


    A. 725, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acumulación de acciones. Doctrina de los actos propios. Denegatoria del recurso. 


    Pretensiones alternativas.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible y fue mal concedido, toda vez que la sentencia apelada no le causa gravamen a la apelante y, en consecuencia, no existe interés jurídico afectado ni agravio efectivo que deba ser resuelto por aquella vía de excepción. Ello es así porque el fallo de la cámara no sólo satisface materialmente la pretensión de la actora, sino que incluso fue dictado en sentido concordante con lo que pidió. Pues, la autolimitación de sus expectativas sobre el resultado final del proceso le impide ahora cuestionar la sentencia que acogió esta pretensión alternativa. La Corte ha decidido que el acogimiento por el tribunal de la causa de una de las alternativas que el recurrente estimó propias para la solución del juicio basta para privarlo de interés jurídico suficiente a los fines de la interposición del recurso extraordinario. 


    Elmore, Liliana Alicia c/ ANSES s/ Laboral


    E. 464, XXXIX, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Intereses. Certificado de trabajo. Declaración de inconstitucionalidad. Derecho de propiedad. Confiscatoriedad. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Defectos en la fundamentación normativa. Violación de la ley o doctrina legal. Apartamiento de las constancias de la causa. Voto de los jueces. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. Falta de certificado de servicios. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Precedente de Fallos: 324:754.


    Asiste razón a la quejosa. Y es que al -cuanto menos- contradictorio proceder del juez que zanjó lo atinente al índice de actualización a aplicar, habiendo defendido, en principio, la regularidad constitucional del dispositivo cuestionado, sin suministrar mínimas razones que dieran cuenta de su actitud, se agrega la naturaleza infundada, en punto a la invalidación del artículo 4° de la Ley 25.561, del pronunciamiento de la ad quem. En efecto, habiendo asentado su temperamento en que el proceso inflacionario produjo la licuación del crédito del peticionante, ningún elemento proveyó en respaldo de su aserto, lo que basta para invalidarlo con arreglo al criterio expuesto, entre otros antecedentes, en Fallos: 324:754, etc., desde que la procedencia de la declaración de invalidez constitucional no sólo requiere la aserción relativa a la existencia de agravio, sino su demostración en el supuesto, tanto más, cuando comporta la ultima ratio del orden jurídico.


    Grosvald, Gabriel c/ AOL Argentina S.R.L.


    G. 836, XL, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por incapacidad


    Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. 


    El Superior provincial, mediante fórmulas dogmáticas y sin hacerse cargo de argumentos conducentes, confirmó una sentencia donde, además de no haberse suministrado razones suficientes para sustentar lo decidido, se identificó, en definitiva, acríticamente, en el marco de lo establecido por el artículo 252, párrafo 2°, de la LCT, el resarcimiento previsto por el artículo 212, párrafo 4°, de la LCT para los supuestos de incapacidad absoluta del trabajador, con el previsto por despido o antigüedad por el artículo 245 del mismo ordenamiento. El juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio.


    Ramos, Ernesto c/ Ingenio Ledesma SAAI


    R. 1097, XXXIX, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indisponibilidad de los depósitos


    Plazo fijo en dólares. Acción de amparo. Transformación de la demanda. Medidas autosatisfactivas. Extinción de la acción. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Precedentes de Fallos: 323:3075 y 324:4520.


    La doctrina del Tribunal señala que los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando la cautela altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa. En el primer precedente de la referencia, la Corte sostuvo que el criterio restrictivo cobra mayor intensidad cuando la cautela ha sido decidida de manera autónoma, es decir, que no accede a una pretensión de fondo cuya procedencia sustancial pueda ser esclarecida en un proceso de conocimiento. En tales condiciones, la concesión de la medida cautelar constituye una suerte de decisión de mérito sobre cuestiones que no hallarían, en principio, otro espacio para su debate. En el segundo de los casos citados, descalificó una medida cautelar de contenido similar a la otorgada en autos porque tenía iguales efectos que si se hubiese hecho lugar a la demanda y ejecutado la sentencia.


    Quinteros, Gabriela s/ Amparo – Incidente de apelación de la medida cautelar


    Q. 19, XXXIX, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Intervención de terceros


    Acción de regreso. Nulidad de asamblea de accionistas. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Falta de agravio concreto. Gravamen irreparable. Cuestión de derecho común. 


    En el caso no se verifica la existencia de sentencia definitiva, ni de una resolución que genere en los recurrentes un agravio irreparable que habilite la admisión del recurso ya que el apelante sustenta sus quejas en situaciones eventuales del curso proceso, a las que el mismo califica como de hipotéticas e improbables, lo que predica que los agravios invocados son conjeturales. Tampoco la vía es admisible en orden a que conforme reiterada doctrina del Alto Tribunal, el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces que en el marco de sus facultades aplican e interpretan normas de derecho común y procesal, pudiendo admitirse la excepción a tal criterio cuando media arbitrariedad en la decisión, por ausencia de fundamentación o apartamiento notorio de la normativa conducente a la solución del diferendo. 


    Tradigrain S.A. c/ Mercado a término de Buenos Aires S.A.


    T. 84, XL, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Jubilación por invalidez


    Capacidad residual. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Reinserción de un jubilado por invalidez al mercado laboral.


    Deben ser admitidas las objeciones que se fundan en la doctrina de la arbitrariedad, pues la cámara no tuvo en cuenta elementos de juicio relevantes ni tampoco la aplicación del precedente "Franchi", ni el artículo 19 de la ley 24.463. La Corte ha afirmado que está permitido que el jubilado por invalidez pueda reinsertarse en el mercado laboral utilizando su capacidad residual.


    F. de K., Haydée c/ ANSES


    F. 979, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicio de desalojo


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. De los términos de la demanda se desprende que la pretensión de la actora se funda en normas de derecho común, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito. En tales condiciones, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión, de probar el Estado local la distinta vecindad que invoca respecto del demandado, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria del Tribunal.


    Tucumán, Provincia de c/ Monasterio, Ramón Gerardo y otro s/ Desalojo


    T. 893, XL, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicio ejecutivo


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Banco Comafi S.A. c/ General Electro Music S.A. y otro s/ Ejecutivo


    B. 2069, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Litispendencia. Exceso ritual manifiesto. Sentencia no firme. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    El tribunal a-quo incurriendo en un exceso ritual manifiesto desconoce la finalidad de la institución procesal de la litis pendencia, y a los fines de desestimar el recurso, omite tratar los planteos de la demandada e ignora las constancias de la causa, con el sólo argumento de que no existía sentencia definitiva por haber recaído la decisión en un proceso ejecutivo. Ignora el a quo que el excepcionante había acreditado en autos la existencia de un proceso de amparo y de la decisión cautelar allí dictada que claramente entraban en conflicto con la pretensión objeto del juicio ejecutivo. Tampoco se hizo cargo de la decisión jurisdiccional de naturaleza cautelar dictada en el amparo. Dicha circunstancia resultaba de inevitable consideración por el juez que habría de dictar la sentencia en el proceso ejecutivo, a los fines de evitar la contradicción jurisdiccional que a la postre vino a verificarse al mandar continuar la ejecución -provocando agravios de insusceptible reparación ulterior- y disponer el cumplimiento de la obligación en los términos contractuales, decisión que claramente confronta con la sentencia dictada en el proceso de amparo situación ésta que genera un escándalo jurídico que no contribuye a prestar un adecuado servicio de justicia.


    Banco Rio de la Plata S.A. c/ Tabolango S.R.L. y otros s/ Ejecución Hipotecaria


    B. 963, XL, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Mutuo hipotecario. Comienzo de ejecución de sentencia. Incidente de competencia. Improcedencia del recurso. Costas. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Procedencia del recurso extraordinario: sentencia equiparable a definitiva en una cuestión de comptencia en la que se niega el fuero federal.


    Si bien las cuestiones de competencia no son apelables por la vía del artículo 14 de la ley 48, por no constituir sentencia definitiva, cabe su admisión cuando media denegatoria del fuero federal. No procede el planteamiento de cuestiones de competencia después de dictada la sentencia en la causa principal, circunstancia que se verifica en el caso en que el proceso se encuentra en trámite de ejecución. La competencia para entender en un trámite incidental no puede sino corresponder al mismo magistrado que interviene en el juicio principal, debido a la interdependencia por accesoriedad existente entre ambas cuestiones. No resulta atendible a los fines de habilitar el remedio federal el argumento del apelante relativo a la arbitrariedad de la resolución del Superior Tribunal de Justicia de la provincia de Chaco respecto al modo en que fueron impuestas las costas en la última instancia provincial, toda vez que dicho aspecto remite al examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal que, en principio resultan ajenas al ámbito del recurso extraordinario aun cuando se encuentre regida por disposiciones de leyes de carácter federal- al abrigo de la tacha de arbitrariedad.


    Banco Río de La Plata S.A. c/ Galarza, M. Laura s/ Ejecución mutuo con garantía hipotecaria


    B. 858, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado


    Embargo. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria.


    Los agravios relativos a la aplicación de las leyes 23.982 y 25.344 fueron tratados en el dictamen emitido en el Expte. D. 294, L. XL, donde tramita la queja presentada a raíz de la denegatoria del recurso extraordinario interpuesto en los autos principales. En caso de que la Corte adopte una decisión de conformidad con la que allí se propugna, se tornaría innecesario examinar los argumentos que aquí se invocan, pues ellos encuentran su origen en las resoluciones que ordenaron la formación del incidente de embargo, el libramiento de los cheques y el levantamiento de la reserva, actos procesales que se cumplieron como consecuencia de lo resuelto que fue objeto de los sucesivos recursos que culminan con la queja antes mencionada. No obstante ello, si no se decidiera en tal sentido, esta queja es inadmisible. 


    Domingo, Simón Jorge y otros c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación


    D. 1176, XXXIX, 07 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Compensaciones salariales. Régimen de consolidación de deudas. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Se advierte que el a quo se limitó a señalar que el recurso de apelación había sido bien denegado, pues no podía reabrirse el debate sobre la aplicación de la ley 25.344 a los créditos de autos al haber precluido la apertura de la ejecución y ser tardío d pedido de consolidación de la deuda. Dichos argumentos de índole procesal en que se fundó el a quo no son válidos, por cuanto el apelante invocó un régimen legal de orden público que establece un sistema específico y excepcional para la cancelación de la deuda que obstaría al procedimiento de ejecución que se ordenó proseguir. En este sentido, cabe señalar que la Corte tiene dicho, respecto de la ley 23.982, que la sentencia que dispone la inmediata ejecución del crédito por las vías comunes no encuentra sustento alguno en las normas aplicables e importa prescindir de ellas, que resultan de inexcusable aplicación habida cuenta del carácter de orden público de la ley de consolidación. 


    Domingo, Simón Jorge y otros c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación s/ Ordinario


    D. 294, XL, 07 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de repetición. Impuesto sobre los ingresos brutos. Coparticipación de impuestos. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Si bien es cierto que el impuesto sobre los ingresos brutos, respecto al que versa esta demanda, corresponde a las provincias, hallándose regulado por el derecho público local de cada una de ellas, según la distribución de competencias entre el Gobierno Federal y los Estados locales consagrada por la Constitución Nacional, ello es así en tanto su determinación no implique la violación de la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos. A partir de la sentencia de Fallos: 324:4226, se ha producido un cambio en la jurisprudencia del Tribunal respecto a la naturaleza que debe otorgarse al régimen de Coparticipación Federal. Allí la corte sostuvo que el art. 75, inc. 2 , reformado de la Constitución Nacional introdujo modificaciones sustanciales en el tratamiento de la Coparticipación Federal de Impuestos, entre las que adquiere relevancia la asignación de rango constitucional a dicha materia, toda vez que actualmente la Ley Fundamental regula tanto sus aspectos sustanciales como los instrumentales, a la vez que delega en el Congreso de la Nación la determinación de las pautas para su distribución, por lo que la afectación del sistema establecido de ese modo involucra una cuestión constitucional. Asume tal calidad la eventual violación por parte de una provincia del compromiso de abstenerse de ejercer la función legislativa en facultades impositivas propias, aunque esa transgresión pueda también exteriorizarse como un conflicto entre dos leyes locales. En efecto, la Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio, sancionada por el Estado nacional y aprobada por las provincias, la que no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada, de modo que una hipotética transgresión a la ley local de adhesión, y a dicha norma federal se proyecta como una afectación de las nuevas clausulas constitucionales, sin que ello incida en el carácter local de la norma mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción de repetición


    E. 125, XXXIX, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. En tales condiciones, el Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa, si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros o no es parte una provincia, según los artículos 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58.


    Forrester, Héctor José c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    F. 1902, XL, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Responsabilidad de la Municipalidad. Entes autónomos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional -o una entidad nacional-, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. Pero, a tal fin, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. En el sub lite, la Provincia de Buenos Aires no está sustancialmente demandada toda vez que de conformidad con el art. 4 del CPCCN y doctrina de Fallos: 322:2370; 323: 1217, y de las constancias obrantes en el expediente, se desprende que el seguro al que alude la accionante para responsabilizar al Estado local había sido contratado por la Provincia, por lo cual cabe concluir que cumplió con la obligación que le correspondía. Por otra parte, "Provincia Seguros S.A.", quien fue citada en los términos del art. 18 de la ley 17.418, adujo que la acción está prescripta por la omisión de denunciar el hecho, pero dicha omisión es atribuible a la coordinadora del Plan, quien depende de la Municipalidad. Asimismo, es dable hacer hincapié en que dicho Plan "Jefes de Hogar" fue solicitado ante la Municipalidad denunciada, la cual no se identifica con la Provincia de Buenos Aires, toda vez que ya sea que se la caracterice como un ente autárquico o autónomo, cuenta con personería jurídica propia y, por ende, no se identifica con el Estado local.


    Márquez, Liliana Mabel c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    M. 1136, XLI, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Ley de emergencia económica. Pesificación. Denegatoria del recurso. 


    Desde sus orígenes el Tribunal ha señalado que los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 28 de la Ley Fundamental), así como que tales restricciones pueden ser mayores en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron. La Corte ha dicho que el gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios. 


    De Anquin, Miguel Ángel c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    D. 1877, XXXVIII, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Excepción de incompetencia. Competencia originaria. 


    Rechazo de la excepción.


    La excepción de incompetencia no debe prosperar, toda vez que los fundamentos expuestos por la excepcionante contra el progreso de la pretensión en esta instancia no logran conmover lo sostenido por este Ministerio Público en un dictamen en el que se remite a precedentes de la Corte sobre la materia en debate.Sobre el punto en cuestión, cabe recordar que los institutos reglados por los arts. 88, 90 y 94 del CPCCN se aplican a los casos en que procede la competencia originaria de la Corte, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas, sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Tecnopax S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Daños y Perjuicios


    T. 731, XXXVIII, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Coparticipación de impuestos. Cuestión federal. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, toda vez que se demanda a una Provincia y la causa tiene un manifiesto contenido federal, en tanto el tributo sobre el que versa la pretensión de la actora se impugna por violar la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos 24.538 y varios preceptos de la Constitución Nacional. Por otra parte, atento a que también se solicita la citación del Estado Nacional como tercero a juicio en los términos del art. 94 del CPCCN, con fundamento en que la controversia le es presuntamente común por encontrarse comprometido su interés, interfiriendo con la normal prestación de servicios públicos concesionados por la Nación bajo jurisdicción federal, de acceder la Corte a efectuar tal citación, el proceso corresponde a la instancia originaria de la Corte ratione personae, a fin de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales que la Constitución Nacional establece a favor de la Provincia y de la Nación.


    Wintershall Energía S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    W. 124, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Ley de emergencia económica. Pesificación. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y D. 536, L. XXXV, "Diprom S.A.C.I.F. c/ Provincia de Río Negro s/ Ordinario".


    En cuanto al planteo de inconstitucionalidad de las normas bajo examen, es del caso recordar que el plexo normativo dictado para conjurar la emergencia sorteaba el control judicial de razonabilidad, en tanto los mecanismos que ahí se establecen no son intrínsecamente inconstitucionales, máxime cuando no se había demostrado efectivamente la inequidad a que conduciría el sistema de cálculos dispuesto por el art. 11 de la ley 25.561 -texto según ley 25.820-. No puede pensarse que las leyes cuestionadas resulten expoliatorias, porque, además de convertir a pesos las obligaciones en moneda extranjera y aplicarles un índice de actualización (CER o CVS, según el caso), también prevén que, si por aplicación de los coeficientes mencionados, el valor resultante de la cosa, bien o prestación, fuera superior o inferior al del momento de pago, cualquiera de las partes puede solicitar un reajuste equitativo del precio. 


    Harza Engineering Company International c/ San Juan s/ Cobro de sumas de dinero


    H. 85, XXV, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Salarios adeudados. Régimen de consolidación de deudas. 


    La ley 25.344 dispone la consolidación en el Estado Nacional, en los términos de la ley 23.982, de las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991 y anterior al 1° de enero de 2000, fecha que fue prorrogada hasta el 31 de diciembre de 2001, por la ley 25.725. Asimismo, el art. 23 de la ley 25.344 faculta al Poder Legislativo, al Poder Judicial de la Nación y al Consejo de la Magistratura a aplicar dicha ley en el ámbito de sus competencias en los aspectos que corresponda. En tales condiciones, el legislador defirió en exclusividad al Poder Judicial y al Consejo de la Magistratura la atribución de decidir acerca de la aplicación de la ley en el ámbito de sus competencias, en el entendimiento de que, de ese modo, se aseguraba la independencia en la prestación del servicio de justicia y el equilibrio de los poderes. De ahí que, el Ministerio Público se encuentra impedido de pronunciarse sobre la facultad asignada a otro poder del Estado, máxime cuando aquélla todavía no fue ejercida por los únicos órganos habilitados para hacerlo.


    Herrera de Gutiérrez, Marta Olga y otra c/ Corte Suprema de Justicia de la Nación - Estado Nacional


    H. 3, XL, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de repetición. Impuesto de sellos. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que para resolver el pleito los jueces deben examinar sustancialmente el sentido y los alcances de una ley nacional a fin de determinar si el impuesto local cobrado por la Provincia demandada resulta inconstitucional por ser contrario a la Ley 23.548 de Coparticipación Federal y, en consecuencia, a la Ley Fundamental, la materia del pleito tiene un manifiesto contenido federal. Por ello, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, la causa debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Pan American Fueguina S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Repetición


    P. 709, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tierras de los pueblos originarios. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte, toda vez que el Estado Nacional, pese a estar nominalmente demandado no resulta ser parte sustancial en la causa y, además, de tener la actora su domicilio en la Provincia de Misiones, la materia del pleito no reviste naturaleza civil ni exclusivamente federal, como lo requiere una antigua doctrina del Tribunal para que ésta proceda, toda vez que el planteamiento que se efectúa determina que para resolver la cuestión se deban examinar actos y normas de derecho público local, lo cual obsta a que entienda en ella.


    Comunidad Indigena del Pueblo Guarani Kuña Piru II c/ Misiones, Provincia de y Estado Nacional s/ Demanda ordinaria de acción de reconocimiento de posesión y propiedad comunitaria indígena, escrituración y daños y perjuicios


    C. 4022, XLI, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Falta de servicio público. Error judicial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La actora pretende un resarcimiento por el daño moral derivado de la actuación presuntamente irregular y arbitraria de dos jueces locales y atribuye responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires por la falta de servicio en que habría incurrido el personal a cargo del Poder Judicial. En consecuencia, dicho Estado local resulta sustancialmente demandado en autos. La doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    González Rubio, Julio Enrique c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    G. 1027, XLI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Falta de causa. Existencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    La circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados de la Corte Suprema (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional) no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demandada cumple con los requisitos que el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas. La acción declarativa de inconstitucionalidad debe responder a un "caso", ya que dicho procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo ni importa una indagación meramente especulativa. En efecto, la acción debe tener por finalidad precaver las consecuencias de un acto en ciernes -al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal- y fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto. 


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    N. 180, XXXVII, 30 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Comercio interior. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Toda vez que la cuestión exija dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en materia de pesca, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. 


    Antonio Barillari S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A. 2043, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Caso concreto. Agravio hipotético. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    La admisibilidad del recurso extraordinario se encuentra liminarmente subordinada a la existencia de un "caso" o "causa" o "controversia", donde el titular de un interés jurídico concreto busca fijar la modalidad de una relación jurídica o prevenir o impedir lesiones a un derecho con base constitucional. La existencia de tal requisito, por ser de carácter jurisdiccional, es comprobable de oficio, pues su ausencia o desaparición importa la de juzgar y no puede ser suplida por la conformidad de las partes o su consentimiento por la sentencia. La constante jurisprudencia del Tribunal ha desechado la existencia de causa cuando se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o actos de otros poderes. En tales circunstancias, la Corte negó que estuviese en la órbita del Poder Judicial de la Nación la facultad de expedirse en forma general sobre la constitucionalidad de las normas emitidas por los Poderes Legislativo y Ejecutivo. 


    Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Poder Ejecutivo Nacional


    C. 3255, XXXVIII, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Designación de jueces. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por lo tanto, quedan excluidos de dicha instancia aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o revisión en sentido estricto de actos administrativos de las autoridades provinciales, legislativos o judiciales de carácter local. Las provincias, en virtud de su autonomía, tienen competencia privativa y excluyente para establecer los procedimientos y condiciones para la elección.


    Colegio de Abogados de Tucumán c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 3581, XL, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Estado Nacional (Ejército Argentino) c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 465, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción reivindicatoria. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.


    Odena, Margarita Elvira c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Acción reivindicatoria


    O. 423, XLI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Calidad de parte. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El Estado Nacional no es parte sustancial en el proceso.


    Corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. No obstante, ello es así en tanto la Provincia y el Estado Nacional sean "parte" en el litigio, no sólo en sentido nominal sino también sustancial, o sea, que tengan en el pleito un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, lo cual debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, ya que, lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria del Tribunal, siempre que pudiesen encontrar un mínimo punto de conexión que les permita vincular al Estado Nacional con una Provincia. La mera actividad legislativa no transforma en "parte adversa" de quien efectúa el reclamo a una provincia o al Estado Nacional, dado que ésta sólo determina el marco jurídico aplicable, pues dicho cuestionamiento debe ser encauzado entre quien se dice afectado por el régimen impugnado y quien resulta su beneficiario, por la vía procesal que corresponda.


    Policonsultorios de Cabecera S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción meramente declarativa


    P. 960, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Calidad de parte. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    El Estado Nacional no es parte sustancial en el proceso.


    Corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, dado que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental. No obstante, ello es así en tanto la Provincia y el Estado Nacional sean "parte" en el litigio, no sólo en sentido nominal sino también sustancial, o sea, que tengan en el pleito un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, lo cual debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, ya que, lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria del Tribunal, siempre que pudiesen encontrar un mínimo punto de conexión que les permita vincular al Estado Nacional con una Provincia. La mera actividad legislativa no transforma en "parte adversa" de quien efectúa el reclamo a una provincia o al Estado Nacional, dado que ésta sólo determina el marco jurídico aplicable, pues dicho cuestionamiento debe ser encauzado entre quien se dice afectado por el régimen impugnado y quien resulta su beneficiario, por la vía procesal que corresponda.


    Rico, Eduardo c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Medida cautelar


    R. 1427, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Honorarios. Gravamen eventual. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    La invocación de agravios meramente conjeturales resulta inhábil para abrir la instancia del art. 14 de la ley 48.


    Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires (S.E.G.B.A.) c/ Municipalidad de Merlo s/ Ejecución fiscal


    S. 48, XLI, 18 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por despido. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil - entendido como aquellos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común-, de la materia en debate.


    Torales, Dolly Berta c/ Corrientes, Provincia de y otros s/ Demanda por despido


    T. 801, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Pesificación. Caso concreto. Denegatoria del recurso. 


    Las atribuciones y deberes asignados al Poder Judicial de la Nación por la Constitución Nacional son los que se ejercen en las causas de carácter contencioso a las que se refiere el art. 2º de la ley 27 y estos casos judiciales no son otros que aquéllos en los que se pretende, de modo efectivo, la determinación del derecho debatido entre partes adversas, que debe estar fundado en un interés específico, concreto y atribuible en forma determinada al litigante. La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. 


    Asociación de Bancos Públicos y Privados de la Argentina y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    A. 218, XLI, 19 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1ª, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Si bien la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha reconocido su competencia originaria en las causas por daños y perjuicios derivados de la responsabilidad estatal, cuya resolución requiere de la aplicación sustancial de normas del Código Civil, entre ellas, las que tienen por objeto el resarcimiento patrimonial de los perjuicios causados por errores judiciales o registrales, tal doctrina es aplicable en la medida que la consideración de las cuestiones planteadas.


    Azucarera Argentina C.E.I. S.A. c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios (Nulidad de acto jurídico)


    A. 1072, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Organización de la justicia. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. La existencia de los requisitos jurisdiccionales del recurso extraordinario es comprobable de oficio y su desaparición importa la del poder de juzgar.


    Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    C. 972, XXXIX, 19 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1ª, del decreto 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. 


    Feldman, Adrián c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    F. 1464, XL, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Transporte interno. Aumento de tarifas. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Toda vez que el asunto se vincule con el servicio público interjurisdiccional, la cuestión reviste naturaleza federal. Toda vez que la cuestión debatida en autos exija dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en materia de servicio público de transporte interjurisdiccional de pasajeros, la causa se encontrará entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    General Urquiza S.R.L. y otros c/ Catamarca, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    G. 2736, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    No corresponderán a la competencia originaria de la Corte, aquellos pleitos que no estén regidos sustancialmente por normas de derecho común y la cuestión federal no sea la predominante en la causa. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Juárez, Manuel Alberto y otra c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa


    J. 69, XXXVII, 19 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Toda vez que se demande a la Nación Argentina y a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia del pleito.


    Lescano, Silvio Alcides y otros c/ Formosa, Provincia de y otros s/ Ordinario


    L. 1475, XL, 19 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Toda vez que ha sido demandado el Estado Nacional y hubieran sido citadas como terceros tres provincias argentinas, según lo dispuesto en el art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la única forma de armonizar las prerrogativas constitucionales de todos ellos, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Molina, Ramón Hugo del Tránsito y otros c/ Jujuy, Provincia de y otros (Salta, Catamarca y Estado Nacional) s/ Incidente sobre medida cautelar


    M. 2888, XL, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en el art. 117 de la Constitución Nacional, puesto que resulta necesario, también que la matera del pleito sea de exclusivo carácter federal, o se trate de una causa civil, en cuyo único caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquellas que se vinculan con el derecho público local. Si para resolver el pleito el tribunal debe examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, el juicio no es del resorte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. No es causa civil aquélla que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de esa naturaleza, tiende al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en las que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los magistrados locales que intervengan en las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Neuform S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Daños y Perjuicios


    N. 581, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Si una provincia y Estado Nacional son parte sustancial en un proceso, es decir, si tienen en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria la causa podría tramitar ante la instancia originaria de la Corte, ratione personae. Ahora bien, para que ello suceda, el carácter de "parte" tanto de la provincia como del Estado Nacional, debe surgir de manera manifiesta de la realidad jurídica puesto que, de otro modo, quedaría librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, siempre que pudiesen encontrar un mínimo punto de conexión que les permitiese vincular al Estado Nacional con una provincia. Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad. 


    Rodríguez Rey, Julio César c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    R. 1256, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Medidas cautelares contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. 


    Provincia demanda a una entidad nacional: conciliación de prerrogativas jurisdiccionales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en instancia originaria.


    Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional y a una entidad nacional, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, resultando indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional y otro s/ Medida cautelar


    C. 919, XLI, 03 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Ley de emergencia económica. Pesificación. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    La legislación de emergencia responde al intento de conjurar o atenuar los efectos de situaciones anómalas, ya sean económicas, sociales o de otra naturaleza, y constituye la expresión jurídica de un estado de necesidad generalizado, cuya existencia y gravedad corresponde apreciar al legislador sin que los órganos judiciales puedan revisar su decisión ni la oportunidad de las medidas que escoja para remediar aquellas circunstancias, siempre, claro está, que los medios arbitrados resulten razonables y no respondan a móviles discriminatorios o de persecución contra grupos o individuos. El conjunto de medidas enderezadas a superar los efectos de la crisis en un aspecto puntual pero de gran trascendencia, cual es el endeudamiento público provincial, encuentra amparo, entonces, en la doctrina de la emergencia que busca proteger los derechos presuntamente afectados para que éstos no se vuelvan irreales. 


    Valín, Alberto Alfredo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Ecomonía s/ Acción de amparo


    V. 468, XXXIX, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2530, L. XXXIX, "Colina, René Roberto - Yapura, Sergio Daniel - Vargas, César Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Amparo".


    Asociación de Profesionales Universitarios del Agua y de la Energía Eléctrica APUAYE c/ Estado Nacional y otro


    A. 620, XL, 03 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia


    Daños y perjuicios. Falta de servicio público. Responsabilidad extracontractual del Estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte -conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58- procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la naturaleza civil de la materia en debate, se une la distinta vecindad de la contraria. En el sub-lite se atribuye responsabilidad por los hechos ocurridos al Estado local, por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido empleados de la Secretaría de Turismo, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el incumplimiento de las obligaciones legales a cargo de uno de sus órganos. Si bien el Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. 


    Salguero, Roberto Eduardo c/ Río Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    S. 1500, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción contencioso administrativa. Impuesto de sellos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una entidad nacional, demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales que gozan ambas partes, tanto la entidad nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental y el art. 1º y 27 de la ley nacional 21.799 que establece su Carta Orgánica, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en la instancia originaria de la Corte.


    Banco de la Nación Argentina c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción contencioso administrativa


    B. 965, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que sean demandados en el pleito, una Provincia y el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    V., Silvana c/ Santa Cruz, Provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    V. 553, XLI, 23 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lealtad comercial


    Multa. Recurso extraordinario federal. 


    Si la sanción se basó en una razonable aplicación del artículo 6° de la ley 22.802, dictada en virtud del artículo 12, inciso "i", de la ley de lealtad comercial, que faculta a la autoridad nacional de aplicación a "obligar a exhibir o publicitar precios" y a cuyo respecto no se han planteado objeciones, cabe concluir que el agravio planteado carece de relación directa con lo resuelto, pues no se trata en el caso de la interpretación de esa norma de la ley federal ni de una infracción vinculada con la identificación de la mercadería que allí se regula.


    D. S.A. s/ Apela multa (Ley 22.802)


    D. 1637, XL, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica


    Pesificación. Deuda pública. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Desde sus orígenes el Tribunal ha señalado que los derechos declarados por la Constitución Nacional no son absolutos y están sujetos, en tanto no se los altere sustancialmente, a las leyes que reglamenten su ejercicio (art. 28 de la Ley Fundamental), así como que tales restricciones pueden ser mayores en épocas de emergencia en aras de encauzar la crisis y de encontrar soluciones posibles a los hechos que la determinaron. La Corte ha dicho que el gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes, siempre que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías o las restricciones que impone la Constitución, pues no debe darse a las limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz de los poderes del Estado, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios. No hay violación del art. 17 de la Constitución Nacional cuando por razones de necesidad se sanciona una norma que no priva a los particulares.


    Fort Payne S.A. c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    F. 373, XXXVIII, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley de Obediencia Debida


    Ley de Punto Final. Inconstitucionalidad. 


    El contenido del Artículo 5 de la Ley 23.521 debe ser considerado como una norma procesal que prevé la existencia de un recurso, que ya no puede ser invocado como tal porque ha sido derogado por una norma posterior. Desde esta perspectiva, la ley derogatoria no podría ser tildada de inconstitucional en tanto limita la posibilidad de recurrir, ya que todos los demás recursos del sistema jurídico están a disposición del apelante. Por otro lado, con la sanción de la ley 25.779, que declaró insanablemente nula la ley 23.521, debe descartarse cualquier posible argumento relacionado con la aplicación ultra-activa de las disposiciones de la ley 23.521. En el caso "Scagliusi” el Ministerio Público Fiscal sostuvo que el Artículo 5 de la Ley de Obediencia Debida era inconstitucional, ya que si lo eran las normas de esa ley que consagraban, en contra del derecho, la impunidad de delitos, resultaba obvio que igual suerte debería correr la norma procesal que sólo servía de reaseguro para la mejor realización de la cláusula de impunidad. Esa perspectiva, en sí correcta, no se contrapone a una razón de mero derecho común, como lo es la inexistencia, por derogación, del recurso aludido y su posterior declaración de nulidad. 


    V. A., Guillermo s/ Secuestro y desaparición -causa Nº 262/76-


    V. 797, XXXIX, 18 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Libertad condicional


    Cuestión abstracta. 


    Aplicación del Criterio de la Corte Suprema en la causa V. 292, XX “Varela, Luis Rodolfo s/ Incidente de libertad condicional”.


    Para el ejercicio de la jurisdicción de la Corte Suprema, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, debiéndose atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión del caso concreto.


    Recurso de hecho deducido por la defensa de José Antonio G.


    G. 994, XL, 10 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medida cautelar autónoma


    Régimen de consolidación de deudas. Honorarios del abogado. Control de constitucionalidad. Improcedencia del recurso. 


    La Corte ha establecido que en el régimen instaurado por la ley nacional 23.982, a cuyos términos remite la ley 25.344, no es posible atribuir carácter accesorio a los honorarios profesionales respecto del capital de condena, pues la causa de la obligación de pagar dichas retribuciones está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial, por lo que no resulta del objeto de la obligación ventilada en la litis ni de la relación con el sujeto pasivo de aquella. Descartado el carácter accesorio de dichos emolumentos, corresponde atender a la fecha de la realización de los trabajos profesionales. Desde esta perspectiva, los honorarios regulados al letrado de la demandada por su actuación, presentada el 29 de agosto de 2000, se encuentran alcanzados por la consolidación dispuesta por la ley 25.344, cuya fecha de corte ha sido prorrogada por el art. 58 de su similar 25.725 hasta el 31 de diciembre de 2001. 


    AFIP DGI 41043 c/ Pesquera Alenfish S.A. Fish Mana S.A. Unión Tran de Empresas s/ Medida cautelar (autónoma)


    A. 1306, XL, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Infraestructura deportiva. Tareas de refacción. Seguridad en espectáculos deportivos. Falta de certificado habilitante. Demolición de obra. Sentencia ultra petita. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Ha señalado el Tribunal que los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando la cautelar altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa. Ese criterio restrictivo, cobra mayor intensidad en razón de que la cautelar ha sido deducida de manera autónoma, de modo que no accede a una pretensión de fondo cuya procedencia sustancial pueda ser esclarecida en un proceso de conocimiento. En esas circunstancias, la concesión de la medida cautelar constituye una suerte de decisión de mérito sobre cuestiones que no hallarán, en principio, otro espacio para su debate. 


    Zubeldía, Luis y otros c/ Municipalidad de La Plata s/ Medida autosatisfactiva


    Z. 63, XXXIX, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares


    Embargo de buque. Interdicción de navegar. Resoluciones equiparables a definitiva. Improcedencia del recurso. Gravamen irreparable. Fundamentación del recurso. Autonomía del recurso. Ejecución de sentencia extranjera. Exequátur. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal, que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten -en principio- carácter de sentencia definitiva, en los términos que exige el artículo 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. En tales condiciones, el caso en estudio no configura un supuesto de excepción que justifique el apartamiento de aquella regla general, desde que, la recurrente no logra demostrar que el pronunciamiento que revocó la medida cautelar, le irrogue un perjuicio que permita equipararlo a sentencia definitiva, en tanto no acredita que la medida dispuesta le cause un agravio que, por su magnitud y por las circunstancias de hecho, pudiera ser de insusceptible o imposible reparación ulterior. En tal sentido, la quejosa no invoca ni prueba que la sociedad deudora carezca de otros bienes que posibiliten la efectivización del pago, considerando que la obligación no se originó en utilidad del buque respecto del cual se pretende la declaración del embargo con interdicción de salida, sino que sólo se limita a mencionar la posibilidad de que el buque zarpe y consecuentemente se debilite la garantía, ante eventuales y remotas nuevas deudas, peligros del mar y riesgos de la navegación.


    Dae Il Co LTD s/ Embargo de buque / Interdicción de navegar


    D. 730, XL, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. 


    Es bien sabido que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el Artículo 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Aunque dicho principio no es absoluto, en autos no se presentan las situaciones excepcionales que permitan apartarse de dicha regla.


    Cararin, Favio José c/ Poder Ejecutivo Nacional Banco Rio s/ Amparo


    C. 3958, XXXVIII, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario. Improcedencia del recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Si bien los integrantes del Ministerio Público pueden plantear la inconstitucionalidad de las leyes, pues ello importa el pleno ejercicio del deber de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, también es bien sabido que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el Artículo 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, y aunque dicho principio no es absoluto, en autos no se presentan las situaciones excepcionales que permitan apartarse de dicha regla.


    Cuerpo de fotocopias en autos M.M.O.F. 13.01.1975 c/ Banco Societe Generale y otro s/ Amparo


    M. 3441, XXXVIII, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario. Improcedencia del recurso. 


    Si bien los integrantes del Ministerio Público pueden plantear la inconstitucionalidad de las leyes, pues ello importa el pleno ejercicio del deber de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, también es bien sabido que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 4 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, y aunque dicho principio no es absoluto, en autos no se presentan las situaciones excepcionales que permitan apartarse de dicha regla.


    Incidente de apelación de denegatoria de medida cautelar en autos c/ Gramaglia s/ Amparo – Ley 16.986


    G. 3096, XXXVIII, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares contra el Estado


    Actualización monetaria. Impuesto a las ganancias. Medida cautelar innovativa. Verosimilitud del derecho invocado. Peligro en la demora. Actos de los poderes públicos. Interés público. Sentencia arbitraria. 


    Precedente de Fallos: 319:1070. Presunción de validez de los actos de los poderes públicos.


    La Corte sostuvo que la viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora y, dentro de aquellas medidas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia en los recaudos que hacen a su admisión. En este orden de ideas, el Tribunal ha señalado que la necesidad de la mayor prudencia deriva, asimismo, de la presunción de validez de los actos de los poderes públicos, así como de la consideración del interés público en juego. Desde esta perspectiva, el a quo tuvo por demostrada la verosimilitud del derecho con sustento en la distorsión que produjo el fenómeno inflacionario, al cual calificó de público y notorio a partir de enero de 2002. 


    Álvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino y Administración Federal de Ingresos Públicos


    A. 797, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor proveer


    Previo a dictaminar se solicita la remisión de la causa principal.


    D. La R., Fernando y otros s/ Recurso de queja


    D. 263, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar


    M., Walter Fabián s/ Robo-causa Nº 5.076-


    M. 1796, XL, 03 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión del expediente.


    E., Yolanda Patricia y otros s/ Causa Nº 5.397


    E. 30, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Se solicitan medidas para mejor proveer.


    Blomqvist, Ines Ingrid Helena s/ Sucesión ab intestato


    COMP. 1518, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita remisión de expedientes administrativos.


    Harza Engineering Company International c/ San Juan, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    H. 85, XXV, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita remisión de actuaciones.


    Banco Bansud S.A. c/ Fernández Gálvez


    COMP. 489, XLI, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se solicita, como medida para mejor dictaminar, la remisión de actuaciones.


    Banco de la Nación Argentina c/ Cooperativa Telefónica y Otros Servicios Públicos Merlo Ltda. s/ Cuestión de competencia (Inhibitoria)


    COMP. 680, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se solicitan medidas a fin de mejor dictaminar.


    Barros, Ramón Humberto y otros c/ Duvi S.A.


    B. 587, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión del expediente. 


    Se solicita la remisión de la causa principal.


    Legal Corp. S.A. c/ Negri, Ángel y otros s/ Daños y perjuicios (accidente tránsito sin lesiones)


    COMP. 518, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    A fin de mejor dictaminar, se solicita a la Corte Suprema la realización de medidas.


    Lugo, Maximiliano Gastón c/ Duvi S.A.


    L. 418, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Se solictan medidas para mejor proveer.


    Staropoli, María y otros c/ Minera Huarpe S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1423, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    A fin de mejor dictaminar se solicita remisión de los autos principales.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Dávila, Rubén y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1570, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión del expediente. Recurso extraordinario federal. 


    A fin de mejor dictaminar se solicita la remisión de los autos principales.


    Dirección General de Defensa del Consumidor - Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Banca Nazionale del Lavoro


    D. 1622, XLI, 26 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita la elevación de los autos principales.


    M. Q., Germán s/ Causa N° 4.747


    M. 2637, XL, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Requiere la elevación de los autos principales.


    V. , Fernando Rubén s/ Homicidio -causa Nº 1.459-


    V. 706, XL, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Monto del juicio


    Depósito voluntario. Recurso de queja (procesal). Interposición del recurso. Desistimiento tácito de la acción. 


    Falta de reserva de continuar con el trámite de impugnación.


    Se desprende que, después de la presentación del recurso de hecho, los interesados depositaron las sumas resultantes de la liquidación presentada con el acuerdo sin formular en dicho acto ni en las sucesivas presentaciones de los depósitos, reserva de continuar con el trámite de la queja. Cabe atribuir a tal proceder y la conducta consecuente posterior, el carácter de desistimiento tácito de la impugnación. En esas condiciones y dado que el pronunciamiento de la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aún sobrevinientes, ha resultado carecer la apelante de interés actual en su recurso. Tal como sostuvo la Suprema Corte en el caso "Naso de Antún", la depositante no alegó ni demostró que la situación originada por la resolución que decretó el embargo, pudo traducirse en un riesgo cierto y específico que justificara la premura en su obrar.


    Pirato Mazza, Luis E. c/ Instituto Argentino de Enseñanza Secundaria Sociedad de Hecho y otros


    P. 1253, XXXIX, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Multa


    Aplicación temporal de la ley. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Autonomía del recurso. 


    El tribunal a quo concedió el recurso exclusivamente en cuanto se halla en tela de juicio la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, sin que la interesada haya deducido recurso de queja con respecto a los fundamentos fácticos de la sentencia, por lo que la jurisdicción de la Corte Suprema queda limitada a la materia federal debatida. En tales condiciones, las cuestiones presentadas como de naturaleza federal, que se circunscriben a la aplicación intertemporal de las Leyes 22.262 y 25.156, de conformidad con lo previsto en el artículo 58 de esta última, no resultan suficientes para refutar lo decidido por la Cámara. Ello es así, toda vez que la sentencia recurrida, para dejar sin efecto la multa impuesta por el organismo de control, se sustentó, por un lado, en la cuestionada fundamentación normativa, y por el otro, en deficiencias en la consideración de las causas que eximían de responsabilidad. 


    Federación Médica de Entre Ríos s/ Incidente aplicación de multa


    F. 113, XL, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Infracción de tránsito. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley. Recurso de casación. Desistimiento de recurso. Recurso extraordinario federal. Debido proceso. Derecho al recurso. 


    Las resoluciones de los superiores tribunales de provincia por las cuales deciden acerca de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, por principio, revisables en la instancia extraordinaria y la tacha de arbitrariedad a su respecto es de aplicación particularmente restringida. Esta doctrina resulta aplicable cuando las cuestiones que se pretenden someter a decisión de la Corte se vinculan a la interpretación y aplicación de normas procesales, y el fallo impugnado posee fundamentos suficientes que lo ponen a salvo de la tacha de arbitrariedad. El caso no constituye alguno de los supuestos que autorizan su procedencia de acuerdo con la regulación pertinente, y a pesar de la invocación del recurrente en el caso no existe materia federal que habilite esa vía. La defensa no logra explicar por que la conversión de la multa en arresto determinaría la necesidad de asegurar el derecho de recurrir ante un tribunal superior.


    G. G., Gustavo s/ Recurso de casación


    G. 1804, XL, 05 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Municipalidad


    Reincorporación al servicio. Indemnización. Sentencia arbitraria. Recurso extraordinario federal. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y las leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, principio que cede cuando la decisión adolece de arbitrariedad. La Corte no podría transformarse en el intérprete final de las decisiones que adoptan los tribunales provinciales dentro de sus atribuciones y por aplicación de las normas que integran sus ordenamientos jurídicos, o en un órgano de unificación de la jurisprudencia provincial, sin perjuicio de señalar que sí puede llegar a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque intervenir en causas que presenten cuestiones federales. 


    Fernández, Adolfo Oscar c/ Municipalidad de Goya - Corrientes s/ Recurso facultativo


    F. 1508, XXXIX, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Non bis in ídem


    Derechos y garantías constitucionales. Defensa en juicio. Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. 


    La Corte ha reconocido el rango constitucional y la tutela inmediata a la prohibición de doble juzgamiento, en razón de que no veda únicamente la aplicación de una nueva sanción por el hecho anteriormente penado, sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra mediante el sometimiento a juicio de quien ya lo ha sufrido por el mismo hecho. También ha sostenido que a partir de una interpretación amplia de dicho principio le desprende la inadmisibilidad de imponer una nueva pena por un mismo delito, sea que el acusado haya sufrido o no la haya cumplido, y sea que en el primer proceso haya sido absuelto o condenado. Concluyó que se había lesionado el derecho del procesado a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho, ya que dicha garantía tiene vigencia para al imputado a partir de que éste adquirió el derecho a que lo declare culpable o inocente del hecho por el que se lo acusó, siempre claro está que se hayan observado las formas esenciales del juicio y la causa que determine uno nuevo no le sea imputable.


    A., Oscar Antonio s/ Presunto supuesto autor de robo calificado - causa N° 30/2000


    A. 379, XXXVII, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Obras sociales


    Legitimación activa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Interpretación de la ley. Interpretación literal. 


    Los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48 cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de la causa. No obstante, es condición de validez de los veredictos que sean fundados, exigencia que, al decir del Máximo Tribunal, no se satisface cuando se omite un análisis razonado de cuestiones conducentes para la dilucidación del pleito. La doctrina de la arbitrariedad no se propone convertir al Tribunal en una tercera instancia, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que sólo tiende a resguardar casos excepcionales en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo impiden sostener que el decisorio es una sentencia fundada en ley. La CUSS (Contribución Unificada de la Seguridad Social) centralizó sólo aportes de trabajadores en relación de dependencia y contribucionesde empleadores, más nada dice sobre los importes que las obras sociales deben abonar al "Fondo Solidario de Redistribución", según lo ordena el art. 22, inc. a), de la ley 23.661.El propósito perseguido por el decreto 2284/91 al instaurar la CUSS, es evitar la reiteración y superposición de operaciones provocada por la existencia de múltiples organismos que recaudaban y verificaban los aportes de trabajadores y contribuciones de empleadores, con incremento de los costos tanto para el sector privado como para el público, aspecto notoriamente ajeno a los importes adeudados por las obras sociales con destino al "Fondo Solidario de Redistribución". En consecuencia, no existen fundamentos para sostener que el control y recaudación de este último concepto haya sido asignado también al "Sistema Único de la Seguridad Social", quien tenía a su cargo la percepción y fiscalización de la CUSS, posteriormente encomendado a la Administración Nacional de la Seguridad Social, cuyas funciones fueron luego parcialmente atribuidas a la Dirección General Impositiva.La interpretación y aplicación de leyes requiere no aislar cada artículo y cada ley sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todas entiendan teniendo en cuenta los fines de las demás y considerárselas como dirigidas a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger.


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social de Directivos de Empresarios Pequeños y Medianos


    S. 1754, XL, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ofensas vertidas en juicio


    Multa. Defensa en juicio. Discrepancia del recurrente. Recurso de reconsideración. Doble instancia. Facultades disciplinarias. Adhesión al recurso. Colegio Público de Abogados. Denegatoria del recurso. 


    El art. 18 del decreto-ley 1285/58 establece que “Los Tribunales colegiados y jueces podrán sancionar con prevención, apercibimiento, multa y arresto de hasta cinco días, a los abogados, procuradores, litigantes y otras personas que obstruyeren el curso de la justicia o que cometieren faltas en las audiencias, escritos o comunicaciones de cualquier índole, contra su autoridad, dignidad o decoro”, y agrega que “La multa será determinada en un porcentaje de la remuneración que por todo concepto perciba efectivamente el juez de primera instancia, hasta un máximo del 33% de la misma...”. Se trata de la regulación de una potestad disciplinaria inherente al ejercicio de la jurisdicción, concedida a los jueces para mantener el orden y el decoro en el trámite de los juicios, consistente en la facultad de reprimir las faltas producidas en la actuación cuando se afecte su dignidad y autoridad o se entorpezca el normal desarrollo de los procedimientos. 


    Conductil S.A.C.I.F.I.A. c/ Music House Jujuy S.R.L.


    C. 1796, XXXVIII, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ombudsman


    Acción de amparo. Tasa sobre el gasoil. Reforma legislativa. Pronunciamiento inoficioso. 


    El Tribunal ha señalado en reiterada doctrina que si lo demandado carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la de poder juzgar, circunstancia comprobable aún de oficio. También corresponde dejar sin efecto la sentencia recurrida, pues su subsistencia podría causar al apelante un gravamen no justificado, en la medida en que no cabe descartar que alguna consecuencia gravosa para él pudiera ser extraída de una sentencia declarativa de inconstitucionalidad que no pudo ser revisada.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 976/01, Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986


    D. 148, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Patrocinante


    Negligencia. Recurso de casación. Presentación extemporánea. Falta de prueba. Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. 


    Analogía con Fallos 326:1525.


    No se llega a demostrar que lo resuelto acerca de la tardía presentación del recurso de casación sea ilegal o arbitrario, toda vez que la intención del encausado de atribuir ese defecto a una negligencia de su letrado particular no se encuentra corroborada por las constancias de la causa. Además del resultado que arrojó la denuncia de aquél contra dicho profesional por la conducta asumida, no se desprende del acto de lectura de la sentencia ni en el término inmediato posterior, manifestación alguna de revisar la condena impuesta, circunstancia que hubiese permitido aplicar la doctrina de la Corte en cuanto a la necesidad de atenuar los rigores formales al momento de atender los reclamos de quienes se encuentran privados de libertad. Más aún, ni siquiera cabe deducir esa posibilidad cuando el encausado manifestó su disconformidad con relación al cómputo de la pena. 


    A., Agustín s/ Recurso de casación, robo calificado por el empleo de arma en concurso real con robo agravado por el resultado homicidio


    A. 1119, XL, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pena


    Cumplimiento de la pena. Cuestión insustancial. Prisión preventiva. Cómputo de la pena. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Recurso extraordinario federal. Queja por recurso denegado. Denegatoria del recurso. 


    Si de las constancias de los autos principales se desprende que la pena viene ejecutándose tal como lo que pide la defensa, esa circunstancia, vuelve insustancial la cuestión traída ante la Corte, máxime cuando, en el fondo, se trata de la inteligencia que cabe asignar a una norma con relación a una materia propia del derecho común y procesal, por regla ajena al conocimiento de la Corte, tal como es el cómputo de la prisión preventiva.


    Á., Emmanuel s/ Robo simple y robo agravado por haber sido perpetrado en lugar poblado, etc. -causa Nº 1.788-


    A. 1951, XL, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pensiones


    Pérdida del derecho alimentario. Agravios. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Aun cuando los agravios propuestos se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, temas ajenos -como regla y por su naturaleza- al remedio del art. 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la vía de excepción cuando la sentencia no es una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas en la causa y conduce a la pérdida de derechos de carácter alimentario que cuentan con amparo constitucional. Deben ser admitidas las objeciones que se fundan en la doctrina de la arbitrariedad, pues como bien se pone de resalto en ella, para denegar el beneficio de pensión la Cámara sólo se fundó en que la prueba aportada por la recurrente a fin de acreditar la culpa exclusiva del causante en la separación matrimonial, no era hábil a los fines que se pretendía y que no era competencia del organismo cumplir con dicha carga. 


    Trejo, Elma Rina c/ ANSES


    T. 877, XXXIX, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Per saltum


    Medida de no innovar. Canje de títulos públicos. Vencimiento del plazo. Pronunciamiento inoficioso. 


    La requirente pretende -por la vía excepcionalísima de salto de la instancia ("per saltum")- que la Corte Suprema de Justicia de la Nación se avoque al tratamiento de una medida de prohibición de innovar ylo de contratar iniciada ante la justicia de primer grado, contra once AFJP, a fin de que se abstengan de rubricar el canje de deuda pública del Estado Nacional, precisando que las instancias se declararon sucesivamente incompetentes para entender en la cuestión, por lo que interpretan configurada una denegatoria de justicia, que habilita la actuación del máximo tribunal de la nación. Ahora bien, la posibilidad de acogerse a la operación de canje, nacional e internacional, de los títulos representativos de deuda pública se encuentra vencida.En tal situación, y sin perjuicio de la facultad de la Corte de examinar en ejercicio de potestades propias si concurren en el caso circunstancias excepcionales de gravedad institucional que habiliten su intervención directa.


    Presentaciones varias: Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa s/ "Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Siembra AFJP S.A. y otros s/ Medidas cautelares"


    D. 141, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Personería jurídica


    Interpretación y aplicación de la ley. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. 


    Si bien es cierto que las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales locales son ajenas, en principio, a la instancia del art. 14 de la ley 48, por su carácter fáctico y de derecho procesal, corresponde hacer excepción a tal doctrina cuando lo decidido revela un exceso ritual manifiesto, incompatible con el derecho de defensa en juicio. No puede constituir obstáculo alguno la circunstancia de haber otorgado a un recurso una denominación impropia. La valoración de un memorial, a fin de determinar si reúne las exigencias para sustentar un recurso extraordinario local es privativa del respectivo tribunal. Sin embargo, tal doctrina no puede aplicarse de manera absoluta cuando, la apelación contiene un análisis suficiente de los temas que se pretenden someter a la alzada y cuyo tratamiento ésta omite de manera injustificada por causas formales que no atienden a los antecedentes del proceso.


    Ministerio de Gobierno y Justicia s/ Baja de la personería jurídica del Colegio de Abogados de La Pampa


    M. 1857, XL, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Plazos procesales


    Oportunidad procesal. Presentación extemporánea. Expresión de agravios. Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. Cuestión federal. Relación directa. 


    El planteo de la cuestión federal y su relación directa e inmediata con los hechos relevantes de la causa, no pueden quedar suplidos con la simple indicación de que la resolución impugnada resultó adversa al derecho federal demandado; tampoco con la mera invocación de garantías constitucionales conculcadas, ni con la petición del recurrente de tener por incorporados los términos expresados en las anteriores presentaciones recursivas. Si la decisión atacada mediante la apelación federal no fue tachada de arbitraria en esa oportunidad, tal calificación en el recurso directo resulta de tardía introducción.También resulta extemporáneo, por haber sido introducido tardíamente en el recurso de hecho, el agravio relativo a la inconstitucionalidad de los artículos 61 y 457 del Código Procesal Penal de la Nación, puesto que la primera ocasión posible habría sido, en todo caso, al deducir la queja por el recurso de casación denegado.


    M., Daniel Horacio s/ Violación de secretos - causa nº 4.792


    M. 598, XL, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Prescripción


    Sentencia firme. Recurso extraordinario federal. 


    El recurso interpuesto no cumple con el requisito de autosuficiencia si no se encuentra acompañado de las copias de las resoluciones que el recurrente invoca.


    P., Rolando Amadeo s/ Causa N° 4.909


    P. 876, XL, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Prescripción de la acción penal


    Queja por recurso denegado. Nueva vista. 


    Cuando se encuentra pendiente de resolución una cuestión de orden público como es la prescripción de la acción penal, corresponde que se suspenda el trámite de la presente queja a las resultas de esa decisión, y eventualmente se corra nueva vista.


    A., Carlos Enrique Victoriano y S., Aldo Ricardo s/ Artículo 174 inciso 5° en grado de tentativa y Artículo 282 del Código Penal -causa N° 97/99-


    A. 1367, XL, 04 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Prisión perpetua


    Libertad condicional. Recurso extraordinario federal. Cuestión federal. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Las quejas que trae el apelante son producto de una reflexión tardía que no corresponde analizar en esta instancia, máxime cuando ni la defensa ni el condenado esbozaron protesta alguna respecto del punto, tanto al dictarse la sentencia de primera instancia, como al ser confirmada ésta por el superior. En tal sentido, los reparos propuestos por el recurrente sólo exhiben meras discrepancias con el criterio de los jueces de la causa en relación con la inteligencia de normas de derecho común, y con la valoración de circunstancias de hecho y prueba.


    G. I., Antonio Fidel s/ Libertad condicional


    G. 239, XL, 29 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extinción de la pena. Recurso extraordinario federal. Cuestión federal. Superior Tribunal de Justicia. Declaración de inconstitucionalidad. Doctrina de la arbitrariedad. 


    No concierta con el régimen imperante el hecho de que un tema en el que se encuentre planteada una cuestión federal, no merezca, por limitaciones de fuente local, el conocimiento del órgano máximo de una provincia, y sí que sea propio de la Corte Suprema de la Nación. En los casos aptos para ser conocidos por la Corte según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquél órgano, en tales supuestos. Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional. 


    M., Juan Carlos s/ Homicidio, robo calificado y hurto de automotor


    M. 1627, XL, 29 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Prisión preventiva


    Delitos contra la humanidad. Errónea apreciación de la prueba. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Gravamen eventual. Violación de la ley aplicable. Ley procesal penal. Cuestiones procesales. Acusación fiscal. Falta de fundamentación autónoma. Declaración de nulidad de las leyes de obediencia debida y punto final. Fundamentación de la resolución. 


    Los agravios referidos a la supuesta valoración arbitraria de la prueba por parte del a quo, no son idóneos para habilitar la instancia, toda vez que esa doctrina reviste carácter excepcional y su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso o una decisiva carencia de fundamentación, y ello tanto más si se toma en cuenta que el auto de mérito impugnado no requiere certeza sino sólo probabilidad como estándar probatorio. Respecto al agravio fundado en la nulidad motivada en el régimen procesal aplicado, los argumentos del a quo no fueron rebatidos debidamente por los recurrentes, que sólo se limitaron a insistir con sus tesis y a invocar como supuestos perjuicios los que ya han sido señalados cuando en realidad el modo en el que en uno y otro régimen procesal se hallan regulados los recursos y la apertura del sumario son parte de aquellas reglas de procedimiento respecto de los cuales nadie tiene un derecho adquirido. 	


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad


    S. 564, XL, 01 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Programa médico obligatorio


    Cobertura médica. Estado Nacional. Obligación subsidiaria. Recurso extraordinario. Agravio hipotético. Improcedencia del recurso. 


    La Corte ha establecido que la invocación de agravios meramente conjeturales no autoriza la vía del recurso extraordinario. La doctrina de Fallos: 321:3394 juzgó que es improcedente el recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia que, para el caso de incumplimiento del obligado principal, condenó al Estado Nacional a cubrir el 100% de la medicación que se le prescribiera al amparista, pues el agravio resulta meramente hipotético, ya que tal situación podrá o no configurarse en definitiva.".


    Romero, Ismael Alberto c/ O.S.P.R.E.R.A. y otro s/ Amparo


    R. 902, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso


    Los agravios ya fueron tenidos en cuenta en el dictamen emitido en los autos principales.


    Stello, Lucio Tomás c/ Poder Ejecutivo Nacional


    S. 1303, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Los agravios que se pretende someter a consideración ya fueron tenidos en cuenta en el dictamen emitido en los autos principales.


    Fralasco, Marcelo y otra s/ San Cristóbal Caja Mutual y otros


    F. 395, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por casación denegada


    Auto de sobreseimiento. Sobreseimiento. Falta de dolo. Doctrina de arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Los agravios del recurrente, en tanto se refieren al análisis de cuestiones de hecho y derecho común, remiten al examen de asuntos que, en principio, resultan ajenos a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria. Sin embargo, también es cierto que, ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.


    Z., Carlos Alberto s/ Recurso de hecho - causa N° 4902-


    Z. 72, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Robo calificado. Sentencia arbitraria. Derecho al recurso. Ley penal más benigna. Denegatoria del recurso. 


    Dada la naturaleza de los agravios expuestos, todo indica que se trata de cuestiones de hecho y prueba, y de interpretación de normas de derecho procesal, que por regla son de resorte exclusívo de los jueces de la causa y ajenas al recurso del artículo 14 de la ley 48, salvo el supuesto de arbitrariedad de sentencia. Y como no corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio sobre situaciones cuya evaluación le es exclusiva a los jueces de la causa, la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida. Máxime si el apelante no expone de qué modo siguiendo sus razonamientos la conclusión que postula, además de verdadera y distinta, seria la conducente para la correcta solución del litigio, y sólo se limita a una mera reedición de los agravios formulados en el recurso de casación, sin hacerse cargo de la respuesta que le diera el a quo con base en la doctrina de la "plain view";  tesitura que es la correcta ya que en el caso se dan los requisitos exigidos por ella: intercepción legitima de la comunicación, evidencia de que se conversaba sobre la comisión de otro delito, y accidentalidad del descubrimiento. Cabe concluir que en el proceso se ha garantizado debidamente el derecho de ambos imputados a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior, según lo prevé el artículo 8°, inciso 2, apartado h) de la CADH. y los lineamientos dados en el caso Giroldi, si se ha examinado en general Ia validez de la sentencia, sin excesos rituales, y respetando la pauta de que la Convención no impone necesariamente la doble instancia como renovación del debate realizado en el proceso, sino dentro del marco de sus leyes internas y de sus preceptos constitucionales.


    C., Carlos Daniel y otros s/ Robo calificado


    C. 1699, XXXIX, 15 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Ministros de la Corte Suprema. Juicio político. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    El principio general que rige en materia de enjuiciamiento de magistrados indica que se trata de cuestiones que, de ordinario, no son justiciables, por ser un proceso con características especiales. No obstante, la jurisprudencia de la Corte fue extendiendo los temas que pueden ser sometidos a revisión judicial y asimilando a estos tribunales a un ''tribunal de justicia", a los efectos del recurso extraordinario, aunque cabe aclarar que esta ampliación fue restrictiva y limitada a determinadas situaciones, así como que el apelante debe satisfacer todos los demás requisitos formales y sustanciales exigidos para la admisión del remedio excepcional. Para habilitar la vía de revisión del art. 14 de la ley 48, la apelación extraordinaria queda sujeta, como en todos los casos, al cumplimiento de los demás requisitos que se exigen para su admisibilidad, que, por otra parte, exigen un escrutinio muy riguroso, en virtud de la especial prudencia que debe regir toda actuación judicial.


    B., Antonio s/ Juicio político seguido por el Honorable Senado de la Nación


    B. 1695, XLI, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Suspensión del juicio a prueba. Calificación legal. Inconstitucionalidad. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación razonada del derecho vigente. Improcedencia del recurso. 


    El deber de los magistrados consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron la materia del juicio. Esta última es la exigencia que importa y decide, y si ella ha sido satisfecha no hay denegación de la defensa en juicio. Se trata de un caso de subsunción de una misma conducta dentro de conceptos jurídicos distintos, que ninguna vulneración generó a la defensa en juicio del imputado, máxime si, como ocurre en el presente, la calificación legal propugnada en último término no se muestra como inimaginable o inconcebible, y en la mencionada audiencia su defensa técnica ejerció el derecho de expresarse respecto de esa pretensión. Por consiguiente, al no haber sido modificado el hecho objeto de imputación, tampoco guarda relación alguna con la correcta solución del caso la crítica relativa a la supuesta omisión de proceder según lo establece el artículo 381 del Código Procesal Penal de la Nación; especialmente cuando en los escritos de interposición del recurso de casación y del remedio extraordinario esa parte no especificó concretamente cuáles son las defensas de que –según adujo- se habría visto privada, lo que reafirma la inadmisibilidad de la impugnación sub examine. 


    Q., Jorge Alberto s/ Artículo 255 del Código Penal


    Q. 126, XXXIX, 14 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defensa en juicio. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, también se ha reconocido la excepción a ese principio cuando se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal, que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos del recurrente, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio.


    D., Nicolás Federico. s/ Causa nº 5.360


    D. 598, XL, 20 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Control de razonabilidad. Denegatoria del recurso. 


    Si bajo la doctrina de la arbitrariedad se busca revisar una cuestión de naturaleza procesal, como es el pronunciamiento que resolvió sobre la procedencia del recurso de casación, la queja carece de la debida fundamentación desde que no obstante los términos de las resoluciones cuestionadas, sólo se insiste en los mismos agravios allí desestimados, que incluso comprenden la aplicación del principio in dubio pro reo. A ese respecto, es oportuno mencionar que la invocación del beneficio de la duda corrobora la improcedencia de la vía intentada, desde que ello supone que luego de la consideración de las pruebas del caso se genere en el Tribunal la falta de certeza que lleve a su aplicación, y esa actividad es propia de los jueces de la causa y no puede ser suplida por la Corte a modo de un tribunal de tercera instancia. Si bien la naturaleza restrictiva del recurso de casación impide modificar las conclusiones de hecho efectuadas por el tribunal de juicio al valorar las pruebas.


    P., Héctor Luis s/ Causa N° 13.098


    P. 483, XXXIX, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 1215, L. XXXIX, “Miserocchi, Alejandro y otros c/ Sacreo S.C.A. y otros”.


    Miserocchi, Alejandro y otros c/ Sacreu S.C.A. y otros


    M. 1216, XXXIX, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1215, L. XXXIX, “Miserocchi, Alejandro y otros c/ Sacreo S.C.A. y otros”.


    Miserocchi, Alejandro y otros c/ Sacreu S.C.A. y otros


    M. 1145, XXXIX, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1215, L. XXXIX, “Miserocchi, Alejandro y otros c/ Sacreo S.C.A. y otros”.


    Miserocchi, Alejandro y otros c/ Sacreu S.C.A. y otros


    M. 1144, XXXIX, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Examinados los términos de la sentencia, y los agravios que, a título de arbitrariedad, se invocan en el escrito de impugnación, las conclusiones del a quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. Se observa, asimismo, que las críticas de los quejosos reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común - materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la instancia del art. 14, de la Ley 48 -. Asimismo, los agravios, pretenden meramente oponerse a conclusiones de la alzada que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que obsta a su admisión.


    Auzón, Mario y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales


    A. 135, XXXVII, 14 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 588, L.XXXVII, "Recurso de Hecho deducido por Adriana Gallo en los autos Gallo de Ellard, Adriana s/ Causa N° 1-G-96 y su acumulado N° 2-G-96".


    Cangiano, Jorge Alberto - Incidente Municipal de Villa Mercedes, San Luis Expte. 1-D-99 s/ Su denuncia c/ Carreaga, Ana María - Juez titular del Juzgado del Crimen Nº1 Segunda Circunscripción


    C. 1678, XXXVIII, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión a los autos principales.


    Brayotta, Viviana Andrea y otros c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial


    B. 1394, XXXIX, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas. Honorarios del abogado. Falta de fundamentación autónoma. 


    La apelación deducida no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal que señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, o que, incluso, valga a tal efecto una nueva critica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia. 


    Zabalo, Sandra Edith c/ Cáseres, Edgardo y otra


    Z. 186, XXXIX, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estatuto para el personal del banco de la Ciudad de Buenos Aires. Empleo público. Estabilidad del empleado público. Reincorporación. Indemnización por despido. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Cuestión de derecho público local. 


    El examen de temas regidos por el derecho público local constituye, por vía de principio, facultad de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria. No obstante, tiene dicho el Tribunal que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que no se satisface cuando las decisiones atacadas no proveen un análisis razonado de los planteos introducidos oportunamente y conducentes para la correcta dilucidación del pleito o interpretan las normas en términos que equivalen a su virtual prescindencia. El recurso fue correctamente denegado, en tanto no se advierte que las situaciones de excepción referidas, se presenten en el sub iudice, pues el a quo ha considerado que el personal del Banco se encuentra subordinado al estatuto aprobado por la resolución 1487/91, siempre que sus disposiciones no colisionen con el derecho público y especialmente con el art. 14 bis de la Constitución Nacional.


    Varela, Miguel c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires


    V. 929, XXXVIII, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La sentencia recurrida ha sido dictada en un todo conforme con lo ordenado por la Corte y en tales condiciones, cabe precisar que las restantes cuestiones reeditadas en esta instancia extraordinaria remiten a problemas de hecho, prueba y derecho común ajenos -como regla y por su naturaleza - a la vía del artículo 14 de la ley 48. De allí que, las discrepancias de la recurrente con el criterio del tribunal concerniente a la selección y valoración de elementos probatorios así como a la interpretación de normas no federales aplicables al caso, no habilita la vía extraordinaria, pues ella no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas, salvo supuestos de arbitrariedad. 


    Estancia La Josefina S.A. c/ Plama S.A.


    E. 412, XXXIX, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impugnación de la notificación. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de la causa que en el ejercicio de facultades que les son propias, resuelven cuestiones de naturaleza procesal, como sucede en el sub-lite, donde se discute el modo de notificación de la resolución que aprueba el proyecto de distribución de fondos. Tampoco resulta procedente para admitir la presentación extemporánea de la apelación, ni la pretendida notificación por cédula ni la circunstancia invocada de que el tribunal resolvió fuera del plazo previsto en el artículo 218 de la ley 24522, pues ello no exime a las partes de la carga que tienen los interesados de concurrir al tribunal los días de nota a tomar conocimiento del estado de la causa para notificarse de las resoluciones que en ella recaigan (artículo 273 inciso 5° de la Ley de Concursos).


    Frigorífico Gualeguaychú S.A. s/ Quiebra


    F. 219, XXXVI, 03 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Modificación de la tasa de interés. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde recordar en primer lugar que, conforme a reiterada jurisprudencia de la Corte, los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal, supuesto que no se configura en el sub lite. No está demás señalar que el Tribunal también tiene dicho que es competente la justicia nacional en lo civil para entender en una ejecución hipotecaria promovida por una entidad bancaria, y ha establecido, asimismo, que corresponde revocar el pronunciamiento que estableció la competencia del fuero comercial en una ejecución hipotecaria y declarar la competencia de la justicia civil, si la decisión impugnada interpretó precedentes de la Corte Suprema, asignándoles un alcance que constituye un apartamiento inequívoco de su correcta inteligencia ignorando la doctrina sentada en ellos.


    Banco Columbia S.A. c/ Mutual Personal Subalterno Policía del Chaco


    B. 1717, XLI, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Mutuo hipotecario. Concurso preventivo. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Los argumentos no fueron debidamente rebatidos por la recurrente, quien manifestó que solamente con la apertura a prueba podría conocerse si efectivamente existió la entrega de fondos a su parte, pero que el señor Juez de grado impidió tal apertura. Sin embargo, la quejosa desatiende que la Alzada juzgó que este agravio no podía ser admitido, pues los apelantes no objetaron la falta de apertura a prueba, ni reiteraron su solicitud al magistrado interviniente a efectos de subsanar tal omisión y demostrar fácticamente sus dichos. También traducen una mera discrepancia con el juzgador, los agravios relativos a la ausencia del principio de especialidad, toda vez que, mientras la recurrente afirma dogmáticamente que la alzada se ha limitado a expresar una convicción subjetiva sin revelar los motivos ni las pruebas que avalan su conclusión, aquélla no admitió esta crítica pues juzgó que el crédito se encuentra suficientemente identificado y los intereses que se devengan.


    Banco de la Nación Argentina c/ Hilado S.A. y otros


    B. 645, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Prefectura Naval. Sereno de buque. Cuestiones procesales. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Mismo carácter nacional entre jueces.


    En cuanto a los agravios vinculados con la incompetencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal para entender en las apelaciones, la Corte tiene dicho que todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. En consecuencia, atento a la igual naturaleza que revisten los jueces en lo contencioso administrativo federal y los magistrados en lo laboral cuya intervención se pretende, el pronunciamiento que declara la competencia del primero de ellos no importa la denegación de un específico privilegio federal que autorice la concesión del recurso interpuesto. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión orden procesal que, por no ocasionar agravio federal definitivo, tampoco justifica la apertura de esta instancia de excepción. 


    Bucciarelli, Mario c/ Prefectura Naval Argentina


    B. 318, XLI, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Seguro de responsabilidad civil. Cuestión de derecho común. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Si bien lo atinente a la interpretación y aplicación de normas de derecho común relativas al seguro de responsabilidad civil es, en principio, ajeno a la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente. De allí que, el hecho de tratarse de materias de derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza - a la instancia extraordinaria, no obsta para que la Corte entienda en planteos de esa índole cuando, como ocurre en el presente, lo resuelto se funda en una mera aserción dogmática. En el caso, el tribunal de Alzada dejó sin efecto la franquicia pactada de conformidad con lo establecido por la cláusula 4° de la Resolución N° 25.429/97 de la Superintendencia de Seguros de la Nación, omitiendo tomar en consideración las disposiciones emanadas de la citada normativa y sin dar tratamiento al planteo.


    Nieto, Nicolasa del Valle c/ La Cabaña S.A. y otros


    N. 312, XXXIX, 14 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por despido. Regulación de honorarios. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Tiene dicho la Corte que las cuestiones que se suscitan en materia de regulación de honorarios en las instancias ordinarias son ajenas, como principio, a la vía que prevé el artículo 14 de la Ley 48, así como particularmente restringida la doctrina de la arbitrariedad sobre el punto. No obstante, tiene dicho, también, que se justifica la excepción a la mencionada doctrina, en el caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a los extremos de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir, en forma concreta, la regulación al respectivo arancel, pues de ese modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto jurisdiccional. Al respecto, se advierte aquí que la Sala laboral ha soslayado, en rigor, fundar la decisión, pues omite explicitar las pautas arancelarias concretas que se tuvieron en cuenta al tiempo de la regulación, lo cual autoriza a descalificar el fallo en los términos de la doctrina pretoriana sobre sentencia arbitrarias antes referida,


    Cohen Álvarez, Edgardo A. c/ Video Cable Comunicación S.A. y otros


    C. 877, XL, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se requieren las copias de las resoluciones judiciales que dieron origen a la queja.


    Prividera, Nicolás c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otro


    P. 1490, XL, 07 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas N. 132, L. XXXIX, “Nieto, Nicolasa del Valle c/ La Cabaña S.A. y otros”, y V. 482, L. LX, “Villarreal, Daniel Alberto c/ Fernández, Andrés Alejandro y otros”.


    Fara, Teresa Catalina c/ Linea 71 S.A.


    F. 498, XL, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    AFIP. Omisión de considerar cuestión propuesta. Sentencia arbitraria. 


    Si bien la determinación de los límites de la competencia de los tribunales de alzada, cuando conocen por vía de los recursos concedidos ante ellos compromete sólo cuestiones de derecho procesal ajenas a la instancia extraordinaria, ese principio debe ceder cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional. Al denegar los recursos de inconstitucionalidad y casación, fundado en que el ordenamiento procesal local impide interponer recurso de apelación contra la decisión que rechaza el recurso de reposición, el a quo omitió hacerse cargo de una cuestión esencial planteada claramente por la apelante, cual es la aplicabilidad al sub lite de la ley de consolidación de deudas 23.982 y su reglamentación -de carácter federal y de orden público- y la obligación de seguir los mecanismos que corresponden.


    Electra S.A. s/ Quiebra s/ Recurso de queja


    E. 223, XL, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 836, L. XL, “Grosvald, Gabriel c/ AOL S.R.L.”.


    Grosvald, Gabriel c/ AOL Argentina S.R.L. s/ Despido


    G. 913, XL, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 2788, L. XXXVIII, “Peñalba Huanuco, José Luis c/ Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur”.


    Vera, Juan Roberto c/ Provincia de Tierra del Fuego


    V. 1462, XXXVIII, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Concurso preventivo. Verificación de créditos. Economía procesal. Denegatoria del recurso. 


    Cabe señalar de inicio que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar decisiones de los jueces de las causas relativas a la apreciación de cuestiones de hecho o la aplicación e interpretación que han efectuado de normas de derecho común y procesal. Tal situación se verifica en el sub-lite en tanto el remedio intentado tiene por objeto lograr se conceda una queja, ante la alzada a fin de revocar el decisorio del juez de primera instancia que validó la verificación de los créditos realizada durante la vigencia del trámite de quiebra y, aplicó al caso lo dispuesto en el artículo 202, 2° párrafo de la ley 24.522, cuestiones procesales que, por principio, son ajenas al remedio excepcional. Sin perjuicio de ello, también el recurso debe ser desestimado en razón de no haberse acreditado la existencia de decisión definitiva sobre los supuestos derechos afectados a terceros, ni de agravios irreparables para el recurrente, ya que se trata en el primer supuesto de planteos de naturaleza conjetural (la posible afectación de derechos de terceros, acreedores y sindicatura) para cuya defensa, además, el impugnante no se halla legitimado; y, en segundo lugar, respecto de la concursada, porque alega la existencia de derechos, que ya tuvo oportunidad de ejercer, tales como la impugnación o revisión de créditos insinuados durante la vigencia del trámite de quiebra, acciones que pretende reeditar, no obstante que las decisiones sobre ello, a su respecto han hecho cosa juzgada conforme a la previsión del artículo 37 de la Ley de Concursos.


    Simerbet S.R.L. s/ Concurso Preventivo


    S. 1063, XL, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Inoponibilidad a terceros. Tercería de dominio. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Los agravios que a título de arbitrariedad se invocan, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Lo mismo ocurre con los asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, y derecho común. Si bien no puede afirmarse que el criterio utilizado en la sentencia es compartido por la totalidad de los tribunales nacionales, no es menos cierto que ha recibido numerosas adhesiones tanto en jurisprudencia como en doctrina, en el sentido de que no obstante que el artículo 1.185 bis del Código Civil se refiere al caso de concurso o quiebra del vendedor, no se advierte razón alguna que impida que lo mismo pueda ocurrir frente al acreedor en un proceso ejecutivo.


    Banco de Crédito Argentino S.A. c/ Germanier, Carlos Alberto y Cenoz, María Teresa


    B. 1407, XL, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    AFIP DGI. Cooperativa de trabajo. Simulación. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    El resolutorio se ocupa de materias que hacen, en esencia, a determinar si las personas que se registraban como socios de una cooperativa de trabajo, en realidad mantenían un vínculo laboral dependiente, remite al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y por ello resulta, en principio, ajeno a la instancia del artículo 14 de la Ley n° 48, habida cuenta que versa, sobre una materia propia de los jueces de la causa. Así, la Suprema Corte ha señalado que la doctrina excepcional de la arbitrariedad no lleva a la sustitución del criterio de los jueces de las instancias ordinarias en la apreciación razonada de los hechos y las pruebas del caso. Por ello, en tanto la sentencia apelada reconoce fundamentos jurídicos suficientes, no cabe su invalidación en los términos de la jurisprudencia de la Corte sobre el punto. En efecto, el primer cuestionamiento que realiza el recurrente se equivoca al señalar que para la determinación de la infracción el ente recaudador solamente se apoyó en una supuesta inversión de la carga probatoria y en la aplicación retroactiva del decreto 2015/94. Al respecto, no parece que se hubiera tratado de igual manera a esta cooperativa de trabajo constituida, que a las que en un futuro no se les otorgaría autorización para actuar como las previstas en el decreto 2015/94, menos aún que se hubiese aplicado el decreto citado con efecto retroactivo, porque en realidad se actuó cumpliendo con la salvedad prevista normativamente, es decir, mediante la constatación de si existía o no un supuesto de simulación.


    Vigencia Cooperativa de Trabajo Limitada c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    V. 1455, XL, 15 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Alimentos atrasados. Doctrina de la arbitrariedad. Control de razonabilidad. Denegatoria del recurso. 


    No dimana de la sentencia recurrida que el a quo se haya apartado de la aplicación de la normativa vigente, de acuerdo con los antecedentes fácticos discutidos, y la jurisprudencia de la Corte en lo que es motivo de agravios. Por el contrario, de ella se desprende la razonabilidad de la solución propiciada y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma. Debe desestimarse el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad del pronunciamiento, toda vez, que sólo trasunta la discrepancia del quejoso con el criterio del a quo en un punto de naturaleza no federal, cual es, la determinación de las cuestiones sobre las cuales los tribunales de alzada, deben pronunciarse cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos, extremo que, por cierto, resulta a todas luces insuficiente para invalidarlo.


    V., A. M. c/ C., R. L.


    V. 329, XXXIX, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Haber jubilatorio. Cuestiones de hecho y prueba. Improcedencia del recurso. 


    Resulta improcedente el recurso dado que los agravios propuestos remiten al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal, ajenas por su naturaleza a la instancia del artículo 14 de la ley 48, en tanto no medie palmario desconocimiento de garantías constitucionales, lo que no ocurre en autos.


    Oliva, Miguel José c/ ANSES


    O. 699, XXXVIII, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Accidente de trabajo. Violación al debido proceso. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. 


    Se debe hacer lugar al recurso interpuesto, desde que el juzgador ha sustentado su decisión en el precedente "Gorosito", citando, para ello, párrafos completos del mismo, sin emprender siquiera un mínimo esfuerzo argumentativo que justifique su aplicación al sublite, máxime cuando, prima facie, las circunstancias fácticas de uno y otro caso aparecen como disímiles. La sentencia de la ad quem satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a los hechos de la causa, por lo que, ante la relación directa entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, se impone su descalificación como acto jurisdiccional.


    Motzo, Salvador c/ Armada Argentina Comando de Transportes Navales


    M. 261, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Ley de emergencia económica. Confiscatoriedad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. 


    El juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Ello, toda vez que para dar una respuesta adecuada a un planteo de inconstitucionalidad de una ley de emergencia, deben analizarse en forma precisa y acabada, entre otros elementos, la confiscatoriedad de los descuentos y la extensión en el tiempo de su aplicación. A la luz de estas pautas surge con claridad que la sentencia en crisis carece de una fundamentación suficiente para validarla, toda vez que no se expidió respecto a la duración de la crisis económica y, en cuanto a la confiscatoriedad sólo expresó que no fue demostrada, mas no esbozó el mínimo argumento para sostener tal posición.


    Morales, Rosa Silvia y otros c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos


    M. 2421, XL, 24 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Caso concreto. Cuestión abstracta. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio, pues su ausencia o desaparición importa la de juzgar y no puede ser suplida por la conformidad de las partes o su consentimiento por la sentencia. La constante jurisprudencia del Tribunal definió dichos casos como aquellos en los que se persigue en concreto la determinación de un derecho debatido entre partes adversas y ha desechado la existencia de causa cuando se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o actos de otros poderes. En tales circunstancias, la Corte ha aseverado, no existe facultad alguna en cabeza del Poder Judicial de la Nación que la autorice a formular dichas declaraciones.La aducida pretensión dirigida a que se declare “en abstracto” la inconstitucionalidad del art. 10.2.20 del Código de Habilitaciones AD 700.49 no constituye “causa” o “caso contencioso” que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    Macbar S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    M. 67, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Subasta de inmuebles. Juicio ejecutivo. Existencia de otras vías. Denegatoria del recurso. 


    Las cuestiones debatidas e invocadas en el recurso extraordinario, sólo traducen una mera discrepancia con razones y aspectos de hecho y prueba que los jueces consideraron conducentes y que fundan el fallo del a-quo, no idóneas para habilitar la instancia de excepción. Por ello, el recurso resulta inadmisible. Asimismo, dichas cuestiones, exceden el limitado marco cognoscitivo de un juicio ejecutivo y resultan susceptibles de discutirse por vías procesales ordinarias adecuadas.


    Lozano, Irma Aida y otros c/ Cooperativa de Vivienda "Los treinta y seis" Limitada y otros


    L. 636, XL, 02 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. 


    El ad quem afirma que la actora no señaló concretamente cuál había sido la omisión de la ART, ya que se habría limitado a mencionar genéricamente las obligaciones que surgen de la Ley de Riesgo de Trabajo. Sin embargo, de la demanda surge alegado que no había elementos de protección para evitar las caídas, tales como las barandas colocadas después del accidente, ni tampoco contaba el trabajador con guantes adecuados para la realización de su tarea; menos aún -se precisó- con el tipo de calzado ajustado a los requerimientos de lugar, que hubiese impedido el contacto de la piel con los líquidos corrosivos existentes en el piso y evitado así el daño que se denuncia. Asimismo se afirmó que de esa manera se incumplió tanto con la Ley de Seguridad e Higiene en el Trabajo, como con su decreto reglamentario (ley 19.587 y decreto 351/79), inobservancia que se atribuyó también a la ART en virtud de lo normado por el artículo 4 de la LRT.


    Galván, Renée c/ Electroquímica Argentina S.A. y otro


    G. 3067, XXXVIII, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas N. 312, L. XXXIX, “Nieto, Nicolasa del Valle c/ La Cabaña S.A. y otros" y V. 482, L. LX, "Villarreal Daniel Alberto c/ Fernández Andrés Alejandro y otros", y en las actuaciones F 498, L. XL, "Fara Teresa Catalina c/ Línea 71 S.A.".


    Jorva, Gabriela Noemí c/ Carrillo, Walter


    J. 41, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tasa de justicia. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Ley 23.898.


    Los argumentos traídos a debate por la parte recurrente suscitan cuestión federal suficiente para su apertura.El inciso f) del artículo 13 de ley 23.898, con las modificaciones introducidas por las leyes 23.966 y 24.073, establece como exenta del pago de la tasa de justicia a las actuaciones motivadas por jubilaciones, pensiones y devolución de aportes como, asimismo al Instituto Nacional de Previsión Social respecto de las actuaciones tendientes al cobro de aportes, contribuciones y demás obligaciones de la Seguridad Social. Si a ello le sumamos que el Instituto citado fue sustituido, en su rol de organismo recaudador por la DGI, no cabrían dudas respecto a que en autos la parte recurrente se encuentra exenta del pago de la tasa de justicia.


    Ingenio Río Grande S.A. s/ Dirección General Impositiva


    I. 341, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Simulación. Transferencia del inmueble. Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La divergencia de opiniones o fundamentos de los votantes en un tribunal colegiado, aun cuando con ella no se obtenga mayoría doctrinaria sobre el tema en consideración, no es obstáculo para que se estime lograda una mayoría real, cuando, en definitiva, arriban a la misma conclusión. En ese contexto, no es exacto lo manifestado por el recurrente en cuanto a que los votos son contradictorios, pues las opiniones son sustancialmente coincidentes. La Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la Ley n° 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales.


    Idelson, Carlos Raúl c/ Gómez, Leila Concepción y otros


    I. 437, XXXVIII, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. 


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Recurso de inaplicabilidad de ley. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria.Los agravios remiten al examen de cuestiones relativas a la procedencia de recursos locales y, en ese marco, a la consideración de problemas de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, materias ajenas –como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, tiene dicho la Corte que ello no resulta óbice para admitir el recurso cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por el Superior Tribunal local han franqueado el límite de razonabilidad, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.La doctrina de las sentencias arbitrarias exige la existencia de graves falencias.


    H., C. N. y otros c/ Cooperativa de consumo de electricidad y afines de Gualeguaychu Limitada y otra


    H. 277, XXXIX, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución fiscal. Existencia de otras vías. Sentencia firme. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales. Los tribunales inferiores se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente, en los juicios de apremio, las defensas fundadas en la inexistencia de deuda pues si bien, en principio, las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, ello no implica que pueda exagerarse el formalismo hasta el extremo de admitir una condena por deuda inexistente, cuando esto resulta manifiesto de autos. 


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Llamenos S.A.


    F. 352, XL, 30 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Concesión comercial. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La procedencia o improcedencia de los recursos locales no es materia susceptible de revisión por la vía prevista en el art. 14 de la ley 48, en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscita, sin embargo cabe hacer excepción de tal premisa cuando la solución adoptada redunda en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado y cuando lo decidido revela un exceso ritual manifiesto, incompatible con el ejercicio del derecho de defensa en juicio y omite ponderar argumentos conducentes para una adecuada solución del litigio. La negativa del superior tribunal de la provincia a entender en el recurso interpuesto so pretexto de vicios formales evidencia un rigorismo que afecta en forma directa el principio de defensa en juicio. 


    Energía San Juan S.A. c/ Ente Provincial Regulador de la Energía


    E. 310, XL, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales. No configura agravio atendible en la instancia extraordinaria la alegada imposibilidad de revertir perjuicios a terceras personas cuya representación no se invoca.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Nogaro San Juan S.A.


    A. 1958, XXXIX, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Doble instancia. Apartamiento de la doctrina de la corte. Sentencia arbitraria. 


    Si el recurso de inaplicabilidad de ley intentado apuntó, en definitiva, a remover los obstáculos rituales alegados por el Tribunal de Casación para sustraerse al conocimiento de una cuestión propia de su competencia, esto es, la ausencia de motivación de la declaración de reincidencia dictada en perjuicio del imputado, la corte provincial debió examinar la procedencia de aplicar la garantía de doble instancia judicial, pues éste derecho exige de la casación la revisión amplia de la decisión que resulta adversa para el imputado, la que no puede quedar subordinada a exigencias formales que obstaculicen su ejercicio. En consecuencia, los carriles recursivos deben quedar despejados con la interposición de aquel remedio, en tanto los agravios resulten -en cuanto a la garantía de la doble instancia- de innegable carácter federal.


    V., Rodrigo David s/ Robo agravado por el uso de armas


    V. 1100, XL, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Transporte de estupefacientes. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Si en el recurso extraordinario, la parte se limita a insistir con los argumentos que expusiera en el planteo de revisión, sin refutar la postura de la casación ni agregar datos novedosos, y en la queja el recurrente reproduce su postura sin hacerse cargo de las respuestas dadas por la casación en ambas ocasiones, corresponde rechazar la queja interpuesta.


    C., Rubén Alberto s/ Recurso de queja


    C. 1663, XL, 23 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Régimen jubilatorio. Inconstitucionalidad. Aplicación de la ley. Retroactividad de la ley. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. 


    El juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Ello, toda vez que, amén de que no trató ninguno de los argumentos traídos ante su estrado, no advirtió que el actor había cesado en sus funciones bajo la ley 24.018, la que la tornaría aplicable a su situación, toda vez que el derecho del afiliado, en principio, se consolida por el hecho del cese en la actividad, siendo éste el que determina la ley aplicable. Dicha circunstancia debió ser, cuanto menos, analizada pues en nada varía que a este momento dicha norma se encuentre derogada.


    Funes, Teodoro Roberto c/ Estado Nacional-Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos


    F. 645, XXXIX, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Superior Tribunal de la Causa. Revisión judicial. 


    Cámara Nacional de Casación Penal. Tribunal intermedio.


    Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del artículo 14 de la ley 48, ya sea porque ante ella pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, o porque el objeto a revisar por ésta ya sería un producto más elaborado.


    J., Carlos Alberto s/ Homicidio culposo -causa nº 1.140-


    J. 26, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Prescripción de la acción penal. Suspensión del proceso judicial. 


    En los casos en que sea necesario, por razones de orden público, resolver sobre la posible prescripción de la acción penal que se habria operado, corresponde ordenar la suspensión del trámite del recurso de queja a las resultas de la decisión que al respecto tomen los jueces de la causa.


    N. S., Jaime Alberto s/ Prescripción de la acción penal


    N. 294, XL, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas. Inconstitucionalidad. Debido proceso. División de poderes. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios introducidos con sustento constitucional recién en oportunidad de interponer el recurso extraordinario contra la resolución adversa, no pueden prosperar por resultar tardíos pues las circunstancias en que se fundan ya existían al tiempo de aquel traslado. Nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz. El voluntario sometimiento, sin reserva expresa, a un régimen jurídico, a una decisión judicial o a una determinada jurisdicción, comporta un inequívoco acatamiento que fija la improcedencia de impugnación posterior mediante recurso extraordinario. Será el juez quien deberá asegurar, bajo pena de nulidad, el efectivo ejercicio del derecho de defensa del imputado y controlar que la intervención de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas no exceda su rol de coadyuvante de otros órganos estatales acusadores. 


    G., Alicia Dolores y B., Jorge Manuel s/ Delitos contra la administración pública


    G. 1699, XXXIX, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Cuestiones de hecho y prueba. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. 


    No existe razón legal ni obstáculo alguno en el texto del artículo 456 del Código Procesal Penal de la Nación, para excluir de la materia de casación el análisis de la aplicación de las reglas de la sana crítica en la valoración de las pruebas, y las llamadas cuestiones de hecho y prueba, mientras no surjan directa y únicamente de la inmediación. Si en el caso, como consecuencia de la errónea apreciación de los términos de la impugnación y de un excesivo rigor formal en el examen del recurso, el a quo negó el tratamiento de cuestiones propias de su competencia, con afectación de las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso legal que amparan al Ministerio Público Fiscal, cabe concluir que se configuró una situación que permite hacer excepción a la regla según la cual, las decisiones por las que se declara la improcedencia de los recursos ante los tribunales de la causa no justifican, por su carácter fáctico.


    M., Gastón Mauricio s/ Robo -causa N° 5.219-


    M. 2660, XL, 01 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tráfico de estupefacientes. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Facultades del fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    Los beneficios que, con objetivos utilitarios, establece la ley de estupefacientes en su artículo 29 ter, se hallan supeditados a la producción de determinadas consecuencias, y una de ellas es, precisamente, el significativo progreso de la investigación. La resolución que se apoya en meras afirmaciones dogmáticas confiriéndole sólo motivación aparente, distando de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias particulares de la causa, conduce a su descalificación como acto jurisdiccional válido, según la doctrina elaborada por La Corte sobre arbitrariedad de sentencias y habilita la instancia extraordinaria.


    E., Yolanda Patricia y otros s/ Causa nº 5.397


    E. 30, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Portación ilegítima de armas. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 


    Ha indicado la CSJN que las resoluciones por las cuales los tribunales superiores de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad, a su respecto, es sumamente restrictiva.El recurso de nulidad fundado en la violación al principio de inocencia dado por la valoración que el tribunal de juicio hizo, para graduar la pena, de otra causa en trámite que no ha recaído en sentencia firme, deviene improcedente toda vez que esa circunstancia no fue tomada como delito antecedente, sino que se consideró como agravante haber cometido el hecho motivo de condena en la causa cuando se encontraba sometido a otro proceso penal en el que se hallaba excarcelado. La cuestión invocada en el recurso extraordinario local no suscita un agravio de carácter federal toda vez que en la medida en que los magistrados de la causa ejercieron sus facultades para fijar el quantum de la sanción dentro de los límites previstos en las leyes respectivas, la valoración de las pautas de cuantificación de la pena se vincula con aspectos de hecho, prueba y derecho común.


    V., Diego Esteban s/ Robo agravado por el uso de arma -causa N° 104-


    V. 13, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Crédito laboral. Pago sin reserva. Desistimiento tácito de la acción. 


    Después de la presentación del recurso de hecho, los interesados depositaron las sumas resultantes de la liquidación sin formular en dicho acto reserva de continuar con el trámite de la queja. Cabe atribuir a tal proceder el carácter de desistimiento tácito de la impugnación; en esas condiciones y dado que el pronunciamiento de la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aún sobrevinientes, ha resultado carecer la apelante de interés en su recurso. A su vez, tal como sostuvo la Suprema Corte, la depositante no alegó ni demostró que la situación originada por la resolución que decretó el embargo pudo traducirse en un riesgo cierto y específico que justificara la premura en su obrar; además que no se opuso a su progreso ni tampoco hizo saber del recurso de hecho interpuesto ante el Superior Tribunal. Por tales razones, el depósito efectuado resultó ser consecuencia de la conducta discrecional de la parte co-demandada que, de conformidad con lo dispue


    Basualdo, Julio E. y otros c/ Nahuel Service S.A. y otro


    COMP. 815, XXXIX, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Concurso preventivo. Regulación de honorarios. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. 


    Si bien la Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio en aquellos casos donde se ha omitido dar indispensable fundamentación a la decisión conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la regulación dispuesta no encuentra relación alguna con el respectivo arancel, con lo cual importa dictar un pronunciamiento descalificable como acto judicial. Tal supuesto se verifica en el caso ya que de las circunstancias de la causa surge que, el a-quo redujo el monto de los honorarios resultando tal regulación totalmente ajena a la normativa aplicable en el caso. 


    Compañía General de Combustibles S.A. s/ Concurso preventivo


    C. 1753, XL, 24 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Habiendo reencausado el apelante los agravios por la vía procesal correspondiente, resulta inoficioso que la Corte se expida al respecto.


    P., Jorge Joaquín s/ Enriquecimiento ilícito


    P. 710, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Sentencia arbitraria. Derechos y garantías constitucionales. Defensa en juicio. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


    Existe en el caso, la arbitrariedad que hace viable el recurso federal. en tanto el tribunal de casación omitió toda respuesta a los argumentos desarrollados, que constituyen derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, vulnerando así las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso legal.


    ASIT S.R.L. s/ Causa N° 4.594


    A. 939, XL, 16 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Equiparación a sentencia definitiva. Proceso penal. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene establecido que las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal, no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48. Las resoluciones que rechazan los planteos de nulidad y cuya consecuencia es continuar sometido a proceso, no constituyen sentencia definitiva o equiparable a tal a los fines del recurso extraordinario.


    G., Ángel y otros s/ Asociación ilícita - homicidio doblemente calificado -causa nº 24.041-.


    G. 1895, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Sentencia definitiva. Superior Tribunal de la Causa. Prueba. Sentencia arbitraria. 


    El recurso de hecho debe prosperar ya que el recurso extraordinario federal no concedido resulta, en principio, formalmente procedente, en tanto se dirige contra la sentencia definitiva emanada del superior tribunal de la causa y la decisión recaída ha sido contraria a los agravios del recurrente fundados en la doctrina elaborada por la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. En relación al agravio referido a la denegación de prueba, cabe rechazarlo si los motivos esgrimidos por el tribunal de juicio y por el a quo que resolvieron el punto apelado, resultan de la valoración de las circunstancias particulares del caso y de la inteligencia asignada a normas no federales, cuya revisión constituye en principio, una cuestión ajena a esta instancia extraordinaria, sin que tampoco se pueda advertir arbitrariedad en lo decidido. 


    M., J. y otros s/ Privación ilegítima de la libertad


    M. 2326, XXXIX, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Desestimación del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 183 L. XXXIX "S., Pedro Lucindo s/ Homicidio simple y homicidio en grado de tentativa”.


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, salvo supuestos de arbitrariedad. Sin embargo, no se advierte que las críticas que realizan los apelantes lleguen a demostrar la existencia de un caso de en índole, al cual la Corte le ha reconocido el carácter de medio idóneo para asegurar el reconocimiento de alguna de las garantías consagradas en la Ley Suprema. Por el contrario, los reparos propuestos sólo trasuntan meras discrepancias en relación con el alcance de normas de derecho común y procesal, y con la valoración de circunstancias de hecho y prueba. La doctrina de la arbitrariedad, sobre la que encausa su queja la defensa, es de carácter excepcional y no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, menos aún en cuestiones como las debatidas cuya decisión.


    P. E., Leopoldo s/ Artículo 189 bis 5to párrafo del Código Penal -causa nº 4322-


    P. 1054, XXXIX, 09 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acumulación de penas. Improcedencia del recurso. 


    Cabe destacar que tanto la determinación del máximo legal de cada especie de pena como, en particular, la interpretación del artículo 227 ter del Código Penal y su relación con el artículo 55 del mismo cuerpo legal, remite al análisis de cuestiones de derecho común, ajenas, por regla, a una instancia extraordinaria. Tiene establecido la Corte que su jurisdicción se encuentra limitada por los términos del recurso extraordinario, sin que en el caso se presente ninguna de las circunstancias de excepción.


    R., José Luis s/ Homicidio simple -causa nº 1146/01-


    R. 476, XXXIX, 11 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tercera instancia. Exceso ritual manifiesto. Derechos y garantías constitucionales. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza - a la instancia extraordinaria, tal principio admite excepción cuando los fundamentos de la sentencia demuestran un exceso ritual manifiesto, hecho que traduce un grave menoscabo de las garantías constitucionales. Si bien es cierto que la constancia acompañada no permitía acreditar la titularidad ni la libre disposición del bien ofrecido en garantía, también lo es que los jueces se encontraban facultados para dictar las medidas para mejor proveer necesarias a efectos de otorgar al presente una acabada solución, máxime cuando integran un organismo que debe controlar los actos surgidos de los entes administrativos a fin de impedir que puedan actuar con discrecionalidad. Ello es así, más teniendo en cuenta que el apelante había solicitado que, en caso de que los elementos arrimados fueran calificados como insuficientes.


    Adamo, Carlos A. c/ AFIP-DGI


    A. 192, XL, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Declaración de incompetencia. Bonos de consolidación. Conversión de moneda. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria del art. 14 de la ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales, que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. La declaración de incompetencia del fuero civil no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si no deniega el fuero federal, sino que, por el contrario, sostiene la competencia de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal y, por otra parte, tampoco coloca a los recurrentes en una situación de privación de justicia que afecte a la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y, por consiguiente, la demandada quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado en donde puede seguir tramitando su pretensión. 


    Albisu, Augusto José Cipriano s/ Sucesión Ab Intestato


    A. 517, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización. Despido. 


    El consentimiento a la liquidación practicada por la secretaria del juzgado, el silencio observado ante la intimación bajo apercibimiento de embargo, el depósito en calidad de pago de las sumas establecidas en la sentencia recurrida, el consentimiento al libramiento de los correspondientes cheques, y la percepción de tales importes por los actores y honorarios de sus letrados, sin que haya mediado manifestación ni reserva alguna por parte de la co-demandada, torna aplicable la doctrina de la Corte de Fallos 315:1940; 319:1141, 323:285, 324:697, entre otros. Por tales razones, el depósito efectuado resultó ser consecuencia de la conducta discrecional de la parte co-demandada que, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 873, 915 y 918 del Código Civil, tácitamente, implicó haber desistido de la cuestión debatida en el presente recurso.


    Albornoz Navor, J. c/ Catering y Servicios S.A. y otro


    A. 262, XL, 17 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pensiones graciables. Sentencia arbitraria. Derechos y garantías constitucionales. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien los agravios propuestos remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho procesal y común, ajenas por su naturaleza a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, ello no impide la apertura del recurso cuando el estudio de los recaudos legales atinentes a la fundamentación de las apelaciones se ha efectuado con injustificado rigor formal, y mediante afirmaciones dogmáticas el tribunal ha omitido el tratamiento de temas oportunamente propuestos y conducentes para la adecuada solución del litigio, todo lo cual redunda en menoscabo de los derechos de defensa en juicio y de propiedad. Deben ser admitidas las objeciones que se fundan en la doctrina de la arbitrariedad, pues como bien pone de resalto la apelante, el a quo sólo tenía jurisdicción para conocer respecto de los agravios relativos a la cuestión de fondo que fue objeto de debate y decisión en la primera instancia, ya que la demandada no había impugnado ante la cámara la idoneidad de la vía de amparo.


    Alvez, M. Cristina c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros


    A. 465, XL, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medicamentos. Faltas relacionadas con la publicidad. Sentencia arbitraria. Rechazo del recurso. 


    El remedio federal no puede prosperar, pues, si bien los agravios en él vertidos afirman la existencia de una controversia en punto a la aplicación de normas federales y en orden a la arbitrariedad de la sentencia, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por vía del art. 14 de la ley 48.Ello es así, toda vez que el magistrado ponderó las circunstancias en las que se produjo la publicación del artículo cuestionado y analizó si correspondía atribuir responsabilidad por ella al laboratorio y a su directora técnica. Sobre esas bases, si bien con argumentos sintéticos pero que transponen el umbral exigido para ponerlo a resguardo de una tacha de arbitrariedad, consideró que se no hallaban reunidos los extremos legales para tener por acreditada la infracción.


    Cinetic Laboratories Argentina S.A. y Arata Claudia s/ Infracción Ley 16.463


    C. 2451, XL, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Previo a dictaminar se solicita copia de las resoluciones judiciales recurridas.


    Cocco, Julio Ernesto y otros c/ Banco Francés S.A.


    C. 3252, XL, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago de la deuda. Renuncia tácita. Pronunciamiento inoficioso. 


    Es evidente que la conducta adoptada por la demandada constituye una actividad procesal en pugna con el recurso interpuesto, desde que, según reiterada doctrina de la Corte, el depósito en calidad de pago de las sumas adeudadas, sin hacer reserva alguna de continuar el trámite de la queja, importa una renuncia o desistimiento tácito del recurso de conformidad con lo dispuesto en los artículos 873, 915 Y 918 del Código Civil; dado que el pronunciamiento de la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aún sobrevinientes, ha resultado carecer la apelante de interés en su recurso, por lo que resulta inoficioso que la Corte se pronuncie.


    Falcón, Faustino c/ Cervecería Bieckkert S.A.


    F. 414, XXXVIII, 24 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defensa en juicio. Garantías constitucionales. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    La Corte ha dicho que las resoluciones que declaren desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, debido a su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo que lo decidido revele un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio. En las presentes actuaciones concurren los supuestos de excepción que permiten revisar la sentencia apelada toda vez que aquella no sólo trasunta un excesivo rigor formal en la manera de apreciar la insuficiencia técnica del recurso interpuesto, sino que omite pronunciarse sobre cuestiones oportunamente planteadas y conducentes para la resolución del caso, como es la aplicación de la ley 23.982 o la aprobación de la planilla presentada por la actora en la que se empleó una tasa de interés prohibida por esa norma. De tal manera, los agravios esgrimidos por la apelante no constituyen una mera discrepancia subjetiva, sino que, antes bien, se apoyan en argumentos que no evaluó adecuadamente.


    Fernández, Santiago José y Miño de Fernández, Dolores c/ Estado Nacional Argentino y Fuerza Aérea Argentina s/ Cobro de Pesos


    F. 814, XL, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Desestimación del recurso. 


    El recurso intentado no puede prosperar. En efecto, conforme tiene reiteradamente dicho la Corte los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario, en tanto no medie denegación del fuero federal ni una efectiva privación de justicia. La Corte tiene dicho que la ausencia de definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    L., M. R. c/ T., R. B.


    L. 1433, XL, 24 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. 


    Toda vez que, por un lado, no hay denegatoria del fuero federal, sino la asignación de un tribunal provincial competente para conocer del pleito y, por el otro, tal resolución no le causa al actor un gravamen irreparable, porque no le veda en forma definitiva el acceso a la jurisdicción, puesto que sólo quedó sometido a la competencia de un tribunal determinado.La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de la existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento, ni de que se hayan vulnerado garantías constitucionales.


    Manzanares, Norma Beatriz y otros c/ Provincia de Córdoba


    M. 293, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 1297, L. XXXIX, “Romero Cándido, Rubén y otros c/ Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado”.


    Osacar de Walbaun, María Inés c/ Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado


    O. 242, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Honorarios. Sentencia arbitraria. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que los problemas atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituyen materia ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48, toda vez que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias no son, como regla, en razón de su carácter fáctico y procesal, susceptibles de tratamiento en la instancia extraordinaria. No obstante ello, dicho principio reconoce excepción en aquellos supuestos en que la decisión exhibe una evidente falta de fundamentación.


    Palacios Hardy, José G. c/ Jaureguialzo, Javier y otro


    P. 1923, XL, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Indemnización. Despido. Desistimiento tácito de la acción. 


    Después de la presentación del recurso de hecho, la interesada depositó los saldos de las sumas resultantes de la liquidación practicada, que integraron el capital de condena, intereses y honorarios de la representación letrada de la actora, dándolos en pago, sin formular en dichos actos reserva de continuar con el trámite de la queja. Cabe atribuir a tal proceder -con arreglo a jurisprudencia reiterada del Alto Cuerpo- el carácter de desistimiento tácito de la impugnación. En esas condiciones y dado que el pronunciamiento de la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aún sobrevinientes, ha resultado carecer la apelante de interés en su recurso.


    Pérez, Lourdes Rita c/ Algefe S.R.L. y otro


    P. 1342, XXXIX, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Igualdad ante la ley. Honorarios profesionales. Recurso de nulidad. Caducidad de instancia. 


    Si bien lo atinente a los honorarios regulados en instancias ordinarias en razón de su carácter fáctico, procesal y de derecho común es, como regla, ajeno a la vía excepcional del artículo 14 de la Ley 48, reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que este principio admite excepción cuando la resolución carece de la fundamentación necesaria. Atento a ello, asiste razón a la recurrente, toda vez que la sentencia recurrida no satisface el mencionado requisito, pues si bien el tribunal a quo sostuvo que tuvo en cuenta el interés económico comprometido y la labor desplegada, no brinda razones atendibles que justifiquen el importe regulado, en la medida que no fijó la base regulatoria considerada. Corresponde recordar que el último párrafo del artículo 505 del Código Civil –mod. por art. 1°, Ley 24.432- invocado por la actora ante la alzada, limita la responsabilidad por el pago de las costas, incluidos los honorarios profesionales de todo tipo allí devengados y correspondientes.


    Provincia de Buenos Aires c/ Ladjum S.A.


    P. 1441, XXXIX, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los autos principales.


    Punta Naposta S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada argentina


    P. 537, XXXIX, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa T.37, L.XXXVI, “Te del Valle S.A. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires”.


    Gunther S.R.L. c/ Banco de la Provincia de Misiones


    G. 706, XXXIX, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios. Tercera instancia. Incompetencia. Doctrina de la arbitrariedad. Desestimación del recurso. 


    Lo atinente a los honorarios regulados en instancias ordinarias, en razón de su carácter fáctico, procesal y de derecho común es, como regla, ajeno a la vía excepcional del artículo 14 de la Ley 48; y la doctrina de la arbitrariedad sobre el punto es particularmente restringida, habida cuenta de que las normas que rigen las regulaciones conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial. En tales condiciones, no se advierten circunstancias relevantes que autoricen un apartamiento de tales principios, en tanto la sentencia halla adecuado sustento en las consideraciones y normas arancelarias citadas, y toda vez que la discrecionalidad judicial se ha ejercido en forma razonable, teniendo en cuenta las normas que rigen las regulaciones. A mayor abundamiento, la procedencia del remedio federal exige un gravamen concreto y actual, y ello no se configura en el caso bajo examen, desde que la parte demandada y vencida fue condenada a pagar las costas en estudio, por lo que, en este estado, el agravio de la actora resultaría en principio conjetural y futuro.


    Ygobone, M. Susana c/ Freijo, Enrique Miguel


    Y. 45, XL, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Transfusión de sangre. Cuestión de derecho común. Responsabilidad del Estado por actos lícitos. Denegatoria del recurso. 


    Las conclusiones del a quo no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, se advierte que las críticas del quejoso, expuestas en general de manera dogmática, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de derecho común. 


    Paladino, Cayetano y otro c/ Provincia de Buenos Aires


    P. 1391, XXXIX, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Las cuestiones de derecho procesal local, salvo en casos de arbitrariedad, no suscitan cuestión federal en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Amaya, Ramón Antonio y Vallejos, Luis Mauricio s/ Artículo 71 del CC


    A. 777, XXXIX, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se mantienen los planteos del Señor Fiscal General ante la cámara de Apelaciones.


    Armagno Silvia Leonor c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros


    A. 2612, XXXVIII, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley de emergencia económica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gastaldi, Jorge y otros c/ Díaz, Mónica Beatriz


    G. 390, XLI, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Sainz, María Alejandra c/ Bonfiglio, María Cristina


    S. 2392, XL, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Salas, Héctor María y otros c/ Punta Iglesia S.A.


    S. 2098, XL, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Siano, Haydée Alicia y otros c/ Conolyca S.R.L.


    S. 1094, XL, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Quiebra


    Acción revocatoria concursal. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -en el caso, los agravios en estudio remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal-, pues, para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido; máxime, cuando, como en el presente, los aspectos puntualmente atacados por el recurrente -que según afirma, incidieron en forma directa en la solución arribada por la Cámara-, fueron resueltos con carácter firme en instancias anteriores. 


    Sai Welbers Limitada s/ Quiebra c/ Welbers Insua S.A.


    S. 2415, XL, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Enys S.A. s/ Quiebra


    E. 391, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Producuer S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación (Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial) Banco de la Ciudad de Buenos Aires.


    P. 580, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Vertanessian, Luis Horacio s/ Quiebra


    V. 1159, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Chaufan, Zoila Perla s/ Quiebra


    C. 555, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Reajuste jubilatorio


    Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Errónea apreciación de la prueba. Defectos en la fundamentación normativa. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Igualdad ante la ley. 


    El juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Ello así, toda vez que las afirmaciones realizadas en el voto de la mayoría dirigidas a sostener que el cargo ocupado por el actor a la fecha del cese era el de Asistente Social y no el de Encargado de Mesa de Entradas, no encuentran sustento firme en la prueba arrimada a la causa, y sólo traslucen el apartamiento de algunos elementos que, por su magnitud, podrían variar el resultado del proceso. Por otro lado, tampoco es correcta la apreciación del juzgador, en cuanto entendió que dicho departamento no sufrió variaciones, dado que se reconocen expresamente las reestructuraciones que el actor alega en su petición. 


    Robledo, Mauricio c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos de la Provincia s/ Demanda Contencioso administrativa


    R. 455, XL, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Errónea apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. 


    El juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Así resulta toda vez que ni siquiera hizo referencia a la solicitud del actor de pedir informes a la Dirección de Recursos Humanos de la Presidencia de la Nación, para verificar sus dichos. Tampoco evaluó las diferencias de haberes entre el personal en actividad concluyendo, sin fundamento, que cobra en forma proporcional con aquel de su misma categoría sin examinar las copias de recibos de sueldo que el apelante había agregado para comprobar dicho extremo. No parece razonable basar un decisorio en conclusiones diametralmente opuestas a las expresadas en un pronunciamiento anterior que se encontraba firme- con el sólo fundamento de los informes de la propia Caja de Jubilaciones demandada en autos, precisamente sobre la base de un reclamo de diferencias del haber jubilatorio que ella misma había liquidado.


    Abrain Aldasoro, Alberto Carlos c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    A. 1448, XXXVIII, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Caducidad. Daño irreparable. Exceso ritual manifiesto. 


    Resulta oportuno recordar, en primer término, que si bien es doctrina del Alto Tribunal que lo atinente a la caducidad de la instancia, por remitir al examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal, es ajena -como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada- y dicho principio admite excepción cuando, con menoscabo del derecho de defensa en juicio y del debido proceso, lo resuelto se aparta de las constancias de la causa y pone fin al pleito, causando agravios de imposible o insuficiente reparación ulterior. Ello es lo que acontece en el sub-lite, toda vez que le ocasiona al apelante un gravamen de imposible o muy dificultosa reparación ulterior, ya que lo obliga a iniciar nuevamente el juicio promovido hace más de nueve años y, máxime cuando nos encontramos ante una solicitud de reajuste de un beneficio de la seguridad social. 


    Boffelli, Santiago Otto Valentín c/ ANSES


    B. 439, XXXVI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Costas. Declaración de inconstitucionalidad. 


    Artículo 21 de la Ley 24.463.


    El régimen específico de costas que informa el artículo 21 de la Ley 24.463 consagra un castigo para aquellos afiliados y beneficiarios que, en virtud de causas por las cuales no les cabe reproche, se ven obligados a litigar para que la justicia le reconozca u otorgue derechos que legalmente les corresponden y fueron desconocidos o retaceados por la autoridad previsional, y que, aun cuando puedan lograrlos o rescatarlos plenamente, ven afectada la integridad del resarcimiento hecho que considera se muestra reñido con las garantías que protegen, tanto la propiedad al disminuirse el monto de sus créditos, cuanto la igualdad, ya que los coloca en una condición inferior a la de cualquier otro litigante. 


    Parodi, Alberto Ángel c/ ANSES s/ Reajustes varios


    P. 1390, XL, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de casación


    Recurso extraordinario federal. Procedencia del recurso. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Si bien la revisión de pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación resulta, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, la Corte ha hecho excepción a ese principio, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando se frustra la vía utilizada por el recurrente sin fundamentación idónea suficiente. Si el a quo ha decidido sobre la base de fórmulas genéricas y abstractas, omitiendo la consideración y valoración adecuada de aquellos elementos y circunstancias que eran decisivos para la dilucidación del tema debatido, y los fundamentos del rechazo del recurso de casación son excesivamente latos, de manera tal que pueden ser utilizados en cualquier pronunciamiento judicial, omitiendo toda referencia a las circunstancias concretas de la causa, es evidente que la decisión resulta arbitraria pues se encuentra fundada solamente en consideraciones de carácter general sin referencia alguna a las circunstancias particulares.


    G., Sergio Absalon s/ Infracción a la Ley 22.362 -causa Nº 9945/04-


    G. 1467, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Cuestiones de hecho y prueba. 


    La admisibilidad del recurso de casación oportunamente interpuesto constituye un tema de derecho procesal que ha sido resuelto en la sentencia apelada con argumentos que -más allá de su acierto o error- bastan para sustentarlo e impiden su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    D., Jorge Manuel s/ Recurso extraordinario


    D. 1473, XXXIX, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de casación penal


    Denegatoria de recurso. Derecho de defensa. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. 


    Si la defensa planteó agravios específicos contra el fallo, indicó los errores que le atribuía, mencionó la norma jurídica que consideraba indebidamente aplicada y cuál era la inteligencia que pretendía, pese a lo cual el recurso o fue declarado mal concedido al interpretar que esa vía excluye el tratamiento de aspectos relativos a la elección de los medios probatorios ni tampoco sobre la justicia de la decisión, cabe concluir que en el caso se negó el acceso a la casación que importa una restricción indebida a esa vía recursiva. Ello es así, ya que se ha prescindido del alcance que ha adquirido la garantía de defensa en juicio, a partir de las condiciones de vigencia actual de los artículos 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8.2 h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que asegura el derecho a obtener una revisión amplia de la sentencia por parte de un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica.


    A., Andrés Francisco s/ Homicidio simple - Causa nº 91/03-


    A. 2086, XL, 27 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Cámaras de Casación. Reconocimiento de derechos civiles. Recurso extraordinario federal. Superior Tribunal de la causa. Cuestión federal. Doctrina de la arbitrariedad. Ministerio Público Fiscal. 


    Resulta formalmente procedente el recurso que se dirige contra una resolución definitiva emanada del superior tribunal de la cansa a los fines del artículo 14 de la Ley 48, mediante el cual se cuestiona, con base en la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias, que la decisión del a quo importa la indebida restricción de una vía apta para el examen de la cuestión federal planteada, pues so pretexto de los límites formales establecidos para la admisión de los recursos se ha vedado toda posibilidad de discusión sobre el acierto de la declaración de inconstitucionalidad de un instituto restrictivo de los derechos civiles del condenado. Las cuestiones atinentes a los requisitos de admisibilidad del recurso de inconstitucionalidad ante la cámara de casación, son cuestiones de derecho procesal, por regla ajenas a la instancia federal extraordinaria, pero corresponde hacer excepción a tal principio cuando la solución adoptada se aparta de la doctrina aplicable.


    M., Santiago Marcelo y C., Miguel Ángel s/ Tenencia ilegítima de sustancias estupefacientes con fines de comercialización -causa Nº 2544-


    M. 1090, XLI, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de extraordinario federal


    Fundamentación del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Tanto el recurso extraordinario como la queja adolecen de la debida fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48, no sólo porque no especifica qué planteos fueron eludidos por la cámara, sino porque tampoco logra rebatir con eficacia las conclusiones en que se apoyó el rechazo de la vía de casación intentada.El recurrente omite contrarrestar la regla utilizada en la resolución del caso particular, basada en que la finalidad de consumo exigida para la configuración de la tenencia de estupefacientes para uso personal -aspecto subjetivo específico- debe surgir de manera cierta e inequívoca para los jueces, no sólo de la evaluación de un elemento cuantitativo como es la escasa cantidad de droga, sino también de otro cualitativo, cuales son las circunstancias personales del imputado.Tomando esa pauta como referencia, no es ilógico o arbitrario el razonamiento según el cual se concluye que la atenuación de la conducta enrostrada al imputado no podía prosperar.


    V. G., Claudio Esteban s/ Tenencia simple de estupefacientes


    V. 1283, XL, 11 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de inconstitucionalidad


    Plazos procesales. Cómputo del plazo. Suspensión del plazo. Presentación extemporánea. Sentencia firme. Notificación de la sentencia. Defensa en juicio. Exceso ritual manifiesto. 


    La decisión del tribunal superior local de declarar extemporáneo el recurso de inconstitucionalidad planteado por el Municipio, por considerar "inocua" o carente de "virtualidad" a la providencia donde había declarado en suspenso los plazos para impugnar a favor del Municipio, privó arbitrariamente al litigante de una vía apta para el reclamo de sus pretensiones, en desmedro de su derecho de defensa. Al contabilizar el plazo para impugnar desde el 21 de noviembre, sin tomar en cuenta el hecho de que el mismo día, 21 de noviembre, le había comunicado al apelante su decisión anterior de "suspender los plazos para interponer el recurso de inconstitucionalidad", se apartó manifiestamente de su propio pronunciamiento que se encontraba firme, afectando el principio de estabilidad de las decisiones judiciales, presupuesto ineludible de la seguridad jurídica, que es de orden público y tiene jerarquía constitucional. 


    Empresa Gral. Belgrano S.A. y Cooperativa Obrera de Trabajo y Transporte Automotor Limitada c/ Municipalidad de San Salvador de Jujuy y otros


    E. 326, XXXIX, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja


    Monto de la pena. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos por las leyes respectivas, no suscita cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, pues se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común.


    E., Maximiliano Daniel s/ Robo calificado - causa Nº 39-88-


    E. 297, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios traídos a conocimiento del suscripto no suscitan una cuestión federal sustancial que merezca la consideración de la Corte, como máximo tribunal de la Nación, corresponde rechazar la presente queja.


    G., Rubén Orlando s/ Causa nº 22.310


    G. 2277, XXXIX, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desistimiento del recurso. 


    No se ha logrado demostrar la relación directa que debe existir entre la cuestión constitucional invocada y la materia del pleito.


    P. L., Antonio s/ Causa Nº 4.018


    P. 758, XL, 10 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Insuficiencia del agravio. Derivación razonada del derecho vigente. Improcedencia del recurso. 


    La crítica que intenta la defensa no puede prosperar, pues la decisión impugnada contiene fundamentos suficientes sustentados en las constancias de la causa y en las normas aplicables al sub judice que, por opinables que resulten, no alcanzan para su descalificación como acto jurisdiccional.No se percibe en el fallo una seria y decisiva carencia de fundamentación en cuanto a los motivos por los que se consideró acreditado el hecho y la culpabilidad del encausado, sin que las cuestiones planteadas por los recurrentes resulten suficientes para descalificar el temperamento adoptado por el a quo en estricto cumplimiento de la esencia de la prueba presuncional, cuya eficiencia probatoria depende precisamente de la valoración en conjunto de todos los elementos del proceso que estimó decisivos para la solución del caso, teniendo en cuenta su diversidad, correlación y concordancia. 


    S., Adrián Rodolfo s/ Defraudación


    S. 579, XXXIX, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 649, XXXIX "Losa de la Cruz, Javier y otros s/ P.SS.AA. infracción Artículo 196, segundo párrafo en función del Artículo 190, primer párrafo del Código Penal - causa N° 5/99”.


    S., Isaac Gastón s/ Causa nº 4.585


    S. 1825, XXXIX, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Prisión preventiva. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Desestimación del recurso. 


    Aún cuando la cuestión que se pretende someter a decisión de la Corte ha sido fundada en instrumentos internacionales y ello habilitaría la vía intentada, resulta esencial señalar que el planteo de la defensa se dirige, en definitiva, a observar el cómputo de pena practicado por el tribunal oral sin aplicación de la ley 24.390, pues como consecuencia de ello es que se alega la afectación de los derechos que aquellos reconocen, y de la garantía de igualdad ante la ley. Se trata entonces de la inteligencia que cabe asignar a una norma en cuanto se refiere a una materia propia del derecho común y procesal tal como es el cómputo de la prisión preventiva, que sólo puede ser revisada en supuestos de arbitrariedad o ilegalidad que no se aprecian en el caso. Descartada así esa causal de arbitrariedad, en cuanto a la cuestión federal que se pretende someter a la Corte.


    A., J. L. s/ Causa N° 401


    A. 1153, XXXIX, 23 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Quiebra. Falta de fundamentación autónoma. Improcedencia del recurso. 


    Es doctrina reiterada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que los pronunciamientos como el aquí considerado que desestiman pedidos de caducidad de la instancia no revisten el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. La circunstancia permite sostener no sólo que es improcedente la queja ya que el recurso extraordinario que la motiva no cumple con el requisito de fundamentación autónoma desde que no rebate cada una de las razones de la sentencia apelada, sino que en ese contexto pierde entidad la configuración de agravios irreparables o de tardía reparación ulterior que invoca el recurrente.


    Establecimiento Agrícola Ganadero s/ Quiebra


    E. 461, XXXIX, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Expropiación. Indemnización expropiatoria. Prescripción decenal. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. Inadmisibilidad formal. 


    El recurso extraordinario intentado no es admisible en su aspecto formal, toda vez que, si bien la parte que lo deduce afirma que se encuentra en tela de juicio la posibilidad de que se aplique la prescripción liberatoria del art. 4023 del Código Civil al cobro de la indemnización expropiatoria fijada en una sentencia por su confrontación con la garantía del art. 17 de la Constitución Nacional, en realidad no es así, si se tiene en cuenta que sus agravios conducen a revisar lo decidido en torno a temas de derecho común y procesal, como son los relativos a la prescripción del actio iudicati y el momento a partir de que comienza a correr el plazo que prevé el precepto antes citado para liberarse de su cumplimiento. La actora persigue el cobro de la indemnización reconocida en una sentencia judicial, y no ejercita una acción regulada en la ley de expropiaciones vinculada al bien objeto de la declaración de utilidad pública. 


    Punta Naposta S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada argentina s/ Acción subrogatoria (Artículo 111 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación)


    P. 519, XXXIX, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Previo dictaminar se solicita copia de las resoluciones judiciales que dieron origen a la queja.


    Vacas, Alicia Lilia c/ Banco Francés sucursal Corrientes


    V. 891, XL, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Bustelo de la Riva Pablo Patricio s/ Amparo


    B. 855, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 861, L. XL, "Tebaldi, Héctor Agustín c/ P.E.N. Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo".


    Feijao, Elsa María Carmen c/ Poder Ejecutivo Nacional


    F. 957, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar."


    Nicolsky, Tatiana c/ Banco de la Nación Argentina


    N. 382, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Zapata, Jorge Eduardo c/ Banco Hipotecario S.A. s/ Amparo


    Z. 258, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Sentencia arbitraria. Principio de congruencia. Principio de defensa en juicio. Garantías procesales. Debido proceso. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    Sin dejar de destacar que el aspecto relativo a la violación del principio de congruencia es, por su naturaleza, procesal y, por lo tanto, ajeno al ámbito del artículo 14 de la Ley 48, cabe apartarse de esta regla cuando se incurre en arbitrariedad, doctrina que tiende a resguardar las garantías de defensa en juicio y el debido proceso exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa. En ese marco, ante planteos de cuestiones no federales, la Corte ha reconocido como una excepción a la improcedencia de la vía extraordinaria, los supuestos en que la decisión respectiva se aparta notablemente de las constancias de la causa y de los términos de la litis, con menoscabo del derecho de defensa del justiciable; así como aquellos en que los jueces incurren en excesivo ritualismo. 


    Sierra Fausto y otros c/ Administración General de Puertos Sociedad del Estado


    S. 1330, XXXIX, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Denegatoria del recurso. 


    Si los agravios planteados no suscitan cuestión federal sustancial que merezca la consideración de la Corte, corresponde rechazar la queja.


    B., Alfredo y otro s/ Causa N° 5.367/94


    B. 737, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Si los agravios planteados no suscitan cuestión federal sustancial que merezca la consideración de la Corte como máximo tribunal de la Nación, corresponde rechazar la queja.


    C., Jorge Reyes


    C. 283, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Improcedencia del recurso. 


    Atento que el remedio federal intentado no se dirige contra la decisión del tribunal superior de la causa, el recurso resulta formalmente improcedente.


    C., Leonardo Justino y otros s/ Secuestro extorsivo y tenencia de armas y municiones de guerra


    C. 1189, XL, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Rebeldía. Excarcelación. Defensa en juicio. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Competencia de la Corte suprema. Incompetencia. 


    Si no se ha restringido de modo sustancial la vía elegida por el justiciable, ni se ha afectado irremediablemente su derecho de defensa en juicio, las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican -en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan- la apertura de la instancia extraordinaria.


    C. N., Diana s/ Estafas reiteradas


    C. 464, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Suspensión del juicio a prueba. Exceso ritual manifiesto. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene establecido la Corte que las cuestiones relativas a la admisibilidad de recursos locales no son revisables en la instancia extraordinaria, ya que por su índole no exceden el marco de las facultades propias de los jueces de la causa, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, en que la doctrina de arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida.La Corte en su precedente tiene dicho que la suspensión del juicio a prueba es equiparable a sentencia definitiva y que procedía su estudio en la instancia extraordinaria, ya que la tutela del derecho que se invocó, de poner fin a la acción penal y al proceso, no podría hacerse efectiva en una oportunidad posterior. 


    Fiscal c/ Z. T., Roque César y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    F. 472, XXXIX, 14 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de patente. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación razonada del derecho vigente. Denegación del recurso. 


    El recurso debe rechazarse, ello es así, en cuento que los argumentos que sustentan los agravios del quejoso encuentran un excluyente asidero en cuestiones de hecho y prueba, al tiempo que involucran la interpretación de normas de derecho procesal, que por regla son de resorte exclusivo de los jueces de la causa y ajena al recurso del artículo 14, de la ley 48, salvo el supuesto de arbitrariedad de sentencias.En este sentido, no corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio sobre situaciones cuya evaluación le es exclusiva a los jueces de la causa, de manera que la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida. El a quo al resolver el recurso de casación, el juez que dirigió el juicio oral y fijó la base fáctica conclusiva de la condena, lo hizo en el andamiaje de los principios de la sana crítica, y sin apartarse de lo que la Corte ha prevenido sobre el particular. 


    M., Horacio Claudio s/ Causa Nº 631/96


    M. 2738, XXXIX, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hábeas corpus. Admisión y permanencia de extranjeros. Libertad provisional. División de poderes. Interpretación de la ley. Derivación razonada del derecho vigente. Confirmación de sentencia. 


    Tal como lo señala el a quo, el sub lite encuadra sustancialmente en el artículo 41 de la citada norma legal pues –más allá de no tratarse de un caso de “expulsión” sino de “rechazo”- lo cierto es que la Dirección Nacional de Migraciones pretende que el ciudadano chino abandone el país. En esos supuestos, cuando la expulsión no puede realizarse en un plazo prudencial o medien causas que lo justifiquen, aquella norma prevé que pueda disponerse la libertad provisional, tal como en definitiva fue ordenado por la Cámara Federal al hacer lugar a la acción de hábeas corpus, vía procesal idónea para garantizar el control judicial de la expulsión.Si la ley 22.439 admite la libertad provisional cuando la "expulsión" no puede hacerse efectiva de inmediato, no advierto razones para adoptar una solución distinta en hipótesis como la de autos, donde el "rechazo" tampoco puede cumplirse tanto por la interposición de los recursos administrativos, como por la investigación judicial promovida.


    M. L., José Luis s/ Hábeas corpus en favor de D., Cun Feng


    M. 478, XXXIX, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Abuso de armas. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El remedio federal padece de falta de autonomía si el apelante no rebate con eficacia los fundamentos en que se apoya la decisión denegatoria de la Cámara de Casación. Así sucede si los argumentos que sustentan los agravios de la defensa son una reiteración de los expuestos en las anteriores instancias recursivas, y no evidencian la concurrencia de una cuestión federal que habilite la competencia de la Corte, toda vez que remitan al análisis de cuestiones de hecho y prueba, e involucren la interpretación de normas de derecho procesaI y común que, por regla, son de exclusivo resorte de los jueces de la causa y ajenas a la jurisdicción excepcional de la Corte. El agravio respecto del art. 400 del C.P.P.N., y la discusión en torno a si se cumplió en el caso con dicho dispositivo legal, es ajeno, como regla y según su naturaleza, a la vía federal.


    P., Alberto Gustavo y K., Ricardo Cayetano s/ Causa N° 1.146 - abuso de armas-


    P. 1471, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. Robo calificado. Homicidio. Concurso de delitos. Menores. Régimen penal de la minoridad. Prisión perpetua. Excarcelación. Libertad condicional. Disminución de la pena. Facultades del juez. 


    En primer término, sobre el agravio de la defensa al sostener que la prisión perpetua aplicada al imputado constituye en un acto cruel, inhumano y degradante de los que veda el artículo 16.1 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, el propio texto de su artículo 1.1 permite desvirtuar esa afirmación. En efecto, luego de definir el significado del término “tortura”, este precepto prevé que “no se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas”.Del mismo modo, la definición del término “tortura” permite descartar el agravio fundado en los demás instrumentos de derechos humanos que ha invocado la recurrente, que igualmente proscriben la aplicación de penas o tratos inhumanos, crueles o degradantes (Arts. 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 7 y 10.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos).


    M., D. E. y otro s/ Robo agravado por el uso de armas en concurso real con homicidio calificado -causa Nº 1.174-


    M. 1022, XXXIX, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 222 L. XL, "'S., Gerardo s/ Recurso de Casación".


    G., Sandra s/ Causa N° 5.396


    G. 1065, XL, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Superior Tribunal de la Causa. Admisibilidad del recurso, Revocación de sentencia. 


    El recurso federal resulta formalmente procedente en tanto se dirige contra una resolución emanada del tribunal superior de la causa, que pueda equipararse a sentencia definitiva en los términos del articulo 14 de la ley 48, en tanto implicaría la restricción de la libertad ambulatoria del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, ocasionando un perjuicio que podría resultar de imposible reparación ulterior, por afectar un derecho que exige tutela inmediata. En relación a la determinación de cuál es el órgano jurisdiccional que en el orden procesal penal nacional reviste la calidad de superior tribunal de la causa a los efectos de los recursos extraordinarios regulados por las leyes 48 y 4055 en las cuestiones vinculadas con la libertad personal del imputado, la Iínea jurisprudencial trazada a partir de "Giroldi" ha destacado el carácter de ''tribunal intermedio" de la Cámara Nacional de Casación Penal para la protección judicial de la Constitución Nacional.


    L. de O., Neira s/ Recurso Extraordinario


    L. 54, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    En atención a lo dictaminado en los autos L 54, L. XLI, resulta inoficioso expedirse en la causa.


    L. de O. Neira


    L. 55, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Suspensión del proceso judicial. 


    Hasta tanto se resuelva la cuestión incidental, la Corte puede suspender el trámite de este recurso federal, medida que puede extenderse respecto a los coimputados, pues tambien ellos fueron procesados y acusados en los mismos actos procesales, con lo cual el resultado les atañería.


    L. Néstor Osvaldo y otros s/ Tráfico de mercaderías peligrosas para la salud


    L. 506, XL, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resulta inoficioso expedirse en la causa.


    O., Andrés s/ Recurso Extraordinario


    O. 13, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad de recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa L 54, L.XLI, "Larroque de Orentrajch, Neira s/ Recurso Extraordinario".


    O., Andrés s/ Recurso extraordinario


    O. 15, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resulta inoficioso expedirse en la causa.


    O., Pedro s/ Recurso Extraordinario


    O. 14, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa L.54, L.XLI, "Larroque de Orentrajch, Neira s/ Recurso Extraordinario".


    O., Pedro s/ Recurso Extraordinario


    O. 16, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo expuesto en el dictamen que obra en el legajo Letra C. N° 1699, Libro XXXIX.


    P., Roque José s/ Causa nº 24.256/2


    P. 1201, XXXIX, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fundamentación del recurso. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión federal. Derecho al recurso. Recurso de casación. Apreciación de la prueba. 


    Si la parte ciñe su impugnación a proposiciones doctrinales, valederas pero abstractas ya que omite relacionarlas apropiadamente con los elementos casuídicos tenidos en cuenta en los fundamentos del fallo que ataca, cabe concluir que el recurso extraordinario fue acertadamente rechazado, en tanto incumple con el requisito de fundamentación adecuada que exige el artículo 15 de la ley 48. Cuando el examen que propone la parte remite a cuestiones de hecho y prueba, como es tener por acreditado el elemento subjetivo del tipo penal, aspectos en los que es soberano el tribunal de juicio y que en principio resultan ajenas a la vía federal extraordinaria, y los argumentos ensayados no logran desvirtuar lo dicho por la alzada ni demostrar arbitrariedad o afectación a garantías constitucionales, corresponde rechazar la queja interpuesta Si se ha examinado en general la validez de la sentencia, sin excesos rituales, cabe concluir se ha cumplido eficazmente con la garantía prevista.


    R., Christian Maximiliano s/ Causa Nº 5138


    R. 346, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incidentes. Pronunciamiento inoficioso. 


    Previo a dictaminar se solicita a la Corte confiera traslado respecto de la previsión presupuestaria, toda vez que dicha circunstancia podría tornar inoficioso un pronunciamiento sobre las cuestiones constitucionales planteadas.


    Avalos, Hugo Mariano s/ Czumadewski, Alejandro s/ Ejecución de sentencia - Incidente civil


    A. 1125, XL, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Armada. Aparatos de prótesis y ortopedia. Entrega de prótesis. Alcance de la cobertura. Deberes y facultades del juez. Gastos del proceso: costas. Procedencia del recurso. 


    La acción de amparo se ha promovido con el objeto de obtener de la Dirección de Bienestar de la Armada, una prótesis para amputación, la cual ha sido entregada y aceptada, sin que la demandada haya solicitado la devolución de la misma, ni el reintegro del 50% de su precio. En tales condiciones resultaría inoficioso el tratamiento de los agravios de la apelante en este aspecto. No obstante ello, el Tribunal ha dicho que la no adhesión por parte de la demandada al sistema de las Leyes 23.660, 23.661 y 24.901 no determina que le resulte ajena la carga de adoptar las medidas razonables a su alcance para lograr la realización plena de los derechos de la discapacitada a los beneficios de la seguridad social, con el alcance integral que estatuye la normativa tutelar en la materia. Dijo, además, que atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia que conllevan las pretensiones, para lo cual deben encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con tutela de orden constitucional, lo cual se produciría si el reclamo de la actora, tuviese que aguardar al inicio de un nuevo proceso dirigido contra los órganos a los que se refiere la reglamentación de las Leyes 22.431 y 24.901 y en ese lapso quedaran desprotegidos los intereses cuya satisfacción se requiere, la suspensión de los cuales no puede ser admitida bajo ninguna circunstancia. Por último, a partir de la crítica situación en la que se encuentra la amparista, no se deja de advertir la gravedad de la imposición de las costas de ambas instancias su cargo, lo que, de hacerse efectivo, conduciría a frustrar el objeto integral de su pretensión ya que significaría una quita a sus magros ingresos.


    Ávila, Fulgencia c/ Dirección de bienestar de la Armada s/ Amparo


    A. 359, XLI, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 3808, L. XXXVIII, “Monterisi, Ricardo Domingo c/ Banco Central de la República Argentina s/ Incidente de ejecución de sentencia”.


    Banco Patagónico S.A. s/ Quiebra c/ Sotavento S.R.L. s/ Ejecución


    B. 4241, XXXVIII, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    A fin de mejor dictaminar, se solicita remisión de autos principales.


    Banco de la Nación Argentina c/ Hilado S.A. y otros


    B. 645, XLI, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Justicia provincial. Declaración de incompetencia. Emergencia Económica. Pesificación. Sentencia definitiva. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. La declaración de incompetencia de la justicia local, no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si no deniega el fuero federal, antes bien, sostiene la competencia de excepción y, por otra parte, tampoco coloca a los recurrentes en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, la demandada quedó sometida a la jurisdicción de un tribunal determinado en donde puede seguir tramitando su pretensión.


    Castillo, Ricardo y Corvatta, Risaldo c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    C. 948, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 879. L. XXXVI. “Bruno. Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Cerámica Industrial Avellaneda S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de Inconstitucionalidad


    C. 1099, XXXVI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Corresponde considerar que una resolución de la Corte Suprema de Justicia sobre la materia debatida en estas actuaciones ha devenido abstracta por cuanto, más allá de los planteas de inconstitucionalidad formulados respecto del decreto 318/2002 y aun cuando se considerase que el artículo 16 de la ley 25.563 tuvo vigencia conforme a los términos de su redacción originaria, lo cierto es que el plazo de suspensión de las ejecuciones fiscales y medidas cautelares en él establecido se encuentra a la fecha vencido.


    Fisco Nacional - AFIP c/ AICE S.A. de Ahorro y Préstamos para fines determinados s/ Ejecución fiscal


    F. 1948, XXXVIII, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 879. L. XXXVI “Bruno, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Confederación Industrial Fideera S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de Inconstitucionalidad


    C. 1415, XXXVI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 702, L. XL, “Velázquez María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social de Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Allaria, Alberto Miguel y otros c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción administrativa


    A. 1871, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 702, L. XL “Velázquez María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social de Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Ambrosio, Petra y otros c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    A. 1387, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 364, L. XL, “D’Onofrio, Rosa c/ Sindicato de Trabajadores de Industrias de la Alimentación s/ Despido”.


    D' Onofrio, Rosa c/ Sindicato de Trabajadores de Industrias de la alimentación


    D. 215, XL, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Gravedad institucional. Competencia originaria. Incompetencia. Desestimación del recurso. 


    La cuestión traída a conocimiento no aparece configurada como una contienda de las que incumbe a la Corte dirimir en ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, en tanto no se verifican en el caso ninguno de los supuestos previstos en la norma de referencia. Ello así, pues no se ha planteado conflicto alguno entre jueces o tribunales del país que no posean un superior jerárquico común ni se presenta en estas actuaciones un supuesto de privación de justicia. Tampoco se ha suscitado una contienda entre jueces y funcionarios administrativos con facultades jurisdiccionales. Por otra parte, las provincias reservaron para sí la organización de su administración de justicia, evitando delegarla en el gobierno nacional. De allí que corresponda agotar las instancias provinciales idóneas con el objeto de obtener un pronunciamiento definitivo en la respectiva jurisdicción local, siendo, en el caso, la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires el superior tribunal local de la causa.


    Duarte, Graciela Beatriz y Fernández, Myriam Gladys s/ Solicitud en autos "Subpga S.A. s/ Concurso Preventivo"


    D. 512, XLI, 23 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Impuesto a las ganancias. Actualización monetaria. Peligro en la demora. Verosimilitud del derecho invocado. Confiscatoriedad. 


    Si bien el dictado de las medidas precautorias no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido pesa sobre quien la solicita la carga de acreditar prima facie la existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que la justifiquen. En lo que al peligro irreparable se refiere, explicó el Tribunal que debe ser juzgado de acuerdo a un juicio objetivo o derivar de hechos que puedan ser apreciados incluso por terceros.Sobre la base de tales premisas, no se encuentran en el sub lite elementos que permitan siquiera inferir el concreto perjuicio que pudiera sufrir la actora, como consecuencia del pago del impuesto a las ganancias ajustado y sin ajustar, el alegado compromiso que tal detracción produce en su patrimonio neto, o el riesgo para su continuidad empresaria. 


    Empresa de Transporte de Energía Eléctrica por distribución troncal de Cuyo Sociedad Anónima c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    E. 390, XL, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Resoluciones equiparables a definitiva. Juicio ejecutivo. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 413, L. XXXVII, "AFIP c/ Consorcio Forestal Andina s/ Ejecución fiscal" y A. 7, L. XXXVII "AFIP c/ Atahualpa S.R.L. s/ Ejecución fiscal".


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la Ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea, por el Fisco Nacional librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de la repetición; cabe dejar de lado tal doctrina cuando el asunto fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo en un juicio ordinario posterior.


    Fisco Nacional - AFJP c/ Leadcam S.A. s/ Ejecución Fiscal


    F. 1611, XL, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 585, L. XL, “Fontana, Alejandra Verónica c/ Bustos Fierro, Marcelo Ezequiel”.


    Fontana, Alejandra Verónica c/ Bustos Fierro, Marcelo Ezequiel s/ Despido


    F. 649, XL, 13 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2250, L. XXXIX.


    Georgitsis de Pirolo, Catalina c/ Amato Negri, María Paulina /s Daños y Perjuicios


    G. 396, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Comercio exterior. Importaciones. Comercio internacional. Organización Mundial del Comercio. Circunstancias sobrevinientes. Gravamen actual. Pronunciamiento inoficioso. Revocación de sentencia. 


    En primer término, no está demostrado en autos que las empresas actoras hayan actuado bajo el régimen de la resolución del Ministerio de Economía 123 aquí impugnado. También cabe tener en cuenta que la Resolución M.E. n° 123/00 atacada no pudo haberse aplicado a importación alguna efectuada por las actoras atento a la solución judicial discernida por la alzada. La Resolución 123/00 para las importaciones de determinado tipo de calzados proveniente de Vietnam ha cesado en sus efectos al 31 de marzo de 2003 y para aquellas derivadas de China tampoco subsiste, desde el momento en que se fijó un régimen nuevo y especial dado el ingreso de ese país a la Organización Mundial de Comercio. Debe tenerse presente lo declarado por la Corte en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aunque sean sobrevivientes al recurso extraordinario. 


    Grimoldi S.A. y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resolución 123/00 s/ Amparo Ley 16.986


    G. 106, XXXVII, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 136, L. XXXVII, “Auzón, Mario y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales”.


    Auzón, Mario y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales


    A. 142, XXXVII, 14 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Empleo público. Asignaciones familiares. Poder ejecutivo provincial. Pronunciamiento inoficioso. 


    La Corte ha reiteradamente señalado que sus sentencias deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan, aunque éstas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Por aplicación de esa doctrina, ha devenido inoficioso el planteo de la Provincia dirigido a descalificar el pronunciamiento del a quo por desatender las cuestiones patrimoniales derivadas de la grave crisis económico financiera por la que atraviesa el Estado Provincial y omitir aplicar las leyes que declararon la emergencia local, toda vez que el plazo por el cual esas normas efectuaron tal declaración, con las consiguientes medidas adoptadas para conjurarla, venció el 31 de diciembre de 2003, según lo dispuso el art. 51 de la ley local 13.002, razón por la cual resultaría abstracto un pronunciamiento en tal sentido.


    Herlein, Luis y otros c/ Provincia de Buenos Aires (DGC y E)


    H. 125, XXXIX, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    lannaccone, Reimundo c/ Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 16, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Lombardi, Carlos c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1784, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Luna, Juan Eduardo c/ CNA A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 46, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Martínez, Pablo c/ QBE A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 47, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución de honorarios. Costas al vencido. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos planteados ante los tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan, siendo ello posible en casos de arbitrariedad que traduzcan una violación a la garantía del debido proceso consagrada por el art 18 de la Constitución Nacional, situación que no se configura en el caso de autos. Las afirmaciones del recurrente no alcanzan para descalificar el fallo del Superior Tribunal provincial que se impugna con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, pues omite justificar, de manera fundada, que se presente un supuesto excepcional ante la existencia de una violación a la garantía del debido proceso consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional o, eventualmente, demostrar que se vio privado de ejercer las defensas que le otorga el ordenamiento procesal. 


    Monterisi, Ricardo Domingo c/ Banco Central de la República Argentina s/ Incidente de ejecución de honorarios en autos "Banco patagónico S.A. c/ Maripez S.A. s/ Ejecución"


    B. 4225, XXXVIII, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Interpretación de sentencias. Legitimación pasiva. Ejecución de sentencia. Doctrina de la arbitrariedad. Competencia de la Corte Suprema. 


    Con arreglo a lo previsto en el art. 14 de la ley 48 siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa, en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extraordinario, aunque la procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. En esta tarea, son los integrantes del Tribunal los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos. Máxime, en situaciones donde el Ministerio Público no intervino en forma previa.


    Monterisi, Ricardo D. en "Banco Patagónico en liquidación s/ Maripez S.A." s/ Ejecución de sentencia


    B. 4227, XXXVIII, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 3808, L. XXXVIII, "Monterisi, Ricardo Domingo c/ Banco Central de la República Argentina s/ Incidente de ejecución de sentencia”.


    Monterisi, Ricardo en Banco Patagónico en liquidación s/ Maripez S.A. s/ Ejecución de sentencia


    B. 4233, XXXVIII, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T 1041, L. XXXVIII, “Tarditti, Marta Elena c/ ANSES s/ Pensiones”.


    Olivares, Blanca E. c/ ANSES s/ Impugnación acto administrativo


    O. 11, XXXVII, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Acción de inconstitucionalidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V.37, L. XL "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Torrilla, Nilda Bety c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Sumarísimo


    T. 144, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V.37; L. XL "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Gómez, Enrique c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior


    G. 1517, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.J.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Eckart de Pepey, María Rosa c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Sumarísimo


    E. 480, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado en autos V. 37; L. XL "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (I.S.S.J.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Dias Buenaventura c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro


    D. 1259, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (I.S.S.J.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Del Mestre de Rendos, Clelia Elvira c/ Estado Nacional y otro


    D. 1206, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 702, L. XL “Velázquez María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social de Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Catalan, Yoli y otra c/ Instituto de Seguridad Social s/ Acción procesal administrativa


    C. 2267, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Fundamentación de sentencias. Exceso ritual manifiesto. Garantías constitucionales. Procedencia del recurso. 


    Reintegro del porcentaje establecido en el decreto 1.819/02.


    La cuestión a dilucidar se ha tomado abstracta, toda vez que se ordenó el pago íntegro, en efectivo y de una sola vez, de las sumas correspondientes a la restitución a beneficiarios y/o sus sucesores legítimamente acreditados del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, de la reducción del trece por ciento al que se refiere el segundo párrafo del artículo 1° del decreto 1.819/02. En caso de que la Corte no compartiera lo expuesto, dado la imprecisa redacción del acto administrativo, el punto de partida del plazo que establece el art. 2°, inc. e) de la ley 16.986 es una cuestión de índole procesal que, aunque regida por una ley federal, no autoriza, en principio, la intervención de la Corte por la vía del recurso extraordinario. 


    Requena, Jorge Abel y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - ANSES s/ Amparos y Sumarísimos


    R. 386, XL, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Dación en pago. Títulos de deuda pública. Cuestión federal. Cuestión abstracta. Inadmisibilidad del recurso. 


    El remedio extraordinario es formalmente inadmisible. En cuanto a la cuestión federal, cabe señalar quela resolución apelada no le causa gravamen al recurrente, porque éste defiende la validez constitucional del sistema instaurado por el art. 39 del decreto 1387/01 y la decisión de la Cámara revocó en este aspecto el pronunciamiento de primera instancia y declaró abstracta la cuestión, por no ser determinante para resolver la litis. Con respecto a los otros temas abordados por el a quo, que sí fueron relevantes para confirmar la sentencia de primera instancia que acogió el amparo, es preciso indicar que fueron resueltos sobre la base del juzgamiento de la conducta asumida por las partes en el proceso, es decir en materias cuya resolución es propia de los jueces de la causa, que no dan lugar a la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, salvo supuestos de arbitrariedad. 


    Risueño, Salvador Esteban y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional BCRA y BNA s/ Amparo medida cautelar


    R. 329, XL, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir dicha tacha no habría sentencia propiamente dicha. Ello no ocurre en el sub-lite, por cuanto el juzgador, respecto al fondo de la cuestión, ha fundamentado debidamente su decisión, basándola tanto en el análisis de las normas referidas, como así también en jurisprudencia sentada por esa Corte Suprema. Cabe poner de resalto, además, y no obstante que los argumentos del recurrente no logran conmover la decisión arribada por el sentenciador, que los fundamentos expresados condicen con la extrema cautela con que los jueces deben analizar los casos de ésta índole, por cuanto no parece razonable dejar librado sólo a la opinión de profesionales médicos cuestiones como la incidencia de la edad, las tareas realizadas y el nivel educacional en la incapacidad laboral de una persona.


    Coceres, Jorge D. c/ Siembra AFJP y otro


    C. 2612, XXXIX, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Wurgler, Marcelo Adrián c/ La Liberty A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1797, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Vrinat, Juan E. c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1951, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Villena, Norberto c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.577


    COMP. 49, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Valle, Guido c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1952, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ugarte, Luis c/ Federación Patronal SEG S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 1775, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defensa en juicio. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho y de derecho procesal, ajenas - como regla y por su naturaleza - a la instancia extraordinaria, tal principio admite excepción cuando el sentenciador incurrió en un ritualismo manifiesto, afectando la garantía de defensa en juicio. Los sentenciantes efectuaron una aplicación excesivamente formal de las disposiciones contenidas en el artículo 56 del código de rito, omitiendo considerar elementos objetivos y conducentes para la correcta solución del caso. En efecto, si bien el recurso de apelación carecía de firma de letrado patrocinante, lo cierto es que, previamente a la intimación formulada por el tribunal, el actor acompañó junto con su letrado patrocinante -y con firma de éste - la póliza de seguro de caución emitida a favor del ente administrativo a fin de acatar lo ordenado en el artículo 15 de la ley 18.820 y evitar la deserción del remedio intentado. 


    Salem, Julio Esam c/ AFIP - DGI s/ Impugnación de deuda


    S. 611, XXXVIII, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 702; L. XL “Velázquez María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social de Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Dellape, Hebe Olga c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    D. 918, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor proveer. 


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportes 9 de Julio S.A.C. s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1693, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Suárez, Miguel Ángel c/ La Caja A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1794, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Sandoval, Mónica c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1810, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Paez, Graciela c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 60, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Noroña, Jorge Rubén c/ Apelación dictamen junta médica


    COMP. 1799, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Galiano, Sergio O. c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 58, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Enrique Fernando Agustín c/ Liberty s/ Ley 24.557


    COMP. 44, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Durante, Antonio Oscar c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 56, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 702, L. XL “Velázquez María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social de Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Gil, Miguel Ángel c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    G. 1596, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ducasse, Rosario c/ Asociart A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 17, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Donatti, Nélida c/ La Segunda A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 45, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Díaz, Benancio c/ Boston Compañía Argentina de Seguros s/ Ley 24.557


    COMP. 18, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Del Moro, Silvio c/ Consolidar A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 63, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Chazarreta, Gustavo s/ Apelación dictamen médico


    COMP. 57, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Carena, Martín c/ Provincia A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 19, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Cardozo, Amilcar c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 61, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Cabrera, Aníbal c/ Federación Patronal s/ Ley 24.557


    COMP. 1782, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ejecución de honorarios. Embargo. Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Procedencia del recurso. 


    Si bien en el sub lite se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, corresponde tratar, en primer término, los agravios que atañen en estricto a la causal de arbitrariedad, dado que de existir no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha. En este sentido, reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que es condición para la validez de los pronunciamientos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, y consideración de las alegaciones decisivas formuladas por las partes. En este sentido, asiste razón al recurrente toda vez que el a quo no ha analizado la aplicabilidad de la Leyes N° 25.725 Y 24.624, en cuanto se refieren a la consolidación de las deudas de la actora y a la inembargabilidad de los fondos -sin haber dado razones que lo justifiquen-, que constituyen cuestiones planteadas por la actora y susceptibles de incidir en el resultado del litigio, lo cual produce un desmedro de la garantía de defensa en juicio, consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Instituto Nacional de Servicios Sociales para Pensionados y Jubilados c/ Dintel S.A. s/ Daños y perjuicios s/ Actuaciones separadas


    I. 204, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Barboza, Claudio c/ Liberty A.R.T. s/ 24.557


    COMP. 48, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Cardozo, María Cecilia c/ QBE A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 1785, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Bengoa, Víctor c/ La Holando s/ Ley 24.557


    COMP. 1808, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R 1.244, L. XL, “Revuelto, María A. c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Kristensen, Elsa y otros c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    K. 151, XL, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R 1.244, L. XL, “Revuelto, María A. c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Montarce, Carlos Alberto y otros c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    M. 1248, XL, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Convertibilidad. Tasas de interés. Tasa activa. Interpretación de la ley. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. 


    Asiste razón al recurrente, toda vez que el a quo al decidir aplicar la tasa activa que cobra el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones de préstamo, prescindió de lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley 21.839 (mod. por la Ley 24.432), sustentando tal apartamiento –básicamente– en la modificación, con la sanción de la Ley 25.561, del régimen de convertibilidad -Ley 23.928- y en que dicha solución mantendría la coherencia y estabilidad del sistema instaurado, no obstante aclarar la vigencia de la prohibición indexatoria. En este sentido, cabe destacar que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 61 de la Ley 21.839, modificada por la Ley 24.432, los réditos que corresponde reconocer con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley de Convertibilidad 23.928 deben calcularse según la tasa pasiva promedio que publique el Banco Central de la República Argentina; y la Ley 25.561, si bien deroga el régimen de convertibilidad impuesto por la Ley 23.928.


    Montemuro, Juan y otra c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Expropiación irregular


    M. 287, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R 1.244, L. XL, “Revuelto, María A. c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal”.


    Montiel, María Luisa y otros c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    M. 1412, XL, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M.426, L. XL, “Municipalidad de Magdalena c/ Shell Compañía Argentina de Petróleo Sociedad Anónima”.


    Municipalidad de Magdalena c/ Shell Capsa y otros


    M. 415, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 702, L. XL “Velázquez, María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Ortiz, Edilia c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    O. 403, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 702, L. XL “Velázquez, María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Pizarro, Elsa Haydée c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    P. 1785, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 702, L. XL “Velázquez María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social de Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Salvador, María Jesús c/ Instituto de Seguridad Social de Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    S. 1414, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A 639, L. 39, “Amarante, Juan José c/ Estado nacional –Ministerio de Defensa – Estado Mayor General del Ejército s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad”.


    Torres, Mabel Itati c/ Estado Mayor General del Ejército y otro s/ Daños y perjuicios


    T. 847, XXXIX, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Principios procesales. Doctrina de los actos propios. 


    Remisión al dictamen en la causa C 4.154; L. XXXVIII “Cachambi, Santos c/ Ingenio Río Grande S.A.”.


    En relación a los efectos de la “doctrina de los actos propios” en cuanto a la percepción sin reservas, por parte de los trabajadores víctimas de infortunios laborales, de prestaciones en especie y dinerarias gestionadas, formal y sustancialmente, en el marco de la ley sobre Riesgos del Trabajo, en el dictamen al que se hace referencia se subrayó, con singular énfasis, que la condición subordinada del individuo alcanzado por la minusvalía y la índole alimentaria de los derechos comprometidos, son aspectos que restan categórica relevancia a la percepción de beneficios procurados en el contexto de la L.R.T., a la luz especialmente de otras circunstancias –enumeradas algunas de ellas en el dictamen al que se remite- y del antecedente de la Corte sobre la cuestión sustantiva en causa A. N° 2.652; L. XXXVIII “Aquino, Isacio c/ Cargo Servicios Industriales S.A. s/ Accidente –Ley 9.688”.


    Vallejos, Carlos c/ Rigesin Labs S.A.


    V. 145, XXXVII, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fundamentación de sentencias. Procedencia del recurso. 


    El pronunciamiento dictado por un juez de primera instancia reviste el carácter de superior tribunal de la causa a los fines del art. 14 de la ley 48, si lo resuelto es inapelable de acuerdo con lo establecido por el art. 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En relación al recurso, no obstante que la cuestión recurrida es materia ajena a la instancia, ello no impide su procedencia cuando las irregularidades observadas en la sentencia quebrantan las normas legales acorde a las cuales deben dictarse los actos jurisdiccionales. Efectivamente, tal circunstancia ocurre en el sub-lite, por cuanto de la lectura de los considerandos se desprende que el sentenciador entendió que, por aplicación del artículo 4.027 del Código Civil, correspondía rechazar la acción del actor para luego en la parte resolutiva de la sentencia, hacer lugar a su reclamo. 


    Zalazar, Antonio C. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    Z. 222, XXXIX, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2605, L. LXXXVIII, “Castillo, Ángel c/ Cerámica Alberdi S.A.”.


    La Segunda A.R.T. S.A. s/ Recurso extraordinario


    L. 4, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa B 715, L. XXXVII, “Benítez, Nydia Mabel, Sobol de Barrios, Aidee María y Barrios de Defrancesco, Irma c/ Instituto de Previsión Social y/o Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos”.


    Pellegrini, José E. y otros c/ Instituto de Previsión Social y otro


    P. 883, XXXIX, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas S.241, L.XL, "Santípolo, Marcela Irma c/ ANSES s/ Laboral" y E.464. L.XXXIX "Elmore, Liliana Alicia c/ ANSES p/ Laboral".


    Albanesi, Silvia Adriana c/ ANSES s/ Laboral


    A. 1918, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impuestos. Convenios de cooperación. Convenios interjurisdiccionales. Coparticipación de impuestos. Inadmisibilidad del recurso. 


    Facultad judicial de encauzar el procedimiento en cabeza de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Toda vez que sea inequívoco el propósito de requerir el empleo de medios idóneos para obtener el reconocimiento del derecho que se invoca, cabe a la Corte Suprema de Justicia de la Nación la posibilidad de ejercer la facultad judicial de encauzar el procedimiento, como variante de su atribución genérica de declarar las normas aplicables al caso.


    Fondo Nacional de la Vivienda


    F. 639, XL, 23 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Plazo. Computo del plazo. Queja por recurso denegado. Denegatoria del recurso. 


    El plazo previsto por el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no se suspende ni interrumpe por la interposición de otros recursos declarados improcedentes, máxime cuando el rechazo de la aclaratoria no importa una modificación de la resolución impugnada.


    Dima, Juan Carlos c/ Comisión Nacional de Energía Atómica.


    D. 1694, XL, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    5-M Patagonia S.A. c/ Banco Central de la República Argentina y otro s/ Medida autosatisfactiva


    C. 2019, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Gallí, Hugo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Alleti, Guillermo Guido c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 s/ Amparo Ley 16.986


    A. 765, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX. "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Aranguren, Beatriz Estela y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 558, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Bañuelos y compañía S.A.A.C.I.F c/ Poder Ejecutivo Nacional Banco de la Nación Argentina Sucursal Huanguelen s/ Amparo


    B. 637, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX. "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Barreiro, Ricardo Guido c/ Banco de la Nación Argentina


    B. 4301, XXXVIII, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Gallí, Hugo Gabriel y otro c/ PEN Ley 25.561 Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Barros, Irma Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    B. 833, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Bruscantini de Rivadeneira, Ada Francisca y otros c/ Tersa, María Zulema y otro


    B. 445, XLI, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 861, L. XL, "Tebaldi, Héctor Agustín c/ P.E.N. Ley 25.561 - Decreto 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo".


    Campos de Mazza Dolores c/ Poder Ejecutivo Nacional -Ley 25.561- Decretos 1.570/01 214/01 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 377, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L XXXIX "C., Luis Santiago s/ Recurso de casación"


    C., Carlos Alberto y otros s/ Recurso de casación


    C. 114, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Excarcelación. Cámaras de casación. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 251, L. XL "M., Santiago s/ Robo en tentativa".


    C., Miguel Raúl Ramiro s/ Recurso de casación e inconstitucionalidad


    C. 16, XLI, 12 de enero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B.139, L. XXXIX. "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo" y respecto a la declaración de inconstitucionalidad del decreto 471/02 remisión al dictamen de la causa G. 21, L. XXXIX "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ PEN.- Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Colegio de Escribano de Entre Ríos y Caja Notarial de Acción Social de Entre Ríos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    C. 1832, XXXIX, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Q. 162, L. XXXVIII, "Quiroga, Edgardo Oscar s/ Causa N ° 4.302" y al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación".


    Cooperativa Obrera Portuaria de Estibajes Limitada de Trabajo de Bahía Blanca s/ Recurso de casación


    C. 637, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Copelzon, Eduardo Javier c/ Banco de la Nación Argentina, Estado Nacional y Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo medida cautelar


    C. 1131, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Correa, Edmundo José c/ Banboston NA


    C. 44, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Q. 162, L. XXXVIII, "Quiroga, Edgardo Oscar s/ Causa N° 4.302" y al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, "C., Luis Santiago s/ Recurso de casación".


    C., Alberto s/ Recurso de casación


    C. 1821, XL, 03 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Q. 162, L. XXXVIII, "Quiroga, Edgardo Oscar s/ Causa N° 4.302" y al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, "C., Luis Santiago s/ Recurso de casación"


    D., Ana Estela s/ Recurso de casación


    D. 1078, XL, 03 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 861, L. XL, "Tebaldi, Héctor Agustín c/ P.E.N. Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo".


    Della Ghelfa, Darío Ángel y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    D. 883, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa "Entidad Binacional Yacyreta c/ Eriday y otros" y su respectivo incidente de medida cautelar.


    Entidad Binacional Yacyreta (EBY) c/ Corrientes, Provincia de y otros s/ Acción declarativa


    E. 162, XLI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T.861, L. XL, "Tebaldi, Héctor Agustín c/ P.E.N. Ley 25.561 – Dto. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo".


    Etienot, Jorge Esteban c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    E. 277, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Q. 162, L. XXXVIII, "Quiroga, Edgardo Oscar s/ Causa N ° 4302" y al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, "C., Luis Santiago s/ Recurso de casación".


    Fiscal c/ P., Jorge s/ Recurso de inconstitucionalidad


    F. 862, XL, 03 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, "C., Luis Santiago s/ Recurso de casación".


    Fiscal General de la Cámara Federal de Bahía Blanca interpone recurso de casación


    F. 1429, XL, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Emergencia económica. Depósito a plazo fijo. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B.139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Formiga, Livia y otros c/ La Pampa, Provincia de y otros s/ Inconstitucionalidad


    F. 784, XXXVIII, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    González, Ángel Manuel c/ De La Colina, Lisandro Gustavo


    G. 2868, XL, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar”.


    Guiter, Juana Norma c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    G. 2028, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B.139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Iviglia, María Isabel y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 – Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    I. 378, XXXIX, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Kamil, Roberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - BCRA - BPBA - BG y Buenos Aires s/ Amparo- medida cautelar


    K. 39, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX. "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Lattanzio, Jorge c/ Banco de la Nación Argentina


    L. 346, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Q. 162, L. XXXVIII, "Quiroga, Edgardo Oscar s/ Causa N° 4.302", y al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, "C., Luis Santiago s/ Recurso de casación".


    L., Humberto Esteban s/ Recurso de casación


    L. 781, XL, 03 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 861, L. XL, "Tebaldi, Héctor Agustín c/ P.E.N. Ley 25.561 Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo".


    Obaid, María Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    O. 209, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resulta innecesario el pronunciamiento sobre la queja, ya que fueron tenidos en cuenta en el dictamen de la fecha, emitido en los autos principales.


    Obaid, María Beatriz y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros


    O. 178, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Obras Sociales. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 505, XL, “Obra Social Para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social Para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 721, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 505, XL, “Obra Social Para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social Para la Actividad Docente c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 724, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 505, XL, “Obra Social Para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social Para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 725, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, "C., Luis Santiago s/ Recurso de casación"


    P., José María s/ Recurso de casación


    P. 1814, XL, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 861, L. XL. “Tebaldi, Héctor Agustín c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decreto 1570/01, 214/02 s/ Amparo”.


    Pelusso de Massoni, María Esther c/ Asociación Mutual Supervisores Ferroviarios y otros s/ Acción de amparo y medida cautelar innovativa


    P. 234, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 861, L. XL, "Tebaldi, Héctor Agustín c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo".


    Politi, Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    P. 995, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, "Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación".


    R. N., Randolph Omar s/ Recurso de casación


    R. 1357, XL, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 1767; L. XXXVIII, "S., Julio Héctor y otros s/Privación ilegítima de la libertad, etc. -causa nº 17.768".


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad


    S. 2011, XXXIX, 24 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 2975, L. XXXIX, "C., Luis Santiago s/ Recurso de casación".


    S., Gerardo s/ Recurso de casación


    S. 222, XL, 21 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 861, L. XL, "Tebaldi, Héctor Agustín c/ P.E.N. Ley 25.561 Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo".


    Salas, Aldo Miguel y otros s/ Amparo


    S. 700, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 861, L. XL, "Tebaldi, Héctor Agustín c/ P.E.N. Ley 25.561 Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo".


    Sorondo, Laura Jimena c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional LEY 25.561 - Decretos 1.570/01 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    S. 1278, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ P.E.N.-Ley 25.561-Dtos. 1.570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Stello, Lucio Tomás c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    S. 1710, XXXIX, 26 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1767; L. XXXVIII, "S., Julio Héctor y otros s/ Privación ilegítima de la libertad, etc. -causa nº 17.768-".


    S., Claudio Gustavoy otro por privación ilegítima de la libertad personal - Incidente de apelación de G., Pascual Oscar y otros


    S. 596, XL, 24 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión a los autos principales.


    Vagnoni, Luis Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Banco Central de la República Argentina y Banco de Galicia y Buenos Aires S.A.


    V. 132, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - medida cautelar".


    Vagnoni, Luis Alberto c/ Poder Ejecutivo Nacional - Banco Central de la República Argentina y Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ Amparo - medida cautelar


    V. 172, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional-Ley 25.561-Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Valdés, Jorge Gabriel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1.570 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    V. 951, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L.XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Vecchio, Mario Juan c/ Estado Nacional s/ Amparo - acción de inconstitucionalidad y medida cautelar


    V. 54, XXXIX, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ P.E.N.-Ley 25.561-Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Yañez, María Nelly c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    Y. 53, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ P.E.N.-Ley 25.561-Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Yañez, Sandra Isabel c/ Estado Nacional, Banco Macro S.A. sucursal Salta s/ Amparo - medida cautelar


    Y. 54, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Schumiachkin, Ruth y otros c/ La Buenos Aires New York Life seguros de vida S.A.


    V. 1894, XL, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a lo dictaminado precedentemente en la causa.


    Vildex S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de concurso especial Artículo 209 L.C. por Rapoport Bernardo León y otros


    V. 285, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Obhols, Karina Mabel c/ La Caja A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 1805, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999; L. XXXIX, “Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ De la Vega Abel s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1699, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132; L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Ríos Valdez, Antonio Ydelin c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 174, XLI, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132; L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Rodríguez, Nélida Martina c/ Prevención A.R.T. s/ Ley 24.557


    COMP. 248, XLI, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa V. 967, L. XXXVIII, “Vizzoti, Carlos A. c/ Amsa S.A. s/ Despido”.


    Pelatelli, Osvaldo José c/ Laboratorios Temis Lostalo S.A. s/ Despido


    P. 2048, XL, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 861, L. XL, “Tebaldi, Héctor Agustín c/ Poder Ejecutivo Nacional, Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 s / Amparo”.


    Feijao, Elsa María del Carmen c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decretos 1.570/01 214/01


    F. 984, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 1767, L. XXXVIII, “S., Julio Héctor y otros s/Privación ilegítima de la libertad, etc. -causa n° 17.768-”.


    S., Claudio Gustavo y otros s/ Privación ilegal de la libertad


    S. 2036, XXXIX, 24 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 861, L. XL, “Tebaldi, Héctor Agustín c/ Poder Ejecutivo Nacional, Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 s / Amparo”.


    Fralasco, Marcelo y otra c/ San Cristóbal Casa Mutual y otros s/ Amparo


    F. 921, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, “Galli, Hugo Gabriel y otro c/ Poder Ejecutivo nacional – Ley 25.561-Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo ley 25.561”.


    Stello, Julio Ignacio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    S. 2092, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 37, L. XL, “Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N.) s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Berta, Osvaldo César c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 1522, XXXIX, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Alpreco S.R.L. s/ Quiebra


    A. 598, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Álvarez Gómez, Arturo Jorge s/ Quiebra


    A. 684, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Anelli, Jorge Horacio c/ Sociedad General de Autores de la Argentina Argentores de Protección Recíproca s/ Despido


    A. 2004, XXXIX, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Angélico, Martín Andrés c/ Harmitton Céspedes, Carina Susana


    A. 778, XLI, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Angeloni, Isolina N. y otros s/ Sucesión Ab-Intestato


    A. 616, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Antonio Barillari S.A. c/ Banco Nacional de Desarrollo (en liquidación) s/ Sumario


    A. 1757, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Antonio L. Gibaut S.A. s/ Quiebra


    A. 733, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Persico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro".


    Anzuola, Adriana Beatriz c/ Montes, Rodolfo Claudio


    A. 90, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Arias Ortiz Prima y otros c/ Almagro Construcciones S.A.


    A. 1227, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Arnaude, Julio E., Pérez de Arnaude Liliana y Mapfre Aconcagua Cia de Seguros S.A. s/ Homologación de convenio


    A. 348, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Arreseygor, María Emilla c/ Shooting Baires y otro s/ Ordinario (Incidente de depósito en el Banco Ciudad de Buenos Aires)


    A. 2365, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    El recurso extraordinario no procede, si el recurrente que impugna la constitucionalidad de una ley, no acreditó un perjuicio concreto sufrido con la aplicación de la misma, de manera que sus agravios son meramente conjeturales. Un pronunciamiento de la Corte en esas condiciones resolvería un caso hipotético y no una efectiva colisión de derechos. El Tribunal ha dicho, asimismo, que resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte, si no se justifica el gravamen derivado de la aplicación de las normas cuya constitucionalidad se pone en tela de juicio.


    Arroyo de Garbino, Alcira y otros c/ Mollo, José Ignacio y otro


    A. 2462, XL, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas G. 2181, L. XXXIX "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561"; y B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Assisa, Eduardo Marcelo c/ Misiones, Provincia de s/ Acción de amparo


    A. 551, XXXVIII, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Astilleros Puerto Deseado S.A. s/ Quiebra s/ Cuadernillo de recurso extraordinario


    A. 595, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Aversano de Hoffay, Carlina Esther c/ Carrega, Pedro s/ Ejecución hipotecaria


    A. 649, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Axelrad, Jorge Alberto c/ Annibaldi, Ricardo Américo s/ Ejecución hipotecaria


    A. 299, XLI, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Azicri, Santiago s/ Quiebra s/ Incidente de piezas por separado


    A. 648, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Badía, Luis c/ Godoy, María de las Mercedes s/ Ejecución hipotecaria


    B. 1237, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo". Asimismo, remisión al fallo de la causa C. 124, L. XL, "Cabrera, Gerónimo Rafael y otro c/ P.E.N. - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561".


    Baicordi, Guillermo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 - Decreto 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    B. 591, XL, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Balanzat, María Helena y otra c/ Contreiras, Juan José y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 954, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 124, XL, "Cabrera, Gerónimo Rafael y otro c/ P.E.N. - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin expresa reserva, determina la improcedencia de su impugnación ulterior con base constitucional y, sobre tales bases, las garantías atinentes a la propiedad privada pueden ser renunciadas por los particulares expresa o tácitamente. Ello sucede cuando el interesado realiza actos que, según sus propias manifestaciones o el significado que se atribuya a su conducta, importan acatamiento de las disposiciones susceptibles de agraviar a dichas garantías, o suponen el reconocimiento de la validez de la ley que se pretende impugnar. Y, en tal orden de ideas, la Corte concluyó en que no puede peticionar y obtener el ejercicio del control judicial de la constitucionalidad de las leyes el particular que antes de la iniciación del juicio renunció al derecho que alega.


    Balian, Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    B. 720, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Ballesteros, Carlos Pedro y otros c/ López, Fernando Nelson


    B. 617, XLI, 01 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Balleto, Romina Valeria y otra s/ Homologación de acuerdo transaccional


    B. 492, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Banco del Buen Ayre S.A. c/ Peralta Ramos, Fernán s/ Ejecutivo


    B. 1302, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Banco Francés S.A. c/ Junima S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    B. 1507, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Banco Mayo Cooperativa Limitado en liquidación judicial c/ Garbarini, Luis Andrés s/ Ejecutivo


    B. 2450, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Banco Oddone S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de fondos depositados en el Banco Ciudad


    B. 2489, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Banco Mayo en liquidación s/ Quiebra s/ Incidente


    B. 382, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Buffoli de Bluske, Margarita s/ Ejecutivo


    B. 383, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Banco Juncal Coop. Ltda. s/ Quiebra


    B. 766, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Innecesariedad de pronunciarse debido a que los agravios que se pretenden someter a consideración ya fueron tenidos en cuenta en el dictamen emitido en los autos principales.


    Baricordi, Guillermo y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional


    B. 363, XL, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Bayer S.A. c/ Macis S.R.L. y otro s/ Medida precautoria


    B. 2083, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Bedor S.A. s/ quiebra (incidente de conservación de depósitos)


    B. 1673, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Bellmann, Gerardo Diego c/ Asociación Médica Lomas de Zamora


    B. 34, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Bellocchio, Hugo y otros s/ Incidente de control de depósitos


    B. 1508, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Bendersky, Mario c/ Alford S.A. s/ Sumario


    B. 2257, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Benítez, Carlos c/ Gabriel y Compañía S.R.L.


    B. 789, XXXIX, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Benvenuto y Cía. S.A. Mandataria e Inversora s/ Quiebra


    B. 249, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Bermatov S.A. s/ Quiebra


    B. 189, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1891, L. XXXVIII, "Dubois, Juan y otra c/ P.E.N. s/ Amparo".


    Bertolotti, Laura c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    B. 3685, XXXVIII, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Bienaten S.R.L. c/ Aberg Cobo, Martín Antonio s/ Sumario s/ Incidente de actuaciones separadas


    B. 1301, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Bloj, Samuel s/ Quiebra


    B. 1267, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 365, L. XL, "Banco Regional de Cuyo c/ Barros, Alfredo".


    B.N.A. s/ Inhibitoria en AS. N° 5.529, "Banco de Mendoza S.A. p/ Cese de actividades"


    B. 2320, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Bodegas y Viñedos Recoaro S.A.


    B. 1671, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Bodegas San Jeronimo S.A.


    B. 397, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Brukman hnos. S.A. s/ Quiebra


    B. 765, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Buenos Aires Al Pacífico c/ Chirino, Luis s/ Ejecución s/ Incidente recurso extraordinario


    B. 1090, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Busto Moreira, Manuel y otros c/ Barberio, Francisco Osvaldo


    B. 2637, XL, 01 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Buxton S.A. s/ Quiebra


    B. 1890, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    C.A.C.I.C. S.A. s/ Quiebra s/ Incidente concurso especial promovido por Banco de la Nación Argentina


    C. 1190, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Caglia, Hugo Omar s/ Sucesión ab-intestato


    C. 1417, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Calderas Salcor Caren S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de pieza separada


    C. 1964, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Calderas y Tanques La Marina S.C.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    C. 2660, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Calla, Domingo s/ Quiebra


    C. 1121, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Calvete, Ricardo Daniel s/ Quiebra


    C. 1609, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ P.E.N. -ley 25.561- dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561".


    Canepa, Oscar c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    C. 2720, XXXIX, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Caravaggio, Juan c/ Austral Líneas Aéreas s/ Lesión y/o muerte de pasajero


    C. 2750, XXXIX, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Carnini, Roberto Néstor y otro c/ Hansen, Jorge Vicente y otro s/ Ejecución hipotecaria


    C. 1916, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Carro, Pedro E. c/ Aduriz, Ramiro Eduardo y otro s/ Ejecutivo


    C. 542, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Casa América S.A. s/ Quiebra


    C. 2179, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Casanova, M. Cristina c/ Mindel, Rubén S. y otro s/ Ejecución de créditos laborales


    C. 2202, XXXIX, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 119, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Casarino, Graciela Guillermina c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    C. 922, XL, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Cassisi, Rafael Omar c/ Fotocopias Robert y Compañía S.A. s/ Sumario


    C. 476, XXXIX, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Cassullo, Silvia Edith c/ Znak de Pinio, María


    C. 2135, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Castel S.A. s/ Quiebra


    C. 1356, XLI, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Castro, Eduardo c/ Caballero, Vicente Julián


    C. 2323, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Cataldi, Ofelia Beatriz c/ Escofet, Roberto Oscar


    C. 1833, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Catena, Roberto Antonio y otros c/ García, Omar José


    C. 3650, XL, 01 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Caterpillar Financial Services Corporation c/ Sucesores de Norberto Fernández s/ Ejecución prendaria


    C. 2977, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Catilan s/ Quiebra s/ Incidente de movimiento de fondos


    C. 2181, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Cavifre S.A. s/ Quiebra


    C. 1674, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Celada, Máximo s/ Autorización


    C. 1530, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    No es necesario en un pronunciamiento en esta queja, toda vez que los agravios que se pretenden someter a consideración de la Corte Suprema ya fueron tenidos en cuenta en el dictamen emitido en los autos principales.


    Celasco Aranda, Eduardo Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional


    C. 1497, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 124, XL, "Cabrera, Gerónimo Rafael y otro c/ P.E.N. - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin expresa reserva, determina la improcedencia de su impugnación ulterior con base constitucional y, sobre tales bases, las garantías atinentes a la propiedad privada pueden ser renunciadas por los particulares expresa o tácitamente. Ello sucede cuando el interesado realiza actos que, según sus propias manifestaciones o el significado que se atribuya a su conducta, importan acatamiento de las disposiciones susceptibles de agraviar a dichas garantías, o suponen el reconocimiento de la validez de la ley que se pretende impugnar. Y, en tal orden de ideas, la Corte concluyó en que no puede peticionar y obtener el ejercicio del control judicial de la constitucionalidad de las leyes el particular que antes de la iniciación del juicio renunció al derecho que alega.


    Celasco Aranda, Eduardo Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decreto 1570/01, Decreto 214 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 2404, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas G. 2181, L. XXXIX "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561"; y B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Chiodi, Carlos Aníbal y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    C. 755, XXXVIII, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Chiyah Hakim, Blanca Faride s/ Quiebra s/ Incidente de pago distributivo


    C. 2856, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Compañía General de Papeles y Cartones S.A. s/ Quiebra


    C. 1440, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Compañía Industrializadora Argentina de Carnes S.A. c/ Cuero ART SCPA s/ Ejecutivo


    C. 1595, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Compañía Swift de La Plata SAF s/ Incidente de administración de fondos


    C. 2439, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Cingolani, Roberto Eduardo y otros c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A.


    C. 1207, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Montiel, Ramona y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    M. 1744, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa G. 1330, L. XXXIX , "Garcia, Luis Ernesto s/ Recurso de Casación".


    C., César Adrián s/ Robo con armas - Causa N° 1.626-


    C. 2234, XXXIX, 11 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1607, L. XL, "D. S.A. (City Bell) s/ Infracción Ley 22.802".


    D. S.A. (La Plata Diag. 7x Nº 9xx) s/ Infracción Ley 22.802


    D. 1606, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Sentencia. Superior tribunal de la causa. 


    El recurso extraordinario que se dirige contra el pronunciamiento del Juez en lo Correccional, obviándose interponer el recurso pertinente ante la Cámara Nacional de Casación Penal, no cumple con los requisitos necesarios para ser admitido, pues no ha sido articulado contra la sentencia del tribunal superior de la causa.


    M. P., Oscar Aníbal s/ Infracción Artículo 274 del Código Penal


    F. 327, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 222, L. XL, "S., Gerardo s/ Recurso de casación".


    G., Liliana Mirta s/ Recurso de casación


    G. 457, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 222, L. XL, "S., Gerardo s/ Recurso de casación".


    G., Stella Elba y otros y otros s/ Causa nº 5.520


    G. 1256, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1375, L. XXXIX, "M., Silvestre por inf. ley 23.737".


    L., José Darío s/ Infracción ley 23.737


    L. 1, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa U. 21, L. XL, "Unidad x del Servicio Penitenciario Federal y otros s/ Recurso de casación".


    M., Alfonso s/ Recurso de casación


    M. 2651, XXXIX, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 117, L. XXXVII, "P., Ricardo Jesús o G., Miguel Angel s/ Estafa".


    M., Gabriel Félix s/ Presunto supuesto autor robo


    M. 374, XL, 10 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falta de fundamentación autónoma. Acción de inconstitucionalidad. 


    El remedio federal carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, pues en él se reiteran dogmáticamente asertos ya vertidos en las instancias anteriores, sin que el apelante haya rebatido todos y cada uno de los fundamentos dados por el a quo en la sentencia apelada. Además, la declaración de inconstitucionalidad de una ley es un acto de suma gravedad institucional e impone a quien la pretende, demostrar de qué manera la ley que se cuestiona contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, y probar además que ello ocurre en el caso concreto.


    M., Roque Luis s/ Causa nº 4.849


    M. 1948, XXXIX, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1375, L. XXXIX, "M., Silvestre s/ inf. ley 23.737".


    N., Carlos Bernardino y otro s/ Infracción ley 23.737


    N. 1, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    En los casos en que se encuentra pendiente un recurso contra la resolución que declaró la prescricpión de la acción penal respecto de los hechos investigados en la causa, correponde suspender el trámite del incidente a la espera de que se resuelva en forma definitiva la prescripción del proceso o, en su caso, hasta tanto dicha cuestión sea puesta a consideración de la Corte Suprema.


    A. Adur s/ Falsedad ideológica


    A. 1307, XL, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Fundamentación de sentencias. 


    El análisis de temas de hecho, prueba y derecho común constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y es ajena, por ende, a la instancia extraordinaria. Es posible hacer excepción a aquella regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ella se procura asegurar las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Para tener por satisfecho el requisito de debida fundamentación no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso rebatir mediante una crítica concreta y razonada todos y cada uno de los fundamentos expuestos en ella.


    A., Enrique y otra s/ Causa nº 4309


    A. 2300, XL, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 24, L. XLI, "Camacho, Willy s/ Infr. Ley 22.362".


    B., Raúl Lauro s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 1196, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 308:1372.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires y otro s/ Incumplimiento de autoridad y violación de los deberes de funcionario público


    COMP. 1003, XLI, 30 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 406, L. XLI, "R., Rodolfo Alberto, s/ Defraudación por desbaratamiento".


    C. de A., Marta Rosa s/ Defraudación por documento


    COMP. 1647, XL, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de casación. Presentación extemporánea. Defensa en juicio. Superior Tribunal de la Causa. 


    La Corte tiene establecido que en los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de justicia local. Las provincias son libres de crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas y, menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional.


    C., Emilio Eduardo s/ Recurso de casación


    C. 2750, XL, 18 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defensa en juicio. Exceso ritual manifiesto. Doble instancia. Recurso in forma pauperis. 


    Al desestimar el recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto por la defensa del imputado, el superior tribunal provincial actuó con excesivo rigor formal, soslayando el control del fallo que declaraba inadmisible el recurso de casación por haber sido presentado fuera de término, esto es, por cuestiones de procedimiento. Es que si la voluntad recursiva del imputado fue manifestada en término, pero sin asistencia letrada, podemos concluir que el a quo no estudió el caso a la luz de la doctrina de la Corte sobre los recurso presentados in forma pauperis y la obligación de los órganos judiciales de proveer a la defensa efectiva subsanando los inconvenientes y acompañando esa voluntad con los medios técnicos apropiados. Los reclamos de quienes se encuentran privados de su libertad, por razones de equidad y justicia, deben ser considerados como una manifestación de voluntad de interponer los recursos de ley, por lo que no deben extremarse los reparos formales. 


    C., Gustavo s/ Recurso de Casación


    C. 1787, XL, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451 L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al art. 189 bis del Código Penal".


    C., José Antonio s/ Infracción Artículo 189 bis de lCódigo Penal


    COMP. 1118, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 739, L. XLI, "H., Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de libertad".


    C., Leonardo s/ Extorsión


    COMP. 1407, XLI, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 361, L. XXXIX, "Unsain, Cristian Darío s/ Infracción Artículo 302 del C.P."


    D., Fernando s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1191, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado. Prisión perpetua. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Si bien la Corte tiene establecido que las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, también ha reconocido la excepción a ese principio cuando se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio.


    D., Juan Carlos y otro s/ Robo agravado etc. -Causa nº 982-


    D. 864, XXXIX, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 251, L. XL, "E., José Humberto s/ Recurso de casación".


    Los reclamos de quienes se encuentran privados de su libertad, más allá de los reparos formales que pudieran merecer, deben ser considerados como una manifestación de voluntad de interponer los recursos de ley.


    F., Cristian Alberto s/ Robo calificado por el uso de arma impropia - Causa nº 2745


    F. 208, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 579, L. XL, "Frutos. Carina s/ Infr. Ley 11.723".


    G., Cristian Javier s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1166, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 461, L. XL, "Bellone. Juana Amalia s/ Víctima de delito de acción pública".


    G., Fredy Migual s/ Supuesta privación ilegítima de la libertad


    COMP. 1356, XLI, 23 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 966, L. XLI, "C., Augusto Enrique s/ Infr. Ley 11.723".


    G., Juan Francisco s/ Infracción Leyes 22.915 y 22.362


    COMP. 1376, XLI, 15 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 804, L. XXIV, "Salvatori, Pedro Alejandro s/ Denuncia".


    H. A. de P. S.A. s/ Denuncia infracción Artículo 172 Código Penal


    COMP. 1307, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Si el documento cuya autenticidad se cuestiona no ha sido agregado, corresponde devolver las actuaciones a efectos de que, si la Corte lo considera pertinente, disponga lo necesario para suplir tal deficiencia, en atención a que ese elemento resulta indispensable para emitir opinión sobre la competencia.


    I., D. s/ Incidente de redargución de falsedad en autos: O. U., Gabriel. y otro s/ Infracción Ley 23.737


    I. 284, XLI, 15 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 483, L. XL, "M., Fabián Alejandro y otros s/ Causas N° 741/938/969/1080/1285/1318".


    M., Fabián Alejandro y otros s/ Causas N° 741/938/969/1.080/1.180/1.258/1.318


    M. 484, XL, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 316:479.


    M., Ramón Andrés s/ Recurso de Casación -Causa N° 104-


    M. 632, XL, 28 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al art. 189 bis del Código Penal",


    N. O., Juan Miguel y R., Juan Gabriel s/ Portación de arma de uso civil condicionado


    COMP. 1415, XL, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cabe suspender todo pronunciamiento a resultas de lo que la Corte resuelva en la causa O. 51, L. XXXIX.


    O., Marcelo Andrés s/ Causa N° 35/03


    O. 300, XLI, 28 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    La sentencia definitiva es aquélla que pone fin al pleito, impide su continuación, o se pronuncia de manera completa sobre el fondo del asunto, y que corresponde equiparar a tal, aunque no se encuentre comprendida de manera estricta en esa denominación, la resolución que cause un daño en el derecho federal invocado, de imposible o tardía reparación ulterior. El recurso extraordinario es inadmisible respecto de sentencias cuya consideración impondría a la Corte la resolución de la causa por partes y no de manera final.


    S., Jorge Armando s/ Homicidio agravado - Causa N° 2.039/2.381


    S. 2057, XXXIX, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas R. 638, L. XL, “Reynoso, Nilda Noemí c/ I.N.S.S.J.P. s/ Amparo” y P. 1130, L. XL, “Párraga, Alfredo c/ I.N.S.S.J. y P. (ex PAMI) s/ Amparo”.


    Campos, Maria Higinia c/ I.N.S.S.J Y P s/ Amparo


    C. 1994, XL, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 797, L. XL, "Álvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Aimar, Roberto Ángel Antonio c/ Estado Nacional Argentino y AFIP


    A. 537, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 797, L. XL, "Álvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Barel, Jorge Pedro c/ AFIP -DGI


    B. 1462, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 797, L. XL, "Álvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Civalero, Oscar c/ Estado Nacional Argentino y Administración Federal de Ingresos Públicos


    C. 1224, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 797, L. XL, "Alvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Codimat S.A. c/ Estado Nacional y otros


    C. 1339, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita remisión de la causa "Empresa San Vicente S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI s/ Impugnación de deuda".


    Empresa San Vicente S.A. de transporte c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    E. 133, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 797, L. XL, "Álvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Fornasari, Alfredo c/ Estado Nacional Argentino y AFIP


    F. 425, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa N. 229, L. XXXVIII, “Núñez, Alfredo c/ AFIP”.


    Codina, Jorge Alberto c/ AFIP - DGI s/ Impugnación de deuda


    C. 181, XXXIX, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 797, L. XL, "Álvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos".


    López, Ana Argentina c/ Estado Nacional Argentino y AFIP


    L. 557, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 797, L. XL, "Álvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Rivero, Sara Virginia y otros c/ AFIP-DGI


    R. 1412, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 797, L. XL, "Álvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Rivetti, Ángel Remo c/ Estado Nacional y AFIP


    R. 567, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 797, L. XL, "Álvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Untermann, Omar César c/ Estado Nacional Argentino AFIP


    U. 44, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 797, L. XL, "Alvarez, Gustavo Raúl c/ Estado Nacional Argentino - Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Untermann, Miguel Ángel César c/ Estado Nacional Argentino y AFIP


    U. 28, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Cintoplom S.A. s/ Quiebra


    C. 1965, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Cios, José c/ Hernández, Claudio s/ Ejecutivo


    C. 3197, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Clínica Marini S.A. s/ Quiebra c/ Sircovich, Samuel y otros s/ Ejecución hipotecaria s/ Incidente transitorio


    C. 2857, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Coira, Florencio Eduardo c/ Schotlender, Sergio


    C. 2408, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Comafi Fiduciario Financiero S.A. c/ lnstituto Saint Exupery S.R.L. s/ Ejecutivo


    C. 1122, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Coman, Estela Gladys c/ Olivera, Juan Ariel y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 211, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Compañía Río Cereal de Exportación e Importación S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    C. 1669, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Compañía General Fabril Financiera S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de movimientos de fondos - Rendición de cuentas


    C. 1808, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 26, L. XL, “Fundación Sales c/ Estado Nacional -Secretaría de Comunicaciones- resol/4908/99 s/ Queja”.


    Fundación Sales c/ Estado Nacional - Secretaría de Comunicaciones


    F. 1547, XXXIX, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa N. 393, L. XXXVIII, “Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”.


    García Basalo, Carlos Alejo c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia – Decreto 894/01 s/ Amparo Ley 16.986


    G. 932, XL, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Honorarios. Régimen de consolidación de deudas. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 132, L. XXXVII, "Hulytego S.A. c/ Fisco Nacional Dirección General Impositiva".


    Hewlett Packard Argentina S.A. c/ Dirección General Impositiva


    H. 351, XXXIX, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Conejo, Pilar c/ Golbert, Pablo J. y otro s/ Ejecución hipotecaria


    C. 1971, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1244, L. XL, "Revuelto, María A. c/ lnstituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal".


    Borraz, Salvador y otros c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    B. 1724, XL, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 702, L. XL "Velázquez, María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa”.


    Cabanay, Martín Alejandro c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    C. 2685, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa T. 160, L. XXXIX, "Telefónica Argentina S.A. s/ Deduce inhibitoria".


    Telefónica de Argentina S.A. deduce inhibitoria - Dirección defensa al consumidor San Juan


    T. 179, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1888, L. XL, "Rodríguez, Julio César c/ Transporte Automotor Plaza S.A.C.I.”.


    A., Victoriano c/ D. P., Daniel Cayetano


    A. 2291, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 1067, L. XL, "Turturo, Gustavo Roque c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561. Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986", y "Clos, Beatriz G. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo".


    Aguirre de Nardecchia, María del Pilar c/ Poder Ejecutivo


    COMP. 969, XLI, 23 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 703, L. XXXVI, "B.C.R.A. c/ Corragio S.A. s/ Ejecución hipotecaria”; Comp. 582, L. XXXVIII, “Obra Social del Personal de Empresas de Limpieza y Maestranza de Mendoza c/ Microemprendimientos S.A. s/ Ejecución Ley 23.606”; y Comp. 1966, L. XXXIX, "Álvarez, Rubén Norberto y otros s/ Sindicación accionaria clase C del P.P.P. de Telecom s/ Ejecución de convenio”.


    ABN AMRO Bank N.Y. c/ Villafañe, Marta Leonor s/ Cobro Ejecutivo


    COMP. 1350, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas A. 436, L. XXXV, “Ahumada, Mariano Moisés y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, y B. 408, L. XXXV, “Bandic, Alejandro Hernán c/ I.A.F. s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Alonso, Ricardo José c/ Ministerio de Defensa


    A. 2128, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1958, L. XXXIX, "Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Nogaró San Juan S.A.".


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Nogaro San Juan S.A. s/ Ejecución Fiscal


    A. 1959, XXXIX, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    A.M.C.I.P.A. s/ Acuerdo preventivo extrajudicial


    COMP. 1420, XXXIX, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Andrade, Oscar c/ Q.B.E. Aseguradora Riesgos del Trabajo s/ Materia a categorizar


    COMP. 1240, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 645, L. XXXVII, "Chena, Patricia Susana y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo".


    Agüero, María Magdalena y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    A. 1646, XLI, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2307, L. XL, “Bodeman, Felix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro”.


    Aragón, Andrés Eulogio c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguros s/ Cobro de seguro


    A. 1065, XXXIX, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 1475, L. XL, "Lescano, Silvio Alcides y otros c/ Formosa, Provincia de y otros s/ Ordinario".


    Alcaraz, Miguel Ángel Ramón y otros c/ Formosa, Provincia de y Estado Nacional s/ Ordinario


    A. 2570, XL, 19 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 682, L. XL, "Fiordelli, Luis Horacio y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Medida autosatisfactiva".


    Avila, Gustavo Gabriel s/ Solicitud Medida Autosatisfactiva


    A. 1157, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, “Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente”.


    Baer Ceverino, Oscar c/ S.O.M.I.S.A. s/ Enfermedad-Accidente


    COMP. 512, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Bonos de consolidación de la deuda provincial. Programa de unificación monetaria. 


    Se solicita medida para mejor dictaminar.


    Banco Cetelem Argentina S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1025, XXXVII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 324:2493 ("Resk Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento").


    Asociación Bancaria c/ Instituto de servicios sociales bancarios s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 1235, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 682, L. XL, "Fiordelli, Luis Horacio y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Medida autosatisfactiva".


    Bárbara, Calos María c/ Estado Nacional y otro


    B. 1248, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 682, L. XL, "Fiordelli, Luis Horacio y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Medida autosatisfactiva".


    Barcos, María Mercedes c/ Estado Nacional y otro


    B. 1249, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Barreiro, Rosa Elena c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 (RIO) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1228, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 355, L. XXXVII, "González Torres, M. E. c/ Deluca, J. A. y/o Servicios Viales S.A. s/ Indemnización de daños y perjuicios y daño moral".


    Basualdo, Argentino René c/ Empresa Virgen Itatí C.O.V.S.A. (V.I.C.O.V. S.A.) y/o quien resulte propietario y/o responsable s/ Daños y perjuicios


    B. 1021, XL, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daños y perjuicios. Sentencia no firme. Defensa en juicio. Resoluciones equiparables a definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Cabe recordar que las normas de procedimiento y sus reglamentaciones no se limitan a una mera técnica de organización de procesos, sino que tienen por finalidad, regular el ejercicio de derechos y lograr la concreción del valor justicia, en cada caso, en salvaguarda del derecho de defensa en juicio. La citada garantía constitucional requiere que se confiera al litigante la oportunidad de ser oído, considerado y de ejercer sus derechos en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes procesales aplicables al caso. En dicho marco, cabe destacar, que el fallo recurrido sin sustento fáctico normativo que fundamente su decisorio, cambió en la instancia extraordinaria local el régimen legal adjetivo que venía aplicándose en el proceso, vulnerando al hacerlo principios fundamentales de la organización de justicia, a la que se habían sometido voluntariamente los litigantes, con lo cual vulneró la garantía de defensa en juicio y privó al apelante del debido proceso.


    Báez, Manuel c/ Asea Brown Boveri S.A. y otro Q.R.R. s/ Ordinario


    B. 1616, XL, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson, Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    Basso, Mario Eduardo c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    B. 1763, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Beninca, José A. s/ Recurso de apelación Artículo 46, Ley 24.557


    COMP. 1326, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Reajuste jubilatorio. Cuestión de derecho público local. Denegatoria del recurso. 


    Los recursos interpuestos son inadmisibles dado que remiten a la interpretación de cuestiones de derecho local que atañen a una controversia salarial entre órganos de un gobierno provincial, originada en la compatibilidad de una ley local con una acordada del Poder Judicial de la provincia del Chaco, lo que resulta ajeno a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Sobre esa base y dado que no corresponde revisar en la instancia extraordinaria la exégesis efectuada por el superior tribunal en el marco de sus facultades exclusivas, en tanto el remedio federal no tiene por objeto sustituir a los magistrados del proceso en la decisión de cuestiones que le son privativas ni abrir una tercera instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la competencia excepcional de la Corte, máxime cuando el fallo cuenta con argumentos suficientes que, aunque resultan opinables, impiden su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Benítez, Francisca A. c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos de la Provincia del Chaco s/ Demanda contencioso administrativa


    B. 681, XL, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 755, L. XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo".


    Blanc, María Teresa c/ Misiones, Provincia de y otros (Tucumán y Estado Nacional) s/ Acción de amparo


    B. 1648, XLI, 01 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2307, L. XL, "Bodeman, Felix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro".


    Bianchi, Arnulfo c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro


    B. 1443, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ley provincial. Honorarios. 


    Ley local 5.238. Honorarios comprendidos.


    En lo que atañe a la aplicación de la ley local 5238, remisión al dictamen de la causa D. 982, L. XXXIX, "Duce de Conde, Rosa Estela c/ Estado Provincial"; en cuanto a los honorarios que quedarían comprendidos en la ley 5320, remisión al dictamen de la causa B. 19, L. XL, "Bazán, Javier Omar c/ Instituto de Seguros de Jujuy-Estado Provincial (recurso de queja)".


    Boffano, Humberto Gustavo c/ Banco de la Provincia de Jujuy Ente Residual


    B. 1132, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Bonadeo, Alejandro c/ Banco Galicia s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1420, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1580, L. XXXIX, “Caja Complementaria para la Actividad Docente c/ Instituto para la Función Integral del Lenguaje S.R.L. s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsón para la Actividad Docente c/ Confederación Nacional de Beneficencia s/ Ejecución fiscal


    COMP. 917, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3205, L. XL, "Clemente Darwin Benito y otros c/ Jujuy, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de pesos”.


    Campos, Pedro c/ Jujuy, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de sumas de dinero


    C. 2805, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1447, L. XXXVI, "Carrefour Argentina S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Repetición de impuestos".


    Bora S.C.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 880, XXXVI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Cassella, Norma Susana y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 1570/01, 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 1146, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson, Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    Boschero, Luis Alberto c/ Instituto Provincial de previsión social


    B. 1761, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 1041, L. XXXVIII, "Tarditti, Marta Elena c/ ANSES s/ Pensiones”.


    Cañedo Donato c/ ANSES s/ Pensiones


    C. 607, XXXVII, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 982, L. XXXIX, "Duce de Conde, Rosa Estela c/ Estado Provincial (recurso de queja)".


    Comas, Graciela y Sucesión de Roberto Rubén Domínguez c/ Estado Provincial


    C. 2024, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente”.


    Atendiendo a que, si bien el letrado del actor, optó por recibir bonos en dólares estadounidenses, en el marco de lo dispuesto por el Decreto 1873/02 -y concordantes-, y al haberse desistido de los planteos constitucionales formulados en torno a la cuestión, que motivaran el apartamiento originario del tribunal local; en principio, no se advierte cuestión a ser dirimida en relación con la Ley 25.561 -y las normas dictadas en su consecuencia-, como fue puntualizado en el dictamen al que cabe remitirse. No obsta a lo anterior, lo manifestado por la accionada, en orden a la supuesta disconformidad de la cesionaria de derechos sobre honorarios -quién optó también por recibir bonos en dólares estadounidenses- con la liquidación administrativa practicada, desde que ello no dista de una expresión unilateral no traducida procesalmente aún en cuestionamiento alguno por la interesada.


    Lanieri, Marta Alicia y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente


    COMP. 531, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Nogaledo, Héctor José s/ Asociart A.R.T. s/ Apelación


    COMP. 1220, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Alfonso, Norma Beatriz y otro c/ Berkley International s/ Apelación


    COMP. 1231, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Conde, Roberto c/ La Segunda A.R.T. y otro s/ Materia a categorizar


    COMP. 1239, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    Carranza, Omar Alberto c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    C. 2449, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 2001, L. XXXIX, “M. Carcarañá c/ Thoss, Germán Hugo s/ Ejecución fiscal”, y Comp. 1158, L. XXXIX, “Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina Sociedad Anónima”.


    Comuna de Hughes c/ Cretacotta, Adriana L. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1048, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    Carrero, Federico Carlos c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    C. 2450, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI; "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente”.


    Resulta oportuno precisar que, si bien surge de la nota de la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos (actual "Ministerio de Economía y Producción"), que la acreditación del monto de la condena fue en bonos en dólares estadounidenses, en el marco de lo dispuesto por el Decreto 1873/02 y concordantes -en el caso de no haber sido cobrada-, y al no constar que se haya formulado planteo alguno a este respecto, en principio, no se advierte cuestión a ser dirimida en relación con la Ley 25.561 -y las normas dictadas en su consecuencia-, como fue puntualizado en el dictamen al que cabe remitirse. Vale aclarar, también, en cuanto a la condena por astreintes, que en todos los casos los sucesores del actor optaron por bonos de consolidación en moneda nacional cuarta serie 2%.


    Casap, Gladys M. y otros c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 1049, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 151, L. XXXVII, “Abdurraman, Martín c/ Transporte Línea n° 104 S.A. s/ Accidente - Ley 9.688”.


    Coronel, Alicia María c/ Servicio Penitenciario Federal


    C. 3573, XXXVIII, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pronunciamiento innecesario.


    Ceca - Asociación Civil - c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación - Resol. 914/01


    C. 2044, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 11, L. XXXVII.


    De Atueno, Francisco José c/ Secretaría de Turismo de la Nación


    D. 5, XXXVII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1646, XLI, "Agüero, María Magdalena y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Acción de amparo”.


    Chalub, María Teresa y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Acción de Amparo


    C. 2984, XLI, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Di Leone, Domingo Roberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1300, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Cherbavaz, Horacio Pedro y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1297, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas A. 436, L. XXXV, “Ahumada, Mariano Moisés y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, y B. 408, L. XXXV, “Bandic, Alejandro Hernán c/ I.A.F. s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Díaz, Emilio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    D. 936, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, “Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente”.


    Domínguez, Carlos A. c/ S.O.M.I.S.A. s/ Enfermedad-Accidente


    COMP. 568, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas E. 111, L. XXXVII, “Edesal S.A. c/ Estado Nacional s/ Nulidad”; E. 137, L. XXXVII, “Edesal S.A. c/ Estado Nacional (citada como tercero Provincia de San Luis) s/ Impugnación de actos administrativos”, y E. 8, L. XXXVIII, “Edesal S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/ Impugnación de actos administrativos”.


    Edesal S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Nulidad de actos administrativos


    E. 429, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 324:3821.


    El Continente S.A. c/ Fisco Nacional (DGI) s/ Proceso de conocimiento


    E. 423, XXXIX, 10 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1646, XLI, "Agüero, María Magdalena y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Acción de amparo”.


    Córdoba, Teresa Aurora del Valle y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Acción de Amparo


    C. 2986, XLI, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 507, L. XXXVIII, "Embotelladora del Atlántico S.A. (EDASA) c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Embotelladoras del Atlántico S.A. (ADASA) c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 423, XXXVIII, 11 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Toda vez que en las presentes actuaciones se ha dictado sentencia que se encuentra firme, no procede la aplicación del fuero de atracción establecido en el artículo 21 de la ley 24.522. Por lo expuesto, la presente causa deberá ser devuelta al juzgado local, sin perjuicio de la suspensión de los procedimientos y de que el acreedor ocurra por la vía prevista en el art. 32 de la ley 24.522 a ejercitar sus derechos en el proceso concursal.


    Crédito Confianza S.A. c/ Gold Juice S.A. s/ Ejecutivo


    COMP. 1346, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 928, L. XL, "De La Rosa Edgardo Ariel c/ Autopistas Urbanas S.A. y otros".


    De La Rosa, Edgardo Ariel c/ Autopistas Urbanas S.A. y otros


    D. 1060, XL, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 393, L. XXXVIII "Saralegui, Francisco c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”.


    De Los Santos, Carlos Humberto c/ Estado Nacional - Decreto 894/01 s/ Amparo


    D. 1188, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 326, L. XXXIX, “Empresa Gral. Belgrano S.A. y Cooperativa Obrera de Trabajo y Transporte Automotor Limitada c/ Municipalidad de San Salvador de Jujuy y otros”.


    Empresa Gral. Belgrano S.A. y Cooperativa Obrera de Trabajo y Transporte Automotor limitada c/ Municipalidad de San Salvador de Jujuy y otros


    E. 327, XXXIX, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 999, L. XXXIX "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Ramayón, Ricardo Alberto s/ Cobro de pesos


    COMP. 1112, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa G. 445, L. XXXVIII, “García, Diego Francisco y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de amparo”.


    Ezcurra, Sixta Valentina y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo y sumarísimo


    E. 156, XXXIX, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 682, L. XL, "Fiordelli, Luis Horacio y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Medida autosatisfactiva”.


    Fenjul, Néstor Fabián c/ BBVA Banco Francés y otro


    F. 707, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Ferraris, Haydée c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 (Nación) s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 1295, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Echeverría, Ernesto C. s/ Apelación


    COMP. 1319, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Fiele, Norberto c/ La Segunda ART s/ Apelación


    COMP. 1222, XLI, 23 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Florido, Héctor Isidro c/ Provincia ART s/ Materia a categorizar


    COMP. 1298, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita se resuelva la situación procesal de la Provincia de Formosa, co-demandada en autos.


    Fort Payne S.A. c/ Salta, Provinica de y otro s/ Acción de amparo


    F. 373, XXXVIII, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    A fin de mejor dictaminar, se solicita remisión de expediente.


    Gabriele, Miguel s/ Sucesión


    COMP. 992, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 2, L. XXXIX, "Alarcón, Marisel y otros c/ Instituto Provincial de la Vivienda y Urbanismo s/ Acción Procesal Administrativa - Recurso Extraordinario".


    Gandolfo, Rafael Domingo José y otros c/ Provincia de Córdoba


    G. 2356, XXXVIII, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2307, L. XL, "Bodeman, Felix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro".


    Giménez, Raúl Saturnino c/ CNAS. s/ Cobro de seguro


    G. 1727, XXIX, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa "González, Celina y González, Hipólito y otro s/ Protección de persona"(Fallos 315:2963).


    F., Virgilio Santos Juan s/ Internación


    COMP. 1226, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2385, L. XXXIX, “Billotte, Eduardo c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Gonzales, Adela D. c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    G. 809, XL, 23 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas A. 436, L. XXXV, “Ahumada, Mariano Moisés y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, y B. 408, L. XXXV, “Bandic, Alejandro Hernán c/ I.A.F. s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    González, Luis Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    G. 2242, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble c/ Bank of Boston s/ Acción meramente declarativa”.


    González Veneroni, Leticia c/ Metropolitan Life Seguros de Vida S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1067, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, “Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente”.


    Gorbaran, Oscar Clandestino c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 1120, XLI, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 682, L. XL, "Fiordelli, Luis Horacio y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Medida autosatisfactiva".


    Gorer, Rubén Saúl y otra c/ Estado Nacional y otros


    G. 960, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 682, L. XL, "Fiordelli, Luis Horacio y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Medida autosatisfactiva".


    Gorer, Rubén Saúl y otra c/ Estado Nacional y otros


    G. 980, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente".


    Asimismo, resulta oportuno precisar que, si bien el actor optó por recibir en concepto de astreintes, bonos en dólares estadounidenses, en el marco de lo dispuesto por el Decreto 1873/02 –y concordantes-, y al no constar que haya formulado planteo alguno a este respecto, en principio, no se advierte cuestión a ser dirimida en relación con la Ley 25.561 -y las normas dictadas en su consecuencia-, como fue puntualizado en el dictamen al que cabe remitirse.


    Goro, Jorge Mauricio c/ SOMISA s/ Enfermedad-Accidente


    COMP. 514, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 682, L. XL, "Fiordelli, Luis Horacio y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Medida autosatisfactiva".


    Jelen, Héctor y otra c/ Banco de la Nación Argentina y otro


    J. 78, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas A. 436, L. XXXV, “Ahumada, Mariano Moisés y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, y B. 408, L. XXXV, “Bandic, Alejandro Hernán c/ I.A.F. s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Kern, Enrique F. y otros c/ Estado Nacional- Ministerio de Defensa


    K. 320, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al Fallo de la causa Comp. 182, L. XXXIX, “Wraage, Rolando Bernardo c/ Omint S.A. s/ Amparo”.


    K., J. c/ S. M. S.A. s/ Amparo


    COMP. 1066, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa R. 1244, L. XL, "Revuelto, María A. c/ lnstituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal".


    Villar, Eduardo y otros c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    V. 880, XL, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 315:2963 (“González, Hipólito s/ Protección de personas”).


    L., L. E. s/ lnsania y curatela


    COMP. 1103, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, “Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente”.


    López, Roberto J. c/ SOMISA s/ Dif. indemnización por despido


    COMP. 513, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Conforme surge de autos la fecha de presentación del concurso data del 28 de noviembre de 2001, y las obligaciones que se reclaman son de causa y título posterior a dicha fecha, razón por la cual no resulta de aplicación el art. 21 de la ley 24.522, conforme se sigue de lo dispuesto por el art. 32 de esa norma.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Ferrum S.A. de Cerámica y metalúrgica s/ Apremio


    COMP. 1317, XLI, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Foresta, Liliana C. c/ Consolidar A.R.T. s/ Apelación


    COMP. 1323, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Cooke, Jorge Felix s/ Cobro de pesos


    COMP. 1217, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Grigera Delfor, Norberto s/ Cobro de pesos


    COMP. 1224, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Pico estrada, Ignacio s/ Cobro de pesos


    COMP. 1225, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos”.


    Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Sanviti, Luis Tomás s/ Cobro de pesos


    COMP. 1229, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 682, L. XL, "Fiordelli, Luis Horacio y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Medida autosatisfactiva".


    Mac. S.A. c/ Estado Nacional y Banco del Tucumán S.A.


    M. 2259, XXXIX, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita medida previo a dictaminar.


    Furno, Zulema c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ley 25.561 – Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    F. 1546, XXXIX, 07 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 19, L. XL, "Bazán, Javier Omar c/ Instituto de Seguros de Jujuy-Estado Provincial (recurso de queja)".


    Machaca, Bacilio y otros c/ Provincial


    M. 1703, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 307, L. XXXIX "Mathieu, Claudia c/ Banco Central de la República Argentina”.


    Mathieu, Claudia c/ Banco Central de la República Argentina


    M. 2358, XL, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 621, L. XXXVIII, "González, Elpidio Abilio c/ Universidad de Buenos Aires s/ Reintegro por refrigerio".


    Meller, Teresa Felisa y otros c/ UBA 2528/85 s/ Empleo público


    COMP. 1210, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Mendoza, Jorge Horacio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1147, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Frencia, Liliana B. s/ Apelación


    COMP. 1324, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 416, L. XLI, "Fundación Acceso Ya c/ Propietario Concesionario Inquilino y/u ocupantes de Net City y otros".


    Fundación Acceso Ya c/ Banco Patagonia s/ Amparo


    COMP. 1293, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 416, L. XLI, "Fundación Acceso Ya c/ Propietario Concesionario Inquilino y/u ocupantes de Net City y otros".


    Fundación Acceso Ya c/ Banco Patagonia s/ Amparo


    COMP. 1294, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 315:2963 (“González, Celina y otros s/ Protección de personas”).


    G., Aquino Celso s/ Internación


    COMP. 1316, XLI, 12 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa T. 271, XL, “Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Cobro ejecutivo”.


    Mobil Exploration and Development Argentina Inc. s/ Inhibitoria en los Autos: "Provincia del Neuquén c/ Mobil Exp. Dev. Inc. s/ Cobro ejecutivo"


    M. 1488, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, “Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad - accidente”.


    Molina, Evarista A. y otros c/ S.O.M.I.S.A. s/ Enfermedad - Accidente


    COMP. 530, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 19, L. XL, "Bazán, Javier Omar c/ Instituto de Seguros de Jujuy-Estado Provincial (recurso de queja)".


    Nebhen, Ramón Eduardo c/ Estado Provincial


    N. 496, XXXIX, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Neira, José Modesto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1208, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas A. 436, L. XXXV, “Ahumada, Mariano Moisés y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, y B. 408, L. XXXV, “Bandic, Alejandro Hernán c/ I.A.F. s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Olatte de Morelli, Nora c/ Ministerio de Defensa


    O. 607, XL, 23 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Olguin, Ignacio R. s/ Apelación A.R.T.


    COMP. 1218, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Palopoli, Daniel Eduardo c/ Estado Nacional y otros s/ Sumarísimo


    COMP. 1203, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2307, L. XL, "Bodeman, Félix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro”.


    Pasquinelli, José Luis c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro


    P. 1063, XL, 14 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente”.


    Penau, Gustavo c/ S.O.M.I.S.A. s/ Enfermedad - Accidente


    COMP. 535, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 501, L. XXXV, "Pérez Companc S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Petrolera Pérez Companc S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    P. 502, XXXV, 11 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa M. 3226, L. XXXVII, "Martín, Sergio Gustavo y otros c/ Fuerza Aérea Argentina-Dirección General Bienestar Personal, Fuerza Aérea s/ Amparo".


    Gallardo, Guadalupe y otros c/ Dirección de Ayuda Social para el Personal del Congreso s/ Sumarísimo


    G. 1886, XL, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa T. 271, XL, “Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Cobro ejecutivo”.


    Pluspetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: "Provincia del Neuquén c/ Pluspetrol S.A. s/ Cobro ejecutivo"


    P. 904, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson, Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    García, Emilio Romualdo c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    G. 1745, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad - Accidente".


    Quintana, Pascual c/ S.O.M.I.S.A. s/ Enfermedad - Accidente


    COMP. 851, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente".


    Resulta oportuno precisar, por un lado, que si bien conforme surge del principal, el perito médico optó por recibir bonos en dólares estadounidenses, en el marco de lo dispuesto por el Decreto 1873/02 -y concordantes-, y al no constar que haya formulado planteo alguno a este respecto, en principio, no se advierte cuestión a ser dirimida en relación con la Ley 25.561 -y normas dictadas en su consecuencia-, como fue puntualizado en el dictamen al que cabe remitirse. Por otro lado, y en cuanto a la presentación del actor, en tanto no surge de las actuaciones que esa parte haya optado por recibir títulos públicos emitidos en moneda extranjera, como así tampoco, que, en su caso, cuestione, en rigor, la constitucionalidad o aplicación del Decreto 1873/02 antes citado, resulta ser propicio referirle la misma conclusión.


    Quiroga, Jorge Alberto c/ SOMISA s/ Enfermedad - Accidente


    COMP. 517, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, “Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente”.


    Ramírez, Marcelina Luisa y otros c/ S.O.M.I.S.A. s/ Dif. Indemnización Artículo 212 LCT


    COMP. 516, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Medidas cautelares. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    En primer lugar cabe indicar que si bien el recurso extraordinario en estudio se interpone contra un pronunciamiento dictado por un juez de primera instancia, cabe asimilar la decisión recurrida con aquellas dictadas por el superior tribunal de la causa, dado el monto cuestionado en el juicio y la inapelabilidad prevista por el artículo 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En segundo lugar, más allá del acierto de la resolución recurrida corresponde poner de resalto que la Corte tiene dicho que las sentencias que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no constituyen, como principio, materia propia del recurso extraordinario, excepto en aquellos supuestos en que aquéllas causen un agravio que, por su magnitud o circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, pues ello acuerda al fallo el carácter definitivo a los efectos de la apelación extraordinaria del art. 14 de la ley 48. 


    Ge Compañía Financiera S.A. c/ Schuldais, Paula G. s/ Ejecutivo


    G. 1748, XL, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas D. 982, L. XXXIX, “Duce de Conde, Rosa Estela c/ Estado provincial”, y B. 19, L. XL, "Bazán, Javier Omar c/ Instituto de Seguros de Jujuy -Estado Provincial (recurso de queja)”.


    Rivas, Miguel Ángel (H) c/ Estado Provincial


    R. 1985, XL, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 324:2493 (“Resk, Sergio Rubén c/ M. E. O. S. P. s/ Proceso de conocimiento”).


    Giani, Fabio Luis c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 1153, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Riveros, Analia Laura c/ Consolidar A.R.T. S.A. s/ Apelación a la Ley 24.557


    COMP. 1223, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1646, XLI, "Agüero, María Magdalena y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Acción de amparo”.


    Gómez, María Elena y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Acción de Amparo


    G. 1656, XLI, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas A. 436, L. XXXV, “Ahumada, Mariano Moisés y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, y B. 408, L. XXXV, “Bandic, Alejandro Hernán c/ I.A.F. s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Rocha, Néstor Horacio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    R. 1171, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir la Corte en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Gonzalia, Renata S. y otros c/ Siembra Seg. Retiro s/ Medida cautelar autónoma


    COMP. 1343, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente”.


    Resulta estimo oportuno resaltar que el actor desistió de los planteos da inconstitucionalidad del Decreto 1873/02 y de las Resolución 71/99 y 638/02 del Ministerio de Economía, que motivaran la inhibición originaria del Tribunal local; por lo que, en principio, no subsiste, asunto alguno a ser dirimido en relación con la Ley 25.561 -y normas dictadas en su consecuencia-, como fue puntualizado en el dictamen al que cabe remitirse. Dicha conclusión, atendiendo a la ausencia -a la fecha- de todo cuestionamiento sobre el punto cabe extenderla asimismo a la acreencia a que se alude, peticionada originariamente en bonos en dólares estadounidenses.


    Sacco Nemencio, Carlos c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 852, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL "Hutchinson Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    Granada, Celestina Isabel c/ Instituto Autárquico Unificado de Seguridad Social


    G. 1744, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 19, L. XXXVI, "Estado Nacional (Presidencia de la Nación) c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Rendición de cuentas”.


    Sedronar c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    S. 517, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas A. 436, L. XXXV, “Ahumada, Mariano Moisés y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”, y B. 408, L. XXXV, “Bandic, Alejandro Hernán c/ I.A.F. s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad”.


    Seguí, Vicente Héctor c/ Ministerio de Defensa


    S. 1444, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, “Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad - accidente”.


    Simiani, Roberto R. c/ SOMISA s/ Ind. Artículo 212, 4°P, LCT


    COMP. 760, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Conen S.A. s/ Quiebra por Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ Incidente de recurso extraordinario


    C. 417, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 879, L. XXXVI, "Bruno, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Ingeniería Gastronómica S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    I. 116, XXXVI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Solís, Carlos c/ Liberty A.R.T. s/ Apelación


    COMP. 1219, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Consorcio de Propietarios Yatay 51 c/ H.S. Aislaciones S.R.L. s/ Sumario


    C. 2180, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Corrarello, Héctor Hugo c/ Engraulis S.A. s/ Ejecutivo


    C. 1441, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Correa, Claudia María y otros c/ Mónaco, José y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 1416, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas G. 143, L. XXXIX "González, Arístides c/ Tello, Rodolfo Carlos y otro s/ Ejecución de alquileres”, y D. 1147, L. XXXIII, “Donno, María Elena c/ Silva Pavez, Lilian del Carmen y otro”.


    Leisch, Nicolás c/ Hernández, Pedro Javier y otro


    L. 1680, XL, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2307, L. XL, "Bodeman, Felix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro".


    Tello, Eugenio Alfredo y otro c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro


    T. 233, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1646, XLI, "Agüero, María Magdalena y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Acción de amparo”.


    Lobo, Beatriz De Fátima y otro c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    L. 1142, XLI, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    López, Alfredo c/ Provincia A.R.T. y otro s/ Materia a categorizar


    COMP. 1236, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI; "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente”.


    Resulta oportuno anotar que, como surge de las constancias de la causa, el pretensor optó por recibir bonos emitidos en moneda nacional, y si bien en su presentación hizo saber que plantearía la invalidez constitucional de los artículos 7 y 10 de la ley 23.928 -modo por art. 4, ley n° 25.561-, 6 de la ley 25.565, 5 del decreto n° 214/02, 6 del decreto n° 471/02 y de la resolución 71199 del Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos de la Nación -'Ministerio de Economía y Producción", a la fecha-, lo cierto es que desiste del planteo. En esas condiciones no se advierte, prima facie, un asunto a ser dirimido en relación a la ley 25.561 y normas dictadas en su consecuencia, como fue apuntado en el dictamen al que cabe remitirse.


    Malacalza, Mario S. c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 1116, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI; "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente”.


    Resulta oportuno anotar que, como surge de las constancias de la causa, el pretensor optó por recibir bonos emitidos en moneda nacional, y si bien en su presentación hizo saber que plantearía la invalidez constitucional de los artículos 7 y 10 de la ley 23.928 -modo por art. 4, ley n° 25.561-, 6 de la ley 25.565, 5 del decreto n° 214/02, 6 del decreto n° 471/02 y de la resolución 71199 del Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos de la Nación -'Ministerio de Economía y Producción", a la fecha-, lo cierto es que desiste del planteo. En esas condiciones no se advierte, prima facie, un asunto a ser dirimido en relación a la ley 25.561 y normas dictadas en su consecuencia, como fue apuntado en el dictamen al que cabe remitirse.


    Manassero, Reimundo A. c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 1119, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1216, L. XL, "Gulle, Rubén Abel c/ Lotería Nacional S.E. s/ Laboral".


    Masia, Francisco c/ Lotería Nacional s/ Laboral


    M. 1199, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 84, L. XL, “Tradigrain S.A. c/ Mercado a Término de Buenos Aires S.A.”.


    Mercado a Término de Buenos Aires S.A. c/ Tradigrain S.A.


    M. 1206, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente”.


    Resulta oportuno precisar que, si bien el letrado del actor optó por recibir bonos en dólares estadounidenses, en el marco de lo dispuesto por el Decreto 1873/02 –y concordantes-, y al haberse desistido de los planteos constitucionales formulados en torno a la cuestión, que motivaron el apartamiento originario deI tribunal local, en principio, no subsiste, a la lecha, asunto alguno a ser dirimido en relación con la ley 25.561 -y las normas dictadas en su consecuencia-, como fue puntualizado en el dictamen al que cabe remitirse.


    Vaccaro Glorialdo, Rufino c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 850, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 728, L. XLI, "Lindow de Anguio, Isabel y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Valev de Jensen, Eva Inés y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    V. 662, XLI, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."). Asimismo, remisión al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (Boston) s/ Proceso de conocimiento".


    Vigón, Javier c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1202, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Villarruel, Juan Antonio c/ Superintendencia de Riesgo de Trabajo s/ Materia a categorizar


    COMP. 1238, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Construcciones Saddemi S.A.


    Y. 6, XXXIX, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 11, L. XXXIX, "Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. (Astra C.A.P.S.A.) c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza”.


    Y.P.F. S.A. (Astra Compañía Argentina de Petróleo S.A.) c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza


    Y. 13, XXXIX, 03 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson Tomás el Instituto Provincial de Previsión Social"


    Novarino, Jorge c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    N. 372, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 341, L. XXXIX, “Pioneer Natural Resources (Argentina) S.A. c/ Provincia de Río Negro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Y.P.F. S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Y. 91, XXXVIII, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Pronunciamiento pendiente de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo.


    Se advierte que se encuentra pendiente el pronunciamiento de la Sala VI, de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, en relación con la admisibilidad formal del recurso extraordinario federal interpuesto por la parte actora, el que ha sido sustanciado por el tribunal. En tales condiciones, se solicita a la Corte que remita la causa a dicho tribunal para que decida al respecto, teniendo en cuenta que el recurso ordinario concedido, por su amplitud, resulta comprensivo de aquél, en tanto es expresión de la jurisdicción plena de la Corte Suprema, y toda vez que la cuestión podría incidir en orden a la definitividad de la sentencia, como requisito de admisibilidad del recurso concedido.


    Neumann, Gerardo c/ SEGBA s/ Diferencia salarial


    N. 148, XXXIX, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita medida previo a dictaminar.


    Odano, Miguel Ángel y otro c/ Estado Nacional Argentino y otros


    O. 201, XLI, 07 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 464, L. XXXIX, "Elmore, Liliana Alicia c/ ANSES s/ Laboral".


    Omoldi, Carlos Ángel c/ ANSES s/ Laboral


    O. 9, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Cosmos Compañía Argentina de Seguros s/ Liquidación Ley 20.091


    C. 871, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa K. 180, L. XXXIX, "Kimberly Clark Argentina S. A. (KCA) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O. 459, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Cricket S.R.L. s/ Quiebra


    C. 1766, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Cuareta S.A. Volcán s/ Quiebra


    C. 1180, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C.1757, L. XL, "Casal, Matías Eugenio y otro s/ Robo en grado de tentativa -causa n° 1681-".


    D. O., Edgardo Luis y otro s/ Causa N° 1.251


    D. 42, XLI, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI; "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente”.


    Pagliaro, Nicasio Silverio c/ SOMISA s/ Enfermedad accidente


    COMP. 1118, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa W. 124, L. XL, "Wintershall Energía S.A. C/ Tierra Del Fuego, Provincia de s/ Inconstitucionalidad".


    Pan American Sur S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P. 1969, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C.1757, L. XL, "Casal, Matías Eugenio y otro s/ Robo en grado de tentativa -causa n° 1681-".


    D. O., Edgardo Luis y D. O., Juan Carlos s/ Defraudación por administración fraudulenta


    D. 45, XLI, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Dagnillo de Pérez, Mónica Susana c/ BHN y otro s/ Accidente de trabajo Artículo 1.113 Código Civil


    D. 1296, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    De Blasi, Claudia y otro c/ Generalli Argentina de Seguros Patrimoniales


    D. 188, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Cuestiones de hecho y prueba. Desistimiento del recurso. 


    Dado que los planteos que introdujo la parte interesada para fundamentar la tacha que endilga a la decisión de autos, remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho local irrevisables, en principio, en la instancia de excepción, debe ser desestimada la queja, pues no corresponde a la Corte abrir una tercera instancia ordinaria para debatir temas ajenos a su competencia, máxime cuando el fallo cuenta con argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, impiden su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Paterlini de Hurtado Fanny c/ Provincia de Salta y ANSES


    P. 1057, XXXVIII, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, "Canepa Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios".


    Pazzelli, Lidia Flora c/ Alpargatas S.A. y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 1122, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente”.


    Resulta oportuno precisar que, según las constancias agregadas a la causa, el actor optó por recibir en concepto de astreintes, bonos en moneda nacional, y si bien el letrado del actor solicitó en pago de su acreencia, títulos públicos emitidos en dólares estadounidenses, en el marco de lo dispuesto por el Decreto 1873/02, y al no constar que se haya formulado planteo alguno a este respecto no se advierte, en principio, cuestión a ser dirimida en relación con la Ley 25.561 -y las normas dictadas en su consecuencia-, como fue puntualizado en el dictamen al que cabe remitirse.


    Pizzale, Arnaldo Luján c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 1117, XLI, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 3, L. XL, "Herrera de Gutiérrez, Marta Olga y otra c/ C.S.J.N. - Estado Nacional s/ Contencioso administrativo".


    De La Torre, Martín Ariel y otros c/ Corte Suprema de Justicia de la Nación - Subsecretaría de administración del Poder Judicial de la Nación


    D. 1118, XL, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 84, L. XL, “Tradigrain S.A. c/ Mercado a Término de Buenos Aires S.A.”.


    Productos de Maiz S.A. c/ Mercado a término de Buenos Aires S.A.


    P. 2171, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    De Luca, Hugo c/ Sociedad Mixta Siderurgia Argentina


    D. 685, XXXIX, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Quiroga, José c/ Solar Turbines Inc. y otro


    Q. 161, XL, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    De Luca s/ Quiebra s/ Incidente de inaplicabilidad Decreto 214/02 s/ Incidente


    D. 1366, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Retamoso, Felipe E. c/ Mapfre A.R.T. S.A. s/ Apelación


    COMP. 1320, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Ríos, Antonio D. c/ Liberty A.R.T.


    COMP. 1321, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 321:3037.


    Rizzo, Francisco y otros c/ Sindicato de acción del PPP de Telefónica de Argentina s/ Ordinario


    COMP. 1296, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas N. 312, L. XXXIX, "Nieto, Nicolasa del Valle c/ La Cabaña S.A. y otros"; y V. 482, L. XL, "Villarreal, Daniel Alberto c/ Fernández, Andrés Alejandro y otros”.


    Rodríguez, Julio César c/ Transporte Automotor Plaza S.A.C.I.


    R. 1888, XL, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Saba Eliodi c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1497, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 396, L. XL, "Pena, Francisco Eduardo c/ Provincia de Buenos Aires s/ inconst. arts. 29 y 30 ley 12.874".


    Salgado, Carlos Alberto c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Artículos 29 y 30 Ley 12.874


    S. 1895, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa U. 79, L. XLI, "Universidad Nacional de Salta c/ Provincia de Salta s/ Acción declarativa".


    Salta, Provincia de s/ Inhibitoria en los autos: "Universidad Nacional de Salta c/ Provincia de Salta s/ Acción declarativa"


    S. 2729, XL, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Demirdjan, Alberto s/ Quiebra


    D. 462, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Der Hovsepian Vahan y otro c/ Emprendimientos Midas y otro


    D. 1470, XL, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Dasaci Siesel Electromecanica S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    D. 407, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Devoto, Jorge c/ Trono, Blanca María Marcelina s/ Ejecutivo


    D. 830, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Díaz, Sergio M. y otro c/ Caja de Seguros S.A.


    D. 921, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Diez, Susana E. y otros c/ Microomnibus Mitre S.A. s/ Accidente de trabajo Ley 24.028


    D. 965, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Díaz, Félix Oscar y otro c/ Clínica Privada Ezeiza s/ Daños y perjuicios


    D. 122, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Difrani S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de compensación


    D. 679, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta".


    Diprom S.A.C.l.F. c/ Río Negro, Provincia de s/ Ordinario


    D. 536, XXXV, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Distrimut S.A. s/ Quiebra


    D. 461, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Dulces Lembos S.A. s/ Quiebra s/ Incidente Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación


    D. 1174, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    EG3 S.A. c/ Bonomi, Hugo


    E. 284, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 464, L. XXXIX, "Elmore, Liliana Alicia c/ ANSES s/ Laboral".


    Santipolo, Mabel Irma c/ ANSES s/ Laboral


    S. 241, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Sengar S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1314, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Eisenstein, Jaime s/ Sucesión


    E. 302, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1597, L. XL, "Cardiocorp S.R.L. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Serendipia S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 868, XXXIX, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson, Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    Soldo, Juan Carlos c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    S. 1664, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 324:2493 ("Resk Sergio Ruben c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento").


    Sterbik, Alejandro c/ Nacion Seguros de Retiro S.A. s/ Amparo


    COMP. 1205, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa W. 124, L. XL, “Wintershall Energía S.A. C/ Tierra Del Fuego, Provincia de s/ Inconstitucionalidad”.


    Total Austral S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 927, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación".


    Trifilio, Verónica Andrea c/ Mapfre A.R.T. S.A. s/ Apelación


    COMP. 1322, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1216, L. XL, "Gulle, Rubén Abel c/ Lotería Nacional S.E. s/ Laboral".


    Tuca, Armando y otro c/ Lotería Nacional S.E. s/ Laboral


    T. 368, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Eliscovich, Susana Mirtha y otro c/ Bouzas, Vicente Fernando s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    E. 314, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Embotelladora Maipú S.A. s/ Concurso preventivo


    E. 496, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Emporio Automotores S.R.L. c/ Margen Asociación Argentina de Previsión Mutual s/ Ordinario


    E. 208, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Enrique Coden S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de escrituración


    E. 162, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson, Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    Vandoni, Estela Maris c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    V. 810, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson, Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    Varela, Aidee Cristina c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    COMP. 811, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Establecimientos Textiles San Andrés S.A. s/ Quiebra


    E. 143, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Rechazo in limine. Sustanciación del recurso. Debido proceso. Defensa en juicio. 


    El Superior Tribunal de Justicia provincial rechazó in limine el recurso extraordinario interpuesto por la entidad bancaria y, por lo tanto, la denegación se produjo sin cumplir el trámite previsto en el párrafo segundo del art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En tales condiciones, corresponde dejar sin efecto el auto denegatorio y devolver las actuaciones al tribunal de origen para que se cumpla con la sustanciación establecida por esa norma. No obsta a lo expuesto ni los motivos expresados por aquel tribunal para adoptar la decisión, porque no constituyen una razón válida para obviar tal requisito, ni el posterior rechazo de la reposición articulada contra ese pronunciamiento, pues ello lejos de sanear la omisión la ratifica. 


    Vidal Martínez, María Olivia y otros s/ Amparo


    V. 145, XXXIX, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 445, L. XXIII, "Sarquis, Pablo Victor c/ Alcantara S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria"; Comp. 747, L. XXIII, "Banco Torquist S.A c/ Juan Carlos Brenann y otro s/ Ejecución hipotecaria”; Comp. 395, L. XXIV, "Banco Exterior S.A c/ Carlos Damm S.A.C.I. y F. s/ Ejecución hipotecaria"; Comp. 90, L. XXVI, "Banco Velox S.A. c/ Wembley S.A. s/ Ejecución hipotecaria"; Comp. 400, L. XXXIV, "Citibank N.A. c/ Reynoso, Héctor H. y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y "Du Pont Argentina S.A. c/ Industrias Atlántida".


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Lafuente Combustibles S.R.L. s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 1303, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI; "Siri, Esther Noemí y otros c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente”.


    Resulta oportuno anotar que, como surge de las constancias de la causa, el pretensor optó por recibir bonos emitidos en moneda nacional, y si bien en su presentación hizo saber que plantearía la invalidez constitucional de los artículos 7 y 10 de la ley 23.928 -modo por art. 4, ley n° 25.561-, 6 de la ley 25.565, 5 del decreto n° 214/02, 6 del decreto n° 471/02 y de la resolución 71199 del Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos de la Nación -'Ministerio de Economía y Producción", a la fecha-, lo cierto es que desiste del planteo. En esas condiciones no se advierte, prima facie, un asunto a ser dirimido en relación a la ley 25.561 y normas dictadas en su consecuencia, como fue apuntado en el dictamen al que cabe remitirse.


    Zabala, Florinda c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 1045, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson, Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    Zentner, Agustín Justo c/ Instituto Provincial Autarquico Unificado de Seguridad Social


    Z. 249, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Cossu, Mario y Calero Saavedra, Victoria s/ Sucesiones


    C. 711, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Crotto, María Luisa Francisca y Crotto de Vignoli, Lucía Elena s/ Quiebra s/ Incidente de actuaciones separadas


    C. 2203, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Cuburu, Héctor c/ Herederos de Mercedes Luz Varela s/ Consignación de alquileres


    C. 2182, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    A fin de que la Corte Suprema de Justicia de la Nación pueda expedirse, se mantiene el presente recurso del señor Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal.


    D. la R., Fernando y otros s/ Recurso de queja


    D. 263, XLI, 11 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    EGISA S.A. Empresa Gráfica Integral S.A. s/ Quiebra s/ Incidente realización de bienes


    E. 163, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria".


    Emerging Markets Fixed Income Ltd c/ Belli, Hugo Francisco y otra


    E. 321, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Enrique Coden y Cía. S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de escrituración por Carballo, Antonio


    E. 268, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Establecimiento Agropecuario Virtudes S.A. s/ Quiebra


    E. 145, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Establecimiento Agropecuario La Elvira S.A. s/ Quiebra


    E. 256, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Estamperías Lyon S.A.I.C. s/ Quiebra


    E. 507, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    ETIM s/ Quiebra


    E. 375, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    EXCIVI S.A. s/ Quiebra


    E. 414, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ TIA S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Exportadora Marly S.A. s/ Quiebra


    E. 444, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Fabribol S.A. s/ Quiebra


    F. 1481, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Falatycky Szmul Hers s/ Quiebra


    F. 868, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ferreira, Olga Ester y otros c/ Instituto de Obra Médico


    F. 883, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ferrovent S.R.L. (en formación) Julio Enrique Pelay y Cristina Suárez s/ Quiebra


    F. 1616, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Fiasche, José y Fiasche, Francisco Sociedad de hecho s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    F. 1670, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Fiat Auto S.A. de Ahorro P/F determinados c/ Sabadini, Jorge Daniel y otros s/ Ejecución prendaria


    F. 432, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Fibrasur S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    F. 1260, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Figueroa, María Hortensia c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - BCRA Banco Scotiabank Quilmes s/ Amparo. Medida Cautelar


    F. 953, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Film & Co Producciones Cinematográficas S.A. s/ Incidente de Concurso Especial por Banco de Crédito Argentino S.A.


    F. 785, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Flores de Massari, María Cedermina c/ Zangari, Alejandro s/ Ejecutivo


    F. 1570, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Flormosa S.A.Y. C. s/ Quiebra


    F. 1458, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Fluvialco Navegación S.A.C.I s/ Quiebra


    F. 1013, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Frecciero, Carlos Alberto s/ Quiebra


    F. 927, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Frigorífico Gargiulo S.A. c/ Tumino, Juan s/ Ejecutivo


    F. 810, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Frigorífico Ganadero s/ Quiebra


    F. 1094, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Frisach, Francisco Eduardo s/ Quiebra


    F. 1366, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Fuentes, Dora Mabel s/ Quiebra


    F. 1096, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Galindo, Adolfo y otra c/ Calzaretto, Graciela Inés s/ Ejecución hipotecaria


    G. 201, XLI, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Galmarín, Adrián Emilio s/ Quiebra


    G. 1268, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Galuzzi, Alberto Eduardo s/ Concurso civil liquidatorio


    G. 1101, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1891, L. XXXVIII, "Dubois, Juan y otra c/ P.E.N. s/ Amparo".


    Gasper, Carlos y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo - Incidente de apelación de medida cautelar


    C. 3810, XXXVIII, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Gatti Hnos. Sociedad de Hecho s/ Quiebra


    G. 1599, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Gatto, Francisco s/ Quiebra


    G. 720, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Geberovich Hnos. s/ Quiebra s/ Incidente de inversión de fondos


    G. 1938, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 119, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Christian, Dora Genoveva c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    C. 236, XL, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Gerboles, Orlando c/ Compañía Esteban S.A.


    G. 1394, XXXIX, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria".


    Gerschenson, Lía Noemí c/ Suárez, Julio Oscar y otro


    G. 1178, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C.124, L. XL, "Cabrera, Gerónimo Rafael y otro c/ P.E.N. - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561”.


    El voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin expresa reserva, determina la improcedencia de su impugnación ulterior con base constitucional y, sobre tales bases, las garantías atinentes a la propiedad privada pueden ser renunciadas por los particulares expresa o tácitamente. Ello sucede cuando el interesado realiza actos que, según sus propias manifestaciones o el significado que se atribuya a su conducta, importan acatamiento de las disposiciones susceptibles de agraviar a dichas garantías, o suponen el reconocimiento de la validez de la ley que se pretende impugnar. Y, en tal orden de ideas, la Corte concluyó en que no puede peticionar y obtener el ejercicio del control judicial de la constitucionalidad de las leyes el particular que antes de la iniciación del juicio renunció al derecho que alega.


    Giannella de Lavisse, Susana Olga c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Amparo Ley 16.986


    G. 990, XL, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Glaucos S.R.L. s/ Cancelación


    G. 1361, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Goldin, Julio y otros s/ Quiebra


    G. 1539, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Golfo de Vizcaya S.R.L. s/ Quiebra


    G. 2156, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Gómez, Oscar E. c/ Thiery, Armando y otros s/ Daños y perjuicios


    G. 1204, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Gomeza, Gloria del Carmen s/ Sucesión ab intestato


    G. 2020, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 413, L. XXXVII, “AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal”, y A. 7, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Ramadori, Andrés Oscar s/ Ejecución fiscal


    A. 2525, XL, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    González, Emma c/ Consignaciones Rurales s/ Accidente


    G. 859, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    González, Bernardina c/ Sitra Vial S.A. y otro


    G. 2132, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. Desistimiento del recurso. 


    Remisión a Fallos: 324:2509 y 3805.


    Andino, María del Rosario c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba


    A. 2281, XL, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 315:2963 (“González, Celina y González, Hipólito y otro s/ Protección de persona”).


    A., Pablo Enrique s/ Internación


    COMP. 1564, XLI, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Previo a dictaminar corresponde remitir la causa a la Defensoría General de la Nación.


    Antinao, Celia c/ Di Cristofaro, Marcelo Ariel - Dapueto, Gabriela Noemí


    A. 2113, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Goudelias, Carlos y otro c/ Rusconi, Carlos y otro


    G. 548, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ TIA S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Grimberg, Argentino Idal s/ Quiebra


    G. 2045, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Grinbank, Daniel Ernesto c/ CIE RP S.A. s/ Medida precautoria


    G. 40, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Guglianone, Mirta s/ Quiebra s/ Concurso especial c/ Banco Galicia s/ Reconstrucción


    G. 2077, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria".


    Hernández, Dora Mabel c/ Di Lascio, Rogelio y otra


    H. 275, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 1801, L. XXXIX, “Asociación para la Protección del Medio Ambiente y Educación Ecológica 18 de Octubre c/ Aguas Argentinas S.A. y otros (recurso de hecho deducido por la Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires)”.


    Asociación para la Protección del Medio Ambiente y Educación Ecológica 18 de Octubre c/ Aguas Argentinas y otros s/ Amparo


    A. 1811, XXXIX, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. Desistimiento del recurso. 


    Remisión a Fallos: 324:2509 y 3805.


    Atienza, Julio César y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba


    A. 1950, XL, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    Balan, Jorge Juan s/ Plantea cuestión de competencia – Inhibitoria


    COMP. 1422, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Banco Europeo para América Latina (B.E.A.L.) S.A. c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de competencia


    COMP. 874, XLI, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 396, L. XL, "Pena Francisco Eduardo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Arts. 29 y 30, Ley 12.874”.


    Bombelli, Jorge José c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    B. 633, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 396, L. XL, "Pena Francisco Eduardo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Arts. 29 y 30, Ley 12.874”.


    Bustos Berrondo, Oscar c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Artículos 29 y 30 Ley 12.874


    B. 2019, XL, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), así como al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Campanini, Beatriz c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Ordinario


    COMP. 1573, XLI, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 315:2963.


    Yantorno, Nélida Argentina s/ Diligencias preparatorias


    COMP. 1576, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 218, L. XXXIX, "Valente, Diego Edgardo c/ Bank Boston N.A. s/ Despido".


    Cardoso Graña, Ana Carolina c/ Argencard S.A. s/ Despido


    C. 1642, XLI, 02 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Cardozo, Sebastiana c/ Poder Ejecutivo s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1725, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, "Cánepa Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios".


    Carrizo, René Oscar c/ Duvi S.A. s/ Enfermedad


    COMP. 1552, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 221, L. XLI, "Pautasso Roberto Luis y otros c/ Fondo de Garantía y Recompra del PPP Telecom Argentina y otro".


    Casañas, Marta Susana c/ Administradores, liquidadores y/o interventores y otros s/ División de condominio


    COMP. 1524, XL, 24 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Clapier, Juan Carlos s/ Recurso de apelación - Artículo 46, Ley 24.557


    COMP. 1687, XLI, 24 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 1158, L. XXXIX, "Comuna de Hughes c/ Monsanto Argentina S.A.”.


    Comuna de Hughes c/ Sapia, German Enrique


    C. 3212, XLI, 02 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se solicita se supla la omisión de acompañar copias simples.


    Comuna de Pujano c/ Fernández, Pablo Rubén


    C. 3270, XLI, 02 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XLI, "Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujano c/ Cresud SACI s/ Ejecución de Multas


    COMP. 1584, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XLI, "Comuna de Hughes c/ Areso S.R.L. s/ Ejecución de multas”.


    Comuna de Pujato c/ Dal Maso, Mónica R. s/ Ejecución de multas


    COMP. 1590, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1151, L. XL, "Cesetti, Adolfo A. c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral".


    Suárez, Roberto c/ Ferrrocarriles Argentinos


    S. 452, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    I.E.S. S.A. s/ Quiebra


    I. 161, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    IGJ Inspección General de Justicia c/ Instituto Propulsor S.A. s/ Incidente de liquidación


    I. 279, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 1390, L. XL, "Parodi, Alberto Ángel c/ ANSES s/ Reajustes varios".


    Schoenfeld, César Aurelio c/ Maxima AFJP y otro


    S. 1461, XXXIX, 02 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 748, L. XXXIX, "Viejo Roble c/ Bank of Boston s/ Acción meramente declarativa".


    Santajuliana, Celestino Simplicio c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Ordinario


    COMP. 1560, XLI, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Il Musso S.A. s/ Quiebra


    I. 207, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ilttzche, Martín Werner c/ Rey de Ledesma, Irene y otros


    I. 472, XXXVIII, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVII, “Córdoba, Noemí Silvia y otro c/ Clínica Ntra. Señora de Fátima S.A. y otros s/ Daños y perjuicios".


    Salguero, Dolores c/ Domínguez, Lilian y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1500, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Iltzche, Martín Werner c/ Sueiras, Manuel Daniel y otro s/ Ejecución hipotecaria


    I. 57, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juan de Giacomi e Hijos S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de movimiento de fondos


    Imperiale, Sara Elsa s/ Quiebra


    I. 277, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Industrias Delta S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario


    I. 268, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Romanelli, Candida s/ Recurso de apelación


    COMP. 1690, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Instituto de Enseñanza General c/ Banco Provincia de Buenos Aires


    I. 30, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    INTER NOS S.R.L. s/ Quiebra


    I. 106, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa".


    Ramundo, Reinaldo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 1424, XLI, 02 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Intercarly S.A. c/ Duhau, Alejandro C. s/ Ejecutivo


    I. 156, XXXIX, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Intersección S.R.L. s/ Quiebra s/ Incidente Artículo 250 Código procesal


    I. 282, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Jodate S.R.L. c/ Mytacell S.R.L. y otros s/ Ejecución hipotecaria


    J. 179, XLI, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Juan de Giacomi e Hijos S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de movimiento de fondos


    J. 217, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Julio C. Ferrando s/ Quiebra


    J. 131, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Kañevsky, Lidia c/ Delegación de Asociaciones Israelitas D.A.I.A.


    K. 31, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Kaplun, Roberto s/ Quiebra


    K. 127, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Kolln, Erika o Erica s/ Quiebra


    K. 41, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1597, L. XL, “Cardiocorp S.R.L. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aries”.


    Produlab S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 2167, XL, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Pierola, Orlando y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Ordinario


    COMP. 1721, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 747, L. XL, "Ferrario, Edith Iris c/ Fisco de la provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    Petrone, Osvaldo Omar c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    P. 1629, XL, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    López García, Juan Alberto y otros c/ Luque, Sandro Javier y otros s/ Daños y perjuicios


    L. 99, XL, 01 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 315:2963 (“G., C. y G., H. y otro s/ Protección de persona").


    P., J. C. s/ Internación


    C. 1638, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 747, L. XL, "Ferrario, Edith Iris c/ Fisco de la provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    Paterno, Eduardo Segundo y otros c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad Ley 12.727


    P. 1813, XL, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1345, L. XLI, “OSDE c/ Banco Sudameris (Resol. 46/02 Provincia de San Luis) s/ Amparo sobre Ley 25.561.


    OSDE c/ Banco Río de la Plata S.A. (Resolución 46/02 Provincia de San Luis) s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1726, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Orchesi, Juana Luisa c/ Poder Ejecutivo Nacional, Ley 25.561, Decreto 1570/01, 214/02 - Credicoop - s/ Amparo


    COMP. 1574, XLI, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 2307, L. XL, “Bodeman, Félix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro”.


    Ocaño, Deolindo Nicolás c/ CNAS s/ Cobro de seguro


    O. 240, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 4022, L. XLI, “Comunidad indígena del pueblo guaraní Kuña Piru II c/ Misiones, Provincia de y Estado Nacional s/ Demanda ordinaria de acción de reconocimiento de posesión y propiedad comunitaria indígena, escrituración, daños y perjuicios”.


    Comunidad aborigen de Tekoa Ima y de Kapii Yuate c/ Misiones, Provincia de y Estado Nacional s/ Demanda ordinaria de acción de reconocimiento de posesión y propiedad comunitaria indígena y daños y perjuicios


    C. 4024, XLI, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Publicación periodística. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Las críticas de la apelante, expuestas en su generalidad de manera dogmática, sólo traducen diferencias con el criterio del juzgador, particularmente sobre el carácter supuestamente injurioso de la publicación cuestionada, y la interpretación del significado o sentido a las palabras allí utilizadas, que no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido. La apelante no alcanza a rebatir la conclusión del juzgador cuando expresa que se trata de una publicación intrascendente por su inaptitud para ofender o causar agravios, que no se menciona en la misma el nombre de la actora, que si bien aparece una fotografía, ésta fue tomada de la pantalla de un televisor, antecedente que hace imposible su identificación, y que no puede suponerse que el agravio haya sido en nombre y defensa de la profesión que ejerce la actora y no de su persona.


    Montejano, Ana Inés c/ Arte Gráfico Argentino S.A. y otro


    M. 909, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Miranda, Diego Armando s/ Recurso de apelación c/ Dictamen Comisión Médica


    COMP. 1691, XLI, 24 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 482; L. LX, "Villarreal Daniel Alberto c/ Fernández, Andrés Alejandro y otros".


    Coulon, Federico Rodolfo c/ Empresa Microomnibus Norte S.A. y otros


    C. 2414, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Carranza, Casares Rodolfo


    COMP. 1589, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ Budic, Domingo Valentín s/ Cobro de pesos


    COMP. 1566, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 999, L. XXXIX, "Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Elizondo, Ricardo s/ Cobro de pesos".


    Ministerio de Relaciones Exteriores c/ García Giménez, Bernardo s/ Cobro de pesos


    COMP. 1561, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se solicita remisión de expediente.


    Majdalani, Hernán Ariel c/ Dell' Oca, Norberto y otro


    COMP. 1385, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1281, L. XL, "Hidalgo, Enrique José y otros c/ EN CNAS s/ proceso de conocimiento", y Comp. 1615, L. XL, "Lazcano, Julia Susana c/ EN CNAS s/ proceso de conocimiento”.


    Esquivel, Carlos Alberto y otros c/ EN CNAS s/ Proceso de conocimiento.


    COMP. 1201, XLI, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1048, L. XXXVIII, “Cánepa, Alicia c/ Acetatos Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios”.


    Fernández, Adolfo c/ Pepelera Víctor Hugo S.R.L. y otros


    COMP. 1635, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 416, L. XLI, "Fundación Acceso Ya c/ Propietario Concesionario Inquilino y/u ocupantes de Net City y otros”.


    Fundación Acceso Ya c/ Teatro Belisario ocupantes s/ Amparo


    COMP. 1568, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa", y al dictamen de la causa Comp. 969, L. XLI, "Aguirre de Nardecchia, María del Pilar c/ Poder Ejecutivo".


    Lapidus, Lilia Judith y otros c/ Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 1558, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3426, L. XL, "Cote Ferrante, Mary y otros c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación - Estado Nacional – Recurso de hecho”.


    Lamas, Adrián Eugenio c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación - Estado Nacional


    L. 1656, XL, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 315:2963.


    L., L. B. M. E. s/ Insania


    COMP. 1581, XLI, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. Desistimiento del recurso. 


    Remisión a Fallos: 324:2509 y 3805.


    Iglesias, Antonio Martín y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba


    I. 316, XXXIX, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa I. 437, L. XXXVIII, "Idelson, Carlos Raúl c/ Gómez, Leila Concepción y otros".


    Idelson, Carlos Raúl c/ Gómez, Leila Concepción y otros


    I. 436, XXXVIII, 16 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanco s/ Apelación”.


    Giménez, Rosario Gaudencio s/ Recurso de apelación contra dictamen de comisión médica N° 19


    COMP. 1572, XLI, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1447, L. XXXVI, “Carrefour Argentina S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Repetición de impuestos”.


    COARDEL SACIFIA c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 67, XXXVIII, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 3726, L. XL, “Casals, Germán Ernesto s/ Recurso judicial directo contra la Dirección Nacional de Migraciones (art. 39 de la ley 25.164)”.


    Defrance, Juan Carlos s/ Recurso Judicial directo contra la Dirección Nacional de Migraciones (Artículo 39 de la Ley 25.164)


    D. 1785, XL, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictámen de las causas A. 2, L. XXXIX “Alarcón, Marisel y otros c/ Instituto Provincial de la Vivienda y Urbanismo s/ Acción procesal administrativa - recurso extraordinario”; y G. 2356, L. XXXVIII “Gandolfo, Rafael Domingo José y otros c/ Provincia de Córdoba”.


    Fernández, Eduardo Alberto y otros c/ Provincia de Córdoba


    F. 492, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 879, L. XXXVI, “Bruno, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Hilsur S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Repetición de impuestos


    H. 202, XXXVI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 982, L. XXXIX, “Duce de Conde, Rosa Estela c/ Estado Provincial”.


    Al quedar alcanzado el crédito de autos por la ley local 5238, implica la obligación de que los acreedores se ajusten a las previsiones y mecanismos administrativos previstos por la ley, a fin de percibir los créditos reconocidos judicialmente.


    Puch, Miguel Ángel c/ Estado Provincial


    P. 1100, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 3426, L. XL, "Cote Ferrante, Mary y otros c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación - Estado Nacional – Recurso de hecho”.


    Cote Ferrante, Mary Yolanda y otros c/ Ministerio de Trabajo de la Nación - Estado Nacional


    C. 3561, XL, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 327:467 (Comp. 996, L. XXXVII, "Mutualidad de Hipoacúsicos c/ PEN - Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Medida cautelar autónoma”).


    Brown de Basso, Lilian Helena c/ Estado Nacional Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1583, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Previo a dictaminar, solicita que la Corte requiera informe.


    Sánchez, Miguel Ángel y otros c/ HSBC S.A. deduce apelación Artículo 95 bis en autos "Sánchez, Miguel Ángel y otros c/ Banco HSBC sucursal Corrientes s/ Sumarísimo"


    COMP. 1636, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1593, L. XXXIX, "GCBA c/ Ferrocarriles Argentinos Bmé. M. s/ Ejecución fiscal", y Comp. 106, L. XL, “GCBA c/ Banco Nacional de Desarrollo y/u otro s/ Proceso de ejecución".


    Al instaurarse la demanda contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de la persona.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional - Policía Federal Argentina y/u otro s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 1647, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1593, L. XXXIX, "GCBA c/ Ferrocarriles Argentinos Bmé. M. s/ Ejecución fiscal", y Comp. 106, L. XL, “GCBA c/ Banco Nacional de Desarrollo y/u otro s/ Proceso de ejecución".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario Av. Pedro de Mendoza 3.643 s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1648, XLI, 23 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1593, L. XXXIX, "GCBA c/ Ferrocarriles Argentinos Bmé. M. s/ Ejecución fiscal", y Comp. 106, L. XL, “GCBA c/ Banco Nacional de Desarrollo y/u otro s/ Proceso de ejecución".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional - Policía Federal Argentina y/u otro s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1649, XLI, 23 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1593, L. XXXIX, "GCBA c/ Ferrocarriles Argentinos Bmé. M. s/ Ejecución fiscal", y Comp. 106, L. XL, “GCBA c/ Banco Nacional de Desarrollo y/u otro s/ Proceso de ejecución".


    Al instaurarse la demanda contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de la persona.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Consejo Nacional de Educación s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1650, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 (Viejo Roble S.A.).


    Di Pilla, María c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 1652, XLI, 23 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Steiner, Mariano Daniel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1719, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Qi Hong Ying c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 1723, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1686, L. XL, "De Pauli, Aldo Américo c/ SOMISA s/ Incidente de declaración de inconstitucionalidad", y Comp. 209, L. XLI, "Quiroz, Rufino Elpidio c/ SOMISA (P.E.N) s/ Incidente".


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. En las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.


    Girón, Elberto Antonio c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 1761, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), así como al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Las contiendas de competencia deben plantearse en la primera oportunidad posible, para su rápida resolución, a fin de evitar un dispendio de actividad jurisdiccional y dar pronta y debida respuesta a los litigantes en cuanto a qué tribunal debe entender.


    Peredo, Ermelinda c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo


    COMP. 1763, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medidas cautelares. Radiodifusión. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El remedio federal es formalmente inadmisible e incorrectamente concedido cuando los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, pero en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48, máxime cuando el apelante no dedujo la queja respectiva ante la denegatoria del recurso por las causales de arbitrariedad.


    Teleaudio c/ Cooperativa Telefónica de Libertador General San Martín s/ Amparo - Medida cautelar


    T. 331, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Fundamentación de sentencias. Derivación razonada del derecho vigente. 


    Aun cuando el planteo remita al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materias que resultan ajenas -como regla y por su naturaleza- al remedio del art. 14 de la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción de tal principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    Arenas, Norma y otros c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Diferencias de indemnización por retiro


    A. 868, XL, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:3007.


    Las resoluciones sobre medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo cabe hacer excepción a dicha regla, cuando lo decidido excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda en razón, por ejemplo, de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas.


    Legajo de apelación en: Cámara de Comercio, Industria y Producción c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Medida cautelar


    C. 27, XL, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1447, L. XXXVI, "Carrefour Argentina S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Repetición de impuestos”.


    Cooperativa de Provisión de Servicios de Enseñanza Colegio Balmoral Limitada c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 1283, XXXVI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Industria de la carne. Sentencia no firme. Existencia de otras vías. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario. Inexistencia de gravedad institucional.


    Las resoluciones anteriores al pronunciamiento que pone fin a la causa no revisten, en principio, carácter de sentencias definitivas en los términos que exige para la procedencia del recurso extraordinario. Según se ha establecido reiteradamente por la Corte, tratándose de abrir una tercera instancia, el legislador sólo la autoriza respecto de las sentencias definitivas y por tales se entienden las que dirimen la controversia poniendo fin al pleito, o haciendo imposible su continuación, o sea, como se expresaba en la Ley de Partidas, aquélla `que quiere tanto dezir como juyzio acabado que da en la demanda principal fin, quitando o condenando al demandado` (ley 2 in fine, título 22, partida 3ra.; Fallos: 126:297, entre otros)" (considerando 3º), aunque también cabe poner de resalto que dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.


    Ceca - Asociación Civil - c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación - Resol. 914/01 s/ Proceso de Conocimiento


    C. 2535, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Yar Construcciones c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1313, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 325:1883 (“Melli”).


    Zabaljauregui Margarita S. c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Cobro de dólares


    COMP. 1347, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1345, L. XLI, "OSDE c/ Banco Sudameris (Resol. 46/02 Provincia de San Luis) s/ Amparo sobre ley 25.561".


    OSDE c/ Banco de Galicia (Resolución 46/02 Provincia de San Luis) s/ Amparo sobre Ley 25.561


    COMP. 1348, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”), y al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez, Atilana c/ P.E.N. Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Minutillo, Filomena Lucía c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1351, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 1593, L. XXXIX, "G.C.B.A. c/ Ferrocarriles Argentinos Bme. M. s/ Ejecución fiscal", y Comp. 106, L. XL, "G.C.B.A. c/ Banco Nacional de Desarrollo y/u otro s/ Proceso de ejecución".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Greffier, Mauricio E. y/o Propietario Álvarez Donato 5XX s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1352, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), así como al dictamen de la causa Comp. 1344, L. XXXIX, "Rodríguez Atilana c/ PEN Ley 25.561, Dtos. 1570/1, 214/02 (BOSTON) s/ Proceso de conocimiento".


    Domínguez, Fernando Hermogenes Heraclio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1570/01, 214/02 (Nación) s/ Proceso de Conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 1393, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1593, L. XXXIX, "GCBA c/ Ferrocarriles Argentinos Bme. Mitre s/ Ejecución fiscal".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración General de Obras Sanitarias N. s/ Ejecución Fiscal - Radicación de Vehículos


    COMP. 1395, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Crosta, Francisco Gastón c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1425, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 879, L. XXXVI, "Bruno, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Durán, Francisco c/Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 551, XXXVI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1447, L. XXXVI, "Carrefour Argentina S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Repetición de impuestos”.


    DELGA S.A.I. y F. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 552, XXXVI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    El Nuevo Halcón Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 117, XXXV, 02 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Liquidación de haberes. Prescripción. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Los agravios dirigidos contra la sentencia del Tribunal Superior de la Causa que remitan al examen de materias de índole fáctica y de derecho público local, son ajenos -como regla y por su naturaleza- al recurso extraordinario; sin embargo éste procede cuando lo decidido omite la consideración de extremos conducentes para la resolución del litigio.


    Franco, Ramón Alberto c/ Banco de Catamarca (en liquidación) y/o Estado Provincial y/o Q.R.R. s/ Acción contencioso administrativa


    F. 909, XL, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 879, L. XXXVI, "Bruno, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Industrias Viauro S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de impuestos


    I. 68, XXXVII, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 879, L. XXXVI, “Bruno, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Industrias Bacos S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    I. 117, XXXVI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 879, L. XXXVI, "Bruno, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Paquimet S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 799, XXXVI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 181, L. XXXVIII, “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo.”


    Sanabria Lezcano, Celio Daniel c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    S. 1760, XLI, 19 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1447, L. XXXVI, "Carrefour Argentina S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Repetición de impuestos”.


    Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición - inconstitucionalidad


    T. 357, XXXV, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene en todas sus partes el recurso interpuesto por el señor Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal, a los fines de que la Corte se pronuncie sobre la cuestión debatida.


    C. M., Pedro Andrés Fabián s/ Recurso de casación


    C. 3399, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestión abstracta. 


    Del certificado que se acompaña surge una circunstancia que implica que la cuestión planteada en el recurso devino abstracta.


    P., José Luis s/ Robo calificado -Causa N° 448/1705-


    P. 127, XLI, 09 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    A., Cintia Giselle s/ Causa nº 5.970


    A. 2040, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1384, L. XL, "Cohen, Salomón s/ Querella".


    H., María Delia s/ Querella por calumnias -Causa N° 28.693-


    COMP. 1145, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Si las escasas constancias agregadas al incidente de contienda negativa de competencia resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa, corresponde devolver las actuaciones a la Corte, a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    R. S., Juan Pablo y otro s/ Estafa


    COMP. 1382, XLI, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XLI, "Ramaro, Cristian Luis Roque s/ Su secuestro extorsivo".


    A., Javier y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1614, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 966, L. XLI, "C., Augusto E. s/ Infr. Ley 11.723".


    P., Sergio M. s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 1667, XLI, 21 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 739, L. XLI, ''H., Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de libertad".


    S., Alberto s/ Extorsión


    COMP. 1675, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 24, L. XLI, "Camacho, Willy s/ Infracción Ley 22.362".


    P., Jorge R. s/ Denuncia infracción Ley 22.362


    COMP. 1704, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa V. 658, L. XL, "V., Leonardo Ismael s/ Homicidio simple en grado de tentativa".


    P. N., Samuel s/ Recurso de casación


    P. 1434, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tribunal arbitral de obras públicas. Declaración de inconstitucionalidad. Defensa en juicio. Resoluciones recurribles. Resoluciones equiparables a definitiva. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    No constituyen sentencia definitiva, en los términos del art. 14 de la ley 48, las resoluciones que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente el acceso a la revisión judicial, a través de la instancia ordinaria. No obstante, aquel principio cede cuando se demuestra que lo decidido produce consecuencias frustratorias del derecho federal invocado por su imposible o tardía reparación ulterior. Si bien las leyes sobre procedimiento y competencia son de orden público y se aplican a causas pendientes, también lo es que este principio ha sido limitado a los supuestos en que no se prive de validez a los actos procesales cumplidos o se deje sin efecto lo actuado de conformidad con las leyes anteriores. Si se admitiera, como establece el artículo N° 3 del decreto 1349/01, que las partes, ante una resolución del TAOP que no se encuentre firme, deben entablar demanda para hacer valer sus derechos, la iniciación de un nuevo proceso conduce a negar la existencia y validez del laudo emitido con arreglo a las normas en vigor al tiempo del dictado del decreto y le impone al apelante la exigencia de transitar etapas cumplidas, lo que equivale a decir que la aplicación de esa norma configuraría un caso claro de retrogradación del proceso, violatorio de forma manifiesta de los principios de preclusión y adquisición procesal.


    ACIE (UTE) c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 1349/01 s/ Amparo


    A. 2842, XXXVIII, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Y. 43, L. XXXVIII, "YOFRE de VACA NARVAJA, Susana c/ Ministerio del Interior. Resol. MJDDHH 221/00 (expte. 443459/98)”.


    Cuesta, Lucrecia Silvia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Artículo 3, Ley 24.043 (RESOL 550/01)


    C. 3431, XXXVIII, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Soares, María Susana y otro c/ Banco Central de la República Argentina y otros s/ Amparo


    COMP. 1149, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino. Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    El conflicto de competencia que se suscite entre jueces nacionales de primera instancia, deberá encontrar respuesta en la Cámara de la que dependa el que primero hubiese conocido.


    Metterling, Luis Ana c/ Banco Rio de la Plata y Buenos Aires S.A. y otro s/ Amparo


    COMP. 1151, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 (“Viejo Roble S.A.”).


    Ramos López de Arroyo, María y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Sumarísimo


    COMP. 1301, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas M.1137, LXXXIX, "Márquez, Alicia Josefa y otro c/ Estado Nacional", y A. 1518, L. XXXIX, "Agüero, Máximo José y Ovejero Cornejo de Agüero, Teresa c/Banco de la Nación Argentina s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad – medida cautelar".


    La facultad de cancelar compromisos mediante la dación en pago de títulos públicos que el art. 39 del decreto 1387/01 otorgó a los deudores del sistema financiero de las categorías 3, 4, 5 y 6, luego extendida a los que se encontraban en situación 1 y 2 por el decreto 1570/01 (con la modificación que le introdujo su similar 469/02), aunque estos últimos debían contar con la previa conformidad de su acreedor, no importaba un trato diferente que atente contra la garantía constitucional de la igualdad.


    Obregón, María Alejandra c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    O. 535, XXXIX, 11 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Si el incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión, cabe devolver las actuaciones a la Corte, a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia -más lo que considere de interés para resolver el conflicto- y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    R., Elena s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 1187, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1249, L. XLI, "L., Santiago A. s/ Delito de acción pública".


    L., Santiago Alberto s/ Estafa


    COMP. 1355, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 961, L. XL, “M., G. s/ Denuncia”.


    M., Miguel s/ Denuncia


    COMP. 1361, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    V., Leonardo Gustavo y otro s/ Causa N° 15.056/2002


    V. 549, XLI, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 579, XL, "Frutos, Carina s/ Infr. Ley 11. 723".


    P., María del Carmen s/ Presunta infracción Ley 11.723


    COMP. 1086, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se mantiene el recurso interpuesto, a los fines de que la Corte Suprema tenga oportunidad de pronunciarse.


    O., Carlos Gustavo s/ Causa Nº 5778


    O. 749, XL, 29 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 2086, L. XL, "Acuña, Andrés Francisco s/ Homicidio simple -causa n° 91/03-".


    C. A., César Osvaldo s/ Homicidio agravado por el vínculo -causa N° 33/03-


    C. 3012, XL, 02 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Siendo que no se ha agregado al incidente la resolución por la cual uno de los jueces rechazó la competencia, corresponde solicitar a la Corte que, una vez incorporada esa pieza, corra una nueva vista.


    Averiguación presunta infracción Artículo 90 del Código Penal


    COMP. 1157, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Clausura del establecimiento. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Las resoluciones de los superiores tribunales de provincia por las cuales deciden acerca de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, por principio, revisables en la instancia extraordinaria, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es de aplicación particularmente restringida.


    Juan H. M. s/ Apelación


    M. 1771, XL, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Prisión. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Es doctrina de la Corte que para el ejercicio de su jurisdicción, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse, debiéndose atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión del caso.


    V., Jorge Omar (Droffa) s/ Hábeas corpus - causa nº 13.751


    V. 884, XL, 01 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa M. 528, L. XXXV, "'Mostaccio, Julio Gabriel s/ Homicidio culposo".


    V., Alberto Nereo y otro s/ Robo simple en grado de tentativa


    V. 979, XL, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa D. 199, L. XXXIX, "Di Nunzio, Beatriz Herminia s/ Excarcelación".


    D. G., Jorge Florindo s/ Recurso extraordinario


    D. 1167, XL, 26 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Alsina, Marcos Adolfo c/ L´Oro S.R.L. s/ Ejecución hipotecaria


    A. 1004, XLI, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ablin Maderas c/ Rasic Hnos. s/ Sumario


    A. 687, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    ABN Amro Bank N.V. Sucursal Argentina c/ Peluffo Cruz Santiago, Natalio y otro s/ Ejecutivo


    A. 731, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Acrilico Salerno S.A. s/ Quiebra


    A. 1366, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Administración Galeanoff S.R.L. s/ Quiebra


    A. 1181, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    AESA Aceros Especiales S.A.I. y C. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    A. 1000, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Agco Argentina S.A. c/ Morel Jorge Alejandro


    A. 269, XLI, 01 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Agrello Domelles, Guillermo c/ Easy Mail S.A.


    A. 1636, XXXIX, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Agüero de Abraham, María Rosa y otro c/ Gas del Estado Sociedad del Estado s/ Responsabilidad por daños (Servicio de gas)


    A. 1817, XL, 06 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Aguirre Nélida y otro c/ La Buenos Aires Compañía Argentina de Seguros s/ Homologación de convenio


    A. 1399, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Aguirre, Carlos Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    A. 270, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Air Space Service S.A. s/ Quiebra


    A. 686, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Aisenberg Maquinarias S.A. s/ Quiebra


    A. 2250, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Alfajores Trassens S.A.C.I.F y C. s/ Quiebra


    A. 685, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Alfalube Petroquimica S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de depositos judiciales


    A. 1483, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Abud, Emilio Gabriel c/ Poder Ejecutivo Nacional


    A. 448, XL, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo"; y M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro / Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Alonso Ricardo Narciso, Vasile Mónica Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional - Estado Nacional, Banco de la Nación Argentina, Banco Francés s/ Amparo - inconstitucionalidad


    A. 832, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Basso, Teresa Clara y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 214/02 1570/01


    B. 2309, XXXIX, 28 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 21, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabricl y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561".


    Bunte, Claudio Enrique y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    B. 671, XL, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 766, L. XXXIX, "B., Fabián y otros s/ Infracción Ley 24.769 -causa nº 3977-, en el cual la Corte se pronunció haciendo suyos los fundamentos del dictamen de esta procuración General de la Nación.


    C., Albino Alejandro y otro s/ Recurso de casación


    C. 1052, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo"; y M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro / Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Caja Forense de Entre Rios c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    C. 1616, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja. 


    Resulta innecesario pronunciarse, toda vez que los agravios que se pretenden someter a consideración de la Corte ya fueron tenidos en cuenta en el dictamen emitido en los autos principales.


    Campos de Mazza Dolores c/ Poder Ejecutivo Nacional


    C. 62, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX. "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Caresita Saenz Amilcar c/ Poder Ejecutivo Nacional


    C. 3512, XXXVIII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 254, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Caviglia, Emiliano S. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    C. 1092, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Colombo, Osvaldo Juan c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    C. 4000, XXXVIII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Costa, Norberto Rubén c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Sumarísimo


    C. 1840, XXXVIII, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1137, L. XXXIX, "Márquez, Alicia Josefa y otro c/ Estado Nacional s/ Recurso de hecho".


    D'Amico, Pablo c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    D. 215, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Datí, Jorge Daniel c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    D. 809, XXXIX, 06 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Galizzi, Myriam Stella c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    G. 488, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo"; y M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro / Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Gandolfo, Juan José c/ Estado Nacional y otros s/ amparo


    G. 1342, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Hejtman, Isaac c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    H. 18, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo"; y M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro / Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Jozami, Maria Paula de los Milagros y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    J. 394, XXXVIII, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Kochen, Sergio Luis c/ Isa, Miguel Edgardo s/ Ejecutivo


    K. 143, XXXIX, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Kowsef S.A. c/ Islas, Carlos Walter y otros s/ Ejecutivo


    K. 331, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Kreimer, Gerardo B. s/ Sucesión


    K. 29, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    La Naviera Línea Argentina de Navegación marítima y fluvial S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    L. 1604, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B.139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    La Previsora S.A. de Seguros de Sepelio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía - Banco Central de la República Argentina y/o HSBC Bank suc. Salta s/ Amparo - medida de no innovar


    L. 1768, XXXVIII, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Lanaco S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación


    L. 866, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    La Rotonda, Sandra Noemí s/ Concurso preventivo s/ Incidente de venta


    L. 1269, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ledesma de Tarchini, María Amanda y otros c/ Del Valle López, Horacio R. y otros


    L. 556, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 3, L. XL, "Herrera de Gutiérrez, Marta Olga y otra c/ C.S.J.N. - Estado Nacional s/ Contencioso administrativo".


    Lega, Guillermo R. y otra c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia


    L. 17, XL, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Linea Blanca s/ Quiebra s/ Incidente de realización de bienes s/ Recurso extraordinario


    L. 934, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Lizarraga, José Daniel c/ Propuesta Laboral S.A. y otro s/ Accidente


    L. 934, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    López García, Carlos Manuel y otro c/ Álvarez, Marcos y otros s/ Sumario


    L. 957, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Al haber dictaminado sobre el fondo del asunto, corresponde remitir a lo allí expuesto.


    Loza de Garraham, María Susana c/ Harismendi, Eduardo Jorge y otros s/ Ejecución hipotecaria


    L. 593, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Lupetti, María Isabel s/ Quiebra


    L. 1126, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1757, L. XL, "C., Matías Eugenio y otro s/ Robo en grado de tentativa -causa nº 1.681-".


    M. A., Ernesto s/ Causa N° 3.792


    M. 1451, XXXIX, 18 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 1757, L. XL "Casal, Matías Eugenio y otro s/ Robo en grado de tentativa -causa nº 1681-".


    M., José Daniel y otro s/ Homicidio simple en concurso real con lesiones leves -causa 14/03-


    M. 2803, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Macario, Luis Esteban c/ Acindar Industria Argentina de Aceros SA. s/ Ejecución hipotecaria


    M. 1537, XXXIX, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Macho, Luis y otros c/ Grun, Natalio y otros s/ Ejecutivo


    M. 2523, XXXIX, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa M. 2523, L. XXXIX, "Recurso de hecho deducido por la demandada en la causa Macho, Luis y otros c/ Grun, Natalio y otros".


    Macho, Luis y otros c/ Grun, Natalio y otros s/ Ejecutivo.


    M. 2580, XL, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictámen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Magrini, Domingo y otros c/ Arquinge S.A.I.C.I. y F. s/ Ejecución hipotecaria


    M. 3226, XL, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Macrini, Domingo y otros c/ Arquinge S.A.


    M. 3245, XL, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Macusa Manufacturas del Cuero s/ Quiebra


    M. 937, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Madero Office Center S.R.L. c/ Paseo Puerto S.A.


    M. 891, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Maquieira de Teneu, María Josefa c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo Ley 16.986


    M. 1350, XXXIX, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ TIA S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Marini, Osvaldo y otro c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Lesión y/o muerte de pasajero transporte aéreo


    M. 639, XL, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Marocco, Oscar Enrique s/ Quiebra


    M. 2934, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H 3, L. XL, "Herrera de Gutiérrez, Marta Olga y otra c/ C.S.J.N. - Estado Nacional s/ Contencioso administrativo".


    Martínez, Alberto José y otros c/ Estado Nacional - Corte Suprema de Justicia de la Nación s/ Contencioso administrativo


    M. 1283, XXXIX, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Martínez Castro, Pia y otros c/ Bignoli de Hellers, Beatriz Maria s/ Ejecución hipotecaria


    M. 2776, XL, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Martinsen, Mario Federico y otro c/ Cossan, Fabiana y otros s/ Ejecución de honorarios


    M. 395, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    M. 183, XXXIX, 06 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Medicina Integral Privada S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de pieza por separado


    M. 1259, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Melhem, Dominique s/ Venia judicial


    M. 397, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Melogno, Osvaldo E. s/ Quiebra


    M. 893, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Mendez Pereira s/ Quiebra


    M. 892, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Mercobank S.A. s/ Liquidación judicial s/ Incidente de recurso extraordinario


    M. 1156, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Mesbla S.A. c/ Obra Social del Personal de la Actividad Hotelera Gastronómica s/ Incidente de apelación Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial


    M. 2266, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Messina Inmobiliaria S.R.L. s/ Quiebra


    M. 895, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Metalurgica Repa S.A. s/ Quiebra


    M. 1768, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Michelotti, Alberto c/ Banco Mercantil Arg. s/ Ordinario


    M. 1221, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Mie, Norma Inés y otros c/ Instituto Nacional de Reaseguros y otros


    M. 3182, XXXVIII, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Minar S.A. s/ Quiebra


    M. 857, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Miranda o Miranda Pinto, Manuel s/ Quiebra


    M. 786, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Mollo, Francisco c/ Mollo, José Ignacio y otro s/ Incidente de apelación


    M. 856, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Monasterio, Juan Carlos s/ Concurso preventivo


    M. 894, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Mustapic, Mariano c/ Cooperativa de Crédito Vivienda y Provisión de Servicios Pilotos Aviadores y otro s/ Ordinario


    M. 1868, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z. 81, L. XXXIII, "Zenzerovich, Ariel F. s/ Recusación".


    N., Francisco Fernando s/ Causa N° 4.125


    N. 183, XL, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Najdorf, Hernán Gastón s/ Quiebra (s/ Incidente de concurso especial por Banco Torquist S.A.)


    N. 362, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    National Lead s/ Quiebra


    N. 283, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Neremburg, Berta y otro c/ González, Juan Roberto y otros


    N. 520, XL, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Nevler, Bernardo s/ Quiebra


    N. 481, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Niborsky, Pablo E. s/ Concurso preventivo s/ Concurso especial por Paez, Maria


    N. 400, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Nuevo Credito S.A. c/ Darget, Carlos Alberto Augusto y otros


    N. 214, XLI, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Nuevo Banco Santurce c/ Bigudi S.A. s/ Ejecutivo


    N. 298, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Olivera, Carlos Alberto c/ Pedro López e Hijos S.A. s/ Accidente


    O. 145, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Olivera, Zunilda c/ Bufager Fandi Ali


    O. 258, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Olmedo, Florentin c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    O. 46, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Ortega Garralda, José Javier c/ Grinberg, José y otro


    O. 252, XLI, 01 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 647, L. XXXVIII, "OSIAD Salud (Obra Social para el Personal de la Industria Aceitera Desmotadora y Afines) c/ Chaco, Provincia del s/ Acción de inconstitucionalidad".


    OSIAD Salud (Obra Social para el Personal de la Industria Aceitera Desmotadora y Afines) c/ Chaco, Provincia del s/ Acción de inconstitucionalidad


    O. 284, XXXIX, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Oyola, Olga Elisa y otros c/ Vidrieria Argentina Vasa


    O. 104, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Pagliero, Alfredo s/ Quiebra


    P. 1706, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C. 124, XL, "Cabrera, Gerónimo Rafael y otro c/ P.E.N. - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin expresa reserva, determina la improcedencia de su impugnación ulterior con base constitucional y, sobre tales bases, las garantías atinentes a la propiedad privada pueden ser renunciadas por los particulares expresa o tácitamente. Ello sucede cuando el interesado realiza actos que, según sus propias manifestaciones o el significado que se atribuya a su conducta, importan acatamiento de las disposiciones susceptibles de agraviar a dichas garantías, o suponen el reconocimiento de la validez de la ley que se pretende impugnar. Y, en tal orden de ideas, la Corte concluyó en que no puede peticionar y obtener el ejercicio del control judicial de la constitucionalidad de las leyes el particular que antes de la iniciación del juicio renunció al derecho que alega.


    Palicio, María Nélida y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    P. 1588, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Palomba, Florio José c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    P. 887, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Patagonia Feeder Line S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de restitución de fondos


    P. 705, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Pellegrini de Taubenschlag, Martha Lía s/ Quiebra


    P. 1514, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Pellegrini, Aida y otro c/ Sosa, Laureano y otro s/ Ejecución hipotecaria


    P. 648, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Pellicari Pantaleon s/ Quiebra


    P. 1431, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Pequeño Mundo S.R.L. s/ Quiebra c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    P. 1009, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Peralta Casiano y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ley 25.561 – Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    P. 43, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Peyras, Héctor Eugenio Ramón c/ Poder Ejecutivo Nacional Decreto 1570/01 s/ Ley 16.986


    P. 1644, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Picallo Gerpe de Rial c/ Sideco Americana S.A. s/ Ejecución de sentencia - Incidente civil


    P. 1185, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Pimentel, Marcela c/ Strusberg, Abel


    P. 2203, XL, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Piran, Juan Antonio s/ Quiebra


    P. 735, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Pretto, Jorge c/ Del Benes S.A. s/ Despido


    P. 389, XXXIX, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B.139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Provitina, Alberto A. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    P. 435, XL, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Puppolo de Correa, Margarita y otros s/ Sucesión ab intestato


    P. 1974, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Quintana, Lidia Azucena s/ Sucesión ab-intestato


    Q. 85, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    Quinteros, Eva y Romano, Gastón c/ Estado Nacional s/ Amparo


    Q. 170, XXXVIII, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Raffo, Héctor c/ ltalian Line S.A. s/ Despido


    R. 597, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ralston Purina Argentina S.A c/ Petty Can S.A. y otros s/ Ejecutivo


    R. 1235, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ramvil S.A.C.I. s/ Quiebra s/ Cuadernillo de recurso extraordinario


    R. 959, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1137, L. XXXIX, "Márquez, Alicia Josefa y otro c/ Estado Nacional s/ Recurso de hecho".


    Raso, Ester Mabel c/ Estado Nacional


    R. 864, XXXIX, 06 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ratti, Hugo Celestino c/ Compañía de Trasportes Río S.A. s/ Ejecución de convenio


    R. 1896, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Rennis, Alberto Juan c/ Temi, Ricardo


    R. 483, XL, 01 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Rial, Juan Carlos y otros c/ Di Franco, Martín y otros


    R. 1223, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Rial de Rosato, Claudia c/ Hotel Coliseo S.A. s/ Ordinario


    R. 578, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ribetto, López y Carluccio S.A. s/ Quiebra


    R. 546, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ríos, Leticia Ramona c/ Dota S.A. y otro s/ Sumario


    R. 1939, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 124, L. XL, "Alonso, Rubén Walter c/ Marifran Internacional S. A. s/ Despido".


    Robledo, Héctor c/ Shell CAPSA s/ Despido


    R. 2195, XXXVIII, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Rodríguez Barrios, Isabel Susana c/ Olimatic S.A.


    R. 1228, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Ryan, Jhon Eric y otro c/ Farjoun, Salomón Ricardo y otro s/ Ejecución hipotecaria


    R. 2237, XL, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Rodríguez Abreu, José c/ Francesco, Martha s/ Ejecución hipotecaria


    R. 846, XLI, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Romero de Gómez, María Cristina c/ Faibiscob, Mario León y otro s/ Daños y perjuicios


    R. 485, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Rondinella, Marta Zulema c/ Gleimore S.A. y otros s/ Ejecutivo


    R. 94, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Rosales, Rafael y otros s/ Neumáticos Good Year S.A.


    R. 287, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Rotografica Argentina S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    R. 480, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo"; y M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Ryzuk, Lidia Susana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    R. 1107, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    S.A. Córdoba del Tucumán s/ Quiebra s/ Incidente de conservación de depósitos


    S. 1786, XL, 15 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa F. 114, L. XXIX, "Fabro, Víctor y otra c/ Río Negro Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios".


    Saber, Ciro Adrián c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    S. 101, XXXI, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Sadoca S.A. de Orfebreria y Cubiertos Argentina c/ Waldisperg, María Susana y otros s/ Incidente de inconstitucionalidad


    S. 1205, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Salvatierra, Mirta Gladis c/ Manliba S.A.


    S. 1295, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 139, L. XXXIX, "Bustos, Alberto Roque y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo".


    San Luis, Provincia de c/ Banco San Luis S.A. s/ Amparo.


    S. 174, XXXVIII, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Sanatorio Nuestra Señora del Loreto S.A. s/ Quiebra


    S. 1525, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Sanchez, Juan c/ Omega Cooperativa de Seguros Limitada s/ Homologación


    S. 1529, XXXIX, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Sánchez, César Federico c/ Departra S.A.


    S. 829, XL, 01 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Santer, Joaquin y otros c/ Zeitune, David y otros


    S. 731, XXXIX, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Santimex S.C.A. s/ Quiebra


    S. 1110, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Sarubbi, Gustavo Adolfo c/ Famat S.A.


    S. 343, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    S.A.S.D.A (Sociedad Salteña de Desarrollo Agrícola) c/ B.N.A. - Estado Nacional - Ministerio de Economía - B.C.R.A s/ Amparo - medida cautelarS.A.S.D.A (Sociedad Salteña de Desarrollo Agrícola) c/ BNA - Estado Nacional - Ministerio de Economía - BCRA s/ A


    S. 1699, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Sasetru S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de transferencia de fondos promovido por Banco Galicia S.A.


    S. 1034, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Satemu S.A. s/ Quiebra


    S. 1756, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Scarfiello y Rodríguez S.R.L. s/ Quiebra


    S. 778, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Scharer S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario


    S. 1033, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Scheinsohn, Marcelo Aldo s/ Quiebra


    S. 729, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Schissel Vial S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de piezas por separado


    S. 1235, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Segovia, Víctor Rolando c/ Search Organización de Seguridad S.A s/ Accidente - Ley 9.688


    S. 1762, XXXIX, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Sei, Raúl Alberto c/ Quiebra


    S. 1651, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Semar S.A.C.I.F. s/ Quiebra


    S. 678, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Serramalera, Emilio - Gross, Teresa E. sociedad de hecho s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    S. 1764, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Socolosky, Hugo s/ Quiebra


    S. 961, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Sola, María Susana - Gamarra, Antonio c/ Estado Nacional s/ Medida cuatelar


    S. 417, XXXIX, 06 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 1137, L. XXXIX, "Márquez, Alicia Josefa y otro c/ Estado Nacional s/ Recurso de hecho".


    Sorg, Olga Angélica y otro c/ Estado Nacional


    S. 975, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Soubelet Cristian s/ Incidente Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial


    S. 372, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Speedmalt Limited c/ Producciones Gráficas Condor S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    S. 105, XLI, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Squeff, Horacio Elias s/ Quiebra


    S. 1658, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Stier, Pedro Manuel c/ Garber, Ricardo Elías s/ Ejecutivo


    S. 893, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Suárez, Manuel Roberto s/ Sucesión ab - intestato


    S. 689, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Los agravios que se pretenden someter a consideración de la Corte por medio de esta queja son inconducentes.


    Subelza, Aniceta c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro


    S. 1254, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 245, L. XXXIX, "Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo".


    Subeleza, Aniceta c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    S. 1361, XXXIX, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 124, L. XL, "Alonso, Rubén Walter c/ Marifran Internacional S.A. s/ Despido".


    Tancovich, Hugo Omar y otro c/ Río Luján Navegación S.A. de Transportes Fluviales y Remolques s/ Despido


    T. 846, XXXIX, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Tarrago, Oscar Emilio s/ Sucesión ab-intestato


    T. 339, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Tecnología Argentina en Actividad Indumentaria y Accesorios S.A. s/ Quiebra


    T. 474, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Textil Colonia S.A. c/ Ajami, Victor Israel s/ Ejecutivo


    T. 567, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 124, L. XL, "Alonso, Rubén Walter c/ Marifran Internacional S.A. s/ Despido".


    Medina, Juan Carlos c/ Esso Sociedad Anónima Petrolera Argentina s/ Despido


    M. 3544, XXXVIII, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Mosquera, Daniel Marcelo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad Artículo 39 Decreto 7881/84


    M. 538, XL, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 324:4520.


    Parra, Vilma y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros


    P. 772, XXXVIII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Pasqualotto, Elsa c/ Lima, Nilda Noemí s/ Ejecución prendaria


    P. 1865, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Perrone Encendido Sociedad de Hecho s/ Quiebra s/ Inicidente por separado


    P. 706, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Pizarro, Orlando C. s/ Sucesión ab-intestato


    P. 649, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 772, L. XXXVIII, "Parra, Vilma y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros ".


    Prada Errecart, Pedro Horacio c/ Banco de la provincia de Buenos Aires y otros


    P. 771, XXXVIII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Sosa, Walter Nelson c/ Cosmos S.A. de Ahorro y Préstamo s/ Ordinario


    S. 779, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 772, L. XXXVIII, "Parra, Vilma y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo".


    Steiger, M. c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    S. 2683, XXXVIII, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Toranzo, Víctor Severino s/ Sucesión


    T. 94, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Torres, Ernesto Dario y Torres, Juan Carlos s/ Guarda


    T. 266, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Translink S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de conservación de depósitos


    T. 820, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Transmix S.A. c/ Santa Cruz, Sandra s/ Homologación


    T. 596, XXXIX, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Transportadores Unidos S.A. s/ Liquidación judicial s/ Incidente de recurso extraordinario por Banco de la Ciudad de Buenos Aires


    T. 436, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Truxum S.R.L. s/ Quiebra


    T. 289, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Turrión, Rubén Darío y otro c/ Sociedad Italiana de Beneficencia de Buenos Aires


    T. 245, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Vaeza, Lidia Beatriz c/ Gomegar S.A.


    V. 649, XXXIX, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Vélez, Miguel Ángel c/ García Guevara, Roberto Agustín s/ Ejecución prendaria


    V. 399, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Ventimiglia Viajes S.A. s/ Quiebra


    V. 948, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aries s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    V., P. N. y otro s/ Tutela


    V. 171, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Videla, Pablo Rodolfo y otro c/ Clínica Modelo Los Cedros s/ Responsabilidad médica


    V. 989, XXXIX, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Vieyra, Rafael s/ Quiebra s/ Incidente de fondos depositados por Banco de la Ciudad de Buenos Aires


    V. 791, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Vitariño, Mario José s/ Quiebra


    V. 372, XL, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Vildex S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de concurso especial - Artículo 209 L.C. por Rapoport, Bernardo León y otros.


    V. 285, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Villarruel, Lidia c/ lmperium S.A. s/ Indemnización por fallecimiento


    V. 841, XXXIX, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tía S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Vinciguerra, José Eduardo s/ Quiebra s/ Incidente de recurso extraordinario


    V. 694, XXXIX, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Volkswagen Compañía Financiera c/ Sevitar S.A.


    V. 869, XXXIX, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Wisner, Ángel Eduardo y otra c/ Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    W. 5, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Xuzhou Construcción c/ Toledo, José s/ Ejecución prendaria


    X. 3, XL, 26 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 68, L. XL, "EMM S.R.L. c/ Tia S.A. s/ Ordinario s/ Incidente de medidas cautelares".


    Zago, Cora Susana y en representación de sus hijos menores c/ Dicky S.A. s/ Despido


    Z. 256, XXXIX, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa C.124, L. XL, "Cabrera, Gerónimo Rafael y otro c/ P.E.N. - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561".


    El voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin expresa reserva, determina la improcedencia de su impugnación ulterior con base constitucional y, sobre tales bases, las garantías atinentes a la propiedad privada pueden ser renunciadas por los particulares expresa o tácitamente. Ello sucede cuando el interesado realiza actos que, según sus propias manifestaciones o el significado que se atribuya a su conducta, importan acatamiento de las disposiciones susceptibles de agraviar a dichas garantías, o suponen el reconocimiento de la validez de la ley que se pretende impugnar. Y, en tal orden de ideas, la Corte concluyó en que no puede peticionar y obtener el ejercicio del control judicial de la constitucionalidad de las leyes el particular que antes de la iniciación del juicio renunció al derecho que alega.


    Zanetti, Diana Marta y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional. Ley 25.561 s/ Amparo Ley 16.986


    Z. 22, XL, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Zavaglia, Ricardo c/ Griegues, Antonio R. y otro s/ Ejecución hipotecaria


    Z. 146, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 1891, L. XXXVIII, "Dubois, Juan y otra c/ P.E.N. s/ Amparo".


    Zubiri, Cipriano J. y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    Z. 91, XXXIX, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Zugaro, Emma c/ Díaz de Gay, Concepción s/ Ejecución hipotecaria


    Z. 165, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Verde, Gabriel Alberto c/ Instituto de educación integral San Patrico S.R.L.


    V. 782, XL, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli, Hugo Gabriel y otro c/ P.E.N.- Ley 25.561-Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo ley 25.561".


    Argañaraz, Noemí Gladyz c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 – Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    A. 277, XL, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 124, L. XL, "Alonso, Rubén Walter c/ Marifran Internacional S.A. s/ Despido".


    Dias Sorrito, Mario Eduardo c/ Esso S.A.P.A.


    D. 1329, XXXVIII, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Veltens, Agustín Alfonso s/ Sucesión ab intestato


    V. 359, XXXIX, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Parmigiani de Bravo, Alicia Mónica y otro s/ Homologación de convenio


    P. 74, XXXIX, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución hipotecaria", y P. 1099, L. XLI, "Prosdocimi, E. c/ Pérez, Manuel s/ Ejecución hipotecaria".


    Cantor, David Samuel c/ Venegoni, Oscar Hugo


    C. 1446, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Puente, Esteban Ricardo c/ Meschengieser, Néstor Omar


    P. 1535, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria".


    Ortega Garralda, José Javier c/ Prados, Angélica


    O. 319, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84", y V. 359, L. XXXIX, "Veltans, Agustín Alfonso s/ Sucesión ab intestato".


    Fernandez, Silvia Caleria y otros c/ Formarelli, Rubén Ricardo


    F. 543, XXXIX, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Suárez, Ramón Patricio c/ Piso Uno S.A.


    S. 1746, XXXIX, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución Hipotecaria".


    Pirani de Morgavio, Silvia Eugenia c/ Barbagallo, Miguel


    P. 1241, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución hipotecaria".


    Prosdocimi, Estela y otros c/ Pérez, Manuel Rafael


    P. 1099, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución hipotecaria", y P. 1099, L. XLI, "Prosdocimi, E. c/ Pérez, Manuel s/ Ejecución hipotecaria".


    Parrinello, Rosa Noemí c/ Hernández, Oscar Antonio


    P. 1125, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución hipotecaria", y P. 1099, L. XLI, "Prosdocimi, E. c/ Pérez, Manuel s/ Ejecución hipotecaria".


    Lamanuzzi, Alberto Atilio y otros c/ Villalba, Ángel Mario y otro


    L. 815, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    López Cibeira, Ricardo c/ Instituto Educacional Integral San Patricio


    L. 869, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Levy, María Silvia y otros c/ Higa, Jorge y otros


    L. 832, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 82, L. XLI, "Hodari, Estela c/ Villa, Antonio s/ Ejecución hipotecaria".


    Inversiones Sarmiento S.R.L. c/ Bernes, Marino David y otro


    I. 275, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Carlucci, Agustín c/ Pecorino, Alfredo Orlando


    C. 3746, XL, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Celebrin, Lucía y otros c/ Van Geldern S.R.L.


    C. 1910, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Oficina Anticorrupción. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Recurso extraordinario federal. Requisitos: fundamentación autónoma. Falta de refutación de los argumentos dados en las instancias anteriores. Intervención de la Oficina Anticorrupción como parte querellante.Facultades e investigación llevada a cabo por dicho organismo: posible ejercicio de facultades judiciales. Posible afectación al derecho de defensa.


    Si la defensa insiste en reproducir agravios refutados, no intentó cumplir con el requisito de fundamentación autónoma, por lo que el recurso extraordinario no puede prosperar. No se demuestra por qué la intervención de la Oficina Anticorrupción impide la defensa del imputado, de qué manera se restringen las garantías y derechos que le acuerdan las leyes, o, incluso, de qué modo atenta contra el debido proceso la intervención de un querellante -aunque sea una persona del derecho público- junto a un fiscal, cuando el procedimiento penal regula esa coexistencia acusadora. ¿Cuál sería, entonces, la diferencia perjudicial entre un querellante privado y el Estado cumpliendo ese rol? ¿Que haya una doble intervención del Estado? Pero, justamente, con base en el principio de la separación de los poderes, no hay ningún riesgo de que se confundan el ente ejecutivo y aquél que tiene la titularidad, la potestad exclusiva -y aun la facultad dispositiva- de la acción penal pública. 


    G., Armando s/ Recurso extraordinario


    G. 1471, XL, 25 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lo adecuado a derecho es esperar a que la Cámara de Diputados conteste el traslado que le fuera conferido, o que transcurra el plazo previsto para ello (artículo 257 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), pues recién entonces este caso estará en condiciones de ser considerado, ya que se dispondrá de todas las actuaciones. Ello, toda vez que la previa sustanciación es requisito de validez de todos los pronunciamientos del Tribunal, a fin de proporcionar a las partes la oportunidad de ejercer su defensa con la amplitud que exigen las reglas del debido proceso.


    Boggiano, Antonio s/ Recurso de queja


    B. 2286, XLI, 24 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Fertkin, Santiago y Fertkin, Raúl Edgardo s/ Sucesión


    F. 1345, XL, 18 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Rossi, Estela s/ Sucesión


    R. 26, XL, 18 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Sastre, Graciela Noemí c/ Lavadero Ramos Mejía S.R.L.


    S. 1048, XLI, 18 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Marcos, Marta Lidia c/ Ghisletti, Juan Carlos y otra


    M. 2135, XLI, 18 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Macellari, Jorge Roberto c/ La Venecia de Res Hnos. S.R.L. y otros s/ Ejecutivo


    M. 1003, XLI, 18 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Iglesias, Héctor c/ Ruibo Amabilia


    I. 239, XLI, 18 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 340, L. XLI, "Pedraza, Jorge s/ Solicita investigación".


    R, Pedro Alberto y otros s/ Privación ilegal de la libertad.


    R. 382, XLI, 15 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 340, L. XLI, "Pedraza, Jorge s/ Solicita investigación".


    G., Pascual y otros s/ Privación ilegítima de la libertad


    G. 534, XLI, 15 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 340, L. XLI, "Pedraza, Jorge s/ Solicita investigación".


    J. T., Enrique y otros s/ Incidente de excepción de cosa juzgada


    J. 82, XLI, 15 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    Laplaze, Oscar Enrique c/ Leites Riccetto, Aníbal Néstor


    L. 822, XLI, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    L., A. A. s/ Declaración de incapacidad


    L. 133, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Larrosa, Susana B. c/ Roggero de Mostajo, Alicia N. y otro s/ Daños y perjuicios


    L. 424, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Lacuadra, Amelia en representación de sus hijos menores c/ Baldocchi, Néstor s/ Daños y perjuicios


    L. 1131, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Larocca, Francisco s/ Sucesión ab-intestato


    L. 1353, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Nusafe S.A. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación irregular


    N. 303, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Pérez Floreal s/ Sucesión ab-intestato


    P. 147, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Simón, Raúl Ángel s/ Quiebra


    S. 1874, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Scotto, Oscar Fernando s/ Sucesión ab-intestato


    S. 1500, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Limitada s/ Homologación de convenio s/ Indemnización


    S. 1501, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    L., A. E. s/ Insania


    L. 100, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Gambarotta, Juan, Gambarotta, Lucas y Freire, Ana s/ Quiebra


    G. 1965, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Cataluña, Ramón Darío y Bustamante, Gabriela Eva Francisca s/ Sucesión ab-intestato


    C. 2215, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Folino, Juan c/ Jacob, Patricia s/ Daños y perjuicios


    F. 752, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Zardi, Raimundo Rubén c/ Rivara, Roberto Luis y otro s/ Daños y perjuicios


    Z. 65, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Rachich, Augusto c/ Pereyra, Daniel s/ Ejecución hipotecaria s/ Incidente de recurso extraordinario


    R. 805, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Rosado, Raúl c/ Rubio, Humberto s/ Escrituración y daños y perjuicios


    R. 1225, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Rostán Ávila, Nelson c/ Iocca, Luis s/ Daños y perjuicios


    R. 1202, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Cabrera, Daniel y otro c/ Hospital Zonal General de Agudos Profesor Dr. Ramón Castillo s/ Daños y perjuicios


    C. 710, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Caminal, Armando Luis y otro s/ Autorización judicial de venta


    C. 507, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Astarsa s/ Quiebra


    A. 1064, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Balanzat, Juan Carlos s/ Sucesión


    B. 1603, XL, 18 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Bueno, Rodrigo s/ Sucesión s/ Incidente (pesificación)


    B. 1569, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Cutule, Elsa Patricia c/ Mastracchio, Pablo s/ Daños y perjuicios


    C. 1004, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Requerimiento de elevación del incidente de apelación del auto de procesamiento con prisión preventiva.


    C., R. R. s/ Abuso sexual con acceso carnal calificado


    C. 1420, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Acosta, Miguel Merdeces y otros c/ Llanos, Marcelo Adrián y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 420, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    A., B. s/ Insania y/o inhabilitación


    A. 1426, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Baranek, Sara c/ Caserta o Caserta Quattrochi, Juan y otro s/ Cobro hipotecario


    B. 1531, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Brizuela, Ethel Claudia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    B. 1602, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    González, Mabel Julia c/ Diaz, Mario y otros s/ Ejecución hipotecaria


    G. 1432, XLI, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Diaconchuk, Carlos Orlando c/ Compañía Lureza S.A. s/ Ind. despido etc.


    D. 971, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Domínguez de Rodríguez, Amelia Eusebia s/ Sucesión ab-intestato


    D. 603, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Castellote, Enrique E. c/ Rouxel, Ricardo F. s/ Daños y perjuicios


    C. 508, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Caamaño, Fernando c/ Garralda s/ Resc. de contrato daños y perjuicios


    C. 2187, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Cordero, Patricia c/ Tortosa, José s/ Alimentos


    C. 511, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Cannistra, José s/ Sucesión


    C. 2214, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    G. L., Gladys y otros c/ Transporte Villa Ballester S.A. s/ Indemnización por muerte


    G. 1565, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Jara, Irineo y Jara, Jorgelina s/ Sucesión ab intestato


    J. 19, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7.881/84".


    Frade, Manuel Raúl y Rodríguez Dos Santos, Julia s/ Sucesiones ab-intestato


    F. 1042, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    F. P., R. s/ Tutela


    F. 1055, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Forciniti, Mario s/ Sucesión ab intestato


    F. 302, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Carava, Gladys c/ Empresa Línea 216 S.A.T. s/ Indemnización por muerte


    C. 2217, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Federación Patronal CSL s/ Homologación de convenio de beneficio


    F. 262, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Martínez, Jorge Ramón Vital s/ Sucesión


    M. 1854, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Muñoz De Bibiano, Susana, en representación de H. G. y S. L. c/ G. F., H. y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 1752, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 23, L. XXXIX, "Homaq S.A. c/ Chaco, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de amparo”.


    Osiad Salud (Obra Social para el Personal de la Industria Aceitera, Desmotadora y Afines) c/ Chaco, Provincia del s/ Acción de inconstitucionalidad


    O. 647, XXXVIII, 30 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    P.V.I. S.A. s/ Quiebra


    P. 348, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Quercia de Manginini, Mirta c/ Montes, Walter s/ Daños y perjuicios


    Q. 86, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Ruiz, Lucia Claudina y otro c/ Medina, Jorge Alberto y otro s/ Daños y perjuicios


    R. 250, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 23, L. XXXIX, "Homaq S.A. c/ Chaco, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de amparo”.


    Osiad Salud (Obra Social para el Personal de la Industria Aceitera, Desmotadora y Afines) c/ Chaco, Provincia del s/ Cobro de sumas de dinero e inconstitucionalidad


    O. 284, XXXIX, 30 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Silberman y Compañía S.A. s/ Pedido de su propia quiebra s/ Incidente de realización de bienes


    S. 376, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 538, L. XL, "Mosquera, Daniel Marcelo c/ Provincia de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad art. 39 dec. 7881/84".


    Toledo, Lelia Del Carmen c/ Giordano, Ángel s/ Accidente de trabajo


    T. 535, XL, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 255, L. XXXIII, "Agua y Energía Eléctrica Sociedad del Estado c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Mendoza, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    F. 478, XXXVI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 246, L. XXXIX, "Argenova S.A. c/ Pcia. de Santa Cruz s/ Acción declarativa".


    Argenova S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa (juicio originario)


    A. 481, XXXIX, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa T. 271, XL, "Tecpetrol S.A. s/ Inhibitoria en los autos: Provincia del Neuquén c/ Tecpetrol S.A. s/ Cobro ejecutivo".


    Chevron San Jorge S.R.L. s/ Inhibitoria en los autos “Provincia del Neuquén c/ Chevron San Jorge S.R.L. s/ Cobro ejecutivo”


    C. 1810, XLI, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 683, L. XLI, "Fundación Acceso Ya c/ Edificio de viviendas de Av. Corrientes 1327 s/ Amparo".


    Fundación Acceso Ya c/ Chill Out Bar s/ Amparo


    COMP. 1209, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.").


    Simonitti, Nieves c/ Banco de la Nación Argentina s/ Incumplimiento de contrato


    COMP. 1234, XLI, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 406, L. XLI, “R., Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    H. F., Antonio Walid s/ Coacción agravada


    COMP. 755, XLI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Saber, Ciro Adrián c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    S. 101, XXXI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    P. Campanario S.A.I.C. c/ Plan Ovalo S.A. de ahorro para fines determinados


    P. 1531, XL, 17 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ Acción meramente declarativa”.


    Siri, Juan Ángel y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1206, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Ailan, María J. c/ Clínica Privada San Marcos S.A. s/ Despido


    COMP. 927, XLI, 30 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 748, L. XXXVIII, “Viejo Roble c/ Bank of Boston s/ Acción meramente declarativa”.


    Potente, Nora Lucia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Medida cautelar


    COMP. 1215, XLI, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1132, L. XXXVIII, “Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ Apelación”.


    Buccetti, Hugo c/ Provincia A.R.T. s/ Materia a categorizar


    COMP. 1237, XLI, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 567, L. XLI, "Siri, Esther Noemí c/ SOMISA s/ Enfermedad Accidente”.


    Valdez, Héctor R. c/ SOMISA s/ Incidente


    COMP. 1050, XLI, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa H. 319, L. XL, "Hutchinson, Tomás c/ Instituto Provincial de Previsión Social".


    Bruglieri, Nilda Adelina c/ Instituto Provincial de Previsión Social


    B. 1762, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 656, L. XL, “Díaz, Edgardo Víctor c/ Alenco S.A. y otros”.


    Díaz, Edgardo Víctor c/ Alenco S.A. y otros


    D. 864, XL, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 324:2493 (“Resk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”).


    Lorenzo, Liliana c/ Siembra Seguros de Retiro S.A. s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1015, XLI, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión a Fallos: 315:2963 (“González, Celina y González, Hipólito y otro s/ Protección de persona”).


    Angeli, Pablo Enrique s/ Internación


    COMP. 1563, XLI, 11 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 406, L. XLI, “R., Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    P., Luis s/ Falsificación de documento público


    COMP. 899, XLI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso in forma pauperis


    Cuestiones de hecho y prueba. Preclusión. Insuficiencia del agravio. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. 


    Resulta de aplicación al sub lite la doctrina de la Corte que establece que notificada la defensa de la denegación del recurso extraordinario, la posterior notificación al procesado de la misma providencia resulta irrelevante para el cómputo del plazo para la índole de la queja. Ello sin perjuicio de que los reclamos de quienes se encuentran privados de su libertad, por razones de equidad y justicia, deben ser considerados como una manifestación de voluntad de interponer los recursos de ley y que no deben extremarse los reparos formales para que el Tribunal pueda tomar conocimiento de la queja cuando la denegación del recurso extraordinario fue notificada al defensor oficial pero no al procesado que continuaba detenido. 


    P., Sebastián Mariano s/ Infracción Artículo 5, Inciso c, Ley 23.737


    P. 1039, XXXIX, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Sentencia definitiva. Falta de agravio concreto. Agravio extemporáneo. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El apelante no ha logrado demostrar perjuicio por haberse diferido la defensa a la que se refieren los artículos 16 y 17 de la ley 24.463, para la etapa de la ejecución, ya que las disposiciones citadas no importan la extinción de las obligaciones del organismo, máxime cuando, como es obvio, no existe sentencia definitiva en dicho punto, por lo que corresponde desestimar dicho agravio. Por otro lado, le asiste razón cuando pone de relieve el carácter conjetural y dogmático de las consideraciones en que los magistrados sustentaron su declaración de invalidez, circunstancia que justifica revocar el fallo en recurso en este aspecto. En efecto, como lo expuso la Corte en una causa en que se debatía la razonabilidad de una declaración similar, no ha sido alegado ni probado que la aplicación de los ya citados artículos 22 y 23 de la ley 24.463, cause un perjuicio concreto y actual, por lo que no ha quedado en evidencia la irrazonabilidad de la pauta adoptada por el legislador. 


    Vázquez, Enrique Juan Alberto c/ ANSES s/ Reajustes varios


    V. 1338, XXXVIII, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recursos de la seguridad social


    Depósito previo. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defensa en juicio. 


    Si bien los agravios propuestos remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho procesal, ajenas por su naturaleza a la instancia del artículo 14 ele la ley 48, ello no impide la apertura del recurso cuando el estudio de los recaudos legales atinentes a la fundamentación de las apelaciones se ha efectuado con injustificado rigor formal, y mediante afirmaciones dogmáticas el tribunal ha omitido el tratamiento de temas propuestos y conducentes para la adecuada solución del litigio, todo lo cual redunda en menoscabo de los derechos de defensa en juicio y de propiedad. Tampoco da sustento al fallo lo manifestado por los jueces, ya que se encontraban facultados para dictar las medidas para mejor proveer necesarias a efectos de otorgar una acabada solución, máxime cuando integran un organismo que debe controlar los actos surgidos de los entes administrativos a fin de impedir que puedan actuar con discrecionalidad.


    Serdoch, Eduardo Manuel c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva


    S. 451, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Régimen de consolidación de deudas


    Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Aplicación errónea de la ley. 


    La sentencia del Superior Tribunal local, al excluir el crédito correspondiente a la condena en los autos principales y a los honorarios profesionales de los alcances de las leyes 5.238 y 5.320, se apartó de lo dispuesto por las normas provinciales que rigen el caso. Por un lado, la ley local 5.238, que adhirió a la ley nacional 25.344 de orden público y, en consecuencia, incorporó sus disposiciones al derecho público local establece que se consolidan en el Estado provincial las obligaciones vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991 y anterior al 1° de enero de 2000. En dicho período queda comprendido el importe correspondiente a la bonificación anual por eficiencia del año 1999, sin que pueda invocarse la excepción prevista para las deudas corrientes, pues ella cede ante la existencia de una controversia judicial o administrativa, situación que se ha configurado en el sub lite según las precisiones del decreto reglamentario.


    Aramayo, Pascual César y Ruiz, Jorge Raúl y otros c/ Dirección Provincial de Recursos Hídricos Estado Provincial


    A. 1137, XL, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Regulación de honorarios


    Apelación de honorarios. Sentencia arbitraria. Garantías procesales. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Art. 33 de la Ley 21.839.


    La Corte ha establecido que el recurso extraordinario no tiene por objeto la revisión de decisiones privativas de los jueces de la causa en las que, como en el caso, se discute una regulación de honorarios practicada respecto de un profesional. Sin embargo, también ha admitido hacer excepción a tal criterio cuando un pronunciamiento evidencia defectos graves de fundamentación o apartamiento inequívoco de la normativa aplicable al caso, que tornen ilusoria la defensa en juicio y conduzcan a la frustración de los derechos protegidos por la Ley Suprema, señalando que tales decisiones carecen de los requisitos mínimos que las sustenten como acto jurisdiccional. En el caso, resulta meridianamente claro que se configura tal supuesto. El fallo cuestionado no contiene fundamentación de hecho o jurídica alguna, y por ello, sólo expresa la mera voluntad de los jueces, con el agravante además de no atender a las pautas expresas y objetivas de la ley de arancel.


    Isogna, Oscar F. y otros c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos


    I. 262, XXXIX, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amparo. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son, por su naturaleza, ajenas a la apelación extraordinaria y que a su respecto la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida. Aunque dicho principio admite excepciones, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, porque el pronunciamiento es descalificable como acto judicial. La Corte ha dicho que procede el recurso extraordinario respecto de los honorarios regulados en las instancias ordinarias, cuando se alega que fueron significativamente inferiores a los que por ley corresponden y el auto regulatorio no contiene fundamentos ni alude a disposición legal alguna que permita referir las conclusiones a las cláusulas del arancel correspondiente.


    Cooperativa de Servicios Públicos de General Acha Ltda. c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    C. 3687, XXXVII, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Deserción del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Debido proceso. 


    Es doctrina de la Corte que las resoluciones que declaren desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, debido a su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo que lo decidido revele un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio. Es un requisito común a la procedencia de todos los recursos que la decisión contra la cual se dirigen cause un gravamen al recurrente. En el caso, la voluntad del apelante es clara y manifiesta en cuanto pretende que se le reduzcan los honorarios del letrado de su contraparte, pues los debe solventar, y es ilógico pensar que los cuestiona para que el tribunal de alzada los eleve. La exigencia de que indique expresamente si lo hace por altos o por bajos se presenta desproporcionada y desatiende las constancias de la causa y aunque es cierto que el contenido de las normas rituales posee reconocida importancia que exige su riguroso cumplimiento, su desnaturalización, su sobredimensionamiento por encima de su razón de ser, termina por convertir a esos imprescindibles preceptos en una suerte de trampas o valladares tendientes a frustrar el derecho constitucional del debido proceso.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Larreteguy, Hernán Alberto


    F. 970, XL, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Superior Tribunal de la causa. Cámaras de Casación. Denegatoria del recurso. Recurso de queja (procesal). Improcedencia del recurso. 


    Decreto ley 16.638/57 de aranceles para profesionales en ciencias económicas. Precedente de la Corte P. 187, L. XXXVII, "Pomponi, Jorge Francisco y otro s/ Robo en poblado y en banda con efracción".


    El recurso extraordinario, cuya denegación motivó la presente queja, no se dirige contra una sentencia dictada por el tribunal superior de la causa, toda vez que según la doctrina sentada por la Corte en la causa "Pomponi", ese tribunal es la Cámara Nacional de Casación Penal.El recurso extraordinario fue correctamente denegado por la Cámara Federal de Apelaciones de San Martín y que la queja es improcedente.


    P., Luis María s/ Denuncia Infracción Ley 23.771 -causa N° 550-


    P. 1213, XL, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión del expediente


    A fin de mejor dictaminar, se solicita remisión de actuaciones.


    Supercanal Holding S.A. s/ Concurso preventivo


    S. 2197, XXXVIII, 03 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se solicita remisión de copia de la sentencia apelada o en su defecto los autos principales.


    Banco de la Nación Argentina c/ Bradford Place co y otro


    B. 413, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remuneración del juez


    Intangibilidad de la remuneración. Ejecución de sentencias contra el Estado. Gravamen irreparable. Gravamen eventual. Agravio hipotético. Discrepancia del recurrente. 


    En el sub examine no concurren los supuestos que justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, porque es bien sabido que las resoluciones recaídas en los procedimientos de ejecución de sentencia no son, como principio, susceptibles de apelación por aquella vía y, aunque la regla no es absoluta, ya que admite excepciones cuando lo decidido causa un gravamen irreparable, ello tampoco sucede en el sub lite. Es dable recordar que el pronunciamiento no asevera que exista un deterioro en los salarios de los magistrados, lo que deja claramente expuesto cuando dice que es obtener, “de existir”, la diferencia entre las compensaciones efectivamente abonadas y las que deberían haber percibido en el supuesto de aplicarse el mandato jurisdiccional o cuando destaca que corresponde hacer lugar “al cuestionamiento de las liquidaciones efectuado por la parte demandada”. 


    Alberti, Edgardo Marcelo -Incidente de Ejecución de Sentencia II - y otros s c/ Estado Nacional – (Ministerio de Educación y Justicia) s/ Proceso de Ejecución, incidente Dres. Alberti, Cuartero y Rotman


    A. 2443, XXXVIII, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Renta pública


    Ley de emergencia económica. Inflación. Actualización monetaria. Convertibilidad. Medidas cautelares. Recurso extraordinario federal. Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia no firme. Terceros interesados. Cuestión federal. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario ya que no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas. Sin embargo, cabe hacer excepción a dicha regla en los casos en que lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad toda, en razón de su aptitud para perturbar la oportuna y tempestiva percepción de las rentas públicas. Suscita cuestión federal suficiente para habilitar la vía extraordinaria, la resolución que no constituya derivación razonada del derecho vigente con particular y pormenorizada aplicación a las circunstancias de la causa. Si bien el dictado de las medidas precautorias no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien la solicita la carga de acreditar prima facie la existencia de verosimilitud en el derecho invocado.


    Sociedad Rural de Adolfo Alsina c/ Estado Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva


    S. 898, XL, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones judiciales


    Denegatoria del recurso. Sobreseimiento. Facultades jurisdiccionales. Ministerio Público Fiscal. Poder Judicial. Control de legalidad. Recursos. Improcedencia del recurso. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Gravedad institucional. 


    Si bien tiene resuelto la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, por regla, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, corresponde hacer excepción a ello ante supuestos de arbitrariedad por apartamiento de las constancias del proceso o excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso. La cuestión relativa al necesario control de las desestimaciones o pedidos de sobreseimiento formulados por los agentes fiscales que corresponde realizar a sus superiores jerárquicos, ha sido un tema de amplio y reiterado tratamiento, y fue concretamente expuesta en el dictamen de esta Procuración General emitido el 18 de junio de 2004 en los autos C. 2975 L. XXXIX “Campana, Luis Santiago s/ Recurso de casación".


    F., Mirta Susana s/ Causa nº 5556


    F. 1353, XL, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Admisibilidad del recurso. Denegatoria del fuero federal. Arbitrariedad. Garantías constitucionales. Jurisdicción nacional. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte ha dicho reiteradamente, que los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario salvo que exista denegatoria del fuero federal, así como que la ausencia de ese requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. A su vez, la Corte dejó expresamente sentado que no procede tan excepcional remedio en los casos que versan sobre el conocimiento y distribución de juicios entre magistrados de jurisdicción nacional.


    De Gregorio, Oscar Alberto o Enrique c/ Gabriel Jorge H.E. y otros s/ Daños y perjuicios


    D. 1322, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas


    Sentencia condenatoria. Recurso de casación. Doble instancia. Principio de congruencia. Reincidencia. Non bis in ídem. 


    La Convención Americana de Derechos humanos no impone necesariamente la doble instancia como renovación del debate realizado en el proceso, sino dentro del marco de sus leyes internas y de sus preceptos constitucionales. Si en el caso se tratara de un tipo de proceso -el juicio oral- de instancia única, donde el período de juicio propiamente dicho es confiado a un tribunal colegiado, distinto del que realiza la instrucción y eleva la acusación sostenida por un órgano independiente- el ministerio público y el querellante en su caso- con plena vigencia de todas las garantías de la defensa en juicio, y sujeto a principios como los de continuidad, inmediatez y concentración en la recepción de la prueba, el sistema es un modelo avanzado en la tutela del debido proceso. Por ello la vía recursiva contra sus sentencias es incompatible con un recurso amplio de apelación ordinaria: frente a mayores garantías procesales en el juzgamiento se corresponde una menor necesidad de contralor.


    S., Adrián Oscar s/ Causa nº 4.655


    S. 619, XXXIX, 25 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sanciones conminatorias


    Falta de pago. Monto de juicio. Recurso extraordinario federal. Gravamen irreparable. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 2307, L. XL, “Bodeman, Felix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro”.


    Los agravios planteados por la demandada en su recurso contra la aplicación de sanciones conminatorias deben ser atendidos, por cuanto la mera invocación de que, con la debida diligencia, se pudo haber efectuado la previsión presupuestaria de los créditos con anterioridad al 15 de septiembre de 2001 y que no se dan los requisitos previstos por la Ley 25.401, no resultan suficientes para fundar una sanción que sólo se impone ante la conducta reticente de la parte condenada. Si bien es cierto que el art. 22 de la Ley 23.982 dispone que el acreedor puede ejecutar su crédito a partir de la clausura del período de sesiones ordinario del Congreso Nacional en el que debería haberse tratado la Ley de presupuesto que contuviese el crédito respectivo y que el art. 26 de la Ley 24.156 fija la fecha en que el Poder Ejecutivo debe remitir el proyecto de presupuesto para el ejercicio siguiente, tales normas no pueden ser aplicadas de modo aislado.


    Fernández, Abel y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro


    F. 301, XLI, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sentencia condenatoria


    Modificación de la tasa de interés. Actualización monetaria. Coeficiente de estabilización de referencia. Inadmisibilidad del recurso. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Cuestión abstracta. 


    Las críticas de los apelantes solo traducen su discrepancia con el criterio del a quo acerca del momento en que debieron introducir sus planteos para que puedan ser considerados por los jueces, pero sin demostrar, con el rigor que es necesario que la solución adoptada carezca de fundamentos o se aparte inequívocamente del precepto normativo que rige el caso. Sobre el punto la Corte ha sostenido que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera vía o instancia ordinaria para revisar las decisiones judiciales que se consideren erróneos. 


    Balbuena, Enrique y otra c/ Estado Nacional - Gendarmería Nacional s/ Daños y perjuicios


    B. 1264, XXXIX, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sistema previsional


    Reajuste jubilatorio. Declaración de inconstitucionalidad. Solidaridad previsional. Emergencia económica. Agravio concreto. Sentencia arbitraria. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Fundamentación de sentencias. 


    La Corte, reafirmó las atribuciones con las que cuenta el Congreso de la Nación para reglamentar el artículo 14 bis de la Constitución Nacional y, en particular, para establecer el modo de hacer efectivo ese derecho a partir de la vigencia de la Ley 24.463, que remite a la ley de presupuesto, por lo que ha rechazado los de invalidez respecto del apartado 2° del artículo 7 de la ley en cuestión, por considerarlos basados en agravios conjeturales, que no alcanzaban a demostrar el perjuicio concreto ocasionado por dicho sistema a los interesados. Sin embargo, se estima que, a la luz de las nuevas circunstancias económicas actuales, la Corte, salvo su más elevado criterio, podría determinar cuáles serían los porcentajes adecuados, a fin de reajustar los haberes previsionales con el objeto de nivelar tales prestaciones. Por otro lado, asiste razón al recurrente cuando pone de relieve el carácter conjetural y dogmático de las consideraciones en que los magistrados sustentaron la declaración.


    Gómez Librado, Buenaventura c/ ANSES s/ Reajuste por movilidad


    G. 2708, XXXVIII, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Subcontratación de servicios


    Responsabilidad solidaria. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión no federal. 


    Precedente “Rodríguez”.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. En ese sentido, la Corte tiene reiteradamente resuelto que el remedio excepcional, no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la “sentencia fundada en ley...”a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema. La exigencia de los jueces no se debate en la existencia, o no, de la documentación de marras, sino que estriba en la necesidad de desentrañar el tipo de vínculo que las empresas mantuvieran, a fin de comprobar los hechos relevantes que la co-demandada alegó en su defensa, con el objeto de evidenciar -desde su postura- que no hubo una cesión de actividad propia y específica del establecimiento en los términos del artículo 30 de la LCT, extremo requerido, precisamente, en los fallos de la Corte Suprema que cita la recurrente y que hacen hincapié en la necesidad de que se realice un escrutinio riguroso de los elementos de hecho que determinan la aplicación de la mencionada normativa. Cabe agregar al respecto que la Corte ha señalado que los presupuestos fácticos previstos en la Ley de Contrato de Trabajo, a fin de imponer la solidaridad a las empresas, deben determinarse en cada caso atendiendo al tipo de vinculación y a las circunstancias particulares que se hayan acreditado.


    Del Bueno, Teodoro y otro c/ Shell Compañía Argentina de Petróleo y otro


    D. 2169, XXXVIII, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa. Autonomía del recurso. 


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. En ese sentido, la Corte tiene reiteradamente resuelto que el remedio excepcional, no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la instancia; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. El recurso plantea dos debates que giran en torno a temas de esa naturaleza pues, por un lado, apunta al alcance e idoneidad del material probatorio como sustento de los agravios ante la Cámara y, por el otro, a la interpretación del artículo 30 de la Ley. 


    Makarski, Javier Martín c/ The Security Group S.A. y otro


    M. 1264, XXXIX, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Superior Tribunal de Justicia


    Integración del tribunal. Recurso extraordinario federal. Fundamentación del recurso. Insuficiencia del agravio. Discrepancia del recurrente. 


    Falta de fundamento de los recursos: imposibilidad de exigir al tribunal de casación que desarrolle puntos no planteados o agravios hipotéticos, cuando se trata de cuestiones opinables.


    De una lectura de estas consideraciones del tribunal superior, puede decirse que su respuesta resulta acorde a los planteos efectuados en los recursos de casación y a las constancias de la causa. En efecto, el a quo efectúa una mención de los medios de prueba más importantes: los decretos del poder ejecutivo municipal, los convenios con los bancos, el presupuesto financiero de los ejercicios siguientes, esto es, de los actos administrativos no cuestionados por los recurrentes, que documentan las operaciones espurias y perjudiciales de venta de bonos en el mercado financiero. Por el tipo de maniobra juzgada, estas constancias resultan fundamentales, máxime que los recurrentes critican, pero no refutan con fundamentos, la valoración y el mérito probatorio efectuado por el tribunal de juicio, ni explican concretamente en qué variaría la solución del caso, tanto si se hubiera recibido la prueba denegada, como si se hubiera valorado de manera distinta la producida. 


    Sitraj-Corrientes s/ Denuncia capital


    S. 1957, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Universidades nacionales


    Concursos docentes. Daño actual. Acción de amparo. Existencia de otras vías. 


    Las resoluciones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aun cuando sean sobrevivientes a la interposición de aquél. La acción de amparo sólo es procedente si se interpone con el objeto de restablecer derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley (conf. art. 43, primer párrafo, in fine, de la Constitución Nacional) y siempre que no exista para ello otro medio judicial más idóneo. El amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que por carencia de otras vías legales aptas peligra la salvaguarda de derechos fundamentales, y exige para su apertura circunstancias muy particulares caracterizadas por la presencia de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta que, ante la ineficacia de los procedimientos ordinarios, originan un daño concreto y grave, sólo eventualmente reparable por esta vía urgente y expedita. 


    Granillo Fernández, Héctor Manuel c/ U.N.L.P. s/ Amparo


    G. 2052, XL, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Usurpación de títulos u honores


    Queja por denegación del recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. 


    Cámara Nacional de Casación Penal. Tribunal intermedio.


    Siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de esta Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, estos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose de esta manera en tribunal superior de la causa para la justicia nacional en materia penal, a los efectos del artículo 14 de la ley 48, ya sea porque ante ella pueden encontrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, o porque el objeto a revisar por ésta ya seria un producto más elaborado.


    Vela, Abel Darío s/ Usurpación de titulo


    V. 94, XL, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Penal


    Agentes diplomáticos y cónsules


    Investigación inconclusa. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Competencia nacional. 


    Si los escasos elementos de prueba incorporados en el legajo y la ausencia de una mínima investigación que permita determinar el contenido de los hechos presuntamente delictivos y la tipificación que prima facie pueda ser atribuida, y los extremos invocados en apoyo de la incompetencia son prematuros para establecer si se trata de un caso de los previstos en el Artículo 117 de la Constitución Nacional, teniendo en cuenta que la Corte Suprema, como tribunal superior de la justicia nacional, participa de la naturaleza excepcional y restringida que caracteriza a la jurisdicción federal, corresponde rechazar la declinatoria de competencia.


    S., Hani Dare Akel s/ Averiguación de ilícito


    S. 550, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, la competencia originaria de la Corte, establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los Estados, dada la importancia de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. Para promover la competencia originaria de la Corte en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, o bien que el hecho a investigarse, por sus características, hubiera afectado el desempeño de las actividades propias de la embajada o de sus funcionarios.


    A., Margarita s/ Denuncia amenazas


    A. 2077, XLI, 26 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Auto de elevación a juicio


    Deberes del juez. Deber de imparcialidad. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. 


    En el moderno Estado de derecho, la independencia judicial, como ausencia de subordinación a los demás poderes del estado y salvaguarda del individuo en su interacción con ellos, exige del juez su condición de tercero -equidistante y ecuánime- en su relación con el caso que le toca decidir, de manera que la igualdad en la aplicación de la ley para los ciudadanos y su correlato que es la imparcialidad, esté asegurada. La neutralidad es característica inherente al encargado de emitir un juicio, a cuya protección ha de tender cualquier sistema reglado para la impartición de justicia, no sólo como cualidad propia del ordenamiento, sino como respuesta a la garantía del justiciable a ser juzgado por un órgano impersonal, desinteresado y despojado de prejuicios o preconceptos. De esta manera, se puede decir que la imparcialidad es un presupuesto estructural y de allí que la sospecha de penalidad constituye un vicio objetivo del procedimiento que trasciende a la persona del juez.


    N., Jorge Carlos y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta -causa N° 4 N-


    N. 23, XXXIX, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Comercialización ilegal de estupefacientes


    Allanamiento. Admisibilidad de la prueba. 


    Existencia de cursos de prueba independientes.


    Parece lógico que autorizado el ingreso para un determinado secuestro se pregunte por el lugar donde se encuentra el objeto de éste, lo que demuestra, objetivamente, la buena fe en la ejecución de la orden de allanamiento. Además, si las preguntas se realizaron desde el inicio mismo de la diligencia, y no fueron precedidas de ninguna búsqueda infructuosa que siembre duda sobre la inexorabilidad del hallazgo, tal proceder se condice con el loable propósito de actuar con la mínima expresión en el ejercicio de la violencia ínsita al procedimiento criminal. El Estado tiene la coerción necesaria para el buen resultado de una diligencia, pero eso no quita que se le pregunte al dueño de casa por las cosas buscadas, como una manera de evitar el uso de un mayor poder coercitivo, cual es el de ingresar en todos los recintos, ocasionando una mayor invasión a su intimidad. En principio y dejando a salvo la previsión del artículo 184, inc. 9 para los casos de flagrancia, la reglamentación del proceso penal en el orden nacional no admite interrogatorio por parte de las autoridades de prevención (art. 184, inc. 10° y concordantes del C.P.P.N.) para que, quien reviste la calidad de imputado, realice manifestaciones relativas al hecho que se le atribuye.  Esta limitación de sus atribuciones es la vía que el legislador nacional ha establecido paro asegurar el funcionamiento efectivo de las garantías contenidas en el artículo 18 de la Constitución Nacional, complementadas con la incorporación de los tratados sobre Derechos Humanos (art. 75, inc. 22). Es tarea propia de los jueces, y en particular de la Corte como máximo custodio de las garantías constitucionales pero también garante de la búsqueda irrenunciable de la verdad procesal, determinar si frente a las efectivas circunstancias dadas en el caso pueden éstas tenerse por aseguradas en el supuesto particular o, en su defecto, si tales violaciones inciden directa y sustancialmente en la fundamentación del fallo condenatorio.


    F., Roberto Alfonso s/ Recurso de Casacion


    F. 383, XLI, 12 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Condena condicional


    Recurso extraordinario. Fundamentación del recurso. Insuficiencia del agravio. 


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, salvo supuestos de arbitrariedad por apartamiento de las constancias del proceso o ausencia de motivación suficiente. En tal sentido, el recurso federal no satisface el requisito de debida fundamentación en tanto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso indicar mediante una crítica concreta y razonada todos y cada uno de los motivos expuestos en ella.


    M., Alejandro Roberto s/ Infracción Artículo 293 del Código Penal -Causa nº 619-


    M. 1508, XXXIX, 21 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda de competencia


    Estafa. Investigación inconclusa. Devolución del expediente. 


    Los elementos que integran el presente incidente resultan insuficientes para resolver la contienda, ya que no se ha agregado copia de las declaraciones vertidas en la causa ni de la totalidad de la documentación aportada.


    R., Martiniano s/ Estafa


    COMP. 355, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Transferencia del automotor. Certificado de transferencia de automotores. Falsificación de instrumento público. Registro de la propiedad automotor. Lugar de hecho. Competencia federal. 


    Si ambos jueces coincidieron en que los documentos presuntamente falsos se habrían presentado ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor de determinada localidad, corresponde que intervenga el magistrado de esa jurisdicción.


    R., César Ignacio s/ Su denuncia - Presunta infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1330, XLI, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo de automotor. Cédula verde. Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge del incidente que se hayan realizado medidas tendientes a dilucidar ese aspecto sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más a desechar la participación en ese delito. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto. 


    S., Marcelo Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 1169, XLI, 04 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Correspondencia. Correos. Competencia federal. 


    La sustracción de una pieza postal mientras ésta se encuentra todavia bajo la custodia o servicio del correo, configura uno de esos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de los correos" -artículo 33°, inciso e) del Código Procesal Penal de la Nación-.


    G., Mario s/ Denuncia


    COMP. 1637, XL, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto 6582/58 –artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio el Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.Atento que la anomalía se comprobó en territorio provincial, donde se secuestró el rodado, corresponde declarar la competencia al juzgado provincial.


    Z., Francisco s/ Incidente de incompetencia


    COMP. 1351, XL, 24 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de la causa Competencia N° 2073, L. XXXIX "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    A., Adrián Aníbal s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 94, XLI, 28 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Habida cuenta que no puede descartarse que la conducta atribuida al imputado hubiese entorpecido la investigación llevada a cabo por la justicia nacional, cuando se encontraba actuando como auxiliar del fuero federal en la investigación de secuestros extorsivos, corresponde a la justicia federal continuar interviniendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    A., Daniel Alberto s/ Denuncia


    COMP. 1626, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si la conducta presuntamente fraudulenta habría sido llevada a cabo en determinada localidad, siendo que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar en el que se consumó el delito, corresponde declarar la competencia del juez de aquélla jurisdicción para entender en la causa.


    A., Dora Catalina s/ Supuesta defraudación especial- estelionato


    COMP. 386, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Residuos peligros. Competencia provincial. 


    Si del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    A., Luis Emilio s/ Su denuncia


    COMP. 1561, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Portación ilegitima de armas. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7 del decreto-ley 1285/58. A su vez tiene establecido la Corte, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no ha sido cumplido en el caso por el juez nacional.En tales condiciones, corresponde al magistrado nacional que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    B., Alberto Oscar s/ Robo con armas en grado de tentativa


    COMP. 1916, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Si las irregularidades denunciadas habrían perjudicado efectivamente las rentas de la Nación, desnaturalizando la finalidad perseguida por la Nación con la creación de determinado programa de asistencia social, y afectando el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados del seguimiento de aquél, cabe concluir que corresponde a la justicia federal intervenir en la causa.


    B., Abel Orlando s/ Presunta infracción Artículo 174, inciso 5°, del Código Penal


    COMP. 293, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Corrupción del funcionario público. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto las declaraciones del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente. Siendo que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectiva a la Nación, si en el caso dicha circunstancia no está comprobada, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para intervenir en la causa.


    B., Daniel Armando s/ Denuncia delito de acción pública


    COMP. 1563, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Funcionarios públicos. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 –que rige la materia- deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.Habida cuenta que de las constancias del incidente surge que los acontecimientos tuvieron lugar inmediatamente después de que la denunciante asumiera en el cargo de Diputada Nacional y que por el momento no surge cuál es la finalidad de los hechos sin que por ello son posible descartar que se vinculen con el desempeño de su gestión, corresponde declarar la competencia de la justicia federal.


    B., Delma Noemí s/ Amenazas reiteradas y daños


    COMP. 1570, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia Contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa en Competencia N° 451 L. XL "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al art. 189 bis del Código Penal".


    B., Héctor Julio s/ Artículo 289 Inciso 3, Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 272, XLI, 28 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Juez previniente. Cámara de Apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La presente contienda, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero hubiese conocido.


    B., Jorge Armando s/ Denuncia por estafa


    COMP. 1659, XL, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Uso de documento falso. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. También debe entender ese fuero cuando la documentación presuntamente falsa haya sido presentada ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    B., Juan José s/ Encubrimiento


    COMP. 1585, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si de las constancias de la causa se desprende que las maniobras que se reputan ilegítimas se habrían desarrollado en determinada localidad, donde además se domicilian los imputados, corresponde que la justicia de aquélla jurisdicción continúe con el trámite de las actuaciones.


    B., Mauricio Andrés s/ Defraudación


    COMP. 203, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 329, XXXIX. "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia". Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen de la causa Competencia N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    B., Pablo s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 91, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daño. Servicio público telefónico. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si en el caso no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes de que existió una efectiva obstrucción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, corresponde declarar competencia de la justicia federal para seguir conociendo en la causa.


    B. V., Manuel María en representación de T. A.


    COMP. 1607, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que la ley 25.886 establece claramente que el delito de portación ilegitima de arma de uso civil es de carácter ordinario y que, además, la competencia federal es de carácter excepcional, corresponde a la justicia local conocer a su respecto.


    C., Antonio Víctor y otros s/ Supuesto infracción Artículo 189 bis-3 párrafo Código Penal


    COMP. 1578, XL, 21 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado en autos respecto de la sustracción.La Corte tiene establecido que si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo.


    C., Ángel Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. 1937, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juez previniente. Cámara de Apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    C. C., Walter Orlando s/ Robo en tentativa


    COMP. 701, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acopio de armas. Competencia local. 


    Inexistencia del delito de acopio.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En atención a la cantidad y características de las municiones secuestradas, así como también a las circunstancias que rodearon al hecho objeto de análisis no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio. En atención a que la competencia federal es de carácter excepcional, corresponde a la justicia local conocer a su respecto.


    C., Carlos Alberto s/ Tenencia ilegal de armas de guerra o materiales peligrosos


    COMP. 1562, XL, 21 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que es competente la justicia ordinaria para conocer de las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5, de la ley 48, cuando resultare inequívoco que tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    C., Carlos Estaban s/ Privación ilegítima de la libertad


    COMP. 1599, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Retención indebida. Secuestro de bienes. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Si el imputado fue designado depositario judicial del vehículo secuestrado -previo haber sido informado de las obligaciones legales relativas a ese cargo y haber prestado juramento- y que en ese carácter habría incumplido con esa carga, en tanto no entregó el bien, cabe concluir  la conducta desplegada encuadraría en las previsiones del artículo 262. en función del artículo 263, del Código Penal. En consecuencia, corresponde al magistrado de la jurisdicción en la que fue incautado el vehículo, el depositario constituyó domicilio y donde, además, fue visto conduciendo el rodado, continuar con el trámite de las actuaciones.


    C., Claudio Emilio s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1663, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Lesiones leves. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro de los perímetros reservados exclusivamente al Estado nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    C., Cecilia Haydée s/ Denuncia lesiones leves


    COMP. 1945, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Concursos de delitos. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Asimismo, la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.


    C., Daniel Gastón s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 9, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C. de A., Marta Rosa p/ Defraudación por documento


    COMP. 1647, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Domicilio. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte, que los títulos de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que por definición, su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    C., Enrique Armando s/ Estafa


    COMP. 1662, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Uso de documento adulterado. Estafa. Competencia federal. 


    Si las constancias incorporadas al incidente no permiten descartar que el accionar fraudulento desplegado por los imputados, tendiente a obtener mayoría accionaria en la sociedad y la subsiguiente apertura de la cuentas corrientes a nombre de la firma, mediante la utilización de un documento de identidad ajeno, constituya un único propósito delictivo, teniendo en cuenta que el presunto delito de uso y/o falsificación de documentos nacionales de identidad ajenos -artículo 33, inciso d). de la ley 17.671 y sus modificatorias-, es de exclusiva competencia del fuero de excepción, cabe concluir que corresponde atribuir la competencia a la justicia federal para intervenir en la causa.


    C., Ernesto Nicolás s/ Estafa falsificación documento


    COMP. 1406, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Distribución de medicamentos. Salud Pública. Competencia federal. 


    Si del relato de los hechos efectuado por los magistrados en sus respectivas declinatorias surge que en el caso se habría comprometido la salud pública mediante la comercialización clandestina de fármacos potencialmente nocivos, es la justicia federal la que debe entender en la causa.


    C., Horacio Oscar s/ Distribución de medicamentos peligrosos


    COMP. 2, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 2073, L. XXXIX, “Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil”.


    C., José Alberto s/ Infracción Artículo 5°, Inciso c, Ley 23.737


    COMP. 85, XLI, 21 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”. Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen dela causa Comp. N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    C., Juan Andrés s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1722, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”. Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen dela causa Comp. N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    C., Jorge s/ Presunta infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1361, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia excepcional. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Presunta infracción al artículo 33 de la ley 20.954.


    Si en el caso el juez federal no cuestionó su competencia sino que, por el contrario, propuso la realización de medidas probatorias que tenderían a determinar un delito cuyo conocimiento resulta privativo de la justicia de excepción -infracción al artículo 33 de la ley 20.954-, corresponde a dicho magistrado asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    C. M., René Gonzalo s/ Denuncia


    COMP. 1660, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 2154, L. XXXIX, "Juárez, Aldo Miguel s/ Denuncia presunta infracción Artículo 174 inciso 5° del Código Penal".


    C., María Magdalena s/ Infracción Artículo 174, inciso 5° del Código Penal


    COMP. 38, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    C., Marcelo Rubén; D., Maximiliano Ismael y A., Eduardo s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 1690, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo, circunstancia que no se presenta en el caso.


    C., Néstor Hugo s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 1641, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    Si en el caso no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes sobre el lugar donde tuvo su asiento el hogar conyugal, corresponde declarar la competencia del juzgado de aquélla jurisdicción, pues allí se habría producido la remoción de los niños de la custodia del padre y la privación del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    C., O. B. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 35, XLI, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa N° 329, XXXIX. "Raffo, Claudio Luis s/ denuncia". Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen de la causa Comp. 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    C. O., Rodrigo s/ Presunta infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1360, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Propiedad industrial. Competencia federal. 


    Si de las constancias de la causa se desprende que las portadas de los productos secuestrados son copias de los originales y la mayoría de ellos tienen impresas las marcas pertenecientes a las empresas discográficas editoras, no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -la ley 22.362 y la ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta. En tal inteligencia, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en la causa, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    C., Willy s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 24, XLI, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de moneda. Competencia de instrucción. 


    Billete que no reviste carácter de moneda de curso legal. Falta de perjuicio a las rentas de la Nación.


    Si en el caso está descartado el carácter de moneda de curso legal de las Letras de Tesorería para la Cancelación de Deuda de la Provincia de Buenos Aires, como así también el eventual perjuicio a las rentas de la Nación, su adulteración excede el ámbito de conocimiento asignado a la justicia federal por el artículo 33, inciso 1°, apartado e), del Código Procesal Penal de la Nación, pues su competencia se debe limitar a los casos de falsificación de moneda nacional o de billetes de bancos autorizados por el Congreso.


    Comisaría de Distrito “Curuzú Cuatiá” s/ Inicia actuaciones


    COMP. 1589, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia provincial. 


    En los casos en los que se investiga la presunta infracción al artículo 194 del Código Penal, para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción debe producirse la efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole. La circunstancia mencionada no se ha verificado en el caso, en consecuencia, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en esta causa.


    Comisaría de Berazategui 4° s/ Averiguación presunta infracción Artículo 194 del Código Penal


    COMP. 1, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Documentos de identidad. Uso de documento falso. Competencia federal. 


    El delito de asociación ilícita es independiente de aquéllos propios de esa figura penal -de distinta competencia territorial y material- que la conforman. Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, en tanto las reglas de conexidad por esta causa sólo son aplicables respecto de los procesos en los que conocen jueces nacionales, ya que la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    D., C. O. s/ Estafa


    COMP. 1633, XL, 10 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Planes sociales. Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    En los casos en que se investiga el delito de defraudación a la administración pública nacional mediante el cobro irregular de planes sociales, si se trata de subsidios que se financian con recursos del fondo nacional de empleo y créditos asignados en el presupuesto nacional, siendo que al falsearse la calidad de desocupados de los beneficiarios se desnaturaliza la finalidad perseguida por el Estado Nacional en estos emprendimientos, corresponde atribuir la competencia al fuero federal para entender en la causa, pues el hecho además de perjudicar efectivamente las rentas de la Nación, afectaría el normal desenvolvimiento de los organismos nacionales encargados de la instrumentación de los planes.


    A., Roxana H. y otro s/ Infracción Artículo 174, inciso 5°, del Código Penal


    COMP. 1734, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fraude a la Administración Pública. Competencia provincial. 


    Si existe coincidencia entre los magistrados intervinientes acerca de que los Aportes del Tesoro Nacional asignados a las asociaciones denunciadas fueron transferidos a la provincia de Buenos Aires, jurisdicción en la que además tienen sus sedes dichas asociaciones, corresponde que el tribunal provincial intervenga en la causa.


    G. de A., Hilda N. y otros s/ Defraudación a la administración pública


    COMP. 353, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 –artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.Aún cuando la adulteración de las numeraciones del automotor es independiente de la falsificación que investiga la justicia federal, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre ambas infracciones -atento .la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en la documentación, a lo que debe añadirse la conveniencia desde el punto de vista, de una mejor administración de justicia que la investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones corresponde al fuero de excepción conocer de ambos hechos.


    D., Marcelo Ramón s/ Infracción Artículos 292 y 296 Código Penal


    COMP. 1560, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción.


    D., Víctor Jorge s/ Encubrimiento


    COMP. 1730, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Funcionarios públicos. Competencia federal. 


    Para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal. Tiene resuelto la Corte que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.El suceso investigado ha afectado el normal desarrollo de una diligencia ordenada por un juez nacional, y que, además estaba siendo realizada por agentes nacionales que desempeñaban en razón de los expuesto, funciones de esa misma índole.


    Delito de acción pública en autos – F. V., Rodolfo


    COMP. 1724, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Extravió del cheque. Competencia provincial. 


    En atención a la modalidad que habría desplegado el imputado, y sin perjuicio de desconocerse los motivos del rechazo del cheque, es acertado que sea el juez del lugar donde el título fue entregado, que en el caso sería el de la presentación al cobro, quien continúe con la pesquisa.Del análisis de la conducta atribuida al imputado no puede descartarse que la entrega fraudulenta hubiera tenido lugar al momento de la presentación del cheque, ya que se le reprocha también, haber intentado diversas maniobras defraudatorias a entidades bancarias, mediante la apertura de cuentas con documentos adulterados y con el cobro de valores robados o adulterados.


    D., Alberto Hipólito s/ Estafa


    COMP. 40, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al artículo 189 bis del Código Penal".


    E., Andrey s/ Portación ilegítima de armas


    COMP. 1475, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Documento nacional de identidad. Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Si las constancias incorporadas al incidente no permiten descartar, que la apertura de cuentas corrientes mediante la utilización de un documento de identidad adulterado y la posterior defraudación intentada sobre la base de esa falsedad, constituya un único propósito delictivo, siendo que el presunto delito de uso y/o falsificación de documentos nacionales de identidad ajenos -artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias- es de exclusiva competencia del fuero de excepción, corresponde atribuir la competencia a la justicia federal de la jurisdicción donde habrían tenido principio de ejecución las maniobras defraudatorias, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    E., Carlos s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 193, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción.La Corte tiene establecido que, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    E., Daniel Francisco s/ Encubrimiento


    COMP. 1958, XL, 24 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ríos. Cámara de apelaciones. 


    Apelación pendiente de resolución.


    Si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde. con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    E., Norberto s/ Homicidio culposo


    COMP. 1320, XL, 28 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Competencia provincial. 


    Ausencia de afectación al Estado Nacional y sus instituciones.


    La Corte tiene establecido que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa u efectivamente a la Nación.En tal sentido, y más allá de la calificación que en definitiva pudiera adoptarse, el hecho denunciado sólo habría perjudicado intereses de particulares sin importar un entorpecimiento del ejercicio de las facultades del Ente Nacional Regulador de la Electricidad como órgano de contralor.La Corte tiene resuelto que a partir de la privatización de la actividad de distribución y comercialización de energía eléctrica -ley 24.065- las relaciones entre la empresa de electricidad y los usuarios del servicio se rigen por disposiciones de derecho común, sin que la legislación regulatoria de la generación, transporte y distribución de electricidad establezca excepción alguna a este principio.


    E. S.A. s/ Defraudación


    COMP. 1581, XL, 24 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    Habida cuenta que los elementos de juicio incorporados al incidente no permiten descartar que los desechos generados por las fábricas puedan afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia, corresponde al juzgado federal proseguir con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    Empresa S. T. s/Averiguación infracción Ley 24.051


    COMP. 1657, XL, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”. Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen de la causa Comp. N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    F., Alicia s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1518, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida.Al respecto, también tiene resuelto la Corte que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar de la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    F. D., Aníbal Luis s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 39, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales. Habida cuenta que de las constancias de la causa surge que los hechos materia de contienda se habrían consumado en territorio provincial, corresponde declarar la competencia al juzgado provincial.


    P., Daniel Matías y otro s/ Robo con armas


    COMP. 1559, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    F., José E. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 92, XLI, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al Art. 189 bis del Código Penal".


    F., Norberto Luis y otros s/ Incidente


    COMP. 1101, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delitos contra la seguridad pública. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia 2073, L. XXXIX, “Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil”.


    F., Paulino y F., Patricio s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 1723, XL, 21 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acopio de armas. Acopio de municiones. Competencia federal. 


    De acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación -conforme ley 25.886-, el conocimiento del delito de acopio de armas de fuego, sus piezas y municiones; así como también la tenencia, sin autorización, de instrumental para producirlas, corresponde a la justicia federal.


    Fiscal c/ G. J., Carlos Rubén s/Averiguación infracción Artículo 189 del Código Penal


    COMP. 1558, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    G., Aurelio s/ Denuncia estafa


    COMP. 1588, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En ese sentido, tiene establecido la Corte que si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    R., Gonzalo Domingo s/ Encubrimiento


    COMP. 463, XXXVIII, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”. Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen dela causa Comp. N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    G., Fabiana Clara s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 96, XLI, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con In sustanciación de la causa, cuando el caso resulte aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    G., Gerardo Marcelo s/ Infracción del Artículo 72 Inciso A de la Ley 11.723


    COMP. 31, XLI, 17 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Siendo que la competencia criminal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, y teniendo en cuenta las aserciones del denunciante, en cuanto a que los hechos materia de investigación se desarrollaron en determinada localidad, corresponde a la justicia de esa jurisdicción proseguir la investigación.


    G., Horacio s/ Denuncia estafa


    COMP. 357, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cheque. Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si no existe controversia entre los magistrados contendientes en cuanto a que los hechos materia de investigación encontrarían adecuación típica en la figura del artículo 172 del Código PenaI, resulta de aplicación la doctrina según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    G., Javier s/ Defraudación


    COMP. 87, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 451 L. XL "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al art. 189 bis del Código Penal".


    G., Mauro Gastón y G., Claudio Ismael s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1689, XL, 21 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    La Corte ha sostenido que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 –artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.Habida cuenta que las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde al juzgado provincial investigarla, ya que en su jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    G., Roberto Ricardo s/ Hallazgo de automotor


    COMP. 1471, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Uso de documento falso. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir y del certificado de verificación técnica de vehículos si no surge que se haya presentado en alguna institución nacional. Es oportuno recordar que la ley 24.449 prevé en su artículo 53 inciso “f”, que los propietarios de vehículos del servicio de transporte de pasajeros y carga, deben obtener la habilitación técnica de cada unidad, cuyo comprobante será para cualquier trámite relativo al servicio o al vehículo, y que dentro de ese marco normativo los funcionarios nacionales requirieron al imputado dicha documentación. Por lo tanto la presentación del documento falso a las autoridades de la Gendarmería Nacional importó un entorpecimiento para su normal funcionamiento, por ello corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal para seguir entendiendo en la presente.


    G., Tomás Antonio s/ Delito contra la fe pública


    COMP. 66, XLI, 21 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Documentos de identidad. Competencia federal. 


    Resulta privativo de la justicia de excepción el juzgamiento de las infracciones al artículo 33 de la ley 20.974.


    G. V., A. M. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 1175, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Más allá que la infracción a la ley 11.723 es ajena a su conocimiento, corresponde a la justicia federal continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723 - que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrlan sido cometidas simultaneamente y mediante una única conducta.


    H., Claudio Rodolfo s/ Infracción Artículo 72 bis Inciso d Ley 11.723


    COMP. 12, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Casos que los hechos tienen motivación particular y no se advierte una afectación a la seguridad nacional.


    La Corte tiene establecido, que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinara en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    H., L. M. s/ Denuncia


    COMP. 1602, XL, 06 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 329, XXXIX. "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia". Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen de la causa Competencia N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    H., Pablo José y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 100, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cheque sin fondos. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 361, L. XXXIX, “Unsain, Cristian Darío s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal”.


    H. S.A. y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1942, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Discriminación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1816, XL, “V., Elbio Oscar s/ Denuncia presunta infracción Ley 23.592”.


    I. C. , Carlos s/ Presunta infracción Ley 23.592


    COMP. 1812, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Siendo que la presunta infracción a la Ley 24.769 es de naturaleza federal, si de las constancias surge que la empresa denunciada tiene domicilio en la Capital Federal, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo penal tributario -art. 22 de la ley mencionada. según reforma ley 25.826-.


    I. C. S.R.L. s/ Denuncia


    COMP. 89, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Cuando se investigan hechos cometidos en más de una jurisdicción, aquéllos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de ellas se determine atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la marcha de la administración de justicia y, en su caso, la defensa de los imputados.


    Inmobiliaria E. B. s/ Defraudación en la calidad de cosas


    COMP. 265, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”. Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen dela causa Comp. N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    J., Miguel s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 20, XLI, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Economía procesal. Competencia nacional. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de las jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes, buscando la que mejor se compadezca con la finalidad tuitiva de la Convención sobre los Derechos del Niño, que tiene jerarquía constitucional (Art. 75, inc. 22 de la Ley Fundamental).


    J. V., N. B. s/ Denuncia


    COMP. 1751, XL, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad de Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.No puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre la infracción al art. 289 inc. 3° del C.P. y la falsificación de documento atento la coincidencia que se observa entre la numeración del dominio colocado y la que consta en su documentación, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto.


    Juzgado de Instrucción N° de Puerto San Julián s/ Remite actuaciones


    COMP. 1569, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, “E., Osvaldo Manuel s/ Tenencia de arma de fuego”.


    K., José Walter s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP. 1811, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lugar del hecho. Cuestiones procesales. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de defraudación prendaria resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia el lugar con el que se dispuso del bien gravado, sustrayéndolo, sin consentimiento del acreedor, de su esfera de control y en ausencia de prueba cuando no se lo puede determinar, debe presumirse como tal el domicilio donde debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    L., Cora María s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 33, XLI, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 2073, L. XXXIX, "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    L., Dionisio Ascencio y B., Mónica Adriana s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP. 1629, XL, 16 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extravío del cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    L., Fernando Martín s/ Tentativa de estafa


    COMP. 201, XLI, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En los casos de defraudación por desbaratamiento por derechos acordados, resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    L., José Luis s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 273, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia federal. Robo. Competencia nacional. 


    Es oportuno recordar que la Corte tiene establecido a través de numerosas precedentes que corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional.Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    L., Juan José s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 1603, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    Si de los términos de la denuncia surge que, mientras ser mantuvo en contacto, el grupo familiar residía en determinada localidad, corresponde asignar la competencia al juez de esa jurisdicción para seguir con la tramitación de la causa, ya que allí el imputado habría removido los niños de la custodia del padre, privándolo del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    L., R. s/ Denuncia impedimento de contacto


    COMP. 72, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Retención indebida. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si la conducta a investigar, ya sea que se subsuma en las previsiones del inciso 2° o en el inciso 7° del artículo 173 del Código Penal, se habría desarrollado en la provincia, pues allí se habrían exteriorizado los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos, corresponde atribuir la competencia a la justicia provincial.


    M., Alberto Raúl y otro s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1627, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1816, XL, “V., Elbio Oscar s/ Denuncia presunta infracción Ley 23.592”.


    M., Florencio Gregorio s/ Presunta infracción Ley 23.592


    COMP. 1813, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1734, XL, “A., Roxana H. y otros s/ Infracción Art. 174, inc 5°, del Código Penal”.


    M., Guillermo Fernando s/ Denuncia


    COMP. 5, XLI, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no ha sido cumplido en el caso por el juez nacional.Las constancias agregadas hasta ahora al incidente, no surgen elementos que permitan precisar debidamente los hechos a investigar, ni las tipificaciones que en definitiva puedan ser atribuidas que, por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible. En tales condiciones, corresponde al magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    M., Jorgelina s/ Defraudación


    COMP. 1691, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. Tenencia de estupefacientes. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Siendo que la magistrada provincial reconoce su competencia en los delitos de secuestro extorsivo y tenencia de munición de guerra, corresponde a ésta continuar con el trámite de las actuaciones a este respecto en tanto que el magistrado federal deben continuar conociendo con relación a los delitos de tenencia simple de estupefacientes y tenencia de documento nacional de identidad en blanco, los cuales son de su exclusivo conocimiento.


    M., Julián Julio Ricardo y otro s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 95, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”. Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen dela causa Comp. N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    M., Manuel Antonio y otra s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1583, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delitos contra la salud pública. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que del contexto de la ley 23.737 se infiere que el legislador decidió penalizar no sólo los hechos relacionados con el comercio de estupefacientes -y a los que, en principio, apuntarían la mayoría de las conductas previstas- sino también aquellos otros, en los que, por algún medio, se lesione o afecte la salud pública en general como consecuencia de una comercialización indiscriminada de medicamentos que pueda ponerla en peligro. Ahora bien, si del análisis de las constancias incorporadas al incidente surge que en la farmacia investigada se secuestraron medicamentos cuya comercialización estaba prohibida, fármacos vencidos o con el número de lote y fecha de vencimiento recortados -entre los que figuran psicotrópicos incluidos en la lista IV de la ley 19.303- y preparados magistrales que no cumplían con los requisitos exigidos por las normas que los regulan, parece razonable sostener que se habría comprometido la salud pública,por lo que corresponde que la justicia federal entienda en la causa.


    M., M. G. s/ Adulteración


    COMP. 195, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si no existe controversia entre los magistrados contendientes en cuanto a que los hechos materia de investigación encontraría adecuación típica -en la figura del artículo 172 del Código Penal, resulta de aplicación al caso la doctrina según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél donde se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    M., María Laura s/ Denuncia estafa


    COMP. 1944, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    M., Ricardo Juan s/Averiguación de delito de acción pública


    COMP. 15, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Si uno de los magistrados contendientes no cuestiona que el pagaré motivo de contienda fue presentado para su cobro ejecutivo ante un juzgado de su jurisdicción, a él corresponde la sustanciación de la investigación relativa al delito de estafa procesal.


    M., Sonia Verónica Marcela s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1584, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Según tiene establecido la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Por aplicación de este principio y habida cuenta que tanto el robo como la privación ilegítima de la libertad se cometieron en la Provincia, corresponde declarar la competencia a la justicia provincial.


    N. C., E. s/ Robo con armas


    COMP. 1664, XL, 21 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurrida idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido.


    N., Nicolás s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 93, XLI, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los que versa. con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    N.N. s/ Falsificación de documento


    COMP. 1608, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1651, L. XL, “N.N. s/ Robo con armas”.


    N.N. s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 1640, XL, 10 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Uso de documento falso. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Atento que ambos jueces coincidieron en que los documentos presuntamente falsos le habrían presentado ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor de la Ciudad de General Roca, provincia de Río Negro corresponde declarar la competencia de la justicia federal de esa ciudad.


    N.N. s/ Delito de acción pública


    COMP. 1943, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    N.N. s/ Estafa Denunciante: L., Santiago (V. S.A.)


    COMP. 22, XLI, 24 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contrabando. Ley Aduanera. Competencia nacional. 


    Las mercaderías que transportaba el denunciante se encontraban sometidas al control aduanero, como consecuencia de los hechos que se investiga se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la aduana. De acuerdo con la regla establecida en los artículos 1026 Y 1027 del Código Aduanero, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional.


    N.N. s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 28, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Si el magistrado federal limita el rechazo de su competencia a la falta de realización de diligencias que determinen el lugar de comisión del presunto contrabando -delito de su exclusiva competencia- al igual que aquéllas que permitirían determinar el carácter de peligroso de los residuos arrojados al mar, en los términos del anexo II de la ley 24.051, y la posible afectación al ambiente o a las personas más allá de los límites de la provincia donde son generados (artículo 10 de la misma norma), siendo que cuestión que no puede descartarse a esta altura de la investigación, corresponde a la justicia de excepción continuar con el trámite de las actuaciones.


    O., Carlos Adrián s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 29, XLI, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuenta bancarias. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio de las disposiciones de carácter federal, cuya interpretación podría resultar necesaria para entender la naturaleza delictiva del hecho, si la conducta a investigar constituye prima facie un delito de índole común, corresponde atribuir la competencia a la justicia provincial para entender en la causa.


    O. C., Juan Pablo s/ Denuncia


    COMP. 1628, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Insolvencia fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que cuando el delito previsto en el artículo 179 del Código Penal se configura mediante la venta de un inmueble, se consuma con la inscripción de la escritura en el Registro de la Propiedad Inmueble, momento a partir del cual se torna oponible a terceros.


    O., Francisco y otra s/ Insolvencia fraudulenta


    COMP. 1638, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Portación de armas. Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al art. 189 bis del Código Penal".


    Ocupantes de inmueble sito en Congreso 2XXX X° y M., Daniel Maximiliano s/ Portación de arma de uso civil condicionado


    COMP. 1635, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él, y que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde que el juez que previno, profundice la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    P. A., Eric Gastón s/ Estafa en tentativa


    COMP. 202, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de armas. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    No se presenta en el caso una cuestión de competencia que le corresponda a la Corte resolver, en tanto la resolución adoptada es de las que cierra definitivamente la causa.


    P., Cristián Alejandro s/ Infracción Ley 20.429, modificación Ley 25.086


    COMP. 1625, XL, 18 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Si de las constancias del expediente resulta la íntima vinculación existente entre la defraudación y la utilización de los documentos apócrifos, maniobras que integrarían un único contexto delictivo, corresponde a la justicia de excepción continuar entendiendo en la causa, dada su competencia material para juzgar el entorpecimiento al normal funcionamiento del Registro Nacional de la Propiedad Automotor que habría producido la presentación de los instrumentos ideológicamente adulterados.


    P., José Américo s/ Infracción Artículos 172 y 292 del Código Penal


    COMP. 101, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    En la presente causa habría existido una unidad fáctica de la cual podría resultar un múltiple encuadre penal, y habida cuenta que la justicia provincial aceptó el conocimiento respecto del revólver y la pistola, ambos calibre veintidós, corresponde declarar su competencia para conocer también respecto del arma a partir del cual se originó esta incidencia.


    P., Jorge Oscar s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 1624, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Discriminación. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1816, XL, “V., Elbio Oscar s/ Denuncia presunta infracción Ley 23.592”.


    P., Oscar Raúl s/ Presunta infracción Ley 23.592


    COMP. 1815, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Resulta esencial para discernir la competencia, el criterio expuestos por la Procuración General en el dictamen de la causa Competencia n° 924, L. XL, “M., Salvador Mario y otro s/ Falsificación de documentación automotor”.


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.Se advierte que en el caso no concurren los elementos señalados, por lo tanto corresponde al magistrado federal que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    P., Romina p/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 99, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si a partir de las constancias de la causa no ha podido establecerse ningún hecho concreto en relación al cual pronunciarse respecto de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto al juez al que corresponde investigarlo, cabe concluir que la contienda no se encuentre precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al tribunal nacional que previno, quien tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    R., Damián Jesús s/ Robo en poblado y en banda


    COMP. 1766, XL, 10 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”. Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen dela causa Comp. N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    R. C., Marta Maqueda s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1658, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción.


    R., Emilio Rafael s/ Encubrimiento


    COMP. 1748, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 2013, L. XXXIX "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil'.


    R., Gabriel Alejandro s/ Infracción Artículo 42 bis


    COMP. 10, XLI, 21 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. La corte también ha resuelto que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y que para discernir la competencia debe estarse a la aplicación de los principios enunciados.


    R. G. de los U. s/ Estafa


    COMP. 1362, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Violación de correspondencia. Competencia por la material. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, según pueden apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen a los jueces en conflicto.Por ello y atención al escaso tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de los cheques y la presentación al cobro de los valores, y en el caso no se puede descartar que se esté en presencia de un único contexto delictivo, que corresponde que sea analizado por el magistrado con competencia material en el delito de robo de correspondencia.


    R., Leonardo Gabriel s/ Estafa


    COMP. 14, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Remisión al dictamen de la Causa Competencia n° 712, L. XL, “R., Rodolfo Ricardo s/ Encubrimiento agravado”.


    R., Rodolfo Ricardo s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 715, XL, 14 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción.


    R., Rodolfo Ricardo s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 712, XL, 14 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Remisión al dictamen de la Causa Competencia n° 712, L. XL, “R., Rodolfo Ricardo s/ Encubrimiento agravado”.


    R., Rodolfo Ricardo s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 713, XL, 14 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Portación de armas. Menores. Competencia contravencional. 


    Resulta incompatible con los propósitos de tutela y protección perseguidos por la ley 10.903, sustraer a los menores de la jurisdicción de los jueces que cuentan con una estructura adecuada para cumplir a su respecto con los postulados de la legislación dictada en su beneficio. Sin embargo, el artículo 58, del Capítulo XIV de la ley N° 12 de la Ciudad de Buenos Aires, establece el procedimiento especial aplicable a los menores de edad imputados por los delitos cuya transferencia fue dispuesta por las leyes N° 597 y N° 25.752.


    P., A. M. s/ Portación de arma de uso civil y resistencia a la autoridad


    COMP. 1473, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1633, XXXIX, “Godoy, Martha Angélica y otra s/ Denuncia”.


    S., Adolfo Ricardo s/ Denuncia


    COMP. 1568, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Competencia nacional. 


    De la escasas piezas de convicción incorporadas al incidente, no surgen elementos que permitan precisar debidamente los hechos a investigar ni la tipificaciones que en definitiva puedan ser atribuidas que, por la multiplicidad de circunstancias que comprenden podrían dar lugar a más de una calificación posible. En tales condiciones, corresponde al magistrado nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la investigación.


    S. A. S.A. s/ Estafa


    COMP. 1565, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1816, XL, “V., Elbio Oscar s/ Denuncia presunta infracción Ley 23.592”.


    S., Emilio Herminio s/ Presunta Infracción Ley 23.592


    COMP. 1814, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hurto. Puertos. Competencia provincial. 


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción, si aquel no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    S., Georgiy s/ Hurto


    COMP. 1768, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Competencia provincial. 


    Si el magistrado local no cuestionó que los pagarés fueron presentados para su cobro ejecutivo ante un juzgado de su jurisdicción, a éste le corresponde la sustanciación de la investigación relativa al presunto delito de estafa procesal.


    S., Juan Domingo y otro s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 1649, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”. Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen dela causa Comp. N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    S., Marcos s/ Infracción Artículos 142 bis y 189 bis


    COMP. 97, XLI, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 329, XXXIX, "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia". Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen dela causa Comp. N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    S. O., Luis Sebastián s/ Presunta infracción Artículo 170 Código Penal


    COMP. 1437, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. En tales condiciones, corresponde a la justicia provincial que tomó conocimiento de la notitia crimins incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    S. R., Eduardo Alberto s/ Asociación ilícita


    COMP. 533, XL, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Competencia nacional. 


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    Seccional 15 de la Policía Federal Argentina s/ Amenazas


    COMP. 1661, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Violación de correspondencia. Competencia federal. 


    Si en el caso se debate la posibilidad de que el presunto acceso ilegitimo a una cuenta de correo electrónico podría configurar una violación de correspondencia en los términos del artículo 153 del Código Penal, siendo que ese delito es de exclusiva competencia del fuero de excepción, corresponde a que el juez federal continúe la investigación en ese sentido, ello sin perjuicio de un posterior pronunciamiento en base a los resultados obtenidos.


    Sumario N° 31.317/04 c/ Actuaciones s/ Por denuncia interpuesta por Juan Carlos T. A.


    COMP. 1405, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta, a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    T. del O. S.A. s/ Amenazas


    COMP. 1905, XL, 17 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Juez previniente. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueron presentados al cobro.


    T., Horacio Santos s/ Estafa


    COMP. 194, XLI, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el delito que habría cometido el imputado.El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.En el sub examine, corresponde al Juzgado Nacional profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehículo a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial.


    T., Luciano Gustavo s/ Encubrimiento


    COMP. 84, XLI, 23 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Subsidio estatal. Competencia provincial. 


    Si de las probanzas reunidas no se advierte que los hechos denunciados hubieran significado un perjuicio directo para las rentas de la Nación, ni afectaran el desenvolvimiento de los organismos nacionales a cargo de la implementación y control del "Programa Jefes de Hogar", corresponde que la justicia provincial intervenga en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    U. s/ Denuncia


    COMP. 4, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 1633, XXXIX, “Godoy, Martha Angélica y otra s/ Denuncia”.


    Unidad Fiscal de Investigaciones s/ Denuncia


    COMP. 295, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lesiones gravísimas. Disparo de arma. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y toda vez que de las constancias del expediente surge que el suceso habría ocurrido en territorio provincial, corresponde al magistrado local conocer en esta causa.


    V., A. B. s/ Abuso de arma


    COMP. 90, XLI, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contrabando. Falsa denuncia. Competencia federal. 


    En atención a que el propio imputado reconoció haber dejado el camión en cercanías del Puente de la Provincia de Buenos Aires, circunstancia que debe tenerse en cuenta a los efectos de determinar la competencia territorial, corresponde a la justicia federal de en sección entender al respecto. Corresponde al mismo juez conocer acerca de la falsa denuncia, atento que dio lugar a un proceso de su competencia y a la conveniencia de que todos los hechos vinculados con la posible comisión del delito de contrabando sean juzgados por un solo magistrado.


    V. A., Carlos Patricios s/ Contrabando


    COMP. 816, XL, 11 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Discriminación. Competencia federal. 


    Si en el caso no puede descartarse que los motivos supuestamente esgrimidos por el capataz de la firma para excluir o restringir el ingreso del trabajador al carecer de razonabilidad suficiente, podría configurar un "acto discriminatorio" en los términos de la ley 23.592, y teniendo en cuenta la naturaleza federal de esta norma por cuanto ella reglamenta directamente un principio constitucional de tal magnitud, que excede el concreto interés de la parte e involucra y afecta a toda la comunidad -artículo 16° y concordamos de la Ley Fundamental y pactos internacionales incorporados a esta-, corresponde que la justicia federal intervenga en la causa.


    V., Elbio O. s/ Denuncia presunta Infracción Ley 23.592


    COMP. 1816, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Corresponde al juez del lugar donde se celebró el contrato en el que fueron consignados los términos que se reputan usurarios, entender respecto del delito previsto y reprimido en el artículo 175 bis del Código Penal.


    V., Héctor y F., Gabriela s/ Estafa


    COMP. 1575, XL, 10 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 2073, L. XXXIX "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida da arma de fuego de uso civil".


    V, Miguel s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP. 103, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 


    Cuando pudo haber existido privación ilegitima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    Y., Emilio s/ Robo de automotor


    COMP. 1769, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Si de los dichos del denunciante, que resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa, surge que la interrupción del suministro de energía afectó el servicio público interjurisdiccional de electricidad, corresponde atribuir la competencia al fuero de excepción.


    Z., Aníbal Ricardo s/ Denuncia


    COMP. 1493, XL, 21 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Economía procesal. Competencia nacional. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    A., A. O. s/ Infraccion a la Ley 13.944


    COMP. 905, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Tentativa. Competencia por el territorio. Economía procesal. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa cometido sobre la base de una falsa denuncia a una compañía de seguros de la Capital Federal, debe aplicarse el principio según el cual el hecho se estima cometido en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de la verificación del resultado, y la elección del tribunal competente debe hacerse atendiendo a razones de economía procesal.


    A., Eduardo Luis s/ Estafa en tentativa


    COMP. 538, XLI, 24 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Ernesto Sebastián s/ Estafa


    COMP. 456, XLI, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Armas. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia


    Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    A., Hugo Abel s/ Robo con armas


    COMP. 1002, XLI, 17 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Juez previniente. Títulos de crédito. Retención indebida. Competencia nacional. 


    Aun cuando los magistrados contendientes no se atribuyeran recíprocamente la competencia respecto al libramiento de los cheques no pagados, al no existir controversia entre ambos en cuanto a la calificación legal de ese hecho, corresponde al juez que previno continuar con la pesquisa en relación con aquéllos que tienen domicilio de pago en su jurisdicción, ello sin perjuicio, claro está que de considerar que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional. En cuanto a los valores con domicilio de pago en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional en lo penal económico conocer a este respecto, aunque no haya sido parte en la contienda. En lo relativo a la presunta retención indebida, sin perjuicio de desconocerse en que carácter entregó los libros, y la existencia de un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse su restitución, debe estarse a lo dispuesto por los Artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor. 	Sobre la base de estas consideraciones, y en atención a que el imputado se domiciliaria en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    A., José s/ Libramiento de cheque


    COMP. 431, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Violación de correspondencia por empleado de correo. Competencia federal. 


    La sustracción de una pieza postal mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, configura uno de esos crímenes que violentan o estorban la correspondencia de los correos, y que suscitan la competencia del fuero de excepción. Por lo demás, cuando la jurisdicción federal surge ratione materiae es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios, y la incompetencia de la justicia ordinaria, sobre la base de esos principios, puede promoverse en cualquier estado del proceso.


    A., José María s/ Robo calificado y otros


    COMP. 936, XLI, 22 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 641, L. XXXIV, “Contaminación Arroyo Sarandí s/ Inf. Ley 24.051".


    A., José Roberto s/ Denuncia


    COMP. 198, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Menores. Domicilio de menor. Interés superior del niño. 


    La Corte en actuaciones cuyo objeto atañe a menores, ha otorgado primacía al lugar en donde éstos se encuentran residiendo, ya que la eficacia de la actividad tutelar torna aconsejable una mayor inmediación de juez de la causa con la situación de los mismos, solución que se compadece con la finalidad tuitiva de la Csobre los Derechos del Niño, que dispone atender el “superior interés del niño” en todas las medidas a tomar concernientes a ellos.


    A., M. O. s/ Expediente tutelar


    COMP. 488, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desapoderamiento. Defraudación. Competencia provincial. 


    Si en el caso no puede descartarse que el presunto desapoderamiento de los valores y las posteriores defraudaciones efectuadas mediante el uso indebido de esos instrumentos constituyan un único contexto delictivo, corresponde que el hecho sea investigado por un mismo magistrado, ello atendiendo a una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    A., Norberto Armando s/ Defraudación


    COMP. 1843, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1660, L. XL, “C. M., René Gonzalo s/ Denuncia”.


    A., Orlando Roberto s/ Denuncia


    COMP. 1156, XL, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Registro de la propiedad automotor. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Si las escasas constancias de la causa se desprende que el hecho que motiva el proceso es la presentación efectuada por la titular del Registro de la Propiedad del Automotor, ante un pedido de transferencia efectuado con documentación robada, si en el caso no se puede descartar la presunta falsificación de los formularios requeridos para ese trámite, corresponde al fuero de excepción investigar la conducta denunciada.


    A., Pedro s/ Encubrimiento


    COMP. 363, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Si las constancias del expediente dan cuenta de la íntima vinculación existente entre la adulteración de las fichas técnicas y los otros hechos ilícitos investigados, maniobras que integrarían un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su juzgamiento esté a cargo de un único tribunal.


    A., Pablo Gabriel s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 364, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Competencia federal. Competencia nacional. Competencia criminal. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones los jueces en conflicto.En ese orden de ideas, en relación con la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721 -que no se menciona expresamente en las resoluciones de ambos magistrados- corresponde declarar la competencia del juzgado federal. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Esa exigencia no ha sido satisfecha en el sub judice, de modo que resulta conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. El imputado de encubrimiento no puede de manera simultánea y respecto del mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluye la comisión del primero, razón por la cual no puede escindirse la investigación.


    Actuaciones instruídas por averiguación presunta infracción Artículos 292 y 296 Código Penal


    COMP. 590, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si no existe discrepancia entre los tribunales intervinientes acerca de la calificación de la conducta denunciada, ni respecto del lugar donde habría sucedido el hecho, corresponde a la justicia de esa jurisdicción conocer en la causa.


    B., Alejandro José y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 915, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Competencia provincial. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    La declinatoria planteada resulta al menos prematura, toda vez que de la escasa pesquisa practicada hasta el momento, no resulta posible calificar adecuadamente los hechos, habida cuenta que no se ha realizado medida alguna tendiente a su comprobación ni, en su caso, a determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habrían acontecido. Atento que la presente contienda de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente, se considera que la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el Articulo 24, Inciso 7, del Decreto Ley 1285/58.


    B. de S., Teresa s/ Estafa


    COMP. 756, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Armas. Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886 al articulo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, ese delito se encuentra incluido entre aquellos de competencia federal.


    B., Juan y O., Juan Nicolás s/ Artículo 189 bis inciso 5° Código Penal


    COMP. 599, XLI, 21 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Encubrimiento. Competencia federal. Robo de automotor. Orden de secuestro. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que aquéllos habrían incurrido. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. Por otra parte, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Corresponde al Juzgado Nacional profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial aunque no haya sido parte en la contienda.


    B., Jorge Eduardo y G., Oscar César s/ Encubrimiento


    COMP. 494, XLI, 03 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Estafa. Competencia federal. 


    En los casos en que el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. En consecuencia, teniendo en cuenta el carácter nacional de los documentos falsificados, debe ser la justicia federal del lugar donde se descubrió la falsificación la que entienda en los hechos.


    B., José Luis s/ Estafa


    COMP. 447, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Competencia provincial. 


    Si las constancias de la causa no permiten descartar que los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal.


    B., Magdalena s/ Denuncia


    COMP. 656, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo de automotor. Competencia criminal. 


    En relación con el secuestro de la cédula verde presuntamente adulterada, debe ser el juez federaI del lugar donde se descubrió la falsificación quien profundice la investigación en ese sentido. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En este sentido, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehícuio a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial.


    B., Marcelo Martín s/ Encubrimiento


    COMP. 562, XLI, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 833, L. XXXII, "Altuna, María de los Ángeles s/ Denuncia".


    B., Mario Roberto s/ Amenazas


    COMP. 591, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro de bienes. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que, en casos que guardan similitud con el presente, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. Habida cuenta que de los dichos de la víctima se desprende que habría sido en jurisdicción bonaerense donde se desarrolló la mayor parte del accionar delictivo, dado que allí fue desapoderado del automotor, cesó la privación ilegítima de la libertad y, posteriormente, se secuestró el vehículo, corresponde al magistrado provincial proseguir con el trámite de las actuaciones.


    B., Omar Néstor s/ Robo agravado de automotor


    COMP. 740, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2013, L. XXXIX, "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil'.


    B., Verónica s/ Presunta infracción al Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 481, XLI, 25 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si no existe controversia entre los magistrados contendientes en cuanto a que los hechos materia de investigación encontrarían adecuación típica en la figura del artículo 172 del Código Penal, y en tanto no se trataría de un valor sustraído o extraviado, resulta de aplicación al caso la doctrina según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    Banco de la P. de B. A.Sucursal Villa Celina s/ Estafa


    COMP. 576, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Marcas. Propiedad intelectual. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Si el magistrado federal reconoce que las portadas de tapa de los discos compactos no se corresponderían con los originales y que, en muchos casos, serían fotocopias de ellas, el caso resultaría aprehendido por dos disposiciones penales -la Ley 22.362 y la Ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta. En tal inteligencia, cabe declarar la competencia del magistrado federal para entender en la causa, más allá de que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    C., Augusto Enrique s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 966, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Conscriptos. Excombatientes de Malvinas. Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Si los elementos de juicio reunidos en el expediente no permiten desecartar que la presunta adulteración del certificado de veteranos de gueua y la defraudación a la administración pública provincial formen parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal. Por otra parte, al advertir que el instrumento cuestionado habría sido emitido por un organismo nacional, resulta de aplicación al caso la doctrina que otorga al fuero de excepción el juzgamiento de los delitos que representen la falsificación de documentos nacionales. Es la justicia federal de sede en la que se habria utilizado el instrumento apócrifo la que debe conocer en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda, y sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


    C., Bernardo s/ Denuncia


    COMP. 741, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Competencia provincial. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, atento que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y el hallazgo del vehículo no constituye una pauta que autorice sin más a descartar la participación del imputado en el desapoderamiento.En este sentido, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    C. C., Roberto s/ Hurto


    COMP. 483, XLI, 03 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Depósito de sumas de dinero. Entidad financiera.


    No es posible para la Corte ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debido a que los escasos elementos Incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los sucesos motivo de denuncia. 3


    C. F., Delfin Luis Julio y otros s/ Estafa


    COMP. 847, XLI, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 720, L. XXXIX, "Policia Federal Argentina s/ Averiguación infracción Ley 24.051".


    C., Francisco Luis s/ Denuncia


    COMP. 946, XLI, 17 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. 


    La Corte tiene establecido con relación al presunto encubrimiento que si no resulta con absoluta nitidez que los imputados por esa figura legal han sido ajenos a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, por lo que se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica al respecto. Cuando los delitos corresponden a los tribunales de distintas provincias no resulta aplicable la normativa de conexidad que rige entre los jueces nacionales, por cuanto la atribución de competencias judiciales entre ellas o con la Nación, escapa a las regulaciones locales, y no pueda ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación.


    C., Gustavo Javier y V., Pablo Javier s/ Encubrimiento


    COMP. 30, XLI, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. Tiene dicho la Corte que si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    C., José Luis y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1577, XL, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de sellos, timbres y marcas. Tribunal de alzada. 


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, la contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero hubiese conocido.


    C., Joaquín Norberto s/ 289


    COMP. 1014, XLI, 22 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 211, L. XLl "M., Jorge Leonardo y G., Andrés Adrián s/ Portación de arma de uso civil".


    G., Marcos s/ Presunta Infracción Ley 20.429


    COMP. 1590, XL, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    En los casos en que, a partir de las constancias de la causa, no resulta posible descartar que los líquidos derramados puedan afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia (artículo 1°, ley 24.051), corresponde al juzgado federal proseguir con el tramite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    C., Néstor O. s/ Denuncia


    COMP. 584, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    No es posible para la Corte ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron esta causa.


    C., Paula s/ Estafa


    COMP. 937, XLI, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extravío del cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Pablo D. s/ Denuncia


    COMP. 888, XLI, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Si la ausencia de constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa la contienda de competencia obsta la posibilidad de determinar cómo se desarrollaron y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponda investigarlos, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del Decreto 1285/58.No se ha incorporado al incidente otro elemento de juicio que permita establecer si se produjo o no una efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole. Corresponde devolver las actuaciones al juzgado que previno, para que continúe con la tramitación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    C. S.A. s/ Denuncia infracción Artículo 194 Código Penal


    COMP. 948, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia ordinaria. 


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente, no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el Artículo 1° de la Ley 24.051 que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    D. C., Melo Mauro s/ Denuncia


    COMP. 478, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Si el análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no permiten descartar que los hechos del caso formen parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que la investigación esté a cargo de un único tribunal. Es doctrina de la Corte que resulta privativo de la justicia de excepción el juzgamiento de las infracciones al artículo 33 de la Ley 20.974, por lo que corresponde declarar la competencia de la justicia federal de esta ciudad, en la que habría tenido comienzo de ejecución la conduela denunciada, aunque no haya sido parte en la contienda.


    D la C., Horacio Enrique s/ Estafa


    COMP. 358, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Aborto. Juez previniente. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si no obra en el legajo constancia válida alguna que permita determinar el lugar donde se habria efectuado la práctica abortiva, corresponde al juzgado que previno, incorporar los elementos necesarios para dar precisión a la notitia criminis. y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    D., E. B. s/ Aborto


    COMP. 446, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheques sin provisión de fondos. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 361, L. XXXIX, "Unsain, Cristian Dario s/ inf. art. 302 del C.P.".


    D., Esteban y otros s/ Infracción Artículo 302


    COMP. 837, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    D., Gustavo s/ Infracción Artículo 196


    COMP. 487, XLI, 26 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Orden de secuestro. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    D., Guillermo Manuel s/ Encubrimiento


    COMP. 841, XLI, 17 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Planes Trabajar. Rentas fiscales. Competencia federal. 


    Del análisis de la normativa vigente surge que tanto el "Prongrama Trabajar" como el de "Jefes de Hogar" tienen por finalidad aliviar la situación de emergencia ocupacional brindando ayuda económica a las personas carentes de ingreso, y que se financian con recursos del fondo nacional de empleo y créditos asignados en el presupuesto nacional (art. 143 de la ley 24.013, decreto N° 565/02 y resoluciones del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social N° 240/97, 273/98, 85/03) y es la Administración Nacional de la Seguridad Social la que brinda esa ayuda económica no remunerativa y mensual, mediante el sistema de pago directo. En este contexto, es razonable sostener que la irregular situación en la designación de una persona que no reuniría los requisitos exigidos para su otorgamiento como beneficiaria del subsidio habría perjudicado efectivamente las rentas de la Nación, afectado el normal desenvolvimiento del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación.


    D., Gisela Luján s/ Defraudación


    COMP. 369, XLI, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Competencia provincial. Juez previniente. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D. G., Rubén Casimiro s/ Denuncia


    COMP. 688, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 739, L. XLI, "H., Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de libertad".


    D. S. Ricardo s/ Presunta extorsión


    COMP. 838, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el articulo 1° de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    Defensoría Ecológica de la Municipalidad s/ Denuncia presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 588, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Régimen penal tributario. Competencia federal. 


    Si el juez federal no cuestiona que el hecho cuyo conocimiento se le atribuye podría constituir una infracción a la Ley 24.769, sino que se limita a esgrimir que no se habría determinado la existencia de los presupuestos típicos contemplados por el artículo 1° de la norma, cuestión de exclusiva competencia del fuero de excepción, corresponde atribuir la competencia a dicho magistrado para intervenir en la causa.


    E., Hugo Alberto s/ Hurto ganado mayor


    COMP. 563, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Arma. Adulteración de la numeración de bienes registrables. 


    Respecto del delito de portación ilegitima de arma de uso civil, debe declararse la competencia de la justicia contravencional. Ello sin perjuicio de que la justicia ordinaria continúe conociendo en relación con la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    E., Mariela A. p/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1119, XL, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Automotores. Adulteración en la numeración de bienes registrables. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Atento la estrecha vinculación que en el caso existe entre la infracción al art. 289 inc. 3° del C.P. y la falsificación de la que conoce la justicia federal, a partir de la coincidencia que se observa entre la numeración de la chapa patente apócrifa y la que consta tanto en la cédula como en el título de propiedad, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal, ese magistrado también debe intervenir respecto de la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 - artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la Ley 24.121.


    E., Roberto Luis s/ Infracción Artículo 289 Inciso 3 del Código Penal


    COMP. 913, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Residuos patológicos. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1057, L. XL, "Basurero Municipal San Carlos s/ Infr. leyes especiales".


    Escuadrón xx Gendarmería Nacional s/ Investigación de residuos patógenos


    COMP. 1370, XL, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si el magistrado provincial no cuestiona la calificación legal del hecho a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. Por aplicación de este criterio, si de las constancias agregadas al incidente se desprende que la mayor parte de los hechos con relevancia típica habrían ocurrido en determinada localidad, razones de economía procesal aconsejan declarar la competencia del magistrado de esa jurisdicción.


    F., Alberto R. y otros s/ Estafa


    COMP. 539, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Motocicleta. Robo. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Ha sostenido la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma Ley 24.721- son de competencia de la instancia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Cuando de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, correspondeEn cuanto a la manera


    F., Carlos Humberto y otro s/ Falsificación, alteración o supresión de número registrado


    COMP. 745, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo de automotor. Comptencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el caso. Corresponde a la justicia nacional que entiende en la sustracción del vehículo profundizar la investigación, a partir de los elementos recabados con motivo de su hallazgo en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte de su trámite ulterior.


    S., Ruth Elizabet s/ Posible comisión de delito de acción pública


    COMP. 469, XLI, 03 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1944, L. XL, "M., Marta Laura s/ Denuncia estafa".


    F. s/ Defraudación


    COMP. 922, XLI, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Apropiación de prenda. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La cuestión aún carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarla "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    R., Facundo Fabián s/ Defraudación prendaria


    COMP. 26, XLI, 05 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Apropiación de prenda. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El delito de defraudación prendaria se reputa cometido en el lugar en que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo del conocimiento del acreedor, y en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio del deudor.


    F., Jorgelina Gisel s/ Infracción Ley 12.962


    COMP. 1005, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio conyugal. Lugar de hecho. Competencia provincial. 


    Si de las constancias de la causa surge el lugar donde tuvo su asiento el hogar de los convivientes, corresponde declarar la competencia de aquella jurisdicción, pues allí se habría producido la remoción del niño de la custodia del padre y la privación del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    F., N. B. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 839, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Lavado de activos. Competencia nacional. Juez previniente. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance delictivo de Ios hechos materia del proceso, los que no pueden ser apreciados in extenso a fin de formar fundado criterio acerca del lugar donde se cometió y discernir finalmente el tribunal que corresponde investigarlo.


    P., Raúl Omar s/ Denuncia


    COMP. 477, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 815, L. XL, "Parodi, Aldo Sergio s/ Su denuncia".


    Fiscal s/ Denuncia


    COMP. 372, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 391, L. XLI, "G., Oscar s/ Denuncia infracción Ley 24.051",


    Fiscal Federal s/ Denuncia presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 442, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ocultamiento del menor. Competencia federal. 


    Hechos con estricta motivación particular.


    Es doctrina de la Corte que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 -que rige la materia- deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    Fiscal s/ Averiguación de delito


    COMP. 582, XLI, 21 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 461, L. XL, "Bellone, Juana Amalia s/ Víctima de delito de acción pública".


    Fiscal s/ Averiguación infracción Artículo 149 Código Penal


    COMP. 743, XLI, 07 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Entidades financieras extranjeras. Pensiones. Delitos comunes. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la conducta que se investiga constituye “prima facie” un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3° de Ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. Si bien se imputa haber defraudado a una entidad bancaria de capital extranjero que actúa como gestor de pago de la pensión otorgada en el exterior, las disposiciones de carácter federal, cuya interpretación podrían resultar necesaria para evaluar la naturaleza delictiva del hecho motivo de denuncia, no surten la jurisdicción federal en las instancias ordinarias. No existe una afectación a un organismo previsional en el marco de la Ley 24.769 que establece la competencia federal, atento que el ente otorgante no integra el sistema de seguridad social nacional, al que se refiere esa norma.


    G., Clara y otros s/ Estafa en concurso real con estafa en grado de tentativa


    COMP. 1609, XL, 05 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Marcas. Tribunal de alzada. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    Si la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales de primen instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    G., Carlos José s/ Posible infracción Ley 22.362


    COMP. 1022, XLI, 17 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de Tribunal que si no se puede acreditar el lugar de creación del instrumento público falso, ha de estarse al lugar donde fue usado.


    G., Cristian Rafael s/ Defraudación. Falsificación de documento


    COMP. 945, XLI, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Factura falsa. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La declinatoria planteada resulta al menos prematura, toda vez que de la escasa pesquisa practicada hasta el momento, no resulta posible calificar adecuadamente los hechos, ni su real naturaleza, habida cuenta que no se ha realizado medida alguna tendiente a su comprobación.


    G., Franco s/ Denuncia


    COMP. 769, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desapoderamiento ilegítimo. Competencia provincial. 


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    G., Francisco Javier y otros s/ Vejaciones en concurso real por robo


    COMP. 904, XL, 03 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de cheque. Extravío del cheque. Lugar del hecho. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., María Celina s/ Denuncia


    COMP. 474, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2154, L. XXXIX, "Juarez, Aldo Miguel s/ Denuncia presunta infraccion Artículo 174, inciso 5° del Código Penal".


    Guillermo, M. s/ Denuncia


    COMP. 458, XLI, 25 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 326:1933.


    G., Martín s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 467, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte mis conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados. Por otra parte, si las características del hecho no permiten descartar, en esta etapa de la investigación, que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal.


    G., Marcelo s/ Coacción


    COMP. 586, XLI, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de firma. Uso de documento falso. Juez previniente. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    El delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se confecciona el documento falso. Pese a que la certificación notarial de firmas del formulario "08" questionado, aparece como realizada en Avellaneda, aún no puede aplicarse al caso esa doctrina, pues el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24 inciso 7° del decreto 1285/58.


    G., María Elena y otro s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 574, XLI, 02 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Coacción. Pago. Sobreprecio. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el articulo 24. inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    G. N. B. S.A. s/ Estafa


    COMP. 942, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Salud humana. Competencia provincial. 


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el Artículo 1° de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    G., Oscar s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 391, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Cheque. Competencia federal. 


    Si del análisis de las constancias del incidente surge que fue el titular de la cuenta corriente quien le entregó el cheque al denunciante, y que su rechazo no fue como consecuencia de diferir la firma del librador con la de su titular, sino a raíz de una orden de no pagar efectuada con posterioridad a su entrega, y además se desprende que la fecha en la que habría adquirido la mercadería coincide con la del libramiento del cheque cuestionado, siendo que no puede descartarse la posible configuración de la infracción prevista en el inciso 3° del articulo 302 del Código Penal, corresponde atribuir la competencia al tribunal con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    G., Patricia Alejandra s/ Denuncia


    COMP. 1940, XL, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Residuos peligrosos. Competencia provincial. 


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1° de la Ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    G., Roque Ángel s/ Presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 471, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Entorpecimiento de comunicación telegráfica o telefónica. Servicio telefónico. Telefonía celular. Competencia federal. 


    Procede la intervención del fuero federal al verse comprometido el servicio telefónico celular empleado a nivel interprovincial o internacional, en tanto se afectan intereses que exceden los encomendados a los tribunales provinciales. Por aplicación de esos principios, si de los dichos de la denunciante surge que el servicio telefónico celular se habría interrumpido en varias oportunidades, impidiéndole recibir tanto mensajes de radio como llamadas, corresponde asignar competencia al juzgado federal para conocer en la causa.


    G., Stella Maris s/ Denuncia infracción Artículo 197 del Código Penal


    COMP. 842, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Establecimientos penitenciarios. Extorsión. Competencia federal. 


    Si de la investigación efectuada por el representante del Ministerio Público se desprende que la conducta ilícita denunciada se habría desarrollado desde el interior de la unidad penitenciaria de Ezeiza, mediante la utilización de un teléfono allí instalado, del que se valieron para obtener las claves de las tarjetas adquiridas por el imputado y efectuar los consumos, y que no se puede descartar, aún, que ese accionar hubiere alterado el normal desempeño de esa institución nacional, corresponde a la justicia federal de esa jurisdicción, que es precisamente quien mejor se encuentra habilitada para investigar este tipo de delitos cometidos desde establecimiento del Estado federal, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite posterior.


    H., Eduardo Horacio s/ Privación ilegítima libertad


    COMP. 739, XLI, 09 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Coacción. Competencia provincial. 


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa - toda vez que el magistrado local se limitó a manifestar que debía intervenir otro tribunal de su misma provincia.


    H. F., Antonio Walid s/ Coacción agravada


    COMP. 755, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Marcas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 966, L. XLI, “C., Augusto Enrique s/ Infracción Ley 11.723”.


    H., Ignacio Sebastián s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1027, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extorsión. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 739, L. XLI, "H., Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de libertad".


    I., Mariano s/ Extorsión


    COMP. 943, XLI, 22 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Coacción calificada. Armas. Menor de edad. Competencia federal. 


    Hechos con estricta motivación particular.


    El Tribunal tiene resuelto que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inc. 5°, de la Ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    I. S., A. R. s/ Averiguación infracción Artículo 149 Código Penal


    COMP. 835, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente de incompetencia en causa N° 52.120/04


    COMP. 436, XLI, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Hechos con estricta motivación particular.


    Si en el caso no se ha descartado de manera inequívoca y fehaciente que los hechos denunciados tuvieran estricta motivación particular, ya que de la escueta investigación desarrollada ante el fuero de excepción sólo presentan relevancia, en tal sentido, los dichos de la víctima, que relata la forma de expresarse y los términos que utilizaban los secuestradores, que le hicieron suponer que podrían tratarse de miembros de alguna fuerza de seguridad, corresponde asignar la competencia al juzgado federal para entender en la causa, a fin de establecer al menos estos mínimos extremos.


    J., Miguel s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 754, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Huelga de hambre efectuada por condenado.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el Artículo 24, inciso 1°, del Decreto Ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Los elementos agregados al incidente resultan insuficientes para establecer con precisión ese aspecto y, en consecuencia, el tribunal que en definitiva resultará competente, lo que solo podría ser dilucidado una vez profundizada la pesquisa.


    Juzgado de Ejecución Penal Nº 2 s/ Delito de acción pública


    COMP. 356, XLI, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Motocicleta. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    Las infracciones al articulo 289 inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    Juzgado Federal de San Luis, averiguación procedencia ciclomotor


    COMP. 919, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hurto. Universidades nacionales. Competencia provincial. 


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    Juzgado de instrucción N° 1 s/ Remisión de actuaciones


    COMP. 294, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si las constancias de la causa no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    K., Aníbal Julio s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 921, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de marca o designación. Delitos contra la salud pública. Adulteración de medicamentos. Concurso ideal. Delitos comunes. Delitos federales. Competencia federal. 


    Cuando existe concurrencia ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación.


    K., Patricia s/ Envenenamiento o adulteración de aguas, medicamentos o alimentos


    COMP. 449, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Economía procesal. Competencia nacional. Competencia criminal. 


    El Tribunal tiene decidido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscite se la atribuyan recíprocamente lo que no sucede en el sub lite, pues el juez local se limitó a no aceptar su competencia sin atribuírsela al magistrado declinante. Con relación al fondo de la cuestión traída a estudio, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, economía procesal y mejor defensa de los imputados. La estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que le ha realizado alguna parte de la acción típica.En tales condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal de instrucción aunque no haya sido parte en esta contienda.


    L., Amalia s/ Presunta estafa


    COMP. 655, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 11, L. XL, "Unidad Fiscal de Investigaciones de la Seguridad Social -UFISES- s/ Denuncia delito de acción pública".


    L., Andre Fabiana s/ Presunta estafa


    COMP. 6, XLI, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Uso de documento falso. Juez previniente. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    L., Antonio Jorge (denunciante) s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1750, XL, 02 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza requerido, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Corresponde al juez que previno, incorporar los elementos de juicio necesarios a efectos de conferirle precisión, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    L. C., María Luz s/ Estafa


    COMP. 1770, XL, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron esta causa, ni su presunta calificación legal.


    L., Jiahe Chen s/ Denuncia estafa


    COMP. 402, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    En los casos que se investiga el delito de privación ilegal de la libertad, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    L., Marcelo Javier s/ Robo agravado y privación ilegal de la libertad


    COMP. 890, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falso testimonio. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Habida cuenta que tal como se desprende de la constancia incorporada al incidente, fue en esta ciudad donde el imputado brindó el testimonio argüido de falsedad, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional que, además, no cuestionó tal circunstancia.


    L., Pablo Alberto s/ Falso testimonio


    COMP. 691, XLI, 01 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Marcas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 966, L. XLI, “C., A. E. s/ Infracción Ley 11.723”.


    L., Pablo Martín s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 965, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    En cuanto a la sustitución de las placas individualizadores, tiene establecido el Tribual que la infracción al Artículo 33 del decreto 6582/58 –Artículo 289, inciso 3°, del Código Penal-, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Al no poder desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación cuya investigación se encuentra a cargo de la justicia federal, atento la coincidencia que se observa entre la numeración del dominio colocado y la que consta en su documentación, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, de que su investigación quede a cargo de un único tribunal, se habilita el fuero de excepción. En cuanto al secuestro, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge del incidente que se hayan realizado medidas tendientes a dilucidar ese aspecto sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice a desechar la participación. Tal como lo tiene establecido la Corte el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultarla en principio competente para su conocimiento, el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    L. R., Juan Martín s/ Infracción Artículo 289 Código Penal


    COMP. 366, XLI, 28 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si de las constancias de la causa surge que en determinada localidad se habría producido la remoción de los niños de la custodia de la madre y la privación del ejercicio de sus derechos y obligaciones, corresponde declarar la competencia del juzgado de aquélla jurisdicción, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M., C. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 929, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Rechazo del cheque. Impuestos nacionales. IVA. Competencia provincial. 


    Toda vez que existe coincidencia entre los tribunales intervinientes en que el hecho a investigar encuadraría en las previsiones del artículo 302 del Código Penal, que tutela la fe pública, pues no se advierte que se desarrollara ardid alguno para provocar una contraprestación patrimonial, cabe concluir que su conocimiento resulta ajeno al fuero de excepción.


    M. L., María Leontina s/ Denuncia


    COMP. 428, XLI, 26 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de marca o designación. Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    M., Volodymyr s/ Presunta infracción Ley 22.362


    COMP. 3, XLI, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1634, L. XXXII, "S., Jorge Claudio s/ Denuncia por falsificación".


    Milagro del Pilar G. s/ Denuncia


    COMP. 909, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Violación de secretos. Competencia ordinaria. 


    Cuando la conducta reprochada a los imputados se refiere a la supuesta divulgación del origen de las llamadas realizadas entre usuarios del servicio de telefonía celular, prestado por una empresa privada, y de las probanzas reunidas en la causa no se advierte alguna circunstancia que habilite la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde que la justicia local siga entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


    M., Héctor Gustavo s/ Formula denuncia


    COMP. 405, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Velez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal".


    M. L., César s/ Denuncia


    COMP. 882, XL, 28 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Marcas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 966, L. XLI, "C., A. E. s/ Infracción Ley 11.723".


    M., Luis María y otros s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 1041, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 598, L. XXXVIII, "Casal, Carlos Osvaldo s/ Denuncia por estala".


    M., Miguel Ángel s/ Estafa


    COMP. 472, XLI, 21 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Mario Luis y otros s/ Defraudación por contrato simulado


    COMP. 589, XLI, 27 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Atentado y resistencia a la autoridad. Amenazas. Alojamiento de internos. Competencia provincial. 


    Hechos con estricta motivación particular.


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inc. 5°, de la Ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    M., Nelson s/ Privación ilegal de la libertad, atentado y resistencia a la autoridad agravada y amenazas


    COMP. 510, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 326:90.


    M., Nélida Isabel s/ Ley nacional de armas y explosivos


    COMP. 657, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Telecomunicaciones. Facturación excesiva. Competencia provincial. 


    Toda vez que, de las constancias de la causa, no se advierte la interrupción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones que habilitaría la competencia del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial.


    M., Pompeya s/ Denuncia


    COMP. 213, XLI, 05 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Extravío del cheque. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido.


    M., Primo y otro s/ Tentativa de estafa


    COMP. 475, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Orden de secuestro. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    M., Pedro Ramón; S., Miguel Ángel; M., Alberto José; B., Felipe Santiago y B., Diego Martín s/ Encubrimiento (Artículo 278, inciso 1 a)


    COMP. 679, XLI, 21 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1038, L. XL, "Donnantuoni, Marcelo Pedro y otros s/ Tenencia de arma de guerra -Goya- Expte. 9188".


    M., Rubén F. y otros s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 25.086


    COMP. 587, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Usufructo. Competencia provincial. 


    Respecto de la presunta infracción al artículo 173, inciso 5°, del Código Penal, si la voluntad de sustraer el vehículo del poder de su legitimo tenedor y privarlo del derecho de usufructo sobre el mismo, se habría manifestado en determinada jurisdicción, corresponde atribuir la competencia al juzgado de aquélla jurisdicción.


    M., Roberto Vicente s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 540, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo de automotor. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. En este sentido, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    N., Hugo Omar s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 365, XLI, 04 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, ese delito se encuentra incluido entre aquellos de competencia federal.


    N., Héctor Obdulio s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 900, XLI, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Calificación legal. Lugar del hecho. Competencia territorial. 


    Si en el caso no existe controversia entre los magistrados contendientes en cuanto a la calificación legal de los hechos, corresponde a los magistrados con jurisdicción sobre los domicilios de los bancos girados evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el articulo 6° de la Ley 24.452.


    N., Mario s/ Estafa


    COMP. 949, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si las constancias de la causa no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En consecuencia, corresponde que el juzgado que previno continúe conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la investigación posterior.


    N., R. Actuaciones remitidas por el Juzgado de Instrucción N°4 Nominación Provincia de Salta s/ Denuncia


    COMP. 104, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lesiones. Establecimientos penitenciarios. Bienes nacionales. Competencia ordinaria. 


    La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por si, competencia al fuero de excepción si aquel no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    N. F., Leonardo y otros s/ Lesiones


    COMP. 747, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adjudicación del préstamo. Lugar del hecho. 


    La competencia penal por razón del territorio le establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N. S., Rosario s/ Denuncia s/ Estafa


    COMP. 941, XXXIX, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lesiones. Consumación del delito. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y toda vez que de las constancias del expediente surge que el hecho habría ocurrido en su domicilio, sito en territorio provincial, corresponde al magistrado local conocer en esta causa.


    N.N. s/ Lesiones


    COMP. 105, XLI, 02 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extorsión. 


    Es doctrina de la Corte que si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    N.N. s/ Extorsión


    COMP. 1582, XLI, 05 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Abuso sexual. Víctima menor de edad. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para discernir la competencia del supuesto hecho delictivo.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa


    COMP. 190, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces conflicto. Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- estos movimientos conforman una única conducta en los términos del art. 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.En consecuencia, el hecho debe ser investigado por el fuero de excepción, en razón de que la presentación de esos instrumentos ante el Registro de la Propiedad Automotor, no sólo habría provocado la consumación del fraude, sino también la obstrucción de su normal desenvolvimiento y el buenservicio de sus empleados.En relación con la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 7° del Código Penal, según reforma de la ley 24.721 también corresponde al fuero de excepción conocer a su respecto, habida cuenta de la coincidencia que se observa entre las numeraciones del vehículo y las consignadas en la documentación falsa.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 212, XLI, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo automotor. Acusación alternativa. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado, atento que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y el hallazgo de vehículo no constituye una pauta que autorice sin más a descartar la participación del imputado en el desapoderamiento. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. 


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP. 274, XLI, 04 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto, sin que lo manifestado respecto a la imposibilidad de reconocer a los autores del hecho habilite sin más a descartar la participación, pues no se puede a partir de las manifestaciones de la víctima formular un juicio adverso acerca de la utilidad de esa diligencia, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del hecho que de las apreciaciones subjetivas de los damnificados acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tienen en frente.


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP. 275, XLI, 05 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento privado. Póliza. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Son competentes para conocer de las causas por la falsificación de los instrumentos privados, los jueces con jurisdicción en el lugar en que estos hubiesen sido usados, pues allí cabe considerar consumado el delito.


    N.N. s/ Falsificación de documento privado


    COMP. 291, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Uso de documento falso. Competencia nacional. Juez previniente. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Tales deficiencias podrían ser subsanadas una vez profundizada la pesquisa, sobre todo si se tiene en cuenta que ni siquiera se cumplieron las diligencias de comprobación necesarias que además, contribuirían a dilucidar la competencia material.


    N.N. s/ Defraudación


    COMP. 354, XLI, 02 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Tribunal de alzada. 


    De conformidad con lo reglado en el articulo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero bubiese conocido.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 468, XLI, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Juez previniente. 


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    N.N. s/ Hurto de automotor con armas


    COMP. 476, XLI, 28 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La ausencia de constancias relativas a los hechos obsta la posibilidad de determinar el sitio donde se desarrollaron y discernir, al tribunal que corresponde investigarlo.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. 482, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Competencia por el Territorio. Competencia nacional. Competencia criminal. 


    La caja de carga habría sido sustraida junto con la camioneta a la que se encontraba unida, cuando ésta se hallaba estacionada frente al domicilio capitalino del denunciante, circunstancia que al no encontrarse controvertida por otros elementos de la causa debe ser tenida en cuenta a los efectos de determinar la competencia territorial.


    N.N. s/ Robo


    COMP. 528, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Juez previniente. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    N.N. s/ Robo con armas


    COMP. 86, XLI, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Hecho cometido en diferentes jurisdicciones.


    Tiene dicho la Corte que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Robo con armas


    COMP. 908, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia por el terrritorio. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y en ausencia de prueba en ese sentido, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Por otra parte, resulta adecuado el juzgamiento por separado del delito de encubrimiento cuando, de los elementos de juicio reunidos en el sumario no surge que los imputados hayan tenido participación en el desapoderamiento.


    N.N. s/ Hurto


    COMP. 98, XLI, 03 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Robo


    COMP. 738, XLI, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    O., Carlos Adrián s/ Denuncia. Causa N° 2.060


    COMP. 951, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    Posible afectación de las personas o el medio ambiente más allá de los límites provinciales.


    Si a partir de las constancias de la causa no resulta posible descartar a esta altura de la investigación, que los líquidos derramados puedan considerarse residuos peligrosos y que puedan afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia, corresponde al juzgado federal conocer en las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    O., Isabel s/ Denuncia presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 753, XLI, 14 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro de bienes. Adulteración de la nominación de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Las infracciones al articulo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al juzgado provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    O., Jorge Juan s/ Artículo 289 Código Penal


    COMP. 580, XLI, 11 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La ausencia de constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa, obsta la posibilidad de determinar el sitio donde se desarrollaron y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponda investigarlo.


    P., Alejo s/ Estafa


    COMP. 367, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tribunal de alzada. 


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquel que primero hubiese conocido.


    P. de G. I., María Cecilia s/ Denuncia


    COMP. 448, XLI, 25 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daño ambiental. Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    Si no es posible descartar que los efluentes provenientes de la firma denunciada contienen sustancias que puedan considerarse ''residuos peligrosos", en los términos del anexo II de la ley 24.051, y que ellos puedan afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia donde son generados (artículo 1° de la misma norma), es ante la justicia federal donde debe sustanciarse la investigación, en virtud de lo dispuesto por el articulo 58 de dicha normativa.


    P., Gustavo s/ Averiguación Infracción ley 24.051


    COMP. 685, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Competencia de instrucción. Juez previniente. 


    La Corte tiene establecido que cuando el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa o incluso su omisión, resulta relevante para establecer la competencia el lugar en que debía cumplirse la obligación. Las escasas constancias que se han anejado, impiden dilucidar el verdadero alcance de los hechos materia del proceso los que, según mi parecer, no pueden ser apreciados in extenso, a fin de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, y determinar finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos. En tales condiciones, atento que el proceso lleva más de diez años de trámite en jurisdicción nacional, corresponde al juzgado de instrucción, que previno, y al que acudió el denuncianle a hacer valer sus derechos continuar conociendo en la causa.


    P., Gustavo Horacio y otros s/ Defraudación


    COMP. 460, XLI, 26 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Vehículo. Orden de secuestro. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos “prima facie”, en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. A su vez tiene establecido el Tribunal, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan cumplido con una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. De la denuncia, su ratificación y de la documentación aportada, no surgen elementos que permitan precisar debidamente los hechos a investigar, ni las tipificaciones que en definitiva puedan ser atribuidas que, por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible.Corresponde al juez nacional, que previno, y en cuya jurisdicción quedó radicada la denuncia, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., José María s/ Estafa


    COMP. 102, XLI, 05 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cheque. Competencia provincial. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso licito que posterimmeote se realiza con él. En ese tipo de delitos perpetrados mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, a lugar donde los títulos fueron entregados.


    P., Leonardo s/ Frustración maliciosa de pago de cheque


    COMP. 749, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    P., Miguel s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 509, XLI, 28 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Patronato de Menores. Principio de territorialidad. Interés del menor. Domicilio de menor. 


    Las cuestiones de competencia, entre tribunales de distinta jurisdicción, deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Habida cuenta que el ámbito de aplicación de la ley de Patronato de Menores de la provincia de Buenos Aires -Ley 10.067- se encuentra circunscripto a la jurisdicción de esa provincia, corresponde resolver el conflicto de conformidad a lo normado por el artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación, que recepta el principio de territorialidad. Sin perjuicio de ello, y en atención a que la residencia actual de la incapaz es momentánea, ya que se domicilia con su madre en otra jurisdicción, cabe concluir que es el juez de esta jurisdicción quien se encuentra en mejores condiciones realizar las diligencias necesarias para resolver el vínculo materno-filial en conflicto. La solución propuesta es la que mejor contempla "el interés superior del niño", principio consagrado en el artículo 30 de la "Convención sobre los Derechos del Niño".


    P., M. F. s/ Infracción Artículo 10 B Ley 10.067


    COMP. 461, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia penal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 211, L.XLI "M., Jorge Leonardo y G., Andrés Adrian s/ Portación de arma de uso civil".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    Personal policial s/ Hallazgo arma de guerra


    COMP. 595, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Falsificación de instrumento privado. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si a partir de las constancias de la causa no surgen elementos de juicio suficientes para poder individualizar y subsumir legalmente los hechos, con razonable certidumbre, en alguna figura determinada, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto/ley 1285/58.


    P., Santiago y otro s/ Defraudación y falsificación de documento privado


    COMP. 925, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Orden de secuestro. Competencia provincial. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. Investigación inconclusa. 


    En cuanto a la supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley, es doctrina del Tribunal que las infracciones al artículo 289 inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Asimismo, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. En cuanto al hallazgo del vehículo en poder del imputado, cabe destacar que, de acuerdo a lo que surge del informe del proceso de revenido químico efectuado sobre los números de chasis y motor, el rodado seria el mismo cuya sustracción es materia de investigación ante el juzgado provincial. Sin embargo, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar en el caso, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    P., Víctor Hugo s/ Falsificación, alteración o supresión de número registrable


    COMP. 844, XLI, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Competencia ordinaria. 


    Hechos con estricta motivación particular.


    Tiene establecido la Corte que si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    Q., Jorge Raúl s/ Amenazas


    COMP. 459, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Comunicación telefónica. Intervención de línea telefónica. Competencia provincial. 


    Compra de niño por nacer.


    Si de la lectura de la conversación telefónica mantenida por la abonada, se infiere que las negociaciones para adquirir un niño por nacer se llevarían a cabo en ese medio, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    R., A. C. s/ Delito de acción pública


    COMP. 1019, XLI, 17 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. Armas. Competencia provincial. 


    Con relación a la infracción al articulo 170 del Código Penal, las particularidades del caso aconsejan que sea la justicia federal quien continue conociendo en la causa. Distintas circunstancias confluyen para así opinar, entre las que se destacan: el avanzado estado de las actuaciones, por lo que su remisión a jurisdicción provincial obraría en desmedro de una "más expedita y uniforme administración de justicia", situación que se ve agravada por la prisión preventiva que guardan los imputados, la participación de la misma organización delictiva en otros secuestros extorsivos de similares circunstancias perpetradas en distintas jurisdicciones, que son investigados en el fuero federal conforme al criterio que propende a la unidad investigativa en delito de esta naturaleza y que priva en la concepción legislativa, posibilitado tanto merced a las atribuciones que se han confecido al Ministerio Público Fiscal por la ley 25.742.


    R., Cristian Luis Roque s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 690, XLI, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    R., Daniel Vicente s/ Robo con armas


    COMP. 543, XLI, 01 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 326:1933.


    R., Fernández Roberto s/ Víctima de secuestro extorsivo


    COMP. 480, XLI, 13 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar en el caso, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los imputados. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    R. G., Julio César y R. G., Walter Antonio s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. 1573, XL, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Motocicleta. Orden de secuestro. Competencia nacional. Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 289 inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla a la justicia provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el vehículo sin su chapa identificatoria colocada. Acerca del hallazgo del rodado en poder del imputado, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que aquél habría incurrido. 


    R., Guillermo Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. 898, XLI, 22 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Coacción calificada. Transporte interno. Transporte de carga. Descarga. Corte de rutas. Delitos comunes. Delitos federales. Competencia federal. 


    Si las constancias incorporadas al incidente no permiten descartar que los hechos del caso constituyan una única conducta insusceptible de ser escindida -en los términos del artículo 54 del Código Penal-, corresponde al fuero de excepción que entiende en el delito previsto en el artículo 194 del Código Penal, entender en las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    R., Jorge A. y otros s/ Coacción agravada e impedimento descarga de mercadería


    COMP. 886, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886 al articulo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, ese delito se encuentra incluido entre aquellos de competencia federal.


    R., Julio Enrique s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 906, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La defraudación se consuma con la entrega de los bienes obtenidos, razón por la cual, el delito debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.


    R., José Primo s/ Defraudación


    COMP. 501, XLI, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Registro de la propiedad automotor. Estafa. Falsificación de documentos. Competencia federal. Competencia criminal y correccional. 


    La Corte tiene resuelto que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite. Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal. Acerca del fondo de la cuestión, los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. 


    R. S., Whoon s/ Denuncia


    COMP. 1938, XL, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extorsión. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2154, L. XXXIX, "Juarez, Aldo Miguel s/ Denuncia presunta infracción Artículo 174, inc. 5°, del Código Penal".


    R., Teresa s/ Extorsión


    COMP. 577, XLI, 26 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento privado. Competencia federal. Juez previniente. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Para poder lIegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal. cabe destacar que a partir de los escasos y confusos elementos que se incorporaron al incidente, no resulta posible determinar fehacientemente la esencia de las maniobras investigadas, ni la vinculación que existiría entre los imputados y el "modus operandi" utilizado ni, mlucho menos, qué delitos comunes y federales podrían haber llevado a cabo, máxime si se repara en las incompletas piezas de convicción agregadas.


    S., Cayetano Antonio y otros s/ Infracción Artículo 282 Código Penal


    COMP. 571, XLI, 27 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de documentos. Estafa. Competencia provincial. 


    Las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse el lugar de la confección, debe estarse al lugar donde se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer.En lo atinente a la presunta estafa, si las características del caso no permiten descartar que todas las maniobras formen parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que la investigación esté a cargo de un único tribunal.


    S., Edema Nilse s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 473, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del Decreto 6582/58 –artículo 289 inciso 3 del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor una obstrucción a su normal funcionamiento. Cuando del expediente no surge en dónde se cometió la infracción, corresponde la investigación a la justicia provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, y como en el caso, en donde se secuestró el rodado cuya chapa identificatoria había sido cambiada. Acerca del hallazgo del vehículo en poder del imputado, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que aquél habría incurrido. 


    S., Héctor s/ Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 479, XLI, 28 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado.


    S., Javier C. s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1007, XLI, 23 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Competencia ordinaria. 


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    S., Miguel Ángel s/ Administración fraudulenta


    COMP. 1598, XL, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Competencia federal. 


    Magistrado que rechaza su competencia alegando falta de información de los hechos.


    Si el magistrado federal limita el rechazo de su competencia a la circunstancia de no haberse recabado información respecto de la posible vinculación entre el denunciante y la compañía aseguradora denunciada, extremo que, cuanto lo menos "prima facie", se advierte de las constancias agregadas al incidente, y no a su competencia material respecto de un hecho que presenta las características de otros que son investigados ante su tribunal, corresponde a éste magistrado continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    S., Marcelo s/ Estafa


    COMP. 910, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Orden de secuestro. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    S., Marisol Elizabeth s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 846, XLI, 21 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Portación de armas. Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, “Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez. Marcelo s/ Infracción al Art. 189 bis del Código Penal”.


    S., Marta Margarita s/ Portación de arma de uso civil/condicionado


    COMP. 1087, XL, 21 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Calificación legal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si en el caso no existe discrepancia entre los tribunales intervinientes acerca de la calificación de la conducta denunciada, así como tampoco acerca de la jurisdicción donde se produjo la disposición patrimonial, corresponde atribuir la competencia a la justicia de esa jurisdicción para conocer en la causa.


    S., Norberto s/ Defraudación


    COMP. 572, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Respecto al hallazgo del vehículo en el partido bonaerense, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo, sin que, por otra parte, el tiempo transcurrido entre la sustracción del bien y su hallazgo constituya una pauta que autorice sin más, a fundar una conclusión en tal sentido. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehículo a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Acerca de la supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley, es doctrina del Tribunal que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -Articulo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación de la cédula de identificación del automotor -atento la coincidencia que se observa entre la numeración de la chapa individualizadora del vehículo y la que consta en ese documento - a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones, debe conocer la justicia federal del lugar donde se descubrió la falsificación, aunque no haya sido parte en la contienda.


    
      

    


    S., Sergio Daniel s/ Encubrimiento (Artículo 278 inciso 3)


    COMP. 88, XLI, 06 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Menores. Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia provincial. 


    Si de los dichos del denunciante -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- resulta que los menores residían con Ia madre en determinada localidad cuando ésta comenzó a impedirle el contacto con elIos, este es el lugar donde la imputada habría removido a los niños de la custodia del padre, privindolo del ejercer sus derechos y obligaciones.


    S., S. E. s/ Infracción ley 24.270


    COMP. 575, XLI, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cheque de pago diferido. Defraudación. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la Ley 24.452.


    S. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 457, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Motocicleta. Orden de secuestro. Encubrimiento. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto el Tribunal que la referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de los objetos y su incautación no constituye una pauta que autorice a descartar la responsabilidad del imputado en el hecho acaecido en esta ciudad. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultarla en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiere llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el Imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Tiene dicho el Tribunal que si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    T., Ángel Osvaldo s/ Encubrimiento


    COMP. 1020, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Orden de secuestro. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juez previniente. 


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado que previno, en cuyo ámbito de competencia territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado con la chapa identificatoria cambiada. Sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. Asimismo, dicho tribunal deber profundizar la investigación respecto de la eventual falsedad de la cédula de identificación de automotores, y resolver luego lo que corresponda sobre su competencia. Resulta, además indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción.


    T., Darío Javier s/ Encubrimiento por adquisición de cosa proveniente del delito


    COMP. 7, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Obstrucción de servicios públicos. Competencia federal. 


    Si en el caso no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes respecto de que existió una efectiva obstrucción del servicio publico interjurisdiccional de telecomunicaciones, respectivamente, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, para seguir conociendo en la causa.


    T. de A. S.A. s/ Denuncia infracción Artículo 197 del Código Penal


    COMP. 502, XLI, 17 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lesiones leves. Competencia nacional. 


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    T., H. N. s/ Amenazas


    COMP. 573, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si de las constancias agregadas al legajo no se desprende una conducta distinta a la atribuida en la denuncia, siendo que es el juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado quien debe evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6 de la Ley 24.452, corresponde atribuir la competencia al juez de aquélla jurisdicción.


    T., Jorge Luis s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 854, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa,


    U., Saúl Emiliano s/ Robo con armas


    COMP. 490, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Investigación inconclusa. 


    Si las escasas constancias agregadas al incidente de contienda negativa de competencia, resultan insuficientes para discernir el tribunal que debe conocer en la causa, cabe devolver a la Corte las actuaciones, a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    V., G. J. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 1040, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resistencia a la autoridad. Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal".


    V., Jorge s/ Resistencia a la autoridad


    COMP. 27, XLI, 04 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Supresión y suposición de estado civil. Falsificación de instrumento público. Menores. Interés superior del niño. Juez previniente. 


    Si el hecho a investigar se trataría de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta insusceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión de estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, corresponde que la misma sea investigada por la justicia federal habida cuenta el carácter nacional del último documento, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho -en razón de las distintas tipicidades- importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, cuyo rango constitucional ha sido reconocido por la Corte. Sentado ello, si el hecho motivo de contienda forma parte de un mismo contexto delictivo que se habría desarrollado en distintas jurisdicciones, la elección de alguna de ellos deberá determinarse atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal.


    V., M. S. o P., O. Z. s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1204, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adjudicación del préstamo. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Persona con falsa identidad.


    La estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    V., Rubén Alberto s/ Denuncia


    COMP. 855, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si la investigación llevada a cabo resulta insuficiente como para que la Corte ejerza las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, corresponde que el juzgado que previno, profundice la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    A., Ángel Armando s/ Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 1158, XLI, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Investigación a cargo de un único tribunal.


    Si en el caso está acreditado que los imputados conformarían una organización delictiva destinada a cometer secuestros extorsivos, entre otros hechos ilícitos, es la justicia de excepción la que debe seguir conociendo en este hecho. Ello, conforme al criterio que propende a la unidad investigativa en delitos de esta naturaleza y que priva en la concepción legislativa, posibilitado tanto merced a las atribuciones que se han conferido al Ministerio Público Fiscal por la ley 25.742, cuanto por la decisión política de facilitar los medios materiales necesarios en el funcionamiento de las unidades fiscales para la investigación del delito de secuestro extorsivo que la Procuración General ha creado. Por otra parte, se descuida la teleología de las normas recientemente sancionadas por el Congreso de la Nación, en cuanto adjudican el conocimiento de este tipo de delitos al fuero de excepción, que no es otra sino la de preservar la seguridad de la población. 


    A. Coisne s/ Averiguación de secuestro extorsivo


    COMP. 923, XLI, 04 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Tenencia de armas. Competencia federal. 


    El conocimiento de las infracciones al artículo 170 del Código Penal, si en el caso está acreditado que los imputados conformarían una organización delictiva destinada a cometer secuestros extorsivos, entre otros hechos ilícitos, corresponde que la justicia de excepción. Ello, conforme el criterio que propende a la unidad investigativa en delitos de esta naturaleza y que priva en la concepción legislativa, posibilitado tanto merced a las atribuciones que se han conferido al Ministerio Público Fiscal por la ley 25.742, cuanto por la decisión política de facilitar los medios materiales necesarios en el funcionamiento de las unidades fiscales para la investigación del delito de secuestro extorsivo que la Procuración General ha creado. Por otra parte, la finalidad de las normas recientemente sancionadas por el Congreso de la Nación, en cuanto adjudican el conocimiento de este tipo de delitos al fuero de excepción, no es otra sino la de preservar la seguridad de la población. 


    A., Carlos Bernabe y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 947, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Portación de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo de la investigación.


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, el delito de supresión de la numeración de un arma se encuentra incluido entre aquellos que surten la jurisdicción federal. Ahora bien, si existe una estrecha vinculación entre esa infracción y la tenencia ilegitima del arma de uso civil, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal.


    Á. G., Gustavo Gonzalo s/ Portación de arma de uso civil condicional


    COMP. 1082, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de sellos, timbres y marcas. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Contienda negativa de competencia. Posible concurso ideal entre infracciones a las leyes 22.362 y 11.723.


    Si no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -las leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, cabe declarar la competencia de la justicia federal para entender en la causa, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    Á., Graciela s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 1380, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Relación de alternatividad entre delitos.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción. En ese sentido, si no resulta con claridad que los imputados por el encubrimiento han sido ajenos a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por el delito principal, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    B. Jorge y otros s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 1087, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hurto de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Competencia de instrucción. 


    Un pronunciamiento de mérito que desvincule al prevenido de la sustracción no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el encubrimiento, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base.


    A., Hugo Omar s/ Hurto agravado


    COMP. 1141, XLI, 19 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ocultamiento del menor. Competencia ordinaria. 


    Hechos con estricta motivación particular.


    Tiene establecido la Corte que si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    A., Luis s/ Averiguación infracción Artículo 149 ter Código Penal


    COMP. 1499, XLI, 27 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas. pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A. I., Raúl s/ Estafa


    COMP. 1028, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delitos contra la propiedad. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio directo y efectivo a la Nación.


    Del análisis del Convenio Marco del Programa de Emergencia Habitacional suscripto el 18 de septiembre de 2003, entre los Ministerios de Planificación Federal, Desarrollo Social y Trabajo y Empleo y distintas provincias y municipios, surge que este emprendimiento tiene por objetivo solucionar la emergencia habitacional y ocupacional mediante la implementación de planes de vivienda a ejecutarse a través de Cooperativas de Trabajo para la Construcción, constituidas a tal efecto, e integradas fundamentalmente por beneficiarios del "Programa Jefes de Hogar Desocupados". Es el Ministerio de Planificación Federal el que otorga a las provincias signatarias, y éstas a su vez a los municipios participantes, el financiamiento no reintegrable para la construcción de las viviendas. Los gobiernos provinciales participantes del proyecto, mediante los Institutos Provinciales de Vivienda, tienen a su cargo la administración de los recursos transferidos por la Nación y la suscripción de los convenios con los municipios, que deben asumir la responsabilidad operativa. En este contexto siendo que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en las actuaciones.


    A., Juan Domingo s/ Infracción Artículo 163 del Código Penal


    COMP. 1389, XLI, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido, el delito que habría cometido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto del delito presuntamente encubierto, especialmente si no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    A., Julio César s/ Encubrimiento


    COMP. 1167, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    Si los hechos a investigar no son de aquéllos que tuvo en miras el legislador al sancionar la ley 25.742, ya que no tendrían la virtualidad de afectar la seguridad de la población, sino que, por el contrario, estarían circunscriptos a un conflicto vecinal que motivó denuncias recíprocas entre la denunciante y la imputada, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de las actuaciones.


    A., Olga Isabel s/ Averiguación infracción Artículo 142 Código Penal


    COMP. 1399, XLI, 28 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    A., Ricardo por estafa


    COMP. 1034, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Afectación a la administración de justicia nacional.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    A., Raúl Alberto s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. 1025, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delito de acción pública. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Cuando la sola argumentación en la declinatoria formulada por el magistrado que previno no alcance para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que el caso no se encuentra precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    Actuaciones instruidas por el presunto delito de acción pública


    COMP. 1337, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    Averiguación infracción Artículo 296 Código Penal (dominio xxx)


    COMP. 1353, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Rodo de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción, máxime cuando no surge que se haya realizado ninguna medida para dilucidar ese aspecto. Tiene establecido la Corte que si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por aquél delito, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    Averiguación procedencia automotor Fiat Palio gris acero


    COMP. 1414, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Cédula verde. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Respecto de la presunta falsificación de la cédula de identificación del automotor, de acuerdo al carácter nacional de la documentación, debe ser la justicia federal del lugar donde se descubrió la falsificación la que profundice la investigación en ese sentido. Respecto de la infracción al artículo 289 del Código Penal, teniendo en cuenta la estrecha vinculación que en el caso existe entre esta figura y la mencionada anteriormente -atento la coincidencia que se observa entra la numeración de dominio colocado y la que consta en su documentación-, por aplicación del criterio establecido por el Tribunal en Comp. 1569, L. XL, “Comisaría San Julián s/ Investigación presunta infracción”.


    B., Alfredo s/ Encubrimiento


    COMP. 1512, XLI, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Cuando el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa o incluso su omisión, resulta relevante para discernir la competencia el lugar en que debía cumplirse la obligación.


    B., Flavio Nazareno y otro s/ Defraudación


    COMP. 1128, XLI, 14 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado.


    B., Juan Marcelo s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1051, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si de las constancias agregadas al incidente no surgen los elementos de juicio suficientes para calificar, con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades, que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    B., L. A. s/ Encubrimiento


    COMP. 1160, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Mariano Sebastián s/ Denuncia robo de su ropa


    COMP. 1341, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Tenencia de armas. Tenencia de municiones de guerra en concurso ideal. Competencia federal. 


    En los casos en que se investiga el delito de secuestro extorsivo, razones de celeridad y coherencia funcional imponen que el juzgamiento de este tipo de delitos quede en cabeza de la justicia federal, ya que el conocimiento y la estrecha vinculación que se posee con aquéllos que instruyeron la investigación y el conocimiento cercano de sus técnicas investigativas y procesales desembocan en una mayor celeridad al momento de juzgar estos hechos De otro modo se descuidaría la teleología de las normas recientemente sancionadas por el Congreso de la Nación, en cuanto adjudican el conocimiento de este tipo de delitos al fuero de excepción, que no es otra sino la de preservar la seguridad de la población. 


    C., Ariel Eduardo y otros s/ Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1024, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsa denuncia. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Afectación a la administración de justicia provincial.


    Si la conducta desplegada por los imputados tuvo como finalidad inmediata que uno de ellos eludiera el accionar de la justicia local, afectando así, esa administración mediante la evasión de los controles que lo mantenían sometido a proceso, y que dentro de ese contexto se formuló la falsa denuncia ante autoridades de esa jurisdicción, corresponde al tribunal provincial que previno, continuar con el trámite de las actuaciones.


    C., Claudio s/ Falsa denuncia


    COMP. 1391, XLI, 23 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 888, XLI, "C., Pedro D. s/ dcia".


    C., Pedro D. s/ Denuncia


    COMP. 1090, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es necesario que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Leonardo Luis; C., Alejandra s/ Falsificación, alteración o supresión de número registral


    COMP. 1338, XLI, 21 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si las constancias de la causa no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En tales condiciones, es el juzgado que previno, el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    C., Juan Alberto s/ Estafa


    COMP. 1413, XLI, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hurto de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Juez de instrucción. 


    Incorrecta traba de la contienda. Afectación a la administración de justicia nacional.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    C., Jorge Israel s/ Hurto de vehículo


    COMP. 1070, XLI, 12 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.En ese sentido, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno al delito principal, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones aquél delito, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    C., Marcos s/ Encubrimiento


    COMP. 1388, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia federal. 


    Afectación a la administración de justicia nacional.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    C., M. H. s/ Encubrimiento


    COMP. 1126, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Intento de suicidio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si uno de los jueces contendientes no cuestiona el lugar donde se desarrollaron los hechos, a él le corresponde entender en la causa y darle la solución legal que, a su criterio, corresponda.


    C., Mónica Silvana s/ Suicidio en tentativa


    COMP. 1192, XLI, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cambio de titularidad fraudulenta de una línea telefónica.


    Si la maniobra fraudulenta para lograr el cambio de titularidad de la línea telefónica se desarrolló en determinada jurisdicción, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción conocer en las actuaciones.


    C., Paola Edith s/ Denuncia defraudación


    COMP. 1091, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Marcas. Propiedad intelectual. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -Leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, corresponde atribuir la competencia a la justicia federal, más allá que la infracción a la Ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    C., Roxana s/ Infracción Ley 23.362


    COMP. 1457, XLI, 27 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de documentos. Competencia por conexidad. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Único tribunal a cargo.


    La infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -articulo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Si en el caso no puede desconocerse la estrecha vinculación que existe entre esa infracción y la falsificación de la que conoce la justicia de excepción, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    C., Ricardo s/ Infracción Artículo 289, inciso 3° del Código Penal


    COMP. 1089, XLI, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Orden de allanamiento. Ocultamiento del menor. Competencia ordinaria. 


    Hechos con estricta motivación particular.


    Tiene establecido la Corte que si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    Comisaría xx s/ Orden de allanamiento


    COMP. 658, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Domicilio social. Competencia provincial. 


    La administración infiel debe reputarse cometida en el domicilio de la administración, entendiéndose por tal aquel donde se cumplen las negociaciones encomendadas al mandatario.


    S., Guillermo Enrique s/ Defraudación


    COMP. 1173, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si no surgen del legajo elementos de juicio bastantes para calificar con razonable certeza el hecho que motivó la causa, cabe concluir que el caso no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Cuestión de competencia en expediente I. 47.426/05


    COMP. 836, XLI, 20 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Apremios ilegales. Servicio Penitenciario. Personal penitenciario. Competencia federal. 


    Siendo que la contienda se circunscribe a hechos supuestamente ocurridos en Ezeiza, provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del juzgado federal de esa sección, atento que resulta denunciado personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones.


    Complejo Penitenciario Federal nº x s/ Apremios ilegales


    COMP. 1513, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Muerte. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D., Adalberto s/ Muerte por causa dudosa


    COMP. 930, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Marcas. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de las causas Comp. 713, L. XXXIX, "Malandra, Javier Gustavo s/ Inf. Ley 11.723"; y Comp. 1083, L. XXXIX, "Ditullio, Roberto Oscar s/ Arts. 31 inc d de la Ley 22.362".


    D., Eduardo s/ Denuncia p/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 845, XLI, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto. Corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, aunque no haya sido parte en la contienda, para profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehículo a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    D., Fernando Ariel s/ Encubrimiento


    COMP. 1335, XLI, 11 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Compraventa de mercaderías. Investigación insuficiente. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Las escasas constancias agregadas al expediente no alcanzan para establecer con exactitud el encuadre legal que ensayó el magistrado nacional, mientras que la multiplicidad de circunstancias que comprende el suceso denunciado, podría dar lugar a más de una calificación posible. Tales deficiencias podrían ser subsanadas una vez profundizada la pesquisa, sobre todo si se tiene en cuenta que ni siquiera se cumplieron las diligencias de comprobación necesarias que, además, contribuirían a dilucidar la competencia material.


    Daniel, M. A. s/ Denuncia s/ Estafa


    COMP. 1460, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Tarjeta de crédito. Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegitimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriria idealmente con aquelIa.


    D. O., Eduardo Nicolás s/ Estafa


    COMP. 887, XLI, 01 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de armas. Reforma legislativa. Competencia provincial. 


    A partir de la sanción de la ley 25.886 tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria, y las leyes modificatorias de la competencia, aún en los casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes.


    D., Ricardo s/ Infracción Ley nacional nº 25.086 y resistencia a la autoridad


    COMP. 1253, XLI, 30 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extorsión. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 739, L. XLI, "H., Eduardo Horacio s/ Privación ilegal de libertad".


    D., Sergio Víctor y otros s/ Extorsión en grado de tentativa


    COMP. 1080, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si de las constancias agregadas al incidente se desprende que los hechos con relevancia típica habrían ocurrido en determinada jurisdicción, es de aplicación al caso la doctrina que establece que la competencia en materia penal por razón del territorio debe dirimirse atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    D. V., Miguel Ángel s/ Infracción Artículo 173, inciso 7° Código Penal


    COMP. 1411, XLI, 30 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia ordinaria. 


    Si uno de los magistrados contendientes no cuestiona su competencia para conocer en la presunta infracción al artículo 302 del Código Penal, ni el domicilio de pago de los cheques, a él compete asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    E. A. S.A.I.C. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1461, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    E. B., Juan Manuel s/ Encubrimiento


    COMP. 1360, XLI, 21 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia territorial. Competencia ordinaria. 


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    E. de E., Gertrudis Elena y otro s/ Estafa


    COMP. 1306, XLI, 11 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Automotor. Robo de mercaderías. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    E. M., Lucas s/ Robo de automotor con armas


    COMP. 1370, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ríos. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Seguridad del tráfico fluvial.


    La jurisdicción federal sobre ríos navegables surge en la medida en que resulte lesionado o se ponga en peligro la seguridad del tráfico fluvial. Por aplicación de este principio, y habida cuenta que el hecho objeto de esta causa no entorpeció la navegación, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para conocer en ella.


    E., Norberto s/ Homicidio culposo


    COMP. 1320, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    F. C., Peter Thomas s/ Infracción Artículo 289 inciso 3ro Código Penal


    COMP. 1374, XLI, 21 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron la causa, cabe concluir que no resulta posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    F., Eugenio s/ Estafa


    COMP. 1127, XLI, 19 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Luis s/ Encubrimiento


    COMP. 1163, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar con el grado de certeza requerido, el delito que habrían cometido los imputados. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los prevenidos respecto del delito presuntamente encubierto.


    F., Luis Rosario y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 1251, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Cuando pudo haber existido privación ilegitima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió ademas otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    F., Marcelo Miguel s/ Robo


    COMP. 1042, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Venta fraudulenta de marca o designación. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Si el hecho materia de investigación resulta aprehendido por dos disposiciones penales -la ley 22.362 y la ley 11.723- las cuales concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, corresponde a la justicia federal conocer en la causa, más allá de que la ley 11.723 resulte ajena a su conocimiento.


    F. S.A. s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 1378, XLI, 23 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Respecto de la infracción al artículo 289 del Código Penal, teniendo en cuenta la estrecha vinculación que existe entre ese delito y la falsificación de la cédula de identificación del automotor, por aplicación del criterio establecido en la Comp. 1569, L. XL, "Comisaria San Julián s/ investigación presunta infracción", debe ser la justicia federal de Mar del Plata, que se encuentra investigando respecto de este último delito la que conozca acerca de la sustitución de la numeración individualizador., aunque no haya sido parte en la contienda. 


    F. V., Xavier Gonzalo s/ Encubrimiento


    COMP. 1504, XLI, 21 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medicamentos. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Si el juez federal no cuestiona su competencia material, ni la calificación legal de la conducta a analizar, ni el lugar donde se habrían desarrollado los actos con relevancia típica, corresponde declarar su competencia para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    F. G. s/ Denuncia


    COMP. 1170, XLI, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delitos contra la libertad individual. Privación ilegal de la libertad. 


    Hechos con estricta motivación particular.


    Tiene establecido la Corte que si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    Fiscal s/ Averiguación infracción Artículo 141 del Código Penal


    COMP. 1397, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Línea telefónica. Competencia provincial. 


    Si la línea telefónica contratada fraudulentamente habría sido instalada en un domicilio situado en determinada localidad, corresponde declarar la competencia de la justicia de aquélla jurisdicción para conocer en la causa.


    G., Aníbal Mariano s/ Estafa


    COMP. 1135, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida, y en caso de no existir acuerdo de voluntades acerca del lugar de la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    G., Antonio y otros s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1159, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Afectación a la administración de justicia nacional.


    Las infracciones al articulo 33 del decreto ley 6582/58 -articulo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    G., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1137, XLI, 10 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G., Enrique Hugo


    COMP. 1033, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido.


    G., Juan Carlos s/ Estafa


    COMP. 1416, XLI, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delitos contra la seguridad pública. Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 451, L. XL, "Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al art. 189 bis del Código Penal".


    G., Julio Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 1334, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar de hecho. Juez previniente. 


    Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió el hecho, corresponde declarar la competencia del magistrado en cuya jurisdicción se comprobaron las anomalías y se secuestró el rodado, el que además deberá profundizar la investigación a fin de establecer la correcta identificación de la carrocería cuya numeración habría sido adulterada.


    G., Jorge s/ Infarcción Artículo 289 Código Penal


    COMP. 1396, XLI, 20 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    G., Mario Gustavo s/ Encubrimiento


    COMP. 1390, XLI, 21 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Documentación de automotor. Registro de la propiedad automotor. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Atento al carácter nacional de los documentos corresponde que profundice su investigación la justicia federal de de la jurisdicción en que se habrian exhibido y descubierto su falsificación.


    G., María Rosa s/ Defraudación


    COMP. 1039, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Instigación o ayuda al suicidio. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Si las constancias de la causa resultan insuficientes para establecer dónde se desarrollaron los hechos y discernir, en consecuencia, al tribunal que debe investigarlos, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58.


    G., Mario Gabriel s/ Instigación al suicidio


    COMP. 1085, XLI, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia correccional. 


    Remisión a Fallos: 323:3289.


    G., Miguel Ángel y C., Pablo s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP. 1006, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Patente del automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. 


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721, corresponde investigarla al magistrado provincial en cuya jurisdicción se comprobaron las anomalías.


    G., Néstor Alejandro s/ Denuncia


    COMP. 581, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Privación ilegal de la autoridad. Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición. También ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado el conflicto no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Según doctrina del Tribunal, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Toda vez que tanto el desapoderamiento del camión como la privación de la libertad sucedieron en la provincia de Buenos Aires corresponde declarar la competencia de Ia justicia provincial para que continúe conociendo en esta causa.


    G., Sergio Walter s/ Encubrimiento


    COMP. 1174, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Bienes muebles. Adquisición a título oneroso. Estafa. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G., Silvia Ester s/ Denuncia de estafa


    COMP. 961, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Certificado de transferencia de automotores. Registro de la propiedad automotor. Competencia ordinaria. 


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el registro nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados.


    G., Susana Dolores s/ Presunta infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP. 907, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo automotor. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto. En ese sentido, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    H., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1412, XLI, 18 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia criminal. 


    Al no haberse establecido aún el origen del auto secuestrado, no puede determinarse con el grado de certeza requerido la calificación jurídica del hecho, especialmente si se repara en que no se puede al mismo tiempo ser autor de encubrimiento, y respecto del mismo bien, víctima de estafa pues, la existencia de esta última excluye la comisión del primero, razón por la cual no puede escindirse la investigación.


    H., Pablo Ángel Santos s/ Denuncia


    COMP. 1129, XLI, 19 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Afectación a la administración de justicia nacional.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultarla en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    Incidente de competencia en causa N° 1.376


    COMP. 1077, XLI, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juez previniente. Competencia federal. Competencia por conexidad. 


    Atento la estrecha vinculación existente entre la sustitución de chapa patente y la falsificación de la que conoce la justicia federal, a partir de la coincidencia que se observa su numeración y la que consta tanto en la cédula como en el título de propiedad, resulta aconsejable que ese magistrado también conozca acerca de la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -articulo 289, inciso 3", del Código Penal, según reforma de la ley 24.721-, ya que resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Incidente de incompetencia en causa N° 1.376


    COMP. 1144, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    Posible afectación de las personas o el medio ambiente más allá de los límites provinciales.


    Cuando no resulta posible descartar que los residuos peligros emanados del conducto emisor de la firma puedan afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia, corresponde al juzgado federal proseguir con el trámite de las actuaciones.


    A. P., Eduardo R. s/ Su denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 1747, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    Si el conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte ejerza las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, corresponde que el titular del juzgado que previno incorpore los elementos necesarios para darle precisión, y resuelva luego con arreglo a lo que de ello surja.


    J., Alfredo; P., Eduardo y G. B., Rubén s/ Encubrimiento


    COMP. 1408, XLI, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    A., Leopoldo M. s/ Estafa


    COMP. 1542, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Competencia ordinaria. 


    Delito que comienza a ejecutarse en territorio de un estado y queda consumado en otro.


    Cuando un delito comienza a ejecutarse en territorio de un estado y queda consumado en otro, debe reputarse cometido en todas las jurisdicciones en que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de verificación del resultado.


    R., Roberto Rodolfo - L., Eduardo Héctor s/ Defraudación


    COMP. 1402, XLI, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daño, incendio y otros estragos. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Enrique Manuel s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 1535, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron la causa, no resulta posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58.


    A. S.A. y otros s/ Estafa


    COMP. 962, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incendio. Competencia provincial. 


    Si los escasos elementos incorporados al incidente, no resultan suficientes para afirmar con la certeza necesaria la calificación legal, no es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. La ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de acierto que esta etapa requiere, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. No se ha practicado ninguna diligencia que permita determinar de modo fehaciente la real existencia y participación en los episodios de una agrupación organizada con el fin de imponer sus ideas o combatir las ajenas por la fuerza o el temor, en la medida requerida por el tipo objetivo del artículo 213 bis del Código Penal.


    Averiguación delito de acción pública


    COMP. 1505, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Abuso sexual. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    En los casos en que ha existido privación ilegitima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    L., J. s/ Violación con fuerza o intimidación


    COMP. 1180, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si no se han incorporado al incidente los elementos necesarios para que la Corte pueda ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, corresponde que el juez que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Adrián Fabián y otro s/ Defraudación


    COMP. 1250, XLI, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo de automotor. Falsificación de sellos, timbres y marcas. Adulteración en la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Cuando de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigar a la justicia, en cuyo ámbito de competencia territorial se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. 


    M., Daniel Alfredo s/ Artículo 289, inciso 3° del Código Penal


    COMP. 840, XLI, 14 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    M., Fabián Martín s/ Encubrimiento


    COMP. 1142, XLI, 12 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Firma falsa. Falsificación de sellos. Registro de la propiedad automotor. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Según lo dispuesto en el artículo 48 y 49 del Código Procesal Penal de la Nación, las cuestiones de competencia deben tramitar por vía incidental, lo que tiende a evitar la paralización de la pesquisa. Asimismo, tiene establecido el Tribunal que si uno de los jueces en conflicto cita jurisprudencia de la Corte, el otro debe ponderarla, y no limitarse, sin aportar nuevos elementos de juicio, a elevar las actuaciones. La consideración de ese principio, adquiere aún más relevancia en el caso, en tanto que si el juez local hubiese procedido de acuerdo con ese criterio, se habría podido evitar esta incidencia, ya que es justamente el precedente de la Corte que cita el magistrado federal, el que resulta aplicable para su adecuada solución, pues de las constancias de autos no surge que el documento presuntamente falso haya sido presentado ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor.


    M., Hilda s/ Falsificación de firmas y sellos


    COMP. 1340, XLI, 18 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene establecido el Tribunal que constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Héctor Luis s/ Estafa


    COMP. 1379, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 959, L. XXXIX, "P., Antonio Sebastian s/ Denuncia secuestro extorsivo", y Comp. 690, L. XLI, "R., Cristian Luis s/ Secuestro extorsivo".


    Una declaración de incompetencia, cuando aún quedan diligencias instructorias a realizar para arribar a la verdad real, redundaría en un claro detrimento a los derechos y garantías de la víctima e implicarla, respecto de los imputados, un menoscabo al principio constitucional del debido proceso, pues deben privilegiarse los preceptos de celeridad y economía procesal a fin de colectar los elementos de juicio suficientes que ameriten un pronunciamiento jurisdiccional. Las normas vigentes en la materia son claras en cuanto a sostener en la especie la competencia federal. A ese respecto, cabe agregar que en la reciente Ley 25.886 se ratifica expresamente el concepto de otorgar competencia al fuero de excepción en las infracciones al artículo 170 del Código Penal.


    M., José Antonio y otros s/ Infracción Artículo 89, 166 y 170 del Código Penal


    COMP. 1009, XLI, 01 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Automotor. Orden de secuestro. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido la imputada. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    M., Mónica Viviana s/ Encubrimiento


    COMP. 1008, XXXVIII, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Identificación de las personas. Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Subsidio estatal. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que resulta privativo de la justicia de excepción el juzgamiento de las infracciones al artículo 33 de la Ley 20.974.


    A. Luis - Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Denuncia


    COMP. 1780, XLI, 09 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Automotor. Orden de secuestro. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    M., Oscar s/ Encubrimiento


    COMP. 1744, XL, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. El encubrimiento delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    M., Pedro Antonio s/ Encubrimiento


    COMP. 1194, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Competencia ordinaria. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimunial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que le resolverá en definitiva conforme a razones de economía procesal.


    M. R., Jorge y Y., Juan s/ Denuncia


    COMP. 1357, XLI, 18 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Falsificación de instrumento público. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Respecto de la infracción al artículo 289 del Código Penal, si existe una estrecha vinculación que existe entre ese delito y el de falsificación de documentos públicos, corresponde que el juez que se encuentra investigando con relación a esta última figura, conozca también en la primera de ellas.


    N., Diego Gastón s/ Falsificación. Adulteración o supresión de número de registro


    COMP. 1454, XLI, 21 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualizacion de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N., Daniel Sebastián s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. 1021, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Cuando pudo haber existido privación ilegitima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Robo con armas


    COMP. 1088, XLI, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Estafa


    COMP. 1190, XLI, 09 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La competencia en materia penal por razón del territorio debe dirimirse atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 1199, XLI, 28 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez, a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Robo con armas


    COMP. 1248, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sustracción de mercadería al control aduanero. Facultades de la DGA. Competencia nacional. 


    Si en el caso, las mercaderías presuntamente sustraídas estaban sometidas al control aduanero, cabe considerar que como consecuencia de los hechos que se investigan se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la aduana. En consecuencia, de acuerdo con la regla establecida en los artículos 1026 y 1027 del Código Aduanero, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 1377, XLI, 18 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria el lugar en que se habría producido el hecho, la Corte se encuentra impedida de ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    N.N. s/ Robo


    COMP. 1456, XLI, 21 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Motocicleta. Orden de secuestro. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    N.N. s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 2)


    COMP. 903, XLI, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sustracción de mercaderías al control aduanero. Competencia en lo penal económico. 


    Habida cuenta que tal como surge de las constancias del incidente, las mercancías sustraídas se hallaban sometidas al control aduanero, como consecuencia de los hechos que se investigan se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la aduana. De acuerdo con la regla establecida en los artículos 1026 y 1027 del Código Aduanero (Ley 22.415), corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Penal Económico para seguir entendiendo en la causa.


    N.N. s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 967, XLI, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Apremios ilegales. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez, a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    O., Claudia Roberta s/ Apremios ilegales


    COMP. 752, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Concurso de delitos. Competencia federal. 


    Afectación a la administración de justicia nacional.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto. Asimismo, corresponde que el magistrado local ceda su intervención a favor de la justicia federal para conocer respecto del delito que concurriría idealmente con el encubrimiento.


    O., Luis Miguel s/ Encubrimiento


    COMP. 938, XLI, 12 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Registro de conductor. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si no se puede acreditar donde fue creado el instrumento público falso, ha de estarse al lugar en que fue usado.


    P., por falsificación documentos públicos


    COMP. 899, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegitimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio. Asimismo tiene establecido que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    P., Lidia Ester s/ Estafa


    COMP. 1432, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Armas. Teléfono celular. Orden de secuestro. Investigación inconclusa. Juez previniente. Investigación inconclusa. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. 1004, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    En atención a la estrecha vinculación que existe entre la infracción objeto de la contienda y la falsificación de la que conoce la justicia federal, a partir de la coincidencia que se observa entre la numeración de las chapas patentes apócrifas y la que consta en la cédula, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal, corresponde que ese magistrado también intervenga respecto de la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721-.


    P., Roberto Daniel s/ Falsificación de documento público


    COMP. 1305, XLI, 19 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    Si no es posible establecer donde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar donde fue usado. Si en el caso existe una estrecha vinculación entre aquella infracción y la presunta infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, en tanto las numeraciones individualizadoras del vehículo coincidirían con los datos que constan en la documentación falsa, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación quede a cargo de un único tribunal.


    P., Víctor Hugo s/ Encubrimiento


    COMP. 1084, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Q., Cyntia Michele s/ Estafa


    COMP. 1184, XLI, 19 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de armas. Armas de uso civil. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2073, L. XXXIX, "'Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    Q., Jorge y otros s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 1368, XLI, 20 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Afectación a la administración de justicia nacional. Relación de alternatividad entre delitos.


    Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Esas particularidades imponen, la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación juridica del imputado.


    R., Alejandro Oscar s/ Encubrimiento


    COMP. 1179, XLI, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    R., Claudio Gabriel s/ Denuncia


    COMP. 1138, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886 al artículo 33, apartado 1° inciso e) del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración de armas se encuentra incluido entre los delitos de competencia federal.


    R. de O. s/ Robo calificado Artículo 166 Código Penal


    COMP. 1418, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Detenido. Excarcelación. Competencia provincial. 


    Si el magistrado provincial no atribuyó competencia al juez federal para conocer respecto de los hechos denunciados, sino que se limitó a indicar que su conocimiento correspondía a otro tribunal de su misma provincia, corresponde a éste asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite, sin perjuicio, claro está, de que, en el caso de persistir en su postura considere que su investigación corresponde a otro juez de su circunscripción, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    R. F., Martín s/ Denuncia


    COMP. 1333, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de armas de guerra. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Si en el caso habría existido una unidad fáctica de la cual podría resultar un múltiple encuadre penal, y habida cuenta que la justicia provincial aceptó conocer respecto del arma y municiones de guerra, corresponde declarar su competencia para intervenir respecto del arma de uso civil a partir de la cual se originó esta incidencia.


    R., Hugo Alberto A. y otro s/ Infracción Artículo 43, inciso H, Ley 8.031


    COMP. 1185, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Reforma legislativa. Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al articulo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, el delito en cuestión se encuentra incluido entre aquellos de competencia federal.


    R., Juan Carlos s/ Robo calificado por el uso de arma de fuego


    COMP. 1172, XLI, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si la causa no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, corresponde que el juzgado que previno continúe investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    R., Marcelo y otra s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1175, XLI, 22 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    R., Martiniano s/ Estafa


    COMP. 355, XLI, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    R., Marcelino s/ Denuncia


    COMP. 1056, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Cámara nacional de apelaciones. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Si la contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el articulo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    R., Rodolfo Pedro s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. 1198, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Apropiación de prenda. Competencia territorial. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    En el delito de defraudación prendaria resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispuso del bien gravado sustrayéndolo, sin conocimiento del acreedor, de su esfera de control. En ausencia de prueba o cuando no se lo puede determinar, debe presumirse como tal el domicilio donde debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    S., Alberto Gustavo s/ Defraudación prendaria


    COMP. 1309, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. 


    Cuestión ya resuelta en la Comp. 1433, L. XL; "S., Claudio Adrián s/ Estafa".


    S., Claudio Adrián su denuncia s/ Estafa


    COMP. 953, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Relación de alternatividad entre delitos.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultarla en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto. En ese sentido, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por aquél delito, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    S., Emiliano Martín s/ Encubrimiento Artículo 277


    COMP. 1312, XLI, 23 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Si el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58, corresponde que el juez que primero tomó conocimiento de la notitia criminis incorpore los elementos necesarios para darle precisión a la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    S., José María – I., Aurora Alicia


    COMP. 1130, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Coacción calificada. Explosivos. Competencia nacional. 


    Son de naturaleza federal los delitos de intimidación y estragos perpetrados mediante la utilización de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentra regulado por la ley 20.429.


    S., Liliana s/ Su denuncia


    COMP. 1035, XLI, 19 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo. Automotor. Robo de mercaderías. Competencia nacional. Encubrimiento. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido en numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Corresponde a la justicia nacional profundizar la investigación respecto de la sustracción de la mercadería, a partir de los elementos recabados con motivo su secuestro en sede provincial.


    S., René Oscar s/ Robo - encubrimiento


    COMP. 1013, XLI, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Obstrucción de servicios públicos. Registro de la propiedad del automotor. Competencia federal. 


    Si de las constancias agregadas al expediente surge que el episodio tuvo lugar durante el horario de atención al público del Registro Nacional de la Propiedad del Automotor, donde su personal fue intimidado y agredido físicamente, cabe concluir que el hecho habría obstruido el buen servicio que debe prestar un organismo nacional y el normal desenvolvimiento de sus empleados art. 3°, inc. 3°, de la ley 48.


    Sumario. Averiguación. Artículo 166 inciso 2 del Código Penal


    COMP. 1336, XLI, 11 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Transferencia del automotor. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Requisitos para el planteo de la contienda. Descripción de los hechos y calificación legal.


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Sumario averiguación infracción DL 6582/58 (Dom. xxx-xxx)


    COMP. 1342, XLI, 18 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Asociación ilícita. Estafa. Competencia ordinaria. 


    Cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3° de la Ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria.


    Juan Carlos T. s/ Asociación ilícita y estafa


    COMP. 662, XLI, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cheque sin fondos. Falta de simultaneidad necesaria para configurar el delito de estafa. Competencia provincial. 


    Al no existir simultaneidad entre las contraprestaciones, por lo que la entrega de los documentos no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual, el hecho a investigar encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    A. S.A. s/ Denuncia infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1078, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Muerte. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    A., V. F. s/ Muerte por causa dudosa


    COMP. 1043, XLI, 05 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de patente. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Único tribunal a cargo.


    Atento la estrecha vinculación que en el caso existe entre la sustitución de chapas patentes y la falsificación de la que conoce la justicia federal, a partir de la coincidencia que se observa entre la numeración de la chapa patente apócrifa y la que consta tanto en la cédula como en el título de propiedad, corresponde que aquél magistrado intervenga también respecto de la infracción articulo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, de que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Z., Eugenio Daniel s/ Falsificación


    COMP. 1134, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento de la obligación alimentaria. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Si existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre que el hecho a investigar se habría desarrollado en territorio bonaerense, corresponde declarar la competencia del juzgado de aquélla jurisdicción para conocer en la causa. Ello, sin perjuicio de que si su titular entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    D., Luis Alberto s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 1694, XLI, 30 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1673, L. XLI, "R., Maria Alejandra s/ Denuncia".


    F., Ariel Roberto s/ Su denuncia


    COMP. 1674, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desbaratamiento de derechos acordados. Consumación del delito. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    El desbaratamiento de derechos acordados es un delito que lesiona el patrimonio del primer adquirente, y se perfecciona en el momento en que se torna imposible el cumplimiento de la promesa en las condiciones pactadas en el acto preliminar.


    F., Carlos Oscar y otros s/ Defraudación


    COMP. 1708, XLI, 02 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delitos contra la seguridad pública. Armas de guerra. Armas de uso civil. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces en conflicto.


    F., José s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 1483, XLI, 01 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Preclusión. Defraudación. Retención indebida. Competencia nacional. 


    Priman razones de seguridad jurídica y orden procesal.


    Si bien el régimen de la preclusión es ajeno, en principio, a los debates entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos. Por lo demás, y no obstante las calificaciones legales que puedan ser atribuidas a los hechos materia de investigación a lo largo del proceso y de la comprobación o no de algún delito en la etapa de debate, si la presunta retención indebida del pagaré y su presentación ante un tribunal provincial para el cobro ejecutivo, formarían parte de un mismo contexto delictivo, cabe concluir que por razones de una mejor administración de justicia debe ser investigado por un único tribunal.


    M., Juan Alberto s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1613, XLI, 06 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Solicitud de emisión de tarjeta de crédito. Concurso de delitos. Delitos comunes. Delitos federales. 


    Si de lo términos de la denuncia surge que se habría utilizado un documento nacional de identidad adulterado para cometer para solicitar una tarjeta de crédito, es la justicia federal la que debe conocer en la causa, por cuanto resulta privativo de ese fuero el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias. Por otra parte, en atención a que las constancias del incidente no permiten descartar, en esta etapa de la investigación, que los hechos del caso formen parte de un único contexto delictivo, corresponde conocer también en la estafa a la justicia federal de esta Capital, donde tiene su sede el Banco, aunque no haya sido parte en la contienda, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. Banco P. de I. S.A. s/ Defraudación


    COMP. 1511, XLI, 09 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Clausura del establecimiento. Suministro de medicamentos. Aceptación tácita. Oportunidad procesal. Competencia en lo penal económico. Juez previniente. 


    El juez en lo penal económico, al declarar admisible el amparo y requerir el informe previsto en el art. 80 de la ley 16.986, tácitamente se pronunció por su competencia, circunstancia que impide volver sobre el tema. Si bien la ley de amparo no impide a los jueces expedirse sobre su competencia, impone que ello suceda en determinadas etapas procesales, cual es la regulada en el art. 4°.


    Quimbel S.A. c/ Poder ejecutivo Nacional - Ministerio de salud s/ Amparo


    COMP. 750, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la Ley 25.886 al articulo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, ese delito se encuentra incluido entre aquellos de competencia federal.


    O., César Miguel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 918, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Menor de edad. Medidas tutelares. Competencia de menores. 


    Si los dos magistrados entre los que se planteó el conflicto de competencia se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos. Si de las constancias del incidente surge que el menor ya había estado sometido a la tutela del juzgado de menores, en relación a otra causa que tramitó en esa sede, resultaría aconsejable mantener la jurisdicción de este juzgado, que por conocer con anterioridad la situación del joven y contar con antecedentes sobre su evolución, estaría en condiciones de brindarle una asistencia más eficaz.


    P. S., D. s/ Ley 23.737


    COMP. 404, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delitos contra la integridad sexual. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 793, L. XXXIII, "Vade, Cecilia s/ Denuncia".


    S., L. N. s/ Abuso contra la integridad sexual


    COMP. 932, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro virtual. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia obsta la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de certeza requerido, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.En tal caso, corresponde devolver las actuaciones al juzgado que previno, para que continúe con la tramitación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


    A., Juan Manuel s/ Su denuncia


    COMP. 1037, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Violación de correspondencia. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo de la investigación.


    Compete a la justicia federal conocer en la presunta violación de correspondencia toda vez que ello supone la comisión de aquellos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de correos" -artículo 33º, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación-. Por ello, si en el caso no puede descartarse que las presuntas amenazas denunciadas y la violación de correspondencia, en atención a las particulares circunstancias en que se habrían producido, formen parte de un único propósito delictivo que deba ser analizado por un mismo magistrado, corresponde atribuir competencia a la justicia federal, sin perjuicio de lo que surja de la pesquisa.


    N.N. s/ Posible infracción al Artículo 52 C.C.


    COMP. 1597, XLI, 30 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Víctima menor de edad. Domicilio de menor. Interés superior del niño. Juez previniente. 


    En los procesos en los que un menor es víctima, debe ponderarse prioritariamente, a fin de definir el juez competente, su lugar de residencia, ya que esta solución es la que mejor contempla el interés superior del niño, principio consagrado en el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, reconocido en el artículo 75, inciso 22º, de la Constitución Nacional -según reforma de 1994-, ya que evita lo que podría significar una traumática reiteración de procedimientos idénticos en distintas sedes.


    V., M. J. s/ Violación con fuerza o intimidación


    COMP. 1603, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    T., María Victoria y otros s/ Delito de acción pública


    COMP. 1662, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones.


    Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    A., Omar Ismael s/ Robo con armas


    COMP. 1711, XLI, 26 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de un conflicto de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ante la ausencia de tales requisitos, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58.


    S., Eugenio s/ Defraudación


    COMP. 1712, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Economía procesal. 


    En los delitos de carácter permanente no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas jurisdicciones se ha desarrollado la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    P., M. I. s/ Impedimento de contacto


    COMP. 1750, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Discriminación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si las constancias del expediente no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.Corresponde al juzgado que previno, continuar conociendo en la causa , sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    E., Elsa s/ Su denuncia


    COMP. 1751, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Falsificación de instrumento público. Documento nacional de identidad. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Si el juez federal no cuestiona su competencia respecto del juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias, y al carácter inescindible de la conducta a investigar -las estafas cometidas mediante el uso del documento nacional de identidad falso-, que concurrirían en forma ideal-, corresponde a ese magistrado continuar con el trámite de las actuaciones.


    S., Eduardo y C., José Omar s/ Encubrimiento


    COMP. 1752, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsedad ideológica. Tribunal de alzada. Facultades de la Cámara de Apelaciones. 


    Contienda entre dos jueces nacionales de primera instancia.


    Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    P. A., Agustín s/ Falsedad ideológica


    COMP. 1754, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Medicamentos. Comercio. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 326:4906 y al fallo de la causa Comp. 2, L. XLI, "Cintioni, Horacio Oscar s/ Incidente de competencia".


    Si de las constancias de la causa surge que la comercialización clandestina de fármacos habría comprometido la salud pública, de acuerdo a la doctrina de Fallos: 326:4906 y Competencia N° 2, XLI "Cintioni, Horacio Oscar s/incidente de competencia", corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en las actuaciones


    D., Ricardo -Apoderado del Colegio de Farmacéuticos de la Pcia. Bs. As.- s/ Denuncia


    COMP. 1755, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


    M., Dora y otro s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1758, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Propiedad intelectual. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 963, L. XLI, "V. T., Samuel Enrique s/ Infr. Ley 11. 723".


    F., Juan A. s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1768, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 92, L. XLI, "Farias, José Eduardo s/ Infr. art. 302 del Código Penal".


    F., José E. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1771, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Accidente de tránsito. Paso fronterizo. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    Es el magistrado que recibió la notitia criminis a quien corresponde darle precisión y establecer, cuanto menos, el lugar donde se desarrolló el hecho denunciado, ello en tanto de las escasas constancias agregadas al legajo surge que el accidente habría tenido lugar en un puente fronterizo, aparentemente en territorio uruguayo. Sobre la base de estas consideraciones y de acuerdo al criterio establecido en Fallos: 323: 1808, 3867 y 324: 2331, entre otros, corresponde al juez bonaerense, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de corroborar la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    B., Paula Elena s/ Lesiones culposas


    COMP. 1773, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sustitución de identidad. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de certeza requerido, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.En tales condiciones, corresponde al juez quien tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos de juicio necesarios para conferirle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    C., Marcelo s/ Denuncia supresión de identidad


    COMP. 1774, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Acta de asamblea. Partidos políticos. Competencia ordinaria. 


    Al resultar de las constancias del incidente que la presunta adulteración recayó sobre el acta de asamblea de una entidad partidaria que actúa en el ámbito municipal y que, por otra parte, ésta habría sido presentada ante el organismo electoral provincial, la conducta a investigar no tuvo entidad para afectar una elección nacional, ni el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a ésta.


    M., Diego Enrique s/ Denuncia presunta infracción Artículo 292 de Código Penal


    COMP. 1776, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sustitución de identidad. Falsificación de instrumento público. Concurso de delitos. Delito común. Delito federal. Competencia federal. 


    Si las constancias incorporadas al incidente no permiten descartar que los hechos del caso formen parte de un único contexto delictivo, corresponde al fuero de excepción -que debe investigar el delito de falsedad ideológica del documento nacional de identidad-, conocer en las actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    G., Mirta Mabel s/ Denuncia supresión de identidad


    COMP. 1778, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lesiones culposas. Competencia federal. 


    Remisión a Fallos: 308:1678 y 311: 441.


    D. M., Julio César s/ Lesiones culposas


    COMP. 1811, XLI, 26 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Falsificación de firmas. Transferencia del automotor. Competencia ordinaria. 


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. La conducta a investigar no afectó intereses nacionales, desde que el formulario cuestionado no se presentó ante un organismo de ese carácter, sino que por el contrario, la notaria denunciante advirtió las irregularidades antes de formalizar la transferencia del rodado en el Registro Nacional de la Propiedad Automotor.


    M., Hilda Julia s/ Falsificación de documentos


    COMP. 1815, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si las constancias de la causa no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.En tales condiciones, es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    A. S.A s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1832, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Si en el caso existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre que el hecho a investigar se habría desarrollado territorio provincial, corresponde declarar la competencia del magistrado de aquélla jurisdicción. Ello, sin perjuicio de que si su titular entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N., Nancy s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1834, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 24, L. XLI, “C. Willy s/ Infr. Ley 22.362”.


    G., Remigia C. s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1876, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Cheque. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    B., Alcides René s/ Denuncia


    COMP. 32, XLI, 21 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fraude a la propiedad intelectual. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Si en el caso no se ha realizado ninguna pericia que permita determinar la originalidad o no de los productos y de sus marcas, y siendo que las constancias de la causa no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. En tales condiciones, es el juzgado que previno el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    V. T., Samuel Enrique s/ Ley 11.723


    COMP. 963, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Sin embargo, si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    P., Delia Rosa s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1165, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    S., Ana Lidia s/ Robo


    COMP. 1405, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contaminación ambiental. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Toda vez que no se advierta de los elementos de juicio incorporados al incidente la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051 que habilitan su aplicación y la intervención del fuero de excepción, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    G., Guillermo O. s/ Denuncia


    COMP. 1484, XLI, 21 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Documento nacional de identidad. Cuestión federal. Competencia federal. 


    Si en el caso se presume que para la consumación de los hechos se habría utilizado un documento nacional de identidad falso, corresponde atribuir competencia, respecto de la totalidad de los hechos, a la justicia federal con jurisdicción sobre el lugar de los hechos.


    S., Rubén s/ Estafa


    COMP. 1514, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Si los escasos elementos de juicio incorporados al proceso no permiten descartar que el presunto dinero del que se habrían apoderado los menores pudiera estar vinculado al secuestro extorsivo que se investiga en la causa principal, en especial atención a que se obtuvo la información del hecho en el marco de esa investigación, corresponde a la justicia federal asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 1536, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Circunvención de incapaz o menor. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño, pues se consuma con la sola firma del documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en perjuicio del incapaz o de otro.


    R., A. s/ Defraudación a menor o incapaz


    COMP. 1600, XLI, 04 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Cuando un hecho se realiza en diferentes jurisdicciones resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    P. S., M. A. s/ Robo y privación ilegal de la libertad


    COMP. 1609, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando un hecho se realiza en diferentes jurisdicciones resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    N., Jorge s/ Robo calificado y privación ilegítima de la libertad


    COMP. 1610, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Código procesal penal. Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio directo y efectivo a la Nación.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distintas jurisdicciones deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. En este sentido, el artículo 180 del Código Procesal Penal de la Nación dispone que recibida la denuncia por el agente fiscal, éste formulará el requerimiento conforme al artículo 188 del mismo ordenamiento o pedirá que sea desestimada o remitida a otra jurisdicción por estimar que es incompetente el tribunal ante el que se expide.Si del análisis de las constancias arrimadas no se advierte que la conducta denunciada tenga entidad para afectar los intereses del Estado nacional o alguna de sus instituciones, ni el buen servicio de sus agentes, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para conocer en la causa


    Averiguación infracción a los Artículos 173 y 174 del Código Penal


    COMP. 1622, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Protección de la flora y fauna silvestre. Cuestión no federal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que la ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de infracciones, no ha establecido la jurisdicción federal, las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    Gendarmería Nacional remite actuaciones p/ Sup. violación Ley 22.421


    COMP. 1665, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    Y., Xiaorong s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1669, XLI, 21 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fraude a la Administración Pública. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo de la investigación.


    Si las particularidades del caso no permiten descartar, que los hechos y la defraudación a la administración pública nacional formen parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    P., Pablo Guillermo s/ Denuncia Administración Nacional de la Seguridad Social - M. T., Celina-


    COMP. 1671, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    S., Omar R. y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1678, XLI, 21 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    P., Oscar Luis s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1683, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Coacción. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    Unidad del Servicio Penitenciario Federal (internos) s/ Coacción


    COMP. 1700, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contaminación de aguas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Si las constancias incorporadas al expediente no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al juzgado que previno, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    C., Daniel V. s/ Denuncia contaminación de aguas


    COMP. 1710, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Cheque de pago diferido. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que, por definición, su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    F. P. E. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1713, XLI, 29 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Hechos controvertidos. Competencia ordinaria. 


    Si el hecho denunciado es el mismo por el que se encuentra conociendo la justicia local, motivo por el cual a ella corresponde continuar con la investigación de esta causa.


    W., Clara Ernestina s/ Denuncia


    COMP. 1081, XLI, 26 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente de incompetencia por delito de acción pública


    COMP. 1403, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Necesidad de profundizar la investigación.


    Para que la contienda se encuentra correctamente trabada, resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa. Sin embargo, la forma defectuosa del planteamiento de la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez.


    A., Carlos Alberto s/ Robo calificado por haberse cometido en lugar poblado y en banda y por tratarse de mercadería en tránsito


    COMP. 1465, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación del hecho. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos, máxime cuando ante la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podría existir más de una calificación posible.


    S. P., Tomás Orlando s/ Estafa


    COMP. 1503, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Intento de suicidio. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la causa no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, "prima facie", en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285. Si en el caso no resulta posible determinar la verosimilitud de los hechos ni su calificación legal, corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Q., Alejandra s/ Suicidio en tentativa


    COMP. 1544, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia ilegítima de arma de uso civil. Sobreseimiento. Competencia ordinaria. 


    Juez que se declara incompetente por el mismo hecho por el cual sobreseyó.


    Si la justicia local dictó el sobreseimiento por la presunta tenencia de armas de uso civil, por el mismo hecho por el cual luego se declaró incompetente, con base en la posibilidad de una calificación jurídica distinta, cabe concluir que en el caso no se presenta una cuestión de competencia a resolver, ya que la decisión tomada es de las que cierra definitivamente la causa.


    J., Carlos s/ Presunta infracción Ley 8.031


    COMP. 1595, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    P., Sebastián s/ Robo


    COMP. 1598, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Funcionarios públicos provinciales. Personal policial. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal que se encuentra presente en este caso pues, si bien el hecho denunciado fue cometido por agentes de la policía local cuando realizaban tareas de prevención, éstas culminaron con la imputación al denunciante de un delito federal.


    Fiscal s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 1607, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adjudicación del préstamo. Incumplimiento del deudor. Estafa. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., Antonio Domingo s/ Denuncia s/ Estafa


    COMP. 1608, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Ardid. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    B., Juan Isidro y otros s/ Estafa


    COMP. 1611, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado. Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    Incidente de competencia s/ Robo calificado Artículo 166. Privación ilegítima de la libertad


    COMP. 1663, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Atentado y resistencia a la autoridad. Competencia nacional. 


    Preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


    Atento que hay coincidencia en que el hecho materia de investigación satisface los requisitos típicos del artículo 241, inciso 2°, del Código Penal, esta imputación debe prevalecer sobre la posible infracción contravencional que, sobre igual base, también se pueda atribuir al imputado.La Corte Suprema reconoció la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. En aquellos casos en que el mismo hecho podría constituir tanto un delito como una contravención, no resultan de aplicación los principios de especialidad ni de ley más benigna, que sólo rigen respecto de figuras penales vigentes.


    R., María Alejandra s/ Denuncia


    COMP. 1673, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia federal. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Respecto de la infracción al artículo 289 del Código Penal, teniendo en cuenta la estrecha vinculación que existe entre ese delito y la falsificación del título de propiedad y de la cédula de identificación del automotor secuestrado, resulta aplicable el criterio según el cual debe ser la justicia federal provincial, que se encuentra investigando con relación a esta última figura, la que conozca en la primera de ellas, aunque no haya sido parte en la contienda. 


    I., Arduino s/ Encubrimiento y falsificación de marcas y patentes


    COMP. 1677, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Identificación de las personas. Sustitución de identidad. Tarjeta de crédito. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio. Asimismo, tiene establecido que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    P., Lidia s/ Estafa


    COMP. 1680, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de marcas o designación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si los elementos colectados en la causa que origina la contienda, resultan insuficientes para discernir la competencia, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Esas deficiencias solo pueden ser subsanadas una vez profundizada la pesquisa, cuyo resultado, incluso, podría dar lugar a más de una calificación posible.


    P., Alejo s/ Falsificación de marcas y contraseñas


    COMP. 1681, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lesiones. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G., Araceli y otros s/ Lesiones


    COMP. 1684, XLI, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Investigación del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M. A., Julio César s/ Artículo 149 bis Código Penal


    COMP. 1695, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acopio de armas. Competencia federal. 


    Habida cuenta que el juez federal no cuestionó la calificación legal del hecho (acopio de armas y municiones), de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1), inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, su conocimiento corresponde a la justicia federal.


    Actuaciones remitidas por Juzgado de Instrucción N° 6 de Corrientes, Expte. N° 57.679


    COMP. 1697, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Relación de alternatividad entre el robo y su encubrimiento.


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en ella.


    R., Hernán Jorge s/ Encubrimiento


    COMP. 1699, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hurto de automotor. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara Nacional de Apelaciones. 


    Contienda trabada entre dos jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quede trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 1705, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Robo automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza requerido la conducta en que habría incurrido el imputado.Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    A., Daniel Roberto s/ Encubrimiento (Artículo 277)


    COMP. 1709, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Sustracción de mercaderías al control aduanero. Competencia nacional. 


    Si las mercaderías que transportaba el imputado se encontraban sometidas al control aduanero, y como consecuencia de los hechos que se investigan se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la aduana, en función de la regla establecida en los artículos 1026 y 1027 del Código Aduanero, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional.


    N.N. s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 1741, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Tarjeta de débito. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Defraudación mediante uso ilegítimo de tarjeta de compra.


    Es doctrina de la Corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio. Asimismo, tiene establecido que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    H., Lucas Eduardo y otro s/ Estafa


    COMP. 1744, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    R., José Armando s/ Tenencia de arma de guerra sin la autorización legal, Artículo 189 bis quinto párrafo del Código Penal


    COMP. 1745, XLI, 26 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. 


    Determinación del delito.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Edgardo Daniel s/ Presunta Infracción Artículo 292 y 296 del Código Penal


    COMP. 1746, XLI, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    D. s/ Encubrimiento


    COMP. 1765, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Propiedad intelectual. Marcas y señales. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    A., Raúl s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1769, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de marca o designación. Fraude a la propiedad intelectual. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales -leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    Z., Ariel s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1770, XLI, 26 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia ilegitima de armas. Falsificación o adulteración de la numeración de armas. Competencia federal. 


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la supresión de la numeración de las armas se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


    G.T., David s/ Infracción Artículo 189 bis inc. 5) del Código Penal


    COMP. 1814, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delito de acción pública. Competencia ordinaria. 


    Sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda a los hechos a investigar, toda vez que del análisis de las constancias del incidente no se advierta que tienen entidad para afectar intereses federales, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de las actuaciones.


    M., Roque Fernando s/ Delito de acción pública


    COMP. 1404, XLI, 06 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Las particularidades del caso aconsejan que sea la justicia federal quien continúe conociendo en la causa.Distintas circunstancias confluyen para arribar a esta conclusión, entre las que se destacan: la participación de la misma organización delictiva en otros secuestros extorsivos de similares características, perpetrados en distintas jurisdicciones, que son investigados en el fuero federal conforme al criterio que propende a la unidad investigativa en delitos de esta naturaleza y que priva en la concepción legislativa, posibilitado tanto merced a las atribuciones que se han conferido al Ministerio Público Fiscal por la ley 25.742, cuanto por la decisión política de facilitar los medios materiales necesarios en el funcionamiento de las unidades fiscales para la investigación del delito de secuestro extorsivo que la Procuración General ha creado; y el avanzado estado de las actuaciones, por lo que su remisión a jurisdicción provincial obraría en desmedro de una más expedita y uniforme administración de justicia, situación que se ve agravada por la prisión preventiva que guardan los imputados. Por otra parte, se descuida la teleología de las normas recientemente sancionadas por el Congreso de la Nación, en cuanto adjudican el conocimiento de este tipo de delitos al fuero de excepción, que no es otra sino la de preservar la seguridad pública. Finalidad, por cierto, distinta a la que motivara la sanción de la ley 20.661, con la que se buscaba tutelar la seguridad del Estado y sus instituciones ante el accionar de las organizaciones revolucionarias y de los grupos parapoliciales, con lo cual, el mero interés particular en la comisión de estos delitos, al contrario de constituir una excepción a la competencia federal, constituye su fundamento.


    A., Ariel Oscar s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1415, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Marcas. Designaciones. Tribunal de alzada. 


    Contienda trabada entre jueces nacionales de primera instancia.


    Cuando la contienda negativa de competencia se hubiese trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la Ley 21.708, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    M., Luis Domingo s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 1436, XLI, 05 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1470, L. XLI, "A. B. S. s/ Dcia. infr. ley 24.051".


    A. Brisa Serrana s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 1437, XLI, 06 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1651, L. XL, "Quintero, Héctor Rodolfo s/ Robo con armas".


    S., Carlos Alberto s/ Robo


    COMP. 1441, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Concurso de delitos. Delitos comunes. Delitos federales. Competencia federal. 


    Cuando existe concurrencia ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación.


    F., Sebastián Pablo s/ Denuncia


    COMP. 1448, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extorsión. Investigación inconclusa. Devolución del expediente. 


    Si el incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión sobre la contienda negativa de competencia, esa falencia impide a este Ministerio Público pronunciarse en los términos del artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, por lo que corresponde devolver las actuaciones a la Corte, a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    G., Luis s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1450, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 579, L. XL, "Frutos, Carina s/ Infr. ley 11. 723".


    Z., Claudio A. s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1452, XLI, 06 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Extravío de cheque. Competencia ordinaria. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si los elementos de juicio incorporados al incidente -entre los que no se encuentran las copias de los documentos- no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    R., Héctor Eduardo s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1455, XLI, 06 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si de las constancias agregadas al legajo se desprende que los actos con relevancia típica para la configuración del delito de administración fraudulenta se llevaron a cabo en el territorio de determinada provincia, corresponde al juez de esa jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio, claro está, que en el caso de mantener su opinión en cuanto a que la investigación correspondería a un magistrado de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    S., Omar y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1458, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Coacción. Competencia ordinaria. 


    Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones.


    Si el delito a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    N. B., N. A. s/ Coacción


    COMP. 1459, XLI, 06 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia ordinaria. 


    Si del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    V., Mario Ángel s/ Denuncia contaminación


    COMP. 1462, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    P., Jorge s/ Amenazas


    COMP. 1466, XLI, 12 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La ausencia de constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa el conflicto de competencia, obsta la posibilidad de determinar el sitio donde se desarrollaron y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponda investigarlo. En tal caso, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto 1285/58, por lo que corresponde al juzgado que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    R., Arturo s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 1468, XLI, 17 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desechos peligrosos. Competencia ordinaria. 


    Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente, no se advierte, hasta el presente, la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    A. Brisa Serrana s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 1470, XLI, 06 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte, hasta el presente, la configuración de alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la ley 24.051, que habilitan su aplicación. En consecuencia, corresponde asignar competencia de la justicia provincial para entender en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    A., Juan Carlos s/ Su denuncia presunta infracción Ley 24.051


    COMP. 1471, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Extravío de cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente -entre los que no se encuentran las copias de los documentos- no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    M., Jorge E. s/ Averiguación estafa en grado de tentativa


    COMP. 1473, XLI, 06 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Si los tribunales intervinientes coinciden en calificar la conducta investigada como secuestro extorsivo, compete a la justicia de excepción entender en este hecho. Ello así por cuanto este tipo de delitos pone en peligro la seguridad de la población, bien jurídico que tienden a preservar las normas recientemente sancionadas por el Congreso de la Nación -leyes 25.742, 25.760 y 25.886-. Finalidad, por cierto, distinta a la que motivara la sanción de la ley 20.661, con la que se buscaba tutelar la seguridad del Estado y sus instituciones ante el accionar de las organizaciones revolucionarias y de los grupos parapoliciales, con lo cual, el mero interés particular en la comisión de estos delitos, al contrario de constituir una excepción a la competencia federal, constituye su fundamento.


    E. G., Eligio E. y otro s/ Robo calificado


    COMP. 1507, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si uno de los jueces intervinientes den la contienda cuestiona el lugar en el que se desarrollaron los hechos denunciados, a él le corresponde asumir la jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferirles precisión, y resolver, luego. con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    T. S. A. s/ Estafa


    COMP. 1510, XLI, 13 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extravío del cheque. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    En las estafas perpetradas mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurren idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la competencia territorial, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    A., Pablo Martín s/ Estafa


    COMP. 1515, XLI, 20 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de documentos. Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Si de los elementos de juicio incorporados al incidente, no surge el lugar donde se produjo la falsedad instrumental, corresponde al juzgado con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo, investigar la falsificación así como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal.


    M., Pastor F. s/ Estafa


    COMP. 1516, XLI, 20 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheques sin provisión de fondos. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1527, L. XLI, "M. S.A. s/ Inf. art. 302 del C.P.".


    M. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1526, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Si el magistrado provincial no cuestiona su competencia, en tanto comparte los fundamentos del declinante, sino que limita su rechazo a la imposibilidad de precisar los hechos materia de contienda, los que fueron descriptos por el juez preventor en oportunidad de descartar el delito de estafa, corresponde a la judicatura local asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    M. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1527, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1527, L. XLI, "M. S.A. s/ Inf. art. 302 del C.P.".


    M. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1528, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Corrupción de menores. Asociación ilícita. Participación criminal. Competencia nacional. 


    Si de las constancias del incidente resulta que la conducta a investigar estaría compuesta por una multiplicidad de aportes convergentes realizados por los miembros de la agrupación ilícita, con una única finalidad perversa, razones de economía procesal y mejor administración de justicia aconsejan que sea un mismo tribunal el que entienda en todos los hechos.


    Embajada A. s/ Denuncia corrupción de menores


    COMP. 1540, XLI, 21 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia ordinaria. 


    Hechos sin entidad para afectar intereses federales.


    Sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda a los hechos a investigar, si del análisis de las constancias del incidente no se advierte que tuvieran entidad para afectar intereses federales, corresponde a la justicia local conocer en la causa.


    P., Adrián Osvaldo s/ Su denuncia


    COMP. 1541, XLI, 20 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Concurso de delitos. Competencia federal. 


    Las particularidades del caso, aconsejan que sea la justicia federal quien continúe conociendo en la causa, más allá de las de carácter general que fueran reseñadas en los autos "P., Antonio Sebastián s/ denuncia secuestro extorsivo" Competencia N° 959. L. XXXIX; y de lo dictaminado en la Competencia N° 690, L. XLI, "R., Cristian Luis s/ secuestro extorsivo", toda vez que el trabajo mancomunado realizado por la Unidad Fiscal Especial Móvil para la Investigación de Secuestros Extorsivos fue creada justamente para posibilitar una investigación coordinada de este tipo de hechos delictivos y otros miembros del Ministerio Público, y permitió comprobar la conexión entre diversos hechos, perpetrados en distintas jurisdicciones, finalmente atribuidos a una misma banda organizada. Debe ponderarse en este sentido: el lugar de cautiverio de las víctimas, algunas de las cuales estuvieron secuestradas en el mismo sitio en forma simultánea, los lugares de pago del rescate,el testimonio de una de las víctimas en cuanto a que sus secuestradores refirieron la comisión de otros secuestros en curso. contemporáneos al suyo, la correspondencia entre los celulares utilizados por los captores en los distintos hechos extorsivos, entre muchos otros indicios que permiten, columbrar la necesaria unidad de investigación que debe privar en esta modalidad delictiva y para la cual la ley dotó de útiles herramientas a la justicia federal.También debe valorarse, en este aspecto, el carácter interjurisdiccional que revestía esta actividad ilícita, ya que los imputados habrían buscado refugio en otras provincias, lugares donde también realizaron inversiones con el dinero proveniente de los botines, o buscaron hacerlo.Cabe destacar, asimismo, que en el expediente se analiza la responsabilidad que pudiera haberles cabido en los hechos a dos funcionarios de la Policía Federal Argentina, por lo que es aplicable la doctrina que establece que, en caso de existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de funciones de índole federal, deben ser investigados por la justicia de excepción por ser de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación.Por otra parte, si otros hechos se encuentran íntimamente vinculados con los secuestros extorsivos cuya competencia está cuestionada y deben ser juzgados conjuntamente, ya que no puede desconocerse que los documentos nacionales de identidad falsificados que detentaban algunos de los imputados, o bien el arma que otro de los imputados había adquirido, habrían sido utilizados para la consumación de los delitos que perpetró la banda, por lo que por simple lógica puede concluirse que el acceso a documentación falsa es un medio para la obtención de los recursos necesarios para la concreción de los planes ilícitos e impunidad. En los casos de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común, o un único complot delictivo, es a los tribunales federales que conocen de los delitos propios de su competencia analizar la conducta delictiva en su totalidad, ello en atención a la necesidad de que su investigación quede a cargo de un único magistrado.A ello debe agregarse que, si las actuaciones se encuentran ya en etapa de juicio, su remisión a otra jurisdicción obraría en desmedro de una más expedita y uniforme administración de justicia, situación que se ve agravada si los imputados están en prisión preventiva.Por otra parte, se descuida la teleología de las normas recientemente sancionadas por el Congreso de la Nación, en cuanto adjudican el conocimiento de este tipo de delitos al fuero de excepción, que no es otra sino la de preservar la seguridad pública. Finalidad, por cierto, distinta a la que motivó la sanción de la ley 20.661, en la que se buscaba tutelar la seguridad del Estado y sus instituciones ante el accionar de organizaciones revolucionarias y de grupos parapoliciales, con lo cual, el mero interés particular en la comisión de estos delitos, al contrario de constituir una excepción a la competencia federal, constituye su fundamento.


    P., Martín y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1546, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheques sin provisión de fondos. Competencia ordinaria. 


    Siendo que el magistrado provincial opone para rechazar su competencia la falta de agregación al legajo de determinadas copias, las cuales se encuentran agregadas en el expediente, y que, aún cuando no se hubiere incorporado al incidente la denuncia que diera origen al proceso, los hechos objeto de la contienda fueron descriptos por el juez preventor en oportunidad de descartar el delito de estafa, corresponde a la judicatura local asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    M. S.A. s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 1555, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Guarda de menores e incapaces. Violencia contra menores. Residencia habitual del niño. Interés superior del niño. Competencia provincial. 


    En las causas cuyo objeto atañe a menores, corresponde otorgar primacía al lugar donde éstos se encuentran residiendo, ya que la eficiencia de la actividad tutelar torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos. Esta solución es la que mejor se compadece con la finalidad tuitiva de la Convención sobre los Derechos del Niño, que dispone atender el superior interés del niño en todas las medidas a tomar concernientes a ellos -artículo 3º del convenio citado y artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional-.


    S., M. Y. y otros s/ Act. prevencionales


    COMP. 484, XLI, 13 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Lugar en el que fue descubierto el delito.


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    F., Carlos E. s/ Falsificación de documento público


    COMP. 904, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extorsión. Cuestión federal. Competencia federal. 


    Si de las constancias del incidente surge que la imputada es la responsable de cuatro proyectos que involucran a más de cincuenta beneficiarios del Programa Jefes de Hogar, y que los hechos que se le atribuyen estarían desnaturalizando la finalidad perseguida por el Estado nacional en este emprendimiento, cabe concluir que los mismos afectarían intereses federales.


    B., María Cristina s/ Extorsión


    COMP. 950, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fraude a la propiedad intelectual. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Si el caso resultaría aprehendido por dos disposiciones penales -las leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta, corresponde declarar la competencia del magistrado federal para continuar entendiendo en estas actuaciones, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    G., Esteban y otro s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 1010, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contaminación ambiental. Límites jurisdiccionales. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Si las constancias de la causa resultan insuficientes para acreditar que los afluentes derivados al Río Grande no contaminan sus aguas ni ponen en peligro el medio ambiente más allá de los límites de la provincia de Jujuy, dado que éste, finalmente desemboca en la cuenca del Río Bermejo -artículo 1º, ley 24.051-, corresponde al juzgado federal de Jujuy proseguir con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación posterior.


    Finca E. P. (P.) s/ Contaminación


    COMP. 1044, XLI, 12 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Cuando un hecho se realiza en diferentes jurisdicciones resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    G., Hugo Ernesto s/ Averiguación ilícito y privación ilegal de la libertad


    COMP. 1083, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Ya sea que la conducta a investigar encuadre en el delito de estafa, previsto en el artículo 172 del Código Penal, o bien en el de defraudación especial contemplado en el artículo 173, inciso 7º, del mismo ordenamiento, si los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos se habrían exteriorizado en la misma provincia, corresponde asignar competencia al juzgado provincial para entender en la causa.


    P., Gabriela Karina s/ Estafa


    COMP. 1156, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Abuso sexual. Delito continuo. Interés superior del niño. Competencia nacional. 


    Cuando los distintos hechos abusivos que se le imputan al acusado, en principio, no serían independientes entre sí (artículo 55, a contrario sensu, del Código Penal), ya que admitirían una homogeneidad tanto objetiva como subjetiva y un contexto delictivo idéntico, y siendo que esas acciones integrarían la secuela de una conducta ilícita única, en perjuicio de las mismas víctimas, y encuadrarían, todas ellas, en el mismo tipo penal, estaríamos en presencia de un delito continuado de abuso sexual, previsto en el artículo 119 del Código.


    R. D., S. I. s/ Incidente de declinatoria de competencia


    COMP. 1161, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tráfico ilegal de personas. Juez previniente. Competencia federal. 


    Si de los dichos del denuciante surge que los hechos denunciados estarían vinculadas con el tráfico de sangre humana y de niños -leyes nacionales 22.990 y 25.763-, corresponde al juez federal asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    G., A. s/ Denuncia


    COMP. 1171, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si de los dichos del el denunciante, que resultan verosímiles y no se hallan controvertidos por otras circunstancias de la causa, surge que el depósito del que habrían sido sustraídos los discos compactos se encuentra en determinada localidad, y que en esa jurisdicción se habría efectuado la venta originaria, corresponde al tribunal de aquélla jurisdicción continuar con la tramitación de la causa, sin perjuicio que de considerar que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    C., Enrique Gastón s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1177, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Comienzo de ejecución del delito. Competencia provincial. 


    Si de las constancias del incidente resulta que la maniobra defraudatoria habría tenido comienzo de ejecución en determinada jurisdicción, con el despliegue engañoso dirigido a la obtención de los datos de las tarjetas de compra, sede en la que también se domicilian la mayoría de las personas beneficiadas con los pagos telefónicos cuestionados, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción conocer en las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    L., Santiago A. s/ Delito de acción pública


    COMP. 1249, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    Z., Marta s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 1310, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fraude a la propiedad intelectual. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si las constancias agregadas a la causa no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo, cabe concluir que el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.En tales condiciones, es el juzgado provincial, que previno, el que debe continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    R., Micaela s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP. 1311, XLI, 06 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsa denuncia. Defraudación. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Quien denuncia falsamente la sustracción o extravío de valores de terceros, no incurre en el delito tipificado por el inciso 3º, del artículo 302 del Código Penal, sino en aquellos previstos por el artículo 245 y 172 del mismo cuerpo legal, por lo que el delito de falsa denuncia concurre materialmente con la defraudación intentada sobre la base de esa falsedad, no obstante la relación de medio a fin que pudiere existir entre ellos.


    N., Carlos Pedro s/ Infracción Arículo 302 Código Penal


    COMP. 1328, XLI, 12 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Títulos de crédito. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La sustracción de cartulares constituye un hecho distinto del uso que posteriormente se realiza con ellos. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de valores extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Si de las escasas constancias incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del documento, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de entrega originaria, y si ésta fue o no fraudulenta.


    M., Oscar Ramón s/ Estafa de grado en tentativa


    COMP. 1329, XLI, 14 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. El iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    O., Mario Antonio y otro s/ Estafa


    COMP. 1331, XLI, 15 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Retención indebida. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia nacional. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente. Si de los términos de la denuncia surge que los actos con relevancia típica se llevaron a cabo en determinada jurisdicción, en la cual, además, se domicilia el imputado, corresponde al magistrado de esa jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de una posterior investigación.


    S., Alfredo s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1339, XLI, 08 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hurto. Perseguido político. Competencia federal. 


    Cuando, en atención a las características del hecho denunciado, no pueda descartarse que el hecho investigado en la causa, estuviera motivado en una persecución ideológica o política, corresponde declarar la competencia del juzgado federal, sin perjuicio de lo que resulte de una investigación ulterior.


    D. L., Alberto Jorge s/ Denuncia hurto


    COMP. 1358, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    En los casos en que se investiga la posible infracción al artículo 194 del Código Penal, para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción, resulta necesaria la interrupción efectiva del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole.


    Comisaría 1° de Avellaneda s/ Denuncia infracción Artículo 194 Código Penal


    COMP. 1359, XLI, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si los elementos de juicio incorporados al incidente, no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    M., Miguel s/ Estafa


    COMP. 1365, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Interjurisdiccionalidad del daño.


    El desbaratamiento de derechos instrumentado mediante una escritura traslativa de dominio celebrada en la Capital Federal respecto de un inmueble ubicado en territorio provincial, debe reputarse cometido en ambas jurisdicciones, por lo que cabe atenerse a razones de economía procesal para fijar la competencia territorial.


    L., Gastón Maximiliano y otra s/ Defraudación


    COMP. 1410, XLI, 27 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Inexistencia de perjuicio directo y efectivo a la Nación.


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    A., Marcelo D. s/ Usurpación


    COMP. 25, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Delitos contra la seguridad pública. Competencia federal. 


    Multiplicidad de hechos. Investigación a cargo de un único tribunal.


    Con relación a la infracción al artículo 170 del Código Penal, teniendo en cuenta la participación de la misma organización delictiva en otros secuestros extorsivos de similares características, perpetrados en distintas jurisdicciones, que son investigados en el fuero federal conforme al criterio que propende a la unidad investigativa en delitos de esta naturaleza y que priva en la concepción legislativa, posibilitado tanto merced a las atribuciones que se han conferido al Ministerio Público Fiscal por la ley 25.742, cuanto por la decisión política de facilitar los medios materiales necesarios en el funcionamiento de las unidades fiscales para la investigación del delito de secuestro extorsivo -decisión en la que han confluido los esfuerzos de los intendentes de los partidos vecinos a la Capital Federal- que la Procuración General ha creado, así como la presunción de que los captores tuvieran alguna vinculación con fuerzas de seguridad en tanto contaban con chalecos anti-bala de la policía, institución a la que refirieron pertenecer, y las tratativas telefónicas efectuadas por los imputados para la adquisición de estupefacientes, resulta aconsejable que sea la justicia federal quien continúe conociendo en la causa,máxime cuando luego de la instrucción practicada por la justicia federal a lo largo de casi dos años, otorgar su conocimiento al fuero ordinario significaría un enorme dispendio jurisdiccional, que atentaría contra el éxito tanto de ésta como de otras investigaciones vinculadas, en desmedro de la finalidad de celeridad y eficacia perseguida por los legisladores al sancionar la ley 25.742


    D., Fernando Gastón s/ Artículo 170, 166 y 142 Código Penal


    COMP. 689, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Evasión fiscal. Competencia federal. 


    Si de las constancias agregadas al legajo se desprende que el damnificado habría entregado documentación a su contador a fin de realizar un trámite de alta y posterior baja del monotributo ante la Administración Federal del Ingresos Públicos, no pudiendo descartarse a esta altura de la investigación su utilización en la inscripción falsa de un tercero, como empleador, con la finalidad de eludir cargas impositivas y previsionales; así como también que el documento presuntamente adulterado habría sido presentado por el organismo fiscalizador, finalmente, ante la justicia federal local con la finalidad de ejecutar la multa impuesta al denunciante, siendo que esta circunstancia habría entorpecido el normal desempeño que debe prestar un organismo nacional y sus empleados, en los términos del artículo 3º, inciso 3º, de la ley 48, corresponde al magistrado federal continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación posterior.


    O., Esteban Daniel s/ Estafa


    COMP. 964, XLI, 12 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Retención indebida. Falsificación de documentos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si de los elementos de juicio incorporados al legajo surge que el imputado rindió cuentas de la gestión que le fuera encomendada en la sede de la firma, oportunidad en la que habría utilizado un instrumento adulterado, corresponde al magistrado de esa jurisdicción conocer en estas actuaciones.


    H., Walter Alejandro s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1012, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado. Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Cuando un hecho se realiza en diferentes jurisdicciones resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    L., Víctor H. s/ Robo calificado


    COMP. 1026, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Lesiones leves. Delitos contra la seguridad pública. Economía procesal. Competencia federal. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según puede apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto. Si las particularidades del caso no permiten descartar que los hechos investigados constituyan un secuestro extorsivo, y dado que la investigación del hecho se encuentra en sus albores, circunstancia que no permite descartar de manera inequívoca y fehaciente que pudo afectar la seguridad pública, corresponde al fuero federal conocer en la causa. Los hechos delictivos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de la verificación del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de esas jurisdicciones se determine atendiendo a las exigencias planteadas por razones de economía procesal.


    S., Eduardo C. s/ Privación ilegal de la libertad agravada y lesiones leves


    COMP. 1030, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    Al haber el juez nacional fundado su incompetencia en la necesidad de que los hechos cuyo conocimiento le atribuyeran fueran analizados conjuntamente con otras conductas vinculadas, respecto de las cuales la justicia provincial se pronunció en forma definitiva, disponíendo la desestimación de la denuncia con anterioridad a la inhibitoria de aquel magistrado, y considerando que los actos con relevancia típica se desarrollaron en determinada localidad, lugar donde también se domicilian los imputados, cabe concluir que las actuaciones deben continuar su tramitación ante la justicia de aquélla jurisdicción.


    C., Oscar José s/ Su denuncia


    COMP. 1036, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. 


    El presente incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión sobre la contienda negativa de competencia. Corresponde devolver las actuaciones a la Corte, a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista..


    A., Juan Manuel s/ Denuncia


    COMP. 1037, XLI, 03 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Si en el caso el juez federal reconoce expresamente su competencia respecto de la supuesta entrega irregular de credenciales por parte del Registro Nacional de Armas, corresponde a este magistrado asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver conforme lo que surja de dicho trámite.


    A., Héctor Roberto s/ Su denuncia


    COMP. 1074, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Rechazo del cheque. Justicia nacional en lo penal económico. 


    Domicilio del banco girado.


    Si de las constancias del expediente surge que los imputados, habrían entregado en mano a la damnificada los cheques de su cuenta corriente, que resultaron rechazados como consecuencia de la orden de no pagar dada por la libradora, cabe concluir que la conducta denunciada encuadraría prima facie en la infracción prevista en el inciso 3º del artículo 302 del Código Penal, que corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    F., Nilda y otros s/ Estafa


    COMP. 1079, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Juez previniente. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Si uno de los jueces contendientes no cuestiona su competencia respecto del delito de administración fraudulenta imputado, y de las constancias agregadas al legajo se desprende que los hechos materia de investigación en los dos procesos, versarían, en su mayoría, sobre los mismos actos fraudulentos atribuidos recíprocamente entre las administraciones de una misma firma, corresponde a este magistrado, ante quien se formuló la denuncia primigenia y se encuentra más avanzada la investigación, continuar con el trámite de las actuaciones.


    C., Sergio Daniel y otro s/ Infracción Artículos 172 y 173 Incisos 2º y 7º Código Penal


    COMP. 1131, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al fallo de la causa Comp. 579, XL, "Frutos, Carina s/ Infracción ley 11.723".


    R., Roberto Orlando s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 1132, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Atentado contra la autoridad. Coacción calificada. Lesiones leves. Competencia provincial. 


    Inexistencia de afectación a la seguridad de la población.


    Si de los elementos de convicción reunidos en el incidente no surge que los hechos materia de la contienda tuvieran entidad para afectar la seguridad de la población, ni para comprometer intereses nacionales, corresponde a la justicia provincial, que llevó adelante la investigación, continuar entendiendo en la causa.


    V., Néstor y otros s/ Privación ilegal de la libertad y otros


    COMP. 1139, XLI, 01 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Afectación a la administración de justicia nacional.


    Si la presunta extorsión atribuida a los que simularon ser secuestradores de la víctima para cobrar el rescate, afectó la administración de justicia nacional obstruyendo gravemente la investigación que se desarrollaba en el fuero de excepción, corresponde a la justicia federal continuar entendiendo en este hecho.


    F. L., Germán y otros s/ Infracción Artículo 168 del Código Penal


    COMP. 1155, XLI, 19 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    L., José Luis y otros s/ Estafa


    COMP. 1162, XLI, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si de los dichos del denunciante, que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa, surge que la menor residía con su padre en determinada localidad al momento en el que le impidieron el contacto con ella, cabe considerar que ése es el lugar donde el imputado la habría privado del ejercicio de sus derechos y obligaciones.


    F., R. J. s/ Ley 24.270


    COMP. 1164, XLI, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Cheque. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que, por definición, su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la ley 24.452.


    B., E. Julio s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1176, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si las maniobras defraudatorias se perfeccionaron con la entrega de los bienes obtenidos mediante el uso de las tarjetas apócrifas, hechos respecto de los que uno de los juzgados contendientes no cuestiona su competencia, a éste le corresponde seguir conociendo en la causa.


    V. A. S.A. s/ Estafa


    COMP. 1178, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. Juez previniente. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Jorge Rubén s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1181, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Al resultar de las constancias del expediente que habría sido en determinada jurisdicción donde se realizaron los actos con relevancia típica, corresponde declarar la competencia del juzgado de esa jurisdicción para conocer en la causa.Ello, sin perjuicio de que si su titular entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    F., Carlos Isidoro s/ Defraudación


    COMP. 1182, XLI, 29 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de sellos. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si de las constancias del incidente no surge el lugar donde se confeccionó el instrumento falso, resulta de aplicación al caso la doctrina según la cual la investigación del hecho corresponde al juez de la jurisdicción en la que se comprobó la existencia del delito.


    L., Lucas Esteban s/ Falsificación de sellos y timbres


    COMP. 1183, XLI, 24 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Uso indebido de tarjeta de crédito. Competencia nacional. 


    Único tribunal a cargo.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla. Sin embargo, si las particularidades del caso no permiten descartar, que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    L., Patricia s/ Defraudación


    COMP. 1188, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si los elementos de juicio incorporados al incidente, no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    Averiguación de hecho falsificación de instrumento público


    COMP. 1189, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En los casos en que se investiga la privación ilegal de la libertad cometida en más de una jurisdicción, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    P., Rubén Esteban s/ Robo con armas


    COMP. 1193, XLI, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia federal. 


    Afectación a una institución nacional.


    En los casos en que, aún no habiéndose determinado en forma fehaciente el lugar de donde provendrían las llamadas telefónicas extorsivas, de los dichos de las personas que las recibieron surja que aquéllas se efectuaron a través del sistema de cobro revertido desde una unidad penitenciaria y bajo la exigencia de entregar dinero o la compra de tarjetas telefónicas, en atención a las particularidades de modalidad delictiva en análisis, no pude descartarse que ese accionar hubiere afectado el normal desempeño de una institución nacional, por lo que corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite posterior.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1195, XLI, 25 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Finalidad de la ley. Debido proceso. Competencia federal. 


    Investigación a cargo de un único tribunal.


    Atento a que el imputado estaría siendo investigado con relación a otros secuestros extorsivos, que tramitan ante la misma fiscalía federal, la declaración de incompetencia vulnera el criterio que propende a la unidad investigativa en delitos de esta naturaleza y que priva en la concepción legislativa, posibilitado tanto merced a las atribuciones que se han conferido al Ministerio Público Fiscal por la ley 25.742, cuanto por la decisión política de facilitar los medios materiales necesarios en el funcionamiento de las unidades fiscales para la investigación del delito de secuestro extorsivo -decisión en la que han confluido los esfuerzos de los intendentes de los partidos vecinos a la Capital Federal- que la Procuración General ha creado, por lo que corresponde que sea la justicia de excepción la que continúe conociendo en la causa. Por lo demás, la teleología de las normas recientemente sancionadas por el Congreso de la Nación.


    M., Agustín F. s/ Infracción Artículos 170 párrafo 1º, 170 Inciso 6º, 166 Inciso 2º,167 Inciso 2º, 89 y 55 del Código Penal


    COMP. 1252, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Apropiación de cosa perdida. Competencia nacional. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    Incidente de Competencia planteado entre la C.F.A.S.M. y la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de San Isidro


    COMP. 1308, XLI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Afectación a la administración de justicia nacional.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultarla en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    F., José Alberto y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1332, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular. Por aplicación de este principio y habida cuenta que según surge de las constancias agregadas al incidente, ésa es la situación -originada en relaciones de familia- que aquí se presenta, sin que además se haya puesto en peligro la seguridad del Estado o de sus instituciones, corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones.


    Q., Jorge David s/ Averiguación infracción Artículo 149 Código Penal


    COMP. 1363, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Coacción calificada. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    Estricta motivación particular.


    Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    Fiscal s/ Infracción Artículo 149 ter del Código Penal


    COMP. 1364, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estricta motivación particular.


    Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    V. D., Fabián s/ Averiguación de hecho


    COMP. 1373, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estricta motivación particular.


    Si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, lo que se presenta en el presente caso, en que de lo actuado no surge que pueda resultar afectado interés federal alguno.


    B., Carlos Mamani y otros s/ Averiguación de hecho


    COMP. 1375, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Las infracciones al art. 289 inciso 3° del Código Penal no poseen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo que resultan de competencia ordinaria. Por otra parte, si las constancias de la causa no alcanzan para calificar con el grado de certeza necesario, el delito que el imputado habría cometido, lo que a su vez no permite concluir, por el momento, que aquél resulte ajeno al hecho que investiga la justicia provincial, corresponde que ésta intervenga en la causa.


    R., César Walter s/ Encubrimiento


    COMP. 1409, XLI, 01 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Si la cuestión de competencia carece de la investigación suficiente que debe precederla, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los hechos investigados, corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notita criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    P. C., Mariano s/ Defraudación


    COMP. 1434, XLI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la contienda de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    C. s/ Estafa


    COMP. 1439, XLI, 01 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de armas. Sentencia absolutoria. Cuestión abstracta. 


    Si en el caso habría existido una unidad fáctica pasible de múltiple encuadre penal, y uno de los tribunales contendientes absolvió al imputado respecto del mismo hecho por el cual se consideró incompetente, más allá del error ínsito en este procedimiento, cabe concluir que no existe en el caso un conflicto de competencia que resolver, en tanto la solución adoptada es de las que cierran definitivamente la causa.


    R., Carlos Andrés s/ P.S. A. Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 1453, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Retención indebida. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones legales que le puede ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    T., Miguel Ángel s/ Denuncia


    COMP. 1463, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Acumulación de procesos. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Si los delitos objeto de contienda también han sido materia de requerimiento de elevación a juicio en relación con la participación que en ellos se atribuyó a los demás encausados, sin que se cuestionara la competencia en tales aspectos, corresponde que el juez de aquél fuero continúe conociendo en la causa, cuya continencia no puede ser escindida a partir de la conducta de cada uno de los imputados en un mismo hecho.


    G., Pedro Antonio y otros s/ Estafa


    COMP. 1467, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado. Tentativa. Policía federal. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    Para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca vinculación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal. Por otra parte, debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3° de la ley 48, se atribuya competencia a esa magistratura.


    L., Víctor Hernán s/ Robo calificado Artículo 166 - tentativa -


    COMP. 1469, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hurto. Violación de correspondencia. Competencia federal. Cheque. Presentación al cobro. Competencia provincial. 


    Cuando la supresión de correspondencia se produce mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de correos", de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso c), del Código Procesal Penal de la Nación, y debe quedar sujeta a la jurisdicción federal, tal como surge de esas normas en consonancia con el artículo 75, inciso 14, de la Constitución Nacional.


    C., Carina y R., Jorge Alberto s/ Hurto


    COMP. 1502, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Conexidad objetiva. Competencia provincial. Juez previniente. 


    Si según surge de las constancias de la causa, tramita por ante la Unidad Fiscal de Investigación de la jurisdicción del magistrado local, una causa anterior con idéntico objeto procesal, corresponde a la justicia de esa jurisdicción continuar con el trámite de la causa.


    G., Bernardo s/ Denuncia


    COMP. 1508, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Sentencia absolutoria. Pronunciamiento inoficioso. 


    Si el imputado fue absuelto en la causa seguida por el uso del documento, cabe concluir que el conflicto, atento los términos en que fue planteado por el magistrado declinante, devino abstracto y carece ya de congruencia.


    G., Agustín Baltasar s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1509, XLI, 03 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia nacional. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto/ley 6552/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.121- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Respecto del presunto encubrimiento, si los escasos elementos reunidos en la causa no alcanzan para calificar con el grado de certeza requerido, el delito que los imputados habrían cometido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del delito presuntamente encubierto.


    L., Jorge Eduardo y M., Leonardo Gustavo s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 2)


    COMP. 1517, XLI, 01 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad calificada. Competencia nacional. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por aplicación de este principio y habida cuenta que fue en esta Capital donde se habría consumado el robo del camión, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional.


    Z., Santos Bonifacio s/ Privación ilegal de la libertad agravada


    COMP. 1534, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultada en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito presuntamente encubierto.


    A., Rubén Vicente y R., Olga Beatriz s/ Encubrimiento y uso de documentación apócrifa y hallazgo de automotor


    COMP. 1537, XLI, 01 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción al artículo 289 del Código Penal, corresponde investigarla al magistrado provincial en cuya jurisdicción se comprobaron las anomalías y se secuestró el rodado, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    R., Roberto Luis s/ Encubrimiento


    COMP. 1538, XLI, 01 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Abandono de personas. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    L., Carlos s/ Abandono de personas


    COMP. 1543, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Instrumento provincial.


    Si a partir de las probanzas agregadas al incidente no es posible determinar el lugar de confección de la licencia apócrifa, corresponde al magistrado del lugar donde se comprobó la adulteración y se secuestró el documento conocer en ese delito. Asimismo, teniendo en consideración que el instrumento presuntamente apócrifo no es de carácter nacional, corresponde que intervenga la justicia local.


    A., Diego s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1545, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia por conexidad. Competencia nacional. 


    Si los escasos elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza requerido, la conducta en que habría incurrido el imputado, resulta indispensable contar con una adecuada, investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en al delito de robo.


    D., Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1596, XLI, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Relación de alternatividad entre las figuras penales.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    M., César Aníbal Ramón y C., Abel Salomón s/ Encubrimiento e infracción Artículo 289, inciso 3° Código Penal


    COMP. 1602, XLI, 18 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    N.N. s/ Robo con armas (dte. S., Alejandro Darío)


    COMP. 1605, XLI, 07 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Participación criminal. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Hechos con estricta motivación particular.


    Teniendo en cuenta que la incipiente pesquisa realizada por el fuero federal no permite afirmar, de manera inequívoca y fehaciente, que el hecho denunciado tuvo una estricta motivación particular, ni alcanza para descartar una posible afectación a la seguridad del Estado nacional o alguna de sus instituciones, y que de las constancias de la causa se puede inferir la participación de la misma organización delictiva en otros secuestros extorsivos de similares características, cabe concluir que los hechos deben ser investigados por la justicia de excepción. Esto es así en función del criterio que propende a la unidad investigativa en delitos de esta naturaleza y que priva en la concepción legislativa, posibilitado tanto merced a las atribuciones que se han conferido al Ministerio Público Fiscal por la Ley 25.742, cuanto por la decisión política de facilitar los medios materiales necesarios en el funcionamiento de las unidades fiscales para la investigación del delito de secuestro extorsivo.


    P., Héctor Omar s/ Infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1038, XLI, 01 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Policía provincial. Competencia federal. 


    Delitos que obstruyen el normal funcionamiento de las instituciones nacionales.


    Si la conducta reprochada a los agentes de la policía provincial habría frustrado los procedimientos ordenados por la justicia federal, corresponde su conocimiento al fuero federal, ya que el hecho que se reprocha obstruyó el normal funcionamiento de instituciones nacionales.


    R., Ricardo s/ Denuncia


    COMP. 1092, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Competencia nacional. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos de privación ilegítima de la libertad y robo los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y, en esa hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal


    L., Javier Germán s/ Robo calificado


    COMP. 1143, XLI, 29 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Robo. Competencia por el territorio. Competencia federal. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En ausencia de prueba en ese sentido, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó. Cabe recordar asimismo que las leyes modificatorias de la competencia, aún en los casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes. Ahora bien, dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre ambas infracciones, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    M., Jorge Leonardo y G., Andrés Adrián s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 211, XLI, 17 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestión federal. Competencia federal. 


    Multiplicidad de hechos.


    La tenencia de explosivos es un delito que, por sí, reviste un interés federal, sin que sea necesario que se haya puesto efectivamente en riesgo la seguridad del Estado para surtir la competencia de excepción.


    O., Juan José y T., Darío Antonio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1939, XL, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo calificado. Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    S., Roberto c/ Robo calificado


    COMP. 1464, XLI, 14 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acopio de armas. Acopio de municiones. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Atento la cantidad y características de las municiones secuestradas, la hipótesis delictiva a considerar es, en principio, la prevista en el Artículo 189 bis, inciso 3°, del Código Penal. De acuerdo con lo normado en el Artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación -conforme Ley 25.886-, el conocimiento del delito de acopio de municiones integra [a competencia del fuero federal. No obsta esa conclusión la circunstancia de que con relación al delito de tenencia ilegítima de arma de guerra, se encuentre conociendo el Juzgado de Garantías pues, según la doctrina sentada por la Corte en Fallos: 314:191 y 317:2032, no puede concluirse, que, a partir de los distintos tipos de armas secuestradas, exista una multiplicidad de conductas.


    S. L., Marcelino s/ Infracción Artículo 189 bis, párrafo 6° del Código Penal


    COMP. 34, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 712, L. XL, “R., Rodolfo Ricardo s/ Encubrimiento agravado”.


    R., Rodolfo Ricardo s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 714, XL, 14 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Encubrimiento. Competencia federal. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En relación al secuestro de la cédula verde presuntamente falsa, teniendo en cuenta que no surge de las actuaciones que se haya tomado medida alguna al respecto, debe ser la justicia federal del lugar donde se descubrió la falsificación -aunque no haya sido parte en la contienda- la que profundice la investigación en ese sentido. Acerca del hallazgo del vehículo en poder del imputado, los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que aquél habría cometido. 


    L., Ángel Osvaldo s/ Encubrimiento


    COMP. 1075, XLI, 18 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación. Revocación del sobreseimiento. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    La cuestión se ha tornado abstracta, por lo que resulta inoficioso que la Corte se pronuncie al respecto.


    Según tiene establecido la Corte, la competencia del juez para el conocimiento de la causa es un requisito general y comprensivo de todos los juicios porque ella es la base en que puede fundarse la validez de un fallo, de modo que la sentencia de un tribunal sin jurisdicción sobre las cosas o las personas, carece de eficacia como decisión irrevisible en el concepto del artículo 7° de la Constitución Nacional. Al tratarse de una contienda negativa de competencia, el mismo magistrado que la inició se encuentra habilitado para ponerle fin, atento que según tiene establecido la Corte, los conflictos de competencia terminan por decisión del órgano encargado de dirimirlas o de los jueces que las han suscitado.


    R., Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 406, XLI, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Administración fraudulenta. Domicilio social. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que el delito de administración infiel se reputa cometido donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber y que, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    P., Fernando y otros s/ Delito de acción publica


    COMP. 1246, XLI, 31 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Falta de copias. Vista del procurador. 


    Se le solicita a la Corte que una vez incorporados los elementos faltantes para dilucidar el caso se le corra nueva vista al procurador.


    H., Lucas Eduardo y otro s/ Estafa


    COMP. 1606, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 899, L. XL, “Perea, Enrique Antonio s/ Denuncia robo de automotor con armas”.


    M., Pablo Ángel s/ Robo con armas


    COMP. 368, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Calumnias e injurias. Correo eléctronico. Investigación inconclusa. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes.


    N.N. s/ Calumnias e injurias


    COMP. 296, XLI, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fraude a la administración pública. Presupuesto nacional. Fuero de excepción. Competencia federal. 


    Es el fuero de excepción el que debe conocer, pues el hecho a investigar habría perjudicado las rentas de la Nación, dado que los subsidios se financian con créditos asignados en el presupuesto nacional.


    C. D., Elbia E. y otro s/ Infracción Artículo 174, inciso 5° Código Penal


    COMP. 37, XLI, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Extravío del cheque. Falsificación de cheque. Concurso ideal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La doctrina de la Corte establece que en el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurra idealmente con el de falsificación.- cabe, atenerse., a fin de determinar; la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    F. Hermanos S.A. y otros s/ Estafa


    COMP. 36, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Establecimientos penitenciarios. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. También es doctrina del Tribunal, que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    I., Jorge Damián s/ Robo


    COMP. 952, XLI, 17 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pago con cheques sin provisión de fondos. Economía procesal. Cheque de pago diferido. Domicilio del banco. Juzgado de garantías. 


    Incorrecta traba de competencia.


    Sin perjuicio de los motivos de rechazo de los valores entregados por el imputado y aún cuando pudiera cuestionarse su origen, en tanto todos ellos son de pago diferido, debe aplicarse la doctrina de la Corte que establece que tales documentos son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Además, de la operación que motivo su entrega no surge que hubiere existido algún medio engañoso que hubiere viciado la voluntad del vendedor, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de valores con promesa de pago a futuro. Debe valorarse lo expresado por la Cámara del Crimen de esta ciudad respecto a que la empresa damnificada aceptó suministrar la mercadería a cambio de documentos de pago diferido que no le aseguraban el cobro al momento de su presentación. 


    M., Alejandro y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 470, XLI, 17 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Muerte. Alta mar. Derecho del mar. Buques. Paso inocente. Competencia federal. 


    La Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, de la cual la Argentina es signataria y que reviste jerarquía infra constitucional en nuestro régimen legal establece que: “La jurisdicción penal del Estado ribereño no debería ejercerse a bordo de un buque extranjero que pase por el mar territorial para detener a ninguna persona o realizar ninguna investigación en relación con un delito cometido a bordo de dicho buque durante su paso...”. Dicha cláusula se encuentra enmarcada en la sección 3 de la parte II de la norma internacional, que regula el derecho de paso inocente por el mar territorial de los buques de todos los Estados, el cual será rápido e ininterrumpido. No obstante el paso comprende la detención y el fondeo, pero sólo en la medida en que constituyan incidentes normales de la navegación o sean impuestos al buque por fuerza mayor o dificultad grave o se realicen con el fin de prestar auxilio a personas, buques o aeronaves en peligro o en dificultad grave”. 


    M., Moisis s/ Averiguación causales de muerte


    COMP. 585, XLI, 17 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Cheque. Lugar de pago. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto, que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Habida cuenta que de las probanzas incorporadas al incidente no es posible determinar tal circunstancia, corresponde al tribunal que previno y con competencia material en el hecho delictivo, profundizar la investigación en ese sentido.


    N.N. s/ Infracción Artículo 175 inciso 1 del Código Penal


    COMP. 924, XLI, 27 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación del hecho a investigar, resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    O., Manuel O. y otro s/ Estafa


    COMP. 931, XLI, 15 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1473, L. XLI, “M., Jorge E. s/ Av. estafa en grado de tentativa”.


    M., Jorge E. s/ Averiguación estafa en grado de tentativa


    COMP. 1474, XLI, 06 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Economía procesal. Cuota alimentaria. Interés del menor. Competencia nacional. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Es doctrina de la Corte que, en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes. En concordancia con esta doctrina, resulta aconsejable declarar la competencia de la justicia nacional, toda vez que en esta jurisdicción tramita la ejecución de los alimentos acordados, en la que se dispuso la apertura de una cuenta en la sucursal Tribunales del Banco de la Nación Argentina, para su cumplimiento. En atención a que fue esta sede ante la cual acudió la denunciante, cabe inferir que la solución propuesta no la perjudica en el ejercicio de la defensa de los derechos de la hija, ni afecta “el interés superior del niño” -principio consagrado en el artículo 3° de la “Convención sobre los Derechos del Niño”, reconocida en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.


    V., G. J. s / Infracción Ley 13.944


    COMP. 1040, XLI, 09 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lesiones graves. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Según la doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que según surge declaración de un testigo, el hecho del cual resultaron las lesiones habría ocurrido en el establecimiento geriátrico donde residía la víctima sito en la provincia de Buenos Aires, corresponde al magistrado local conocer en la causa.


    N.N. s/ Muerte dudosa. Damnificada D., Margarita


    COMP. 544, XLI, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cheque de pago diferido. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto, que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de, lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    I., Arnaldo s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1440, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Amenazas. Planes sociales. Programa jefes de hogar. Competencia federal. Pensiones asistenciales. Estado Provincial. Competencia provincial. 


    Respecto de los hechos relacionados con beneficios que se financian con créditos asignados en el presupuesto nacional, y siendo que su aplicación y contralor se encuentra a cargo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y del Consejo Nacional de Administración, Ejecución y Control, corresponde al juzgado federal entender a su respecto. En lo atinente a los hechos supuestamente cometidos en perjuicio de los beneficiarios del programa "Barrios Bonaerenses", en tanto se trata de un plan asistencial implementado por la provincia de Buenos Aires, para incentivar el empleo en el territorio (decreto 928/00), cabe asignar su competencia al juzgado provincial.


    A., Roxana Inés s/ Su denuncia


    COMP. 192, XLI, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Dictamen fiscal. Devolución del expediente. 


    Incidente que carece de los elementos necesarios para dictaminar.


    Si el incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión sobre la contienda positiva de competencia, corresponde devolver a la Corte las actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    Banco de la P. de B. A. y otro s/ Incumplimiento deberes de funcionario público


    COMP. 1003, XLI, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Injurias. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas.


    M., Luis s/ Querella


    COMP. 1247, XLI, 21 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Calumnias. Injurias. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas.


    R., Julio R. c/ M., Luis s/ Querella


    COMP. 1387, XLI, 25 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Falta de causa. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Si en el caso concreto no existe un conflicto de competencia positiva -que supone una contienda entre dos tribunales que sostienen ambos ser competentes para conocer en la causa, excluyéndose recíprocamente-, cabe concluir que la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58.


    T., Francisco Javier y otros s/ Estafa


    COMP. 1702, XLI, 25 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Delito de acción pública. Declinatoria. Competencia federal. 


    Elegida una vía para promover la cuestión de competencia, no podrá en lo sucesivo usarse la otra.


    Los conflictos entre jueces de distintas jurisdicciones deben resolverse empleando las leyes nacionales de procedimientos, por lo que sería aplicable el artículo 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que preceptúa que elegida una vía para promover la cuestión de competencia -la declinatoria o la inhibitoria-, no podrá en lo sucesivo usarse la otra. Idéntica regulación prevén los códigos de procedimientos en materia penal de la provincia de Mendoza y de la Nación (artículo 45, segundo párrafo y 62, segundo párrafo, respectivamente).


    C., Juan y otros s/ Delito de acción pública


    COMP. 911, XLI, 12 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lesiones. Justicia militar. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Uno de los fines esenciales de la ley 23.049 ha sido el de restringir la competencia militar a las infracciones de tal naturaleza, excluyendo de esa jurisdicción a los delitos comunes en tiempos de paz. Se entienden como delitos o faltas de naturaleza militar aquellas figuras cuyo contenido está imbuido por los objetivos de preservación de la disciplina militar que sustentan el ordenamiento penal específico establecido por el Código de Justicia Militar.


    B., Fabián Alejandro s/ Lesiones


    COMP. 968, XLI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 451, L. XL, “Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al artículo 189 bis del Código Penal”.


    A., Adriano; A., Jorge Guido s/ Lesiones y amenazas


    COMP. 197, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cámara de apelaciones. 


    Apelación pendiente de resolución.


    Es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.Corresponde devolver la causa a la justicia provincial, a fin de que la Cámara de Apelaciones se expida sobre el recurso interpuesto, y acerca de la apelación del rechazo de pedido de nulidad también efectuado por la defensa, y posteriormente, si así fuere el caso, se provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    A., Ademar s/ Tenencia ilegítima de arma de guerra


    COMP. 1257, XL, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia federal. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A. de C. de S. M. s/ Denuncia


    COMP. 23, XLI, 21 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Si los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria.


    B., Nubio D. s/ Denuncia


    COMP. 1579, XL, 10 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    Si los elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron la causa, cabe concluir que no resulta posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    C., Elsa Ofelia s/ Denuncia por falsificación de documento público


    COMP. 1048, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción. La Corte tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el caso.


    C., Sebastián Pablo y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1382, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. 


    Las infracciones al articulo 289 inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación de la que conoce la justicia federal, atento la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constaran en su documentación, a lo que debe añadirse la conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Comisaría de Puerto San Julián s/ Investigación Dominio DXX-1XX


    COMP. 1630, XL, 10 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Violación calificada. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si existió privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, y en una de ellas se consumó además otro delito, corresponde al magistrado de esa jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones.


    R., R. s/ Violación con fuerza


    COMP. 1903, XL, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda positiva de competencia. Falsificación de instrumento público. Falsedad ideológica. Competencia federal. 


    Resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único magistrado, a fin de lograr una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    D., Emeldo s/ Denuncia falsedad ideológica de documento público


    COMP. 1326, XL, 07 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La causa no se halla precedida de la investigación suficiente como para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58.


    F., Claudio Daniel y otros s/ Negociaciones comerciales fraudulentas


    COMP. 1650, XL, 16 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Si bien no surge que el formulario 08 haya sido presentado ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, no puede pasare por alto que él presenta una firma y un sello para certificar la rúbrica del supuesto vendedor que aparenta pertenecer a la encargada del registro seccional de la Provincia.


    G., José Luis s/ Infracción Artículo 296 en función del artículo 292 del Código Penal


    COMP. 191, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extravío del cheque. Cheques sin fondos. Competencia provincial. 


    Si de las constancias de la causa surge que tanto la denuncia de extravío como la solicitud de rechazo de los cheques de pago diferido fueron efectuados por los representantes de la empresa, pues desconocían donde se encontraban los valores cuestionados, siendo que no puede descartarse la posible configuración de la infracción prevista en el inciso 3° del artículo 302 del Código Penal, por lo que corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado continúe con la investigación.


    G. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 41, XXXIX, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”. Opinión en contrario de la Procuración General en la causa Competencia N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    H., Francisco s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 200, XLI, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia contravencional. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 451, L. XL, “Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo s/ Infracción al artículo 189 bis del Código Penal”.


    L., Oscar s/ Portación de armas


    COMP. 196, XLI, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, es materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.Resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las chapas patentes, corresponde atribuir su conocimiento al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.


    Incidente de competencia en causa N° 5.651/04. Damnificado: B., Federico


    COMP. 1591, XL, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 –artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.Aun cuando la adulteración de las numeraciones del automotor es independiente de la falsificación que investiga la justicia federal, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre ambas infracciones -atento la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en la documentación, a lo que debe añadirse la conveniencia desde el punto de vista, de una mejor administración de justicia que la investigación quede a cargo de un único tribunal. Por estas razones corresponde al fuero de excepción conocer de ambos hechos.


    Juzgado Federal s/ Actuaciones de incompetencia parcial


    COMP. 1587, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanza, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado.Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción.


    L., Walter Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1840, XL, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Apropiación de prenda. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Corresponde declarar la compelencia del magistrado de San Isidro, atento que no ha desconocido que el hecho haya ocurrido en territorio provincial aunque perteneciente a otro departamento judicial,


    M., Héctor Victorio s/ Desbaratamiento


    COMP. 21, XLI, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió algún otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa,


    N.N. s/ Robo con armas


    COMP. 1651, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP. 1749, XL, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de instrumento público. Lugar del hecho. Tribunal oral en lo criminal. 


    Resulta competente para entender en la causa en la que le investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo si no es posible establecer dónde fue creado, debe estarse al lugar en que fue usado.


    Q., Rubí Omar s/ Falsificación de documento público


    COMP. 1488, XL, 16 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el caso.


    Q., Santiago y A., Pablo Martín s/ Encubrimiento


    COMP. 1566, XL, 25 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia contravencional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Víctor Oscar y otro s/ Infracción Artículo 39 del Código Contravencional


    COMP. 292, XLI, 28 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 329, XXXIX, “Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia”. Opinión en contrario de la Procuración General en la causa Competencia N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    V., Mario Fernando y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 181, XLI, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 329, XXXIX. "Raffo, Claudio Luis s/ Denuncia". Opinión en contrario de la Procuración General en el dictamen de la causa Competencia N° 959, XXXIX, “P., Antonio Sebastián s/ Denuncia secuestro extorsivo”.


    Villegas Ramos y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 11, XLI, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sobreseimiento. 


    La resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la regulación procesal de los artículos de previo o de especial pronunciamiento, En concordancia con esta doctrina, corresponde dejar sin efccto el sobreseimiento dictado con posterioridad a la promoción de la contienda y dirimir el conflicto de acuerdo al crirerio expuesto en su oportunidad.


    C., O. B. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 35, XLI, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Devolución del expediente. 


    Devolución del incidente al juzgado de origen.


    No existe en el caso una cuestión de competencia en que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24. inciso 7° del decreto ley 1285/58. pues la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir el conocimiento de la causa y una declinatoria efectuada con posterioridad, importa el inicio de un nuevo cconflicto que solo en caso de rechazo y posterior insistencia habría quedado correctamente trabado.


    C., S.R.L. por infracción Ley 11.723


    COMP. 1904, XL, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 2073, L. XXXIX "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil'.


    Fiscalía Federal Nº 2 c/ 2.199 s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 439, XLI, 05 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Se postula la remisión de expedientes conexos y el cumplimiento del art. 49 del C.P.P.N.


    Incidente de competencia en I.P.P. N° 2.133, N° 1.421, N° 1.352 y N° 3.271


    COMP. 1434, XL, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Desbaratamiento de derechos acordados. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Atento la discrepancia que se advierte en las sucesives resoluciones sobre el lugar de radicación del bien prendado, estimo que resulta necesario completar el legajo con la remisión de copia de los expedientes mencionados en el dictamen fiscal, como así también con la ampliación de la declaracion del denunciante.


    R., Rodolfo Alberto s/ Desbaratamiento


    COMP. 406, XLI, 03 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Daño. Cónsules extranjeros. Competencia originaria. Economía procesal. Competencia federal. 


    Si en la causa está acreditado el rango diplomático del imputado, el caso, en principio, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias (artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58). En ese caso, correspondería requerir, por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que el imputado pueda ser sometido a juicio.


    D. T., Nicola s/ P.S.A. de daño


    D. 636, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Falsificación de patente. Competencia federal. 


    Si no se ha acompañado al incidente copia de la documentación cuya presunta falsedad investiga la justicia federal, a fin de constatar la coincidencia que existiría entre las numeraciones del vehículo y la de aquellos instrumentos, hasta tanto se subsane ese defecto, corresponde al magistrado federal continuar conociendo acerca de la sustitución de la chapa patente.


    P., Héctor Raúl s/ Infracción Artículo 296 en función del 292 del Código Penal


    COMP. 1200, XLI, 05 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo con armas. Hecho único. Economía procesal. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    No puede concluirse que a partir de los distintos tipos de armas secuestradas, exista en el caso una multiplicidad de conductas delictivas. Por lo tanto la circunstancia de que también se le atribuya la tenencia de las armas incautadas en el allanamiento realizado en su domicilio, no constituye reiteración delictiva, sino que es la manifestación de una unidad fáctica caracterizada por la tenencia prohibida de distintos objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal. En consecuencia, tratándose de un único delito que aparece cometido en distintas jurisdicciones, la elección del tribunal competente debe realizarse atendiendo a razones de economía procesal.


    R., Facundo Germán s/ Robo con armas


    COMP. 933, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S. S.A.; U., Pamela; E. H. S.A.; K., Rubén y H. s/ Estafa


    COMP. 1186, XLI, 16 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Secuestro de bienes. Títulos de deuda pública. Proceso penal. Competencia provincial. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de una cuestión de competencia, correspondería pensar que el proceso penal aún no concluyó. Ello es así, puesto que si bien el magistrado provincial libró varios oficios al Banco Central de la República Argentina para que entregue los bonos al actor y este organismo explicó los motivos por los cuales no podía hacerlo, a esta altura y con los escasos elementos aportados parecería que sólo resta abonar el producto de la caducidad de aquéllos, materia que seguiría estando bajo la autoridad del juez penal que tiene a su cargo la causa en la que dichos bonos fueron secuestrados.


    Benvenuto, Ricardo José c/ BCRA (Bonos 82) y otro s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 870, XLI, 30 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Acción de amparo. Pornografía infantil. Seguridad de los menores en Internet. Competencia federal. 


    La presente acción de amparo debe seguir con su trámite ante la justicia federal. Así, porque conforme surge de los hechos expuestos en la pretensión de inicio -a los que se tiene que estar a fin de resolver las cuestiones de competencia-, un grupo de vecinos de la provincia iniciaron esta acción de amparo invocando la representación de derechos colectivos y solicitaron que se ordene a las empresas prestadoras del servicio de internet, que "se abstengan de promover, facilitar y comercializar pornografía infantil" que circula en la red de Internet, en virtud de que dichas imágenes resultan violatorias de los preceptos contenidos en la leyes 25.763 y 25.087. Es claro que el objeto de la pretensión se encuentra dirigido a garantizar la protección de los menores contra la prostitución infantil y su utilización por medio de Internet, con fundamentos en acuerdos internacionales como, la Convención sobre los Derecho de los Niños y el Protocolo Relativo a la Venta de Niños, Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía, aprobado por Ley 25.763, instrumentos de naturaleza federal.


    P.S.A. c/ P. S.A. y U.S. S.A. s/ Acción de amparo


    COMP. 737, XLI, 02 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hospitales militares. Falta de servicio público. Competencia federal. 


    Si la conducta atribuida al personal del Hospital Militar aparece relacionada con el cumplimiento de las funciones propias de esa institución, no puede descartarse que ese accionar obstruyera el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación. En tal inteligencia, corresponde declarar la competencia del magistrado federal para seguir conociendo en la causa.


    C., Carlos Horacio s/ Denuncia


    COMP. 1601, XLI, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    L., Néstor Osvaldo y otros s/ Estafa


    COMP. 1676, XLI, 19 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La ausencia de constancias relativas al régimen de visitas acordado por las partes, obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se cometió la infracción y discernir, en consecuencia, al tribunal que corresponde investigarlo.


    L., A. S. s/ Denuncia infracción Ley 24.270


    COMP. 1168, XLI, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo. Incidentes. Continuación del proceso judicial. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia deben tramitar por vía incidental a fin de evitar la paralización de la pesquisa.


    C., Juan Facundo s/ Robo en circunstancias del Artículo 163


    COMP. 536, XL, 22 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Denuncia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Juan s/ Denuncia


    COMP. 1354, XLI, 17 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Contienda negativa de competencia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    No es posible para la Corte ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, puesto que los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los supuestos hechos delictivos investigados.


    T., Román Abel s/ Muerte por causa dudosa


    COMP. 1845, XL, 17 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Defraudación


    Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia Nacional. 


    Se advierte que la cuestión carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie, en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    M., César Horacio y otros s/ Defraudación


    COMP. 960, XLI, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Derecho al recurso


    Doble instancia. Sentencia condenatoria. Recurso de casación Penal. Denegatoria del recurso. 


    Resulta necesario asegurar una instancia de control, cuyo acceso puede ser objeto de regulación mientras las restricciones o requisitos no infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del fallo, destinada a lograr la revisión integral de una resolución jurisdiccional, que comprenda el examen de las cuestiones planteadas por la parte y que hayan sido determinantes para la decisión del caso, a fin de remediar eventuales errores en la aplicación de las normas que rigen su correcta solución, entre las que se encuentran las disposiciones que regulan la valoración de las pruebas ya producidas y demás hechos establecidos como ciertos en la sentencia.


    R., L. A. y otro p/ Robo con armas, homicidio en grado de tentativa, y portación de arma de uso civil


    R. 707, XXXIX, 01 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Devolución del expediente


    Cuestiones de competencia. Falsa denuncia. Revocación del sobreseimiento. Terminación del proceso. 


    La Corte tiene establecido que la resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la legislación procesal de previo y especial pronunciamiento que son aplicables por analogía al caso de autos, corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento dictado por el magistrado nacional.


    M., Oscar Ramón s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1329, XLI, 02 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Excarcelación


    Caución real. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Apartamiento de la doctrina de la corte. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. 


    La decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa se equipara a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior al afectar un derecho que exige tutela inmediata. Sin embargo, ese sólo aspecto no resulta suficiente para habilitar la instancia extraordinaria, pues para ello se requiere además que se halle involucrada una cuestión federal o el agravio se funde en la arbitrariedad. El superior tribunal bonaerense rechazó la vía recursiva intentada con base únicamente en lo dispuesto por el ordenamiento procesal provincial y en la jurisprudencia local, sin atender los argumentos sostenidos por la defensa oficial en cuanto a que la decisión apelada debía ser equiparada a sentencia definitiva con fundamento en la doctrina de la Corte, aspecto que resultaba sustancias para el debido tratamiento de ña cuestión sometida a su conocimiento. 


    G. C., Jorge Alberto s/ Homicidio agravado -causa nº 3.181-


    G. 1390, XXXIX, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Caución real. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Apartamiento de la doctrina de la corte. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. 


    En autos N. 139, L.XXXVII "Nardella, Mario Roque s/ Denuncia -incidente de eximición de prisión- causa n° 52.044" (apartado III del dictamen de esta Procuración General), la Corte estableció que la decisión que, si bien concede el beneficio liberatorio solicitado, podría obstarlo en razón de la alegada imposibilidad de integrar la caución real establecida, debe asimilarse a aquellos supuestos en los que ha entendido que son equiparables a sentencia definitiva las resoluciones que restringen la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, ya que podrían ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior al afectar un derecho que exige tutela inmediata. Sin embargo, la Corte también ha establecido que ese sólo aspecto no resulta suficiente para habilitar la instancia extraordinaria, pues para ello se requiere además que se halle involucrada una cuestión federal o el agravio se funde en la arbitrariedad, o en los graves defectos del pronunciamiento, extremos que se verifican en el sub exámine.El a quo fundó su decisión únicamente en lo dispuesto por el ordenamiento procesal y en la jurisprudencia local, sin atender a la argumentación que, con base en la doctrina de la Corte, había utilizado la defensa y que debió ser atendida.Si bien los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquellos que estimen pertinentes, el Tribunal también ha resuelto que son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la solución del caso, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.Esto criterio resulta de aplicación más rigurosa aun en supuestos como el presente, en que los agravios se encuentran vinculados a resoluciones que deciden sobre el derecho a permanecer en libertad mientras dure el proceso.Es doctrina de la Corte que, si bien sus sentencias solo deciden los procesos concretos que le son sometidos y ellas no resultan obligatorias para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber moral de conformar sus decisiones a esa jurisprudencia y, por tal razón, carecen de fundamentación los pronunciamientos que se apartan de los precedentes de la Corte sin proporcionar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada.El Tribunal ha establecido que la doctrina de la arbitrariedad resulta el medio idóneo para asegurar el respeto de alguna de las garantías consagrada en la Constitución por lo que cabe concluir que los agravios contra la decisión impugnada guardan nexo directo e inmediato con los preceptos constitucionales que se consideran vulnerados, en los términos y con los alcances del Artículo 15 de la Ley 48.No se haya en discusión las facultades o atribuciones propias que poseen los Estados provinciales para delimitar la admisión de los recursos locales y que inspiraron el criterio de Fallos: 308:1041; 311:926; 313:922 y 324:2659, entre otros.Por el contrario, cabe hacer la excepción posible a esa doctrina y admitir el remedio federal, pues lo que se cuestiona es la decisión que, con fundamentos arbitrarios, frustró el acceso a la vía procesal intentada con menoscabo de las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que exigen que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente.


    R. D., Juan Carlos s/ Causa nº 13.889


    R. 1478, XXXIX, 08 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Sentencia definitiva. Cuestión federal. Debido proceso adjetivo. 


    Remisión al fallo de la causa N. 139, L. XXXVII, "Nardella, Mario Roque s/ Denuncia -incidente de eximición de prisión-causa n° 52.044".


    C., Antonio Alberto s/ Excarcelación -Causa nº 47-10-04-


    C. 3136, XL, 14 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa N. 139, L. XXXVII, "Nardella, Mario Roque s/ Denuncia -incidente de eximición de prisión-causa n° 52.044".


    T., Rubén Daniel s/ Excarcelación -causa N° 7.532/04-


    T. 794, XL, 14 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sentencia definitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario federal. Queja por recurso denegado. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa N. 139, L. XXXVII, "Nardella, Mario Roque s/ Denuncia -incidente de eximición de prisión- causa n° 52.044", en la cual la Corte se pronunció de acuerdo con los fundamentos del dictamen de esta Procuración General.


    C. S. , Néstor Walter s/ Solicita excarcelación -causa 87.117-


    C. 2643, XL, 20 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal. Cuestión abstracta. 


    Si de la compulsa de las actuaciones se puede advertir que ha cesado la restricción de la libertad del imputado, deviene abstracto el planteo excarcelatorio por el cual la defensa interpuso recurso extraordinario.


    Dres. María Cecilia M. y Andrés Aníbal O., en inc. nº 109/04 (reg. Sala B del STJ) s/ Recurso extraordinario federal


    M. 690, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extradición


    Tortura y otros tratos, o penas crueles, inhumanos o degradantes. Confirmación de sentencia. 


    En el recurso ordinario de apelación interpuesto contra la sentencia que concede la extradición, sólo corresponde examinar los agravios que sean mantenidos expresamente en el memorial presentado y en tanto ellos constituyan, además, una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considera equivocadas. Respecto de la posibilidad de que el extraditable pueda ser sometido a penas o tratos crueles, la sola duda no es motivo suficiente para denegar el pedido de extradición. Aún si ese riesgo existiera cabría admitir la extradición con la salvedad de que, si en el caso se comprobara la verosimilitud del peligro de que el extraditable pueda sufrir algún maltrato, deberá disponerse la entrega en condiciones que preserven su seguridad personal.


    A., Matías Ariely y otro s/ Solicitud de captura internacional


    A. 2392, XL, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Postergación de trámite de extradición. Facultades del Poder Ejecutivo.


    Según el tenor del artículo 13 del Tratado de Extradición con los Estados Unidos de Norteamérica (Ley 25.126), la potestad de aplazar la entrega del extraditable es facultativa del estado requerido. Pero nada se dice sobre quién, dentro del Estado requerido, está habilitado para ejercer está facultad. La ley de Cooperación en Materia Penal, establece quien es el facultado para decidir la entrega inmediata o para suspenderla. En el artículo 39 se dice que “La entrega se postergará en las siguientes situaciones: a). Si el requerido se encontrare sometido a un proceso penal en trámite o cumpliendo efectivamente una pena privativa de la libertad, hasta que el proceso termine o se cumpla la pena. No obstante el Poder Ejecutivo podrá disponer la entrega de inmediato cuando el delito por el que se concedió la extradición fuese de una entidad significante mayor que el que obsta a la entrega. 


    C., Juan Carlos s/ Extradición


    C. 3343, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pedido de extradición. 


    No es requisito legal a fin de solicitar la extradición que la conducta delictiva deba tener una fijación temporo-espacial delimitada en un día, hora y domicilio específico, sino que es suficiente su ubicación en un lapso, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso. La finalidad que se persigue al imponer una relación circunstanciada de los hechos por los que se lo solicita la extradición no es otra cosa que poner en conocimiento del juez de la extradición los elementos fácticos necesarios para establecer cuestiones tales como si la pretensión punitiva aún subsiste al tiempo de resolver sobre la procedencia del requerimiento, si el requirente es competente para entender en los hechos y por fin, para evitar un eventual doble juzgamiento en ambos estados por el mismo hecho. 


    C., Roque José s/ Extradición


    C. 3739, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Ministerio Público Fiscal. Estado requirente. 


    Determinación del requisito de doble subsunción por parte del fiscal. Posible intervención del Estado requirente como parte. Condenas en ausencia. Responsabilidad internacional del Estado.


    Si bien la ley de Cooperación Internacional en Materia Penal pone a cargo del Ministerio Público Fiscal la defensa del "interés por la extradición" (artículo 25 primer párrafo), esta posición no lo exime de su función primordial de defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad que constituyen su misión esencial (artículo 120 de la Constitución Nacional), más allá de la responsabilidad de representar al Estado extranjero, la que no se encuentra menoscabada ya que, en todo caso, éste cuenta con posibilidad de tutela directa merced al artículo 25 segundo párrafo de la Ley 24.767. Las extradiciones a la República de Italia por procesos en los que se ha producido una condena en ausencia resultan en principio inadmisibles. 


    F., Stefano s/ Extradición


    F. 365, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Potestad de admitir o rechazar la opción del nacional: decisión correspondiente al Poder ejecutivo. Juez que omitió celebrar el debate.


    La potestad de admitir o rechazar la opción corresponde al Poder Ejecutivo Nacional por cuanto así lo establece expresamente el artículo 36 de la ley 24767. El art. 30 de la ley 24.767 es suficientemente claro en cuanto consagra que finalizado el trámite administrativo y recibido el pedido de extradición en sede judicial, el juez dispondrá la citación a juicio salvo que el requerido diera su consentimiento para ser extraditado o si se comprobara que la persona detenida no es la requerida, a ello cabe agregar que sólo superada la etapa del juicio el ordenamiento legal habilita a la autoridad judicial pronunciarse acerca de la procedencia o improcedencia del pedido de extradición. 


    G., Daniel Gustavo s/ Detención preventiva con fines de extradición


    G. 186, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pedido de extradición. 


    Arresto preventivo. Constitucionalidad de la Ley 24.767.


    El artículo 45 de la Convención de Montevideo de 1889 tiene por finalidad que el arresto preventivo de un individuo, a raíz de un pedido del Estado requirente o del registro de su captura internacional en la INTERPOL, no se extienda indefinidamente. Así tiene dicho el Tribunal que la estipulación de un término para el mantenimiento del requerido bajo arresto provisorio tiene por objeto impedir que, reclamada la detención sin prueba alguna, esa situación se prolongue más allá del plazo fijado si el Estado requirente no presenta antecedentes bastantes para justificar su pedido.La excepción planteada de una supuesta orfandad probatoria en que se sustentaría el pedido de extradición constituyen defensas de fondo ajenas por su naturaleza al proceso de extradición y que la defensa debe promover en el Estado requirente, ante el juez de la causa. 


    M., C. María s/ Extradición


    M. 2608, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Peiddo de extradición. Revocación de sentencia. 


    El razonamiento que supone que el analisis de la opción del nacional tiene preeminencia por sobre las exigencias del artículo 5 del tratado aplicable (Convención sobre Extradición suscripta en la Ciudad de Montevideo en el año 1933) es errónea. Ello surge claro de los principios que se infieren de los instrumentos internacionales y de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), por lo que corresponde principiar por el análisis del cumplimiento de los requisitos formales. Tanto el tratado aplicable como la ley 24.767 exigen una relación precisa de los hechos como una de las condiciones del pedido formal de extradición (artículos 5.b y 13.a, respectivamente). Es decir, que el cumplimiento de este requisito -y de los que concurren con él- hace directamente a la admisibilidad del pedido de extradición, y de alli que, obvia consecuencia, su ausencia determina el rechazo de la extradición y la imposibilidad de su reiteración (articulo 12 del tratado y 37 de la ley 24.767), ya que el objeto del juicio de extradición se centra específicamente en la verificación -además de la identidad del requerido- del correcto cumplimiento de los requisitos formales previstos en la ley o en el instrumento internacional que rija la ayuda. 


    S., José Luis s/ Arresto preventivo


    S. 774, XLI, 31 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pedido de extradición. Oposición a la extradición. 


    Si las dudas argüidas por el juez respecto de la admisibilidad del compromiso asumido anteriormente por el fiscal norteamericano no subsisten ya, por lo que caen las razones que pudieron sustentar el rechazo de la extradición, corresponde revocar la sentencia y conceder la extradición.


    S., Kurt Frederick s/ Homicidio


    S. 713, XLI, 30 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pedido de extradición. 


    Doble incriminación.


    El proceso de extradición no es un juicio en sentido estricto puesto que su función no es expedirse sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona por los hechos que se lo requiere, sino constatar si se cumplen en la especie las condiciones legales o convencionales para hacer lugar a la pretensión del Estado requirente de que la persona le sea entregada. En este marco, el requisito de la doble punibilidad tiene por objeto verificar si el delito motivo del requerimiento tiene su correlato en nuestra legislación; es decir, si en el supuesto de que los hechos hubiesen ocurrido en jurisdicción nacional, nuestro orden jurídico hubiese procedido penalmente contra ese individuo. Ello es así porque resultaría irrazonable que el Estado argentino admita la persecución penal de una persona en condiciones que él no considera susceptibles de criminalizar. 


    S., Mauricio Sergio s/ Extradición


    S. 2102, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Facultades del Estado requerido. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 


    Compromiso del Estado requirente a computar el tiempo de detención sufrido durante el proceso extraditorio.


    No se verifica el requisito de la doble incriminación cuando el delito de evasión, según el ordenamiento del Estado requirente, no contempla como constitutivo del tipo que se haya ejercido fuerza en las cosas o violencia en las personas. Es un principio general de la extradición que en el procedimiento a que están sometidas las solicitudes de extrañamiento no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables Queda, entonces, fuera del proceso de extradición un gran número de agravios -que la Corte denomina "cuestiones de fondo" o "defensas de fondo"- los cuales, por su naturaleza, deben ser ventilados ante los tribunales del Estado requirente. En esta categoría quedan incluidas las cuestiones relacionadas con supuestas nulidades y la admisibilidad de las prueba en el proceso que se le siguiera al extraditable en el país requirente. 


    A., Erez s/ Extradición


    A. 536, XLI, 01 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Cooperación internacional. Tratados internacionales. Pacta sunt servanda. 


    Imposibilidad de imponer recaudos no previstos en el tratado de extradición.


    En el proceso de extradición no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables. Las demás cuestiones deben ser ventiladas ante los tribunales del Estado requirente por constituir defensas de fondo, ajenas a la competencia de los tribunales del Estado requerido. Sin perjuicio de la regla de subsidiariedad expresada en el artículo 2 de la ley de Cooperación Internacional en Materia Penal para aquello que no disponga en especial el Tratado que rija la ayuda, la normativa interna -ley 24.767- no puede agregar requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanda y las reglas de interpretación fijadas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados en los artículos 26, 31 y 32 -Iey 19865-. 


    C., Ramón s/ Extradición


    C. 2111, XLI, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de apelación (procesal). Garantías procesales. Debido proceso. Derecho de defensa. Nulidad. 


    Reglas de admisibilidad de la extradición.


    Si la defensa ha omitido en el memorial de agravios toda referencia a los argumentos esgrimidos por la sentencia para conceder la extradición, y ha presentado ante la Corte una copia idéntica de un escritoglosado con anterioridad a la sentencia de extradición, esta circunstancia alcanza, de por sí, para rechazar el recurso impetrado. Sin embargo, y dada la amplitud de conocimiento que otorga a la Corte el recurso en materia de extradición, esto es, el recurso ordinario de apelación, cabe considerar la cuestión planteada respecto del regimen aplicado al proceso extraditorio, sin perjuicio de los defectos que pudiera ostentar la presentación defensista. Basta con un somero recorrido por el material normativo, esto es, la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, la Convención Interamericana sobre Extradición de Montevideo de 1933 s y la Ley de Politica Migratoria Argentina para advertir que la Convención impone las reglas de admisibilidad de la extradición, la ley 24.767 regula, en subsidio, todo lo que la primera no establece y la ley 25.871 la expulsión de extranjeros por violación de las normas concernientes a la admisión, ingreso, permanencia y egreso del país. Si el magistrado interviniente no ajustó su proceder a las reglas establecidas en la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, y este apartamiento del procedimiento establecido expresamente por la ley de Cooperación Internacional en Materia Penal constituye un agravio insoslayable al derecho de defensa, toda vez que no se gozó de las garantías que brinda el contradictorio, cabe secundar el pedido de nulidad impetrado por la defensa, ya que la Constitución Nacional impone al Ministerio Público de defender la legalidad del proceso, más allá de la responsabilidad de representar al estado extranjero, la que no se encuentra menoscabada ya que, en todo caso, éste cuenta con la  posibilidad de tutela directa merced al articulo 25 segundo párrafo de la ley 24.767.


    B. P., Luis Alejandro y otro s/ Extradición


    B. 2113, XLI, 21 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Estupefacientes. Competencia. Jurisdicción nacional. Recurso extraordinario federal. Agravio extemporáneo. 


    Decisión correspondiente al Poder Ejecutivo.


    Si uno de los agravios no fue puesto a consideración del a quo en el momento procesal oportuno (esto es, la audiencia de debate) y recién fue introducido en la instancia ante la Corte, contrariando la actitud asumida en la audiencia de debate, cuando la defensa expresamente manifestó que no tenía objeción que formular, ese agravio merece el rechazo por su planteo extemporáneo y contradictorio con la conducta anterior del recurrente. Si el argumento que intenta la defensa es el de la competencia argentina en razón de la nacionalidad del imputado, no existe asidero legal para promoverla, al menos en el estado actual de la legislación argentina. Por otra parte, inferir de la premisa de que por ser argentino el requerido, el estupefaciente habría sido exportado desde nuestro país, es a todas luces un salto lógico inválido. Y si a ello se suma que el nombrado tendría residencia en otro país, la hipótesis de la competencia argentina sobre los hechos parece insostenible. 


    K. T., Omar s/ Extradición


    K. 258, XLI, 22 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario federal. 


    Sentencia que descarta o rechaza la reanudación del proceso de extradición.


    Si bien la Corte ha sostenido que el carácter de definitivo de una sentencia en relación a un recurso ordinario es más restrictivo que en el supuesto del artículo 14 de la ley 48, cabe equiparar a definitivo el pronunciamiento apelado si en él se desecha la reanudación del proceso de extradición. El recurso ordinario de apelación previsto por decreto-ley 1285/58 procede contra la sentencia que ponga fin al juicio o impida su continuación.La sentencia denegatoria de la extradición no impide que se reabra la instancia con nuevos documentos y nuevas pruebas, si el rechazo se fundó en el defecto o insuficiencia de las piezas presentadas. Si se rechaza una extradición porque se considera que el Estado requirente no es el competente para juzgarlo, nada impide que el otro Estado que se considere competente, reitere el pedido de extradición. 


    D. H. C., Maximiliano s/ Detención preventiva con miras a extradición


    D. 1095, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tiempo de detención. Derecho extranjero. Cooperación internacional. 


    Doble subsunción.


    Si del pedido formal de extradición no surge que el extraditable haya ejercido violencia alguna para sustraerse a su detención sino que sólo se limitó a no retornar luego de un permiso de libertad provisoria, la doble subsunción no se verifica en virtud del artículo 280 del Código Penal, por cuanto es impune quien se evade de la prisión en que se encuentra, siempre que no ejerza violencia o fuerza en las cosas, En un pedido de extradición regido por la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (ley 24767) casos de extradición de condenados, el pedido formal debe contener los siguientes recaudos: a) testimonio o fotocopia autenticada de la sentencia judicial que impuso la condena; b) atestación de que dicha condena no se dictó en rebeldía y se encuentra firme; c) información acerca del cómputo de la pena que resta ser cumplida; d) explicación de las razones por las cuales la pena no se encuentra extinguida.


    M., Ben Ivgy s/ Extradición


    M. 589, XLI, 22 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Fraude a la Administración Pública


    Prescripción de la acción penal. Sobreseimiento. Recurso extraordinario federal. Queja por recurso denegado. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia no firme. Insuficiencia del agravio. Desistimiento del recurso. 


    Si el recurrente no ha realizado una crítica exhaustiva de los puntuales fundamentos del auto denegatorio, dicha circunstancia priva a la queja del debido fundamento tendiente a demostrar su procedencia. Uno de los requisitos a los que el artículo 14 de la ley 48 condiciona la admisibilidad formal del recurso extraordinario, es que haya sido interpuesto contra sentencias definitivas, es decir, con respecto a aquellas decisiones que dirimen controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación. En ese orden de ideas, los pronunciamientos cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido al proceso penal no reúnen, por regla, esa calidad, requisito éste del que no cabe prescindir aunque se invoque lesión a garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad.


    G., Carlos Alfredo y otros s/ Defraudación contra una administración pública - causa N° 2.023/99


    G. 1825, XLI, 09 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Planteo de prescripción con posterioridad a la interposición del recurso extraordinario. Suspensión del pronunciamiento.


    Si en el caso hubo un nuevo planteo de prescripción con posterioridad a la presentación del remedio federal, encontrándose limitada la jurisdicción extraordinaria por los temas introducidos en la oportunidad prevista en el artículo 14 de la ley 48, y en atención al carácter final de sus fallos, corresponde que la Corte suspenda el pronunciamiento, a resultas de la decisión que se adopte en relación ese nuevo reclamo de la defensa.


    G., Carlos Alfredo s/ Defraudación contra la administración pública - causa N° 2.023/9


    G. 1863, XLI, 09 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hábeas corpus


    Investigación inconclusa. Fundamentación de sentencias. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. 


    Según la doctrina del Tribunal, la acción de habeas corpus exige el agotamiento de las diligencias necesarias para hacer efectiva su finalidad, y aunque el alcance que deba tener en cada caso la investigación constituye una cuestión en principio ajena a la instancia extraordinaria, corresponde que la Corte intervenga para resguardar la vigencia del instituto cuando la adopción de un criterio determinado puede llegar a frustrar su esencia. La Corte ha establecido que en los procedimientos de hábeas corpus, debido a su estrecha vinculación con grave materia constitucional y esenciales derechos de las personas, aparece especialmente inexcusable la obligación de los jueces de fundar sus decisiones, para que los ciudadanos puedan sentirse mejor juzgados, para contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura y, desde un punto de vista técnico, para que quede documentado que el fallo es derivación razonada del derecho vigente a la luz de las constancias de la causa y no producto de la individual voluntad del juez.


    V., Blanca Estela s/ Hábeas corpus -Causa N° 45.996-


    V. 1287, XL, 30 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Hábeas corpus colectivo


    Condiciones de detención. Recurso extraordinario local. Procedencia del recurso. Superior Tribunal de Justicia. 


    Si bien la Corte tiene establecido que lo relativo a la procedencia o improcedencia de recursos locales constituye, por regla, materia ajena al recurso extraordinario, cabe hacer excepción a tal premisa cuando lo decidido clausura una vía apta para el reconocimiento de los derechos constitucionales invocados por el apelante. Según la doctrina de la Corte, todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se suscitan cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, pues los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprenden puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales y los tratados internacionales, por lo que cabe concluir que las decisiones que son idóneas para ser resueltas por la Corte Nacional no pueden ser excluidas, bajo pretexto de recaudos formales, del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincial. Si al reglamentarse el habeas corpus se ha previsto la manera de asegurar el acceso al máximo tribunal de la Nación, como último intérprete y salvaguarda de las garantías constitucionales, tanto más corresponde que el superior tribunal de la provincia atienda estos casos cuando, además, la acción instaurada se dirige a corregir el modo y las condiciones en que el que se cumplen las detenciones dispuestas por autoridades locales. El habeas corpus, como instituto para el amparo de las garantías reconocidas en el artículo 18 de la Constitución Nacional, ha sido receptado por el ordenamiento local, previendo el legislador provincial expresamente la impugnabilidad de las decisiones denegatorias.


    Defensor General del departamento judicial de La Plata s/ Recurso de Casación -Causa nº 90.082-


    D. 744, XL, 27 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Homicidio


    Doctrina de la arbitrariedad. Doble instancia. Preclusión. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    Las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa, en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan, en principio no justifican la apertura de la instancia extraordinaria.No se vislumbra arbitrariedad en lo decidido y, por ende, tampoco afectación de garantía constitucional alguna, si la impugnación que se pretende introducir resulta extemporánea desde todo punto de vista, puesto que no puede alegarse indefensión si el imputado estuvo asistido durante todo el proceso e incluso en el debate, y, además, cuando manifestó la revocación de la defensa técnica, inmediatamente se le proveyó una nueva asistencia mediante el defensor público. Sin perjuicio que la oportunidad de recurrir a una segunda instancia en el proceso penal refuerza la protección en contra del error judicial,  dar la razón al recurrente en un caso semejante, conduciría al absurdo de sostener que la firmeza de los actos jurisdiccionales tan sólo estaría sujeta a que la parte invoque indefensión técnica luego de los plazos procesales establecidos. En el mismo sentido, ha de considerarse que el imputado, también tuvo la posibilidad de apelar de forma in pauperis, pues fue notificado personalmente con la lectura de la condena, y la decisión de acudir a la instancia superior es de índole personal, de su estricta incumbencia, más allá de que la fundamentación del reclamo es técnica.


    V., Leonardo Ismael s/ Homicidio simple en grado de tentativa


    V. 658, XL, 08 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Omisión de prestar auxilio


    Sentencia condenatoria. Recurso de casación. Improcedencia del recurso. Notificación personal. Prescripción. 


    Ley 25.990.


    La notificación personal resulta un requisito indispensable toda vez que la posibilidad de obtener un pronunciamiento judicial que permita variar la condena impuesta a través de recursos procesales, constituye una facultad que es propia y no una potestad del defensor, por lo que debe darse cumplimiento a todo recaudo que garantice plenamente el derecho de defensa. Tiene dicho la Corte que la prescripción puede ser declarada de oficio en cualquier instancia del proceso penal, por tratarse de institución de orden público que se produce de pleno derecho por el mero transcurso de plazo pertinente. Con posterioridad al fallo se sancionó la Ley 25.990 que modificó los párrafos cuarto y quinto del artículo 67 del Código Penal, cuya aplicación al caso procede como consecuencia de lo dispuesto en los articulas 2 del mismo texto legal; 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyo rango constitucional ha sido consagrado en el artículo 75, inciso 220 de nuestra Norma Fundamental. La citada ley sustituyó precisamente, la expresión "secuela de juicio" por una enunciación taxativa de los actos procesales que producen la prescripción, entre los que se encuentran el primer llamado efectuado a una persona para recibirle declaración indagatoria por el delito investigado y el requerimiento acusatorio de apertura o elevación a juicio. Más allá de no precisar el a qua cuáles son las otras actividades procesales que, a su juicio, permitirían considerar vigente la acción, en la medida que la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes al recurso extraordinario se habría operado en el sub júdice la prescripción de la acción penal, toda vez que tal como se advirtió al interponer recurso de casación, entre aquellos actos que enuncia la nueva legislación transcurrió un plazo superior al que exige el artículo 62, inciso 5° del  Código Penal, para tener por operada la prescripción.


    D. C., Marta Eugenia y D. L. V., Blanca Miriam s/ Abandono de persona seguida de muerte


    D. 1215, XLI, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Orden de detención


    Defectos del procedimiento. Error judicial. Cese de la detención. Sentencia arbitraria. 


    Las apreciaciones del a quo en orden a la actuación de los magistrados intervinientes en el proceso posterior a la detención del actor, sin analizar debidamente los argumentos que éste expresó cuando apeló, sobre las irregularidades en torno al procedimiento que precedió a la captura, no obstante tratarse de un tema necesario para establecer si había mediado inejecución de las obligaciones a su cargo en los términos del art. 1112 del Código Civil, configura una causal suficiente para invalidar lo resuelto. Resultaba menester examinar si en la orden de captura se habían consignado todos los datos que obraban en poder de la magistrada para facilitar la identificación del individuo y evaluar, de ese modo, la corrección o regularidad de la detención, puesto que tal circunstancia, en su caso, habría determinado eventualmente la responsabilidad del Estado. 


    Mollard, Carlos Alberto c/ Estado Nacional y otro


    M. 3684, XXXVIII, 22 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Patrocinante


    Negligencia. Recurso de casación. Sentencia condenatoria. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    Si bien lo vinculado con los requisitos que debe reunir la apelación ante los tribunales de la causa constituye una cuestión, por regla y atento su naturaleza procesal, ajena a la instancia extraordinaria federal es aplicable la excepción a tal principio que determina que aquella resulta procedente cuando media un apartamiento de las constancias del juicio, o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio. Ello es asi, toda vez que de acuerdo con las constancias del proceso y sin perjuicio de lo que se resuelva sobre el fondo del asunto, el temperamento adoptado para desestimar los recursos locales del defensor oficial no aparece suficientemente razonado con relación a las especiales características del caso, al sustentarse en el incumplimiento de un recaudo formal no imputable al encausado, sin atender su expresa intención de revisar la condena en la instancia casatoria. 


    E., José Humberto s/ Recurso de casación


    E. 251, XL, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Pedido de extradición


    Convenios de cooperación. Garantías procesales. Proceso judicial. Cosa juzgada. Revocación de sentencia. 


    Cuando el instrumento internacional impone como límite a la extradición que el delito por el que se lo requiere no haya sido juzgado ("penado”), está haciendo referencia a un eventual juzgamiento en el país requerido o, en su caso, en un tercer Estado ajeno a la relación bilateral suscitada por esa extradición, pero no a los juicios en el Estado requirente. Los procesos de extradición se rigen por los requisitos y condiciones previstas en los instrumentos bilaterales que vinculan a ambas partes, motivo por el cual no es posible agregar otras condiciones previstas en el orden normativo interno, so pena de violar el principio de pacta sunt servanda, expresamente contemplado en el artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Sin embargo la invocación del inciso "d" del artículo 8  de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal resulta atendible puesto que se receptan en él principios del ius cogens protectorios de las personas y, por ende, válidamente invocables como limitativos de la extradición. La extradición no es un proceso en sentido propio; con él se busca conciliar dos intereses contrapuestos: de un lado, el común a todos los Estados de que los delincuentes sean juzgados, y eventualmente castigados por el país a cuya jurisdicción corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictuosos y del otro, el del sujeto requerido a que tal solicitud sea rehusada. Es por ello que los convenios y leyes de extradición deben ser entendidos tanto como instrumentos de cooperación judicial destinados a reglar  las relaciones entre los Estados en la materia, como garantías sustanciales de que una persona no será entregada sino en los casos y bajo las condiciones fijadas en el tratado o la ley, con respecto a sus derechos humanos fundamentales. El procedimiento de extradición no implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo reclamado, en los hechos que dan lugar al reclamo. De otra manera la República Argentina estaría ejerciendo jurisdicción en ámbitos territoriales ajenos a su potestad intentando imponer  sus decisiones a tribunales de otros países. Es que salvo que la nación que solicita el extrañamiento no sea respetuosa del derecho internacional de los derechos humanos, la Argentina tiene el deber -salvo prueba fehaciente- de suponer que ella "aplicará con justicia la ley de la tierra. Este es el motivo por el cual, en la extradición, los agravios se circunscriben únicamente a aquellos que impliquen la verificación de la identidad del requerido y el cumplimiento de los requisitos formales contemplados en los tratados. Cualquier otra cuestión debe plantearse  en el tribunal del país que lo requiere, que es donde mejor encontrará el imputado una adecuada y más elaborada  respuesta a sus pretensiones.


    
      W., Levy Ilan s/ Extradición

      

    


    



    W. 129, XL, 22 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Observancia de tratados internacionales. Confirmación de sentencia. 


    Requisitos de admisibilidad de la extradición.


    Siendo que el caso se rige por las disposiciones contenidas en el tratado celebrado con los Estados Unidos de Norteamérica (cfr. ley 25126), cabe recordar en este sentido que no es requisito convencional que la conducta delictiva deba tener una fijación temporo-espacial delimitada en un día, hora y domicilio específico, sino que es suficiente su ubicación en un lapso y en un lugar, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso. Si se cumplió con el deber de informar los hechos por los que se requiere la extradición y la supuesta participación que le corresponde al encausado en ellos, siguiendo así el criterio conforme al cual alcanza con delimitar las circunstancias temporales y territoriales necesarias para que el requerido tenga certidumbre en cuanto a los hechos por los que se solicita su extrañamiento y respecto de los cuales habrá de ejercer su defensa en el proceso que se sigue en su contra en el Estado requirente.


    L., James Douglas s/ Solicitud detención preventiva con fines de extradición


    L. 1352, XLI, 30 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Prescripción de la acción penal


    Interrupción de la prescripción de la acción penal. Retroactividad de la ley. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Debido proceso. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. 


    Tiene dicho la Corte que la prescripción es una institución de orden público, razón por las cual debe ser declarada de oficio, pues se produce de pleno derecho por el solo trascurso del plazo pertinente. También ha reconocido la relación entre “duración razonable del proceso” y “prescripción de la acción penal” al sostener que el derecho del imputado a que se ponga fin a la situación de indefinición que supone el enjuiciamiento penal puede encontrar tutela en la declaración de existencia de esa excepción. La reciente sanción de la Ley 25.990, modificó los párrafos cuarto y quinto del artículo 67 de Código Penal, cuya aplicación al caso procede como consecuencia de lo dispuesto en los artículos 2 del mismo cuerpo legal; 9 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


    Banco Central de la República Argentina s/ Denuncia c/ B., Omar Luis y otros – incidente de excepción de previo y especial pronunciamiento ante la extinción de la acción penal por prescripción (Expediente 5-B-86)


    B. 123, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario federal. Admisibilidad del recurso. Control de constitucionalidad. Cuestión abstracta. 


    Las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal no reúnen, por regla, el requisito de sentencia definitiva, en los términos del Artículo 14 de Ley 48, aunque se aleguen garantías constitucionales o la existencia de arbitrariedad. Esto es lo que ocurre con las resoluciones que rechazan la prescripción de la acción penal, en tanto no ponen fin al pleito ni impiden su prosecución, pudiendo ser invocada nuevamente en otros estadios procesales. Bien puede hacerse una excepción a este principio en los casos en los que se verifique una prolongación injustificada del proceso, aunque dicha circunstancia no es verificable en autos. Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. 


    K., Víctor J. s/ Su queja en autos nº 5.163


    K. 271, XL, 20 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado. 


    Cuando se encuentra pendiente de resolución una cuestión de orden público como es la prescripción de la acción penal, corresponde que se suspenda el trámite de la presente queja a las resultas de esa decisión, y eventualmente se corra nueva vista.


    A., Carlos y S., Aldo s/ Artículo 174, inciso 5° en grado de tentativa y Artículo 282 del Código Penal -causa N° 74986-


    A. 1379, XL, 04 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Prisión preventiva


    Prórroga de la prisión preventiva. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Denegatoria del recurso. 


    Particularidades de la causa.


    El plazo establecido por el artículo 1° de la ley 24390 -modificada por la ley 25430- no es de aplicación automática, sino que debe interpretarse en conjunción con el "plazo razonable" del que habla la Convención Americana sobre Derechos Humanos y según lo interpretan los tribunales internacionales. Si la recurrente no logra poner en evidencia que la duración del proceso esté directamente originada en una morosidad injustificada de la actividad procesal del juzgado, sino que, por el contrario, más bien pareció estar motivada en la difícil y compleja instrucción de la causa, la naturaleza del hecho investigado, el número y la índole de las personas involucradas, es decir, por razones por las cuales la misma ley admite una prórroga de la prisión preventiva, y la objetiva valoración de las características del ilícito atribuido, de la modalidad empleada para su perpetración, y del concreto pedido de pena del fiscal, revelan que el plazo de encarcelamiento preventivo en el caso no aparecería como irrazonable, cabe concluir que su prórroga no sería producto de un obrar arbitrario.


    B., Carlos Alberto s/ Incidente de cese de prisión preventiva en autos: "R., Jesús Alberto y otro s/ Secuestro extorsivo"


    R. 1968, XL, 12 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Contrabando. Allanamiento. Orden de allanamiento. Inviolabilidad del domicilio. Cuestiones de hecho y prueba. Ley penal más benigna. 


    Si el agravio que da base al recurso extraordinario federal no genera una controversia acerca de la interpretación o alcance de la garantía de inviolabilidad del domicilio, sino que remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, cabe recordar que dichas cuestiones son ajenas a la instancia de excepción, máxime si el planteo constituye una reiteración del ya propuesto en la instancia anterior, sin que se demuestre la presencia de un supuesto de arbitrariedad que apareje la descalificación de la sentencia como acto judicial válido. Si de las constancias de la causa surge que los registros practicados de la causa no fueron producto de la ligereza del juez que los ordenó, ni tampoco resultado de un abuso de sus facultades persecutorias por la amplitud de la medida, o por no tener una causa suficiente, o por poner en peligro bienes jurídicos bajo pretexto de un celo investigativo, o por importunar a inocentes para descubrir culpables.


    F., Daniel s/ Averiguación de contrabando


    F. 1250, XL, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Unificación de penas. Sentencia no firme. Existencia de otras vías. Denegatoria del recurso. 


    El fallo que se impugna no reviste el carácter de definitivo a los fines del artículo 14 de la ley 48, ya que no pone fin a la cuestión, ni impide un nuevo pronunciamiento de los jueces de grado. Esto porque la decisión no contiene un juicio sobre la pretensión rescisoria sino un juicio de admisibilidad formal, esto es, sobre si la articulación de la parte se ajusta a los presupuestos procesales que rigen la especie, cuyo carácter taxativo, cabe agregar, es propio de una impugnación dirigida a modificar una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada. El fallo se asienta en la interpretación que el a quo asigna a las normas y disposiciones procesales en juego, cuestiones que por regla son ajenas al conocimiento del Tribunal, y que además condice con la tesitura adoptada por reconocida doctrina en cuanto a que, en sustancia, la revisión en estos casos es un aspecto incidental de la ejecución. 


    D. C., Mario Francisco s/ Causa nº 4.959


    D. 1461, XL, 08 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    AFIP. Acción de nulidad. Defensa en juicio. Extinción de la acción penal. Denegatoria del recurso. 


    Al no demostrarse que el error de la Cámara de Casación posea la relevancia necesaria para descalificar el pronunciamiento con sustento en una doctrina de excepción, el agravio debe ser desestimado. La nulidad por vicios formales exige como presupuesto esencial que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de otro derecho. La sóla aceptación de un plan de facilidades de pago no constituye un efectivo cumplimiento de la obligación, pues todo pago en cuotas se considera parcial hasta que se cumpla íntegramente con lo debido, y ellos sólo ocurrirá cuando la deuda se encuentre definitivamente satisfecha, única oportunidad en la que se podrá considerarse operativo el instituto de extinción de la acción penal.


    C., Raúl Enrique s/ Infracción Artículo 9 de la Ley 24.769


    C. 1069, XXXIX, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de casación


    Homicidio. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios que se sustentan en cuestiones de hecho y derecho procesal son, por regla, de resorte exclusivo de los jueces de la causa y carecen de aptitud para habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48, salvo el supuesto de arbitrariedad de sentencias, de aplicación particularmente restringida, pues no corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio sobre ciertos asuntos. No afecta la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional el hecho de que el acto de individualización se realice por los encargados de la prevención, en la medida en que están facultados legalmente para cumplirlo, máxime si el imputado y sus defensores pudieron controlar aquellos llevados a cabo ante el magistrado instructor y promovieron un amplio interrogatorio sobre el particular durante el juicio. 


    P., Gustavo Gabriel s/ Recurso de casación


    P. 904, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso de queja


    Extradición. Cooperación internacional. Avocación jurisdiccional. Denegatoria del recurso. 


    Dentro del sistema procesal que la ley 24.767 previó para el trámite de extradición -de particular celeridad y propiciando la inmediata intervención de la Corte en la vía recursiva, en miras al mejor resguardo en el cumplimiento de los compromisos internacionales que obligan a la República- no se ha previsto otra forma de intervención de la Corte distinta que la que ejerce en la jurisdicción apelada. Se ha reservado únicamente para el Tribunal la avocación mediando recurso de las partes, esto es, el extraditable y su defensa, el Ministerio Público Fiscal y eventualmente, el propio Estado extranjero. Sabido es que el proceso extraditorio puede transitar por tres etapas: la intermedia, que es la judicial, donde prepondera la guarda de las garantías individuales y la tutela del estricto cumplimiento de la ley y los tratados, a la luz fundamentalmente del artículo 18 de la Constitución Nacional; la primera y última, de carácter administrativo, donde el Poder Ejecutivo ejerce sus facultades políticas, originalmente en cuanto a la conveniencia de dar curso al pedido habilitado o no la instancia judicial, y finalmente haciendo o no lugar a la extradición concedida por el Poder Judicial. En el caso que nos ocupa la tercera y última de estas etapas ya se ha cumplido, perfeccionado y agotado, con el oficio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto dirigido a la Embajada de la potencia requirente en la que comunica que se ha concedido la extradición del imputado, siendo que su traslado queda diferido al momento de que el nombrado cumpla con su condena en el país.  Por ello, no tan sólo ha fenecido la instancia judicial del proceso extraditorio respecto del imputado, sino también la administrativa, donde al pronunciarse el Poder Ejecutivo por la concesión de la Extradición y notificado al país extranjero, ha asumido  en nombre de la República Argentina un compromiso que es ineludible dentro del mutuo respeto que supone el trato con las naciones amigas. 


    D. S., Francisco Javier s/ Presentación en causa D. 1924, L. XXXVIII



    D. 1704, XXXVIII, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas V. 390, L. XXXIX, "Visa Argentina S.A. s/ Infracción ley 22.802 - causa N° 49.830" y D. 626, L. XXXIX, "Disco S.A. Química La Estrella S.A. e Industrias Iberia S.A.I.C. s/ Infracción ley 22.802".


    Proconsumer Asociación Protección Consumidor Del Mercado Común s/ Ley 22.802 c/ V. S.A. de Ahorro para fines determinados


    P. 1990, XXXIX, 28 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Extradición. Fundamentación de sentencias. Interpretación de la ley. Recurso de casación. Doble instancia. Procedencia del recurso. 


    El rechazo del recurso que sólo hace referencia genérica a una supuesta legislación que avalaría la inexistencia de recursos ante la Cámara Nacional de Casación Penal en los procesos de extradición, sin dejar en claro a qué normas concretas se alude, constituye una fundamentación insuficiente y dogmática y, como tal, impugnable sobre la base de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.La Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal nada dice expresamente, mientras que el Código Procesal Penal de la Nación, a pesar de que en él sí se regula el acceso al tribunal de Casación, no contiene ninguna norma que restrinja esa instancia en los procesos de extradición. La exégesis de la ley requiere máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigne no lleve a la pérdida de un derecho o que el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. 


    R., Carlos Alberto s/ Extradición


    R. 1138, XL, 04 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso in forma pauperis. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 598, L. XL, "D., Nicolás Federico s/ Causa N° 5360".


    M., Julio Roberto s / Causa nº 5.471


    M. 1610, XL, 29 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Desistimiento del recurso. 


    Requerimiento de instrucción. Procedimiento de consulta establecido en el art. 348 CPPN. Derogación tácita por el art. 120 CN. y los arts. 1 y 76 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.


    El recurso es improcedente, ya que la desestimación solicitada por el agente fiscal constituye un apartamiento inequívoco de la normativa vigente, concretamente, del precepto contenido en el artículo 180 del Código Procesal Penal de la Nación que no prevé la desestimación de la denuncia para el caso de insuficiencia probatoria. Por consiguiente, puede afirmarse con certeza que aun cuando la Corte declarara que corresponde al Fiscal General ante la cámara practicar el control del requerimiento fiscal que postula la desestimación, la solución del caso no se modificaría en lo sustancial, de modo que el Ministerio Fiscal carece de agravio.


    Unidad 2 del Servicio Penitenciario Federal y otros s/ Recurso de casación


    U. 21, XL, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja a fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada por el señor Fiscal General recurrente.


    B., Samuel Roberto s/ Causa N° 5.586


    B. 150, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Evasión fiscal. Suspensión del proceso judicial. 


    Corresponde ordenar la suspensión del trámite del recurso de queja a las resultas de la decisión que al respecto tomen los jueces de la causa.


    G., Eduardo y otros s/ Infracción Ley 23.771


    G. 2040, XL, 28 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Extradición. Presentación extemporánea. Detención provisoria. Cuestión federal. 


    Las cuestiones planteadas por la defensa remiten al examen de temas tanto de hecho y prueba como de derecho común y procesal, cuya revisión, por su naturaleza, resulta extraña a la instancia extraordinaria. La tardía introducción del pedido de extradición no puede invocarse como una excepción legal contra la entrega, en la medida en que la fijación de un término para el mantenimiento del requerido bajo arresto provisorio tiene por objeto impedir que, reclamada la detención sin prueba alguna, esa situación continue más allá del plazo fijado, si el Estado requirente no presenta antecedentes bastantes para justificar su pedido.


    B. U. V. s/ Detención preventiva con miras de estradición


    B. 424, XL, 02 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al dictamen de la causa M. 1375, L. XXXIX, "M., Silvestre por inf. ley 23.737".


    G., Ricardo Jesús s/ Infracción ley 23.737


    G. 1, XLI, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Homicidio simple. Superior Tribunal de la Causa. Falta de patrocinio letrado. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Si la actividad desempeñada por la profesional que asistió al imputado importó un menoscabo a su derecho de defensa al privarlo de la posibilidad de revisar la condena, pues de confirmarse tal extremo, la invocada extemporaneidad para desestimar el recurso de casación deducido por la defensa oficial que sustituyó a aquélla, podría constituir un excesivo ritualismo al no contemplar esa situación no imputable al encausado. Frente a esa situación, el incumplimiento del recaudo formal por parte del defensor oficial que suplió esa defectuosa asistencia técnica reconocida por el propio tribunal, además de resultar contradictorio, aparece como una exigencia que desconoce lo establecido tanto en las normas internacionales que invoca el recurrente como en la doctrina de la CSJN en el sentido de que el imputado en causa criminal debe contar con la efectiva asistencia letrada.


    M., Andrés s/ Recurso de casación - Homicidio simple


    M. 3150, XL, 25 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Presentación extemporánea. Insuficiencia del agravio. Debido proceso. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Si uno de los agravios fue introducido recién en el memorial ante la Corte, cabe concluir que el mismo ha sido introducido tardíamente y por lo tanto corresponde su rechazo. Por otra parte, si los restantes agravios han sido tratados ampliamente en la sentencia y el memorial de la defensa constituye una simple reedición de los puestos anteriormente a consideración del juzgador, resulta aplicable la doctrina según la cual corresponde el rechazo in limine del recurso si el apelante no se ha hecho cargo de refutar los argumentos del a quo para desestimarlos. Si tanto la extraditable como su defensa se sometieron voluntariamente a un procedimiento, no lo impugnaron e hicieron uso de las posibilidades defensivas que éste les provee, luego de esta actitud, mal puede impugnar la regularidad de un proceso al que voluntariamente se sometió, sólo porque la decisión adoptada por el juez de la causa le ha sido adversa. 


    P., Gamarra Carmen s/ Extradición


    P. 2021, XL, 31 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


    Recusación


    Recusación por enemistad. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Deber de imparcialidad. 


    Según jurisprudencia de la Corte, las decisiones sobre recusación de los jueces resultan, por regla, ajenas a esta instancia extraordinaria, por no tratarse de sentencias definitivas y por versar, en principio, sobre cuestiones de hecho y derecho procesal. Sin embargo, se permite la excepción posible a esa regla, en la medida que lo que se pretende someter a revisión del a quo es la consideración de ciertas situaciones objetivas que permitirían cuestionar la imparcialidad del magistrado federal en un determinado proceso penal incoado contra el recurrente, cuyo inmediato análisis resulta indispensable para la adecuada protección de los derechos constitucionales que se entienden conculcados en la resolución que se impugna, de modo tal que ésta es la oportunidad para decidir dicha cuestión para la adecuada tutela del derecho defensa en juicio del apelante, cuya salvaguarda exige asegurar una inobjetable administración de justicia.


    P., Rubén Alfredo s/ Incidente de recusación al Juez Federal Leopoldo R. G. -Causa Nº 13.670-


    P. 1187, XL, 10 de junio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Resoluciones judiciales


    Libertad. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    La decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa se equipara a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior al afectar un derecho que exige tutela inmediata. Son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso. Este criterio resulta de aplicación más rigurosa aún en supuestos como el presente, en que los agravios se encuentran vinculados a resoluciones que deciden sobre el derecho a permanecer en libertad mientras dure el proceso.


    H., Guillermo Alberto s/ Recurso de Casación


    H. 356, XXXIX, 08 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Robo


    Recurso de casación. Derecho al recurso. Doble instancia. Doctrina de la arbitrariedad. 


    El recurso de casación es una institución jurídica que, en tanto permite la revisión legal por un tribunal superior del fallo y de todos los autos procesales importantes, constituye en principio un instrumento efectivo para poner en práctica el derecho reconocido por el articulo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en tanto no se regule, interprete o aplique con rigor formalista, sino que permita con relativa sencillez al tribunal de casación examinar la validez de la sentencia recurrida en general, así como el respeto debido a los derechos fundamentales del imputado, en especial los de defensa y al debido proceso. El derecho a la doble instancia implica el control de la corrección del fallo tanto material como formal, con la finalidad de remediar la aplicación indebida, la falta de aplicación o errónea interpretación de normas que determinen la parte resolutiva de la sentencia, y de revisar la interpretación de las normas procesales que hubieran influido en la decisión de la causa, cuando hayan producido nulidad insanable o provocado indefensión, así como la interpretación de las normas referentes a la valoración de las pruebas, siempre que hayan conducido a una equivocada aplicación o a la no aplicación de las mismas.Se impone la llamada teoría de la potencialidad o capacidad de rendimiento. Según esta teoría el tribunal de casación tiene competencia (poder en potencia) para revisar y eliminar de la sentencia condenatoria todos aquellos errores cuya comprobación no dependa de la inmediación propia del juicio oral. Así pues, la catalogación de un vicio, con razón o sin ella, como fáctico o jurídico ya no deberá separar lo recurrible de lo irrecurrible, sino que, antes bien, todo error será materia de recurso, salvo lo percibido única y directamente por los jueces de mérito en el juicio oral (así, el contenido y la apreciación de lo declarado en el debate), pero sólo en tanto ese contenido o su fiabilidad no se pueda establecer también por otros medios no alcanzados por la inmediación. Para habilitar la instancia de casación basta con la presentación plausible de todo agravio que razonablemente pueda constituir un error de la decisión que, de ser cierto, debe conducir a la eliminación total o parcial de la resolución. En la fiscalización de tales vicios el tribunal de casación, en lugar de cerrar su competencia alegando defectos formales, debe facilitar la revisión en razón de la ya señalada gravedad de las consecuencias. Así, el tribunal debe aplicar el principio iura novit curia y no debe exigir del recurrente ningún tipo de carga adicional a la de presentar sus agravios en tiempo, forma y modo comprensible. Especialmente no debe requerir (i) la firma obligatoria de letrado, exigencia propia del carácter técnico y restringido tradicional del recurso, (ii) que el recurso se baste a sí mismo, (iii) que tenga una exhaustiva fundamentación autónoma, (iv) ni la expresión separada de cada motivo de agravio, exigencias propias de un recurso extraordinario.


    C., Matías Eugenio y otro s/ Robo simple en grado de tentativa -causa N° 1.681-


    C. 1757, XL, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


     


    Sentencia condenatoria


    Notificación personal. Recurso de casación. Plazos procesales. Presentación extemporánea. Derecho al recurso. 


    La cuestión que pretende someterse a conocimiento consiste en establecer si basta con la sola notificación a la asistencia letrada de los justiciables de la denegación del recurso de casación para que éstos puedan ejercer su derecho a impugnar y, de esa forma, evitar que adquiera firmeza la condena impuesta. La facultad que tiene toda persona condenada por un delito de obtener un nuevo pronunciamiento judicial a través de los recursos procesales existentes, hacen necesario que se tome efectivo conocimiento del rechazo del recurso de casación oportunamente deducido por su letrado particular, pues recién a partir de ese momento cabe computar el plazo que prescribe el artículo 477 del código ritual. Este criterio es el que prevalece en la actualidad, tal como lo demuestran recientes pronunciamientos de la Corte en tal sentido. El carácter técnico-jurídico de los recursos de naturaleza extraordinaria no permite hacer excepción a la regla de la notificación personal que exige el artículo.


    M., Fabián Alejandro y otros s causas N° 741/938/969/1.080/1.180/1.285/1.318


    M. 483, XL, 28 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


    Suspensión del juicio a prueba


    Convención sobre los Derechos del Niño. Derecho a ser oído. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Debido proceso. Defensa en juicio. 


    Medidas alternativas a la pena.


    Si bien la Corte tiene establecido que las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, este criterio admite excepciones cuando la sentencia impugnada implica la restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio. En el recurso de casación la recurrente introdujo razonadamente planteas serios y oportunos en relación con la suspensión de juicio a prueba y su aplicabilidad a la situación especial de los menores de edad que el a quo omitió considerar, pese a que eran susceptibles de incidir en la decisión final a adoptarse. Al haber sido ignorados fundamentos conducentes íntimamente vinculados con la resolución del caso que guardan nexo directo e inmediato con las garantías de defensa en juicio y debido proceso, la sentencia carece de sustento suficiente y, por lo tanto, resulta descalificable como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    R. M., J. L. s/ Causa N° 3.202


    R. 1734, XL, 24 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


     


    Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


    Recurso extraordinario. Cuestión federal. Debido proceso. Derecho de defensa. Recurso de casación. 


    La cuestión federal debe introducirse oportunamente ante los tribunales ordinarios, siendo tardío el pedido de inconstitucionalidad de una norma procesal planteada en el momento de interponer el recurso extraordinario, en tanto al no haber sido sometido a consideración de los jueces de la causa, no puede ser tratado en la instancia de excepción. No corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio sobre situaciones cuya evaluación le es exclusiva a los jueces de la causa, de manera que la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida. En materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen el ejercicio del derecho de defensa, lo que adquiere especial significación en el juicio oral, toda vez que su fundamento especifico radica en la posibilidad de que los jueces tengan directa vivencia de los hechos ocurridos y sobre la base de la inmediación y concentración de los actos procesales, juzgarlos según sus libres convicciones, lo que inexcusablemente impone a los magistrados intervinientes el máximo respeto a las garantías de la defensa en juicio y debido proceso. El único límite legal en el recurso de casación -la apreciación de la prueba-, se adecua a la naturaleza de las cosas, pues es imposible metodológicamente evaluar a posteriori la percepción de los sujetos que conocieron -los juzgadores-; su experiencia fenoménica, la captación psíquica y sensible del experimento, la producción de la prueba en el proceso penal- es irrepetible. Cosa muy diferente es la interpretación y valoración jurídica de esa prueba, pero esto, precisamente, forma parte de lo revisable, bajo la categoría de las conclusiones probatorias arbitrarias.


    L., Ramón Enrique y otros s/ Causa nº 422


    L. 30, XL, 29 de abril de 2005


    Ver Dictamen


     


    Si los magistrados entre los que se planteó el conflicto de competencia se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos. La solución propuesta es la que mejor se compadece con la finalidad tuitiva de la "Convención sobre los Derechos del Niño", que dispone entender el "interés superior del niño", en todas las medidas a tomar concernientes a ellos (artículo 3° del convenio citado y articulo 75. inciso 22, de la Constitución Nacional).


    G., J. E. s/ Su tutela


    COMP. 8, XLI, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo X


    Derecho Tributario y Aduanero


    Acción contencioso administrativa


    Regímenes aduaneros especiales. Suspensión del plazo. Sanciones aduaneras. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Aplicación errónea de la ley. 


    La destinación de importación temporaria constituye un régimen excepcional que permite la introducción y permanencia temporal de mercaderías por un plazo y con una finalidad determinada en el territorio aduanero, beneficiándose su importador con el privilegio de no abonar los tributos correspondientes a una importación regular. Empero, por tratarse de un régimen de privilegio, el Estado sujeta a su beneficiario a la observancia de ciertos requisitos, con el objeto, no sólo de demostrar el cumplimiento de la finalidad por la que había sido concedido, sino también para impedir la desnaturalización del instituto en sí mismo. El importador se compromete a reexportar las mercaderías para consumo al vencimiento del plazo autorizado y en caso de solicitar la suspensión a la Administración Nacional de Aduanas, debe hacerlo con una antelación mínima de un mes al vencimiento de aquél, a condición de que existan motivos fundados para ello. 


    Constructora Andrade Gutierrez S.A. s/ Demanda contenciosa


    C. 628, XXXIX, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Juicios contra el Estado. Impuesto de sellos. Transporte interno. Contratos gratuitos. 


    Inexistencia de ventaja en favor de uno de los intervinientes.


    El objeto del reclamo consiste en determinar si el documento en cuestión, se encuentra sujeto al impuesto de sellos provincial. Para decidir tal cuestión corresponde poner de relieve, en primer lugar, que el documento no fija ventaja alguna para el Estado Nacional concedente, como consecuencia de prestaciones ya efectuadas o que se obliga a realizar, lo cual no condice con la onerosidad que pretender atribuirle la demandada. Ello reviste particular importancia pues, indagado el exacto sentido y alcance del concepto o término “oneroso” empleado por el art. 228 del Código Fiscal (ley 10397, t.o. 2004), se comprueba que no media en el régimen jurídico fiscal aplicable pauta alguna –expresa o tácita- que imponga apartarse de la significación que le viene dada por el derecho privado, circunstancia ésta que, consecuentemente, autoriza su recepción, según lo establece el art. 6° del Código Fiscal. 


    Línea 22 S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L. 1798, XXXVIII, 30 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Hidrocarburos. Impuestos provinciales. Principios tributarios. 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 91, L. XXXVIII, "Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/acción declarativa de inconstitucionalidad -incidente sobre medida cautelar-. Creación de tributos.


    La exigencia del pago previo de lo que constituye el objeto de la discusión -en la forma requerida Código Fiscal como condición para el acceso a la instancia judicial- implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que, en casos como el presente, tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último. La ley de la provincia de Río Negro, modificatoria de la ley de impuesto inmobiliario, vulnera el Régimen Federal de los Hidrocarburos (integrado por la ley 17.319 y demás normas complementarias) en cuanto aquél garantiza la estabilidad tributaria a los titulares de permisos de exploración y concesiones de explotación. En tal sentido, el legislador ha ordenado el pago de los tributos provinciales existentes al momento de adjudicación, pero también ha vedado a las provincias la facultad de gravar a sus titulares con nuevas especies tributarias o aumentar las existentes- salvo las tasas y contribuciones antes mencionadas-, sin perjuicio de lo cual la Provincia de Río Negro ha dictado la ley 3543 a fin de alcanzar con el gravamen supuestos distintos de las previstos en la ley 1622.


    Pionner Natural Resources (Argentina) S.A. s/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P. 341, XXXIX, 09 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Acción meramente declarativa


    Contrato de obra pública. Impuesto sobre los ingresos brutos. Traslación de impuestos. Daño cierto. Facultades tributarias provinciales. Competencia nacional. 


    En cuanto al fondo del asunto, remisión al dictamen de la causa Y. 40, L. XXXV, "Yacilec S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa". Sobre lo dispuesto por el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, remisión al dictamen de la causa C. 30, L. XXXV, “Compañía de Transportes de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Neuquén, Provincia de”.


    El interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, qué gravamen le causa y probar, además, que ello ocurre en el caso concreto. Tal doctrina encuentra su razón de ser en la finalidad de evitar juicios abstractos o meramente académicos y en tanto la intervención de la Corte no puede tener un simple carácter consultivo. En autos, la actora es directamente afectada por las normas locales cuya validez constitucional ha impugnado, sin que la particularidad de que el impuesto se encuentre concebido de modo tal de que su carga económica sea trasladable a terceros obste a tal conclusión. Ningún obstáculo puede válidamente erigirse para negar, a quien resultaría exento del impuesto sobre los ingresos brutos por normas federales, el derecho a impugnar judicialmente la validez de las locales que desconocerían su franquicia y darían sustento a la obligación de pago. 


    Yacylec S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa


    Y. 80, XXXVIII, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Daño cierto. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En cuanto al fondo del asunto, remisión al dictamen de la causa Y. 80, L. XXXVIII, “Yacylec S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    La acción declarativa, dirigida contra una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. Existe una controversia definida, concreta, real y sustancial, que admite remedio específico a través de una decisión de carácter definitivo del tribunal. Las cuestiones en debate no tienen un mero carácter consultivo ni importan una indagación especulativa sino que, antes bien, responden a un caso que busca precaver los efectos de actos en ciernes como lo ha reconocido implícitamente el Tribunal al hacer lugar a la medida cautelar.


    Líneas de Transmisión del Litoral S.A. (lista) c/ Corrientes, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza


    L. 1526, XXXVIII, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Impuesto sobre los ingresos brutos. AFJP. Comisionistas. Principios tributarios. Igualdad tributaria. Ley tributaria. 


    La Corte ha puesto de relieve que debe averiguarse el verdadero sentido y alcance de la ley mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad del legislador, pues sea cual fuere la naturaleza de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que tiene primordialmente en cuenta la finalidad de aquella. Resulta atinente observar que la ley provincial 5636 ha sido sancionada, promulgada y publicada en 1984, esto es, cuando aún no existían las AFJP, creadas recién nueve años más tarde. La actividad de las AFJP, regulada por la ley 24,241, difiere sustancialmente de la desarrollada por los “comisionistas” del Código de Comercio. En efecto, aquellas entidades se encargan tanto de capitalizar individualmente los aportes previsionales como de otorgar las prestaciones y beneficios establecidos por la ley 24.241. 


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa


    N. 165, XXXVII, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Nulidad de la resolución. 


    Remisión al dictamen de la causa N. 196, L. XXXVII, “Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    El art. 199 del Código Fiscal de la Provincia del Neuquén fija una alícuota general del dos por ciento para todas las actividades de comercialización y prestación de servicios, la cual es aplicable a cualquier otra no clasificada en otra parte. A su vez, el art. 202 fija alícuotas superiores a la general, para las específicas actividades allí enumeradas. Ello reviste importancia, pues la realidad de este último precepto indica que ha sido sancionado en 1991, esto es, cuando aún no existían las “administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones”, figura jurídica creada recién dos años más tarde. Es innegable, que la voluntad del legislador provincial, al consagrar la alícuota agravada dentro del mecanismo legal explicitado, sólo estuvo dirigida a diferenciar una única actividad: la desarrollada por las “compañías de capitalización y ahorro” conocidas hasta ese momento, esto es, aquellas reguladas por la ley 22.315 y el decreto 142.277/43, con el objeto de someterlas a una imposición especial, distinta de los restantes contribuyentes. Ratifica este aserto la posterior sanción de la ley provincial 2058, esto es, ya vigente de la ley 24.241. En su art. 8°, pto. II, el legislador distinguió la actividad de las “compañías de capitalización y ahorro”, de las “administradoras de fondos comunes de inversión” y de los “fondos de jubilaciones y pensiones”, a los fines de facultar al Poder Ejecutivo a reducir las alícuotas del impuesto sobre ellas. En tales condiciones, la extensión analógica de los supuestos especiales alcanzados por la alícuota agravada del art. 202 del Código Fiscal, para abarcar también otros que no han sido contemplados en el precepto, se exhibe en pugna con el principio constitucional de legalidad del tributo. Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    N. 179, XXXVII, 19 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Acción de inconstitucionalidad. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Tasa retributiva del servicio de aguas y cloacas brindado por Aguas Argentinas S.A..


    La presente acción de amparo debe seguir con su trámite ante la justicia contencioso administrativo federal, porque conforme surge de los hechos expuestos en la pretensión de inicio -a los que cabe atender a fin de resolver las cuestiones de competencia- el actor solicita, además de la declaración de inconstitucionalidad del artículo 11.8 del Convenio de Privatizaciones de Obras Sanitarias de la Nación, el reajuste de la deuda que mantiene el inmueble de su propiedad en concepto de tasa retributiva derivada del servicio de aguas y cloacas brindado por Aguas Argentinas S.A., materia que, se encuentra vinculada con aspectos que hacen a la interpretación y aplicación del régimen de tarifas vigentes, y con normas que regulan el contrato de concesión celebrado entre el Estado Nacional y la citada empresa, cuestión cuyo conocimiento compete a los jueces en lo contencioso administrativo.


    Nuñez, Roberto c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Amparo


    COMP. 1212, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado


    Impuesto de sellos. Cartas misivas. Aceptación de la oferta. Perfeccionamiento del hecho imponible. Sentencia arbitraria. 


    El thema decidendum estriba en determinar si las notas de aceptación se encuentran alcanzadas por el impuesto de sellos provincial.Al tratarse de un medio epistolar de concertación, resulta aplicable el art. 204 del Código Fiscal, el cual establece que los actos, contratos y operaciones realizados por este medio estarán sujetos al pago del impuesto desde el momento en que se formule la aceptación de la oferta, siempre que se verifiquen cualquiera de las siguientes condiciones: a) sea aceptada por carta, cable, telegrama, fax o cualquier otro medio idóneo que reproduzca totalmente la propuesta o sus enunciaciones o elementos esenciales que permitan determinar el objeto del contrato; b) sea aceptada la propuesta, pedido o presupuestos mediante la firma de su destinatario. En este orden de ideas, la misiva que contiene la aceptación de una oferta que únicamente identifica con su número, fecha de emisión y recepción, no cumple los requisitos y caracteres exigidos por las normas reguladoras para configurar un "instrumento" sujeto al impuesto de sellos. Si bien el número de la oferta, su fecha de emisión y recepción, permitirían eventualmente su individualización, tales elementos son insuficientes para "determinar el objeto del contrato”, en la forma como lo requiere el art. 204 del Código Fiscal. Con la sola misiva de aceptación es imposible requerir de prestación alguna, situación que obliga a recurrir a la correspondiente propuesta, en contravención a lo dispuesto por el art. 202 del Código Fiscal y al apartado 2) del inc. b) del art. 9 de la ley 23.548, los cuales exigen que el "instrumento" gravado revista los caracteres de un título jurídico con el que se pueda exigir el cumplimiento de las obligaciones "sin necesidad de otro documento”.


    Y.P.F. S.A. (Astra C.A.P.S.A.) c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza


    Y. 11, XXXIX, 03 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Ley tributaria


    Traslación de impuestos. Interpretación de normas impositivas. Interpretación literal. 


    Resolución N° 1546/99 ENARGAS. Transporte de gas natural.


    El thema decidendum estriba en determinar si la ley 24.076, el decreto 2457/92 y sus normas complementarias autorizaban a trasladar el IIPyCFEE -durante el período de su vigencia- a las tarifas de transporte. De las normas que regulan la materia se desprende, en primer término, que la licenciataria debe pagar todos los gravámenes que recaen sobre sus "Activos Esenciales", los "Otros Bienes", todo otro activo o su actividad, así como que no goza de exenciones ni estabilidad tributaria alguna. En segundo lugar, la licenciataria solo podrá trasladar aquéllas modificaciones tributarias que alteren su carga fiscal con posterioridad a la “Fecha de Vigencia".Por último, las reglas básicas de la licencia son claras al limitar la alteración de la carga fiscal trasladable únicamente a la originada en la sanción, modificación, derogación o exención de impuestos, tasas o gravámenes nacionales, provinciales o municipales que recaen (i) sobre las tarifas, o (ii) sobre la actividad de prestación del "Servicio Licenciado", excepto las tasas que respondan estrictamente al costo de prestación de servicios y el impuesto a las ganancias, o el que lo reemplace o sustituya. Asiste razón al a quo cuando señala que el IIPyCFEE, aprobado por el título IV de la ley 25.063, grava los "intereses de las deudas" y el "costo financiero de las empresas”, cuando resulten deducibles en el impuesto a las ganancias y se originen en las operaciones enumeradas en su art. 1°. El hecho imponible se perfecciona en el momento en que se produce el pago de los intereses u otro componente del costo financiero de la operación, o cuando se configura alguno de los casos previstos en el sexto párrafo del art. 18 de la ley 20.628 (t.o. en 1997 y sus modificaciones). Por su parle, la base imponible es el monto de esos intereses y del costo financiero pagados (art. 4°, título IV, ley 25.063). Estos elementos son suficientes para negar que el IIPyCFEE recaiga (i) sobre las tarifas, o (ii) sobre la actividad de prestación del "Servicio Licenciado", en las condiciones requeridas por las reglas básicas de la licencia para trasladar su carga. En consecuencia, la inteligencia otorgada por el recurrente a las normas en juego -en cuanto pretende trasladar a sus tarifas "todos los costos impositivos" que no provengan del impuesto a las ganancias, el que lo reemplace o sustituya- no se concilia con el principio, reiteradamente afirmado por el Tribunal, en cuanto a que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de su texto; y que cuando ella no exige esfuerzo en su hermenéutica debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma, máxime cuando las reglas básicas de la licencia son claras, no exigen un esfuerzo de integración con otras disposiciones de igual jerarquía que conforman el ordenamiento jurídico ni plantean conflicto alguno con principios constitucionales. El derecho del concesionario no puede ir más allá de lo que la concesión define y enumera, y que la regla más segura en materia de interpretación de concesiones es la de que toda duda debe ser resuelta en sentido adverso al concesionario, porque nada debe tenerse por concedido sino cuando es dado en términos inequívocos o por implicancia clara, ya que no existen derechos implícitos en la concesión en beneficio del concesionario, la afirmativa necesita ser demostrada, el silencio es negación y la duda es fatal para su derecho.


    Transportadora Gas del Norte S.A. s/ Resolución Nº 1546/99 ENARGAS (Expte. 1914/99)


    T. 511, XXXIX, 16 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario


    Régimen de consolidación de deudas. Crédito por honorarios. Inadmisibilidad del recurso. IVA. Exenciones impositivas. Confirmación de sentencia. 


    En lo que respecta a la inclusión de los honorarios en las normas de consolidación local, el recurso no es admisible toda vez que, si bien éstas adoptaron por adhesión el mismo criterio que el establecido en el orden nacional, ello no altera la naturaleza de derecho público local del régimen instaurado, cuya interpretación y aplicación corresponde a las autoridades provinciales. Máxime, cuando los argumentos de la resolución impugnada no pueden ser tachados de arbitrarios. En ese sentido, basta señalar que el trabajo de los letrados comenzó en 1992 con el inicio de la demanda. De ello se deduce que lo adeudado por el Estado Provincial en concepto de honorarios está consolidado por aplicación de la ley local 4647, que adhiere a la nacional n° 25.144, de orden público. En cuanto a la exclusión del monto del I.V.A., devengado por los honorarios regulados en autos y alcanzados por la consolidación, resulta evidente que los honorarios de autos deben ser consolidados en el régimen de la le


    Ategam S.A. c/ Provincia del Chubut s/ Demanda contencioso administrativa


    A. 929, XXXVII, 12 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    IVA. Inmunidad tributaria del Estado. Entes autárquicos provinciales. Pactos preexistentes. Facultades tributarias. Coparticipación federal. Confirmación de sentencia. 


    La garantía dada por el Gobierno de la Confederación al de la Provincia de Buenos Aires respecto de su Banco, aparece incorporada por los convencionales de 1860 a los arts. 31 y 104 de la Constitución Nacional. Este último dispone, en efecto, que las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno Federal y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación. No asiste razón a la recurrente cuando sostiene que la decisión en crisis vulnera el principio de igualdad ante las cargas públicas consagrado en el art. 16 de la Constitución Nacional, pues la armonía entre el Pacto de San José de Flores del 11 de noviembre de 1859 y aquel principio ha sido un juicio del propio constituyente. Resulta innecesario pronunciarse respecto del rango conferido al régimen de coparticipación en la reforma constitucional de 1994, en tanto el dictado del acto administrativo impugnado es anterior a la modificación de la Carta Magna. 


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ DGI s/ Dirección General Impositiva


    B. 166, XL, 20 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Resoluciones equiparables a definitiva. Ejecución fiscal. Excepción de espera. Excepción de pago parcial. Moratoria impositiva. Facilidades de pago. Interposición de la demanda. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso.


    La Corte tiene reiteradamente dicho que si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48 debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, cabe dejar de lado dicho principio cuando, como ocurre en el presente, lo decidido frustra todo replanteo en un juicio ordinario ulterior. En primer lugar, el pronunciamiento reseñado no se ha apartado de la normativa legal aplicable al caso. En efecto, de las constancias de la causa surge en forma manifiesta que, contrariamente a lo expresado por la apelante, la ejecución fiscal fue promovida con posterioridad a que la demandada se acogiese al plan de facilidades de pago previsto en la Resolución General N° 979/01, hecho éste último que por otra parte, no ha sido negado por la agraviada. 


    Fisco Nacional (AFIP) c/ IRSISA S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    F. 358, XXXVIII, 15 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    AFIP DGA. Tentativa. Contrabando. Personas jurídicas. Sanciones aduaneras. Insuficiencia del agravio. Falta de fundamentación autónoma. Sentencia arbitraria. Improcedencia del recurso.


    Resulta relevante que los letrados apoderados de la querella que la inteligencia asignada por el a quo a las normas federales no implica, tal como lo sugieren, que desaparezcan el delito y la penas previstas en el Código Aduanero para las personas jurídicas. Por el contrario, lo que se desprende de esa interpretación es que resulta factible sancionar al ente ideal, aunque ello se encuentra supeditado a que las personas físicas que actuaron en su representación, hayan sido previamente juzgadas y condenadas en sede judicial por el delito que se les reprocha, atento el carácter accesorio de las penas para cuya aplicación también se faculta a la Aduana, conforme lo tiene establecido la Corte en el fallo. Por lo tanto, en la medida que los recurrentes no se hacen cargo de ese razonamiento, ni aducen nuevos argumentos que puedan conmover el criterio establecido en tales antecedentes, no se alcanza a comprender ni aquéllos demuestran cuál es el perjuicio sufrido en esta etapa del proceso,como consecuencia de la resolución de la Cámara al respecto.Tiene dicho la Corte que una de las características que debe reunir todo gravamen que se intenta subsanar por medio del recurso extraordinario, lo constituye la circunstancia de que se haya alegado un perjuicio concreto y actual, extremo que no se encuentra presente.Igual defecto de fundamentación presenta el remedio federal en cuanto a la supuesta contradicción que se aduce como causal de arbitrariedad, al admitir el a quo, a pesar de la imposibilidad de juzgamiento de un ente ideal, la aplicación de una pena por parte del juez (retiro de la personería jurídica y, en su caso, la cancelación en el Registro Público de Comercio, prevista en el artículo 876, apartado 1, inciso “i”, del Código Aduanero) sin haberle permitido a la persona, ya sea física o jurídica, ejercer los derechos acordados y reconocidos en nuestro procedimiento penal y de raigambre constitucional” que le asiste. En efecto, además de obviar las razones vertidas en el fallo en tal sentido, fundadas en el carácter y naturaleza de esas sanciones que la Corte reconoció, tampoco se llega a advertir el perjuicio que le podría acarrear a la querella la posibilidad de que el ente ideal fuera eventualmente sancionado con las penas que el propio Código Aduanero autoriza al juez a aplicar (art. 1026, inciso a), y que constituye la esencia de su reclamo ante la instancia de la Corte.


    F. M. S.R.L. s/ Recurso extraordinario


    F. 572, XL, 29 de septiembre de 2005


    Ver Dictamen


    Repetición de impuestos


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Declaración de inconstitucionalidad. Confiscatoriedad. Igualdad tributaria. Facultades del Poder Legislativo. Categorización de contribuyentes. Sentencia arbitraria. 


    La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados. Bajo estas premisas, debe desestimarse la tacha de confiscatoriedad efectuada, pues los argumentos en que se sustenta aparecen insuficientes si se advierten las exigencias con que el Tribunal ha rodeado la configuración de ese agravio constitucional. Se ha señalado de manera invariable que para que la confiscatoriedad exista, debe producirse una absorción, por parte del Estado, de una porción sustancial de la renta o el capital, y que el exceso alegado como violación de la propiedad debe resultar de una relación racional estimada entre el valor del bien gravado y el monto del gravamen. Se ha requerido, asimismo, una prueba concluyente a cargo del actor. Por el contrario, tanto el juez de primera instancia como la Cámara se limitaron a cotejar lo efectivamente pagado con aquello que hubiera correspondido de calcularse la gabela sobre la diferencia entre el precio de compra y venta, para concluir así que el tributo era irrazonable y confiscatorio respecto de las utilidades obtenidas, a las que ni siquiera identificaron. De esta manera, al omitir particularizar la relación entre el impuesto pagado y el capital de la empresa, el monto anual de sus ventas o cualquier otro índice de su capacidad económica, el pronunciamiento incurre en una mera afirmación dogmática al tachar de confiscatorio al gravamen, pues la compulsa que ha realizado no trasciende el ámbito infraconstitucional, y sólo podría derivar de ella la mayor o menor bondad o equidad de un sistema por sobre el otro, pero no la demostración de la repugnancia de la solución establecida por el legislador con la cláusula constitucional invocada. Igual suerte merece la pretendida vulneración del principio de igualdad ante las cargas públicas, ya que desde antiguo ha sostenido la Corte que esta garantía importa, en lo relativo a impuestos, establecer que, en condiciones análogas, deberán imponerse gravámenes idénticos a los contribuyentes. Es arraigada doctrina del Tribunal que la norma constitucional de que se trata no excluye la facultad del legislador para establecer distinciones o formar categorías, siempre que tales clasificaciones no revistan el carácter de arbitrarias o estén inspiradas en un propósito manifiesto de hostilidad contra determinadas personas o clases. El legislador no se encuentra compelido a gravar, en idéntica forma, todas aquellas actividades que poseen en común sus márgenes de ganancia fijadas por el Estado, siempre que el criterio de distinción que establezca entre ellas sea razonable o responda a una finalidad económica o social.


    Droguerias del Sud S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Repetición


    D. 1703, XXXVIII, 23 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    IVA. Exenciones impositivas. Impuesto a las ganancias. Cuestión federal. Sociedad anónima. Entidades deportivas. Ánimo de lucro. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Ley 23.871.


    Corresponde señalar que el a quo denegó el recurso extraordinario en lo atinente a la arbitrariedad alegada, sin que la recurrente interpusiera la correspondiente queja. Como consecuencia de ello, se tuvo por acreditado y ha quedado fuera de debate que la actora es una sociedad comercial que persigue fin de lucro.Por lo tanto, no es posible discutir que todas sus prestaciones quedaron alcanzadas por el gravamen, a partir de la generalización del impuesto dispuesta por la Ley 23.871 y resulta inoficioso analizar si las cuotas sociales, el derecho de handicap y el de los invitados constituyen pagos por locaciones o prestaciones de servicios involucradas en el precio de acceso a lugares de entretenimiento o diversión, o si el golf es un “juego”, pues quedarán sujetas al tributo por el art. 3, inc. e), pto. 21, al tratarse de otras prestaciones realizadas a título oneroso y sin relación de dependencia. 


    San Andrés Golf Club S.A. (TF 15327-1) c/ DGI


    S. 145, XL, 15 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XI


    Derechos Humanos


    Terrorismo de Estado


    Reparación económica para familiares de desaparecidos. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Voluntad del legislador. Carácter taxativo. Falta de prueba. 


    Ley 24.411.


    Los medios de prueba detallados en el art. 3 de la ley 24.411, para la acreditación de las situaciones en ella contempladas, constituyen una buena pauta interpretativa para sostener que el legislador sólo tuvo en miras reparar determinados eventos, claramente definidos, los que no se compadecen con las circunstancias de la presente causa. En el mismo sentido, una pauta no menor de interpretación, es la que surge del art. 2° del Anexo 1 del decreto 403/95, que aclara que: “A los efectos del artículo 2° de la ley, se entenderá por grupo paramilitar sólo aquellos que actuaron en la lucha antisubversiva sin identificación de su personal mediante uniformes o credenciales”. Aparece manifiesto que la ley 24.411 ha venido a completar, para otras hipótesis fácticas, el "sistema" normativo existente, con la finalidad de reparar sólo ciertos y determinados eventos ocurridos en un contexto histórico definido, circunstancia que impide tener por verificados en autos los extremos requeridos por ella, sin que esto implique sustituir al legislador, antes bien, se trata de aplicar la norma tal como éste la concibió.


    Sánchez, Dora Cristina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Ley 24.411 (Resol. 381-00)


    S. 61, XXXVIII, 25 de julio de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XII


    Economía y Finanzas


    Accidente de trabajo


    Ley de emergencia económica. Moneda extranjera. Sentencia firme. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    García Prieto, Encarnación c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    G. 139, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    AFIP


    Depósito bancario. Depósito en moneda extranjera. Pesificación. Acción de amparo. Existencia de otras vías. Arbitrariedad o ilegalidad manifiestas. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Fuentes del derecho. 


    Decreto 214/02.


    Inveteradamente ha sostenido el Tribunal que el amparo es un proceso excepcional, utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que, por carencia de otras vías legales aptas, peligra la salvaguarda de derechos fundamentales, y exige para su apertura circunstancias muy particulares caracterizadas por la presencia de arbitrariedad o ilegalidad manifiestas que, ante la ineficacia de los procedimientos ordinarios, originan un daño concreto y grave, sólo eventualmente reparable por esta vía urgente y expeditiva. La Corte especificó que la arbitrariedad o ilegalidad manifiestas a que aluden la ley y la jurisprudencia anterior y posterior a su sanción, requieren que la lesión de los derechos o garantías reconocidos por la Constitución Nacional resulte del acto u omisión de la autoridad pública en forma clara e inequívoca, sin necesidad de un largo y profundo estudio de los hechos, ni de un amplio debate o prueba. 


    Libertad S.A. c/ AFIP s/ Amparo


    L. 77, XL, 08 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Conciliación


    Ley de emergencia económica. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Di Capua, Ricardo Luis c/ Di Capua, Víctor Rodolfo


    D. 345, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Cuota alimentaria


    Divorcio. Ejecución del convenio. Ley de emergencia económica. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Stein Clelia, Julio c/ Elman, José Armando


    S. 424, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Deuda pública provincial


    Pesificación. Acción de inconstitucionalidad. Ley de emergencia económica. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 2181, L. XXXIX, "Galli” y Fallos: 319:2886.


    En cuanto a las condiciones sociales, económicas y legales en las que se adoptó la decisión del Estado Nacional de convertir a pesos las obligaciones provinciales vigentes al 3 de febrero de 2002, denominadas en dólares estadounidenses u otra moneda extranjera, cuya ley aplicable sea solamente la ley argentina, a razón de $ 1,40 por cada dólar estadounidense o su equivalente en otra divisa, las que serán ajustadas por el coeficiente de estabilización de referencia (CER) y devengarán intereses a la tasa del cuatro por ciento anual a partir de aquella fecha, cabe destacar que encuentra su origen en el estado de emergencia pública en todos los órdenes de la vida social declarado por ley del Congreso Nacional, en la cual, con arreglo a lo dispuesto en el art. 76 de la Constitución Nacional, delegó al Poder Ejecutivo Nacional, hasta el 10 de diciembre de 2003 (plazo prorrogado hasta el 31 de diciembre de 2005 por las leyes 25.820 y 25.972), el ejercicio de las facultades en ella establecida.


    Misa, Juana María Luisa y otro c/ Formosa, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    M. 757, XXXVIII, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Ejecución de honorarios


    Ley de emergencia económica. Cosa juzgada. Recurso extraordinario federal. Desestimación del recurso. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Dalvian S.A. s/ Inc. Cas.


    D. 1507, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Lauria, Fernando Mario s/ Schiavoni, Luis Miguel Ángel


    L. 1580, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Ejecución del convenio


    Ley de emergencia económica. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Loffreda, Roberto Carlos c/ A. J. Mendizábal y Compañía S.A. s/ Despido


    L. 98, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Ejecución hipotecaria


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Almeida, Horacio R. C/ Calvelo, Carlos Benigno y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1007, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Balduzzi, Dora A. c/ Rodríguez, Mirta Silvia s/ Ejecución hipotecaria


    B. 1626, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Cheb Terrab, Walter Adrián c/ De Franco, Juan Carlos y otro s/ Ejecución hipotecaria


    C. 2061, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Defilippi, Rafael y otros c/ Scarpati, Carlos y otro s/ Ejecución hipotecaria Ley 24.441


    D. 1206, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Schoneller Kenneth Eric y otros c/ Ammirati Pascual s/ Ejecución hipotecaria


    S. 1675, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Emergencia económica. Pesificación. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Tiene dicho el Tribunal que es arbitrario el fallo que omite tratar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la concreta solución del pleito (en el caso, el debate acerca de la constitucionalidad de la pesificación establecida por el régimen de emergencia), toda vez que tal omisión importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional. El Tribunal también ha establecido, que la prescindencia de la ley vigente, sin dar razón plausible para ello, pese a haber sido invocada por las partes, y haberse pronunciado sobre ella el juez anterior en grado, es uno de los supuestos que configuran la arbitrariedad y el consiguiente ataque al derecho de defensa.


    Empedrado Grande SRL c/ JF 2000 S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    E. 70, XL, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Los pronunciamientos dictados en juicios ejecutivos no constituyen sentencias definitivas, pero cabe hacer excepción a este principio cuando lo resuelto causa un gravamen de imposible reparación ulterior. Tal es lo que ocurre en el sub-lite, toda vez que la postergación del tratamiento de la constitucionalidad de la pesificación establecida por las leyes de emergencia, para el momento de la liquidación, significa -conforme a las normas de procedimiento- diferir la cuestión para una etapa posterior a la subasta. Ello impide, en consecuencia, al deudor conocer el importe que efectivamente debe pagar para cancelar su deuda, a fin de evitar el remate del inmueble hipotecado. La argumentación del juzgador en orden a que es poco lo que aporta la apelante en cuanto al fondo del asunto debatido aparece excesivamente rigurosa dados los términos da la expresión de agravios, de los que se desprende que la accionada formuló la pertinente critica del decisorio, bastante para dar razón a la queja.


    Barrio, Irene Beatriz c/ Sucesión de Laudellno Marcos S.R.L.


    B. 1186, XL, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Emergencia económica


    Fondos de inversión directa. Ley de emergencia económica. Declaración de inconstitucionalidad. 


    El de los fondos comunes de inversión es un negocio especial, complejo y diferente de un contrato de depósito a plazo fijo en una entidad bancaria. Esta inversión implica asumir superiores y especiales riesgos en comparación con otras operaciones más acotadas -como son los depósitos a plazo fijo y a la vista- pues el inversor se encuentra expuesto en mayor medida no sólo a obtener ganancias sino también a tener que soportar pérdidas. La estructura legal de esta inversión, a la que los cuotapartistas acceden libremente, prevé que éstos transfieran la gestión y la administración de los activos a un tercero -la sociedad gerente-, que inviste la representación colectiva de los intereses de los participantes del negocio. Esto implica, por consiguiente, que los copartícipes no puedan accionar en forma separada e individual por cuestiones patrimoniales de los activos del fondo.


    Mata Peña, José Rafael y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    M. 245, XXXIX, 06 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Honorarios


    Régimen de consolidación de deudas. Recurso extraordinario federal. Queja por recurso denegado. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 982, L. XXXIX, “Duce de Conde, Rosa Estela c/ Estado Provincial”. Ley 5.238 de la provincia de Jujuy.


    Miguenz Agraz, Miguel Ángel c/ Estado Nacional


    M. 2215, XL, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Juicio ejecutivo


    Sentencia. Recurso extraordinario local. Coeficiente de estabilización de referencia. Declaración de inconstitucionalidad. Estado de emergencia. 


    Ley 25.713.


    La irrecurribilidad en casación de las sentencias dictadas en juicio ejecutivo, es materia ajena a la instancia federal. La Corte tiene reiteradamente dicho que los aspectos relativos a la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios en el orden provincial, no son regularmente susceptibles de revisión en la instancia del artículo 14 de la Ley 48, y la tacha de arbitrariedad resulta restrictiva a su respecto, en virtud de las facultades locales en materia de organización de sus tribunales y de los procedimientos pertinentes. Con respecto al planteo de inconstitucionalidad de la Ley 25.713, el Tribunal tiene establecido que la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal, es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y, por ello, debe ser considerada como última ratio del orden jurídico, y sólo debe ejercerse si su irrazonabilidad es evidente, o cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable. Teniendo presente la doctrina citada, procede señalar que la ley cuestionada, integra el plexo normativo dictado en el marco de la emergencia pública declarada a partir de enero de 2002. Como se expresó al dictaminar en la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi cl Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución Hipotecaria", no puede pensarse que estas leyes resulten expoliatorias, toda vez que, además de convertir a pesos las obligaciones en moneda extranjera y aplicarles un índice de actualización, prevén también, que si por aplicación de los coeficientes mencionados, el valor resultante de la cosa, bien o prestación, fuera superior o inferior al del momento de pago, cualquiera de las partes puede solicitar un reajuste equitativo del precio.


    Pon, Roberto Agustín c/ Buschiazzo, Miguel Ángel


    P. 255, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Ley de emergencia económica


    Sentencia de trance y remate. Sentencia firme. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Arnedillo, Adriana Noemí c/ Rapacholi y Montero, Roberto Omar y otro


    A. 419, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Bazzoli, Néstor O. c/ La Compañía del Café S.R.L. y otros s/ Ejecutivo


    B. 1344, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Chimenti, Norma y otra c/ Van Geldern S.R.L. y otro


    C. 3408, XLI, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Colominas, Norberto José y otro c/ Mosquera, Nélida María y otros


    C. 992, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Constitucionalidad. Consolidación de deudas. Intereses. Recurso extraordinario federal. Improcedencia del recurso. Presentación extemporánea. 


    Si bien en el sub lite se discute la interpretación de normas federales (Ley 25.344 y decreto 1.116/00) y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que la apelante funda en ellas (art. 14 de la Ley 48), el recurso no puede prosperar. Ello, desde que no parece atendible el planteo de la recurrente acerca de la invalidez constitucional de las mencionadas normas. En efecto, ello es así puesto que, el apelante además de haber introducido dicho agravio recién en la apelación extraordinaria -lo que toma extemporáneo el pedido-, omitió efectuar un planteamiento debidamente fundado en tal sentido. Es dable precisar al respecto que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal es un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerado como la última ratio del ordenamiento jurídico, y que su procedencia requiere que el pedido pertinente tenga un sólido desarrollo argumental y contar con fundamentos de igual carácter. 


    Ojeda, Rubén Osvaldo y otros c/ Estado Nacional


    O. 348, XL, 13 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Galindo, Raquel Carmen c/ Martínez, Celia Mabel s/ Ejecución hipotecaria


    G. 1537, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Moneda extranjera. Reintegro de gastos. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gómez, Carlos Alberto c/ Argencard S.A. y otro s/ Ordinario


    G. 396, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Conciliación. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Hoya, Tomás c/ Casa Jarse S.A.


    H. 12, XXXIX, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Mac Corry, Catalina c/ De Hagen, Luis Antonio y otro


    M. 1077, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Matesta, Domingo c/ Alonso, Amado


    M. 803, XLI, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Agricola Dos Marias S.C.A. c/ Simmermacher, Hugo y Otro s/ Ejecutivo


    A. 2084, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Agropecuaria La Colonia S.A. c/ Riley Sur S.R.L.


    A. 409, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Alfaro, Emilio Federico c/ Pomati, Juan Carlos s/ Ejecucion hipotecaria


    A. 2289, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Allende, Edgardo Jorge y otros c/ ACF Capital S.A.


    A. 134, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Almada, Cristobal c/ Azziper S.A. s/ Ejecutivo


    A. 655, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Abdala, Ricardo Rubén c/ Di Giovanni de Gayoso s/ Ejecución Hipotecaria


    A. 821, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Altman Construcciones S.A. c/ Abramovich Leonardo s/ Ejecución hipotecaria


    A. 1510, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Reconocimiento de deudas. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Obral S.A. y otros s/ Ejecutivo


    A. 2612, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Álvarez, Pedro c/ Gómez Carmen


    A. 1062, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Álvarez Molindi Marta D. c/ Conchesco Álvarez de Zapico Celsa y otro


    A. 1261, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pago por consignación. Acuerdo de mediación. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Álvarez Domínguez, Francisco c/ Camacho, Sandra Veronica


    A. 2372, XL, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Arena, Ricardo Aurelio c/ Repetti, Hugo


    A. 1353, XXXIX, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Cosa juzgada. Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. Recurso de queja (procesal). Desestimación del recurso. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Assalini de Carrano, Hebe Amelia y otro c/ Escribano Oscar


    A. 1557, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Axelrad, Jorge Alberto c/ Kollmann, Roberto


    A. 2022, XL, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Aybar, Luis Alberto c/ Ferrari Carlos Isidoro


    A. 843, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Costas. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    La sentencia se advierte contradictoria en lo atinente a la validez de la consignación, toda vez que establece que corresponde la pesificación a la paridad un dólar estadounidense (u$s 1) = un peso ($ 1), con más el coeficiente de actualización que corresponda al crédito de autos. Sin embargo, hace lugar, sin más, a la consignación intentada sólo por el capital adeudado, pesificado uno a uno, sin determinar cuál es aquel coeficiente, ni, consecuentemente, cuánto deberá depositar el deudor y en qué tiempo, para completar la actualización. En tales condiciones, el importe consignado no es completo ni, consecuentemente, liberatorio. Por lo tanto, la sentencia resulta, en este aspecto, arbitraria. En lo que respecta al recurso del actor, conforme la reiterada jurisprudencia de la Corte, lo atinente a la imposición de costas remite al examen de cuestiones de hecho y derecho procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena -como regla y por su naturaleza- al recurso extraordinario, máxime si la sentencia cuenta con fundamentos suficientes de la misma índole, lo que evita su tacha de arbitraria. A mayor abundamiento, cabe recordar que el Tribunal también tiene dicho que corresponde imponer las costas por su orden, si por las características de la cuestión debatida la demandada pudo creerse con derecho a sostener su posición.


    Azumendi, Luis María c/ Smitd Norberto Saúl


    A. 1576, XL, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Bachur Angélica Z. y otros c/ García M. Cristina s/ Ejecución hipotecaria


    B. 180, XLI, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. Desestimación del recurso. 


    Constitucionalidad y aplicación de la legislación de emergencia (ley 25.561, decreto 214/02, y ley 25.820). Remisión P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria". Remisión S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria", (ítem V a ítem VIII).		


    Banco Surinvest S.A. c/ Carlos Bassi y Compañía S.A.


    B. 2017, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Barmayon, Raúl Norberto c/ Silbermins, Eduardo Roberto


    B. 864, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Mutuo hipotecario. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Barrios, Nélida S. c/ Janon, Roberto y otro s/ Acción declarativa


    B. 1723, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Basile, Tomás y otros c/ López Moreno, Ernesto y otros


    B. 2177, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Bazzoli, Néstor O. c/ La Compañía del Café S.R.L. y otros s/ Ejecutivo


    B. 2429, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Bazzolli Néstor O. c/ La Compañía del Café S.R.L. y otros s/ Ejecutivo


    B. 2830, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Bazzoli Néstor Osvaldo c/ La Compañía del Cafe S.R.L. y otros


    B. 563, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Agarotti S.A. y otros


    B. 2858, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Bergel, Salvador Dario c/ Pifra, Jorge Joaquin s/ Ejecución hipotecaria


    B. 1597, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Beletzky, Carlos Daniel c/ Pitino S.A.


    B. 345, XLI, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Bernier Fernando Mario c/ Mendola Francisco y otros


    B. 1306, XXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Biderman y otro c/ Perrone y González


    B. 2657, XL, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Billone, Raúl Roque c/ Dennis, Brian Christian


    B. 1382, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Blanco Salerno, Alberto José c/ Levy, Elias Alfredo


    B. 865, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Blank, Sara c/ Cristo, Andrea Lorena


    B. 1347, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Cacia, Sandra Elisabeth c/ Gaudiano, Nora Beatriz


    C. 1907, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Canda, Carlos José c/ Credit Agricole Indosuez


    C. 209, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Ejecución del contrato. Compraventa. Incompetencia. Debido proceso. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Los agravios que refieren que la sentencia fue dictada por un tribunal incompetente, y que se han violado las reglas el debido proceso no pueden prosperar en atención a los principios establecidos por reiterada jurisprudencia de la Corte, según los cuales, lo atinente a las facultades de los tribunales provinciales, al alcance de su jurisdicción, y a la forma en que ejercen su ministerio reglado por los preceptos constitucionales y leyes locales, es materia que no puede reverse por la vía federal, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas. El Tribunal tiene dicho asimismo, que las resoluciones que declaran la procedencia o improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales locales, no son susceptibles de revisión por la vía prescripta en el Artículo 14 de la Ley 48.


    Capovila, Elbio c/ Municipalidad de Chajarí s/ Ejecutivo


    C. 3463, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. Desestimación del recurso. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Carabajal Jorge Eduardo c/ Aviv Elias s/ Ejecución hipotecaria


    C. 3589, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Casares, Rosa Luz c/ Peña, Juan Bautista y otro s/ Ejecución hipotecaria


    C. 2541, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Cean Roberto c/ Molinero Escribano Nicolás R. s/ Ejecución hipotecaria


    C. 2201, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Cimbaro, Francisco c/ Cáceres, Patricia M. s/ Ejecución hipotecaria


    C. 2286, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Citibank N.A. c/ García Rey de Pardo, María Cristina


    C. 2039, XXXIX, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Clemente Guelho, Antonio y otro c/ López, Juan s/ Ejecución hipotecaria


    C. 2899, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Constantini Queiroz, Luis c/ Carmañola, Pedro y otro s/ Ejecución hipotecaria


    C. 660, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Cont Ennia, y otro c/ Zuppone, Ángel Jose y otro


    C. 2939, XL, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Mora. Incumplimiento del contrato. Costas. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Recurso extraordinario federal. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Aún admitiendo la definitividad de la sentencia en este punto, la Corte tiene dicho que son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, las que sólo traducen la discrepancia del apelante con el criterio del sentenciador en cuanto a la apreciación de las circunstancias respecto a la conducta de las partes, a la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, a la existencia de factores extraordinarios e imprevisibles en relación con el Artículo 1.198 del Código Civil, por lo que no sustentan la tacha de arbitrariedad articulada. Tampoco puede prosperar el agravio expuesto en el recurso extraordinario relativo a la inaplicabilidad de la Ley 24.441 ya que, además de reiterar asertos ya vertidos en instancias anteriores, insuficientes para rechazar los fundamentos en que se apoya el pronunciamiento recurrido, dicho agravio no es mantenido en la presentación directa, lo que indica que el apelante ha perdido interés en que la cuestión sea tratada. Lo mismo cabe decir acerca de la imposición de costas, pues su impugnación tampoco se mantiene en la queja.


    Corbalan, Norma y otro c/ Abalsamo, Alfredo Daniel


    C. 1574, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Coumet, Juan Carlos c/ Gonzalez, Pablo s/ Ejecución hipotecaria


    C. 3283, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Cuschnir, Fernando Alfredo c/ Ponzone, Norma


    C. 660, XLI, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    David Guillermo Alejandra c/ Cirasgo S.A. s/ Ejecutivo


    D. 1476, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Delgado, Osvaldo y otros c/ Cerizola, Esteban R. y otro


    D. 103, XLI, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Donnantuoni, Aldo Humberto c/ Bedial S.A. s/ Ordinario


    D. 268, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    DYP S.A. Desarrollos y Proyectos S.A. c/ Mariezcurrena, Gabriel


    D. 1195, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Ducasse, Esther Beatriz c/ Tierno, Marta Susana s/ Ejecucion hipotecaria


    D. 1444, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Dunval S.A. c/ Colombo, Beatriz Isabel y otros


    D. 896, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Ebya S.A. y otros c/ Consorcio Industrial Ensenada S.A.


    E. 3, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Elibo SA y Otros c/ Torres Suzarte, Carlos Gustavo y otra


    E. 250, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Emerging Market Fixed LTD c/ Casais, Susana Julia s/ Ejecucion hipotecaria


    E. 254, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Fartuskez, Ernesto c/ Sueiro, Omar Ángel


    F. 139, XLI, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Fernández de Pedro, Herminia c/ Schulman, Nora Susana


    F. 1495, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Ejecución prendaria. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Finalaval S.A. c/ Chanoudie, Martín y otros


    F. 1408, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Fiorruccio, José Luis y otro c/ Pistoia, Jose y otro


    F. 1901, XL, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Foncil S.A. c/ El Tordo S.C.A.


    F. 64, XLI, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gahr, Juan Amadeo c/ Costa, Juan José


    G. 596, XLI, 29 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Galli, Elena c/ Kairuz, Alfredo Fidel


    G. 215, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Galli, Elena c/ Moreno, Elisa s/ Ejecución hipotecaria


    G. 2263, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gamberg de Kantis, Teresa y otros c/ Lafuente, Vicente Mario y otro c/ Ejecución hipotecaria


    G. 1948, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    García, José c/ Motta, Ricardo y otro s/ Ejecutivo


    G. 2793, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gatto, Haydée c/ Defez, Marta Irene


    G. 668, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gayán, Héctor Astolfo c/ Martín, Bondar Rodrigo


    G. 1159, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gerling, Nanci E. c/ Almagro Construcciones S.A.


    G. 751, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Giordano, Juan Carlos y otro c/ Ramos, Rubén César


    G. 2245, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso de queja (procesal). Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Goldes, Juan Carlos y otro c/ Pedraza Viajes y Turismo S.A.


    G. 2845, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gollman, Evelina Mariana c/ Dennis, Brian Christian


    G. 1559, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    González, Eduardo Antonio c/ Falcon, Juan Carlos


    G. 2856, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Derechos adquiridos. Cosa juzgada. Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. Desestimación del recurso. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Grazier, Ariel Norberto c/ Guiraldez, Rosaura


    G. 397, XLI, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Granel, José Alfredo c/ Barranco, María Cristina


    G. 91, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Greve, Oscar Alberto c/ Manrique, Pablo Guillermo


    G. 487, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Corredor inmobiliario. Compraventa. Comisión. Sentencia firme. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Grimolizzi, José c/ Andino Gustavo


    G. 887, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Grunwald, Isidoro c/ Lutufyan Hnos. S.A. y otro s/ Ejecutivo


    G. 25, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Guber, Gustavo Javier c/ Conde Saenz de Valdez, Adriana Gabriela


    G. 1806, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Guedella, Roberto c/ Meneses, José s/ Ejecución hipotecaria


    G. 1561, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Gueler, Edgardo Jorge c/ Saez, Daniel s/ Ejecución hipotecaria


    G. 1212, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Guillen, Alejandra y otros c/ Delor, Julián Eduardo


    G. 1076, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Holzer, Eliana Karina c/ Muñoz Maines Elsabeth s/ Ejecución hipotecaria


    H. 488, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Ingapirca S.A. c/ Los Suris S.R.L. s/ Ejecución especial Ley 24.441


    I. 287, XXXIX, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Inversiones Juan Bautista Alberdi S.R.L. c/ Díaz, Felipe Neri


    I. 146, XLI, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Novación. Mora. Recurso extraordinario federal. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Las críticas de la apelante sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común. En efecto, aún admitiendo la definitividad de la sentencia en estos aspectos, los agravios relativos a la excepción de novación, encuentran suficiente respuesta en las consideraciones de la sentencia, en orden a que si no existe "animus novandi", o si esta intención resulta dudosa, debe concluirse que no hay novación, ya que, conforme al Artículo 812 del Código Civil, primera y segunda parte, ésta no se presume, y es preciso que la voluntad de las partes se manifieste claramente en la nueva convención, o que la existencia de la anterior obligación sea incompatible con la nueva. En cuanto a los agravios relativos a la fecha de la mora, vale recordar que la Corte tiene dicho que son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, las que sólo traducen la discrepancia del apelante con el criterio del sentenciador en cuanto a la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, a la existencia de factores extraordinarios e imprevisibles en relación con el Artículo 1198 del Código Civil, por lo que no sustentan la tacha de arbitrariedad articulada.


    Irala, Ramón Alcides c/ Amabile Cibilis, Graciela


    I. 273, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Excepción de pago. Recurso extraordinario federal. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Aun admitiendo la definitividad de la sentencia el recurso no puede prosperar, toda vez que la queja de la recurrente recibe suficiente respuesta en las consideraciones de la sentencia, en orden a que la excepción de pago debe estar basada en prueba documental suscripta por el acreedor, y surgir su vinculación con la deuda que se ejecuta. También resulta razonable lo expresado por el juzgador acerca de que el pago ofrecido con posterioridad a la deducción de la demanda, sólo puede ser tenido en cuenta en la etapa de liquidación, pero no tiene efectos cancelatorios por el momento. En cuanto a la crítica relativa a la vulneración de la doctrina de los propios actos, porque los acreedores continuaron percibiendo los intereses y no solicitaron la restitución del capital, dicho reproche no alcanza para rebatir los argumentos de la sentencia en el sentido de que no se acreditó mediante prueba documental que el plazo de la devolución del capital hubiera sido contractualmente prorrogado por las partes. Máxime teniendo presente que si se invoca una espera, ésta debe ser inequívoca, estipulada con precisión, debiendo expresar de modo indubitable la voluntad del acreedor de otorgar un plazo para el pago de la deuda de que se trata. El Artículo 597 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, prevé que, en la ejecución hipotecaria, las excepciones de pago total o parcial, quita, espera y remisión, sólo podrán probarse por instrumentos públicos o privados o actuaciones judiciales que deberán presentarse en sus originales, o testimoniadas, al oponerlas.


    Jacob, Diego Ricardo c/ Fetell, Mirna


    J. 20, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Karchescian, Mauricio c/ Rey, Ernesto Carlos s/ Ejecución hipotecaria


    K. 289, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Katz, Leonor c/ Antonio, Griego S.A.


    K. 122, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Keena, Marta Margarita c/ Embassy S.A.C.I.F.


    K. 4, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Kerofix, Martín Seitz S.R.L. c/ García Arrebola Gastón y otro s/ Ordinario


    K. 389, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Kibrick, Mauricio c/ Comparone, Norma Ester


    K. 33, XLI, 28 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Kindsvater, Nelly Beatriz c/ Cooperativa Arroceros Gualeguaychu Limitada


    K. 237, XL, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Cosa juzgada. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Knopfeimacher, Margarita c/ Marasznsky V.


    K. 164, XXXIX, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Kohen de Schwartz, Silvia c/ Fernández, Carlos Benito s/ Ejecución hipotecaria


    K. 210, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Komar, Verta c/ Caloggero de Arcucci


    K. 140, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Krom, Oscar Raúl c/ Capra, Bruno Gualterio César y otro


    K. 118, XLI, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Ejecución del convenio. Reconocimiento de las obligaciones. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Krom, Oscar c/ Samprieto, Norberto y otro s/ Ejecutivo


    K. 382, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Lanera Austral S.A. c/ Sinclair S.A.


    L. 107, XLI, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Lagana Anunciado c/ Mezquita de Labonia s/ Ejecución hipotecaria


    L. 1888, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Costas. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    La imposición de las costas en las instancias ordinarias, es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal.


    Levy, Alberto Luciano c/ Roldan, Hugo Daniel


    L. 440, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Litwak, Moises c/ Eskenazi, León Alberto s/ Ejecutivo


    L. 106, XLI, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Liu Yi Wen o Liu Hsuan Wen c/ Hsiao Fang Chang


    L. 1478, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Logascio, Carlos Albeto c/ Dalvit, Berta Rene


    L. 1505, XL, 21 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    López Eleazar, Eduardo c/ Emitant S.A.


    L. 101, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    López, Alberto Alfredo c/ Samper, Richard Pedro


    L. 1163, XXXIX, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    López, Walter D. c/ Molaguero M. del Carmen y otro s/ Ejecutivo


    L. 1887, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Lovarvo, Víctor Ángel y otra c/ Hamui Jaime Narciso y otra


    L. 141, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Loza de Garraham, Maria c/ Harismendy, Eduardo Jorge


    L. 593, XL, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Lucero, Silvina Elisa c/ Grillo, Isabel Beatriz s/ Ejecución hipotecaria


    L. 660, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Ludovic, Isabel Beatriz c/ Giacoia de Imsen, Susana Inés


    L. 556, XLI, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Luque, Jorge y otros c/ GBH S.A. y otros


    L. 217, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Mutuo. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Maca S.A. c/ Encuadernación Araoz S.A. s/ Ejecutivo


    M. 2817, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Madeira Coelho, Luis Fernando c/ Riguimaral S.C.A.


    M. 2841, XL, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Maida Bertelegni, Vanesa c/ Iglesias Sosa Cordero s/ Ejecución hipotecaria


    M. 3044, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Mammato, Juan c/ Marazzita, Antonio


    M. 21, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Maneyro, Héctor Juan Carlos c/ Iglesias, Elizabeth


    M. 2583, XL, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Manullo, Mario Héctor y otros c/ Luvera, Carmen Rita Asunción


    M. 1241, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Martínez Catro, Marcelino y otros c/ Establecimiento Tala Viejo S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    M. 1770, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Martínez, Graciela y otros c/ Ricciardi, Raúl Elías


    M. 2248, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Meygide, Sandra y otro c/ Castillan S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    M. 1885, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Mindrex S.A c/ Lutufyan, Eduardo y otros s/ Ejecutivo


    M. 3183, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Moche S.A. c/ Asociación Mutual Empleados de Ent. Civ. Monserrat s/ Ejecutivo


    M. 2779, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Montemartini, Mario A. y otros c/ GBH S.A. y otros


    M. 2061, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Morales, Adriana B. c/ Vadell, Eduardo M. s/ Ejecución hipotecaria


    M. 1720, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Morano, Nicolás Alejandro c/ Frías Bosch, Mario


    M. 767, XLI, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Morelli, M. Alejandrina c/ Sevilla, Marcos s/ Ejecutivo


    M. 3214, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Nasute, Ena c/ Acerbo, Enrique Norberto


    N. 304, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Novartis Agrosem SA. c/ Filiberti, Oscar Rodolfo y otro


    N. 136, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Novoa, Leonor Delia c/ Brescia, Arturo Nicolás


    N. 207, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia firme. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Olivieri, Francisco Luis y otro c/ Veira, Yanina Vanesa


    O. 583, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Orecchia, Silvina Andrea c/ Carlovich, Catalina


    O. 66, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Palacio, Luis Alberto c/ ACF Capital S.A.


    P. 1073, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Parolin, Mario Antonio y otros c/ Saquer, Adib


    P. 363, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Parolin, Mario A. y otros c/ Adib Saquer


    P. 370, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Pasinato, Bernardo Demetrio Fiorigi y otros c/ Pérez de Carchio, Luisa Beatriz


    P. 2156, XL, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Patiño Mayer, Rodolfo y otros c/ Prin, Alvaro s/ Ejecución hipotecaria


    P. 1570, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Pawlyk, Olga Ana c/ Pecorino, Alfredo Orlando y otro


    P. 1653, XL, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Ramos, Federico H. c/ Salamone de Bergaglio, Silvia s/ Consignación


    R. 1449, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Rando, Patricia Monica c/ Esposito, Raúl Mateo s/ Ejecutivo


    R. 875, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Rapallini de Sanguineti, Maria Catalina Luisa c/ Worlicek, Guillermo Carlos y otro


    R. 1153, XXXIX, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Mora. Falta de legitimación para obrar. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    En cuanto a los agravios relativos a la fecha de la mora, la Corte tiene dicho que son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, las que sólo traducen la discrepancia del apelante con el criterio del sentenciador en cuanto a la apreciación de las circunstancias respecto a la conducta de las partes, a la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, a la existencia de factores extraordinarios e imprevisibles en relación con el Artículo 1198 del Código Civil, por lo que no sustentan la tacha de arbitrariedad articulada. Tampoco pueden prosperar las criticas referidas a la desestimación de la excepción de falta de legitimación, toda vez que las mismas reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común Sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido. Las críticas del apelante pretenden meramente oponerse a las conclusiones del juzgador a su respecto, que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que, como es obvio, obsta a su admisión.


    Rizzo, Omar Pedro c/ Doublier, Oscar Miguel


    R. 662, XL, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Robles, Carlos c/ Decleva, Claudia s/ Ejecución hipotecaria


    R. 1036, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Rodríguez, Atilano y otro c/ Facciarini, Ciro


    R. 198, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Rodríguez, Haydée c/ Paley, Rodolfo


    R. 610, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Rogers, Eima Narlu c/ Bagnato, Salvador y otro s/ Ejecutivo


    R. 1051, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Ruiz Camauer, Raúl y otro c/ Romero Blanca A. s/ Ejecución hipotecaria


    R. 1093, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Ruiz, José Luis c/ García, Ricardo Marcelo y otro


    R. 1704, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Rzepnikowsky, Lucia c/ Etage S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    R. 2056, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Salas, Antonia y otros c/ Carames, Marcelo Oscar


    S. 2241, XL, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Sánchez de Raña, Norma c/ Borruzo, Pedro Marcelo


    S. 144, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Inhabilidad de título. Obligaciones de dar sumas de dinero. Recurso extraordinario federal. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El agravio de la recurrente referente al rechazo de la excepción de inhabilidad de título no puede prosperar toda vez que la queja recibe suficiente respuesta en las consideraciones de la sentencia, en orden a que esta excepción sólo es viable cuando se cuestiona la idoneidad jurídica del título, sea porque no figura entre los mencionados por la ley, o porque no reúne los requisitos a que ésta condiciona su fuerza ejecutiva, o porque el ejecutante o el ejecutado carecen de legitimación sustancial. Y el título de las presentes actuaciones, constata la existencia de una obligación exigible de dar cantidades de dinero, de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 520 del Código Procesal.


    Santos, Castro c/ Queiroz, Maria


    S. 196, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Santos, Guillermo Teobaldo y otro c/ Tedesco, Gustavo Alejandro s/ Ejecución hipotecaria


    S. 2692, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Scarpino, Alberto c/ Ríos, Ernesto José


    S. 384, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Schiffer, Ernesto Mario c/ Bron, Samuel Tobías s/ Ejecución hipotecaria


    S. 1586, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Schvartz, Adrián Pablo c/ Gonzáles, Abel Nemecio y otro s/ Ejecución prendaria


    S. 2287, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Serra, Aurelio y otros c/ Torres Nieto, Mirta Carmen


    S. 420, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Siano, Haidee Alicia y otros c/ Los Pinos Maderas en Chapas S.R.L.


    S. 1813, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Sklar, Claudio Felipe y otros c/ Vittar, Alfredo Aquiles


    S. 2513, XL, 22 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Slonimsqui, Ricardo c/ Mepadip S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    S. 1207, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Solanas Agüero, Federico y otros c/ Lanchini, Ricardo Francisco


    S. 1812, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Suárez, Franklin Washington c/ Fridman, Ismael


    S. 78, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Tambussi de Ureta, Marta Elena c/ Peña García Vidal s/ Ejecución hipotecaria


    T. 357, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Mora. Intereses punitorios. Tasas de interés. Inhabilidad de título. Costas. Recurso extraordinario federal. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    La Corte tiene dicho que lo relativo a la mora son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, las que sólo traducen la discrepancia del apelante con el criterio del sentenciador en cuanto a la apreciación de las circunstancias respecto a la conducta de las partes, a la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, a la existencia de factores extraordinarios e imprevisibles en relación con el Artículo 1198 del Código Civil, por lo que no sustentan la tacha de arbitrariedad articulada. El mismo criterio aplicó el Tribunal respecto a los intereses, al establecer que lo atinente al curso de los mismos, a su tasa, así como al punto de partida que se debe adoptar para su cómputo, es ajeno al recurso extraordinario, por tratarse de una cuestión accesoria, de hecho y de derecho común. 


    Testa, José c/ New Side S.A. s/ Ejecución hipotecaria.


    T. 428, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Intereses punitorios. Tasas de interés. Costas. Recurso extraordinario federal. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    El Tribunal ha establecido en materia de intereses que el curso de los mismos, su tasa, así como el punto de partida que se debe adoptar para su cómputo, es ajeno al recurso extraordinario, por tratarse de una cuestión accesoria, de hecho y de derecho común. El mismo criterio aplicó la Corte en lo relativo a las costas, toda vez que insistentemente ha señalado que lo atinente su imposición es una cuestión procesal y accesoria que no da lugar al recurso del Artículo 14 de la Ley 48.


    Tin Mao Chiu y otros c/ Daiana Management S.A. s/ Ejecutivo


    T. 997, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso de queja. Caducidad. Desistimiento. Interposición del recurso. Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    La continuación del trámite en el expediente, no implica desistimiento ni caducidad de la queja, interpuesta con anterioridad a la sentencia de trance y remate y pendiente de resolución.


    Macellaro, Antonio c/ Oyhanart, Dora María


    M. 2650, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Nicosia, Martha Edith c/ Concheso Álvarez de Zapico Celsa y otro


    N. 412, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Plecel, Ariel c/ Grosmark, Roberto Luis


    P. 1132, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Litispendencia. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Aún admitiendo la definitividad de la sentencia en este punto, las críticas de los apelantes relativas al rechazo de excepción de litispendencia, solo traducen diferencias de criterio con el juzgador y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, a la vez que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, y derecho procesal. El Tribunal tiene dicho que lo atinente a establecer si la excepción de litispendencia puede o no prosperar en el proceso ejecutivo, remite al análisis de un tema de derecho procesal, propio de los jueces de la causa y ajeno, por su naturaleza, a la instancia prevista por el Artículo 14 de la Ley 48.


    Pérez Bouzas, Ronaldo Roberto y otro c/ Boublis de Papazicos, Crisanti


    P. 1107, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Sigal, Laura y otro c/ Santacruz Arevalo, Faustino Nicolás y otro


    S. 2433, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Solano, Ángela Rosaria c/ Terza, María Zulema y otro


    S. 2306, XL, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Souto de Adler c/ Martorano s/ Ejecución hipotecaria


    S. 499, XXXIX, 24 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Spinelli, Maria Martha c/ Boto Álvarez, Maria Graciela


    S. 2289, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Torres de Bulnes S.A. y otro c/ De Brittes Cabrerira Evelmar Maximiliano s/ Ejecución hipotecaria


    T. 953, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Tuccio, Caterina Rosa María c/ Romano, Beatriz Edith


    T. 234, XL, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Ulloa, Fernando Alberto c/ Erbo S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    U. 117, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Vázquez, María Cecilia y otros c/ Amuchástegui Astrada


    V. 240, XLI, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Vázquez Nieves, Leonides c/ La Pontinga S.A. s/ Ejecución especial Ley 24.441


    V. 736, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Veic, Catalina María c/ Cadel, Agustín Carlos Alfredo y otros s/ Ejecución hipotecaria


    V. 514, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Velez, Miguel Ángel c/ Pereyra, Alfredo y otros


    V. 1290, XL, 08 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Vietto, María del carmen c/ Redondo, Manuel s/ Ejecutivo


    V. 944, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Villagran, Eulogia Lilia c/ Gómez, Carmen Rosa Josefina Teodolina


    V. 689, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Villar, Eduardo Martín c/ Automóviles Deportivos 2000 S.A. s/ Ejecutivo


    V. 646, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Vita, Marta del Rosario y otros c/ Talamo, Domingo Benito


    V. 333, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Vizcaino, Héctor Ignacio c/ Sotera, María Florencia


    V. 846, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Wolff, Ester c/ Mera, Susana s/ Ejecución hipotecaria


    W. 80, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Mora. Recurso extraordinario federal. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    La reiterada jurisprudencia de la Corte ha establecido que son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, las que sólo traducen la discrepancia del apelante con el criterio del sentenciador en cuanto a la mora en el cumplimiento de las obligaciones contractuales, y a la existencia de factores extraordinarios e imprevisibles en relación con el Artículo 1.198 del Código Civil, por lo que no sustentan la tacha de arbitrariedad articulada.


    Yakoupian, Vahe y otros c/ Katz, Gerardo o Katz y Becker Gerardo


    Y. 19, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Youssefian, Daniel José c/ Weniche S.R.L.


    Y. 49, XLI, 16 de junio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Zalcberg, Fajgla c/ Barbieri, Franco


    Z. 88, XLI, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Zeneca S.A.I.C. c/ Lihor S.R.L. y otro s/ Ejecutivo


    Z. 98, XL, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 1137, L. XXXIX, "Márquez, Alicia J. y otro c/ Estado Nacional".


    Vega, Ramón Vicente c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    V. 589, XXXIX, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Merello, Norberto Eduardo c/ Pevial S.A.


    M. 1250, XL, 24 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Veic, Catalina María c/ Corfiati, Rubén Osvaldo y otro


    V. 803, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Fotocopias Robert y Compañía S.A.C.I. s/ Quiebra


    F. 1352, XL, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Zapata, Juan Antonio y otros c/ Pintos, Federico Manuel y otro


    Z. 24, XL, 13 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Viggiolo, Hernán Raúl c/ Riner, Mafalda Flora


    V. 828, XLI, 13 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Rzeonikowski, Lucia s/ Etage S.A.


    R. 1242, XLI, 13 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Blanco, Santiago y otros c/ González, Néstor


    B. 1425, XLI, 13 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Gómez y Medinilla S.A. c/ Carloni, Osvaldo Rubén y otros


    G. 814, XLI, 13 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Haase, Gerardo Germán c/ Cavanna, Claudia Alejandra y otro


    H. 225, XLI, 13 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Despido. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Ortega, Noemí Cecilia c/ Artemisi, Dante Leonardo


    O. 387, XXXIX, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Trovato, Cecilia Martha y otra c/ Galassi, Juan Ubaldo


    T. 613, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Tesler, Mario Daniel y otro c/ Santos Kenepple, Claudia s/ Ejecución hipotecaria


    T. 111, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Tres de Febrero Construcciones S.A. c/ Beliera, Viviana Noemí


    T. 430, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Del Libertador S.A. c/ Mayoni, Héctor Roque Osvaldo


    D. 905, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia de trance y remate. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Cilaurren, María Beatriz c/ Lising S.A.


    C. 2645, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    López, Julio c/ Medeot, Fernando Antonio


    L. 1832, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Hamburg Sud Sucursal Argentina c/ Ford Argentina S.A. s/ Cobro de fletes


    H. 31, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Ferrari, Horacio Eduardo y otros c/ Fequino, Jorge Domingo


    F. 483, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Boyadjian, Arturo y otro c/ Serrano, Damián Gonzalo y otro s/ Ejecución hipotecaria


    B. 1490, XLI, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pesificación. Títulos de deuda pública. Recurso extraordinario federal. 


    Resulta aplicable al sub lite la doctrina de la Corte que indica que el voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin expresa reserva, determina la improcedencia de su impugnación ulterior con base constitucional y, sobre tales bases, las garantías atinentes a la propiedad privada pueden ser renunciadas por los particulares expresa o tácitamente. Ello sucede cuando el interesado realiza actos que, según sus propias manifestaciones o el significado que se atribuye a su conducta, importan acatamiento de las disposiciones susceptibles de agraviar a dichas garantías, o supone el reconocimiento de la validez de la ley que se pretende impugnar. Y, en tal orden de ideas, la Corte concluyó en que no puede peticionar y obtener le ejercicio del control judicial de la constitucionalidad de las leyes el particular que antes de la iniciación del juicio renunció al derecho que alega.


    Muller, Cristina Mariana c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    M. 91, XLI, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Restitución de sumas de dinero. Moneda extranjera. Coeficiente de estabilización de referencia. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    La solución que propicia la sentencia impugnada, no es la que corresponde conforme a la legislación de emergencia.La obligación deberá convertirse a "razón de un dólar estadounidense igual a un peso, más el CER o el CVS, de corresponder, en el marco de la citada legislación y de la integralidad del pago realizado (arts. 740, 744 y concordantes del Código Civil), cuestión que habrá de ser dilucidada ante los jueces de las instancias inferiores, al plantearse los incidentes que las partes estimen pertinentes en el momento de practicarse la liquidación definitiva.


    Anaya, Ana Margarita c/ Vinciguerra José


    A. 1617, XXXIX, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Ejecución de alquileres. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Fiscina, Mario Oscar c/ Do Amaral Mineiro E. Silva Jorge Humberto y otros


    F. 800, XLI, 15 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Herrendorf, Mabel Judith y otros c/ Helen, Héctor Osvaldo y otro


    H. 316, XXXIX, 19 de abril de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Despido. Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Ibarra, Mario Hugo Felipe y otro c/ Empresa Almirante Guillermo Brown S.R.L. y otro s/ Despido


    I. 89, XXXIX, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Nisemblatt, Dora Beatriz y otro c/ Wolyniec Oscar Marcos s/ Ejecución hipotecaria


    N. 305, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pagaré


    Moneda extranjera. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Compañía General Mantenimiento y Limpieza S.A. c/ Rubino, Jorge


    C. 839, XLI, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Pesificación


    Ley de emergencia económica. Renta vitalicia. Interpretación de la ley. Derecho de propiedad. Recurso extraordinario federal. 


    Las disposiciones cuestionadas encuentran resguardo en la doctrina de la emergencia en cuyo marco fueron dictadas y cumplen el estándar de razonabilidad que se exige en tales situaciones para su validez constitucional (art. 28 de la Constitución Nacional). Para superar el estado de adversidad que implica una situación de emergencia, todos los sectores deben deponer sus intereses individuales en pos del bienestar general y, con tal fin, las medidas en estudio no se limitaron a convertir a pesos las obligaciones constituidas en monedas extranjeras, sino que previeron mecanismos de compensación para morigerar la pérdida de valor que necesariamente trajo aparejado el abandono del sistema de convertibilidad, decisión de política económica sobre cuyo acierto, como es bien sabido, no pueden pronunciarse los jueces. 


    Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1570 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    B. 1694, XXXIX, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Régimen de consolidación de deudas. Ley de emergencia económica. Obligaciones en moneda extranjera. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. 


    Asiste razón al apelante cuando sostiene que el modo en el que se le ordena cumplir la sentencia de condena se aparta de lo dispuesto por el art. 10 de la ley 25.565, que canceló la posibilidad de optar por recibir bonos de consolidación en dólares estadounidenses, y el decreto 1873/02, que regula específicamente el procedimiento a seguir en relación con las deudas que aún no se hubieran cancelado y en las que el acreedor hubiera optado por recibir bonos de consolidación en dólares estadounidenses, situación en la que estarían comprendidos los actores. Tal proceder se traduce en una violación a los derechos de defensa y de propiedad, pues resulta evidente que la decisión apelada omitió completamente la consideración de tales ordenamientos, que fueron dictados en el marco de una situación de emergencia económica y participan del mismo carácter de orden público que revisten las normas a las cuales modifican. 


    Cesetti, Adolfo A. c/ Ferrocarriles Argentinos


    C. 1151, XL, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Bonos de consolidación. Obligaciones en moneda extranjera. Pesificación. División de poderes. Facultades del juez. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Una vez dictados la ley 25.561 y el decreto 471/02, el Congreso Nacional sancionó la ley 25.565, de presupuesto para el ejercicio 2002 que, en lo que aquí interesa, dispuso dar por cancelada la segunda de las opciones mencionadas y que los formularios de requerimiento de pago ingresados a la Oficina Nacional de Crédito Público, dependiente de la Secretaría de Finanzas del Ministerio de Economía e Infraestructura, que no hubieran sido satisfechos a la fecha de la promulgación de la ley, serían convertidos a moneda nacional en las condiciones que determinara la reglamentación (art. 10). Por su parte, mediante el decreto 1873/02 se estableció que las deudas consolidadas por la ley 25.344 que aún no se hubieran cancelado y que el acreedor haya optado por recibir bonos en dólares estadounidenses conforme a la normativa vigente, se convertirán a moneda nacional según lo dispuesto por el art. 1° del decreto 471/02, en las condiciones que determine la autoridad de aplicación.  El Ministerio de Economía dictó entonces la resolución 638/02, que estableció las condiciones de emisión de los bonos en moneda nacional que recibirían los acreedores como consecuencia de lo dispuesto en la noma antes mencionada.


    Cortez, Jesús Florentino y otros s/ Ferrocarriles Argentinos FFCC s/ Laboral


    C. 3031, XXXIX, 28 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario


    Emergencia económica. Conversión de moneda. Ley vigente. Interpretación de la ley. Revocación de sentencia. 


    Sobre el agravio por excluir de la conversión a pesos dispuesta por la ley 25.561 y el decreto 214/02 a las obligaciones en mora remisión al dictamen de la causa P.122 L. XXXIX. "Pérsico, Luigi c/ Maffuli, Ciro y otro".


    Mediante el decreto 214/02, el Poder Ejecutivo Nacional aclaró que quedaban transformadas a pesos todas las obligaciones de dar sumas de dinero de cualquier causa u origen, judiciales o extrajudiciales, expresadas en moneda extranjera existentes a la sanción de la ley 25.561 y que no se encontraran ya convertidas a pesos. Es por ello que una interpretación restrictiva como la efectuada por la Cámara desnaturaliza el objetivo de conjurar la emergencia, desde que, paradójicamente, supone imponer a los deudores afectados una sanción leonina y usuraria, consistente en triplicar o cuadruplicar la deuda en un breve período, dada la fluctuación de la moneda. Es por ello que una exégesis prudente lleva a interpretar que quedan sometidas al sistema legal las prestaciones dinerarias entre particulares a que se refiere el art. 11 de la ley 25.561, hubiera vencido el plazo respectivo antes o después de su publicación.


    Acifat Sudamericana S.A. c/ Elma S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    A. 1305, XXXIX, 30 de marzo de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sistema financiero. Mercado de capitales. Obligaciones negociables. Oferta pública de títulos valores. Comisión Nacional de Valores. Régimen de transparencia de la oferta pública. Inversión. Intercambio de información financiera. Contrato de comisión. 


    La Corte tiene dicho que en la tarea de esclarecer la inteligencia de normas no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocadas también causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión, han de ser examinados en forma conjunta. Como primer paso a los fines de determinar la inteligencia correcta del artículo 21 de la R.G. N° 277, dicha norma, en cuanto aquí resulta de interés, prohíbe a accionistas controlantes, directores, administradores y gerentes (insiders, iniciados o adentrados) valerse de información relevante no divulgada públicamente a fin de obtener para sí o para otros, ventajas de cualquier tipo, deriven ellas de la compra o venta de títulos valores o de cualquier otra operación relacionada con el régimen de la oferta pública. 


    Comisión Nacional de Valores c/ Establecimiento modelo Terrabusi S.A. s/ Transferencia paquete accionario a Nabisco


    C. 4043, XXXVIII, 10 de mayo de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al dictamen de la causa P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria".


    Biocca, Agustina c/ Cornejo, Fernando


    B. 2472, XL, 19 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Kielmanowicz, Felisa c/ Vidiri, Pedro


    K. 256, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Parada, Esther c/ Bellagamba, Lara


    P. 1468, XL, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de las causas P. 122, L. XXXIX, "Pérsico, Luigi c/ Maffulli, Ciro y otro s/ Ejecución hipotecaria"; y S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Soto Romay, Graciela Noemí y otra c/ Yazbeck Jozami, Julio César Said


    S. 1120, XL, 31 de octubre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 499, L. XXXIX, "Souto de Adler, Mercedes c/ Martorano, Marta Teresa s/ Ejecución Hipotecaria".


    Trebliner, Julio c/ Rodríguez, Dardo Mario


    T. 871, XXXIX, 07 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    García Camed, José Omar c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparos y sumarísimos


    G. 2301, XL, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Régimen de consolidación de deudas


    Presupuesto nacional. Honorarios del abogado. Ejecución de honorarios. Obligaciones accesorias. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Control de constitucionalidad. Ley de emergencia. 


    Carácter alimentario. Precedente de Fallos: 325:2394.


    Los créditos por honorarios no están excluidos del principio general que consagra el artículo 61 de la Ley 25.565 respecto de las obligaciones de la entidad aseguradora, aun cuando se devenguen por trabajos profesionales llevados a cabo en juicios vinculados a deudas provenientes de seguros de vida por fallecimiento o por incapacidad total y absoluta, únicas excepciones que prevé la norma. Según una antigua jurisprudencia de la Corte, la exégesis de las normas, aun con el fin de adecuarlas a principios y garantías constitucionales, debe practicarse sin violación de su letra o de su espíritu y, frente a la claridad de ley, interpretar que los honorarios quedan exceptuados de la consolidación importaría tanto como atribuirse el rol del legislador para crear excepciones no admitidas por éste, función que no incumbe a los jueces. 


    Bodeman, Félix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro


    B. 2307, XL, 04 de julio de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Seguro de retiro


    Moneda extranjera. Ley de emergencia económica. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Laborde, María del Carmen y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    L. 332, XXXIX, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Navas, Graciela Haydée c/ Poder Ejecutivo Nacional Decretos 1.570/01 y 214/02


    N. 71, XL, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Zaitone, María E. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01 214/02


    Z. 18, XL, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Roldán, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional


    R. 785, XL, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Ley de emergencia económica. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas M. 1137, L. XXXIX, "Márquez, Alicia J. y otro c/ Estado Nacional"; y B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Estévez, Ernesto Raúl Roque c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    E. 319, XXXIX, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Moneda extranjera. Ley de emergencia económica. Recurso extraordinario federal. 


    Remisión al dictamen de las causas M. 1137, L. XXXIX, "Márquez, Alicia J. y otro c/ Estado Nacional"; y B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Andreoli, Luis Alberto s/ Amparo


    A. 1014, XXXIX, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Rodríguez, Armando c/ Metropolitan Life Seguros de Retiro S.A.


    R. 710, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1694, L. XXXIX, "Benedetti, Estela Sara c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decreto 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986".


    Careggio, Adrián Fernando c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561, Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    C. 1353, XL, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Sentencia


    Monto del juicio. Regulación de honorarios. Impugnación de la liquidación. Régimen de consolidación de deudas. Resoluciones posteriores a la sentencia a definitiva. Recurso extraordinario federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Interpretación de leyes federales. 


    Artículo 58, Ley 25.725: prorroga la fecha de consolidación de obligaciones de carácter no previsional, vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991.


    Si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, extremo que se verifica en autos, toda vez que el a quo denegó la aplicación de una norma que integra el régimen de consolidación legal. Por otra parte, también debe tenerse presente que en el sub lite se discute la interpretación de normas federales y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que el apelante funda en ellas. El a quo, sobre la base de argumentos meramente formales, se apartó de lo dispuesto por la ley 25.725, que fijó el 31 de diciembre de 2001 como fecha de corte para la consolidación de obligaciones de carácter no previsional, vencidas o de causa o título posterior al 31 de marzo de 1991, a las que alude el art. 13 de la ley 25.344. Cabe recordar que esta ley y, en especial, su d


    Rapetti, Lelia Marcela y otros c/ Administración Nacional de Seguridad Social


    R. 92, XL, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


    Servicio Penitenciario Federal


    Ley de emergencia económica. Régimen de consolidación de deudas. Resoluciones posteriores a la sentencia definitiva. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional. Dicha situación excepcional se configura en el sub lite, toda vez que la Cámara, con apoyo en meras consideraciones formales y aun advirtiendo la existencia de excepciones legales a la regla de la irrecurribilidad prevista por el art. 109 de la Ley 18.345, se limitó a señalar que éstas no se daban pese a que, en la anterior instancia, también se resolvió dogmáticamente el rechazo y, por ende, se omitió considerar los argumentos invocados por la demandada en torno a la correcta aplicación de la ley 25.344 y su decreto reglamentario -cuyas normas revisten carácter de orden público- y a la imposibilidad de diligenciar los formularios de requerimiento de pago por no haber presentado los acreedores la documentación necesaria. Asimismo, al sustentar su decisión en el tiempo transcurrido entre la publicación de dichas normas y el cuestionamiento efectuado por el apelante, el a quo se apartó de las constancias de la causa, de las cuales surge claramente que el organismo deudor no sólo solicitó oportunamente su aplicación, sino que, además, puso en conocimiento de la actora y su letrado las deficiencias que padecía el trámite que ellos mismos iniciaron y que no podía proseguir ante la falta de cumplimiento de los extremos que requiere el ordenamiento vigente en la materia.


    Domínguez, Bernardino Eustaquio c/ Servicio Penitenciario Federal


    D. 756, XL, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen 


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIII


    Salud Pública


    Acción de amparo


    Obras sociales. Menores. Autismo. Ejercicio profesional. Título profesional. Tratamiento médico. Reintegro de gastos. 


    No resulta razonable privar a un menor de la cobertura del tratamiento conductual que viene realizando con la atención del equipo interdisciplinario coordinado por una ingeniera, por el hecho de que aquélla no posea título habilitante para realizar prácticas vinculadas a la salud humana. Ello, en virtud de que existe más de un motivo que justifica la continuación de dicho tratamiento. En primer lugar, en virtud de la evolución favorable del menor. En segundo lugar, por la conformación del equipo interdisciplinario; y porque el conjunto de prestadores puestos a disposición de los requirentes por la demandada, no cuenta con un equipo de condiciones similares. Con el avance de la ciencia, la ingeniería en sus diversas especializaciones, presta una indispensable asistencia a la medicina, siendo imprescindible su auxilio tanto para el diagnóstico como para la curación y rehabilitación de un ilimitado número de dolencias. 


    Ruiz, Daniel Osvaldo c/ Acción Social de la Universidad Nacional de Tucumán


    R. 945, XLI, 27 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIV


    Seguridad Social


    Acción de reintegro


    Sistema integrado de jubilaciones y pensiones. Cuestión abstracta. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 37; L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    La cuestión a dilucidar se ha tomado abstracta, toda vez que se ha ordenado el pago íntegro, en efectivo y de una sola vez, de las sumas correspondientes a la restitución a beneficiarios y/o sus sucesores legítimamente acreditados del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, de la reducción del trece por ciento al que se refiere el segundo párrafo del artículo 1° del decreto 1.819/2.002 (cfme. surge de del artículo 1° de la Decisión Administrativa 521/2.004). Si la Corte no compartiera lo expuesto, cabe remitirse al dictamen de la causa V. 37; L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Amadeo, Octavio D. c/ Estado Nacional - ANSES s/ Amparo


    A. 1167, XL, 12 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Reintegro del porcentaje establecido en el decreto 1.819/02. Remisión al dictamen de la causa V. 37; L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    La cuestión a dilucidar se ha tomado abstracta, toda vez que se ha ordenado el pago íntegro, en efectivo y de una sola vez, de las sumas correspondientes a la restitución a beneficiarios y/o sus sucesores legítimamente acreditados del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, de la reducción del trece por ciento al que se refiere el segundo párrafo del artículo 1° del decreto 1.819/2.002 (cfme. surge de del artículo 1° de la Decisión Administrativa 521/2.004). Si la Corte no compartiera lo expuesto, cabe remitirse al dictamen de la causa V. 37; L. XL, "Vinzón, Carlos c/ Estado Nacional (S.S.I.P.N) s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Wade, María L. c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    W. 83, XXXIX, 15 de abril de 2005


    Ver Dictamen


    Aportes y contribuciones previsionales


    Pago por error. Repetición del pago. Régimen de consolidación de deudas. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa no son, en principio, revisables mediante la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional. La regla según la cual las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, en razón de su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía extraordinaria, también reconoce excepciones cuando lo decidido revela un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio.La sentencia no sólo trasunta un excesivo rigor formal en la manera de apreciar la insuficiencia técnica del recurso interpuesto, sino que omite pronunciarse sobre cuestiones oportunamente planteadas y que son conducentes para la resolución del caso, como es la aplicación de las leyes 23.982 y 25.344 -la cuales revisten carácter de orden público y cuya constitucionalidad no ha sido puesta en tela de juicio- con fundamento en que los créditos de autos se encontrarían comprendidos en dicho régimen por la fecha de su origen y porque no están expresamente mencionados entre las excepciones a la consolidación.La solución que se propugna no importa, desde luego, desconocer las amplias facultades de los jueces de la causa para calificar los recursos y peticiones de las partes, puesto que, como principio, la valoración de un memorial, a fin de determinar si reúne las exigencias para sustentar un recurso es privativa del respectivo tribunal. Sin embargo, tal doctrina no puede aplicarse de manera absoluta cuando la apelación contiene un análisis suficiente de los temas que se pretenden someter a la alzada y cuyo tratamiento ésta omite de manera injustificada por causas formales que no atienden a los antecedentes del proceso.


    Hermandad S.A. c/ Administración Nacional del Seguro de Salud y otro


    H. 10, XLI, 14 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Beneficios previsionales


    Muerte. Pensión. Garantías constitucionales. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Inversión de la carga de la prueba. 


    El a quo efectúa una valoración errónea de los hechos de la causa e invierte la carga de la prueba, pues si consideraba que no había constancias respecto de que la causante no se hallaba en actividad al momento de su fallecimiento, debió haber adoptado las medidas necesarias para satisfacer la duda que se le planteó, en lugar de declarar abstracta la cuestión de fondo y, de esa manera, coartar la pretensión de las hijas de la causante de percibir ya sea la indemnización por el fallecimiento de su madre prevista en los artículos 212 y 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, como los derechos de la seguridad social o sea el beneficio de pensión.Asimismo, la Sala I hace referencias genéricas y ambiguas respecto a las circunstancias del deceso de la titular y a la posibilidad de que el cónyuge supérstite tenga algún tipo de interés en obtener un pronunciamiento judicial, pero no advirtió que del expediente penal se desprende que la muerte fue por causa dudosa, que no hay ningún imputado y que el motivo del fallecimiento fue la ingesta de medicamentos; ni tuvo en cuenta el pedido de la parte recurrente de que se libre oficio a la fiscalía penal a fin de obtener más pruebas, sobre todo si se tiene en cuenta que como sostiene calificada doctrina la muerte podría considerarse como el máximo nivel de la invalidez, razón por la que no hay dudas en cuanto a que esta última se encuentra probada. A mayor abundamiento, en el caso resultaría de aplicación el criterio referente a que, frente a los fines tuitivos que rigen en materia de seguridad social, los jueces deben proceder con suma cautela en el desconocimiento o rechazo de solicitudes de naturaleza alimentaria pues tal finalidad puede verse desnaturalizada cuando la aplicación de las normas vigentes en ese ámbito se realiza de manera mecánica y sin integrarlas al caso concreto.


    Antiveros, Stella Maris c/ ANSES


    A. 197, XXXIX, 05 de julio de 2005


    Ver Dictamen


    Pensiones graciables. Reducción del beneficio. Derecho de propiedad. Realidad económica. Sentencia arbitraria. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. 


    El fallo en cuestión ha sido sindicado como arbitrario, pero los fundamentos en que se sustenta tal afirmación no resultan hábiles para descalificarlo en cuanto sólo traducen las discrepancias del recurrente con el criterio expuesto por quienes integran un superior tribunal de provincia al examinar un recurso local, marco en que el carácter excepcional de tal doctrina se encarece, máxime cuando dicha postura resulta, en lo sustancial, coincidente con pautas sostenidas por la Corte en casos similares. En efecto, tiene dicho el Tribunal que los beneficios graciables, en tanto favor pecuniario que no se funda en un derecho subjetivo, no constituyen propiedad incorporada al patrimonio y pueden ser disminuidos y aún extinguidos sin menoscabo de la garantía que protege la propiedad. En tal orden de ideas, cabe resaltar, que al resolver un caso similar al de autos, la Corte expresó también que resultaba ajeno a pensiones de tal tipo el principio relativo a la proporcionalidad que debe existir -dado su naturaleza sustantiva- entre el haber del beneficio y el sueldo de actividad.Si bien la solución a la que se arribó no es la que más se ajusta a los objetivos que perseguía la disposición que estableció un reconocimiento pecuniario a quienes participaron en el conflicto de las islas del Atlántico Sur, ella se adecua a una realidad socioeconómica que podría llevar a la desaparición de tales beneficios, y ante la cual consideraron válido tomar medidas como las que establecieron, máxime cuando, pese a tal situación deficitaria y aún acotados en su monto, los titulares continúan percibiéndolos, se otorgan a nuevos beneficiarios, y, ahora, se defieren a sus causahabientes. Cabe resaltar lo expresado por los jueces actuantes en cuanto encarecieron a las autoridades provinciales que, superada la situación económica que motivó el dictado de las normas impugnadas, arbitren los medios necesarios para recomponer los montos de los beneficios en juego.


    Peñalva Huanuco, José Luis c/ Provincia de Tierra del Fuego


    P. 2786, XXXVIII, 26 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Servicio militar obligatorio. Licencias especiales. Lesiones en acto de servicio. Incapacidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Las leyes previsionales deben interpretarse conforme a la finalidad que persiguen, lo que impide efectuar su inteligencia restrictiva, como también que el rigor de los razonamientos lógicos debe ceder ante la necesidad de que no se desnaturalicen los fines que las inspiran, que no son otros que la cobertura de riesgos de subsistencia, ancianidad y protección integral de la familia. El sometimiento de un conscripto a las curaciones brindadas por el personal de enfermería de una Unidad Militar, realizada por orden de los superiores, configura un acto de servicio, por cuanto cumple con los presupuestos básicos para roturarlo de esa manera, toda vez que existe una relación de dependencia entre quien encomienda la tarea y quien la efectúa, se da en un ámbito castrense y, en este caso, en el marco del cumplimiento de un deber como ser el de prestar el servicio militar.


    Poeta, José A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P. 1427, XL, 23 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia


    Deuda previsional. Ejecución previsional. Acción de repetición. Competencia previsional. 


    La Corte tiene dicho que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. La causa deberá quedar radicada ante el fuero de la Seguridad Social, por cuanto el objeto de la acción es determinar si una deuda previsional ha sido bien ejecutada conforme a lo dispuesto en el art. 2do., inciso e) ley 24655, o si por el contrario debe admitirse la repetición reclamada. Consecuentemente principios de celeridad procesal y buen servicio de justicia así lo recomiendan toda vez que, en dicho fuero se ha ventilado la causa que genera la promoción de la presente.


    Compañía de Acrílicos S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Repetición de aportes y contribuciones


    COMP. 1192, XL, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Empleados públicos


    Poder Ejecutivo. Poder Judicial. Régimen jubilatorio provincial. Reajuste jubilatorio. 


    En cuanto a los demás beneficiarios, remisión al dictamen de la causa V. 702, L. XL, "Velázquez, María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén s/ Acción procesal administrativa".


    Respecto de los ex empleados judiciales, la circunstancia de no haber mediado en la especie pronunciamiento favorable a la norma local, como lo exige el artículo 14, inciso 2°, de la ley 48, obsta a que la Corte entre a conocer del fondo del asunto.


    Revuelto, María A. c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén


    R. 1244, XL, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Incapacidad laboral


    Jubilación por invalidez. Costas al demandado. Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Queja por recurso denegado. 


    Corresponde hacer lugar al agravio de la recurrente respecto a las costas, ello es así dado que el sentenciador o no advirtió que también actuó como parte demandada la ANSES o si estimó que debían aplicárselas sólo a la quejosa, debió explicitar -como es menester- en qué consideraciones fundó tal criterio. Dado entonces, que sobre el tema existe una duda que va más allá de lo razonable, con el alcance indicado, corresponde hacer lugar a la queja.


    Espiso, Luis Alberto c/ Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones


    E. 394, XL, 07 de diciembre de 2005


    Ver Dictamen


    Juicios contra el Estado


    Pensiones militares. Reajuste jubilatorio. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. 


    Si bien los jueces al dictar sentencias no están obligados a seguir a las partes en todas sus alegaciones, se encuentran constreñidos a pronunciarse sobre los puntos propuestos por ellas que sean pertinentes a una adecuada solución del juicio. La omisión de tratamiento de tales cuestiones, expresa y oportunamente planteadas, afecta la garantía de la defensa en juicio consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional.


    Vea Murguia de Achard, María Salomé y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General del Ejército


    V. 1028, XXXIX, 24 de febrero de 2005


    Ver Dictamen


    Personal militar retirado


    Pensiones militares. Modificación del haber de pensión. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, no obstante los agravios de los recurrentes remitan al examen de materias de índole procesal, ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, ello no resulta óbice para invalidar lo resuelto cuando los tribunales de la causa han excedido el límite de su competencia apelada, con menoscabo de garantías constitucionales y ha establecido, asimismo, que si frente a los términos del fallo de la instancia anterior y a los agravios expresados en la apelación, el a-quo carecía de facultades para expedirse sobre una cuestión que no le fue propuesta en forma expresa ni implícita, corresponde la descalificación de la sentencia como acto jurisdiccional, situación que se configura en el sub-lite. 


    Lorenzo, América c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    L. 1470, XL, 23 de agosto de 2005


    Ver Dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Pensiones. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Le asiste razón al recurrente cuando tacha de arbitraria la sentencia de los jueces de la Cámara Federal de la Seguridad Social, pues el hecho de haber sido excluido de la herencia de aquélla en los términos del artículo 3575 del Código Civil, es decir por estar separado de hecho sin voluntad de unirse a la fecha del fallecimiento, no implicó, ni ser declarado indigno para suceder, ni desheredado, según las normas pertinentes del plexo legal citado, como lo entendieron los jueces al rechazar su derecho al beneficio por considerarlo incurso en la causal contemplada en el inciso b), del artículo 1°, de la ley 17.562.


    Sislian, Miguel Ángel c/ Siembra AFJP S.A.


    S. 2133, XXXIX, 06 de mayo de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso de la seguridad social


    Aportes previsionales. Jubilación por invalidez. Incapacidad previsional. 


    La Corte Suprema tiene reiteradamente dicho que la interpretación y aplicación de las leyes previsionales debe hacerse de modo tal que no conduzcan a negar los fines superiores que persiguen, dado que por el carácter alimentario y protector de los riesgos de subsistencia y ancianidad que poseen dichos beneficios sólo procede desconocerlos con extrema cautela. En el caso, se incurrió en una aplicación excesivamente formal de las disposiciones del decreto 460/99 al omitir considerar elementos objetivos y conducentes para la correcta solución del caso. El causante, carecía de posibilidades ciertas de reinsertarse en el mercado laboral así como de la aptitud psíquica requerida para efectuar la solicitud de retiro por invalidez, ello sin perjuicio de verse afectado por una clara dificultad material para continuar cumpliendo regularmente con sus aportes previsionales. 


    C. de F., T. del C. c/ ANSES s/ Pensiones


    C. 501, XXXVII, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa T. 1041; L. XXXVIII "Tarditti, Marta Elena c/ ANSES s/ Pensiones".


    Loray, Blanca E. c/ ANSES s/ Impugnación de acto administrativo


    L. 225, XXXVII, 18 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Contra la sentencia que declaró la inconstitucionalidad del artículo 10 de la ley 25.453 y dispuso se reintegren a la beneficiaria las sumas descontadas en virtud de su aplicación se interpuso recurso extraordinario. El remedio procesal resulta procedente, por cuanto se cuestionan los alcances de una norma federal y la decisión ha sido contraria al derecho que en ella funda el apelante. Sin embargo, dicho reclamo no puede prosperar, desde que al momento de haberse dictado la sentencia - 16 de octubre de 2.002 - y, por ende, antes de interponerse, regía el decreto 1.819 del mismo año, que el a-quo debió aplicar, dado que da solución al tema discutido.


    Matos, Sylvia Diana y otros c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    M. 2079, XXXIX, 09 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Reajuste jubilatorio. Confirmación de sentencia. 


    Respecto de la forma como debe fijarse el haber inicial y su movilidad según las etapas posteriores; su contenido económico y a los intereses establecidos, los agravios no ponen en evidencia algún gravamen que pueda modificar las pautas que la Corte sentara sobre dichos temas en los precedentes, y, el relacionado con la postergación - para la etapa de ejecución de sentencia- de tratamiento de las defensas a que se refieren los artículos 16 y 17 de la ley 24.463, ya fue examinado y desechado en otros fallos. El proceder de la ANSES corrobora que la posibilidad que brinda el artículo 19 de la ley 24.463, al habilitar un recurso ordinario contra las sentencias definitivas de la Cámara Federal de la Seguridad Social, devino, en definitiva, al ser utilizado en forma habitual e irrazonable por los representantes de aquélla, en un grave perjuicio para los beneficiarios. 


    Itzcovich, Mabel c/ ANSES s/ Reajustes varios


    I. 349, XXXIX, 11 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas


    Beneficios previsionales. Interpretación de la ley. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 2307, L. XL, "Bodeman, Félix c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro de seguro".


    Siempre debe preferirse la interpretación que mejor favorezca los fines de una ley y no la que los dificulte, sin atenerse rigurosamente a sus palabras cuando una inteligencia razonable y sistemática así lo requiere. La incorporación del art. 18 al régimen de consolidación de deudas responde a la necesidad de atender en efectivo las obligaciones de aquellos acreedores que se encuentran en las especiales condiciones descriptas por la norma, sin tener que recurrir a declarar inconstitucional el régimen, única solución posible antes de sancionarse la ley 25.344, pues la ley 23.982 no contenía tales previsiones. Cuando se trata del reconocimiento de un crédito en sede judicial, la ley 25.344 se invoca y surte sus efectos al momento de dictarse sentencia condenatoria contra alguno de los entes u organismos comprendidos en su art. 2°, por lo tanto no parece apropiado considerar que el juez que intervino en la causa deba abstenerse de aplicar íntegramente dicho régimen, o de resolver las peticiones de las partes vinculadas a aquél, sin perjuicio de que el Poder Ejecutivo ejerza la facultad discrecional de otorgar este beneficio cuando el acreedor lo solicite ante las autoridades administrativas correspondientes.


    Guiñazú, Ricardo y otros c/ Folch, Cecilia Beatriz y otros


    G. 2187, XL, 09 de noviembre de 2005


    Ver Dictamen


    Sistema previsional


    Determinación del haber jubilatorio. Movilidad del haber jubilatorio. Derecho público. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Las relaciones jurídicas provenientes de leyes jubilatorias no son contractuales ni privadas, sino de derecho público y de manifiesto carácter asistencial de lo cual se deriva, entre otras consecuencias, que no es forzoso que exista una estricta proporcionalidad entre los aportes recibidos y las prestaciones acordadas por las cajas, máxime cuando el principio dominante en el sistema implementado por la ley 18.037 es el de la solidaridad social y las cargas que impone devienen obligatorias aún para aquéllos a los que no pudiera significarle beneficio alguno. El sistema previsional argentino se apoya en la necesaria proporcionalidad que debe existir entre el haber de pasividad y el de actividad -atendiendo a la naturaleza sustitutiva que debe reconocérsele a la prestación-, alcanzando ésta el conveniente nivel cuando el jubilado conserva una situación patrimonial equilibrada a la que le hubiera correspondido de haber seguido en actividad.


    Vázquez, Enrique Juan Alberto c/ ANSES


    V. 1231, XXXVIII, 04 de marzo de 2005


    Ver Dictamen


    Beneficios previsionales. Jubilaciones. Haber jubilatorio. Determinación del haber jubilatorio. 


    Decreto 214/95 y resolución 26/96.


    En el caso de autos, se otorgó a la recurrente el beneficio –suplemento mensual por zona desfavorable- considerando una determinada categoría que alcanzó a lo largo de su carrera docente, y su haber siempre se liquidó conforme a las variaciones que sufrió el sueldo percibido en actividad de igual rango como forma de que conservara una situación patrimonial equilibrada a la que le hubiera correspondido de haber seguido en funciones. La disminución de su monto al rebajarse el sueldo de actividad no puede tener el alcance pretendido, cual es, que el haber gozado de un porcentaje mayor importó la incorporación de un derecho a su patrimonio que no puede serle desconocido, pues ello configura una clara violación del Art. 17 de la Constitución Nacional.


    Velázquez, María Ofelia c/ Instituto de Seguridad Social del Neuquén


    V. 702, XL, 01 de marzo de 2005


    Ver Dictamen
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